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ACUERDOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


i.cu^io  nombrando  conjtieces  pam  el  año  1877 

• 

En  la  ciudad  de  Buenos  Aires  i  nueve  de  Enero  del  año 
mil  ochocientos  setenta  y  siete,  reunidos  en  el  salón  de  acuer- 
dos los  Señores  Ministros  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia 
Federal,  abajo  firmados,  con  el  objeto  de  nombrar  conjueces 
para  el  corriente  año,  de  conformidad  4  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo veintitrés  de  la  ley  de  procedimientos ;  acordaron  nom- 
brar á  los  señores  Doctores:  Don  Miguel  Esteves  Saguí,  Don 
Rufino  de  Elizalde,  Don  Bomingo  Pica,  Don  Basilio  Salas, 
Don  Tictor  Martínez,  Don  Félix  Sánchez  de  Zeliz,  Don  Fe- 
lipe Coronen,  Don  Daniel  M^  Cazón,  Don  Delfin  B.  Huergo, 
Don  Eduardo  Carranza  Viamont,  Don  Eduardo  Costa,  Don  Jo* 
sé  Antonio  Ocantos,  Don  Juan  Manuel  Terrero,  Don  Antonio 
E.  Malaver,  Don  Amánelo  Pardo,  Don  Ceferino  Araujo,  Don 
Manuel  Obarrio,  Don  Salustiano  J.  Zavalia,  Don  Honorio 
Martel,  Don  José  Francisco  López,  Don  Juan  José  Romero, 
Don  Wenceslao  Pacheco,  Don  José  Maria  Moreno,  Don  Fran- 
pisco  Alcobendas  y  Don  Rafael  Ruiz  de  los  Llanos.  Todo  lo 
cual  dispusieron  y  mandaron,  ordenando  se  rejistraae  en  el 
Libro  correspondiente  y  que  se  publicara,  firmando  ante.mi: 

JOSÉ  BARROS  PAZOS. —  1.   B.  GOROSTUGA. 
-—J.  DOlilNGUEZ. 

If.  BojOy  Secretario. 


Acuerdo  relativo  al  fallecimiento  del  señor  Presidente  de  la 
Sfímefm " <^ort€  ^  Jus^^  'FedfrClf,^  Dr. '  D,  'Jp9é\Batfic¡f^os. 

En  Buenos  Aires,  á  los  veinticuatro  dias  del  mes  de  Noyiem- 
bre  del  año  mil  ochocientos  setenta  j  siete,  reunidos  extraordi- 
nariamente en  el  Salón  de  Acuerdos,  los  señores  Ministros  de 
la  Suprema  Corte  de  Justicia  Federal  Dr.  D.  José  Benjamín 
Gorostiagá,  Dr.  D.  José  Domínguez,  Dr.  D.  SaturiAno  María 
Laspiur  y  Dr.  D.  Onésimo  Legizamon,  dijeron:  Que  habiendo 
tenido  lugar  la  muerte  del  Presidente  de  la'  Suprema  Corte 
Dr.  D.  José  Barros  Pazos,  y 'debiendo  honrar  la  memoria  de 
este  magistrado  que  tan  importantes  servicios  ha  prestado  á 
la  República  en  el  desempeño  de'su«  funciones^  debian  acoí- 
dar  y  acordaban :  se  diera  noticia  oficial  de  tan  lamentable 
fusontecimiento  al  'señor  Presidente  de  la  República,  para  que 
se  sirva  dictar  las  medidas  convenientes  al  efecto  de  honrar 
la  memoria  del  ilustre  finado ;  se  asista  por  la  Suprema  Górte 
«n  dos  coches  enlutados  á  la  inhumación  del  cadáver,  invitán- 
dose á  los  señores  Jueces  de  Secbion  y  ^Procurador  Fiscal  de 
esta  Provincia;  y  que  se  pase. una  carta*  de  pésame  á  lia  señora 
viuda  del  Dr.  D*  José  Barros  Pazos,  significándoíe  el  profundo 
sentimiento  que  ha  cfeiusado  y  causa  á  los  Miembros  de  la  Su- 
prema Corte  la  pérdida  de  tan  digno  y  recto  Magistrado :  de* 
biendo  al  mismo  tiempo  procurarse  los  medios  para  obtener 
un  retrato  de  aquel  para  colocarlo  en  la  Sala  de  Acuerdos  del 
Tribunal..  Todo  lo  cual  dispusieron  y  ordenaron  mandando 
se  negiatrase  en  el  libro  de  Acuerdos  y  se  publicase  firmando 
ante  mí: '  «     '  .  .  .  • 

J.  B.  GOROSTUGA.  —  S.  M.  LASPIUR.— 
J.  DOMÍNGUEZ.  —  O.  LEGUIZAMON. 

Antonio  Tarnassi,  Secretario. 
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COK  u  KiuaoN  Si  m  eespkctiyas  cusas 


CONTINUACIÓN  DKL  A^O  1810 


CAUSA    liXXXil. 


D»  Pedro  TaraboUo,  contra  el  Consulado  General  de  Italia f 

§pbre  devolución  de  un  espediente. 

* 

,'   •    ,     '     I      f       '.  ■  '  * 

' '''5Mmanb.-*^l^  Los  Trí'bunales  Argentinos  no  son  compe- 
tentes  para  declarat  eñ  qué  casos  los  cÓnbnlés*  y  ageiités 
consulares  pueden  obligar,  por  stis  actos  ónóiáTé^  en  país  áá- 

Trangero,  la  responsabilidad  d6  sas  gobíenios,  re^técto'  de 
tras  nacionales.''  '         '       ■     ■■•   '■■        "m-'i  in-.nT  /.I.m 

2°  176  cotfáld'étando  el  Trilnúál^  t^in^arlU'  una  'd^inanáa 
■no  puede "cUdeíiár'  en'  '¿ósty '  á' qtibn ' lá  dtótik'  '^ '  '" 


8  .  .    FA|XOS  DC  I^  SUPREMA  CORTE 

CasOé-r-D.  Pedro  Tarabdtto,  Italiano,  se  presentó  ante  ei^ 
Juez  de  Sección  en  Buenos  Aires,  esponiendo:  que  en  1861 
el  Gol)ierno|  de  la  Gonfedjeracipn  le  otorgó  testimonio  de  nnas 
aotuacioneá  '  seguidas  para  obtener  el  pago  de  daños  y  per- 
juicios que  habia  sufrido  con  motivo  de  la  guerra  que  dio 
por  resultado  la  batalla  de  Cepeda.  Que  mas  tarde,  aco- 
jiéndose  á  la  ley  de  Octubre  de  1862,  sobre  consolidación  de 
la  deuda  flotante  de  la  Confederación,  se  presentó  al  Gro- 
bierno  Nacional  con  su  reclamo,  el  cual  estando  para  terminar- 
se j  pagarse,  tuyo  que  ausentarse  de  Buenoa  Aires  el  espo- 
nente,  dejando  depositado  el  espediente  en  el  consulado  Ge- 
neral de  Italia,  pagando  la  correspondiente  Comisión  de 
depósito,  según  todo  consta  del  recibo  que  acompaña.  Que 
vuelto  á  esta  ciudad,  y  queriendo  proseguir  y  terminar  su  ges- 
tión, pidió  al  Consulado  la  devolución  del  depósito,  lo  cual 
no  se  ha  verificado,  por  cuanto,  según  se  espresa  en  el  do- 
cumento que  tao^bieu  acomp^a,  el  espediente  no  ha  podido 
encontrarse. 

Fundado  en  estos  antecedentes  é  invocando  el  art.  ^  inci- 
so 3°  de  la  ley  de  14  Setiembre  de  1863  sobre  jurisdicción 
de  los  Tribunales  Nacionales,  entabló  demanda  contra  el  Cón- 
sul General  de  Italia,  pidiendo  fuera  condenado  á  la  entrega 
del  espi  '^isíÚe  ó  en  su  defecto  al  pago  de  los  daños  y  per- 
juicios qfr  estima  en  ocho  mil  pesos  fuertes,  con  los  inte- 
reses y  las  costas. 

Corrido  traslado,  el  Conde  Antonio  Maraasi,  gerente  del 
Consulado  General  de  Italjia,  promovió  artíoulo,  declina,ndo 
la  jurisdicGio^  d^l  Ju2;gado«  Dijo  que  el  depósito  se  hizo  en 
e^  Con3nlado  y  fué  autorizado  por  el  Conde  Bartolomé  de  la 
Ville,  Cónsul  General,  en  1863,  fecha  del  depósito,  no  sien- 
.do  por  tanto  un  aeunto  particular  d^l  Conde  de.  la  Ville,  si- 
no un  negopio  oficial  del  Consulado.  Que  si  hubiese  sido 
un  negocio  del  Conde  de  la  Ville,  á  él  se  habria  deman- 
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dado  7  no  al  esponente.  Que  tratándose  de  un  negocio 
oficial  del  Consulado,  el  Juez  no  podia  ser  competente  en 
virtud  del  art.  2**,  inciso  3*  de  la  ley  sobre  jurisdicción  na- 
cional, sino  que  mas  bien  podria  considerarse  comprendido 
en  la  prescripción  del  art.  IP,  inciso  ¥,  6  como  no  justi- 
ciable por  los  Tribunales  Argentinos,  puesto  que  se  trata 
de  un  contrato  celebrado  entre  un  subdito  estrangero  y  una 
autoridad  estrangera,  en  una  oficina  que  puede  considerarse 
como  territorio  estrangero. 

Corrido  traslado  del  artículo,  Tarabotto  pidió  sé  rechasara 
con  costas  y  se  ordenase  al  Cónsul  contestar  dentro  del 
término  legal. 

Que  el  contrario  interpreta  mal  el  inciso  3**  del  artículo 
2°  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribu- 
nales Nacioiíales ;  que  para  interpretarlo  bien  es  precisó  te- 
ner en  cuenta  que  el  inciso  4°  del  artículo  anterior  atri- 
buye jurisdicción  privativa  ala  Suprema  Corte  para  conocer  de 
asuntos  que  versen  sobre  los  privilegios  y  escepciones  de  los 
Cónsules  y  Vice-Cónsules,  y  que  en  consecuencia  el  inciso 
3°  del  art.  2^,  al  hablar  de  negocios  particulares,  no  ha  que- 
rido decir  precisamente  negocios  personales,  sino  negocios 
de  un  Cónsul  6  Vice-Cónsul,  ó  de  un  Consulado  ó  Vice-Con- 
sulado,  del  género  de  aquellos  que  pueden  hacer-s^^"  también 
por  particulares;  ó  mas  bien  dicho,  que  el  inc«cu  3^'  com- 
prende todas  las  causas  en  que  haya  por  medio  un  Cónsul 
ó  un  Consulado,  y  en  que  sin  embargo,  no  se  discutan  pri- 
vilegios ó  escepciones,  como  sucede  en  el  caso  actual.  Que 
la  demanda  es  contra  el  Consulado,  sea  cual  fuese  la  per- 
sona que  se  halle  á  su  frente,  porque  es  con  el  Consulado  y 
no  con  la  persona  del  Cónsul  con  quien  trató,  en  cuyos  li- 
bros se  asentó  la  constancia  del  depósito,  y  á  quien  pagó  la 
prima  ó  derechos  del  depósito. 
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fallo  del  JTuez  de  Seeelon* 


Ba6no3  Aires,  Marzo  93  de  1876. 

Vistos:  en  estos  autos  seguidos  por  D.  Pedro  Tarabotto  con- 
tra eí  Consulado  de  Italia,  por  devolución  de  un  depósito,  y  es- 
pecialmente en  el  incidente  sobre  incompetencia  promovido 
por  el  Sr.  Cónsul,  y  cousiderando : 

1°  Quel  el  certificado  de  depósito  que  se  hace  valer,  es  po?: 
su  forma  y  por  su  fondo  un  documento  oficial  del  Consulado 
Italiano,  espedido  por  uno  de  los  antecesores,  del  Sr.  Conde 
Antoni  Marazzí,  que  lo  [desempeña  actualmente,  y  por  cour 
siguiente  es  negocio  del  Consulado  y  no  particular  del  Cónsul, 
siendo  estos  últimos  únicamente  de  los  que  corresponden  co- 
nocer  á  los  Jueces  de  Sección. 

2^  Que  al  poner  bajo  el  amparo  de  la  Justicia  Federal  los 
negocios  particulares  de  los  Cónsules  y  Vice-Cónsules  no 
se  ha  pretendido  por  los  legisladores,  mas  que  acordar  ma- 
yores garantías  de  las  que  comunmente  se  reconocen  por  el 
derecho  de  gentes  á  estos  funcionarios,  que  las  consideracio- 
nes que  se  acuerdan  á  los  mismos  fueran,  en  cuanto  es  po- 
sible, estensivas  á  su  patrimonio,  negocios  particulares,  y  en 
este  sentido  es  de  interpretarse  el  inciso  á°  del  art.  2®  de 
la  ley  sobre  jurisdicción  y  Competencia  de   los   Tribunales 

Nacionales. 

'  .  ■        ■.' 

3°  Que  en  las   funciones  en  su  carácter  de  Cónsul   está]a 

estos  sujetos  al  Soberano  á  quien  sirven  y  de  quien  reciben 

^         su  mandato.    . 

Por  estas  consideracidnes  fallo,  declarandot  incompetente  ^ 

este  juzgado  para  entender  en  la  presente .  causa.  Hágase  saber 

original  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin. 
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La  Suprema  Corte  para  mejor  proveer  dio  vista  al  Sr. 
Procurador  Geneval^  ^aien  ee  espMié  <^oúkt  sigue : 

Buenos  Aires,  Junio  8  de  1876. 
Suprema  Corte : 

Las  casas  de  los  cónsules  por  el  Dercho  de  Gentes  no 
gozan  de  extraterritorialidad,  y  aunca  pueden  decirse  terri- 
toijio  estrapgero. 

£1  depósito  de  papeles  ejecutado  por  Tarabotto  en  la 
Oficina  del  Consulado  Italiano,  ha  sido,  pues  ejecutado  en 
territorio  argentino,  y  sujeto  bajo -este  aspecto  á.8us  leyes 
y  Tribunales. 

Podria  muy  bien  el  acto  ser  considerado  oficial,  porque  el 
papel  en  que  se  consignó,  está  firmado  por  el  Cónsul  y 
Yice-Cónsul. 

!Pero  desde  que  no  tiene  relación  con  sus  privilegios  ni 
j^scepcionos,.  está  fuera  de  la  jurisdicción  federaji. 

Podria  también  ser  considerado  oficial  en  relación  con  su 
¡Qrpbierno,  pero  nunca  con  el  Argentino,  ó  Iqs  Jueces  del  ter- 
xitorio. 

£1  acto  bajo  este  aspecto  ha  si^o  perfectamente  particular, 

TarabottQ,  en  vez  de  una  oficina  pública,  prefirió  depo- 
sitar sus  papeles  en  manos  del  Cónsul,  que  quizo  ¿admitir- 
Ips  como  cualquier  particular  y  nada  mas. 
.i  Pero  un  depósito  supone  por  las  leyes  civiles  person^.res- 
pops£^ble,  y  esta  resppnsabiUdad  no  ^^  de  natorajleza  papaz 
^.,  pasar  al  sucesor  de  ]ina  oficina^ 

, ;  Esa  responsabilidad    si.  fuera  posibie    caeriíf.  en  ^efiniti-  ' 
y|k  sobre  e^  f^yi  ó  t^^oro  dd^ItíjU^;  y,  los  Trienales.  Argen- 
tinos, ni  provinciales,  ni  nacionales  tienen  el  derecb9^:de  d^.-r 

.  La,:.i|OiykQ;4€d>e.:.por.lo»«teiito  confirmar  la  no  competencia 
pronunciada  portel  .<Etim  4Q  Sjaiecion. 
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Fallo  de  1«  Saprenta  Cojpte* 

Buenos  Aires,  Julio  11  de  1876. 

Yistos :  resultando  que  el  depósito  yoluntario  del  espediente 
qne  Don  Pedro  Tarabotto  solicita  se  le  devuelva,  6  que  en  su 
defecto  se  le  indemnice  de  los  daños  é  intereses  causados  con 
su  pérdida,  fué  hecho  en  el  Consulado  de  Su  Magostad  el 
Rey  de  Italia,  establecido  en  esta  ciudad,  el  dia  nueve  de  Fe- 
brero de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  y  autorizado  por 
el  Cónsul  General,  conde  Bartolomé  de  la  Ville,  según  consta 
de  la  acta  que  en  testimonio  corre  á  foja  dos. 

Y  considerando :  Primero,  Que  el  demandado,  conde  An- 
tonio Marassi,  Vice-Cónsul  y  actual  Gerente  del  Consulado 
General  de  Italia  en  Buenos  Aires,  no  puede  ser  responsable 
de  las  obligaciones  particulares  ni  oficiales  contraidas  por  su 
antecesor  en  el  Consulado,  conde  Bartolomé  de  la  Yille,  por 
no  ser  actos  propios,  ni  obligaciones  solidarias. 

Segundo.  Que  los  Tribunales  Argentinos,  nb  son,  por  otra 
parte,  competentes  para  declarar  en  qué  casos,  los  Cónsules 
y  agentes  consulares  pueden  obligar,  por  sus  actos  oficiales 
en  país  estrangero,  la  responsabilidad  de  sus  Gobiernos,  res- 
pecto de  sus  nacionales. 

Por  estos  motivos,  y  de  conformidad  con  lo  espuesto  y 
pedido  por  el  Señor  Procurador/ General,  se  confírmala 
sentencia  apelada  de  foja  veinte  y  tres  vuelta;  sin  hacerse 
lugar  á  la  condenación  en  costas  que  se  pide,  por  no  juzgarse 
temeraria  la  demanda  interpuesta.  Satisfechas  en  consecuencia 
las  costas  de  esta  instancia,  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse 
los  autos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  i.  B.  GO- 
R08TIAGA.  —  J.  DOHINGIIEZ.  —  S. 
M.    LASFIUR. 
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CAUSA    I.XXXIII 


D^  Manuela  Garrido  contra  D.  Mariano  H.  de  Mendoza,  sobre 
desalojo.    Incidente  sobre  competencia 


• 

Sumario.  —  1^  En  un  mismo  tiempo  y  en  un  mismo  escrito 

el  demandado  debe  proponer  todas  las  escepciones  dilato- 
rias que  tenga,  formando  artículo  previo. 

2^  No  haciéndolo  así,  solo  podrá  usar  de  las  escepciones 
que  no  alegase,  contestando  la  demanda  y  ellas  solo  podrán 
sustanciarse  y  fallarse  conjuntamente  con  el  asunto  prin- 
cipal. 

3^  Esta  disposición  tiene  por  objeto  evitar  dilaciones  y 
perjuicios  á  las  pa;rtes. 


Coso.  — En  Abril  de  1873,  D*  Maria  Manuela  Garrido, 
viuda  de  D.  Pedro  Sarmiento,  se  presentó  ante  el  Juez  de 
Letras  en  Salta,  esponiendo: — Que  siendo  propietaria  de 
la  casa  en  que  vivia,  permitió  por  cariño  á  su  hija  Petrona 
que  el  esposo  de  esta  D.  Mariano  H.  de  Mendoza  viviera  con 
su  familia  en  un  departamento  que  le  alquilaba  en  diez  pesos 
mensuales.  —  Que  Mendoza,  para  su  comodidad  y  espontá- 
neamente lo  aseó  y  arregló  viviendo  en  él  mas  de  cinco 
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años.  —  Que  últimamente  se  habia  mudado  dejando  cerradas 
las  piezas  que  ocupó  y  negándose  á  entregarle  las  llaves. 

Pidió  que  en  el  dia  se  le  notifícase  el  desalojo  y  la 
entrega  de  las  llaves. 

Acompañó  á  la  demanda  un  título  del  que  resulta  que  la 
demandante  compr<3i,la  ^ca  pn  cuestión  ex|  Agosto  de  1863, 
y  tomó  posesión  en  Noviembre  del  mismo  año. 

Corrido  traslado,  D.  Mariano  H.  de  Mendoza  promovió 
artículo  de  incompetencia  alegando  que  él  era  ciudadano  pe- 
raano  y  la  demandante  argentina,  por  lo  que  el  caso  corres- 
I^i)(^ia  á  la  jvfi^dic^on  n^pional.  .  .    ^    . 

Corrido  tr,aslado  del  artículo,  la  demandante,  asintió  en 
que  los  autos  pasarán  al  Juzgado  de  Sección. 

El  Juzgado  de  Provincia,  de  conformidad  de  partes  se 
declaró  incompetente  y  mandó  entregar  los  autos  á  la  actora 
para  qtié  ocurriese  d'oñdte  correspondiera.         i 

En  Agosto  dd  1875,  !)•  Mariá  Manuela  Garrido  reprodujo 
su  demanda  ante  el  Jtíe2/dé  lSe(i<íion. 

Corrido  trasladó,  Hurtado  de  Mendoza  contestó  que  la 
casa  era  poseída  por  él,  desde  ocho  años'  antes,  á  título  de' 
dueño,  porque  fué  trabajada  esclnsivamente  á  sus  espen^as 
y  dirección,  habiendo  el  sitio  sido  donado  á  su  esposa-  por 
sts  padres,  á  vista  de  quienes  empezó  á  edificar  lá  casa  y 
quienes  lo  ayudaron  eficazmente  en  cüe9ti0tie&  que  tiivb  con 
los  colindantes  para  que  no  lo  interrumpieran  en  la  cons- 
trni^ioB^ 

Pidió ,  se  r.echazara  la  demanda  con  costas. 
. . En- seguida .^e  puse  la  causa. á  prueba,  debiendo  versar  la 
de,  testigos*  sobre  l£^  compi:obacion  por  parte  del  demandado 
que  l,a  e^sá  cuyo  desalojo  se  solicita,  fué  construida  á  sus 
espensasi  y  que  el  sitia  en  que  está  construida  fué  adqui- 
rido en  propi^d!a4  por  la  esposa,  durante  el  matrimonio. 

Yencido  el  término  dQ  la  prueba  sin  que^  ninguna  se  hu- 


haWft  4ejí^UnM^.  Uj;iip;ipdiíqQip»  .pyovíiwi^l,.  aíftj#rA»4ps^i  m 
su  fuero  de  estrangero,  debia  rectificar  el  erreí ,  pftcteoWw. 
y,  restiUii?,:^l,,Oftaocimieuto  iei\  ajiiiitp  aj,  {ineJrp  prQjíiíiflial. 
Qi^e  f 9*1^1^6149,: el, p£^r^  de  su  esposa  sia  h^toex  te^wiiBn^i  se- 
iuidó  e};:ji4cio  de  sucesión  y  división  d»  bere^^oia  ea  e\  %vie 
fué  inyentajíada  y  tasada  la.  casa  en  cuestión ;;  .^iue  Ja^  yittd^b 
que  no  es  albacea  ni  adjudicataria  de  esa  casa,  no  p.^edia  pedir 
el  desalojo  á  99  Iiij^.  *  Q^  por  esta  c^rGunstaneia  y  9^  la 
disposición,  del  f reculo  12  de  la  ley  de  14  de  Setieipbrejáe 
i 863  la  cai^  debe  discutirle  y  fallarse  en,  la  jurisdi(rc\on 
provincial^  siendo  la  nacional  improrogable  en  casos  como  eli 
px^en;te«¡  ^  o 

Pidió  al  Juagado  q\ie  se  di^clarase  im^ompetente  pai^a  cofuooer 
de  la  causa  que  debia  remitirse  al  J[ueiZ  de  la  testamenta^ria* 

Corrido  traslado^  D.  Jjoan  de  la  Cruz  Martiarenai  por  la 
señora  Garrido,  contestó  que  el  error :  de  derecho  alegado  por 
Mendoza,  ni  era  eacusable  i^i^  podia  servirle,  para  alegar  incom- 
petencia cuando  la  causa  estaba  en  estado  de  sentencia ;  que 
la  causa  pasó  á  \^  junLadiccion  federal  n,o  por  la  voluntad  de  las 
partes  sino  porque,  una^  sentencia  del  Juez  de  Provincia 
declarándose  incompetente,  así  lo  ordenó;  T  finalmente,. que 
en  el  término  de  la  prueba  Mendoza  ha  debido  justificar  que 
estaba  pendiente  e¡\  j]iiicio  de  división  de  herencia  y  qu^  á  fila 
corzespondia  la  casa,  ep  cuestión.   ,  .  «  , 

]Pidi6  no.se  ^iciora  lagar  al  armenio  con  ooptas. 

Fallo  del  Jaez  de  Seeelon* 

■       <  t 

SalU,  Noviembre  86  de  1875 

Vistos :  D.  Mariano  H.  de  Mendoza,  natural  y  ciudadano 
del  Perú,  demandado  por  su  suegf  a  D^  Mátia  Manuela  Garrido, 
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Argentina,  sobre  desalojo  de  una  casa  ante  el  Juez  ordina- 
rio de  Provincia,  declinó  de  jurisdicción,  alegando  su  calidad 
de  estrangeró. 

Traiiia  la  demanda  á  este  juzgado,  el  demandado  contestó 
á  eBa,  sosteniendo:  que  la  casa  de  que  se  le  pretendía  de- 
salojar era'  suya,  trabajada  á  sus  espensas  y  bajo  su  dirección  \[^\ 
en  un  sitio  que  su  mujer  recibió  de  sus  padres,  como  parte  de                    y  setei 
su  lejitima.                                                                                                dispue 

Recibida  la  causa  á  prueba  y  yencído  el  término  proba-  manda 

torio,  el  demandado  declinó  también  de  la  jurisdicción  nació-  tnviei 

nal»  fundado  en  qte  en  el  Juzgado  ordinario  de  ProYÍncia  está  ]ii^^¿[ 

radicado  al  juicio  de  inventario  y  partición  de  la  Testa-    .  2\eg^ 

mentaría  de  su  finado  suegro,  en  que    tiene  participación  ^^j^g 

su  mujer  y  en  que  debe  figurar  el  sitio  en  que  fué  cons-  gg  y 

truida  la  casa  cuyo  desalojo  se  solicita.  ^^^^ 

La  demanda  traida  á  este  Juzgado  es  sobre  desalojo,  y  no  ^j^^^ 

sobre  inventario  ó  liqtiidacioñ  de  ninguna  testamentaria.  La  ]^^^^^ 

acción  és  deducida  directamente  contra  D^  María  H.  de  Men- 
doza, y  tanto  éste  como  la  demandante  alegan  derechos 
propios,  fundado  el  uno  en  haber  construido  la  *casa  á '  sus 
espensas  y  dirección,  y  la  otra  en  la  escritura  pública  cor- 
riente-a f.  16.  El  juicio  de  Testamenteria  á  que  se  refiere 
el  demandado,  sean  cuales  fueren  los  derechos  que  en  él  puede 
tener  su  esposa,  ninguna  conexión  tiene  con  el  juicio  de 
desalojo,  promovido  en  este  juzgado.  Las  leyes  que  se  in- 
vocan no  tienen,  pues,  ninguna  aplicación  al  caso;  y  en  su  , 

consecuencia  no  ha  lugar  con  costas  á  la  declinatoria  de  juris- 

^  •*  cin 

dicción.     Repóngase  esta  foja.  , 


Federico  Ibarguren. 


De  este  auto  apeló  en  relación  Hurtado  de  Mendoza. 


envu 

que 
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que 
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Fallo  de  la  Saprema  Corte 

Baenos  Aires,  Julio  11  de  1875. 

Vistos  y  considerando :  que  por  los  artículos  setenta  y  dos 
y  setenta  y  cinco  de  la  ley  Nacional  de  Procedimientos,  está 
dispuesto  que  en  un  mismo  tiempo  y  en  un  mismo  escrito  el  de- 
mandado deberá  proponer  todas  las  excepciones  dilatorias  que 
tuviere,  formando  artículo  previo  á  la  contestación  de  la  de- 
manda; que  no  haciéndolo  asi  solo  podrá  usar  de  las  que  no 
alegare,  contestando  á  esta;  lo  que  importa  establecer  que 
tales  escepciones  nuevamente  alegadas  solo  podrán  sustanciar- 
se y  fallarse  conjuntamente  con  el  asunto  principal;  que 
esta  disposición  tiene  evidentemente  por  objeto  evitar  dila- 
ciones y  perjuicios  á  las  partes,  que  en  el  presente  caso, 
habiendo  sustanciado  el  Juez  Nacional  el  asunto  principal 
envuelto  en  la  demanda,  ha  limitado  su  fallo  á  la  escepcion 
que  le  ha  sido  puesta  después  de  vencido  el  término  de  prueba, 
faltando  asi  á  lo  prescripto  por  los  artículos  antes  citados; 
que  no  obstante  esta  falta,  resultando  ser  competente  no  solo 
por  los  fundamentos  del  auto  apelado  sino  en  virtud  de  la 
escritura  pública  de  propiedad  acompañada  por  la  demandante, 
y  por  no  haber  presentado  el  demandado  prueba  alguna  de 
sus  defensas. 

Por  estos  fundamentos  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja 

cincuenta  y  cuatro  vuelta  y  se  devuelve  el  espediente  al 

Juez  de  Sección  para  que  falle  sobre  el  asunto   principal 

como  ha  debido  hacerlo  al  mismo  tiempo  que  sobre  la  escep- 

^  cion  alegada  en  el  auto  recurrido,  previa  satisfacción  de  costas 

y  reposición  de  sellos. 

JOSÉ  babros  pazos.  —  j.  b.  gorostiaga. 

—  J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.  LASPiUR. 

T.   IX.  2 
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CAVSA    I.XXXIT. 


D.  Domingo  Mendoza  contra  D.  José  María  de  la  Torre^por 

cobro  de  pesos.  Sobre  jurisdicción.  ^y^^. 


Fallo  del  Jaez  de  fi^eeelon. 


el  Juej 
ejecuci( 
no  obs 
domicil 
el  caso 
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tít.  17, 
disposi 
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tivos  > 
no  es 


consigí 
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Sumario.  —  1**  La  acción  ejecutiva  procedente  de  una  cosa 
juzgada  puede  entablarse  ante  el  Juez  del  domicilio  del 
deudor,  aunque  no  sea  el  que  dictó  la  sentencia. 

^  Si  las  partes  son  ciudadanos  vecinos  de  distintas  pro-  ,. 

vincias,  el  actor  puede  ocurrir  á  la  justicia  Nacional. 

lio   f 
Caso.'-^D.  Domingo  Mendoza,  argentino,  vecino  de  Santa  '  ^ 

Fé,  obtuvo  sentencia  dictada  por  el  Juez  Nacional  de  Cor-  ^^^^^ 

doba  contra  D,  José  M.  de  la  Torre,  vecino  de  San  Luis,  ^^^ 

siendo  este  condenado  al  pago  de  una  suma  de  pesos. 

La  Torre  pagó  una  parte  de  la  suma. 

Por  el  resto  de  ella,  importante  2050  pesos  fuertes  50  ^^ 

ctvos.,  Mendoza  entabló  contra  La  Torre  acción  ejecutiva  ^^^^i\ 

ante  el  Juez  Nacional  de  San  Luis. 


Supr^ 


San  Luis,  Febrero  10  de  1S76. 

Vistos  y  considerando:  1**  Que  las  sentencia^  cuyo  cumplí-  Pe 

miento  se  pide  por  el  ocurrente  han  sido  pronunciadas  por  ^^  Pi 

COTTc 
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el  Juez  Federal  de  la  Provincia  de  Córdoba;  2*^  Que  la 
ejecución  de  una  sentencia  corresponde  al  Juez  que  la  dictó, 
no  obstante  de  que  aquella  se  solicita  ante  el  Juez  del 
domicilio  de  la  persona  contra  quien  se  ha  espedido  (salvo 
el  caso  de  ser  requerido  por  el  Juez  originario)  según  lo 
resuelven  las  leyes  49,  tít.  22;  1  y  2,  tít.  27,  P.  3;  4  y  5, 
tít.  17,  Lib.  11,  Novísima  Recopilación,  y  de  acuerdo  con  estas 
disposiciones  legales  Hevio  Bolaños,  Curia  Filípica,  segunda 
parte  juicios  ejecutivos,  párrafos  XII  núm.  2  y  Escrih, 
Diccionario  de  Legislación,  palabra  «Instrumentos  ejecu- 
tivos»; 3°  que  el  fallo  que  se  invocó  de  la  Suprema  Corte 
no  es  aplicable  al  caso  de  que  se  trata,  ni  ha  decidido  por 
consiguiente  cosa  alguna  contra  lo  prescrito  por  las  dis- 
posiciones citadas;  y  4^  que  la  jurisprudencia  establecida 
por  la  Corte  se  encuentra  antes  bien  en  armonía  con  aque- 
llas disposiciones,  según  se  deduce  del  fallo  pronunciado 
en  27  de  Febrero  de  1868  contenido  en  el  tomo  5^,  pág. 
115,  de  la  publicación  que  las  contiene.  Por  estas  consi- 
deraciones no  se  hace  lugar  á  la  demanda  entablada,  pudiendo 
el  solicitante  ocurrir  á  donde  corresponda.    Hágase  saber. 

Jimn  de  Arredondo. 

La  Suprena  Corte  para  mejor  proveer  dio  vista  al  Sr.  Pro- 
curador General,  quien  se  espidió  como  sigue : 


Suprema  Corte: 


Buenos  Aires,  Julio  13  de  1876. 


Por  la  ley  las  causas  civiles  en  que  son  parte  un  vecino  de 
la  Provincia  en  que  se  suscita  el  pleito,  y  un  vecino  de  otra, 
coTtesponde  en  general  á  los  Jueces  Nacionales  de  Sección. 


I 
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Segnn  esta  disposición,  demandado,  ordinaria  ó  ejecutiva- 
mente, un  vecino  de  San  Luis,  por  otro  de  Córdoba,  compete 
al  Juez  de  Sección  el  conocimiento;  sin  perjuicio  de  examinar 
cuidadosamente,  en  el  caso  de  acción  ejecutiva,  el  instrumento 
con  que  se  deduce;  y  no  hacerse  lugar,  sino  lo  hallase  bastante. 

La  resolución  pues  que  en  este  espediente  ha  mandado 
ocurrir  donde  corresponda,  debe  ser  revocada. 

Carlos  Tejedor,     " 


Fallo  de  1«  Saprema  Corte 


Buenos  Aires,  Julio  15  de  1876. 

Vistos:  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
señor  Procurador  General  en  su  precedente  vista,  se  revoca 
el  auto  apelado  de  foja  noventa  y  tres  vuelta  y  satis- 
fechas las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los  autos 
para  que  el  Juez  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS. — J.  B.  GOROS- 
TIAGA.  — -  J.  DOHmGUEZ.  —  S.  M. 
LASPIUR. 


1 
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CAVSA    I-XXXV 


El  Fisco  Nacional  con  el  representante  del  vapor  «  Silex  »  por 
omisión  en  el  manifiesto  de  Aduana  y  comiso. 


Sumario,  —  La  omisión  de  frutos  en  el  manifiesto  general 
de  Aduana,  da  lugar  á  la  pena  de  comiso,  que  el  Administrador 
General  conmuta  en  la  de  dobles  derechos. 


Caso.  —  En  el  manifiesto  general  dado  por  el  Capitán  del 
vapor  «Silex»,  se  omitió  la  partida  de  unos  frutos  del  pais. 

Elevado  el  parte  al  administrador  de  Aduana,'  después  de 
las  indagaciones  correspondientes,  se  dictó  la 

RESOLUCIÓN  DEL  ADMINISTRADOR  DE  RENTAS. 

Buenos  Aires,  Junio  21  de  1875. 

Usando  de  la  facultad  que  acuerda  el  artículo  H22  de 
las  Ordenanzas  de  Aduana,  se  conmuta  la  pena  de  comiso 
por  la  de  dobles  derechos. 

Hágase  saber  y  fecha  pase  á  Contaduría  y  Tesorería  á 
sus  efectos. 

Aguirre. 
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Apelada  esta  resolución,  el  Procurador  Fiscal  sostuvo  que 
no  habia  sido  interpuesto  el  recurso  en  tiempo,  y  debía 
declararse  consentida. 


Fallo  del  Jíaea  Seeelonal. 


Buenos  Aires,  Abril  19  de  1876. 

Vistos  resultando  estar  dentro  del  término,  el  recurso 
interpuesto,  se  confirma  la  resolución  de  Aduana  de  f.  16 
y,  en  su  consecuencia,  devuélvanse  los  autos,  previa  reposi- 
ción de  sellos,   en  el  oficio  de  estilo. 

Andrés  Ugarriza. 
Se  apeló  por  el  agente  del  «Silex»  á  la  Suprema  Corte. 


VISTA  DEL  SfifiOR  PROCURADOR  GENERAL. 


Suprema  Corte: 


Buenos  Aires,  Julio  14  de  1876. 


Del  espediente  no  consta  que  lá  contención  para  ante  la 
Justicia  Federal,  &e  hubiese  bech  saber  en  tiempo  al  adminis- 
trador, el  auto  pues  de  f .  16  estaba  consentido,  y  ha.  sido  inde- 
bida la  concesión  del  recurso,  pero  suponiéivdolo  preparado 
en  forma,  dicha  resolución  y  sentencia  conforme  del  Juez 
Seccional,  son  arregladas  á  las  disposiciones  vigentes  en 
esta  materia,  y  deben  ser  siempre  confirmadas. 

Carlos  Tejedor. 
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Eallo  de  la  Suprema  Corte« 

* 

Baenos  Aires,  Julio  15  de  1876. 

De  conformidad  con  lo  espuesta  y  pedido  por  el  señor  Pro- 
curador General  en  su  precedente  vista,  se  confirma  el  auto 
apelado  de  foja  treinta  y  cnatro;  satisfechas  las  costas 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.  B.  GOROSTUGA.— 
J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.  LASPIUR. 


CAVSA    I4XXXTI 


/)*.  Rosa  Gutiérrez  de  Arzac  contra  la  Provincia  de 
Santa  Fé^  por  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

Sobre  competencia. 


Sumario,  —  1°  El  juicio  radicado  ante  los  Tribunales  de 
Provincias  debe  ser  sentenciado  y  fenecido  en  la  jurisdicción 
Ptevimcial,  salvo  el  recurso  á  la  Suprema  Corte  eA  loa  oasOB 
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del  articulo  14  de  la  ley  de  Setiembre  de  1863  sobre  jnris- 
diccion  de  los  Tribunales  Nacionales. 

2^  £1  dueño  de  una  escribanía  para  todo  lo  concerniente  á 
ella  se  reputa  domiciliado  y  residente  en  el  lugar  donde  se 
desempeña  su  servicio. 

3^  La  Corte  Suprema  no  es  competente  para  no  conocer 
en  causa  suscitada  contra  una  Provincia  por  uno  de  sus  pro- 
pios vecinos. 

Caso. — D.  Luis  M.  Árzac  espuso  que  el  Gobierno  de  la 
Provincia  de  Santa  Fé  habia  quitado  á  una  escribanía  de 
propiedad  de  su  esposa  establecida  en  el  Bosario  el  derecho 
de  actuar,  y  ordenado  la  entrega  de  los  espedientes  que  se 
hallaban  tramitando  á  una  Secretaria  creada  para  servir 
los  Juzgados  Civil  y  Comercial. 

Espuso  que  á  mas  de  esto,  mandó  trabar  embargo  sobre  la 
misma  escribania,  so  pretesto  de  acciones  ejecutivas  por  co- 
bro de  pesos. 

Dijo  que  todo  esto  importaba  un  despojo  y  una  violación 
de  las  garantías  constitucionales  respecto  de  la  propiedad, 
trabajo  é  industria;  y  demandó  á  la  Provincia  de  Santa  Fé 
para  que  fuera  condenada  al  resarcimiento  de  los  daños  y  per- 
juicios que  estas  medidas  inferían  á  su  esposa. 

La  Suprema  Corte  confirió  vista  de  la  demanda  al  Sr.  Pro- 
curador General,  quien  se  espidió  como  sigue: 

VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Suprema  Corte: 

Baeaós  Aires.;  Noviembre  37  de  1875. 

La  presente  demanda  contra  la  Provincia  de  Santa  Fé  se 
dirijo  á  obtener  la  declaración  de  que  la  disposición  dé  que 
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se  reclama  « importa  un  despojo  y  una  violación  de  la  las  ga- 
rantías acordadas  por  la  Constitución  ]!)acional  á  la  pro- 
piedad, al  trabajo,  y  á  la  industria. » 

Esta  manera  de  presentar  la  demanda  bastarla  por  sí  sola 
para  rechazarla. 

La  justicia  Nacional  solo  ejerce  jurisdicción  en  los  casos 
centenciosos  en  que  es  requerida  á  instancia  de  parte,  y  no 
puede  ni  debe  hacer  declaraciones  de  ese  jénero. 

Según  la  misma  demanda,  esa  declaración  se  solicita  por- 
que el  Gobierno  de  Santa  Fé  <  ha  rechazado  y  no  permitido 
llevar  á  cabo »  el  arrendamiento  de  una  escribanía  de  que  se 
dice  propietaria  la  recurrente  <  embargando  la  Oficina,  y 
depositándola  en  otra  persona  »  que  no  era  quien  la  tenia  á  su 
cargo  so  pretesto  de  acciones  que  ha  mandado  deducir  por  el 
Agente  Fiscal  del  Bosario. 

Se  tratarla  pues  de  abusos  cometidos  por  los  Poderes  Pú- 
blicos de  Santa  Fé,  procesables  únicamente  un  arreglo  á  sus 
leyes  propias  y  por  las  autoridades  establecidas  al  efecto; 
porque  de  lo  contrario  los  Tribunales  Nacionales  interven- 
drían en  el  Gobierno  interior  de  la  Provincia  y  sus  majis- 
trados  no  serian  los  agentes  de  un  poder  independiente  y 
soberano. 

Olvidaríamos  por  un  momento  todo  esto,  y  en  la  nattfrale- 
za  misma  de  la  demanda,  encontraríamos  motivos  suficientes 
para  no  darle  entrada. 

Según  se  deduce  de  los  mismos  documentos  presentados, 
desde  mil  ochocientos  sesenta  y  cinco  existe  en  Sante  Fé  una 
ley  que  prohibe  la  enagenacion  de  estos  oficios. 

La  escribanía  pues  de  que  se  trata  es  de  las  antiguas»  cuya 
transferencia  ó  enagenacion  no  podia  hacerse  sin  ciertas  for- 
malidades, so  pena  de  caducidad,  y  en  este  caso,  la  Escriba- 
nía fué  simplemente  ejecutada  por  deudas  fiscales,  reca- 
yendo en  el  rematador  Arzac,  6  su  esposa. 

T  IX  3 
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Por  todos  estas  consideracioucs,  el  Procurador  piensa  que 
esta  demanda  debe  ser  desechada  m  limtne, 

C.  Tejedor. 

Conferido  traslado  de  la  demanda,  el  representante  de  la 
Provincia  de  Santa  Eé  opuso,  entre  otras,  la  escepcion  de 
incompetencia:  1^  porque  el  escribano  D.  Luis  M.  Arzac  ha- 
bla incurrido  en  multas  por  infracciones  en  su  oficio  de  Es- 
cribano por  la  suma  de  51,061  ^  fs.  30  centavos,  por  cuya  su- 
ma el  Agente  Fiscal  habia  deducido  acción  ejecutiva  ante 
los  Tribunales  de  Santa  Fé,  y  el  pleito  en  que  se  habia  orde- 
nado el  embargo  se  hallaba  radicado  en  la  jurisdicción 
provincial ;  2^  porque  el  propietario  ó  propietaria  de  una  es- 
críbanla no  podia  considerarse  respecto  de  los  asuntos  refe- 
rentes á  ella  sino  como  vecino  y  residente  en  el  lugar  donde 
se  halla  la  escribanía;  y  por  consiguiente  la  demanda  ver- 
saba en  cuestión  entre  una  Provincia  y  un  vecino  de  ella, 
cuyo  caso  no  era  de  competencia  de  los  Tribunales  de  la 
Nación. 


Fallo  de  la  Soprema  Corte* 


Buenos  Aires,  Jalio  18  de  1876. 

Vistos:  estos  autos  promovidos  por  Don  Luis  María  Arzac 
en  representación  de  su  esposa  Doña  Bosa  Gutiérrez  de  Ar- 
zac, contra  la  Provincia  de  Santa  Fé,  sobre  actos  «  que  im- 
portafñ  un  despojo,  y  una  violación  de  las  garantías  acor- 
dadas por  la  Constitución  Nacional  á  la  propiedad,  al  trabajo, 
y  á  la  industria  > . 

Y  considerando :  Primero ,  que  el  embargo  de  la  Escribanía 
de  la  propiedad  de  Don  Luis  María  Arzac,  6  *  de  su  esposa 
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Doña  Rosa  Gutiérrez  de  Arzac  establecida  en  la  ciudad  del 
Rosario^  Provincia  de  Santa  Fé,  que  ha  originado  la  presente 
demanda,  ha  sido  ordenado  por  el  Juez  de  la  Civil  de  aquella 
ciudad,  en  juicio  que  ante  él  se  sigue  por  el  Agente  Fiscal, 
contra  dicho  Don  Luis  Maria  Arzac,  por  cobro  de  cincuenta 
y  un  mil  sesenta  y  cinco  pesos  fuertes,  y  treinta  centavos,  pro- 
venientes de  multas  impuestas,  por  infracciones  en  su  oficio 
de  Escribano,  según  consta  de  los  documentos  fehacientes 
presentados  de  fojas  veinte  y  nueve  á  treinta  y  tres; 

Segundo.  Que  el  mismo  Don  Luis  Maria  Arzac,  confiesa  en 
su  último  escrito  á  foja  sesenta  y  seis,  haberse  presentado  por 
medio  de  su  apoderado  Don  Zacarias  Gil,  ante  el  Superior 
Tribunal  de  Justicia  de  la  Provincia  de  Santa  Fé,  reclamando 
de  la  imposición  de  dichas  multas,  y  que  ese  recurso  se 
halla  todavía  pendiente ; 

Tercero.  Que  conforme  á  lo  dispuesto  por  el  artículo  ca- 
torce de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tri- 
bunales Nacionales,  cuando  un  juicio  ha  sido  radicado  ante 
los  Tribunales  de  Provincia,  debe  ser  sentenciado  y  fenecido 
en  la  jurisdicción  provincial,  y  solo  puede  apelarse  á  la  Cor- 
te Suprema,  de  las  sentencias  definitivas  pronunciadas  por 
los  Tribunales  Superiores  de  Provincia,  y  en  los  casos  que 
en  dicho  artículo  se  determinan ; 

Cuarto.  Que  el  presente  caso  no  se  halla  ademas  compren- 
dido en  ninguno  de  los  que  especifica  dicho  artículo; 

Quinto.  Que  por  último,  es  jurisprudencia  establecida  por 
esta  Suprema  Corte  ( causa  ciento  sesenta  y  uno  de  sus  fallos, 
tomo  tercero,  página  doscientos  ochenta )  «que  la  propiedad 
de  una  escribanía  supone  necesariamente  la  residencia  con 
domicilio,  en  el  lugar  donde  se  desempeña  su  servicio;  sin 
que  el  propietario  por  el  hecho  permitido  ó  tolerado  de  au- 
sentarse, dejando  un  tercero  que  haga  sus  veces,  pierda  este 
domicilio,  ni,  aunque  lo  intente,  pueda   trasladarse  á  otra 
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parte;  porque  el  es  una  condición  inherente  al  dominio  que 
procede  de  la  concesión  Fiscal,  y  porque  el  representado  para 
los  efectos  del  derecho,  se  considera  siempre  presente  en  el 
lugar  donde  se  ejerce  su  representación;»  y  que  siendo,  por 
consiguiente,  el  domicilio  legal  de  Don  Luis  Maria  Arzac  6  el 
de  su  esposa  Doña  Bosa  Gutiérrez  de  Arzac,  para  este  asunto, 
la  Provincia  de  Santa  Fé,  no  puede  ser  esta  demandada  con 
arreglo  á  derecho,  por  sus  propios  vecinos  ante  esta  Supre- 
ma Corte. 

Por  estos  fundamentos,  y  de  conformidad  con  lo  espuesto 
y  pedido  por  el  Señor  Procurador  General,  no  ha  lugar  con 
costas  á  la  presente  demanda  interpuesta  por  Don  Luis  Ma- 
ria Arzac,  en  representación  de  su  esposa  Doña  Rosa  Gutiér- 
rez de  Arzac,  contra  la  Provincia  de  Santa  Fé ;  satisfechas  las 
costas,  y  repuestos  los  sellos,  archívense  los  autos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  -^  J.  B.  GO- 
ROSTUGA.— J.  DOMÍNGUEZ.— 
S.  M.  LASPIUR. 
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CAVSA    I.XXXTII 


Varios  espendedores  de  leche  en  el  Municipio  de  Buenos  Aires, 
reclamando  de  una  ordenanza  Municipal. 


Sumario.  —  Cuando  ante  el  Poder  Judicial  de  una  Provin- 
cia no  se  ha  puesto  en  cuestión  una  cláusula  de  la  Consti- 
tución Nacional  ni  una  ley  del  Congreso  y  la  resolución  no 
se  halla  en  ninguno  de  los  casos  del  artículo  14  de  la  ley 
de  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales, 
no  puede  apelarse  para  ante  de  la  Suprema  Corte  Nacional. 


Caso.  —  £n  5  de  Enero  de  1875  la  Corporación  Municipal 
de  la  Ciudad  de  Buenos  Aires  dictó  una  ordenanza,  regla- 
mentando las  funciones  de  la  Oficina  química  Municipal,  en 
la  que  se  dispuso  que  los  vendedores  de  leche  ú  otras  sus- 
tancias, comestibles  ó  bebidas  se  inscribiesen  en  un  registro 
especial  y  prestasen  al  mismo  tiempo  una  fianza  de  tres  mil 
pesos,  máximun  de  la  multa  impuesta  para  el  caso  de  venta 
de  sustancias  adulteradas  ó  nocivas. 

En  Agosto  del  mismo  año,  el  Dr.  D.  Enrique  Quintana  por 
varios  espendedores  de  leche  ocurrió  ante  la  Suprema  Corte 
de  Justicia  de  la  Provincia,  alegando  que  la  ordenanza  en  la 
parte  referida  era  contraria  á  los  artículos,  8,  25  y  46  de  la 
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Constitución  de  la  Provincia,  y  pidiendo  en  consecuencia  que 
se  declarase  que  sus  poderdantes  no  estaban  obligados  á  cum- 
plirla. 


FALLO  DE  LA  SUPREMA  €ORTE  DE  LA  PROYINOA 


Buenos  Aires,  Octubre  27  de  1875. 

Considerando :  1^  Que  la  ordenanza  municipal,  orí  jen  de 
a  demanda  foja  3,  fué  promulgada  en  5  de  Enero  del  año  cor- 
riente, según  aparece  del  mismo  impreso  acompañado. 

2°  Que,  con  arreglo  &  las  leyes  vijentes  entonces,  los  soli- 
citantes debian  haber  ejercido  su  derecho  en  la  forma  pre- 
venida en  el  artículo  31  de  la  ley  de  Noviembre  3  de  1875. 

3^  Que  no  habiéndolo  verificado  en  el  modo  y  dentro  de 
los  términos  legales,  no  pueden  hoy  deducir  la  jestion  referida. 

Por  esto  no  ha  lugar  &  ella,  y  archívese.  Villegas.  — 
Escalada.  —  González,  —  Kier.  —  Somellera.  —  Ante  mí;  Á . 
Prado. 

Notificado,  el  Dr.  Quintana  pidió  revocatoria  6  apelación 
para  ante  la  Suprema  Corte  Nacional,  invocando  para  este 
último  recurso  el  artículo  23  de  la  ley  de  16  de  Octubre  de 
1862  y  el  inciso  2^  del  artículo  14  de  la  de  14  de  Setiembre 
de  1863  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales 
Nacionales. 

La  Suprema  Corte  de  la  Provincia  no  hizo  lugar  á  la  re- 
vocatoria, y  en  cuanto  á  la  apelación  ordenó  que  la  parte 
ocurriese  ante  la  Corte  Nacional,  como  lo  hizo. 

La  Suprema  Corte  dio  vista  al  señor  Procurador  General, 
quien  espuso : 
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« 

Suprema  Corte: 

Buenos  Aires,  Mayo  23  de  1876. 

Este  recurso  debe  ser  rechazado,  porque  no  está  ajustado, 

en  la  forma  ni  en  el  fondo,  á  lo  dispuesto  por  el  articulo  1 4 

de  la  ley  de  1863. 

C.  Tejedor, 

Vallo  de  la  Suprema  Corte* 


Buenos  Aires,  Julio  18  de  1876. 

Vistos:  Resultando  que  en  la  queja  interpuesta  por  los 
recurrentes  ante  la  Suprema  Corte  de  la  Provincia  no  se  ha 
puesto  en  cuestión  ni  una  cláusula  de  la  Constitución  Nacio- 
nal, ni  una  ley  del  Congreso :  y  que  la  resolución  recurrida  no 
se  halla  en  ninguno  de  los  casos  descriptos  en  el  artículo 
catorce  de  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia,  pues  se  limita 
á  declarar  que  los  recurrentes  no  reclamaron  en  tiempo  opor- 
tuno contra  la  ordenanza  municipal  de  cinco  de  Enero  de  mil 
ochocientos  setenta  y  cinco;  por  estas  razones  y  de  conformidad 
con  el  señor  Procurador  General  no  ha  lugar  al  recurso  de- 
ducido, y  devuélvanse  con  el  correspondiente  oficio,  previo 
pago  de  costas  y  reposición  de  sellos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.  B.   GOROS- 
TIAGA.  —  S.   M.   LASPIUR. 


1 
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CAUSA    liXXXYIII 


El  Fisco  Nacional  contra  Buscheweyh  y  C*,  sobre  comiso. 


Sumario.  —  La  Aduana  no  puede  imponer  penas  por  in- 
fracciones á  sus  reglamentos,  que  hayan  pasado  desapercibidas 
al  tiempo  del  despacho  de  las  mercaderías,  cuando  estas  hayan 
salido  de  su  jurisdicción. 


Caso. — En  Noviembre  de  1872,  un  ayudante  de  depósitos 
de  Aduana,  dio  cuenta  al  Alcaide  que  en  Setiembre  de  1870 
habia  pasado  un  parte  haciendo  saber  que  al  entregar  50  bar- 
ricas azúcar  introducidas  por  Buscheweyh  y  C",  manifestadas 
con  peso  neto  de  9.930  Ibs. ;  habia  notado  que  en  45  barricas 
habia  11.147  Ibs.,  por  lo  que  retuvo  las  cinco  restantes. 

Elevado  este  parte,  el  Administrador  mandó  levantar  un 
sumario  en  el  que  el  representante  de  la  casa  introductora 
declaró  que  el  exceso  denunciado  por  el  ayudante  de  depósito, 
provino  de  que  las  barricas  en  cuestión  tenian  una  tara  mucho 
mayor  que  la  ordinaria  y  que  constatado  este  hecho  se  mandó 
sobreseer  en  la  causa  y  se  le  entregaron  las  cinco  restantes. 

Con  los  informes  de  la  Contaduría  y  de  la  Alcaidia,  se 
pronunció  este 
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FALLO   DEL  ADMINISTRADOR 

Buenos  Aires,  Marzo  31  de  1875. 

Resultando  de  los  informes  que  preceden  que  el  exceso  pasa 
de  la  tolerancia ;  se  declara  caido  en  comiso :  hágase  saber, 
y  fecha  pase  á  Contaduría  y  Tesorería  á  sus  efectos. 

Aguirre. 

Habiendo  apelado  para  ante  el  Juez  de  Sección,  el  intro- 
ductor alegó  que  constatado  el  peso  bruto  no  hubo  exceso, 
por  lo  que  se  le  entregaron  las  cinco  barricas  detenidas; 
que  no  habiendo  mercaderías  en  Aduana  ni  dádose  fianza, 
no  podia  haber  causa  pendiente,  y  entonces,  seguxi  el  artí- 
culo 1100  de  las  Ordenanzas,  la  Administración  carecia  de 
derecho  para  suscitar  nuevo  asunto. 

£1  Procurador  Fiscal  contestó  que  la  resolución  del  Admi- 
nistrador debia  confirmarse  por  sus  fundamentos. 


Fallo  del  Jíuex  de  Seeelon. 

Buenos  Aires,  Agosto  12  de  1875. 

Por  lo  espuesto  por  el  Procurador  Fiscal  en  su  precedente 
vista  se  confirma  la  resolución  de  Aduana  de  f .  7,  en  su  con- 
secuencia, devuélvanse  los  autos,  previa  reposición  de  sellos. 

Ugarriza. 

Habiendo  apelado  el  introductor,  la  Suprema  Corte,  para 
mejor  proveer,  dio  vista  al  Sr.  Procurador  General  quien 
espuso : 

Suprema  Corte : 

Boenos  Aires,  Julio  18  de  1876. 

Si  se  detuvieron  por  razón  de  exceso  cinco  barricas  de 
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ftzúear,  ellas  fueron  después  entregadas  libremente,  como  re- 
salta de  las  anotaciones  del  manifiesto  de  despacho,  y  de  no 
constar  en  Contaduría  fianza  alguna. 

Con  estos  antecedentes,  creo  injusto  reyiTir  este  asunto,  y 
pido  por  tanto  revocación  de  las  sentencias  reclamadas. 

Carlos  Tejedor. 


Fallo  de  la  Sapreata  €)artr. 


Baenos  Aires,  Julio  20  de  1876. 

Vistos ;  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  mil 
cien  de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  y  con  lo  espuesto  y  pe- 
dido por  el  Señor  Procurador  General  en  su  precedente  vista, 
se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  veinte  y  ocho ;  satisfechas 
las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GO- 
EOSTIAGA.  — J.  DOMÍNGUEZ.  —  S. 
M.    LASPIUR. 
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CAVSA    I^XXXIX. 


í).  Femando  Bourdim  contra  D.  Fortunato  Cichero,  por  cobro 

ejecutivo  de  pesos. 


Sumario. — No    puede  existir  litis-pendencia   cuando    las 
partes  y  la  acción  de  uno  y  otro  pleito  son  distintas. 


Caso. — En  Mayo  de  1872,  D*  Catalina  Berando  de  la 
Natta,  alquiló  á  D.  Antonio  Gordano  y  D.  Santiago  Midena 
ana  casa  de  su  propiedad  ubicada  en  la  calle  San  Juan 
números  142  y  144  por  el  precio  de  1,200  ps.  m/c.  mensua- 
les, y  con  la  fianza  de  D.  Fortunato  Cichero, 
En  Julio  31  de  1874,  Cichero  firmó  el  siguiente : 
«  Yale  por  doce  meses  de  alquiler  de  la  casa  que  ocupaba 
«  D.  Antonio  Gordano,  los  cuales  como  fiador  según  el  con- 
«  trato,  estoy  obligado  á  pagar. 

Buenos  Aires,  Julio  31  de  1878. 

J.  Cichero. 

Pedido  y  obtenido  el  reconocimiento  de  estos  dos  documen- 
tos, y  justificada  la  jurisdicción  nacional  por  ser  argentino 
Bourdieu  y  estrangero  Cichero,  este  ocurrió  al  Juzgado  de 
Sección,  deciendo  que  era  incompetente  para  conocer  de  la 
causa  por   mas  que  el  demandante  fuera  argentino  y  él  ex- 
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tranjero.  Que  D*  Catalina  Lanatta  se  había  presentado 
ante  el  Jnez  de  Faz  de  San  Telmo,  demandando  á  Goidano 
por  los  alquilares  j  que  ante  él  estaba  pendiente  el  juicio 
relativo  á  ellos;  que  por  consiguiente  habia  litispendencia 
ante  el  Juez  de  Provincia  y  no  podia  ocurrirse  por  tanto  á 
la  jurisdicción  nacional  por  el  mismo  asunto. 

Corrido  traslado,  D.  Tomás  Salvadores  por  Cichero,  con- 
testó :  que  no  habia  llegado  la  oportunidad  de  oponer  escep- 
ciones.  Que  aunque  cuando  fuera  cierto  que  D*  Catalina 
Lanatta  hubiera  demandado  á  Gordano  por  cobro  de  alqui- 
leres, esto  no  constituiría  una  litispendencia  para  este  caso 
porque  ni  el  juicio  seria  sobre  idéntico  objeto,  ni  las  per- 
sonas de  uno  y  otro  serian  las  mismas.  Que  su  repre- 
sentado, tenedor  de  un  título  de  crédito  al  portador,  demanda 
á  su  deudor   con  prescindencia  de  toda  otra  persona. 

El  Juez  de  Sección  no  hizo  lugar  á  lo  solicitado  por  Ci- 
chero,  por  no  haber  llegado  la  oportunidad  de  oponer  escep- 
ciones. 

El  juicio  ejecutivo  se  tramitó  hasta  la  citación  de  remate, 
en  cuyo  estado  D.  Lisandro  Qordillo,  por  Cichero,  opuso  las 
escepciones  de  incompetencia,  de  litispendencia  y  de  ínha- 
bilida  ddel  título. 

Dijo :  que  habiéndose  iniciado  y  seguido  el  juicio  sobre 
cobro  de  alquileres  ante  el  Juez  de  San  Telmo,  y  siendo  e] 
caso  de  jurisdicción  prorogable  según  el  artículo  4^  de  la  Ley 
de  Jurisdicción  y  Competencia  de  los  Tribunales  Nacionales, 
debe  el  pleito  continuarse  y  concluirse  donde  se  inició.  Que 
en  el  vale  con  que  se  ejecuta  se  dice,  que  el  firmante  lo  otor- 
gó como  fiador  de  arrendamientos.  Que  por  consiguiente,  la 
fianza  no  ^uede  considerarse  por  separado  de  la  obligación 
principal,  por  mas  que  el  vale  haya  sido  dado  á  nombre  in- 
determinado, debiendo  en  todo  caso  tomar  en  cuenta  el  es- 
tado del  juicio  sobre  la  obligación  principal.    Que  el  deador 
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principal  fué  demandado  y  ese  juicio  aun  no  ha  concluido ; 
que  por  lo  tanto  y  siendo  él  fiador  civil,  no  puede  ser  eje- 
cutado mientras  no  se  vea  que  el  deudor  principal  carece  de 
bienes,  lo  qije  no  puede  suceder  .porque  el  deudor  principal, 
dio  bienes  á  embargo  para  que  el  acreedor  los  vendiera  y  se 
hiciera  pago  de  los  arrendamientos  vencidos. 

Pidió  se  rechazara  la  ejecución  con  expresa  condenación 
en  costas  al  ejecutante. 

Corrido  traslado,  el  ejecutante  contestó :  que  en  el  juicio 
ejecutivo  no  pueden  oponerse  mas  escepciones  que  las  enu- 
meradas en  el  artículo  270  de  la  Ley  de  Procedimientos,  entre 
las  que  no  están  incluidas  la  incompetencia,  ni  la  litispenden- 
cia.  Que  el  esponente,  tenedor  de  un  vale  á  la  vista  por  can- 
tidad determinada  y  firmado  sin  restricción  alguna,  nada 
tiene  que  ver  con  las  relaciones  ó  comproniisos  que  Cichero 
tenga  con  otras  personas.  Que  si  fuera  cierto  lo  que  Cichero 
alega  respecto  á  bienes  dados  á  embargo  ante  el  Juez  de  Paz 
de  San  Telmo,  no  habria  firmado  el  vale  haciendo  suya  es- 
clusivamente  y  sin  condiciones,  la  obligación  que  pesaba  so- 
bre otra  persona  y  cuyo  pago  judicial  estaba  próximo. 

Pidió  se  rechazaran  las  escepciones  opuestas,  con  espresa 
condenación  en  costas,  y  se  dictara  la  sentencia  de  transe  y 
remate. 


Fallo  del  Jíoex  de  Seeeion. 


Buenos  Aires,  Mayo  6  de  1876. 

Y  vistos  :  resultando  que  la  escepcion  que  bajo  el  nom- 
bre de  litispendencia  declinatoria  de  jurisdicción  é  inhabili- 
dad del  título  se  opone  á  la  acción  ejecutiva  de  D.  Fer- 
nando Bourdieu,  es  la  misma  que  se   dedujo  á  f,  12,  fun* 
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dándola  en  que  existia  pendiente  ante  el  Juzgado  de  Paz 
de  San  Telmo,  una  demanda  de  D*^.  Catalina  Berardo  con- 
tra D.  Antonio  Jordán  por  alquileres  de  la  misma  casa  á 
que  se  refiere  el  vale  de  f .  1 .  T  considerando :  que  la  es- 
cepcion  deducida  queda  destruida  por  la  misma  esposicion 
de  la  parte,  no  pudiendo  existir  litis-pendencia,  cuando  tan- 
to la  acción  como  las  partes  son  completamente  diferentes, 
siendo,  en  este  caso,  el  título  de  ejecución  el  vale  de  f.  3  y 
no  la  obligación  contraída  por  Jordán  á  favor  de  D*  Cata- 
lina Berardo ;  llévese  delante  la  ejecución,  precediéndose  á 
la  venta  en  remate  público  de  los  muebles  embargados,  por 
los  martilieros  Massot  y  Martínez,  condenándose  en  costas 
al  ejecutado,  todo  de  acuerdo  con  los  artículos  277  y  284 
de  la  Ley  de  Procedimientos.  Hágase  saber  y  repón- 
ganse los  sellos. 

Andrés  Ugarrisa. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Julio  30  de  1876. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  setenta  y  una  vuelta,  satisfechas  los 
de  la  instancia  y  repuesto  los  sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GOROSTIAGA. 
—  J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.  LASPIUR. 
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(JAIJíiA    X€. 


Contienda  de  competencia  negativa  entre  el  Jwz  de  Sección 

y  él  del  Crimen  de  la  Provincia  de  Salta  en  la  caü^a 

por  heridas  inferidas  á  D.  Cleto  Efia^. 


Sumario.  —  El  delito  de  heridas  cometido  con  ocasión  de 
elecciones  nacionales,  en  la  noche  anterior  al  día  designado 
á  aquellas,  no  corresponde  al  conocimiento  de  la  Justicia  Na- 
cional. 

Caso. — En  el  pueblo  de  Cerrillos  en  la  Provincia  de  Salta, 
fué  herido  en  la  noche  del  5  de  Febrero  de  1876  el  ciudadano 
D.  Cleto  Diaz. 

Del  sumario  que  se  levantó,  parece  que  los  autores  de  las 
heridas  fueron  algunos  ciudadanos  del  partido  político  con^ 
trario  al  de  Diaz,  en  el  calor  de  las  disputas  que  loi  dos 
partidos  tenian  respecto  de  las  elecciones  de  Diputados  Na- 
cionales que  debian  tener  lugar  el  dia  siguiente  6  de  Febrero. 

AUTO  DEL  JUEZ  DEL  GRÍHEN 

Salta,  Febrero  33  de  1876. 
Con  lo  espuesto  por  el  Fiscal  y  considerando:  1**  Que  de 
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la  anterior  sumaría  resulta  que  la  cau§a  denunciada  es  re- 
lativa á  hechos  que  han  tenido  lugar  en  el  Departamento 
de  Cerrillos,  en  la  noche  del  5  del  corriente  mes  con  ocasión  de 
elección  de  Diputados  Nacionales.  2®  Que  en  tal  mérito  el 
inc.  3^,  art.  3®  de  la  ley  nacional  de  1863,  citada  por  el 
Ministerio  Fiscal  es  aplicable  al  caso,  porque  es  lógico  in- 
ferir que  los  actos  criminales  de  ciudadanos  reunidos  en 
ejercicio  (ú  ocasión)  del  derecho  sagrado  del  sufragio  nacional 
no  pueden  importar  sino  impedir,  estorbar  6  falsear  aquellas 
elecciones.  3^  Que  las  atribuciones  designadas  en  el  inc.  3^ 
citado,  son  privativas  á  los  Tribunales  Nacionales,  por  dis- 
posición espresa  del  artículo  12  de  la  misma  ley  de  jurisdicción 
y  competencia  á  que  pertenece  dicho  inciso. 

Por  lo  espuesto,  se  declara  este  juzgado  sin  jurisdicción 
en  la  causa,  ordenándose  se  remitan  las  obradas  al  Sr.  Juez 
Federal  de  la  Provincia  con  nota  de  atención,  dejándose  copia 
de  esta  providencia  en  el  libro  respectivo  del  juzgado  con  es- 
presion  de  la  causa  á  que  pertenece. 

Mariano  Matienzo, 


Fallo  del  Jíoem  de  Seeelen» 


SalU,  Mayo  23  de  1876. 

Ylsta  la  sumaria  levantada  con  motivo  de  las  heridas  in- 
feridas á  Cleto  Diaz  la  noche  del  5  de  Febrero  en  el  pueblo  de 
Cerrillos,  visto  lo  resuelto  por  el  Juez  del  Crimen  de  la  Provin- 
cia, declinándola  jurisdicción,  fundado  en  el  artículo  3,  inc.  3^ 
de  la  ley  Nacional  del  14  Setiembre  de  1863,  visto  lo  espuesto 
por  el  Procurador  Fiscal  en  la  vista  precedente  y  considerando : 
que  según  resulta  del  sumario,  las  heridas  que  motivan  este 
proceso,  fueron  el  resultado  de  una  pelea  que  tavo  lugar  en 
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la  Plaza  p4bUca  de  CenUlos  la  noche  antes  de  la  eleocion 
de  Diputados  al  Congreso  Nacional  entre  partidarios  de  di3* 
tintas . can(iidatnr2^9  y  con  motivo  de  estas;:  que  dicha  pelea 
no  estoilx^  ni  f atseó  la  elección  que  se  hizo  ,al  dia  siguiente 
quieta  y  pacíficamente :  que,  siendo  esto  así,  el  ine.  3^,  art.  3^ 
de  la  ley  citada  .en  que  el  «Juez  FroviEcial,  fs.  de  su 
declaratoria»  na  tiene  aplicación  al  caso :  .que  para  que  esta 
cayera  bajo  la  jurisdicción  nacional,  seria  l]kece8ario  que  los. 
autores  de  las  heridas  se  hubiesen  presentadlo .  armados  en 
los  comíQios  públicos  6  hubieren  penetrado  armafdos  en  al- 
gún colegio  electoral,  abusando  así  de  sus  armas,  según  t^-. 
minantemen^te  lo  dispone  el  articulóos  de  la  ley  nacional  de  M 
de  Setiembre  de  1863, .  designando  los  crínienes  cuyo  juz- 
gamiento corresponde  á  los  Jueces  de  Sección:,  que  nadado 
esto  resulta  del  proceso.  .  . 

Por  estas  consideraciones  46claro  que  este  juj^gado  es  in- 
competente  para  conocer  en .  esta  causa,  en  su  consecuencia 
deyuélvase  original  al  Juzgado  del  Crimen  de  la  Provincia 
con  el   correspondiente  oficio. 

Federico  Ibatgurw. 

.,  .    .    .  .    .  .      .  '  '    • 

p  .  .  •  •  • 

.  *  I    '  • 

AUTO  DEL  JUEZ  DEL    CRÍMEN. 

SalU,  Abril  18  de  1856. 

Con  lo  esp*fe'stóü)fcr''el  ííscaTy  ^etf^consiáéradon/que  el  espí- 
ritu del  inciso  3^,  artículo  3  de  la  citada  ley  de  jurisdicción  y 
competencia  en  cuanto  se  refiere  4  elecciones  naoiénale^,  no- 
puede  séí  pkrá  único  casb  del  mismo  dia  de  votaciones  6  solo 
paca*£Qanda  ya  estén  formadas  las  mesas  rece)>torás;  pttés  bien 
fiíede  e^orbacs&jó  falsearse  «oh  crímenes  del  día  6  diasan*^ 
teriores,  estando  los  ciudadanos  reunidos  para  aquel  sufrági<^ 

T  IX  * 
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j  ya  en  choques  sus  facciones  políticas;  porque  obvio  es 
que  triunfando  el  dia  6  noche  anterior  de  aquellas  elecciones 
uno  de  los  partidos,  ya  sea  con  la  fuerza,  el  temor,  ó  ame*' 
drentando  á  los  otros  puede  oportunamente  el  triunfante  darle 
todo  el  disfras  del  orden  en  el  momento  mismo  ó  dia  solo  de  las 
elecciones ;  para,  asi,  el  sufragio  como  es  lo  que  se  trasluce  del 
sumario  anterior,  resalta  estar  ya  falseada  ó  estor1»ada  la  elec- 
ción de  un  gran  número  6- tal  vez  en  el  mayoría  de  los  ciudada- 
nos votantes.  T  esta  es  la  verdad  y  el  fondo  que  ha  debido 
averiguar  el  Juez  Federal  de  la  Provincia  en  prueba  de  su 
competencia  directa  en  la  causa,  ó  de  averiguación  á  fin  de  no 
dejar  fraude  alguno  en  las  elecciones  Nacionales. 

El  sentido  espresado  es  propio  y  natural  al  espíritu  filo- 
sófico del  inciso  citado,  que  es  de  ley  relativo  á  un  Estado 
republicano,  libre  y  federal;  pues  que  de  otra  manera  los  go- 
biernos absolutos  estarían  en  mejores  condiciones  que  los  que 
se  llaman  independientes;  apoyados  en  lo  soberanía  del  pneblo 
y  para  el  pueblo. 

Por  lo  espuesto  elevase  los  autos  á  la  Corte  Suprema  Na- 
cional que  dirimirá  la  competencia  suscitada,  dándose  cono- 
cimiento al  Sr.  Juez  Federal  de  la  Provincia  á  fin  de  que  eleve 
i  su  superior  inmediato  los  antecedentes  que  tuviere  relativos 
á  la  causa. 

Mariano  Matienzo. 

VISTA  DJBL  SBfiOR  PROCURADOR  JRRBRAL 

Suprema  Corte: 

Buenos  Aires,  Julio  15  de  1S76. 

Es  inadmisible  la  doctrina  de  que  todo  delito  cometido  con 
ocasión  de  las  elecciones  Nacionales  establece  la  competencia 
(1$  9ua  Tribunales. 
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La  ley  enumera  en  general,  entre  los .  delitos  de.  su  goiH- 
petencia  los  bechos  tendentes  á  es/or6ar  ó  falsear  las  elecciones, 
palabras  qne  suponen  claramente  bechos  del  día  mismo  de 
la  elección. 

.  Designando,  después  la  ley  especial  los  delitos  del  Fuero 
Nacionali  enumera  ^omo  xeo^  de  desacato  contra  las  auto- 
ridades. 

1^  Los  que  cansasen  tttüiirttoff  en  algxm  comicio  electoral 
para  empleados  de  la  Nación. 

i^  Los  que  falsificasen  en  alguna  elección  Nacional  las 
listas  de  votos. 

3^  Los  que  se  encontrasen  armados  en  los  comicios  públi- 
cos ó  se  presentasen  armados  en  un  colegio  electoral,  para  los 
nombramientos  de  emfpl^dos  Kaeionalei. 

La  ley  particular  confirma  la  regla  general.  Ninguno  de 
esos  casos  comprende  el  que  es  materia  de  este  proceso. 

Importa  ademas  que  así  sea. 

Si  pudiera  estenderse  la  jurisdicción  nacional  á  protesto 
de  la  ocasión,  infinitos  serian  los  hechos  de  la  justicia  común, 
que  podria  aquella  absorber,  contra  el  espíritu  de  las  ins- 
tituciones federales. 

La  competencia,  pues,  debe  declararse  en  favor  del  Juez 
del  OrfmeiB  de  Salta. 

Carlas  Tejedor. 


Falle  de  1»  Soprem»  Corte* 


Baenos  Aires,  Jalío  20  de  1977. 

.  Visto»;:  de  conlormidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
$en,o;í  Frocui^adorQeneral.en.supretcedente.  vista,  se  declara 
que  el  conocimiento  de   esta  causa  corresponde  al  Juez  del 
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Crimen  de  la  Proyincia.  Remítasele,  en  consecuencia^  los 
antos,  previo  pago  de  costas  j  reposición  de  sellos  y  hágase  saber 
por  oficio  al  Juez  de  ^eccion. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS. — i.  B.  GOROSTUGA. 
—I.    DOMIMGCEÍ.— S.  M.   LASPIÜR. 


CAUSA    XCI 


D*  María  Gaitan  de  Retamal,  contra  D.  Domingo  Balugera  y 
D.  Eustaquio  Retamal,  por  tercería  de  dominio. 


Sumario.  —  Los  bienes  poseidos  por  la  mujer  se  consideran 
de  la  sooiedaí^  conyugal,  si  no  se  prueba  que  pertenecen  i 
aquella  esclusivamente. 


Caío.  — D.  Domingo  Balugera  en  juicio  ejecutivo  contra 
D.  Eustaqi^io  Retamal  obtuvo  ^1  embargo  de  250  animales 
vacunos. 

D.  María  Q-aytan  esposa  de  Retamal  dedujo  tercería  de  do-* 
minio,  alegando  que  esos  animales  le  pertenecian  como  bienes 
dótales. 
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Süstanciaída  la  tercería,  y  producida  la  prueba  que  se  examina 
en  la  sentencia,  se  dictó. el' siguiente 


Fallo  del  Jh^b  9eeelon»l« 


Paran&,  Marzo  13  de  1876. 

Tistes:  que  en  el  presente  Juicio  de  tercería ' esclayente 
deducida  por  D*  María  Oaitan  de  Retamal  en  la  ejecución 
pendiente  contra  su  esposo  D.  Eustaquio  Retamal  por  deuda 
de  cantidad  de  pesos,  reclamada  por  su  ejecutante  D.  Do- 
mingo Balugera;  ne  restrlta  dr  la  prueba  presentada  por  la 
Sra.  Gaitan  de  Retamal  que  haya  aportado  bienes  dótales  al 
matrimonio  en  el  momento  de  su  celebración  ni  después  de 
contraido,  por  no  presentarse  documento  alguno  escrito  ni 
prueba  testimonial  que  lo  justifique;  que  si  bien  de  la  decla- 
ración de  f.  26t  de  D.  Romualdo  Aldana,  recibida  en  ilegal 
forma  aparece  aseverar  dicho  testigo  que  él  habia  visto  la 
donación  que  el  padrote  la  Sra.  Oaitan  hiciera  á  esta,  de  dos- 
cientos animales  vacunos,  doscientos  lanares  y  como  cuarenta 
ó  cincuenta  yeguarizos,  este  mismo  aserto,  único  y  singular, 
tampoco  se  encuentra  apoyado  por  el  otro  testigo,  presentado 
por  la  Sra.  Gaitan,  D.  Juan  Cabrera,  cuya  declaración  se 
recibió  en  igual  forma,  como  aparece  de  la  foja  citada;  que 
ademas  llamada  la  Sra.  Gaitan  á  absolver  posiciones,  se 
negó  á  hacerlo  sin  justificar  como  correspo.ndia  el  motivo  de 
su  escusa,  como  le  fué  ordenado  por  providencia  de  f.  39  vta.; 
que  por  otra  parte,  de  la  prueba  producida  por  el  ejecutante 
de  f.  á  f .  ,  aparace  que  los  ganados  existentes  hoy  en 
la  estancia,  cuyo  dominio  esclusivo  se  alega  por  la  Sra.  Gaitan, 
han  llevado  y  llevan  la  marca  de  Retamal,  esposo  de  aquella, 
y  la  llevan  sin  que  hayan  sido  ^contramarcados,  lo  cual  viene 
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i  acreditar  qne  dichos  gaíiados  han  pertenecido  á  la  sociedad 
conyugal,  como  bienes  gananciales,  y  de  qne  ha  sido  admi- 
nistrador el  marido.  Por  tales  antecedentes  definitivamente 
juzgando,  declaró :  que  no  ha  lugar  á  la  tercería  de  oposición 
escluyente  deducida  por  B*  Maña  Oaitan-  de  Betamal  en  el 
juicio  ejecutivo  seguido  contra  su  esposo  D.  Eustaquio  Reta- 
mal, por  D.  Domingo  Balugera ;  con  costas,  debiendo  llevarse 
adelante  la  ejecución  suspendida  en  caso  de  no  apelarse  en 
el  término  designado  por  la  ley. 

Antonio  Zarco. 


WmllQ  lie  1»  Saprem»  Corte* 

Buenos  Aires,  Julio  20  de  1876. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  la  sentencia  ape- 
lada de  foja  cincuenta  vuelta,  con  costas;  satisfechas  las  de 
la  instancia  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 


JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.:B.  GOROSTIAGA.  •- 
J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  H.  LASPIUR. 
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CAVBA     XCII. 


D.  Luü  Barralts  contfa  la  Provincia  de  Corrientes  por 

cobro  de  pesos. 


5uman6.— Reconocida  la  obligación  de  indemnizar,  sin 
poderse  establecer  por  pruebas  ó  por  juramento  in  litem  el 
importe  preciso  de  la  indemnización,  debe  aceptarse  la  ^ue 
ofrece  el  deudor. 


Caso. — ^Dnrante  la  epidemia  de  la  fiebre  amarilla  en  Cor- 
rientes, la  Comisión  Municipal  nombrada  por  el  Gobierno 
para  proveer  á  las  necesidades  ¿e  la  salud  pública  abrió  dos 
boticas  que  se  encontraban  cerradas. 

Una  de  estas  era  la  botica  italiana  que  perteneció  antes  á 
D.  Luis  Barralis,  que  este  vendió  á  D.  Amadeo  Adami,  y  que 
volvió  en  seguida  al  dominio  de  Barralis. 

Dicha  botica  estaba  cerrada  por  haber  fallecido  Adami ;  y 
abierta  por  la  citada  Comisión,  se  tomaron  de  ella  medica- 
mentos durante  un  mes  próximamente. 

Barralis  pidió  al  Gobierno  de  Corrientes  la  suma  de  3,440 
ps.  39  ota.  fuertes  por  indemnización,  haciendo  el  siguiente 
cálculo. 

El  habia  vendido  la  botica  á  Adami  por  6,000  ps.  fuertes 
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con  la  condición  de  que  este  le  pagase  el  precio  á  plazos, 
debiendo  siempre  tener  en  la  botica  una  existencia  igual  al 
yalor  de  la  deuda. 

A  la  muerte  de  Adami,  la  deuda  era  de  4,762  ps.  50  cts. 
fuertes.  Cuando  se  entregó  la  botica  i  Barralis  el  valor  de 
las  existencias  era  de  l,4t8ps/li  ct9.  fjiertes ;  por  consi- 
guiente el  valor  de  las  medicinas  tomadas  por  la  Comisión 
debia  ser  de  3,344  ps.  39  cts.  fuertes.  Agregada  á  esta 
suma  la  de  96  ps.  fuertes  por  tres  meses  de  alquiler,  resul- 
taba ,1a  deuda  de  3,440  ps.  3Q  c^s.  fuerte$.  .    « 

El  Fiscal  de  la  Provincia  de  Corriejates  á  quien  el  Gobier- 
no  pasó  en  vista  la  petición  de  Barralis,  después  de  agre- 
gados varios  informes  y  cuentas,  dijo :  que  la  base  del  re-* 
clamo  era  inadmisible  porque  se  apoyaba  sobre  la.  suposición 
del  cumplimiento  de  las  obligaciones  de  Adami  que  no  po- 
dían afectar  al  Gobierno;  que  no  babia  pruebas  sobre  el 
importe  de  las  existencias  de  la  botica,  J^'  según  los  infor- 
mes y  cuentas  agregadas  parecia  indudable  que  fuera  mucho 
menos  del  supuesto  de  4,762  ps.  50  cts.  fuertes ;  que  sin 
embargo  constando  el  hecbo  de  la  obupacion  de  la  botica, 
no  podia  negarse  la  obligación  del  Gobierno  de  abonar '  el 
importe  de  los  medicamentos  que  se  espendieron;  y  qne  no 
pudiendo  precisarse  era  de  opinión  de  dar  á  'Barralis  en  com- 
pensación la'  feuma  dfe  1,500  ps.  fuertes:  ofrecida  esta  suma, 
Barralis  ¿ó  quiso  aceptarla. 

El  Gobierno  pasó  la  solicitud  de  Barralis  á  la  Legislatti'^ 
ra,  y  esta  se  declaró  incompetente. 

'  Barralis  entóhces  demandó  á '  la  ProViücia  dé  Coríientes 
ante  la  Suprema  Corte  por  la  suma  que  pret'endia.  '   ' 

'  Resuelto  un  incidente'  de  competencia  por  fallo  de  2 'de 
Marzo  dé  187ÍS,  y  sustanciada  la  demanda  se  dictó  él  si- 
guiente 


/."* 
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Pallo  de  la  Saprema  Cotrte. 

.  BaenosAires,  Jali.o27  de;1876^ 

yistos:  estoB  ai;to$  promoyidos  por  Don  Luis  Barralis; 
italiano,  contra  la  FroTÍncia  de  Corrientes  por  cobro  del 
importe,  de  medicinas  consumidas  de,  la-  Botica  .denominada 
€  Italiana»,  durante  le  epidemia  de  fiebre  amarilla,  4u^  96 
declaró  ^n  jla.  capital  de  dicha  pxoYÍ2iicia;en,el  año  .de^  inil 
ochocientos  seteiita  j  iiíio. 

T  considerando:  Primero. — Que  consta  en  autos  y  apare-? 
ce  reconocido  por  el  Gobijernp.  de  Corrientes^  q.ue,  la  c  Botica 
ItaliaAa  >  hallándose  cerrada  en.  Enero  de  diohp  año  mil 
ochocieipitos  setenta  y  uno,  fué  abierta,  por  una  Comisiona 
autorizada  al  efecto,  á  fin  ^  proporcionarr  los  medicamentos 
necesarios. á  la  población  afiijid^  por  la  epidemia. 

Se^tfncfo. -:- Que  de  este  hecho  nace  incuestionablemente  la* 
obligación  de  satisfacer  al  propietario  del  establecimiento  el 
jlisto  yalor  de  los  artículos  tomados  ó  espendidos. 

Tercero. —Que  esta  obligación  ha  sido  francamente  reco^ 
Qocidapor  el  Fiscal  y  elQobierno  de  la  ^royincia  demandada; 
y  la  presente  cuestión  yersa  solo  sobre  la  cantidad  que  el 
reclamante  tiene  derecho  á  exigir. 

CiK$río.  —  Considerando  que  la  cuenta  que  ha  formado  .el 
actor  y  cone  á  foja  ciento  yeinte  y  seis  parte  de  una  base 
inadmisible;.  poTque  ijto  puede  hacerse  cargo  i  la  Proyineia 
de  Corrientes,  9obre  lo  que  realmente  existiera  al  tiempo  de 
ser  ocupado  el  establecimiento  por  la  Comisión  de  saln^.pú- 
blíQS^;.,  y  porque,,- aunque :ea  esa.  oportunidad  no  se  hubiese 
h^ho  un  jnT^Bjbario  formal  y  ^  perfecto,  en  los  libros  y  pa- 
peles de  Adami  deberla,  eonsjbar  cual  era  el  estado  de  la 
casa,  y  no  es  culpa  de  la  Proyincia  ni  de  su  Gobierno  que 
así  no  haya  sucedido. 


\  •  - 
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Quinto.  —  Que  á  las  cantidades  abonadas  en  descargo  en 
dicha  cuenta  hay  qne  agregar  los  trescientos  diez  j  siete 
pesos  fuertes  entregados  á  Barralis,  según  recibo  de  foja 
ciento  yeinta  vuelta,  y  los  quinientos  ochenta  y  nueve  fuer«- 
tes  noventa  y  cinco  centavos  en  créditos  que  á  petición  suya 
y  como  pertenencia  de  la  botica  se  la  mandaron  entregat  á 
foja  ciento  veinte,  previa  tasación  que  aparece  á  foja  cien- 
to veinte  y  dos. 

Sesto. — Que  habiendo  estado  abierta  la  botica  menos  de 
un  mes  solamente  ( fojas  ciento  sesenta  y  cinco,  ciento  se- 
senta y  nueve  y  ciento  setenta  y  tres )  y  no  habiendo  oca- 
sionado con  motivo  de  la  apertura  mas  alquileres  que  los 
que  pagaba  y  siguió  pagando  después  el  establecimiento,  es 
infundado  el  cargo  que  por  esta  razón  se  hacia.  Por  estos 
fundamentos,  y  teniendo  presente  la  imposibilidad  recono- 
cida por  ambas  partes  de  establecer  fijamente  el  valor  de 
las  existencias  de  la  Botica  al  tiempo  de  la  ocupación ;  y 
que  no  es  del  caso  diferir  al  juramento  del  reclamante,  por 
que  no  se  trata  de  hechos  suyos  propios,  sino  de  hechos  de 
Adami,  que  el  no  ha  podido  conocer,  y  mucho  menos  pue- 
de afirmar,  se  falla  y  declara  que  la  cantidad  de  mil  qui- 
nientos pesos  fuertes  ofrecidos  por  el  Gobierno  de  Corrien- 
tes es  suficiente  compensación  por  las  medicinas  consumidas 
en  los  pocos  dias  de  la  apertura;  y  que  la  Provincia  de- 
mandada debe  pagar  dicha  suma  á  Barralis  en  dinero  efec- 
tivov  dentro  del  término  de  diez  difis  á  contar  deáde  la  fe- 
cha de  la  notificación  dé  esta  sentencia,  sin  especial  con- 
denación en  costas. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— i.  B.  GÓROS- 
TIAGA.--^J.  DOMÍNGUEZ.  ^  S.  M. 
LASPIUR. 
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CAIJBA  XOIII« 


D.  Enriqííe  Hall  contra  D.  Félix  Delfino,  sobre  ecoorto  para 

suscitar  contienda  de  competencia. 


Sumario.  —  El  Juez  que  ha  dictado  la  aentenoia  pasada  en 
cosa  juzgada,  es  competente  para  entender  en  la  ejecución 
de  ella. 


Caso.  —  D.  Enrique  Hall  fué  condenado  por  sentencia  del 
Joez  de  Sección  de  Corriemtes,  confirmada  por  la  Suprema 
Corte  i  la  detolncion  de  unos  cueros,  j  á  la  indemnización 
por  las  desmejoras  que  hubiesen  sufrido,  i  favor  de  D.  Félix 
Delfino.      r.  r 

D.  Enrique  Hall  devolYiió  á  Delfino  parte  de  los  cueros;  y 
por  el  resto,  de  ellos  y  por  las  desmejoras,  fué  demandado 
por  dicho  Delfino  ante  el  mismo  Juez  de  Sección  de  Corrientes. 
•  Hallándose  Hall  en  Buenos  üree^  el  Juez  de  Sección  di- 
rijió  exhorto  de  emplazamiento,  que  fué  diligenciado  por 
medio  de  xsédula, 

H^l  ocurrió  al  Juez  de  Sección  de  Buenos  Aires  pidiendo 
que  suscitara  contienda  de  competencia  al  de  Corrientes,  por- 
que residiendo  él. en  Buenos  Aires»  Delfino  debia  seguir  en 
este  puntp  el  juicio  entablado. 
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El  Juez  de  Sección  pidió  informe  por  medio  de  oficio,  que 
no  fné  librado,  por  no  haber  suministrado  Hall  el  papel 
sellado  necesario,  según  lo  informó  el  actuario. 

Después  de  mas  de  un  año,  Hall  volvió  á  pedir  el  libramiento 
del  oficio,  diciendo  que  el  Juez  de  Corrientes  babia  dictado 
sentencia,  y  que  esta'  era  ñola  por  Mta  de  jurisdicción.  Se 
reiteró  el  oficio. 


INFORME  DEL  JUEZ  SECaORAL  DE  CORRIENTES. 

Corrientes,  Abril  21  de  1876. 

El  que  suscribe,  evacuando  el  informe  que  V.  S.  se  sirve 
pedirle  por  el  exhorto  de  fecha  20  del  pasado,  á  fin  de  resolver 
lo  que  sea  de  justicia  sobre  la  solicitud  de  D.  Enrique  Hall, 
para  que  V.  S.  forme  competencia  á  este  juzgado,  para  cono- 
cer en  la  causa  entre  el  solicitante  y  D.  Félix  Delfino,  ra- 
dicada ante  este  Juzgado,  á  Y.  S.  dice :  Que  en  el  año  de  1865, 
D.  Félix  Delfino,  vecino  de  Bella  Vista,  jurisdicción  de  ésta 
Provincia,  demandó  á  D.  Enrique  Hall,  estranjero,  domiciliado 
en.  el  mismo  punto^  por  una  partida  de  cueros  de  su  propiedad, 
que  dicho  Sr.  Hall  habia  comprado  á  los  paraguayos  que 
invadieron  esta  Provincia,  y  seguida  la  causa  por  todos  sus 
trámites,  Delfino  obtuvo  sentencia  favorable,  tanto  en  pri- 
mera como  en  segunda  instancia,  según  consta  de  los  autos 
que  existen  en  ese  Juzgados .  ' 

La  Suprema  Oorte,  en  sentencia  que  corre  á  f .  i33,  dice : 
f  Se  confirma  él  auto  apegado  dé  f .  78  (que  condena  á  Hall 
á  la  devolución  délos  cueros)  con  tal  que  no-sé  oponga  ¿Ia)$ 
siguientes  declaradoníBS :  i®  Que  D.  EnriciaéSálI  débe^ pagar 
las  costas  de  este  pleito ;  2^  Que  debe  aisibilsmó  indétíinizáf 
á.D^. Félix  Delfino  de 4a  deisinejora  que  liubíeré  sufrido  el 
valor  que  tenian  los   cueros  el  dia  de  la  démianda,  ya  pio^ 
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yenga  de  su  deterioro  dmaate  el  juicio»  ya  de  una  baja  en  el 
precio  el  dia  de  H  ejecución  de  este  auto».  En  Virtud  de 
esta  sentencia,  D.  Josó  Siyori,  én  nombré  de  Hall,  devolvió  á 
Delfino  parte  de  los  cueros  á  que  ella  se  refiere  según  el  acta 
de  f .  209  ante  el  Jue&  de  Faz  de  Bella- Vista  j  testigos. 

En  Agosto  del  año  67  Delfino  demandó  á  Hall  por  los  cueros 
que  faltaban  j  las  desmejoras  durante  el  juicio  de  los  recibidos, 
cuyo  litis  después  de  tramitado,  fué  declarado  nulo  por  este 
Jlizgado  porque  lo  siguieron  Ips  apoderados  para  el  juicio  or- 
dinario, cuyos  poderes  habían  terminado  por  la  sentencia,  en 
TJ3ta  de  lo  cual  Delfino  confirió  nuevo  poder  k  D.  Desiderio 
Onieva,  quien  dedujo  nuevamente  la  demanda  contra  el  Sr. . 
Hall,  quien  fué  emplazado  por  exhortes  reiterados  alJuzgado 
de  Y.  8.,  hasta  que  fué  devuelto,  diligenciado,  el  que  se  libró 
con  fecha  de  Agosto  21  .del  ano.  74,  fijando  cedulón  en  la  puerta 
de  la  casa  por  haberse  negado  las.  personas  que  habían  en 
eUaárecfibir,  según,  consta  de.  las  diligencias  del  actuario  de 
ese  Juzgado,  (^ue  cobren  á  f.  11  ;  seguida  la  causa  en  rebeldía, 
este  r  Juzgado  pronunció  la  sentencia  de  que  ha  sido  notificado ' 
HaU  y  en  virtud  de  la  que  se  libró  ejecución,  trabándose 
embargo  de  una  finca  que  Hall  posee  en  Bella-Yista,  juris- 
dicción  de  esta  Provincia,  siguiéndose  el  juicio  con  un  de- 
fensor de  ausentes  que  se  nombró  de  oficio  por  haber  espuesto 
la  parte  de  DelftiOvqúe  Hall  se  habik  ausentado  para  Europa 
y  se  ignoraba  su  paradero,  y  su  estado  es  el  de  tasación  de 
la  finca  embargad^a  par^  proceder  á  su  venta  en  remate  pú- 
blico. 

Relatados  los  hechos,  V.  S.  no  puede  menos  que  desestimar 
la  áblicitud  del  Sr.  Hall  para  formar  competencia  á  este  Juz- 
gado,'  fundado  én  que  se'  halla  avecindado  en  Buenos  Aires, 
como  si  el  domicilio  del- demandado  fuese  er  único  modo  de 
surtir  fuero,  error  grave,  que  no  se  puede  ocultar  á  V.  S. 

Cuando  el  Sr.  HaU  fué  demandado  por  el  Sr.  Delfino  para' 
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la  devoluoion  de  los  cueros  ilegítimamente  ¿omprados  al  ene- 
migo, se  hallaba  aveoindado  en  esta  Provincia,  y,  como  tal 
vecino,  siguió  el  juicio  en  dos  instanaias ;  y  es  pot  demás  claro 
que  esta  jurisdiccioa  no  dejaba  de  ser  competente  por  el  hecho 
de  que.  al  demandado  se  le  ocurriese  ¡cambiar  de  domicilio, 
después  que  el  pleito  fué  fallado  y  aún  ejecutoriada  la  sen- 
tencia en  parte. 

La  ley  4,  tít.  27,  P.  3^dice^  <  Cumplir  deben  los  juicios, 
aquellos  que  son  valederas,  aquellos  mismos  juzgadores  que' 
los  dieron  >.  La  sentencia  condenatoria  fué  pronunciada  por 
este  Juzgado  y  confirmada  por  la  Corte  Suprema  y  el  nuevo 
juicio  entablado  por  Delfino,  fallado  en  rebeldía,  es,  sobre 
ejecución  de  dicha  sentenda;  pOr  consiguiente  este  juzgado 
es  competente  según  la  terminante  disposición  de  la  ley. 

Es  cuanto  tengo  que  informar  á  Y.  S.,  haciéndole  saber 
al  mismo  tiempo  para  conocimiento  de  la  parte  de  Hall  que 
este  Juzgado  continuará  la  via  de  apremio  hasta  la  venta  d^ 
la  finca  embargada  y  pago  del  acreedor,  siempre  que  este 
lo  elija,  pues  Y.  S.  solo  le  ha  pedido  informes  y  no  ha  for- 
mado competencia^ 

Carlos  Luna. 


Bailo  4el  JTaes  Seeelenal. 

■ 

Buenos  Aires,  Marzo  SO  de  1876. 

Besultando  del  contesto  del  auto  de  f*  3  vta.  que  aunque 
se  dedujo  la  incompetencia  ¿  que  se  refiere  el  solicitante,  y  el 
Juzgado  se  limitó  únicamente  á  pedir  informe  al  Juez  de 
Sección  para  en  su  vista  pronunciarse : 

T  que  ni  este  mismo  informe  solicitó  antes  del  pronun- 
cimiento  de  la  sentencia,  y  que  por  otra  parte  estSi  se  ha 
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pronunciado  antes  del  recibo  del  segando  exhorto  en  que  se 
entabla  la  competencia;  y  no  habiendo,  por  tanto,  objeto 
hábil  para  decidirla,  no  ha  lugar  á  lo  solicitado  por  esta 
parte. 

AU>arracin. 


Fallo  úe  1»  Saprem»  Corte. 


Buenos  Aires,  Julio  S9  de  1876^ 

Vistos:  por  los  fundamentos  del  informe  de  foja  diez  y 
nueve  y  los  concordantes  del  auto  de  foja  veinte  y  siete,  se 
confirma  este,  con  costas,  y  satisfechas  y  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 


iOSÉBAMIOS  PAZOS*— J.  B.  GOROSTIAGA. 
I.    DOMÍNGUEZ.  —  S.  H.  LASPIÜR. 
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demandantes  tuvierou  conocimiento  de  esa  liquidación;  de  cuya 
prueba  resaltó  el  certificado  del  actuario  á  f .  53  en  que  consta 
por  publicaciones  en  los  diarios  La  «Tribuna»  y  «El  Nacio- 
nal» del  27  de  Octubre  de  1867,  que  se  publicó  un  aviso  ha- 
ciendo saber  al  comercio  que  por  convenio  recíproco,  aprobado 
judicialmente,  se  disolvíala  Sociedad  de  saladeros  de  Azchbach 
Silges  y  C*,  quedando  el  activo  y  pasivo  á  cargo  del  primero 
cuyo  heobo  confirman  los  testigos  presentados  por  el  de- 
mandado. 

Y  considerando:  —  1°  Que  la  disolución  de  una  sociedad 
comercial  no  produce  efectos  respecto  de  terceros  cuando  no 
es,  como  en  el  caso  ocurrente,  por  la  espiración  del  término 
sino  por  mutuo  consentimiento  de  los  socios,  sino  desde  que 
es  anotado  en  el  rejistro  y  se  publica  en  el  lugar  donde 
tenga  su  domicilio,  y  aunque  se  ha  probado  esta  última 
circunstancia,  no  lo  ha  sido  de  haberse  rejistrado  la  disolu- 
ción en  el  Rejistro  de  Comercio,  y  por  tanto  no  puede 
alegarse  esa  disolución  contra  tercero; 

2^  Que  aun  cuando  se  hubiese  probado  el  hecho  de  haber- 
se disuelto  en  forma  legal,  no  habiéndose  probado,  como 
iio  se  ha  probado,  que  á  los  demandantes  se  les  hubiese 
dado  conocimiento  de  que  el  activo  y  pasivo  de  la  Sociedad 
quedaban  á  cargo  de  Azchbach,  no  pueden  los  demás  socios 
como  el  demandado  Silges  hacer  valer  este  arreglo,  para 
exonerarse  de  responsabilidades  contra  tercero,  que  no  lo 
han  conocido,  ni  por  tanto  consentido  (artículo  496,  C.  de 
Comercio ) ; 

3°  Que  liquidada  y  disuelta  la  sociedad^  cada  uno  de  los 
socios  responde  solidariamente  de  las  deudas  sociales,  si 
han  sido  socios  solidarios,  como  aparece  en  este  caso,  desde 
que  el  nombre  de  Silges-  figuraba  en  la  razón  social  de- 
mandada; pues  como  lo  confiesa  el  demandado  no  hay 
existencias  sociales  (artículo  506  dol  C.  de  Comercio); 
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4°  Que  siendo,  por  otra  parte,  la  fianza  de  Hofsman  y 
€•  prestada  á  deudores  que,  como  Azchbach,  Silgos  y  C*. 
eran  solidarios  de  la  deuda  de  la  Aduana,  da  acción  á 
Hofsman  para  ser  pagado  contra  cualquiera  de  ellos  por  el 
todo  (artículo 6 1 7,  C.  citado.) 

Por  estas  consideraciones  fallo,  que  D.  J.  M.  Silges  pague 
á  los  diez  dias  de  notificado  á  los  Sres  Rowsen,  Hofsman  y 
C*  la  cantidad  de  trescientos  y  veinte  pesos,  cincuenta  y 
un  centavos  fuertes,  los  intereses  desde  la  demanda  y  costas 
del  juicio.    Repóngase  los  sellos  y  notifiquese  el  original. 

Isidoro  Albarracin, 
Habiendo  apelado  Silges  se  dictó  este 


Fallo  ele  la  9ii|irema  OoHe. 

Buenos  Aire,  Agosto  1*"  dé  1876. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  |de  foja  setenta  y  siete ;  satisfechas  las  de  la 
instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.  DOMIN- 
GIEZ,~  S.   M.   LASPUn. 
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CAIISA    X.CY 


V.  Casares  é  hijos  contra  D.  G.  J.  NuttalU  sobre  lanchages. 


Sumario.  —  1^  Habiéndose  alegado  hechos  no  consentidos 
por  la  contraparte,  debe  recibirse  la  cansa  á  prueba. 

2^  No  habiéndose  procedido  así  en  I""  Instancia,  la  Suprema 
Corte  puede  devolver  los  autos  para  que  se  produzca  la  prueba 
de  ellos,  juzgándola  necesaria. 


Caso.  —  V.  Casares  é  hijos  demandaron  á  D.  G.  J.  Nuttall 
por  cobro  de  10.061  ps.  m/^.  por  saldo  de  lanchajes  de  tiran- 
tes de  fierro  venidos  á  su  consignación. 

Nuttall  opuso  falta  de  personería,  por  no  haber  él  encargado 
á  los  Sres.  Casares  la  descarga,  cuyo  lanchaje  cobraban. 

Los  Sres.  Casares  contestaron  que  Nuttall  habia  ya  pagado 
á  cuenta  de  ellos  la  suma  de  29.000  ps.,  con  cuyo  hecho  habia 
reconocido  su  personería. 

kVTO  DEL  JUEZ  SECCIONAL. 

Buenos  Aires,  Noviembre  95  de  1873. 

Vistos :  estos  autos  seguidos  por  los  Sres.  Vicente  Casares 
é  hijos  contra  D.  G.  J.  Nuttall  por  cobro  de  cantidad  de  pesos, 
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importe  de  la  descarga  de  tres  mil  doscientos  ocho  tirantes 
de  fierro  venidos  por  el  «  Richard  CoUden  >  y  resultando : 

1°  Que  consta  de  autos,  por  confesión  del  demandado,  en  su 
último  escrito,  que  ha  abonado  á  cuenta  de  la  descarga  es- 
presada mas  de  veinte  y  siete  mil  pesos  moneda  corriente ; 

2°  Que  el  demandado  ha  opuesto  la  falta  de  personería  en 
los  demandantes  por  no  haber  contratado  con  estos  la  citada 
descarga. 

T  considerando:  1^  Que  el  hecho  de  haber  el  demandado 
abonado  una  cantidad,  cualquiera  que  fuere  y  especialmente 
si  es  considerable,  á  cuenta  de  la  descarga,  sin  intei  medio  ó 
intervención  de  los  consignatarios  del  buque,  importa  haber 
admitido  la  personería  de  los  lancheros  para  todo  lo  que  se 
referia  á  la  descarga  de  los  tirantes  de  fierro,  á  cuya  cuenta 
se  entregó  la  cantidad ; 

2^  Que  las  obligaciones  se  contraen  6  por  hecho  anterior 
ó  por  hecho  posterior  al  auto  del  cual  proceda  una  obligación, 
y  por  consecuencia  abonada  por  Nuttall  parte  del  precio  al  que 
prestó  el  servicio,  de  cuya  retribución  se  trata,  debe  enten- 
derse que  aquel  que  ha  sido  beneficiado  por  ese  acto  ó  ser- 
vicio, aprueba  su  ejecución  por  la  persona  á  quien  entregó 
una  cantidad  á  cuenta,  y  reconoce  ipso  fació  la  obligación  de 
abonar  lo  que  fuese  la  justa  remuneración  del  servicio  pres- 
tado; 

3°  Que  por  consecuencia  no  tiene  derecho  el  demandado  para 
negar  la  personería  de  los  demandantes  Vicente  Casares  é 
hijo,  que  hicieron  la  descarga  de  que  se  trata  en  estos  autos, 
aunque  no  hayan  contratado,  como  no  contrataron  la  descarga 
dicha. 

Por  estos  fundamentos  fallo,  no  haciendo  lugar  á  la  escep- 
cion  de  falta  de  personería  en  los  demandantes,  Vicente  Ca- 
sares é  hijo,  opuesta  por  el  demandado  D.  G.  J.  Nuttall,  á 
quien  se  intimará  conteste  ár  la  demanda  dentro  del  término 
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de  la  ley  con  declaración  de  ser  á  cargo  de  dicho  demandado 
las  costas  del  artículo.  Repóngase  los  sellos  y  notifíquese  con 
el  original. 

Manuel  Zavaleta. 

Ejecutoriado  este  auto,  Nuttall  se  excepcionó  contra  la  de- 
manda alegando  varios  hechos,  que  se  detallan  en  los  fallos 
sigientes: 


Fallo  del  Jíues  de  Síeeeioii. 


Buenos  Aires.  Mayo  3  de  1876. 

Vistos :  estos  autos  seguidos  por  D.  Vicente  Casares  é  hijos 
contra  D.  G.  J.  Nuttall  por  cohro  de  lanchaje  y  acarreo  de 
tirantes  de  fierro  de  á  bordo  del  « Richard  CoUden  >  y  con- 
tra-demanda  de  estos  últimos  por  indemnización  de  pérdidas 
en  la  carga  y  de  que  resulta : 

i^  Que  habiendo  arribado  el  «Richard  Collden»  con  car- 
gtimento  de  tirantes  de  fierro  para  el  Sr.  Nuttall,  consignado 
á  D.  A'icente  Casares  é  hijos  con  la  facultad  de  proceder  á 
la  descarga  de  cuenta  de  los  fletadores,  dichos  señores  pro- 
cedieron á  verificarlo,  y  habiendo  pasado  su  cuenta,  les  fué 
entregado  una  parte  de  su  importe ; 

2^  Que  en  vista  de  ello  y  no  habiendo  mediado  convenio, 
los  Sres.  Casares  demandaron  para  que  les  sea  pagado  íntegra- 
mente dicha  cuenta,  alegando  que  los  precios  cobrados  son  los 
usuales  en  el  comercio  de  esta  plaza,  por  descarga  y  acarreo 
de  tirantes  de  fierro  ; 

3"*  Que  el  Sr.  Nuttall  resiste  el  pago,  alegando  que  áunqutí 
no  ha  habido  convenio,  los  Sres.  Casares  fueron  avisados  por 
él  de  que  los  lancheros  Garay  hacian  la  descarga  y  acarrfM» 
por  ciento  diez  pesos  la  tonelada ;  y  que  pidieron  la  órrlen  para 
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la  descarga,  la  que  no  les  fué  entregada  por  los  Sres.  Casares, 
qaienes  procedieron  á  la  descarga  en  su  ausencia ; 

4^  Que  á  mas  de  esta  consideración  no  se  creian  obligados  á 
pagar  por  los  tirantes  de  fierro  otro  flete  de  descarga  y  de 
acarreo,  que  el  que  está  fijado  por  la  tarifa  para  el  fierro  en 
barra,  y  que  es  el  que  han  cobrado  los  lancheros  Garay. 

T  considerando :  1®  Que  en  el  auto  recaído  en  la  excepción 
de  personería  deducida  por  Nuttall  i  f .  se  halla  resuelto 
y  consentido  que  tanto  por  el  pago  parcial  del  ñete  hecho 
por  Nuttall  como  por  las  facultades  que  tenian  los  consig- 
natarios Casares  para  la  descarga  del  vapor  «  Bichard  CoUden  » 
estos  illtimos  habian  procedido  con  derecho  á  verificar  esa 
descarga,  y  por  tanto  Nuttall  estaba  obligado  á  pagar  el  flete 
que  correspondiera  por  la  descarga  y  acarreo,  cuando  no  habia 
acuerdo  entre  los  interesados ; 

2°  Que  en  este  caso  el  flete  de  descarga  es  el  que  se  halla 
establecido  por  la  práctica  y  uso  del  puerto  ; 

3**  Que  según  el  informe  de  la  Cámara  Sindical  de  Comercio 
corriente  á  f .  ,  la  práctica  comercial  es  cobrar  un  flete  su- 
perior al  que  los  Sres.  Casares  han  fijado  y  cobran  en  su 
cuenta  de  f .  1 ,  y  este  informe  hace  autoridad  en  cuanto  á  la 
declaración  de  las  prácticas  y  usos  comerciales,  como  ha  sido 
declarado  en  repetidas  decisiones  de  los  Tribunales ; 

i^  Que  aunque  se  halla  igualmente  declarado  que  la  tarifa 
de  precios  corrientes  de  lanchas,  suscrita  por  los  principales 
lancheros,  debe  tenerse  también  como  la  espresion  de  los  usos 
comerciales  en  cuanto  á  esos  fletes,  no  se  halla  previsto  ni 
determinado  en  ella  el  que  corresponde  á  los  tirantes  de  fierro, 
y  no  puede  comprenderse  en  el  fijado  al  fierro  de  barra,  como  \ 
lo  pretende  Nuttall,  tanto  porque  sería  ir  contra  el  sentido 
genuino  de  las  palabras  y  práctica  y  uso  comercial  de  que 
dá  fé  el  informe  de  la  Cámara  Sindical,  como  porque  no  puede 
confundirse  la  materia  con  la  obra  elaborada  con  eflla,  y  á  la 
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mayor  responsabilidad  del  conductor,  debe  corresponder  mayor 
indemnización  en  el  flete ; 

5^  Que  en  cuanto  á  la  contrademanda«  habiendo  los  Sres.  Ca- 
sares convenido  en  la  indemnización  desde  que  les  sea  reque- 
rida por  la  Comisión  del  Lazareto  y  convenido  en  hacer  el 
abono  al  precio  equitativo. 

Por  estas  consideraciones  fallo,  que  D.  G.  J.  Nuttall  pague 
á  los  Sres.  Vicente  Casares  é  hijos,  á  los  diez  dias  de  notiñ- 
cado  el  valor  de  lanchaje  que  se  consigna  en  la. cuenta  de  f .  f , 
con  deducción  de  lo  que  estos  señores  conñesan  haber  recibido 
á  cuenta,  con  los  intereses  á  estilo  de  plaza  desde  la  demanda, 
y  dejando  á  salvo  á  la  Comisión  del  Lazareto  ó  á  quien  cor- 
responda su  derecho  por  la  indemnización  de  los  tirantes  per- 
didos á  que  se  refiere  la  contrademanda. 

Isidoro  Albarracin. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte* 


Buenos  Aires,  Agosto  3  de  1876. 

Vistos :  atento  lo  dispuesto  por  los  artículos  ochenta  y 
nueve,  noventa  y  uno  y  doscientos  siete  de  la  ley  dé  Proce- 
dimientos. 

Y  considerando,  que  para  resolver  esta  causa,  es  necesaria 
la  prueba  de  los  siguientes  hechos  alegados,  y  no  consentidos 
ó  confesados  por  las  partes : 

Primero.  Que  los  Señores  Vicente  Casares  é  hijos  reci- 
bieron orden  de  los  consignatarios  del  vapor  c  Richard  Coll- 
den  >  para  efectuar  su  descarga  ; 

Segundo.  Que  dichos  consignatarios  fueron  autorizados  por 
los  cargadores  de  los  tirantes  de  fierro  venidos  á  la  orden  de 
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Don  6.  J.  Nattall,  para  designar  los  lancheros  que  en  esto 
puerto  habían  de  hacer  su  descarga; 

Tercero.  Que  es  de  práctica  constante  en  esta  plaza,  que  los 
consignatarios  del  buque  en  que  viene  la  carga,  sean  los  que  elijan 
y  den  la  orden  al  lanchero  que  ha  de  efectuar  la   descarga ; 

Cuarto.  Que  los  Señores  Vicente  Casares  é  hijos  descargaron 
del  «Richard  Gollden»,  los  referidos  tirantes  de  fierro,  sin 
autorización  y  contra  la  espresa  voluntad  de  Don  G.  J.  Nuttall; 

Quinto.  Que  este  tenia  contratada  la  descarga  de  dichos 
tirantes  con  los  Señores  J.  y  P.  Garay,  al  precio  de  ciento 
diez  pesos  moneda  corriente  por  tonelada ; 

Sesto.  Que  este  precio  era  el  usual  y  corriente  en  plaza  en 
aquella  fecha ; 

Sétimo.  Que  es  de  práctica,  aplicar  al  fierro  en  tirantes, 
el  mismo  lanchaje  que  fija  la  tarifa  para  el  fierro  en  barra ; 

Octavo.  Que  los  veinte  y  siete  mil  ochocientos  treinta  y 
cuatro  pesos  moneda  corriente  pagados  por  el  Señor  Nuttall 
álos  Señores  Vicente  Casares  é  hijos,  en  siete  y  diez  y  ocho 
de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres,  fueron  por  saldo 
de  cuenta  corriente  de  toda  negociación  hasta  esa  fecha,  in- 
cluso el  trasporte  de  dichos  tirantes ; 

Noveno.   Que  en  la  descarga  han  faltado  cinco  tirantes  ;  y 

Décimo.  Que  el  precio  de  mil  pesos  que  el  Señor  Nuttall 
cobra  por  cada  uno  de  ellos,  no  es  justo,  sino  tres  veces  mayor 
del  que  puede  valer. 

Se  revoca  por  estos  motivos  la  sentencia  apelada  de  foja 
cuarenta  y  siete,  y  devuélvanse  los  autos  al  Juez  de  Sección, 
previa  satisfacción  de  costas  y  reposición  de  sellos,  para  que 
reciba  la  causa  á  prueba,  y  la  sustancie  y  resuelva  con  ar- 
reglo á  derecho. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GO- 
R08TIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  —  8. 
M.    LASPIUR. 
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CAUSA    XCTI. 


D.  Santiago  Arizábalo  contra  /)■  Micaela  M.  de  Moran,  sobre 

reivindicación  de  un  campo. 


Sumwno.  —  1^  La  posesión  continua  de  un  campo  por  mas 
de  treinta  años  con  buena  fé  y  justo  título  transferido  por 
un  poseedor  de  mas  de  treinta  años  á  título  hereditario^  hape 
prescribir  cualquier  derecho  que  alegue  un  tercero. 

3^  £1  tratado  de  la  República  con  España  no  ha  modificado 
la  legislación  general  sobre  prescripción. 


Caso.  —  La  discusión  de  esta  causa  está  esplicada  en  el 


Falle  élel  Jíaem  ele  Seeeion* 


Paraná,  Abril  3  de  1B76. 

Vistos :  que  la  demanda  entablada  por  D.  Luis  Goenaga, 
apoderado  de  D.  Santiago  Arizábalo,  cesionario  de  los  here- 
deros de  D»  José  Ormachea,  contra  la  señora  viuda  de  D. 
Gregorio  Moran,  D*  Micaela  Moreno  de  Moran,  versa  sobre 
la  reclamación  por  título  de  mejor  derecho  al  campo  llamado 
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€  Calera  de  Ormachea  »  qne  dicha  señora  posee  en  el  Depar- 
tamento de  Gualeguay ;  alegándose  por  los  escritos  de  f .  83 
y  f.  66  á  69  y  por  los  documentos  presentados  de  f .  i  á  f .  65 
que  el  referido  campo  pertenece  á  los  herederos  mencionados 
y  que  se  halla  indebidamente  ocupado  por  aquella,  lo  que 
importa  demandar  la  recuperación  ó  reivindicación  de  un  de- 
recho real ;  Que  contestada  la  demanda  por  el  hijo  de  la  Sra. 
de  Moran,  D.  José  Vicente  Moran,  con  poder  en  forma,  se 
contraría  la  acción  interpuesta,  alegándose  igualmente  derecho 
de  propiedad  real  y  posesoria  sobre  dicho  campo  con  los  títulos 
que  aparecen  de  f .  86  á  f.  109  adjuntos  al  escrito  de  f.  HO. 

Y  considerando :  Que  por  los  comprobantes  traido  por  el 
demandado,  resulta  la  escritura  de  la  compra  del  campo  hecha 
el  año  de  1841  por  D.  Gregorio  Moran  á  D.  Juan  Francisco 
Ormachea,  f.  100  á  f.  101 ;  el  testamentó  por  el  cual  este 
era  poseedor  y  dueño  del  enunciado  campo  como  heredero  ins* 
tituido  por  D.  Francisco  Ormachea  en  el  año  de  1810,  f.  102 
áf.  105;  una  información  producida  el  año  de  1824  por  la 
que  aparece  que  dicho  D.  Juan  Francisco  Ormachea  era  po- 
seedor en  esa  época  del  citado  campo  con  ganados  en  él, 
f.  106  á  f.  109. 

Que  por  tales  documentos  resulta  igualmente  hallarse  com- 
probada la  buena  fé,  el  justo  título  y  la  posesión  continuada 
de  mas  de  treinta  años,  conque  la  parte  Moran  es  poseedora 
y  propietaria  del  campo  reclamado  ;  como  asimismo  también; 
que  por  mas  de  treinta  años  fué  igualmente  dueño  y  poseedor 
del  mismo  campo,  por  título  hereditario,  el  vendedor  de  él  á 
Moran,  D.  Juan  Francisco  Ormachea,  LL.  12,16,  18  y  21, 
tit.  29,  Part.  3^,  concordantes  con  las  disposiciones  que  al  res- 
pecto consigna  el  Código  Civil  Argentino  en  el  cap.  3*>,  tít.  I*», 
sec.  3»  del  libro  4^ 

Y  considerando  también :  que  por  los  documentos  presen- 
tados por  el  demandante  para  justificar  el  mejor  derecho  de 
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propiedad  por   título  hereditario,  solo  aparecen  el  de  f.  12 
á  f .  1 5,  que  hace  constar  que  D.  Juan  Erancisco   Ormachea, 
por  testamento  otorgado  en  Buenos  Aire?  el  17  de  Koviemhre 
de  1768 ;  nombró  albacea  á  su  sobrino  D.  Francisco  Antonio 
Ormachea»    « cláusula  25  »   con  las  facultades  que  en  ella  se 
determina  de  enajenar,  vender,  etc.  y  que  igualmente  le  nom- 
bró heredero  á  dicho  D.  Francisco  Antonio,   «  cláusula  26  » , 
con  los  demás  sobrinos  d^l  testador,  mencionados  en  dicha 
cláusula,  y  la  certificación  de  f .  41 ,  traida  para  acreditar  que 
el  campo  reclamado  fué  de  la  propiedad  de  D.  José   Ormachea, 
pero  que,  á  pesar  de  esto,  no  se  produce  ni  se  justifica  motivo 
alguno  por  el  cual  en  el  tiempo  corrido  desde  el  ano  citado 
de  1768  hasta  el  año  de  1810,  en  que  todavía  hacian  parte 
estos  pueblos  de  los  dominios  españoles,  sin  causa  que  estor- 
bara sus  relaciones  con  la  España,  se  hubiese  dejado  de  re- 
clamar en  todo  ese  lapso  de  cuarenta  y  dos  año  por  los  cohere- 
deros en  España  de  D.  Francisco  Antonio,  la  parte  de  herencia 
que  este  les  debia  entregar  como  albacea  testamentario  de 
D.  José  ;  pues  que  si  á  este  efecto  se  presentan  las  actuaciones 
de  f .  44  á  f.  55  por  los  que  aparece  que  los  bienes  de  D. 
Francisco  Antonio  Ormachea  fueron  secuestrados  por  el  Go- 
bierno el  año  de   1813   como  bienes  de  español,  y  se  trae 
también  á  f.  65  para  oponer  al  curso  de  la  prescripción  el 
tratado  impreso  celebrado  entre  la  República  Argentina  y  la 
España,  por  lo  que  dice  en  el  artículo  3^,  que  declara  libres 
y  espeditos  á  los  argentinos  y  españoles  para  reclamar  recí- 
procamente derechos  adquiridos  ya  en  España  ó  ya  en  estos 
pueblos,  etc. ;  resulta,  que  del  examen  de  dichas  actuaciones 
no  aparece  que  el  secuestro  de  los  bienes  de  D.  Francisco 
Antonio  Ormachea  hubiese  trabádose  sobre  otros  bienes  fuera 
de  los  que  tenia  en  Buenos  Aires,  y  que  de  lo  acordado  por 
el  artículo  3°  del  tratado  con  la  España,  tampoco  hay  derecho 
para  deducir  lo  que  el  demandante  arguye,  especialmente  en 
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el  caso  presente ;  pues  que,  aún  suponiendo  que  no  hubiese 
habido  tiempo  hábil  para  reclamar,  antes  de  la  celebración 
del' tratado,  lo  que  no  es  exacto,  y  que  el  sentido  del  artí- 
culo fuese  también  el  que  le  da  el  demandante,  entonces 
mismo,  no  repitiéndose  la  acción  contra  D.  Francisco  Antonio 
Ormachea  ni  contra  D.  Juan,  ni  contra  los  herederos  de  este, 
sino  contra  un  comprador  de  buena  fé  que  ha  poseído  y  posee 
el  bien  con  jasto  título  por  mas  de  treinta  años,  adquiriendo 
un  derecho  que  por  mas  de  cien  años  ha  sido  abandonado,  por 
el  que  recien  después  de  esa  época  viene  á  reclamarlo,  alegando 
mejor  derecho,  entonces  mismo,  se  repite,  la  acción  no  sería 
atendible. 

Por  tales  antecedentes  y  sin  considerar  fundada  la  oposición 
que  también  se  hace  por  el  demandado  á  la  personería  de  los 
herederos  cedentes  de  D.  Santiago  Arizábalo,  por  aparecer 
comprobada  con  el  árbol  genealógico  que  corre  á  f .  40 ;  y  por- 
que ademas   para  reclamar  derechos  que  se  adquieren  6  se 
trasmiten  por  sucesión  hereditaria  correspondiente  á  los  pa- 
dres, basta  solo  acreditar  la  calidad  de  hijo,  á  no  ser  que 
se  oponga  documentos,  que  no  obstante  esa  calidad,  contraríen 
el  derecho  de  representación  ó  de  sucesión,  que  por  ella  cor- 
responde, definitivamente  juzgando;  fallo,  no  haciendo  lugar 
á  la  acción  de  mejor  derecho  interpuesta  por  el  apoderado  de 
D.   Santiago  Arizábalo,  cesionario  de   los  herederos  de  D. 
José   Ormachea  contra  la  Sra.  viudad  de  D.  Gregorio  Moran, 
reclamando  la  reivindicación  del  campo  llamado  «  Calera  de 
Ormachea  »  ocupado  por  dicha  señora,  con  costas  y  reposición 
de  sellos ;  desglósense  los  documentos  solicitados  por  el  escrito 
de  f.  110  y  entregúense  quedando  constancia  en  autos. 

Antonio  Zarco. 

^ 

Habiendo  apelado  el  demandante,  se  dictó  este 
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Falle  de  !•  8ii|irenia  C?erte< 


Buenos  Aires,  Agosto  3  de  1876. 

•  Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  la 
sentencia  apelada  de  foja  doscientos  treinta  y  tres,  satisfei^ha^ 
las  de  ]a  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GOROSTIAGA. 
—  J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.  LASPIUR. 


CAVSA    XCVII. 


Contienda  de  conipetencia  entre  el  Juez  de  Comercio  y  el  de 
Sección  de  la  Provincia  de  Buenos  A  ires  en  los  autos  ejecuti- 
vos seguidos  por  el  Banco  de  Italia  contra  los  propietarios 
de  vapor  «  North  » . 


Sumario.  —  1^  Toda  cuestión  relativa  á  la  declaración  de 
quiebra  y  á  los  juicios  universales  de  Concurso,  corresponde  al 
conocimiento  de  los  jueces  de  la  Provincia. 

2^  Declarada  en  quiebra  una  Sociedad  en  participación,  la 
ejecución  dirigida  contra  un  bnque  que  forma  el  único  bien  de 
la  misma,  debe  ser  tramitada  ante  el  Juez  del  Concurso. 
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30  Ante  el  mismo  deben  ventilarse  también  las  dndas  que 
sp  susciten  sobre  la  legalidad  de  la  declaración  de  quiebra. 


Caso.  —  Los  señores  D.  Juan  José  Méndez,  D.  Ambrosio  P, 
Le2ica,  D.  Anacarsis  Lanús,  D.  Bernardo  Iturraspe,  D.  Cán- 
dido Galvan,  Dr.  D.  Bernardo  Irigoyen  y  D.  José  B.  Salas  for- 
maron una  sociedad  para  esportar  ganados  por  medio  de  buques 
construidos  por  un  sistema  inventado  por  el  Sr.  Méndez. 

La  Sociedad  autorizó  al  Sr.  Méndez  para  abrir  un  crédito  en 
un  Banco,  y  en  virtud  de  dicha  autorización  el  Sr.  Méndez  tomó 
del  Banco  de  Italia  la  suma  de  38,872  ^fts.  i  nombre  de  la  So- 
ciedad, y  20,022  j^fts.  á  su  cuenta  particular,  hipotecando  el 
vapor   «  North  » ,  de  propiedad  de  la  Sociedad, 

El  Banco  de  Italia  demandó  primeramente  á  los  socios  por 
el  pago  de  la  deuda  hipotecaria,  y^  en  seguida,  habiendo  sido 
declarado  en  quiebra  D.  Juan  J.  Méndez,  limitó  la  demanda  á 
la  acción  real  hipotecaria  contra  el  vapor  «North». 

Intimado  el  pago,  la  Sociedad  esportadora  de  ganados  fué 
declarada  en  quiebra  por  el  Juez  de  Comercio,  y  á  solicitud  del 
Síndico,  dicho  Juez  pidió  al  de  Sección  la  remisión  de  los  autos 
ejecutivos. 

El  Banco  de  Italia,  alegando  que  no  existia  legalmente  la 
citada  Sociedad  esportadora  de  ganados,  y  por  consiguiente, 
que  no  habia  podido  ser  declarada  en  quiebra,  y  fundado  en 
que  su  demanda  era  contra  todos  los  socios  y  por  la  acción 
real  sobre  un  buque,  resistió  la  remisión  solicitada. 


AVTO   DEL  JUEZ  SECCIONAL 

r 

Buenos  Aires.  Marzo  23  de  1876. 

Resultando  de  autos  que  ante  este  Juzgado  no  se  ha  deman- 
dado ala  Sociedad  «Exportadora  de  Ganados  en  pié»,  que  ha 
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sido  declarada  en  quiebra,  hecho  que  autoriza  la  competencia 
alegada  por  el  Juez  de  Comercio,  y  que  se  niega  ante  el 
Juzgado  la  formación  de  dicha  Sociedad,  sosteniéndose  que  se 
persigue  solidariamente  á  los  individuos  nominalmente  espre- 
sados y  no  á  la  mencionada  Sociedad ;  y  estando  por  otra  parte 
establecida  la  jurisdicción  por  razón  de  la  materia,  el  Juzgado, 
de  conformidad  con  lo  espuesto  y  por  lo  alegado  por  la  parte 
en  cuanto  se  acuerda  con  estos  fundamentos,  resuelre  sostener 
su  competencia,  ayisándose  así  al  Sr.  Juez  de  Comercio  por 
oficio  en  que  se  transcribirá  en  copia  el  presente  y  el  escrito 
de  la  parte,  instándole  por  la  contestación  que  es  de  derecho. — 
Bepóngase  el  sello. 

Albarracin. 


OnClO  DEL  JUEZ  DE  COMERCIO 


Buenos  Aires,  Abril  33  de  1876. 

El  infrascripto^  en  contestación  á  su  nota  fecha  24  de  Marzo 
del  corriente  año,  en  que  se  declara  competente  para  seguir 
entendiendo  en  la  ejecución  que  sigue  el  Banco  de  Italia  y  Rio 
de  la  Plata  contra  la  Sociedad  esportadora  de  ganado,  tiene  el 
honor  de  trascribir  el  segundo  párrafo  del  escrito  presentado 
por  el  Síndico  del  Concurso  formado  á  dicha  Sociedad,  con  mo- 
tivo de  la  espresada  nota,  y  la  parte  pertinente  del  auto  recaído 
en  él,  cuyo  tenor  es  el  siguiente :  c  á  f .  4  corre  el  contrato  de  la 
Sociedad,  celebrado  entre«los  Sres  Lezica,  Lanus,  Iturraspe, 
Galvan,  Irigoyen,  Salas  y  Méndez,  contrato  que  según  consta 
de  autos,  ha  sido  debidamente  reconocido.  Citados  reiteradas 
Teces  los  firmantes  de  ese  documento  con  motivo  de  los  escritos 
de  los  Síndicos  de  uno  de  los  socios,  á  fin  de  que  dieran  esplica- 
cienes  sobre  los  negocios  de  la  Sociedad,  no  comparecieron, 


DS  JUSTICIA  NAUONAL  73 

siendo  declarada  en  quiebra  la  Sociedad  por  auto  de  f .  y  pro- 
veyéndose al  concurso  de  los  representantes  que  la  ley  deter- 
mina, sin  que  uno  solo  de  los  socios  pidiera  la  revocatoria  de 
ese  auto  y  lejos  de  eso,  aceptándole  espresamente  como  se  des- 
prende del  escrito  que  presentaron  á  f .  y  del  juicio  yer- 
bal al  que  concurrieron.  Ahora  bien,  el  Gerente  del  Banco 
italiano  sostiene  ante  el  Juez  Federal  que  ¿1  contrato  de  Socie- 
dad no  es  tal  contrato  de  esa  clase  y  que  Y.  S.  no  ha  declarado 
en  quiebra  á  los  firmantes  del  documento,  por  lo  que  entiende 
que  Y.  S.  cree  que  se  trata  de  una  sociedad  anónima,  que  no 
ha  existido.  Aceptado  el  auto  de  declaratoria  de  quiebra  por 
los  socios,  la  ostensión  que  él  puede  tener  ó  que  ha  de  darse 
le  corresponde  á  Y.  S.  y  los  acreedores  de  la  Sociedad  colec- 
tiva ó  anónima  tienen  que  ocurrir  al  Juzgado  Provincial  á 
jestionar  su  derecho.  Por  otra  parte,  el  argumento  que  se  hace 
de  que  Y,  S.  cree  que  la  Sociedad  es  anónima  y  que  por  eso  no 
ha  declarado  á  los  socios  en  quiebra  es  destituido  de  todo  fun- 
damento, puesto  que  los  autos  declaratorios  de  quiebra  de- 
claren la  de  tal  ó  cual  Sociedad  sin  determinar  el  nombre  de 
los  asociados  ;  y  los  efectos  del  auto  los  produce  la  ley  sin 
necesidad  de  que  se  nombren  las  personas.  Por  eso  el  artículo 
1530  del  Código  de  Comercio  dice  que :  la  declaratoria  de  quie- 
bra de  una  Sociedad  colectiva,  importa  la  quiebra  de  todos  los 
socios.  Que  la  Sociedad  esportadora  no  es  anónima  está  fuera 
de  cuestión,  desde  que  para  ello  no  se  han  llenado  los  requisitos 
proscriptos  por  la  ley.  Pero  colectiva  ó  anónima,  la  Sociedad 
esportadora,  estas  son  cuestiones  que  los  acreedores  deben  ven- 
tilar en  el  concurso  por  ante  Y.  S.;  pties,  como  lo  dice  el  artí- 
culo i 536,  la  declaración  de  quiebra  atrae  al  Tribunal  de  Co- 
mercio todos  los  negocios  judiciales  del  fallido  y  todos  los 
créditos  activos  y  pasivos.  El  Banco  de  Italia  sigue  por  ante 
el  Juez  Federal  una  ejecución  contra  las  personas  que  forman 
la  Sociedad  esportadora  á  consecuencia  de  una  hipoteca.  En  el 

T.  IX.  O 
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título  mismo  con  que  se  ejecutan  se  menciona  la  Sociedad, 
siendo  por  esto  incomprensible  que  ahora  se  desconozca  su 
existencia,  mucho  mas  cuando  también  se  menciona  la  So- 
ciedad en  la  libreta  que  corre  en  autos  del  mismo  Banco  Ita- 
liano, es  verdaderamente  sorprendente  la  conducta  de  ese  esta- 
blecimiento. Inició  su  ejecución  contra  Méndez,  D.  Juan  José, 
y  declarado  este  en  quiebra,  resistió  ante  la  Justicia  Federal 
la  remisión  del  espediente.  Yencido  en  el  incidente  sobre  com- 
petencia, dirigió  su  acción  contra  todos  los  socios  de  la  Socie- 
dad esportadora.  Declarada  esta  en  quiebra,  resiste  también 
la  remisión  del  espediente,  habiendo  hecho  trayar  embargo 
sobre  el  vapor  «North»,  cuyos  títulos  corren  en  autos.  El 
Banco  Italiano  quiere  embrollar  este  asunto,  Sr.  Juez,  y  la 
razón  de  tal  proceder  es  que  hay  acreedores  privilegiados  á  él. 
Tales  son  :  el  saldo  que  adeuda  al  constructor  del  buque,  los 
sueldos  del  capitán  y  tripulación,  el  crédito  del  Banco  de  la 
Provincia  que  tiene  hipoteca  sobre  el  mismo  buque  de  fecha 
anterior  á  la  del  Banco  Italiano,  como  consta  de  la  anotación 
en  los  títulos  y  lo  que  le  adeuda  al  Banco  Nacional.  Pero  hay 
mas.  Señor  Juez,  desconñando  el  representante  del  Banco  Ita- 
liano del  éxito  de  su  resistencia,  pretende  ampararse  en  el 
inciso  i  O,  art,  2^  de  la  Ley  de  Competencia  de  los  Tribunales 
Federales,  que  atribuye  áUos  Jueces  de  Sección  el  conocimiento 
de  las  causas  que  versen  sobre  hipoteca  del  casco  de  los  bu- 
ques, olvidando  que  tal  disposición  se  refiere  á  un  juicio  espe- 
ciales, pero  no  á  los  juicios  universales,  espresamente  escep- 
tuados  del  conocimiento  de  los  jueces  de  Sección,  y  atribuidos 
á  la  Justicia  Provincial,  según  la  terminante  disposición  del 
artículo  12  de  la  misma  ley,  que  esceptua  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  ^  los  juicios  universales  de  concurso  de  acreedores  y 
partición  de  herencia,  aunque  se  deduzcan  acciones  fiscales  de  la 
Nación.  Por  último,  el  Juez  de  Sección  no  es  juez  de  los  actos 
de  V.  S.  en  las  cuestiones  de  su  competencia.    V.  S.  ha  decía- 
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rado  en  quiebra  á  una  Sociedad,  y,  bien  6  mal  hecha  esta  de- 
claratoria, la  quiebra  ha  sido  declarada  por  Tribunal  compe- 
tente, sin  que  ningún  socio  ó  acreedor  haya  objetado  lo  mas 
mínimo.  Así  pues  demostrada,  como  qaeda,  la  competencia  de 
y.  S.  para  conocer  del  espediente  seguido  contra  los  socios  de 
la  Sociedad  esportadora,  que  tramita  por  el  Juzgado  de  Sec- 
ción, y  en  el  cual  se  ha  ordenado  el  embargo  de  un  bien  del 
concurso,  cual  es  el  vapor  «North»,  cuyos  títulos  y  tasación 
corren  en  los  presentes  autos,  Y.  S.  se  ha  de  servir  dirigirse 
nuevamente  al  Sr.  Juez,  insistiendo  sobre  la  petición  anterior, 
cenias  consideraciones  que  V.  S.  crea  oportunas. » 


Buenos  Aires,  Abril  10  de  1876. 

Y  vistos  :  Considerando  el  Juzgado  arregladas  á  derecho  las 
conclusiones  del  precedente  escrito,  en  cuanto  se  refieren  al 
incidente  isobre  competencia,  resuelve  que  se  dirija  el  corres- 
pondiente oficio  al  Señor  Juez  de  Sección  en  contestación  al 
de  fs ,  debiendo  transcribirse  este  *auto  en  su  parte  per- 
tinente, y  el  segundo  párrafo  de  aquel  escrito  en  dicho  oficio, 
haciéndole  saber  en  consecuencia  que  este  Juzgado  insiste  en 
sostener  su  competencia  y  que  se  lo  comunica  á  fin  de  que  se 
sirva  remitir  los  autos  á  la  Suprema  Corte  para  la  resolución 
que  corresponde. 

Dios  guarde  á  V.  S. 

Juan  Antonio  Areco. 

Elevados  los  autos  á  la  Suprema  Corte  para  la  resolución  de 
la  contienda,  se  espidió  la  siguiente  : 


76  FALLOS  D£  LA  SUPREMA  CORTE 


VfSTA  DEL  SEAOR  PROCURADOR  GENERAL 

Suprema  Corte: 

Buenos  Aires,  Julio  81  de  1876. 

En  este  incidente  se  trata  de  una  Sociedad  en  participa^ 
cien,  que  no  está  sujeta  á  formas,  que  no  tiene  mas  bienes  que 
un  buque,  j  que  un  Juzgado  de  provincia  ha  declarado  en 
quiebra,  al  mismo  tiempo  que  el  Banco  de  Italia  la  ejecutaba 
ante  el  Juez  Federal. 

Correspondiendo  por  la  ley  á  los  jueces  de  provincia  conocer 
en  los  juicios  universales  de  concurso  y  partición  de  herencia, 
toca  al  Banco  de  Italia  acudir  allí  á  defender  sus  derechos  de 
cualquier  género,  incluso  la  declaración  de  ilegalidad  de  la 
Sociedad  y  de  la  quiebra. 

Es  pues  improcedente  la  competencia  que  sostiene  el  Juez 

federal  y  debe  esta  Corte  fallarlo  así. 

C.  T^edor. 

Fallo  de  Im  Saprem»  Coi^te. 

Buenos  Aires,  Agosto  3  de  1876. 

Por  los  fundamentos  consignados  en  el  oficio  del  Juez  de 
Comercio  de  la  Provincia,  corriente  á  foja  ciento  setenta  y  dos 
(le  los  autos  obrados  ante  el  Juez  de  Sección,  y  de  conformidad 
con  lo  pedido  por  el  Señor  Procurador  General  en  su  prece- 
dente vista,  se  declara  que  el  conocimiento  de  esta  causa  cor- 
responde á  dicho  Juez  de  Provincia ;  y  en  su  consecuencia 
remítansele  los  autos,  previo  pago  de  costas  y  reposición  de 
sellos,  y  hágase  saber  por  oficio  del  Juez  de  Sección . 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.  B.   GOROSTUGA. 
—  J.    DOMÍNGUEZ.  — S.    M.   LASPlüR. 


I 
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CAVSA      XCTIII 


D.  FedeHco  Miró  contra  ü,  Miguel  Mussey,  par  cobro  ejecutivo 
de  pesos  ;  sobre  escepcion   de  inhabilidad  del  título. 


Sumario.—  La  escepcion  de  inhabilidad  del  título,  lo  mismo 
que  la  de  falsedad,  debe  probarse  en  algún  vicio  que  afecte  la 
forma  ó  el  fondo  del  contrato,  y  no  la  ejecución  del  mismo. 


Caso.—D.  Federico  Miró,  argentino,  demandó  ejecutivamen- 
te á  D.  Miguel  Mussey,  estrangero,  por  el  pago  de  veinte  mil 
pesos  correspondientes  al  arriendo  anual  de  un  campo  de 
propiedad  de  aqujel,   cito   en  el  Partido  de  Ranchos. 

Citado  de  remate  el  demandado,  este  opuso  la  excep- 
ción de  inhabilidad  del  titulo,  fundándolo  en  que  no  habia 
podido  ocupar  todo  el  área  de  campo  arrendado,  por  no 
haberse  deslindado  al  principio  del  contrato,  y  haberse 
opuesto  los  linderos  á  la  ocupación. 

Qne  él  habia  pagado  el  arriendo  adelantado  hasta  Junio 
de  1856,  y  que  por  la  razón  espuesta  era  mas  bien  acreedor 
de  Miró,  que  su  deudor. 

Miró  negó  los  hechos  en  que  se  fundaba  la  escepcion. 
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Fullo  del  Jaes  Seeeioiíal. 


Buenos  Aires,  Junio  7  de  1876. 

Vistos :  estos  autoj;  ejecutivos  seguidos  por  D.  Federico 
Miró  contra  D.  Juan  Mussey,  por  cobro  de  arrendamiento 
7  especialmente  en  la  oposición  deducida  de  inhabilidad  del 
título,  y  considerando:  1°  que  las  observaciones  que  se  hacen 
al  arrendamiento  no  se  refieren  ni  á  su  forma  ni  al  fondo 
del  contrato,  sino  á  la  ejecución  del  mismo,  sosteniendo  que 
él  ha  recibido  en  arrendamiento  una  área  de  terreno  menor 
que  la  acordada,  lo  que  daria  derecho  á  la  reducción  del 
arrendamiento  ó  la  resección  por  la  via  ordinaria,  pero  no 
invalida  el  título. 

2^  Que  no  siendo  admisible  el  juicio  ejecutivo  sino  las 
excepciones  enumeradas  en  el  artículo  270  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento,  y  constando  entre  estos  c  la  falsedad^  é  €  in- 
habilidad del  título »  en  una  misma  linea  se  comprende 
que  tanto  para  la  falsedad  como  para  la  inhabilidad  del 
título  ha  de  atenderse  á  las  condiciones  mismas  del  instru- 
mento y  no  á  la  ejecución  del  acto  ó  contrato,  con  tanta 
mas  razón  cuanto  que  estas  excepciones,  como  la  lesión,  que 
se  dice  haber  tenido  lugar  en  su  ejecución,  no  eran  admisi- 
bles en  jurisprudencia  común,  sino  cuando  no  se  consideraban 
limitadas  las  escepciones,  como  lo  están  por  los  términos 
del  artículo  citado. 

Por  estasr  consideraciones  fallo,  no  haciendo  lugar  á  la 
excepción  alegada  y  ordenando  se  lleve  adelante  la  ejecneíon, 
hasta  el  efectivo  pago  del  arrendamiento  cobrado,  intereses 
y  costas.  Repónganse  los  sellos  y  notifiquese  c^n  el  ori- 
ginal. 

Itidoro  Aíharñtin. 
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Fallo  úm  lA  Sapreaa»  €«Pte 


Buenos  Aires,  Agosto  5  de  de  1876. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  anto 
apelado  de  foja  cuarenta  vuelta,  satisfechas  las  de  la  instancia 
7  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARJiOS  PAZOS. —  J.  B.  GOROS« 
TIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M. 
LASPIUR. 


CAUSA      XCIX 


D,  Solano  Torres  y  otros,  contra  la   Provincia  de  Córdoba, 
por  reivindicación.  Sobre  incompetencia. 


Sumario. — 1®  La  causa  que  se  promueve  sobre  unas  tierras 
por  los  que  se  consideran  herederos  de  su  concesionario, 
después  que  otros,  considerándose  con  el  mismo  carácter,  han 
iniciado  igual  gestión  ante  los  Tribunales  de  Provincia,  debe 
considerarse  oomo  radicada  ante  estos. 
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2"*  Tanto  por  esta  razón,  como  por  la  de  tratarse  de  d'e- 
reehos  hereditarios  sobre  una  sucesión  ó  mejor  derecho  á  ella, 
los  Tribunales  Federales  no  tienen  jurisdicción  para  conocer 
de  la  causa. 

3°  Tampoco  la  tienen,  si  la  causa  ha  sido  traída  á  los 
Tribunales  Federales  por  la  distinta  nacionalidad  6  vecindad 
de  las  partes,  y  esta  razón  no  comprende  á  uno  de  los  actores. 


Caso. — D.  Solano  Torres,  D*  Teodora  Torres  de  Spelussi, 
D*  Adela  Torres  de  Vionacci,  D*  Isolina  Torres  de  Zavalia 
y  D*  Carolina  Torres  de  Moreno,  alegando  ser  vecinas  de 
Buenos  Aires,  demandaron  á  la  Provincia  de  Córdoba  para 
la  restitución  de  unas  tierras  que  poseyó  el  General  D.  Ge- 
rónimo Luis  de  Cabrera,  de  quien  los  actores  dijeron  ser 
descendientes  en  línea  recta. 

El  representante  de  la  Provincia  de  Córdoba  opuso  tres 
escopciones  dilatorias,  la  de  incompetencia,  la  de  falta  de 
personería,  y  la  de  defecto  legal  en  la  forma  de  la  demanda. 

Respecto  á  la  escepcion  de  incompetencia  que  es  la  que  la 
Suprema  Corte  tomó  en  consideración,  dijo:  1°  Que  se  trataba 
de  una  cuestión  de  derechos  anteriores  á  la  Confederación 
y  á  la  creación  de  la  Justicia  Nacional.  2°  Que  se  trataba 
de  derechos  hereditarios  sobre  bienes  raices  situados  en  la 
Provincia.  3**  Que  D.  Solano  Torres,  uno  de  los  actores,  era 
vecino  de  Córdoba.  4**  Que  D*  Adela  y  D"  Carolina  Torres 
eran  vecinas  de  Córdoba,  cuando  recayó  en  ellas  la  sucesión 
de  su  señora  Madre,  cuyos  derechos  representaban  en  esta 
gestión;  5^  Que  los  actores  pedían  la  totalidad  de  las  tier- 
ras, y  por  consiguiente  asumían  la  representación  de  los 
demás  coherederos  de  su  Señora  Madre,  entre  los  cuales  habia 
otros  dos,  que  eran  vecinos  de  Córdoba,  á  saber,  D.  Rafael 
y  D.  Manuel  Torres. 
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Los  actores  contestaron :  1**  Que  la  ley,  en  virtud  de  la 
cual  promovieron  la  demanda  ante  la  Suprema  Corte,  no  rije 
el  derecho,  sino  su  ejercicio  ó  sea  la  juridiccion  y  trámite 
del  juicio,  y  por  consiguiente  es  ella  la  aplicable,  sin  que 
por  esto  pueda  decirse  que  se  le  dá  efecto  retroactivo;  2^ 
Que  no  se  trataba  de  pedir  la  posesión  de  tierras  vacantes 
sino  de  revindicar  las  usurpadas  por  el  Gobierno  de  Córdoba ; 
3^  Que  D.  Solano  Torres  se  hallaba  accidentalmente  en  Cor* 
doba  en  un  hotel;  4^  Que  cuando  tuvo  lugar  en  i 872  la 
usurpación  de  las  tierras,  tanto  D,  Solano  Torres  como  D* 
Adela  y  D*  Carolina  Torres  eran  ya  vecinas  de  Buenos  Aires ; 
y  5®  que  los  actores  gestionaban  un  derecho  propio,  y  no 
estaban  obligados  á  asumir  la  representación  de  sus  cohere- 
deros, pudiendo  el  demandado  pedir  lo  correspondiente  á  su 
derecho  para  garantirse  respecto  de  ellos. 


VISTA  DEL  Sil.  PR0CI3RAD0U  GENERAL. 


Suprema  Corte: 

Buenos  Aires,  Mano  27  de  1876. 

De  la  lectura  de  este  espediente  resulta : 

Que  D.  Gerónimo  L.  de  Cabrera  poseía  unas  tierras  en 
la  Provincia  de  Córdoba  (escrito  de  demanda.) 

Que  estando  las  tierras  indicadas  en  su  mayor  parte  situa- 
das en  la  Pampa  fué  imposible  conservar  su  posesión  (Escrito 
citado)  y  nuevamente  á  f .  95  v.  Que  así  siguieron  las  cosa^ 
hasta  estos  últimos  años  por  la  dificultad  de  acreditar  hechos 
acaecidos  dos  siglos  antes  de  la  revolución  patria,  la  falta  de 
Rejistros,  etc.  (Escrito  citado  de  la  demanda.) 

El  representante  de  la  Provincia  por  su  parte  ha  opuesto 
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tres  escepcíones  dilatorias,  y  fundándolas  manifiesta  con  la 
conformidad  de  los  demandantes: 

Que  el  Monasterio  de  las  Catalinas  de  la  Ciudad  de  Córdoba 
€  en  representación  »  de  los  derechos  de  Cabrera,  como  acree- 
dor hipotecario,  dice  la  contestación  á  f.  95  y.  poseyó  cerca 
de  dos  siglos  <  la  parte  poblada  y  la  mas  importante  de  las 
tierras  demandadas, »  en  las  inmediaciones  del  Rio  4^,  á  una 
y  otra  margen  del  Arroyo  de  Santa  Catalina,  enagenando 
€  porciones  considerables  de  dichas  tierras  de  diversos  pro** 
pietarios. » 

Que  el  año  61  un  D.  Luis  Montano,  sucesor  de  los  dere* 
chas  del  convenio,  pidió  la  mensura  de  parte  de  las  tierras, 
y  la  obtuvo;  pero  que  habiendo  pedido  después  la  de  todas 
se  opuso  el  Fisco,  y  Montano  fué  vencido  en  juicio  (en  tres 
instancias,  en  31  de  Mayo  de  1872,  dice  el  escrito  de  los 
demandantes  de  f.  95  v.). 

Ha  habido,  pues,  sobre  estas  tierras  ante  las  Tribunales, 
ó  autoridades  de  Córdoba  un  pleito  anterior,  que  ha  radi- 
cado el  asunto  ante  ellos,  cualquiera  que  fuese  su  fuero 
por  las  personas  ó  la  materia. 

Ademas  en  1862  la  Lejislatura  dictó  una  ley  por  la  que 
se  declaran  de  propiedad  pública  todos  los  terrenos  que, 
estando  comprendidos  dentro  de  los  límites  de  la  Provincia, 
y  no  fuesen  entonces  de  propiedad  particular,  ó  estuviesen 
poseídos  con  buena  fé  y  justo  título  por  un  espacio  de  tiempo 
no  menor  de  treinta  años;  y  se  ordenó  al  P.  E.  la  venta 
en  subasto  pública,  artículos  1  y  2,  V.  la  Recopilación  de  leyes 
A.  2.  p.  223,  E.  de  1870.) 

Si  alguno  tiene  pues  que  reclamar  ante  esta  ley,  ó  exigir 
su  aplicación  en  la  parte  favorable,  es  también  ante  los 
Tribunales  ó  autoridades  de  la  Provincia  que  debe  hacerlo; 
porque  en  semejante  cuestión  no  se  hallarla  interesada  la 
Constitución  ni  ley  alguna  nacional. 
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De  las  tierras  en  fin  enagenadaa  en  todo  ó  en  parte  por 
Montano  6  por  el  Gobierno  de  la  Provinda,  la  reivindicación 
tiene  que  ser  contra  los  poseedores  en  la  Provincia  donde 
están  situadas,  y  ante  sus  Tribunales,  los  cuales  en  toda 
caso  á  solicitud  del  comprador  citarian  de  eviocion.al  ten* 
dedor ;  sin  poderse  comprender  restitución  de  tierras^  por  quien 
ya  no  los  tiene  según  los  mismos  demandantes. 

Por  estas  razones,  mi  opinión  es  que  esta  Suprema  Corte 
se  declare  incompetente. 

C.  Tejedor. 

Pasados  los  autos  al  relator,  el  representante  de  la  Pro- 
vincia de  Córdoba  hizo  presente,  con  el  juramento  de  ley, 
que  habia  sabido  que  la  familia  Salguero  pretendia  las  mismas 
tierras,  alegando  el  título  ¡de^herederos  de  D.  Gerónimo  Luis 
de  Cabrera,  y  que  su  gestión  al  respecto  iniciada  el  año  de 
i 866,  se  hallaba  aun  pendiente  ante  el  Tribunal  Civil  de 
i*  Nominación  de  la  Ciudad  de  Córdoba. 

La  Suprema  Corte  pidió  informe  sobre  este  punto,  y  sobre 
él  de  ser  D.  Solano  Torres  vecino  de  Córdoba.  Con  los 
informes  afirmativos  se  dictó  el  siguiente : 

Vallo   de   la   Suprema  €7arte. 

a 

Baenos  Aires,  Agosto  5  de  1876. 

Vistos  y  considerando:  Primero,  Que  del  informe  del  Ju^z 
de  primera  Nominación  en  lo  Civil  de  la  Ciudad  de  Córdoba, 
á  foja  ciento  veinte  y  una,  resulta  que  los  sucesores  de  D. 
Gerónimo  Salguero  de  Cabrera  y  Cabrera  se  presentaron  ante 
el  Juez  Civil  áa  segunda  Nominación,  en  cuatro  de  Mayo 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  seis,  jestionando  la  propiedad 
de  las  tierras  de  que  se  ^ trata  en  el  presente  juicio,    conce- 
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didas  en  merced  al  General  D.  Gerónimo  Luis  de  Cabrera, 
en  virtud  de  ser  ellos  herederos  en  linea  recta  de  dicho  Ge- 
neral, y  que  esta  jestion  está  pendiente  aun;  lo  que  importa 
estar  ya  radicado  el  asunto  ante  los  Tribunales  de  la  Pro- 
vincia de  Córdoba,  y  tratarse  además  de  derechos  herede- 
tarios  sobre  una  sucesión  al  parecer  pro  indiviso t.  y  sobre 
mejor  derecho  á  ella. 

Segundo :  Que  del  informe  del  Juez  Nacional  de  Sección,  á 
foja  ciento  veinte  y  cuatro,  resulta  que  D.  Solano  Torres 
y  Cabrera  uno  de  los  actuales  demandantes  ante  este  Corte 
ha  justificado  ser  natural  y  vecino  de  la  Provincia  de  Cór- 
doba en  un  juicio  que  allí  sigue  contra  la  Sociedad  Agustin 
Casa  y  compauia,  siendo  reconocido  en  tal  carácter  por  auto 
de  veinte  y  seis  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco ; 
no  pudiendo,  por  lo  tanto,  demandar  ante  la  justicia  nacio- 
nal á  la  misma  Provincia  de  su  vecindad.  (Artículo  cien  de 
la  Constitución.) 

Por  estos  fundamentos,  y  de  conformidad  con  lo  pedido 
por  el  Señor  Procurador  General,  y  con  lo  dispuesto  por 
los  artículos  diez  y  doce,'^inciso  primero,  y  cartorce  de  la 
de  la  ley  nacional  de  jurisdicción,  se  declara  incompetente 
esta  Suprema  Corte  para  conocer  de  la  presente  demanda 
con  costas.  Satisfechas  estas  y  repuestos  los  sellos  archívense. 

JOSÉBARROS  PAZOS.— J.  B.  GOROSTUGA.— 
J.  DOBIINGUEZ.  —  S.  M.  LA8P1UR. 
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CAUSA   C 


El  Dr.  D,  Anjel  F.  Costa  contra  D,  Juan  Marshall,  por  cobro 

de  pesos. 


Sumario.  —  I""  No  puede  haber  donación  de  clase  alguna  sin 
tradición  de  parte  del  donante,  y  sin  la  posesión  actual  de  la 
cosa  donada  por  parte  del  donatario. 

2^  El  ofrecimiento  que  un  cliente  hace  á  su  abogado  de 
darle,  á  mas  de  los  honorarios,  la  mitad  de  lo  que  pueda 
sacarse  por  uno  de  los  capítulos  deducidos  en  juicio,  es  una 
promesa  de  donar,  y  no  una  donación. 

3^  El  objeto  de  ese  acto  jurídico  es  prohibido  por  las  leyes, 
por  ser  un  pacto  de  cnotalitis;  y  por  consiguiente  dicha  pror 
mesa  de  donar  es  nula. 


Caso.  —  El  Dr.  D.  Anjel  F.  Costa  patrocinó  como  abogado 
á  D.  Juan  Marshall  en  una  cuestión  con  la  Sociedad  c  Pro- 
greso» sobre  cumplimiento  de  un  contrato  de  construccign 
de  buques,  y  multas  determinadas  para  los  que  faltaran  á  las 
estipulaciones  del  contrato. 

Pendiente  el  juicio,  D.  Juan  Marshall  dio  al  Dr.  Costa 
el  siguiente  documento : 

<  Declaro  que  no  creyendo  pueda  sacarse  ninguna  cantidad 
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poT  razón  de  la  multa  del  contrato  en  el  litis  que  sigo  con  la 
Sociedad  «Progreso»  he  ofrecido  espontáneamente  al  Dr. 
Costa  la  mitad  de  lo  que  se  saque  de  ella,  sin  perjuicio  de 
abonarle  los  honorarios  que  legitimamente  le  correspondan 
por  sus  buenos  servicios  y  trabajos  profesionales,  y  para  su 
resguardo  lo  consigno  por  la  presente  en  Buenos  Aires  á  5  de 
Octubre  de  487S.    Juan  Marshall. 

La  causa  fué  sometida  á  arbitros,  estipulándose  en  el  com- 
promiso arbitral  una  multa  de  8000  fuertes  contra  el  que  se 
alzara  d^l  laudo. 

Los  arbitros  condenaron  á  la  Sociedad  <  Progreso  »  al  pago 
de  una  suma  y  al  de  la  multa  estipulada  en  el  contrato. 

La  Sociedad  c  Progreso »  se  alzó  del  laudo  y  pagó  la  multa 
de  8000  fuertes. 

Marshall  cedió  sus  acciones  á  D.  Julio  Yonviller,  y  este 
prescindiendo  del  abogado,  Dr.  Costa,  tranzó  las  cuestiones 
con  el  Sr^  Meabe  representante  de  la  Sociedad  « Progreso  » 
por  la  suma  de  24000  fuertes,  renunciando  á  la  multa  del 
contrato  reconocida  por  el  laudo  que  consideraba  no  debérsele, 
asi  como  el  Sr.  Meabe  renunciaba  á  toda  acción  que  pudiera 
tener  contra  Marshall. 

£1  Sr.  Costa  sostuTO  que  esta  transacción  habia  sido  hecha 
con  el  propósito  de  defraudarle  la  mitad  de  lo  que  Marshall 
sacaba  por  la  multa  del  contrato:  que,  en  efecto,  habiendo 
recibido  Marshall  8000  fuertes,  cuando  la  Sociedad  se  alzó 
del  laudo,  y  no  pagando  la  suma  de  i  0400  fuertes  de  la  que 
Be  habia  reconocido  deudor,  resultaba  que  Marshall  renuncia* 
ba  al  cobro  de  la  multa  del  contrato  por  la  suma  de  18400 
fuertes,  de  lo  que  habia  debido  pagar  la  mitad;  y  en  su 
consecuencia,  dedujo  demanda  por  la  suma  de  9S0O  pesos 
fuertes,  sus  intereses  y  costas. 

La  contestación  de  YonTÜler  se  halla  relacionada  en  el 
siguiente : 


DE  JUSfüGIA  NACIOI<IAL  87 


Vftll«  del   JTaes    Seeeionftl. 


Baenos  Aires,  Febrero  25  de  1875. 

Yistos:  estos  autos  seguidos  por  el  Dr.  D.  Anjel  Floro 
Costa,  contra  D.  Juan  Marshall,  por  la  ejecución  de  una 
donación  de  parte  de  una  multa  y  de  que  resulta: 

1^  Que  pendiente  un  litis  entre  Marshall  y  la  Sodedad 
« Progreso  » ,  en  que  se  trataba  del  cumplimiento  de  un.  con- 
trato de  construcción  de  buques,  con  multas  determinadas 
para  los  que  faltaren  á  sus  estipulaciones,  D.  Juan  MarshaU 
firmó  al  Dr.  D.  Anjel  Floro  Costa  el  documento  de  L  2 
por  el  que  promete  darle  la  mitad  de  la  multa,  á  mas  de 
sus  honorarios,  en  que  pudiera  ser  condenada  la  Sociedad 
«Progreso»,  reconociendo  y  declarando,  no  obstante,  que  no 
cree  que  pueda  sacarse  ninguna  multa  á  dicha  Sociedad,  según 
se  ye  por  el  documento  mencionado  de  f.  2; 

2^  Que  no  obstante  esta  declaración,  la  multa  fué  reconocid  ¿^ 
por  el  arbitramento  de  f.  y  del  que  no  habia  recurso  alguno 
sino  se  pagaba  antes  una  otra  multa  de  8000  patacones* 
recurso  que  se  interpuso,  sin  embargo,  previo  el  pago  i 
Marshall  de  la  precitada  cantidad. 

3""  Que  en  este  estado  del  juicio,  Marshall,  por  su  cesionario 
Vonviller,  tranzó  la  cuestión  con  la  Sociedad  «Progreso», 
representada  por  Meabe,  sin  la  dirección  de  su  abogado  Dr« 
Costa  y  admitiendo  por  toda  indemnización  la  suma  de  24000 
$  fts,  haciendo  cesión  de  la  multa  que  le  estaba  reconocida 
en  el  laudo,  que  consideraba  no  debérsele ;  y  dando  por  cedi- 
da ó  estinguida  la  parte  de  Meabe  todos  los  créditos  6  accio- 
nes que  pudiera  tener  contra  Marshall ; 

4°  Que  estando  comprendida  en  esta  cesión  á  Marshall 
40400  ^  que  habia  reconocido  á  Meabe  por  la  Sociedad  «Pro- 


88  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

greso  »  7  los  8000  ^  fts.  que  este  último  pagó  á  Maishall  para 
poder  reclamar  del  laudo  que  había  condenado  á  pagar  mayor 
cantidad  al  Sr.  Meabe,  era  evidente  que  Marshall  habla 
cedido  su  derecho  á  la  multa  que  le  reconocía  el  laudo  por  la 
suma  de  18400  ^  fts.  que  se  le  debia  por  pago ; 

5^  Que  habiendo  en  esta  transacción  el  propósito  de  defraudar 
sus  derechos,  y  establecido,  como  se  asienta  en  el  prece- 
dente resultando,  que  esa  defraudación  importaba  la  suma 
de  18400  ff  fts.  el  Dr.  Costa  demandó  por  9200  $  fts.  que 
alega  haberle  correspondido  como  mitad  de  la  multa  que 
ha  reconocido  Meabe  en  la  transacción  y  que  se  han  aplica- 
do al  pago  de  lo  que  debia  Marshall; 

6**  Que  corrido  traslado  de  la  demanda,  Vonviller,  cesio- 
nario de  Marshall,  pretende  no  estar  obligado  al  cumpli- 
miento de  la  obligación  que  se  contiene  en  el  documento  de 
donación  de  f.  1:  1^  por  ser  esta  obligación  proveniente  de 
un  pacto  cuota-litis  prohibida  por  la  ley;  2°  porque  es  de- 
ficiente en  cuanto  á  su  forma,  no  habiéndose  firmado  sino 
un  solo  ejemplar  del  compromiso;  3°  porque  aun  declarada 
su  validez,  ha  tenido  derecho  Marshall  á  tranzar,  y  la  transac- 
ción ne  puede  ser  conceptuada  como  fraudulenta  desde  que 
ha  procedido  al  hacer  abstracción  de  la  multa  con  el  con- 
sejo de  abogados  notables  en  el  foro;  4°  porque  en  esa  transac- 
ción no  se  reconoce  cantidad  alguna  por  multa,  dándose  por 
cedido  ó  compensado  el  derecho  que  pudiera  tener  sobre  ella, 
y  debe  estarse  á  esa  declaración  hasta  que  no  se  compruebe 
la  intención  dolosa  ó  fraudulenta;  5^  que  la  transacción  se 
celebró  sin  la  dirección  del  Dr.  Costa  porque  la  parte  contra- 
ria habia  declarado  que  no  lo  haria  mientras  este  señor 
dirigiera  al  Sr.  Marshall; 

1°  Que  en  este  estado  el  Juzgado  recibió  la  causa  á  prueba. 
I*'  sobre  si  la  transacción  celebrada  por  el  Sr.  Vonviller  era  so- 
bre la  base  de  la  que  no  se  quiso  aceptar  propuesta  por  el  Dr. 
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Costa  por  43000  pesos  próximamente;  2^  sobre  sí  la  cesión  de 
Marshall,  á  Vonviller  y  la  separación  de  Costa  como  abogado, 
de  la  cansa  se  hicieron  sin  darle  aviso  á  este  último;  3^  sobre 
la  clandestinidad  y  fraude  con  que  se  ha  procedido  al  celebrar 
la  transacción;  A^  sobre  si  la  transacción  se  celebró  previa  la 
consulta  á  que  se  refiere  el  demandado;  5°  si  el  demandado 
ignoraba  la  existencia  del  documento  de  fs.  1  y  6,  si  el  Dr. 
Costa  era  un  obstáculo  para  que  se  realizara  la  transacción 
aconsejada; 

8^  Que  se  ha  producido  de  parte  del  Dr.  Costa  el  espediente 
acompañando  la  prueba  testimoniada  de  fs:  87  vta.  á  100  y  108 
á  H4,  las  posiciones  de  f.  106  y  reconocimiento  de  f.  120  vta. 
y  por  la  parte  de  Vonviller  la  testimonial  que  corre  á  fs.  114, 
141  y  143  vta.  y  posiciones  de  f.  131  vta. 

Y  considerando :  1°  Que  el  documento  de  f.  2  en  que  se  con- 
signa que  la  cesión  de  la  mitad  de  la  multa  que  se  cobra,  se 
hace  al  Dr.  Costa,  á  mas  de  sus  honorarios,  se  desprende  que 
es  una  donación  gratuita,  y  por  tanto  no  es  un  pacto  sobre 
honorarios,  la  que  ademas  se  halla  confirmada  por  las  reitera- 
das confesiones  del  demandante  que  califica  el  acto  como  tal 
donación ; 

2^  Que  consignárndose  en  el  mencionado  documento  que 
esta  donación  se  le  hace  por  sus  buenos  servicios  profesiona- 
les y  alegando  el  Dr.  Costa  que  la  inejecución  de  la  donación 
importarla  ingratitud  y  desconocimiento  de  esos  servicios,  se 
ve  claramente  que  la  donación  no  fué  una  mera  liberalidad, 
sino  una  donación  de  las  que  se  llaman  remuneratorias ; 

S""  Que  la  donación,  como  uno  de  los  contratos,  se  perfec- 
ciona por  la  aceptación,  la  que  debe  prestarse  antes  de 
que  el  donante  se  haya  retractado  ó  no  esté  en  condiciones  de 
cumplirla,  y  en  la  forma  prescrita  por  la  ley ;  lo  que  no  sucede 
en  este  caso,  que  aparece  aceptada  implícitamente,  cuando  el 
donante  Marshall  habia  cedido  ya  á  Vonviller  el  objeto  do 

T.  IX.  7 
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la  donación,  que  era  la  esperanza  de  obtener  una  multa  por 
.sentencias ; 

4°  Que  las  donaciones  remuneratorias  deben  ser  hechas 
en  escritura  pública  en  la  forma  ordinaria  de  los  contratos, 
bajo  pena  de  nulidad  (art.  22,  tít.  «De  las  Donaciones»,  C. 
Civil)  y  aceptadas  en  la  misma  forma;  y  no  se  juzgarán  pro- 
badas sin  la  exhibición  de  las  escrituras  exigidas,  según  los 
dos  artículos  siguientes,  requisitos  que  faltan  en  el  caso 
actual;  no  habiendo  mas  constancia  de  la  donación  que  el 
documento  privado  de  f .  2  y  siendo  la  aceptación  implícita, 
consideraciones  que  son  mas  atendibles  cuando  se  trata  de 
donaciones  de  cantidades  de  importancia. 

Por  estas  consideraciones  fallo  'absolviendo  á  don  Julio 
Vonviller  de  la  demanda  interpuesta  por  el  Dr.  Costa,  con 
costas  á  este  último.  Repónganse  los  sellos  y  notifíquese 
con  el  original. 

Isidoro  Albarracin. 


Fallo  de  la  Suprcina  Corte* 

Buenos  Aires,  Agosto  10  de  1876. 

Vistos :  no  siendo  la  obligación  contenida  en  el  docu- 
mento de  foja  dos,  y  cuyo  cumplimiento  se  reclama  en  este 
juicio,  una  donación  gratuita,  como  sostiene  el  demandante 
ni  tampoco  remuneratoria  como  lo  establece  la  sentencia 
apelada,  desde  que  no  hay  tradición  por  parte  del  donante 
ni  posesión  actual  de  la  cosa  donada  por  parte  del  donatario 
como  lo  requiere  la  ley  para  que  haya  donación  (artículo 
uno  y  doce  título  de  las  «Donaciones»  y  notas  á  los  artí- 
culos tres  y  doce  del  mismo  título),  sino  una  simple  promesa 
de  donar,  que  valdría  como  un  acto  jurídico,  si  versase  sobro 


objetos  permitidos  por  derecho.  Pero  prescribiendo  el  artí- 
culo diez  del  título  de  los  «Actos  jurídicos»  qi^e  son  nulos 
aquellos  cuyo  objeto  esté  prohibido  por  las  leyes  y  siendo  el 
objeto  del  presente  la  misma  cosa  litigada,  lo  que  lo  cons- 
tituye un  pacto  de  cuota-litis  entre  el  abogado  y  su  cliente, 
espiesamente  prohibido  como  nulo  por  las  leyes  catorce, 
título  seis,  partida  tercera,  y  ocho,  título  diez  y  seis,  libro  dos, 
Becopilacion.  Por  estos  fundamentos  «e  confirma  el  auto 
apelado  en  cuanto  absuelve  de  la  demanda  el  demandado,  y  se 
reforma  la  condenación  en  costas  que  contiene;  satisfechas 
las  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

JOSÉ  BARKOS  PAZ0S.--I.  B.  G0R08TU<SA. 
— J.    DOMÍNGUEZ.  —  S.   M.   LASPIUR. 


CAUSA    CI* 


El '  Capitán  Giudice  del  vapor  «  Cisne »  contra  D.  Nicolás 
Cafferata  dueño  del  pailebot  «  Rio  Corrientes  » ,  sobre  nu- 
lidad y  reducción  de  un  laudo. 


Sumario.—  1^  Los  argumentos  que  atacan,  el  foQdo  y  np 
U  forma  de  un  laudo,  no  pueden  fundar  el  recurso  de  nu^ 
lidad. 
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^  Las  nulidades  procedentes  de  vicios  de  forma  deben 
restringirse,  y  no  pueden  aplicarse  sino  cuando  sean  sancio- 
nadas por  la  ley  con  cláusula  irritante. 

3^  Los  arbitros  en  cuestiones  de  hechos,  tienen  por  la  ley 
mucha  amplitud  en  la  apreciación  de  ellas,  y  fallan  válida- 
mente aplicando  los  principios  generales  del  derecho,  leyes 
análogas  y  la  costumbre. 

4°  El  recurso  de  reducción  se  funda  en  el  perjuicio  nota- 
ble, inferido  á  alguna  de  las  partes  por  malicia  ó  engaño 
de  los  arbitros. 

5"  No  probándose  la  existencia  de  un  perjuicio,  ni  su  im- 
porte, no  puede  haber  lugar  á  la  reducción  de  un  laudo. 


Caso.  —  El  caso  se  halla  esplicado  en  el  siguiente : 


LAUDO  DEL  ARBITRO  ARBITRADOR. 


Vistos:  los  presentes  autos  seguidos  por  D.  Nicolás 
Cafferata  hermanos,  representados  por  D.  Alejandro  J.  Cer- 
nadas  contra  los  Sres.  Yon  Blay,  dueño  del  Vapor  c Cisne»  que 
defirieron  su  representación  y  personería  en  el  Capitán  del  vapor 
«  D.  Santiago  Giudice  »  como  representante  legal  del  buque, 
escrito  de  f.  45,  y  esta  en  D.  José  M.  Huergo  por  poder  f . 
48,  por  indemnización  de  daños  y  perjuicios  ocasionados  al 
Pailebot  cBio  Corrientes»  por  choque  del  vapor  c  Cisne». 

Y  resultando :  —  4  ®  Que  la  demanda  se  funda  en  los  hechos 
siguientes :  1®  Que  el  Pailebot  <  Bio  Corrientes  »  navegaba 
con  carga  en  la  noche  del  24  de  Mayo  de  1873  por  el  Paraná 
de  las  Palmas,  aguas  arriba,  llevando  en  su  costado  derecho 
luz  encendida.  %^  Que  á  la  altura  de  San  Antonio  en  una 
vuelta  del  xiOr  que  se  llama  el  Bemanse,  fué  envestido  el 
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Pailebot  en  su  costado  izquierdo  por  el  vapor  «  Cisne  »t  rom- 
piéndole sus  palos  y  causándole  averias  de  consideración. 
3°  Que  ese  hecho  ocurrido  por  impericia  6  negligencia  del 
Capitán  del  c  Cisne  »,  lo  puso  al  Pailebot  en  la  imposibili- 
dad de  continuar  viaje,  j  fué  regresado  á  remolque  con  la 
carga  por  cuenta  de  Cafferata,  desde  el  lugar  del  suceso  al 
puerto  de  San  Fernando.  4°  Que  por  tales  hechos,  ^  y  no 
habiendo  podido  arreglar  amigablemente  la  indemnización 
de  los  perjuicios  sufridos,  proponía  demanda  en  forma,  acom- 
pañada de  la  correspondiente  protesta  para  que  se  le  con- 
denara al  pago  de  dichos  perjuicios. 

2^  Que  conferido  traslado  de  la  demanda,  y  después  de 
algunas  tramitaciones;  que  no  hay  objeto  en  consignar,  el 
Sr.  Huergo  la  contestó  reconviniendo  á  f.  64,  y  sostuvo: 
i"^  Que  debia  rechazarse  la  demanda,  condenando  á  los  de- 
mandantes á  indemnizar  las  averías  causadas  al  vapor  c  Cis- 
ne » ;  2^  Que. los  hechos  averiguados  en  la  demanda  eran  in- 
ciertos, salvo  el  dia  en  que  se  dice  tuvo  lugar  el  choque  y 
el  de  haber  sido  este  en  el  Paraná  de  las  Palmas  ;  3^  Que 
en  vez  de  ser  envestido  el  Pailebot  fué  este  quien  envistió 
al  vapor  por  su  culpa  y  por  no  llenar  las  prescripciones  del 
caso ;  4®  Que  los  hechos  tuvieron  lugar  tal  como  se  consig- 
na en  la  protesta  de  f.  57,  que  se  reproduce;  5^  Que  lejos 
de  haber  culpa  é  impericia  por  parte  de  su  representado, 
la  hubo  por  la  del  Pailebot,  que  no  cumplió  con  las  pres- 
cripciones del  Reglamento ;  6^  Que  tanto  la  protesta  del 
Capitán  del  <  Cisne  »  como  la  certificación  de  algunos  pa- 
sageros,  prueban  suficientemente  el  derecho  de  su  parte  para 
reclamar  la  indemnización,  y  destruyen  los  fundamentos  del 
contrario;  7^  Que  por  tales  razones  deduce  reconvención 
en  forma  para  que  los  propietarios  del  Pailebot  sean  conde- 
nados al  pago  de  las  averias  sufridas  por  el  vapor. 

Z""  Que  los  demandantes   replicaron  á  la  reconvención,  f. 
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123,  sosteniendo  que  la  esposicion  de  la  protesta  de  f.  57 
estaba  contradicha  y  destruida  por  las  posiciones  absueltas 
áf.  119;  y  que  la  declaración  de  pasageros  carecían  de  todo 
Talor  por  no  haber  sido  dadas  ni  ratificadas  ante  autoridad 
competente. 

4^  Que  en  esta  situación  se  mandó  por  auto,  f.  125  vta. 
que  este  juicio  fuese  proseguido  ante  arbitros,  de  conformi- 
dad con  el  artículo  1,429,  C.  de  Comercio,  y  fué  noníbTado  el 
infrasorito  por  acta  de  f.  134. 

5^  Que  por  auto  de  f.  141  se  abrió  término  de  prueba, 
fijando  los  puntos  que  debian  comprobarse  respectivamente, 
sin  que  durate  él  se  haya  producido  alguna. 

Y  considerando :  1**  Que  hay  un  hecho  cierto,  y  es  el  délas 
averías  sufridas  por  el  Pailebot  y  vapor  «Cisne»,  lasque 
han  sido  reconocidas  y  apreciadas  por  peritos,  según  consta 
á  f .  20,  21 ,  32  y  58,  sin  que  las  partes  las  hayan  negado  ni 
destruido  el  mérito  de  esos  reconocimientos. 

2**  Que  el  punto  principal  á  determinar,  es :  si  el  choque 
fué  casual,  y  en  caso  contrario,  cuál  de  los  buques  dio  lugar 
al  suceso,  sea  por  sus  malas  maniobras,  por  su  mala  direc- 
ción ó  cualquier  otra  causa  procedente  de  infracción  de  los 
Beglamentos  de  Navegación  fluvial. 

y  Que  aun  cuando  á  este  respecto  no  se  han  presentado 
testigos  ni  otras  pruebas  durante  el  término  señalado,  exis- 
ten en  autos  las  declaraciones  de  testigos  presentadas  por 
los  demandantes,  antes  de  la  apertura  del  término^  y  en  ca- 
lidad de  adrperpetuam,  y  en  ese  concepto  fueron  admitidas, 
además  de  otros  medios  de  inducción  cuyo  valor  se  apre- 
ciará. 

4^  Que  el  demandado  rechaza  esas  declaraciones  por  no 
haberse  pedido  su  ratificación  durante  el  término  probatorio, 
ó  al  menos,  qué  se  tuviétan  como  prueba ;  pero  esta  obje- 
ción es  insostenible  por  cuanto  ni  la  ratificación  ni  el  pedi- 
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mentó  mencionado  son  necesarios,  desde  que  esas  declaia- 
ciones  fneron  recibidas  con  todas  las  formalidades  legales, 
por  Juez  competente,  en  presencia  y  con  interTencion  de 
esta  parte,  quien  usó  de  sus  derechos  de  tacha,  en  calidad 
de  pruebas^  debiendo  además  tenerse  presente  la  disposición 
del  inciso  i  ^,  artículo  55  de  la  Ley  de  Procedimientos  <  y  dada 
se  reservara  para  su  tiempo  »  que  es  de  prueba. 

5®  Que  examinando  el  mérito  y  calidad  de  los  testigos, 
consta  por  confesión  de  las  mismos  declarantes  Carlos  Agen, 
f.  75,  José  Ferro,  f.  78,  José  Rugione,  f.  91,  Segundo  Gon* 
zales,  f.  94,  José  Eoggiero,  f.  101  y  Miguel  Pier,  f.  106,  que 
todos  ellos  eran  marineros  y  tripulantes  del  Pailebot,  estan- 
do por  consiguiente  al  servicio  y  sueldo  ó  interés  de  los 
dueños  de  dicho  Pailebot ;  y  que  además,  con  escepcion  del 
último,  llebavan  por  su  cuenta  una  pacotilla  por  valor  de 
doscientos  pesos  fuertes,  que  fué  arrojada  al  agua  á  conse- 
cuencia del  choque,  por  cuya  razón  fueron  tachados,  por  el 
Sr.  Huergo,  Agen,  Perro  y  Rugione;  pero  subsistiendo  la 
misma  causa  contra  todos  no  pueden  ser  testigos  hábiles, 
(Ley  18,  tít.  16,  P.  3). 

6^^  Que  por  consiguiente  solo  queda  en  subsistencia  ]a  de- 
claración de  D.  José  Lavarello,  que  por  sí  sola  no  puede 
hacer  plena  prueba  (ley  32,  tít.  16,  P.  cit.) ;  pero  si  se  tendrá 
presente  su  mérito,  conjuntamente  con  los  demás  medios 
de  inducción  permitidos  al  arbitrador. 

7°  Que  entrando  á  investigar  la  marcha,  costado  y  luces 
que  llevaba  cada  buque,  se  viene  al  resultado  siguiente:  1^ 
Que  el  Pailebot  navegaba  por  su  costado  derecho.  Esto 
resulta  de  la  declaración  de  Lavarello  f.  86  y  de  las  posi- 
ciones f.  119,  cuarta  pregunta,  pues  si  el  choque  tuvo  lugar 
sobre  la  costa  derecha,  no  puede  decirse  que  el  Pailebot 
navegaba  por  la  izquierda;  y  también  porque  el  choque  fué 
&  su  izquierda;    ^  Que    llevaba  una   luz   precisamente  al 
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lado  izquierdo,  lo  que  debia  hacerle  mas  visible  por  el  va- 
por, si  venia  por  su  derecha,  posiciones  y  declaraciones  cita- 
das; 3°  Que  el  vapor  navegaba  por  medio  del  Rio  y  con 
sus  luces  respectivas. 

8°  Que  en  cuanto  al  choque  procede  sin  duda  de  mala 
maniobra,  pues  siguiendo  su  curso  ambos  buques,  si  se  hu- 
biera producido  un  choque  debia  sufrirlo  el  Pailebot  en  la 
izquierda  y  también  el  vapor ;  pero  resulta  que  este  lo  su- 
frió á  la  derecha,  lo  cual  demuestra  que  al  embestir  viró 
su  proa  para  evitar  mayores  estragos  y  tocó  con  su  derecha 
cerca  de  proa  (informe,  f.  58). 

9^  Que  ninguna  de  las  partes  ha  presentado  prueba  contra 
esto;  y  aun  cuando  el  Sr.  Huergo  sostuvo  que  el  Pailebot  llevaba 
la  izquierda,  navegaba  sin  luz,  lo  que  está  contradicho  por  el 
Capitán  Giudice,  y  no  observaba  los  Reglamentos  de  Nave- 
gación, ninguna  prueba  ha  presentado  de  tales  afirmaciones, 
ni  tampoco  de  la  culpa,  impericia  ó  negligencia  del  patrón 
del  Pailebot. 

10.  Que  aun  cuando  en  su  informe  in-voce  sostuvo  que 
el  pailebot  viendo  al  vapor  trató  de  tomar  la  derecha,  y  al 
atravesar  sufrió  el  choque,  tampoco  está  probado  con  dato 
alguno,  estando  mas  bien  establecido  lo  contrario  por  las 
pruebas  antes  mencionadas. 

H,  Que  tampoco  puede  hacerse  cargo  al  Pailebot  por  no 
haber  arriado  sus  velas  y  parado  su  maniobra,  porque  esto 
era  mas  fácil  y  realizable  al  vapor  que  podia  desviarse  á 
voluntad. 

12.  Que  por  lo  tanto  solo  puede  comprenderse  que  el  va- 
por embestía  por  mala  dirección  al  pailebot,  y  apercibido, 
cuando  ya  era  inevitable  el  choque,  desvió  su  proa  ocasio- 
nándose el  suceso  en  la  forma  que  se  ha  dicho. . 

13.  Que  á  pesar  de  esto,  no  estando  plenamente  compro- 
bada la  culpabilidad  de  parte    del  capitán   del    vapor,    no 
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puede  condenársele  al  pagó  de  todos  los  daños  cansados  á 
los  dueños  del  pailebot,  sino  que  debe  tomarfae  una  base 
equitativa,  cuando  por  otra  parte  tampoco  han  sido  compro- 
bados los  daños  y  gastos  que  se  mencionan  en  el  escrito 
de  f.  186,  en  el  término  oportuno. 

i 4.  Que  ann  en  el  caso  de  que  sé  considerasen  dudosas 
las  causas  del  abordaje,  si  se  adoptara  la  regla  del  articuló 
1,496,  Código  de  Comercio,  siempre  pesarla  á  cargo  del  va- 
por una  indemnización  proporcional  á  su  mayor  valor  y  me- 
nor avería. 

Por  estas  razones  fallo  condenando  á  la  parte  del  Sr. 
Huergo  al  pago  de  los  treinta  y  seis  mil  pesos  moneda  cor- 
riente en  que,  según  el  informe  de  f.  32,  fueron  aprecia- 
dos las  daños  y  perjuicios  sufridos  por  el  pailebot.  Asi  lo 
resuelvo  en  Buenos  Aires  á  trece  de  Agosto  de  1874,  debiendo 
reponerse  los  sellos. 

V.  de  la  Plaza. 


Fallo  del  JTacz  Scecional. 


Buenos  Aires,  Marzo  28  de  1876. 

Y  vistos ;  los  autos  seguidos  por  D.  Nicolás  CaiSerata  contra 
el  capitán  del  vapor  «  Cisne »  por  indemnización  de  perjuicios, 
resulta  lo  siguiente:  1**  que  en  la  noche  del  24  de  Mayo 
de  1873  navegaba  de  bajada  el  vapor  «Cisne»  y  de  subida 
el  pailabot  «Rio  Corrientes»  en  el  Paraná  de  las  Palmas, 
chocando  en  la  punta  de  San  Antonio  en  un  punto  deno- 
minado el  «Remanse»,  causándole  á  este  las  averias  enumera- 
das en  el  informe  de  f.  20,  avaluadas  en  36000  $  m/c.  á  f, 
32;  2<'  que  para  obtener  el  pago  de  esta  suma  instauró 
Cafferata  la  demanda,  f.  4,  contra  Matti  y  Piera,  cuya  de- 
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si>  entendió  con  el 
,t  ¿a.v  .V^raü  del  buque ;  3°  que 
^     -        ^  "    '***    '^    ^^'   3  ,jthrt  al  Dr.  Plaza,  único 
"*    '  at    a  cu^^tion  pendiente  presein- 

r..-^.lu.-ívvc>yan'iAles,  que  se  habian  efec- 
_;  ^  *^^  "  ll"s^^  .i  vursi>,  el  arbitro  recibió  la  causa 
^  f  ♦!     4"  »<»<^  P^  P*'*®  ^^^  capitán  Giudice  se 

,  .>ir-^vl  v>  AiTjat^-.^  Jrf  Tapor  «Cisne»,  y  aunque  cita- 
^^^  ^     .^,.^  .:^'C>>  .<«  comparendo,  ni  pudo  obtenerse   la 
va  ivv  ^iraiiuo  probatorio  por  ausencia  de  los  tes- 
V  >ct^  ie?^i^tiJo  de  la  apelación  y  revocatoria  deduci- 
^ni?wuJv<^  U>^  alegatos  de  fs.  186  y  196,  Us  posiciones 
jk  •    Ü  4  f  $^ttAlado  dia  para  informar  tn  voce,  se  pronunció 
3tt^¿/  it?  f,  Ü)>  en  que  se  declara  que  el  capitán  Giudice 
ü^*  ^íjAí  1»  Cantidad  de  36000  $  m/c.   por  los  perjuicios 
^^•idi^ocí  aü  «Rio  Corrientes»,  absolviéndole  de  los  demás 
Ntf^vvíi :  6"'  que  notificada  la  sentencia  á  las  partes  el  capitán 
Oiudic^  dedujo  en  tiempo  y  forma  á  fs.  231,  238,    287   y 
ái)5  los  recursos  de  nulidad  y  reducción  contra  el  laudo,  y 
funda  la  nulidad  en  lo  siguiente:  1°  que  la  prueba  es  defi- 
ciente para  condenar  al   demandado ;  2"*  que  los  resultandos 
esUn  en  contradicción  con  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia. 
Que  esto  se  prueba:  1®  porque  la  materia  de   la  prueba 
no  ha  versado  sobre  que  el  choque  fué  casual,  como  se  afirma 
ea  el  laudo,  sino  sobre  que  ha  sido  culpable:   que  siendo 
la  prueba  necesaria,  y  no  habiéndose  rendido  ninguna  des- 
pués del  auto  de  prueba,  no  se  le  puede  obligar  á   pagar 
U  cantidad  que  espresa  la  demanda:  que  la  única  prueba  de 
Que  se  hace  referencia  en  los  considerandos  5  y  6;  es    la 
declaración  de  Lavarello  que  no  seria  mas  que  semiplena: 
nue  en  las  posiciones  de  f.  119  está  confesado  que  el  pailabot 
naTCffaba  por  la  costa  de  su  izquierda,  y  que  no  tomó   el 
t>arlovento  al  encontrarse  en  la  misma  vía  con  el  vapor, 
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faltando  á  los  reglamentos  fluviales:  que  esto  se  deduce' de 
haber  confesado  Cafferata  que  ignoraba  si  el  pailabot  naT6«- 
gaba  por  su  costado  derecho,  razón  bastante  para  que  se 
le  tenga  por  confeso  habiendo  sostenido-  este  hecho  en  la 
demanda;  2^  que  los  hechos  están  mal  apreciados:  que  no 
hay  constancia  de  que  el  pailabot  ejecutara  su  marcha  por 
el  costado  derecho,  puesto  que  no  hay  mas  que  la  declara- 
ción singular  de  Lararello;  que  no  estando  bien  esclarecido 
cuales  han  sido  las  maniobras  de  que  se  habla  en  el  con- 
siderando 8^,  no  puede  hacerse  responsable  al  yapor«  no 
sabiéndose  si  han  sido  buenas  ó  malas :  que  no  está  com- 
probado que  la  marcha  del  vapor  fuera  por  medio  del  rio 
ni  la  culpabilidad  del  capitán  se  encuentra  acreditada  de 
una  manera  inequívoca;  3^  que  en  cuanto  á  la  forma  del 
fallo  se  ha  faltado  á  las  condiciones  legales,  que  exigen 
las  leyes  para  su  validez:  que  el  artículo  1742  del  Código 
de  Comercio  conmina  con  la  pena  de  nulidad  toda  sentencia 
que  pronunciada  por  los  arbitros  ó  por  los  Jueces  ordina- 
rios, no  cite  los  artículos  que  han  servido  de  base  para  su 
pronunciamiento:  que  el  artículo  1429  del  mismo  código 
exige,  que  siempre  quQ  se  trate  de  un  daño  causado  se  diga  cuál 
es  el  causante:  que  ademas  de  estas  infracciones,  la  sen- 
tencia no  cita  ningún  reglamento  y  que  el  pailebot,  en  el 
momento  de  la  colisión,  infrinjió  los  reglamentos,  navegaba 
con  una  luz,  no  tomó  el  barlovento  y  llevaba  su  marcha 
por  la  izquierda;  y  á  pesar  de  esto,  no  se  hace  mención 
alguna  de  este  requisito. 

Funda  la  reducción  en  que  es  irritante  lá  condenación  al 
pago  de  todas  las  averías,  cuando  no  ha  habido  prueba  ple- 
na ;  que  las  infracciones  de  los  reglamentos  no  dan  derecho 
á  cobrar  avería:  que  lejos  de  eso,  el  pailebot  debia  haber 
sido  condenado  á  reparar  los  daños  inferidos  al  vapor,  ó  por 
lo  menos  debia  de  haber  compensación  entre  ambos. 
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Gomnüicado  traslado .  de  ambos  recursos  ocurrieron  varios 
incidentes  relativos  al  cumplimiento  de  la  sentencia,  man- 
dándose enterar  la  cantidad,  que  habia  sido  materia  de  la 
sentencia  arbitral;  y  pasado  el  tiempo  necesario  para  con- 
testar, se  pronunció  el  auto  de  f.  312,  mandando  separar 
de  los  autos  el  escrito  de  contestación  de  Cafferata,  después 
<le  cuyo  incidente  se  pidieron  autos  para  sentencia. 

Y  considerando :  1^  Que  los  argumentos  que  se  hacen  contra 
la  validez  de  la  sentencia,  necesidad  de  la  prueba,  materia 
sobre  que  ha  recaido,  mérito  é  importancia  legal  que  le 
corresponde,  son  consideraciones  que  por  justas  que  se  le 
suponga  y  aunque  hubieran  de  quedar  en  pié,  solo  proba- 
rían la  conveniencia  de  un  recurso  de  apelación  pero  jamás 
alcanzaría  á  demostrar  una  causal  de  nulidad  contra  la  sen- 
tencia, doctrina  reconocida  y  practicada  por  la  Suprema  Cor- 
te én  estas,  palabras,  declarando  el  articulo  233  de  la  ley  de 
enjuiciamiento,  que,  el  vicio  de  nulidad  procede  solo  de  la 
violación  de  la  forma,  y  la  apreciación  de  la  prueba  perte- 
nece al  fondo.  ( tomo  4"",  pag.  232,  Fallos. ) 

2^  Que  la  mala  aprecúacion  que  se  alega  haberse  hecho  en 
la  sentencia  de  los  hechos  que  constan  de  autos  y  de  los 
argumentos  basados  en  esa  mala  apreciaciou  de  la  prueba, 
en  la  contradicción  de  los  hechos  ó  en  las  consecuencias 
que  de  ello  se  desprenden,  y  no  constituyen  nulidad,  en- 
volviendo ellas  apreciaciones  dirijidas  al  fondo  de  la  cues- 
tión de  que  han  conocido  los  arbitros  «  que  no  bastan  para 
declarar  la  nulidad  de  un  laudo  espedido  con  las  condicio- 
nes legales.  (Páj.  322,  tom.  3%  Sec.  2%  Fallos. )    . 

3*^  Que  no  es  verdad  que  en  el  laudo  se  haya  omitido 
la  mención  espresa  de  los  artículos  del  Código  de  Comercio 
aplicable  al  caso  presente,  pues  en  él  consta  que  se  .han 
invocado  los  que  reglan  el  abordaje,  siendo  ademas  de  to- 
marse en  cuenta  que  las  nulidades  resultantes  de  vicios  de 
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forma  en  la  sentencia  deben  restringirse  en  cnanto  sea  po- 
sible, y  el  majistrado  no  puede  aplicarlas  sino  cuando  ha-^ 
ya  una  cláusula  irritante  de  la  ley,  que  los  establezca; 
guardando  siempre  la  mayor  cautela,  procurando  interpre- 
tar la  ley  favorablemente  á  la  validez  de  las  actos. 

A^  Que  aunque  son  ciertas  las  citas  que  se  hace  de  los 
artículos  1742  y  1429  del  Código  de  Comercio,  estas  dispo- 
siciones están  limitadas  ademas  por  el  artículo  21  de  la  ley 
de  jurisdicción  y  del  artículo  14  título  preliminar  del  Código 
Comercial,  que  establece  que  se  pueda  fallar  por  los  princi- 
pios jenerales  del  derecho,  por  los  fundamentos  de  leyes 
análogas  y  por  las  costumbres,  sin  que  pueda  decirse  que 
el  laudo  carece  de  estos  fundamentos. 

9 

5°  Que  la  posición"  en  que  se  encuentra  un  Juez  arbitro, 
por  la  propia  naturaleza  de  la  materia  sobre  qué  versa  su 
nombramiento,  le  da  mas  amplitud  en  sus  apreciaciones  y 
mas  campo  al  arbitro  judicial  en  ausencia  de  pruebas  y  en 
los  casos  dudosos  que  puedan  ocurrir,  mayormente  tratán- 
dose de  cuestiones  de  hecho  en  que  la  ley  le  supone  una 
aptitud  especial  para  apreciarlas. 

6®  Que  el  hecho  que  aparece  fuera  de  la  discusión  es  el 
abordaje,  que  puso  en  estadp  de  innavegabilidad  al  pailebot 
y" que  reuniendo  todas  las  circunstancias  que  se  han  tenido 
en  consideración  arrojan  presunciones  precisas  y  concordan- 
tes en  favor  del  Pailebot ;  ya  por  ser  mas  pequeño,  tener 
menos  rapidez  en  los  movimientos  y  navegar  contra  la  cor- 
riente, obrando  á  su  favor  algunas  razones  de  equidad ;  y  en 
este  sentido  no  puede  decirse  que  haya  faltado  prueba,  des- 
de que  en  materia  civil  bastan  las  presunciones  concordantes 
para  proceder. 

7°  T  finalmente,  que  el  recurso  de  reducción  se  funda  en 
el  perjuicio  que  se  puede  haber  inferido  á  alguna  de  las  par- 
tes, y  que  este  perjuicio  sea  notable,  procedente  de  malicia  y 
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engaño  de  los  arbitradores  y  en  ninguno  de  los  casos  se  alega 
hallarse  el  laudo  de  que  se  trata,  ni  se  especifica  el  monto 
del  daño. — Fallo  no  haciendo  lugar  á  la  nulidad  ni  al  recurso 
de  reducción  deducidos,  con  costa.  Bepónganse  los  sellos 
7  notífiquese  con  el  original. 

Isidoro  Albarractn. 


EaUo  de  la  Saprenia  Corte. 


Buenos  Aires,  Agosto  12  de  1876. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  la 
sentencia  apelada  de  foja  trescientos  diez  y  seis;  satis- 
fechas las  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 


J.  B.  GOROSTUGA.  —  S.  H.  LASPIUR.— 
J.  DOMÍNGUEZ.  —  O.  LEGUIZAMON. 
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CAIJ8A   CII 


D.  Diego  Pérez  contra  Torres  y  Echagüe,  por  cobro  de 

impuestos  provinciales. 


Sumario. — El  caso  en  <iue  un  proveedor  de  fuerzas  nacio- 
nales es  demandado  ante  los  Tribunales  de  Froyincia  por  un 
recaudador  de  impuestos  provinciales,  cobrándole  el  corres- 
pondiente á  los  ganados  de  la  proveeduría,  no  es  de  los  que 
en  última  instancia  pueden  llevarse  á  la  Suprema  Corte  Na- 
cional, 


Caso.  —  D.  Diego  Pérez  rematador  del  impuesto  sobre  ma- 
taderos en  la  Ciudad  de  Santa  Fé,  demandó  ante  el  Juez  de 
1*  Instancia  de  la  Provincia,  á  los  Sres.  Torres  y  Echagüe, 
proveedores  de  fuerzas  nacionales,  el  derecho  y  la  multa  cor- 
respondiente á  626  cabezas  introducidas  para  la  proveeduría 
de  dichas  fuerzas,  fundando  la  demanda  en  la  ley  provincial 
de  impuesto  de  30  de  Octubre  de  1872. 

Torres  y  Echagüe  contestando,  pidieron  se  rechazara  la 
demanda  con  especial  condenación  en  costas.  Dijeron,  que 
la  ley  invocada  se  referia  á  las  haciendas  introducidas  al  ma- 
nicipio  para  el  consumo  público,  y  no  á  las  introducidas  para 
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'^  (irvnisíon  del  ejército  nacional.  Que  otra  interpretación 
vvttjuciria  á  gravar  al  Tesoro  Nacional  con  un  impuesto  ó 
cvíitribucion  provincial.  Que  si  el  alcance  de  la  ley  fuere  el 
<(^  pretende  datle  el  demandante,  esa  ley  seria  inconstitu- 

l.os  Tribunales  de  la  Provincia  condenaron  á  Torres  y 
Kohagüe  al  pago  de  lo  demandado,  y  estos  ocurrieron  ante 
U  Suprema  Corte. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Suprema  Corte  : 

Buenos  Aires,  Agosto  5  de  1876. 
•« 

Es  indudable  que  las  provincias  no  tienen  derecho  para  im- 
poner contribuciones  á  las  cosas  6  bienes  de  la  Nación,  porque 
de  lo  contrario  no  existiría  la  Soberanía  Nacional. 

Si  el  Gobierno  Jenera^l,  pues,  tuviese  ganados  propios,  y 
proveyese  por  sí  mismo  ó  sus  ajentes  á  las  fuerzas  moviliza- 
das, seria  igualmente  indudable  que  podrían  recorrer  libre- 
mente el  territorio  de  la  República,  sin  que  nadie  tuviese  el 
dereoho  de  gravarlos  con  impuestos  de  cualquier  j enero  ó 
denominación. 

La  cuestión  tiene  su  oríjen  en  otra  parte. 

El  Gobierno  hace  un  contrato  de  proveeduría  con  un  par- 
ticular, dueño  de  ganados  6  comprador  de  ellos  para  cumplir 
su  compromiso. 

Las  fuerzas  no  se  hallan  en  territorio  Nacional,  sino  en 
ol  de  una  provincia,  donde  la  ley  impone  un  gravamen 
sobre  toda  cabeza  de  ganado  que  se  introduce  para  el  consumo. 

¿Los  proveedores  espresados  deben  ser  exentos  de  ese  im- 


BE  JUSTICIA  MAGiONAL  105 

puesto,  porque  no  es  del  consumo  público  de  que  se  trata,  sino 
del  ejército  ó  fuerzas  movilizadas  ? 

¿El  destino  que  tienen  esos  ganados,  el  recargo  que  en 
definitiya  podia  sufrir  el  erario  nacional,  es  suficiente  mo- 
tivo para  dejar  de  percibir  la  provincia  los  impuestos  que  sus 
leyes  han  establecido,  sobre  cosas  sujetas  á  su  jurisdicción? 

Pienso  que  no. 

La  proveeduría  no  es  un  hecbo  como  el  de  un  Banco  Nacio- 
nal, 6  de  títulos  ematiados  del  Poder  Nacional,  6  de  estable^ 
cimientos  fundados  y  costeados  por  él  dentro  de  Ids  territo- 
tiob  provinciales. 

Bl  mismo  proveedor  no  puede  decirse  ájente  del  Gobierno 
Nacional,  sino  simplemente  un  contratante,  que  se  pi^opond 
un  lucro,  y  que  puede  lucrar  ó  perder  como  en  todo  acto  de 
comercio. 

T  btro  tanto  puede  con  el  contratista  provincial. 

NirUguno  es  ájente  autorizado,  ó  coínisionado,  sin6  el  uno 
como  el  otro  negociantes  dé  intereaes  opuestoi^,  cujfos  actoi^ 
enteramente  privados  están  sujetos  á  las  leyes  de  la  localidad 
en  que  se  ejecutan. 

Por  otra  parte,  los  tribunales  provinciales  que  juzgaron  y 
fenecieron  este  pleito,  tampqco  ban  puesto  en  duda  con  sus 
decisiones  una  ley  nacional,  que  no  existe,  eximiendo  á  los 
proveedores,  ni  autoridad  ó  comisión  ejecutada  en  nombre 
de  la  Nación,  que  están  aquellos  lejos  de  revestir. 

En  la  ley  provincial,  cuya  inteligencia  ha  sido  declarada 
por  ellos,  nada  hay  en  fin  de  repugnante  directamente  á  la 
Constitución  ó  leyes  del  Congreso,  que  autorizase  por  esta 
Corte  la  revisacion  de  sus  sentencias. 

No  es  pues  el  caso  del  recurso  concedido  por  los  artículos 
14  y  15  de  la  ley  de  1863,  y  debe  por  lo  tanto  ser  rechazado 
el  deducido  á  su  nombre. 

C.  Tejedor. 
T«  IX«  8 
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Falla  de  la  Suprema  Carfe» 

Baenos  Aires.  Agosto  12  de  1876. 

Vistos :  ÑD  hallándose  este  asunto,  coinp^endido  en  niugp- 
no  de  los  casos  que  enumera  el  artículo  catorce  de  la  ley  de 
catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  sohre 
jurisdicción  y  competencia  d^  los  Tribunales  Nacionales,  y 
en  los  que  se  autoriza  el  recurso  de  apelación  para  ante  est^ 
Suprema  Corte  de  las  sentencias  definitivas  pronunciadas  por 
los  Tribunales  Superiores  de  Provincia;  y  de  conformidad 
con  lo  espuesto  por  el  señor.  Procurador  General  en  su  pre- 
cedente yista,  no  ha  lugar  el  recurso  interpuesto.  Satisfechas 
en  consecuencia  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  archívese 
este  espediente  y  devuélvase  el  remitido  como  informe  por  el 
Superior  Tribunal  de  Justicia  de  la  Provincia  de  Santa  Fét  con 
el  correspondiente  oficio,  en  el  que  se  transcribirá  esta  senten- 
cia y  la  vista  del  seSor  Procurador  General. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GO- 
ROSTIAGA.  ^r-l.  DOMÍNGUEZ.— S«  M. 
LÁ^PlUk.  - 


I 


>•!  I.       I 
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CAUSA   CIII« 


D.  Juan  G,  Bertrán,  contra  D.  Santiago  Bengolea,  por  cobro 
de  pesos;  sobre  escepcion  de  no  contestar. 


Sumario. -^  i^  No  «ob  admisibles  en  el  juicio  ordinaiio  maa 
esoepciones  dilatorias  que  las  designadas  en  el  artículo  73  de 
la  ley  de  Procedimientos.    . 

2°  Entre  ellas  no  sq  incluye  la  de  compensación. 

3^  Las  escepciones  que  no  son  dilatorias  deben  alegarsie  al 
contestar  la  demanda. 


Caso.  —  D.  Guillermo  Bertrán,  estranjero,  demandó  ante  el 
Juez  Federal  en  Buenos  Aires  á  D.  Santiago  Bengolea,  argen- 
tino, la  suma  d^  33.894  ps.  m/^,  que  decia  adeudarle  proye- 
niente  de  un  contrato  que  habia  existido  entre  ellos  por  el 
cual  Bertrán  se  había  obligado  á  adelantar  fondos  y  correr 
con  ]a  Tenta  de  los  frutos  del  Saladero  de  Bengolea  en  San 
Nicolás  de  los  Arroyos,  bajo  el  interés  del  7  %  anual  sobre 
las  cantidades  que  le  adelantara  y  un  2  Vo  ^^  comisión  sobre 
los  frutos  que  vendiera  en  plaza. 

Corrido  traslado,  D.  Santiago  M.  Bengolea,  por  su  señor 
padre,  promovió  artículo  de  previo  pronunciaiñiento  diciendo 
que  por  el'  mismo  Jvnsgado  se  traniitaba  un  pleito  que'Ben- 
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golea  sostenía  con  Maclas  y  Montes,  proyeniente  de  un  con- 
trato de  carnes,  celebrado  por  el  consignatario  Bertrán  y  en 
que  se  cobraba  una  suma  cuyo  monto  ascendía  mas  ó  menos  al 
saldo  de  esta  demanda.  Que  ese  pleito  es  uno  de  los  legados 
perjudiciales  que  Bertrán  le  había  dejado  á  consecuencia  del 
contrato,  pleito  en  que  A  Jue«  debía  declarar  sí  Maclas  y 
Montes  estaban  ó  no  obligados  á  pagar  la  suma  que  Bengolea 
le  cobraba.  Que  en  el  caso  de  ser  absueltos  Maclas  y  Montes, 
la  responsabilidad  de  Bertrán  por  la  suma  demandada  sería 
^^eludlble,  según  los  artículos  360  y  38S  del  Cédigo  de*  Co* 
mercío.  Que  mientras  esa  cuestión  no  se  resuelva,  no  puede 
arreglar  definitivamente  sus  cuentas  con  Bertrán. 

Corrido  traslado  del  artícalo,  Bertrán  contestó:  que  él 
nada  tenia  qne  ver  en  la  cuestión  con  Macías  y  Montes  en 
que  no  era  parte.  Que  el  contrato  con  estos  fué  hecho  direc- 
tamente por  Bengolea  con  intervención  del  esponente.  Que 
su  misión  de  interventor  á  nada  lo  obliga  estando  el  contrato 
firmado  por  Bengolea  como  contratante. 

Pidió  se  rechazara  con  costas  la  articulación  deducida. 


Eiill«»  il«l  ^.aes  4e  Seeelon* 


\ 


Buenos  Aires,  Jallo  14  de  1876. 

Vistos :  en  el  incidente  promovido  por  D.  Santiago  M.  Ben- 
golea para  no  contestar  la  demanda  promovida  por  D.  Guir 
llermo  Bertrán,  hasta  que  no  se  resuelva  un  juicio  pendiente 
entre  el  demandado  y  los  $res.  Macías  y  Montes,  en  que 
Bertrán  aparece  como  comisionístfi. 

X  consíd?;rando :  1°  Que  no  son  admisibles  en  el  juíeio 
ordinaxÍQ  mas  esoepciones  qi:^e  las  dilatorias  y  de  estas  laa 
especjifii,cadas  en  el  articulo  73  de  la  Ley  de  £njuicíamientOt 


entre  las  que  no  se  enumera  la  de  compensasion  que  parece 
perseguir  la  parte  de  Bengolea,  desde  que  pretende  qne  en 
caso  de  no  pagarse  á  Macias  y  Montes,  el  demandante  Ber- 
trán seria  reconTenido  por  esa  deuda ; 

2®  Que  no  puede  tampoco  decirse  lüü^endencia  lo  que  alega 
desde  que  en  el  juicio  con  Macias  j  Montes  ni  es  parte 
Bertrán  ni  se  litiga  el  crédito  que  este  cobra ;  y  por  último 
la  acción  misma  que  se  invoca  poder  tener  que  es  subsidiaria. 

Por  estas  consideraciones  fallo,  no  haciendo  lugar  á  la  es- 
eepcion  alegada  por  la  parte  de  Bengolea  y  ordenando  en  con« 
secuencia  conteste  directamente  á  la  demanda.  Hágase  saber 
original  y  repóngaselos  sellos. 

Isidoro  Albarracin. 


Fallí»  de  1»  Saprema  Oarte. 

Buenos  Aires,  Agosto  1^  de  1876, 

Vistos  :  no  siendo  escepcion  dilatoria  la  opuesta  por  la  parte 
de  Bengolea  y  debiendo  oponerse  las  demás  al  contestar  la  de- 
manda, con  arreglo  al  artículo  setenta  y  cinco  de  la  Ley  de 
Procedimientos,  se  confirma  con  costas  el  auto  apelado  de 
foja  veinte  y  tres ;  satisfechas  las  de  la  instancia  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS. — J.  B.  GOROSTUGA. 
--J.    DOMÍNGUEZ.— S.  M.    LASPIUR. 


iiO 
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CAUSA  CIT 


El  Capitán  Bokman  de  la  barca  ^Bandrup^  contra  el  Capitán 
Hornos  del  vapor  tTromp*,  por  abordaje,  sobre  fianza  de 

arraigo. 


Sumario.  —  4**  El  juicio  lelatívo  -  á  un  ohoiiue  entre  dos 
buques  de  pabellón  estrangero,  sucedido  en  aguas  de  juris- 
dicción estraña,  y  siendo  un  puerto  estranjero  el  del  destino 
del  buque  averiado,  no  pertenece  á  los  Tribunales  de  la  Be- 
püblica. 

2^  En  ese  caso,  no  hay  contrato  ú  obligación  qme  debí^  cumn 
plirse  en  ella,  ni  hecho  ocurteído  dentro  de  so  jurisdicción»  ni 
circunstancia  alguna  que  obligue  al  Capitán  del  buque  ^que 
ha  causado  el  daño  á  seguir  un  juicio  ante  estos  Tribunales, 
ni  á  dar  fianza  por  sus  resultas. 


■•— • 


Caso. — La  barca  raéca  «Bandrup»  con  destino  á  Valpa- 
raíso chocó  en  las  aguas  de  Montevideo  con  el  vapor  estranjero 
«  Tromp»  con  destino  á  Buenos  Aires. 

El  capitán  de  la  « Bandrup :»  demando  ante  el  Juzgado  Fe- 
deral de  Buenos  Aires  al  del  vapor  c  Tromp  »  por  abordaje,  y 
pidió  que  este,  bajo  la  responsabilidad  del  Cónsul  sueco  afian- 
zara el  juicio,  embargándose  en  el  Ínterin  el  viaje  del  vapor. 


•  El  Juzgado  de  Sección  ordenó  la  fianza  de  arraigo,  y  el 
embargo  provisorio. 

£1  capitán  del  «  Tromp  »  pidió  revocatoria  del  ánto  relativo, 
apelando  m  substdium,  después  de  haber  obtenido  el  desem- 
bargó  del  buque  por  medio  de  una  fianza  provisoria. 


F»llo  del  Suem  íieceii»n«lü 


Buenos  Aires,  Febrero  8  de  1876. 

Vistos:  estos  autos  seguidos  por  D.  Cristian  Bokman,  ca- 
pitán de  la  barcal  Noruega  «BandrQp»,  contra  F.  B.  Hornos, 
capitán  del  vapor  holandés  «Tromp»  y  especialmente  el  in-^ 
cidente  sobre  revocatoria  de  un  auto,  de  embargo  y  conside- 
rando: i*'  Que  el  embarga  de  que  se  reclama,  no  ha  sido 
acordado  para  garantir  del  crédito  ó  acción  intentada,  sino 
como  un  medió  de  hacet  efectivo  el  arraigo,  á  cuyo :  hecho  no 
se  refieren  ni  pueden  referirse  los  artículos  citados  del  Gó- 
diga' 46  Comercio  1029,  1030  y- 1031  que  al  consagrar  la 
inmnmdad  del  embargo  por  ciertas  deuda»  han  tenido  en  vista 
que  los  acreedores  no  sufrieran  sino  un  retardo  temporario  6 
local  en  la  ejecución,  pero  que  no  puede  prevalecer  ni  hacerse 
servir  para  entorpecer  tal  mandato  de  los  Tribunales. 

2^  Que  el  arrjBifgo)  solioitadj}  *s^  haUab»  légllimado  tanto 
por  haber  sido  solicitado  bajo  la  responsabilidad  del  deman- 
dante, cuanto  porque  se  habían  acompañado  pruebas  feha- 
cientes del  hecho  que  motivaba  la    responsabilidad  que  se 

•     •      •  •      •  ^ 

perseguía  y  no  siendo  el  Tapor  « Tromp  >  de  la  matticula  de 
esiíe  puerto,  era  de  presumir  que  se  ausentaría  de  él,  con- 
duido  qué  hubiera et  objeto  que  lo  trajo;  y  entre  otros  casos  se 
halla  autorizado  este  procedimiento '  en  la  cansa  160  de  los 
Fallos  de  la  Supreína  Gorte,  tomo  S""  de  la  1*  serie;  desde 
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qae  el  artioiilo  65  que  allí  se  declara  no  hace  ni  pued^  hiacer 
distinción  entre  las  obligaciones  proveniente  de  coAtratOi  ó 
de  cuasi  contrato,  y  deben  por  tanto  comprenderse  nnea  á 
otros. 

3^  Que  a'nnq:tte  por  el  articulo  1029  del  Código  de  Comercio 
no  es  permitido  el  embargo  de  un  buque  en  otro  puerto  que 
no  sea  el  de  su  matricula,  si  no  es  por  crédito  que  sean  priyi- 
legiados,  el  crédito  sin  obligaciMí  que  se  persigne  es  de  esta 
categoría  desde  que  por  lo  dispuesto  en  el  título  XI,  libro  3^ 
del  Código  de  Comercio  sobre  choques  ó  abordages,  la  respon- 
sabilidad por  ese  hecbo  aun  pov  las  faltas  del  capitán  se 
entiende  al  buque  mismo. 

4^  Que  si  bien  es  cierto  que  en  el  artículo  1020  se  hace  una 
enumeración  de  créditos  privilegiados  contra  el  buque  y  no  se 
menciona  el  que  provenga  de  abordage,  no  lo  es  menos  que 
esa  enumeración  es  de  créditos  privilegiados  en  el  caso  de^ 
venta;,  como  lo  dice  espresamente,  y  no  incluye  todos  los  que 
se  contraen  por  el  buque  con  motivo  de  la  espedicion. 

Por  estas  consideraciones  fallo,  no  haciendo  lugar  á  la  re- 
vocatorm-  solicitada  y  comsidero  lai  apelación  interpuesta  en 
relacíoB.    Bépongánse  los  sellos  j  notifiquese  con  el  original. 

Isidoro  Albarracin. 


•  '    '  '  ',  •     ' 

Baenos  Aires,  Agosto  12  de  187B. 

• 

Vistos :  y  considerando  que  el  juicio  iniciado  procede  de 
un  cho.que-  entre  el  vapor  c  Tromp  »  y .  la  barca  « Bandxup » 
amboa  de  pabeUon  estrangero :  que  el  hecho  tuvo  lugar  fuera 
déla  juiisdicoion  argantina*  qua  el  baquía  aviado  arribó,  en* 
segmda  al  puerto  de  Montevideoí  y  allí  formalizó  el  capitán 
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SU  protesta  S  hi20  practicar  el  reconocimiento  de  las  averias 
safridas :  que  el  puerto  de  su  destino  era  el  de  Yalpaiaiso ;  j 
que  por  consiguiente,  no  haj  contrato  ú  obligación  que  deba 
cumplirse  en  la  Kepública  ni  hecho  ocurrido  dentro  de  su 
jurisdicción,  ni  circunstancia  ninguna  que  obligue  al  capitán 
del  Tramp  á  seguir  un  juicio  ante  estos  Tribunales  y  darJSanza 
de  arraigo  para  sus  resultas,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja 
cuarenta,  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvanse. 

JOSÉ  BARROS   PAZOS.— I .    B.  G0R06T1A* 
GA.  — J.  DOMÍNGUEZ. — 8.  M.  LASPIUR. 


CAIJ8A    CT. 


D.  José  Barrís  contra  D.  Ladislao  Martines,  sobre  cobro  de 

pesos. 


Sumario.  —  i^  Convenida  la  construcción  de  un  edificio 
por  un  precio  separado  para  cada  uno  de  los  detalles  del  tra- 
bajo, y  establecido  el  pago  por  terceras  partes,  delÁendo  la  se- 
gunda cuota  ser  pagada  al  reoibirse  el  propietario  del  edificio, 
concluido  á  satisfacción,  con  arregló  á  la  medición  y  conforme 

T.  IX.  9 


ÍÍ4  FALL09  Dfi.IA   SUPUiBlli  C^RTE 

puesto  poi:  el^iiquitecto ;  el  hecho  del  pago  4ela  segunda  cuota 
hace  presumir  que  ^1  constructor  ha  cumplido  eqn  su  ohliga- 
i^ioü  y  que  se  ha  yeriñcaido  la  pré?i^  medición  de],  arquitecto. 

2^  Esta  presunción  sq  robustece  por  el  hecho  de  existir  al 
pié  de  la  cuenta  del  constructor  el  conforme  del  arquitecto,  y 
de  hallarse  el  propietario  en  posesión  de  la  casa* 

3""  La  declaración  posterior  y  singijilar  4el  ^rquit/Bcto  de  que 
el  constructor  le  instó  coi^  tenacidad  para. que  pusiera  el  con- 
forme  á  la  cuenta,  no  basta  para  probar  que  dicho  confornaie 
fu¿  obtenido  con  enganp«  ipáxime  cuando  el  mismo  arquitecto 
declara  q\ie  la  medición. fué  realmente  hecha,  y  no  se  prueba 
que  no  sea  exacto  el  resultado  de  ella,  que  presenta  la  cuenta. 

4°  Dados  estos  hechos,  y  no  justificándose  que  el  propieta- 
rio haya  hecho  reserva  alguna  al  pagar  las  dos  primeras  cuotas, 
el  constructor  tiene  el  derecho  de  exigir  el  pago  déla  tercera 
en  el  tiempo  establecido  para  él. 


Caso.  —  El  caso  se  halla  esplicado  en  el  siguiente 


Fallí»   del  Jaem  Seeelonal 


Buenos  Aires,  Mano  4  de  1876. 

Y  vistos :  Estos  autos  iniciados  por  demanda  ordinaria  por 
la  parte  de  D.  José  Barris  contra  D.  Ladislao  Martínez  por 
cobro  de  cantidad  de  pesos  procedente  de  construcción  de  una 
casa  hecha  por  el  demandante,  en  virtud  de  un  contrato  cele- 
brado coft  el  demandado,  y  resultando:  IP  Que  la  demanda 
del  actor  se  funda  en  quov  habiéndose  convenido  pg^r  el  contrato 
de  f  Ji  la  oMstruecion  de  un  edificio,  asignindpse  precio  sepa- 
rado por  cada  uno  de  los  detalles,  del  trabajo;  por  lo  qae  el 
precio  total  debia  resultar  de  la  medición  y  conforme  del  arqui- 
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tacto  nombrado  por  D.  Ladislao  Martínez,  se  ejecntó  todo  de 
acuerdo  por  el  maestro  Barris,  procediendo  en  seguida  á  la  me- 
dicion  é  ir^ispecdon  de  los  trabajos  con  interrencion  del  arqui- 
tecto D.  Garlos  l^ilberg,  ascendiendo  su  importe  á  la  cantidad 
de  ciento  ochenta  y  tres  mil  ciento  setenta  y  cinco  pesos  mo- 
neda corriente,  segnii  todo  consta  del  detalle  de  la  cuenta  de 
f.  3  y  conforme  al  pié  del  arquitecto ;  2*  Que'  á  cuenta  de  este 
importe  entregó  Martínez  ochenta  y  ocho  mil  pesos,  qne  repre- 
sentan prósitoamente  las  dos  terceras  partes  con  deducción  del 
quince  por  ciento,  que  debian  formar  las  dos  primeras  entregas 
que;  según  lo  estipulado  en  el  referido  contrato,  debian  tener 
lagar,  la  prrimera  después  de  techado  el  edificio  y  la  segunda 
despnesí  de  concluido  el  trabajo ;  8^  Que  la  tercera  entrega, 
que  le  formaba  la  última  tercera  parte  acrecida  por  el  quince 
por  cielito,  deducido  de.las*  anteriores,  debia  entregarse  cuatro 
meses  después,  de  la  precedente,  cuya  entrega,  importante  no- 
venta y  cinco  mil  ciento  setenta  y  cinco  pesos,  se  negó  á  hacerla 
el  demandado ;  4°  Que  el  demandado,  en  su  contestación,  sin 
rechazar  los  hechos  asererados  por  la  demanda,  dedujo  las  es- 
cepoiones  de  plus  petition  y  de  dolo,  fundando  esta  última  en 
el  hecho  de  haber  Banris  obtenido  con  engaño  el  conforme  del 
arquitecto  que  se  encuentra  al  pié  del  documento  de  f .  3  ;  y 
5^  Que  recibida  la  causa  á  prueba  sobre  el  puntó  espresado  en 
el  auto  de  f .  33  vta.  se  ha  presentado  por  el  demandado  la  carta 
de  f .  35,  con  la  declaración  del  arquitecto  de  f .  4Í  vf a,  y  las 
posidones  fs.  7S,  y  por  el  actor  las  posiciones  de  fs.  52  vta 
y  57  vta,  reconocimiento  caligráfico  de  fs.  66. 

¥  considerando:  i°  Que,  según  el  artículo  19  del  contrato 
de  fs.  1,  los  pagos  debian  hacerse  por  terceras  partes,  exigién- 
dose la  medición  y  conforme  del  arquitecto  para  las  dos  pri- 
meras entregas,  por  cuanto  estas  debian  tener  Ingar  la  pri- 
mera ai  concluir  los  techos  del  edificio,  y  la  segunda  al  dejar 
teiimirtttda  la.  obra  y  recibido  de  ella  el  propietario,  no  estable-' 
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ciéndose  esta  circunstancia  ni  ninguna  otra  respecto  &  la  ter- 
cera entrega;  por  cuanto,  debiendo  tener  lugar  cuatro  n^eses 
después  de  recibida  la  obra,  no  era  necesario  ningún  requisito, 
habiendo  precedido  ya  la  entrega  y  recibo*  del  propietario  y 
conforme  de  este  y  del  arquitecto  ;  2^  Que  el  hecho  asevetado 
en  la  demanda  y  no  contradicho  por  el  demandado,  de  haberse 
entregado  y  recibido  por  cuenta  de  esta  obra  ochenta  y  ocho 
mil  pesos,  que  forman  próximamente  1^  dos  terceras  partes, 
con  la  deducción  del  quince  por  ciento  de  las  primeras  entre- 
gas, hace  presumir  con  mucho  fundamento  que  á  estas  entregas 
ha  debido  preceder  la  medición  y  conforme  del  propietario  y 
arquitecto,  por  ser  así  estipulado  el  artículo  19  del  contrato  ; 
3**  Que  el  conforme  que  tiene  al  pié  el  documento  de  fs.  3  prueba 
evidentemente  que  se  ha  yeriñcado  esta  operación,  estando 
constatado  por  la  diligencia  de  f .  66  y  establecido  en  las  po- 
siciones de  fs.  75  que  la  firma  es  auténtica  de  D.  Garlos  Kil- 
berg,  y  consentido  por  el  demandado  que  este  fué  el  arqui- 
tecto designado  para  el  efecto ;  4^  Que  las  escepciones  deduci- 
das por  el  demandado,  la  de  plus  petition  no  ha  sido  debida- 
mente establecido  en  que  consiste,  sino  como  una  consecuencia 
de  la  de  dolo,  que  según  el  demandado  consiste  en  haber 
obtenido  Barris  con  maquinaciones  y  engaños  el  conforme 
del  arquitecto;  5^  Que  en  cuanto  á  esta  última,  no  ha  sido 
suficientemente  probada,  ni  bastarian  para  fundarla  los  he- 
chos que  se  aseveran;  es  insuficiente  la  prueba,  pues  solo 
consiste  en  la  declaración  singular  de  D.  Carlos  Kilberg ;  y, 
aun  siendo  ciertos  los  hechos  aseverados,  de  ella  solo  resultaría 
que  Barris  instó  con  tenacidad  para  que  pusiese  su  conforme 
el  arquitecto,  y  que  este  cedió  al  fin  á  sus  instancias  sin 
engaño  alguno,  pues  en  la  misma  carta  de  f*  35  se  esta- 
blece que  la  medición  tuvo  lugar  efectivamente  y  no  era  con- 
dición del  contrato  ni  podrá  serlo,  que  el  propietario  manifes*' 
tare  su  conformidad  con  el  resultado  de  la  medición ;  y  6^  Que 
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aun  establecida  la  existencia  del  dolo  eu  cnanto  al  conforme  de 
f.  3,  seria  solamente  incidental  y  ningnn  perjuicio  le  habria 
ocasionado  al  demandado,  desde  que  este  en  ninguna  parte  del 
juicio  ha  sostenido  que  el  resultado  de  la  medición  que  pre- 
senta la  cuenta  de  fs.  3  no  sea  excato. 

Fot  estos  fundamentos,  fallo  declarando  que  el  actor  D.  José 
Barris  ha  probado  su  acción,  no  habiéndolo  hecho  el  deman- 
dado D.  Ladislao  Martínez  con  las  escepciones ;  en  su  conse- 
cuencia condénase  á  este  último  al  pago  de  la  cantidad  deman- 
dada de  noventa  y '  cinco  mil  ciento  setenta  y  cinco  pesos, 
intereses  al  seis  por  ciento  desde  la  fecha  de  la  demanda  ordi- 
naria, los  que  se  liquidarán  por  el  actuario,  y  costas  del  juicio, 
cuyo  pago  deberá  yerificar  en  el  término  de  diez  días  á  contar 
desde  el  de  la  notificación.  Hágase  saber  y  repónganse  los 

sellos. 

Andrés  Ugarríza. 

Fallo  de  1»  flapreni»  Corte 

Buenos  Aires,  Agosto  19  de  1876. 

Vistos:  No  habiéndose  presentado  los  recibos  mandados 
exhibir,  ni  justificádose  que  el  demandado  haya  hecho  re- 
serva alguna  al  verificar  el  primero  y  segundo  pago,  y  estandq 
por  el  contrarío  establecido  en  el  contrato  que  la  entrega  de 
estas  dos  primeras  cantidades  será  con  una  orden  del  arqui- 
tecto que  esprese  estar  el  trabajo  concluido  y  á  satisfacción, 
por  estos  knotivos  y  por  los  fundamentos  del  auto  apelado  de 
foja  noventa  y  cuatro,  se  confirma  este  6on  costas  y  satisfe- 
chas,  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 


iOS¿  BARROS  PAZOS.— J.  B.. GOROSTIAGA. 
—  J.   DOMDiaUSZ.  --S.   H.  LASPfim. 


418  FALLW  DB  hk  nWSMk   CORTE 


CAUSA    €VI 


Sivori  y  Schiaffino,  D.  Adolfo  Modet  y  D,  J.  de  Boer  contra 
el  Capitán  Drapaniotis  de  la  barca  griega  tTaxiarchis^^ 
sobre  preferencia  de  c^rédito  y  adhesión  á  la  apelaóion. 


Sumario. -r—i^  La  apelación  interpuesta  por  un  acreedor  de 
la  parte  de  la  sentencia  de  grados  que  no  afecta  á  otro  acreedor, 
no  da  á  este  el  derecho  para  adherirse  á  aquella. 

2°  La  adhesión  á  la  apelación  tiene  lugar  cuando  el  recurso 
deducido  afecta  al  derecho  que  la  sentencia  acuerda  al  que 
intenta  adherirse. 

3*"  El  contrato  de  préstamo  á  la  gruesa  es  nulo  como  tal, 
si  recae  sobre  fletes  no  devengados ;  y  por  consiguiente  no 
puede  impedir  la  compensación  que  se  opera  entre  la  deuda 
del  flete  y  los  créditos  líquidos  y  reconocidos  del  deudor  del 
mismo. 


Co^o.— Llegada á  Buenos  Aires  la  barca  griega  tTaxiarckis^f 
se  iniciaron  contra  su  capitán  Drapaniotis  varios  j  aicios*  Uno 
por  Sivori  y  Schiaffino,  por  la  Caja  Marítinm  de  Qénova,  por 
préstamo  á  la  gruesa  sobre  los  fletes  de  Marsella  á  este  puerto; 
otro  por  D.  J.  de  Boer  por  la  Seoiedad  Helénica  el  «  Fénix  » 
peí  pfféstamo  á  la  groeaa  «obze  buque  y  flete ;  otro  por  D. 
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Adolfo  Modet,  por  piéstamo.á  la  gruesa  sobte  el  buque,  ade-* 
lautos  sobre  «1  flete,  etc.,  y  otro  por  la  tripnlaciou  sobre  Sja- 
lar  ios. 

Los  acreedores  conviuierou  en  la  venta  del  buque,  y  ibu  el, 
pago  de  los  salarios  y  algunos  gastos,  con  preferencia. 

En  seguida  reconocieron  recípirocamente  los  créditos  que 
gestionaban,  y  seguido  el  juicio  sobre  su  preferencia  y  gra- 
duación, se  dictó  el  siguiente : 


F»ll#  del  ilaem  8ec^l#iii»l* 


Buenos  Aires,  Noviembre  19  de  1875. 

$        I 

Vistos:  estos  autos  seguidos  contra  elCapite^n  Drapaniotis. 
de  la  barca  griega  «  Tatiarehis  »,  6  su  precio  de  venta  y  flete 
por  los  Sres.  Sivori  y  Schiaffino,'  pot  la  Caja  Marítima  de 
Genova ;  J.  de  Beér,  por  la  Compañia  griega  <  La  Fénix  »  y 
D.  Adolfo  Modet,  y  de  que  resulta : 

i^  Que  iniciadas  ejecuciones  por  letras  á  la  gruesa  sobre 
el  buque  mencionado  se  convino  en  reunión  de  los  acreedores 
con  el  capitán,  proceder  i  su  venta  (f.  11  vta.  del  espediente 
de  Setaiafñno  con  Drapaniotis  acompañado)  y  depositar  eu  iiU'- 
porte  á  las  resultas  del  juicio  de  prefeten(^ia  sobre  los  or.é>- 
ditos  que  cada  uno  hacia  valer  y  que  habían  sido  reconocidos 
por  el  capitán. 

2°  Que  convenidos  los  ocurrentes  en  que  con  el  precio  de 
venta  se  pagara  al  capitán  y  tripulación  sus  sueWos  y. algunos 
gastos  hecdios  por  el  buqueen  esta  rada,  y  oovooados  á  nueva 
reunión,'  acordaron  á  f.  133  que  se  tuvieran  por  legítimos  los 
créditos  qioe  se  cobran  por  Sivori  y  Schialfino  á  f»  1  de  su^i 
respectivos  espedientes. 

3^  Que  dednciéndos^  nuevas  reolaituiciones  ;por  otros  <^é^ 
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ditos  poT  el  Sr.  Modet,  se  falló  en  definitÍTa  no  haoiénAose 
lugar  al  reconocimiento  qne  solicitaba,  y  consentida  esta  j 
habiendo  alegado  las  partes  sus  respectivas  preferencias,  se 
han  llamado  autos  para  definitiva. 

4^  Que  el  crédito  reconocido  á  favor  de  la  Compañía  «Fénii» 
lo  constitnje  un  préstamo  á  la  gruesa,  fechado  en  Atenas 
á  9  de  Mayo  de  1872,  sobre  el  buque,  por  8896  francos,  5T 
céntimos ;  los  que  se  reclaman  por  el  Sr.  Schiaf fino,  soa 
dos  letras  á  la  gruesa  sobre  el  flete,  de  10  y  13  de  Setiembre 
de  1873,  en  Marsella,  inportando  9600  francos  la  primera, 
y  5000  la  segunda,  y  los  que  redama  el  Sr.  Modet  lo  cons- 
tituyen tres  letras,  una  á  la  gruesa  sobre  el  casco  del  buque 
de  28  de  Noviembre  de  1873  por  20.000  francos,  y  las  otras 
dos  de  fecha  26  y  28  por  valores  tomados  para  reparar  y  apro-^ 
visionar  el  buque  por  valor  de  2110  francos  la  primera  y 
de  2380  la  segunda  con  mas  la  cuenta  de  f.  1,  que  comprende 
las  siguientes  partidas:  1*,  10,750  francos  por  adelantos  sobre • 
el  flete ;  2*,  3000  francos  por  indemnizaei<m  de  perjuicios 
acordados  al  fletante;  3*,  6400  francos  mandados  pagar  al 
fletante  por  el  Tribunal  de  Comercio  de  Marsella,  por  senten- 
cia confirmada  por  el  Tribunal  de  Asis;  4*,  580  francos, 
comisión  de  corretaje  de  2  Vo  sobre  el  flete  que  correspondía 
pagar  al  capitán  por  el  fletamento ;  5*",  601  francos  y  50  cén- 
timos por  costas  judiciales  pagadas  por  cuenta  del  buque ; 
6',  965  francos,  gastos  por  estivar  el  buque  en  Marsella. 

Y  considerando :  1®  Que  reconocida  la  legitimidad  de  los 
créditos  especificados  en  el  anterior  considerando,  tanto  por 
el  capitán  como  por  los  terceros,  que  se  presentan  oomo 
acreedores  al  valor*  de  venta  del  buque  y  al  del  flete,  no  pueden 
hacerse  observaciones  á  su  contenido  y  forma,  que  afecten  á* 
su  validez ;  y  mucho  menos  cuando  entre  estas  obUgatíones 
no  los  hay  que  importen  una  nulidad  absoluta  de  orden  pú^^ 
blico,  Binó  nulidades  relativas  que  pueden  y  han  sido  sub« 
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sanadas  por  la  ratifíoacion  del  reconocimiento  prostado,  y  por 
tanto  los  créditos -qne  se  persignen  tiei^enque  ser  apreciados 
en  la  forma  y  condiciones  con  qne  han  sido  presentados  ; 

2°  Qne  los  créditos  •  presentados,  nnos.  tienen  por  garantía 
el  bnqne  y  otros  el  f  ete,  y  por  tanto  nn  privilegio  especial 
sobre  cada  uno  de  estos  objetos  separadamente  (inciso  1^  del 
artlcnlo  109B  é  inciso  2^  del  artícnlo  i 309,  Código  de  Comercio), 
y  debe  por  tanto  establécese  dos  órdenes  de  preferencia. 

3^  Qne  cononrriendo  como  en  el  caso  ocnrrente,  varios  prés- 
tamos i  la  gmesa  sobre  el  bnqne,  deben  ser  preferidos  los 
últimos  en  fecha  sobre  los  primeros,  como  gastos  refaccio- 
narios ó  de  conservación,  sin  los  cuales  no  existirian  los 
primeros  (artículo  1306  del  Código  de  Comercio),  y  por  tanto 
los  que  se  contrajeron  para  el  último  viaje  á  este  puerto  desde 
Marsella  deben  preferirse  sobre  los  que.  contrajo,  el  <  Tasiar- 
chis»  hasta  Marsella,  con  mas  razón  cuanto  que  se  hallaba 
vencido  el  término  del  préstamo  anterior. 

4*  Qne  concurriendo  préstamos  á  la  gruesa  con  gastos  para 
apírovisionamientos  y  reparaciones  del  buque,  d^ben  ser  pre- 
feridos estos  sobre  aquellos  (articulo  1618,  inciso  7^,  Código 
de  Comercio),  en  la  forma  y  modo  prescritos  en  el  artículo  fOSI 
del  mismo  Código;  y  en  estas  categorías  deben  comprenderse  las 
letras  de  Modet,  fs..  2  y  3,  de  las  que  debe  responder  el  buque 
ó  su  precio  encaso  de  venta  (artículo  1025  del  Código  de. 
Comercio)  con  la  sola  escepcion  de  las  costas  judiciales  que 
se  prefieren  á  las  anteriores ; 

5^  Que  operándose  la  compensación  por  ministerio  de  la  ley, 
tafi  luego  como  la  demanda  y  la  acreencia  co*existen  entre 
las  mismas  personas  y  habiendo  reunidos  en .  los  réditos  de 
Modet  por  adelantéis  de  fletes  ( 1*  partida  de  su  cuenta )  y 
peor  indemnización  al  fletante  ( 2*  partida  de  lá  misma )  y  la 
tercera  y  quinta  del  mismo  origen,  las  condiciones  prescritas 
por  el  arttonlo  069  del  Código  de  ComtBtdó,  el  importe; del 
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fleté  para  los  efectos  de  las  preferenoias,  debe  estimarse  con 
dedticcion  de  esas  partidas  que  producen  la  dismiiuieion  del 
flete  en  tanto  como  es  su  monto,  sin  que  pueda  oponerse  que 
la  compensación  no  puede  verificarse  en  perjuicio  del  tercero 
que  haya  hecho  préstamos  á  la  gruesa  sobre  el  flete,  tuto  por- 
que el  Código  de  Comercio  (artículo  908)  solo  di  efecto  ala 
compensación  que  se  hace  contra  los  derechos  adquiridos,  7  no 
lo  es  el  del  prestamista  á  la  gruesa  sobre  el  fletey  sino  una  vez 
que  han  cesado  los  riesgos,  7  los  créditos  son  anteriores  á  la 
llegada  del  <  Taxiarchis  »  ;  cuanto  porquo  la  estípuliacion  de 
no  tomar  mas  préstamos  ni  disminuir  el  importe  del  flete  á 
qué  se  reflere  Schiaffino,  obligan  al  tomador  á  responder  per- 
sonalmente, pero  no  puedan  menoscabar  los  derechos  del 
tercero,  que  lejítimamente  podía  pagar  lo  que  debia. 

Por  estas  consideraciones,  fallo:  I**  Que  del  precio  de  venta 
del  buque,  deducidos  los  pagos  hechos,  se  han  de  pagar  primero 
los  gastos  judiciales;  9^  Las  letras  de  Modet  por  valor  de  dos  mil 
ciento  diez  7  dos  mil  trescientos  ochenta  francos  de  su  espe- 
diente ;  3^  La  de  veinte  mil  del  mismo ;  4°  La  de  Boer  por 
la  Compañía  « Fénix  >  por  ocho  mü  novedeníos  veinte  y  ocho 
francos  y  cincuenta  y  siete  céntimos ;  5^  Las  partidas  cuarta 
7  sesta  de  la  cuenta  de  Modet,  por  gastos  de  estiva  7  eómi* 
sion  de  corretaje :  7  del  importe  del  flete,  deducida  l4  eom^ 
pensacion  en  la  forma  que  se  contiene  en  el  quinto  conside- 
rando han  de  ser  pagados  al  Sr.  Schiaffino  j[>or  la  caja  ma- 
rítima de  Genova;  7  para  su  liquidación^  cohsentida  6  no 
recurrida  que  fuera  la  presente,  comparezcan  á  nombrar  el 
contador  ó  contadores.  Hágase  saber  con  el  original  7  repon* 

ganso  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin. 

Sivori  7  Schiaffino  apelaron  de  la  parte  de  la  aeiiteneia  que 
admite  la  compensación  de  la  deuda  del  flete  á  favor  de  Modet 
por  las  partidas*  2%  S^  7  5^  de  su  cuenta,  por  no  importar  crór 


*  » 
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ditos  tan  pñvilegiados,  como  lo  es  sobre  el  flete  el  préstamo 
i  la  gruesa,  j  porque  la  compensación  no  puede  realrsaisé  ea 
perjuicio  de  un  crédito  de  privilegio  y  entre  créditcis  j  dendrá 
qne  no  sean  de  igual  natosaleza. 

Tramitadla  la  apelación.  D.  J.  de  Boer  se  adhirió  i  ella, 
sosteniendo  que  el  crédito  del  «Fénix»  debia  ser  «cu  primero 
sobre  el  buque  y  flete. 

Loa  demás  interesados  objetaron. al  derecho  de  Boer  para 
adherirse  á  la  apelación,  y  negaron  s«s  pretensiones. 

Modet  sostuvo  la  justicia  de  la  $entenffla  ¡apelada. 

Fallo  de  la  Soprenia  Corte 

m 

Buenos  .Aires,  Agosto  22  de  1876. 
Vistos  ¿  cpjisiderando  que  l{i  presente  cuestión  de  prefe^ 
rencia  de  créditos,  ha  tenido  lugar  «ntre  Don  Adpifo  Modet, 
J.  de  Bo.er  en  representación  de^  la  componía  heiLénáca  de 
seguros  «El- Fénix»,  y  Sivori  y  Sc^iaffino  á  nombre  déla 
€  Caja  Ma;rítima  de  Oé^ioya»,  teniendo  por  base  el  reconoci- 
miento, de  los  créditos  respectivos»  hecho  en  el  juicio  verbal 
de  foja  ciento  treiat«^  y  cuatro ;.  qi^  .este  pleito  fué  faUadyO  por 
la  sentejdcia  de  foja  doscientos  cincuenta  y  opatro,  estable** 
deudoso  en  ^Ua  cuáles  créditos  y  e,n  qué  .orden  y  grado  debían 
ser  pagadios  con  el  precio  de  la  barca  gr^ga  <  Tai,iarchis  »  y 
cuáIqs  con  el  importe  del  fliete  ganado  por  dicho,  buque  en  su 
viaje  de  Mar^eÚa  á  este  puerto ;  que  esa  sentencia,  fué  apelada 
solamente  por  la  parte  d^  Sivori  y  Schiaffino,  en  cuanto  á. 
la  distribución .  que  hac^  del  flete^  es  decir,  en  cuanto  admitor 
la  epmpensacion  de  las  partidas  segunda,  tercera  y  quiptfi  de 
la  cuenta  de  Modet,  con  lo  que  por  flete  adeuda  este  como 
consignataria  del  <  Taxiarchis  » ;  qnie  la  primera  parte,  en  que 
se  halla  comprendido  el  crédito  de  la  Compañía  «£1.  fénix».,, 
ha  sido  espresamente  consentida  por  Sivori  y  Schiaffino  y 
por  Modef;.y,  ^o,ha  sido  apelada „eA  tiempo  por  el  represen- 
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tante  de  la  compañía;  qaeno  habiendo  comunidad  ninguna 
de  interés  entre  esta  y  la  « Caja  Marítima  de  Genova »  y 
siendo  limitada  la  apelación  interpuesta  por  la  última  á  la 
parte  de  la  sentencia  que  no  se  refiere  á  la  espresada  Com- 
pañía, no  puede  aprovecharle  esa  apelación,  según  las  reglas 
establecidas  por  la  ley  Cinco,  título  veinte  y  dos,  partida 
tercera ;  que  la  adhesión  no  tiene  lugar  sino  cuando  el  recurso 
deducido  afecta  al  derecho  que  la  sentencia  acuerda  al  que 
intenta  adherirse,  lo  que  no  sucede  en  este  caso ;  y  por  con- 
siguiente, debe  la  resolución  tenerse  por  firme  á  su  respecto, 
y  contraerse  el  fallo  de  la  Corte  á  los  puntos  designados  en 
el  recurso  de  Sivori  y  Schiaffino :  Considerando  á  este  res- 
pecto, que  reconocidos  como  han  sido  con  la  cuenta  de  Modet 
las  partidas  seguiída,  tercera  y  quinta  por  gastos  judiciales 
y  por  indemnizaciones  acordadas  al  cargador  por  los  Tribunales 
de  Marsellas,  reúnen  las  condiciones  necesarias  para  ser  com- 
pensadas con  el  flete,  compensación  que  tiene  lugar  aún  en 
caso  de  quiebra,  según  el  artículo  mil  quinientos  cuarenta  y 
cinco,  con  arreglo  á  los  artículos  novecientos  cincuenta  y  nueve 
y  novecientos  sesenta  del  Códiigo  de  Comercio  ;  que  á  esto  no 
puede  obstar  el  crédito  de  la  Caja  Marítima  de  Oénova,  .  por- 
que aún  cuando  se  le  considere  como  un  préstamo  á  la  gruesa 
en  virtud  dé  sus  cláusulas,  este  contrato  es  nulo  como  tal, 
siempre  que  recae  sobre  fletes  no  devengados,  y  queda  redu- 
cido á  un  préstamo  ordinario,  según  el  artículo  mil  trescientos 
once,  á  cuya  terminante  disposición  debe  subordinarse  la  in- 
teligencia del  artículo  mil  trescientos  nueve  y  demás  que  se 
refieren  á  los  fletes ;  por  estos  fundamentos,  se  confiíma  con 
costas  la  sentencia  de  fojas  doscientos  cincuenta  y  cuatro  en 

m 

la  parte*  apelada  ;  satisfechas  las  de  la  instancia  y  respuestos 
los  sell(»,  devuélvanse. 

JOSÉBARROS  PAZOS.— J.  B.  GOROSTIAGA.— 
J.  DOMIKGUEI  —  S.H.  LASPiUR. 
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CAVSA     CTII. 


D.  Vtctariano  Gallo,  contra  D.  Bernardo  Perona,  sobre 

cumplimiento  de  un  contrato. 


Sumario.  —  El  vendedor  debe  entregar  fd  comprador  )a 
mercancía  que  le  ha  vendido  según  los  término^  del  oonr 
trato,  y  el  interés  dejl  dinero  que  haya^  pagado  por  él  con 
motivo  del  contrato  desde  el  dia  del  pago  hasta .  el  de  Ja 
completa  entrega  de  la  mercadería. 


£1  caso  está  prolijamente  relacíoando  en  el  siguiente 


Fiill#  del  Jaes  S^eeisni»! 


San  Juan,  Marzo  16  de  1876. 

Vistos:  entre  D.  Victoriano  Gallo  y  D.  Bernardo*  F«Tona, 
demandando  el  primero  al  segando  el  cumplimiento  de  un 
contrato  de  compra  trigos  celebrado  entre  ambos  con  fecha  3  de 
Diciembre  del  año  de  i874,  que  corre  á  f.  1  delo^autos;  con 
lo  alegado  y  probado  por  las  partes,  y  considerando  por  su 
mérito: 
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1®  Que  Gallo  demanda  á  Perdna  el  camplimiento  de  sn  obli- 
gación contraída  en  el  contrato  de  f .  1 ,  de  entregar  en  la  era 
en  Caucóte  hasta  el  i  5  de  Abril  del  año  próximo  pasado  la 
cantidad  de  578  fanegas  de  trigo,  buena  clase,  limpio  y  sin 
llovido;  &  razón  de  3  pesos  fanega,  lo  cual  no  ha  cumplido 
Ferona  hasta  la  feohü  áe  1»  demanda  que  fué  el  15  de  Oc- 
tubre del  año  próximo  pasado,  no  obstante  haber  recibido 
anticipadamente  la  cantidad  de  i  734  $,  que  se  espresa  en 
el  documento  de  f.  2  que  tiene  la  fecha  del  30  de  Diciembre 
del .  año  anterior,  el  cual,  siendo  afianzado  por  Gallo,  fué 
pagado  7  cancelado  por  él  en  30  de  Abril  del  año  pasado, 
según  consta  en  la  nota  del  Gerente  de  dicho  Banco,  pues 
está  en  el  mismo  pagaré. 

En  cuya  virtud  el  actor  Gallo  pide  que  el  demandado  le 
entregue  em  un  término  breve  las  fanegas  de  trigo,  que  le 
tisne  cómpradaá  ó  bien  su  importe  al  precio  corriente  en  plaza, 
á  menos  que  se  le  autorice  á  emplearlo  de  su  cuenta,  y  ademas 
le^  indemnioe  de  los  daños  y  perjuicios  orijinados,  con  los  inte- 
reses devengados  del  dinero  que  pagó  por  él  al  Banco  de  Cuyo 
y  las  costas  del  juicio. 

2^  Ferona  contestando  á  la  demanda  espone,  que  esta  es 
maliciosa,  pues  ha  entregado  á  Gallo  por  cuenta  del  contrato 
de  f....  5)10  fanegas ie  trigo,  según  constado  recibos  que  posee, 
no  presentándolo!  •  enr  él  momeate  por  -  hiAersele  perdido, 
cuando  fué  á  casa  de  Gallo  dispuesto  á  hacer  el  arreglo  de 
sus  cuentas,  y  que  en  cuanto  á  las  8  fanegas  que  faltan, 
existan  en  su  poder  y  prontas  á  entregarse  en  el  momento 
que  Gallo*  mande  por>  ellas,  como  t&mbien  los  intereses  del 
dinero  tomado  del  Banco,  los  cuales  se  oompütirrán  desde 
el  aO  dé  Diciembre  del  afio  «874^  hasta  el  i  5  de'  Abril  del 
año  entiante^  en  que  Gallo  tenia  recibido  todo  el  trigo-  qué 
le-  cubrav 

3^    Que  abierta  la  causa  á  prueba  sobre  los  hechos  pe)r^ 
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tin^ntes  y.  contradichos,  las  partes,  haa  producido  las  que 
corren  en  los  antos,  y  de  las  que  constan,  los  hechos  si- 
guientes: 1"^  Que  antes  déla  celebración  del  Qontrato  de  f.  i 
existia  un  otro  contrato  anterior^  celebrado  entre  las  partes 
sobre  compra-venta  de  trigo  con  fecha  25  de  Octubre  del 
año  1874,  el  cual  corre  á  f .  64,  y  por  el  que  consta  que  Pe- 
rona  re<»bi6  de  Gallo  diversas  partidas,  375  $  por  cuenta  de 
trigos,  que  á  razón  de  3  pesos  fanega  debía  entregarle  Pe-» 
roña  en  el  plazo  de  cuatro  meses  ó  sea  el  25  de  Febrero 
de  1875  y  con  el  interés  de  1  Vf  Vo  mensualf  en  el  caso 
de  no  entregiar  el  trigo  al  Yencimiento;  2^  Que  Perona  ha 
liecho  entrega  á  Gallo  de  tres  partidas  de  trigo,  las  dos 
primeras  el  1 9  de  Marzo  del  año  pasado  de  96  fanegas  cada 
una^  y  la  tercera  el  23  del  mismo  mes,  de  40  fanegas^  cona-^ 
tando  las  primeras  de  los  recibos  corrientes  á  fs.  54  y  55, 
reconocidbs  por  Gallo,  y  la  última  de  las  declaraciones  con* 
testes  desde  f.  39  vuelta  hasta  43,  que  destruyen  el  conte- 
nido del  recibo  de  f .  56,  negado  por  el  actor,  el  cual  aparece 
claramente  falsificado  en  cuanto  al  número  de  fanegas  que 
espresa;  3®  Que  estas  partidas  de  trigo  han  sido  entregadas 
por  cuenta  de  ambos  contratos,  según  lo  confiesa  el  mismo 
Perona  contestando  á  Ift  primera  pregunta  de  las  posiciones 
^bsueltas  por  él  f.  29  de  los  autos, 

4^  Que  en  este  concepto,  estando  cancelado  el  primer 
contrato  del  25  de  Octubre  con  125  fanegas^  resulta  entregadas 
107  restantes  por  cuenta  del  segundo,  celebrado  en  30  de  Di- 
ciembre, y  quedando  sin  juagar  471  fanegas  que  Perona  debió 
entregar  i  Gallo  el  15  de  Abril  del  año  próximo  pasado, 
según  lo  espresa  en  el  artículo  3^  del  contrato  de  f ,  1,  que- 
dando por  su  falta  de  cumplimiento  sugeto  á  las  responsa- 
bilidades legales. 

Por  estas  consideraciones  y   otras   que   se  omiten. 

Fallo  definitivamente  juzgando  y  declaro :  1^  Que  D.  Ber- 


t^  FALLOS  DE  LA  SOPREIÉA  CORTE 

nardo  Perona  es  deudor  de  D.  Victoriano  Gallo  de  la  can- 
tidad de  471  fanegas*  de  trigo,  á  razón  de  8  pesos  la  fanega, 
para  descontar  del  valor  del  pagaré  abonado  por  Gallo  al 
Banco  de  Gayo  de  cnenta  de  aqnel;  2^  Que  Ferona  debe  hacer 
entrega  del  trigo  en  las  condicionas  contratadas  en  el  término 
prudencial  de  treinta  dias  desde  la  notificación  de  esta  sen- 
tencia, pndiendo  Gallo  en  caso  contrario  comprarlo  en  el 
Departamento  de  Canéete  por  cuenta  de  aquel,  mediante  los 
justificativos  necesarios  de  la  compra;  3®  Que  Ferona  es  deudor 
á  Gallo  de  los  intereses  dé  la  cíantidad  espresada  en  el  pagaré 
de  f .  2  á  razón  del  i  7f  %  mensual  desde  el  30  de  Diciembre 
del  ano  de  1874,  hasta  el  dia  que  Ferona  entregue  el  trigo,  6 
venza  el  término  fijado  por  su  entrega,  siendo  de  su  cargo 
ademas  todas  las  costas  del  juicio.  Hágase  saber,  pndiendo 
el  actuario  notificar  esta  sentencia  original  fuera  de  la  oficina 

7   repónganse  los  sellos. 

Natanael  Morcillo. 


Fallo  de  Im  flapremí»  Corte* 

Buenos  Aires,  Agosto  24  de  1876. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  sesenta  j  cinco,  j  satisfechas  aquellas 
y  repuestos  los  sellos,   devuélvanse. 

JQSÉ  BARROS  PAZO$.--^J.  B.  GO- 
ROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
S.  N.  LASPIUR. 
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CiiVSA  CTIII. 


Fells  y  C*  contra  la  aduana  Nacional,  sobre  aforo 

de  mercaderías. 


Sumario. — La  resolución  de  las  diferencias  qne  se  susciten 
entre  un  comerciante  y  un  vista  sobre  aforo  de  mercaderías 
corresponde  á  la  Dirección  General  de  Rentas,  y  en  su  de- 
fecto al  Poder  Ejecutivo. 


Caso.  —  Los  Sres.  Fells  y  C*  manifestaron  unas  piezas 
género  de  algodón  para  vestidos  de  100  centímetros. 

El  Vista  de  aduana  detuvo  el  a^rtículo  diciendo  que  el 
género  debía  aforarse  por  algodón  listado  á  cuadros,  y  por 
tarifa  le  correspondía  175  nuilésimos  por  metro,  mientras  al 
género  algodón  para  vestidos  correspondía  65  milésimos  por 
nietro. 

El  administrador  de  aduana  de  conformidad  con  la  opinión 
del  Vista  declaró  que  el  género  era  listado  de  algodón  á  cuadros 
y  ordenó  el  pago  de  dobles  derechos. 

Los  Sres.  Eells  y  C*  apelaron  de  la  resolución. 
T.  nc  10 
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Kall#  del  ilaes  fleeelonal 


Baenos  Aires,  Junio  5  de  1876. 

T  vistos:  estos  autos  traídos  en  apelación  de  la  resolu- 
ción de  aduana  por  los  Sres.  Fells  y  C*  y  considerando  : 
V  que  la  manifestación  hecha  por  los  despachantes,  tal  como 
se  consigna  en  la  nota  de  f .  i ,  no  contiene  espresion  de  la 
calidad  del  artículo  manifestado,  por  lo  que  la  aduana  ha 
debido  tomar  en  cuenta  la  calidad  superior  del  artículo,  género 
de  algodón  para  vestido  que  contiene  la  tarifa,  de  acuerdo 
al  principio  que  establecen  los  artículos  111  y  112  de  las 
ordenanzas  de  aduana;  2^  que  tomando  por  base  ésta  clase, 
el  aforo  correspondiente  seria  el  de  0,125  en  metro  por  cada 
51  centímetros  de  ancho,  y  los  de  mas  anchos  en  proporción, 
lo  que  daria  en  este  caso  un  aforo  mayor  que  el  correspon- 
diente al  listado  ordinario  con  aforo  de  0,175  milésimos  por 
metro,   que  es  como  los  Vistas  ¿han  clasificado  la  muestra 
acompañada  en  autos;  3^  que  en  este  concepto,  ya  sea  que 
el  género  se  considere  género  de  algodón  para  vestido,   como 
lo  clasifica  la  manifestación  de  los  apelantes  ó  listado  á  cua- 
dros como  lo  clasifica  la  aduana,  esta  diferencia  de  nombrQ 
no  perjudica  el  aforo  y  por  consiguiente  á  los  derechos  fisca- 
les.   Por  estas  consideraciones  revócase  la  resolución  apelada 
de  f .    declarándose  que  deben  aforarse  los  derechos  á  razón 
de  125  milésimos  el  metro  por  cada  51  centímetros  de  ancho 
teniéndose  en  vista  los  100  centímetros  de  ancho  que  dá  la 
manifestación.  Hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Andrés  Ugarriza, 
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Pallo   de  1»   flaprenia  Corte 

Buenos  Aires,  Agosto  24  de  1876. 

Tistes  :  de  conformidad  con  la  jurisprudencia  establecida 
por  diversos  fallos  de  esta  Suprema  Corte  en  casos  análogos 
al  presente  j  especialmente  por  los  motivos  espuestos  en  la 
sentencia  pronunciada  en  la  causa  ciento  treinta  y  dos  tomo 
tercero,  segunda  Serie  de  los  fallos  de  la  Suprema  Corte,  se 
revoca  la  sentencia  apelada  de  foja  diez  y  nueve  j  se  de- 
clara que  los  Tribunales  Nacionales  na  tienen  jutisdiccion 
para  conocer  en  este  asunto.  Devuélvanse  en  consecuencia 
los  autos  por  su  orden,  previa  satisfacción  de  costos  y  repo- 
sición de  sellos,  al  Administrador  de  *  Bentas  para  que  pase 
este  asunto  al  Poder  Ejecutivo  á  ñn  de  que  lo  resuelva  según 
lo  estime  conveniente  por  ser  él  según  la.  ley.  y  á  pesar  de 
los  inconvenientes  que  este  procedimiento  ofrezca,  la  única 
autoridad  competente  para  decidir  esta  clase  de  cuestiones 
mientras  no  se  cree  y  establezca  la  Dirección  General  de 
Aduanas. 


JOSÉ  BARROS  PAZOS— J.   B.   GOROSTUGA. 
—  J.   DOMÍNGUEZ.  — S.  M.  LASPIUR. 
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CAUSA    CIX 


D.  Antonio  Oliva  y  D.  Bautista  Cándia  contra  D,  Avelino 
Vázquez  y  D.  Prájedes  Quiroga,  sobre  el  valor  de  un 

órgano,  y  lucro  cesante. 


5t(mam.  —  Cuando  un  dano  se  ha  ocasionado  sin  inten- 
ción: dolosa  ni  ánimo  deliberado  de  dalar,  no  se  condena  al 
autor  al  pago  del  lucro  cesante  ni  en  las  costas. 


Caso.  —  D.  Felipe  Gómez,  apoderado  de  D.  Antonio  Oliva 
y  de  D.  Bautista  de  Cándia,  espuso  ante  el  Juez  de  Sección  en 
San  Luis:  que  el  dia  10  de  Agosto  de  1873  sus  representa- 
dos fueron  contratados  por  D.  Avelino  Vázquez  y  D.  Práje- 
des Quiroga  para  tocar  el  órgano  que  llevaban  consigo  en 
una  chingana  que  se  daba  en  casa  de  Florinda  Escobar,  De- 
partamento de  San  Francisco.  Que  embriagados  Yasquez 
y  Quiroga,  montaron  á  caballo  y  entraron  en  la  pieza  eu 
que  se  daba  el  baile,  y  asustado  el  caballo  con  el  ruido  de 
los  cohetes  que  quemaban,  dio  de  coces  al  órgano  y  lo  des- 
pedazó. Fundado  en  estos  hechos,  entabló  demanda  contra 
ellos  por  la  suma  de  220  $fts.,  valor  del  órgano  con  mas  el 
lucro  cesante  desde  el  10  de  Agosto  en  que  le  privaron  ganar 
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sa  subsistencia  hasta  la  conclusión  de  la  causa  y  á  mas  las 
costas,  daños  y  perjuicios. 
Tramitada  la  causa,  se  dictó  este 


FmIIo  del  Jipes  de  Seeelon. 


San  Luis.  Abril  18  de  1874. 

Vistos :  Estos  autos  en  que  D.  Felipe  Gómez  solicita,  como 
apoderado  de  D.  Antonio  Oliva  y  D.  Bautista  Candía,  se 
mande  abonar  á  estos  por  los  Sres*  D.  Prájedes  Quiroga  y 
D.  Avelino  Vázquez  un  órgano  que  le  rompieron  el  10  de 
Agosto  próximo  pasado  en  un  baile  que  tuvo  lugar  en  San 
Francisco ;  y  Considerando  : 

1°  Que  Quiroga  al  contestar  la  demanda  reconoce,  que  un 
caballo  que  montaba  en  la  misma  pieza  en  que  tuvo  lugar 
el  baile,  rompió  indudablemente  el  órgano  con  los  coces  que 
tiraba,  asustado  por  los  cohetes  que  se  encendían. 

2"^  Que  aunque  también  afirma,  que  Vasquez  subió  enton- 
ces en  las  ancas  del  caballo,  este  niega  el  hecho,  diciendo 
no  haber  tenido  parte  alguna  en  la  destrucción  del  órgano. 

3"^  Que  aunque  contra  esta  afirmación  ofrecen  algún  mé- 
rito las  declaraciones  corrientes  de  fs.  50  á  53  inclusive,  ellas 
no  pueden  considerarse  por  haberse  producido  fuera  del  tér- 
mino de  prueba;  por  tales  fundamentos  se  declara  respon- 
sable de  la  destrucción  del  órgano  á  D.  Prájedes  de  Quiroga, 
y  obligado  á  abonar  su  valor  á  j  usta  tasación,  por  no  ha- 
berse acreditado  por  el  demandante  cuál  sea  esta;  conde- 
nándose ademas  á  dicho  Quiroga  en  las  costas  del  juicio. 

Juan   de  Arredondo. 
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De  esta  sentencia  apeló  el  apoderado  de  los  actores  por 
cuanto  la  condenación  no  comprendía  los  daños  j  perjncios 
y  el  lucro  cesante,  reclamados  en  la  demanda. 


Fallo  de  la  Saprema  Corte. 

•Baenos  Aires,  Agosto  26  de  1874. 

Yistos:  No  apareciendo  de  autos  que  la  destrucción  del 
órgano  de  los  demandantes  por  Don  Prájedes  Quiroga  haya 
sido  con  intención  dolosa  ni  ánimo  deliberado  de  dañar,  se 
confirma  la  sentencia  de  foja  sesenta  y  seis  vuelta;  satisfe- 
chas las  costas  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

* 

JOSÉ  BARROS  PAZOS. —  J.  B.  GOROS- 
TIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M. 
LASPIUR. 
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CAVAA   ex. 


Pérez  y  Rodríguez  contra  Alinee  y  Quiroga,  por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  No  mejorándose  la  apelación  en  el  término  del 
emplazamiento,  se  doblara  desierto*  A  iecarso  á  la  primera 
rebeldía  que  acusa  el  apelado. 


Caso.  —  En  los  autos  seguidos  ante  el  Juez  Nacional  de  la 
Sección  de  la  Eioja,  entre  los  Sres.  Pérez  y  Kodriguez,  contra 
los  Sres.  Alinee  j  Quiroga,  habiendo  estos  últimos  apelado 
para  ante  la  Suprema  Corte  de  la  sentencia  del  inferior,  y 
no  habiendo  mejorado  el  recurso  dentro  del  término  del  em- 
plazamiento, á  escrito  del  Dr.  Espeche  pidiendo  se  le  tuviera 
por  parte  en  representación  de  los  primeros  y  acusando  la 
correspondiente  rebeldía,  se  dictó  este 

Fallo  de  1»  SaprenM  Coi'te 

BaenoB  Aires,  Setiembre  7  de  1876. 

Téngasele:  y  por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado 
y  á  mérito  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  doscientos  catorce 
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de  la  ley  de  Procedimientos,  declárase  desierta  la  apelación, 
devuélvase  en  consecuencia  los  autos,  previo  pago  de  costas 
7  reposición  de  sellos  por  el  apelante. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS. — J.  B.  GOROSTUGA. 
—h,   DOBaNGUEZ.— S.  M.   LASPIUR. 


CAUSA    CXI 


El  Banco   de   Mendoza  contra  D.   Francisco  Regueira,  por 

cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  1**  Todo  delito,  sea  del  derecho  civil  ó  crimi- 
nal, constituye  á  sus  autores  y  cómplices  en  la  obligación 
de  indemnizar  solidariamente  el  daño  que  por  él  se  hubiese 
causado,  aun  cuando  no  sea  en  provecho  propio. 

2^  Tratándose  de  hechos  voluntarios  pero  líoitos  que  cau- 
san daño  á  otro,  el  autor  responde  de  todas  sus  consecuen- 
cias inmediatas;  de  las  mediatas,  cuando  han  podido  pro- 
veerse, y  aún  de  las  casuales,  cuando  ellas  han  debido 
resaltar  según  las  miras  que  se  tuvo  al  ejecutar  aqueL 

3^  Tratándose  de  actos  ilícitos  6  reprobados  por  la  ley, 
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la  responsabilidad  se  estiende  á  las  consecuencias  puramente 
easnales. 

4^  La  responsabilidad  en  este  caso  comprende   también 
los  intereses  y  las  costas  del  juicio, 


Caso. — La  discusión  de  esta  causa  está  bien  detallada  en  el 


F»llo  del  Jíaea  ile  Seeelon. 


Mendoza,  Abril  22  de  1876. 

Y  vistos ;  estos  autos  seguidos  entre  D.  Luis  Bamon  Tula, 
á  nombre  del  <  Banco  de  Mendoza, »  y  D.  Francisco  .Beguei- 
ra,  por  cobro  de  pesos. 

Besulta:  que  pendiente  ante  este  Juzgado  causa  criminal 
por  delito  de  rebelión  contra  el  Sr.  Begueira,  D.  Luis  B. 
Tula,  con  la  representación  ya  dicha,  deduce  demanda  civil 
contra  él  por  la  suma  de  26,250  ff  bolivianos,  sus  intereses 
y  costas  de  la  cobranza;  y  la  funda  en  que;  como  Admi- 
nistrador de  la  Aduana  Nacional  en  esta  Ciudad,  durante 
el  imperio  de  la  rebelión,  vencida  á  ñnes  del  ario  1874,  y 
en  virtud  de  nombramiento  que  recibió  del  Ex-General  Ar- 
redondo, Gefe  Militar  de  las  fuerzas  que  invadieron  la  Pro- 
vincia, dicho,  Sr.  Begueira,  haciendo  valer  un  contrato 
preexistente  entre  el  Gobierno  Nacional  y  el  Banco,  por  el 
cual  este  estaba  obligado  á  adelantar  en  descubierto  fondos 
á  la  Aduana  hasta  una  cantidad  dada,  jiro  contra  el  mismo 
Banco  y  á  favor  del  Gefe  de  Estado  Mayor  del  Ejército 
invasor  el  libramiento  corriente  á  f.  2,  y  obtuvo  violenta- 
mente su  pago  por  medio  de  la  nota  impositiva  (corriente  en 
copia  á  f.  3)  del  espresado  Arredondo,  á  quién  ocurrió  en 
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dcrmanda  de  la  fuerza  por  haber  resistido  él  Directorio  á 
verificar  el  abono. 

Agrega ;  que  la  Administración  Nacional,  después  de  res- 
tablecido el  orden  legal,  le  ha  desconocido  en  sas  cuentas, 
como  de  legítimo  abono,  la  partida  entregada  á  Begueira; 
y  que,  en  tal  caso  tiene  su  acción  directa  contra  este  para 
él  reembolso  de  dicha  suma. 

£1  demandado,  contestando,  sostiene  que  debe  rechazarse 
la  demanda,  pues  que,  como  aparece  de  la  propia  esposicion 
del  demandante,  él  hizo  el  jiro  como  Administrador  de  la 
Aduana  Nacional  j  de  cuenta  de  la  Nación,  y  no  á  su  nom- 
bre personal,  no  habiendo  podido  contraer  por  consiguiente 
obligación  alguna  particular. 

Que  como  el  pago  se  hizo,  por  otra  parte,  no  en  virtud 
de  su  jiro,  sino  de  la  intimaoion  del  General  Arredondo,, 
tampoco  bajo  este  aspecto  ha  contraído  obligación  alguna 
para  con  el  Banco.  Finalmente,  que  es  inexacta  é  infunda- 
da la  aseveración  de  que  haya  hecho  uso  de  la  fuerza  para 
obtener  el  pago  del  libramiento. 

No  desconocidos  asi  por  el  demandado,  ni  el  hecho  de 
hab^  desempeñado  durante  el  imperio  de  las  fuerzas  rebel- 
des en  la  Provincia  el  puesto  de  Administrador  de  Kentas, 
por  tiombramiento  que  recibió  del  gefe  principal  de  aque- 
llas; ni  el  de  haber  jirado  en  tal  carácter  contra  el  Banco 
de  Mendoza  el  libramiento  corriente  á  f .  2  por  la  cantidad 
que  etf  él  se  espresa,  igual  á  la  de  la  demanda ;  ni  la  ver- 
dad de  la  nota  intimatoria  corriente  en  copia  á  f.  3;  ni 
tampoco  el  abono  del  libramiento  por  el  Banco;  ni  final- 
mente el  no  haber  sido  reembolsado  este  por  otros  niedios 
de  la  suma  pagada;  la  causa  se  abrió  á  prueba  únicamente 
respecto  á  si  el  demandado  tomó  participación  en  actos  de 
imposición  ó  coacción  tendentes  á  obtener  el  abono  del  li- 
bramiento enunciado. 


BE  JusTicrii  Nacional  A^ 

A  este  respecto  se  han  proditcido:  1^  Las  declaraciones 
de  D.  Guillermo  Olivar  y  D.  Francisco  Bustos,  mandadas 
agregar  en  copia,  á  solicitud  del  mismo  demandado,  del  es- 
pediente criminal  que  contra  aquellos  Sres.  se  inició  por 
suponérseles  auxiliadores  de  la  rebelión,  de  las  cuales  apare- 
ce que  Begueira,  al  comunicarle  ellos  la  negativa  del  Di- 
rectorio del  Banco  á  cubrir  el  valor  del  jiro,  les  manifestó 
en  iguales  ó  parecidas  términos,  que  este  habia  sido  hecho 
por  orden  de  Arredondo,  quien  reemplazaba  en  virtud  del 
triunfo  obtenido  al  Gobierno  Nacional,  y  que  le  daría  cuen- 
ta á  él  de  la  resolución  del  Banco.  Que  posteriormente  y 
en  el  mismo  dia,  Begueira  se  apersonó  al  Banco  acompaña- 
do del  Gefe  de  Estado  Mayor,  &  cuyo  favor  era  j irada  la 
letra,  requiriendo  nuevamente  al  Directorio  por  el  pago  á 
nombre  de  Arredondo,  y  espresando  al  mismo  tiempo  que  la 
negativa  importaba  una  hostilidad  abierta  á  la  situación, 
etc.  Finalmente,  que  el  contrato  con  el  Gobierno  habia  si- 
do ya  rescindido  de  antemano  por  el  Banco,  según  notas 
pasadas  al  Administrador  legal  de  Aduana  y  al  Ministro  de 
Hacienda ;  2**  La  declaración  de  D.  Javier  Videla^  testigo 
del  demandante,  de  la  cual  aparece,  que,  en  la  ocasión  eir 
que  concurrió  Begueira  con  el  Gefe  espresado  al  Banco,  se 
espresó  aquel  en  estos  términos :  «  Manda  decir  el  General 
Arredondo  que  todo  lo  que  quiere  saber  de  Yds.  es  si  pagan 
ó  no  el  jiro  hecho  por  la  Aduana,  para  según  eso  tomar  me-' 
didas  »  ;  que  ^insistiendo  el  Director  en  no  verificar  el  pa- 
go, Begueira  tuvo  con  e!  gefe  aludido  una  corta  conferen- 
cia, que  no  alcanzó  á  percibir,  saliendo  inmediataftiente  -  el 
último,  y  quedándose  solo  aquel  en  el  Banco  hasta  {yocos 
momentos  después,  en  que  regresó  dicho  Gefe  con  la  nota 
de  Arredondo;  3**  La  declaración  de  D.  Francisco  Bustos, 
examinado  á  solicitud  del  demandante,  la  cual  se  halla  con-i 
forme  con  la  anterior;  4**  La   declaración  de  D.  Guillermo 
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Olivar,  examinado  igualmente  por  segunda  vez  á  petición  del 
demandante,  la  cual,  conforme  también  en  el  fondo  con  la 
de  Yidela,  añade,  contestando  á  la  tercera  pregunta  del 
interrogatorio  de  f.  56 :  que  es  ella  cierta,  en  lo  cual  aso- 
gura  que  Begueira,  después  de  la  negativa  del  Directorio, 
mandó  á  su  acompañante  á  dar  cuenta  al  General  Arredon- 
do de  la  resistencia  del  Banco,  quedándose  él  en  este  hasta 
que  aquel  volvió,  con  la  nota  intimatoria;  5^  j  último,  las 
posiciones  absueltas  por  el  demandado  á  f.  69,  en  las  cua- 
les dice,  que :  «  como  Administrador  de  la  Aduana  y  no  pu- 
diendo  resolver  las  observaciones  que  hacian  el  Gerente  y 
Miembro  del  Directorio  Sr.  Olivar  para  hacer  el  pago  de  la 
letra,  contestó  que  no  podia  hacer  otra  cosa  que  dar  cuenta 
al  General  Arredondo,  como  lo  hizo ;  y  que  entonces,  el 
General,  le  ordeno  ir  á  decir  al  Banco  lisa  y  llanamente  de 
su  parte  si  pagaba  ó  nó,  siendo  acompañado  de  Sastre,  co- 
mo tenedor  del  jiro ;  que  entonces,  los  Miembros  de  la  Co- 
misión Directiva  del  Banco,  después  de  algunas  deliberaciones 
entre  si,  convinieron  en  pagar,  mediante  ó  previa  una  inti- 
mación por  escrito  del  General  Arredondo,  en  términos  tales 
que  las  pusiera  á  cubierto  de  sus  responsabilidades  para  ante 
el  Banco.  » 

T  considerando:  1°  Que  el  demandado,  lejos  de  descono- 
cer el  carácter  de  forzosa  que  tuvo  la  exacción  ejecutada  con- 
tra el  Banco,  ha  reconocido  espresamente  (escrito  de  alega- 
to) que  solo  acordó  este  el  pago,  porque  no  tenia  medios 
en  que  apoyar  resistencia  alguna  oontra  aquella. 

2^  Que  aun  cuando  asi  no  fuera,  bastarla  á  establecer  el 
hecho  de  la  coacción,  los  términos  imperativos  y  conminato- 
rios de  la  nota  del  Gefe  Rebelde  después  de  la  primera  ne- 
gativa del  Directorio  del  Establecimiento  á  hacer  la  entrega, 
pues  aun  cuando  en  si  no  importaran  ellos  una  fuerza  irre- 
sistible para  el  Banco,  eran  sin  embargo  mas  que  sufícien- 
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tes  para  determinar  su  decisión,  tomando  en  cuenta  las  cir- 
cunstancias que  entonces  imperaban. 

Era  notorio  en  efecto,  y  consta  de  Documentos  Oficiales, 
que  el  General  Arredondo,  careciendo  de  medios  propios 
para  el  mantenimiento  de  su  Ejército,  recurrió  para  llegar 
á  su  objeto  á  espropiaciones  violentas  de  intereses  parti- 
culares :  que  dispuso  igualmente  de  las  propiedades  públi- 
cas, apoderándose  de  todos  los  dineros  fiscales  que  existían 
en  la  Administración  de  {lentas:  que  no  había  seguridad 
alguna,  en  una  palabra,  para  la  propiedad,  de  cualquier  gé- 
nero que  fuese  esta,  sino  en  la  medida  de  las  necesidades 
del  Ejército  'invasor,  y  entonces  lójico  era  que  los  Directores 
del  Establecimiento  demandante  miraran  aquella  nota  como 
una  grave  ó  irresistible  violencia. 

3®  Que  de  todas  y  cada  una  de  las  piezas  de  la  prueba' 
resulta  que  el  demandado  obró  desde  el  primer  momento 
hasta'  el  liltimo  de  acuerdo  y  ejecutando  las  órdenes  del 
ex-General  Arredondo :  que  fué  un  agente  voluntario  y  prin- 
cipal de  dicho  Gefe  en  la  exacción  contra  el  Banco,  jirando 
primero  contra  él,  requiriendo  en  seguida  personalmente  el 
pago  del  jiro  en  unión  con  el  j irado  y  concurriendo  final- 
mente al  acto  de  la  intimación,  con  lo  cual  autorizaba  y 
hacia  mas  eficaz  esta. 

4°  Que  dados  estos  antecedentes  y  establecida  la  ilegiti- 
midad de  la  exacción,  es  indiscutible  la  responsabilidad  del 
demandado  hacia  el  Banco,  á  pesar  de  'no  haberse  aprove- 
chado personalmente  de  los  dineros  de  este :  pues  es  un 
principio  universal  de  Derecho  y  sanción  espresa  de  nues- 
tras leyes  (artículos  12  y  16,  título  8,  Sec.  2,  Lib.  2  del  Có- 
digo Civil),  que  todo  delito,  ya  sea  este  del  Derecho  Civil 
é  Criminal,  constituye  á  sus  autores  y  cómplices  en  la  obli- 
gación de  indemnizar  solidariamente  el  daño  que  por  él  se 
hubiese  causado. 
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5°  Que  aun  prescindiendo  de  la  participación  del  deifiaor 
dado  en  los  actos  de  requisición  que  se  siguieron  al  jiro  en 
los  cuales  como  se  ha  visto,  él  tuvo  un  principalísimo  rol, 
constituyéndose  coactor  del  delito,  es  indiscutible  también 
au  responsabilidad  por  el  solo  hecbo  de  jirar  á  favor  de 
uno  de  los  Gefes  del  Ejercito  el  libramiento  en  cuestión,  y 
eijutregarlo  para  su  cobro  al  mismo,  pues  á  nadie  podia  ocul- 
^^urse  la  posibilidad,  y  él  mas  que  otro  pudo  preveerla,  de 
q^e  el  pago  se  exigirla  por  medio  de  la  fuerza  6  intimida- 
ción en  tales  condiciones. 

8egun  la  disposición  en  efecto  de  los  artículos  6  i  10,  tí- 
tulo «De  los  hechos  y  actos  juridicos  »  del  Código  Civil, 
tratándose  de  actos  voluntarios,  pero  lícitos,  el  autor  res- 
ponde de  todas  sus  consecuencias  inmediatas ;  de  las  media- 
tas cuando  han  podido  proveerse,  y  aun  de  las  casuales, 
cuando  ellas  han  debido  resultar  según  las  miras  que  se  tu- 
vo al  ejecutar  aquiel;  y  tratándose  de  actos  ilícitos  ó  re- 
probados por  las  leyes,  como  en  el  presente;  el  artículo  11 
del  mismo  título  estiende  las  responsabilidades  y  hace  im- 
putables aun  las  consecuencias  puramente  casuales,  cuando 
la  casualidad  de  ellas  ha  sido  perjudicial  por  cansa  del 
hecho. 

La  responsabilidad  asi  del  demandado,  que  en  forma  al- 
guna y  á  favor  de  nadie  pudo  jirar  disponiendo  de  propie- 
dades ajenas,  es  pues  indudable. 

QP  Que  la  obligación  del  demandado  se  estiende  igualmente 
á  los  intereses  y  costas  de  la  cobranza,  pues  respecto  de 
los  primeros  no  ha  sido  menester  interpelación  alguna  por 
pa^rte  del  acreedor  para  constituirlo  en  mora,  y  sin  las  segun- 
das no  seria  completa  la  reparación. 
.  Por  estos  fundamentos,  fallo  condenando  al  demandado, 
D.  Francisco  Begueira  á  pagar  al  «  Banco  de  Mendoza  »  en 
el  término  de  diez  dias  la  suma  de  veinte  y  seis  mil  doscientos 
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cincuenta  pesos  bolivianos,  sus  intereses  desde  el  dia  del  de- 
sembolso, arreglados  á  los  que  pagan  los  Bancos  Públicos 
en  esta  Cindad  hasta  su  efectivo  abono  j  costas.  Bepón- 
gase  el  papel  y  hágase  saber  original. 

C.  de  la  Torre. 

-  ♦        ' 

m 

Begneira  apeló  en  relación 


Fallo  lie  la  Saprema  Corte. 

•        » 

•  *  *  • 

Buenos  Aires,  Setiembre  7  de  1876. 

Vistos :  por  sns  fnndamentos,  se  confirma,  con  costas,  el 
anto  apelado  de  foja  setenta  j  nneve  vuelta,  j  satisfechas 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BABROS  PAZOS.  —  J.  B.  60R0STIAGA. 
—  J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.  LASProR. 


1 


Lli_ 


144  FALLOS  DB  LA  SUPREMA  CORTE 


CAUSA     CXII 


D.  Julián  de  Bíistínza,  el  Dr.  D,  Nicanor  G.  del  Solar, 
D.  Ángel  R.  Garda  y  el  Gobierno  de  Santa-^Fé, 

sobre  eviccion. 


Sumario.  —  Habiendo  el  vendedor,  citado  de  eviccion,  de- 
clarado que  no  sale  á  la  defensa  en  juicio  del  comprador,  el 
Juez  debe  conocer  j  resolver  en  el  fondo  de  la  causa,  dejando 
al  comprador  su  derecho  á  salvo  contra  el  vendedor. 


Caso.  —  En  los  autos  seguidos  por  D.  Julián  de  Bustinza, 
el  Dr.  del  Solar  y  D.  Ángel  R.  Garcia,  sobre  despojo  de  un 
terreno  vendido  por  el  Gobierno  de  Santa-Fé,  é  incidente  sobre 
citación  de  eviccion,  el  Juez  de  Sección  con  fecha  i  7  de  Julio 
de  1875  dictó  sentencia  que  fué  modificada  por  la  Suprema 
Corte,  quien  declaró  con  fecha  2  de  Octubre  de  1857,  qu£  al 
vendedor  citado  de  eviccion  no  se  le  puede  obligar  á  litigar 
ni  á  que  entre  en  el  pleito,  y  que  es  absolutamente  potestativo 
en  él  tomar  ó  no  á  su  cargo  la  defensa  del  comprador  de- 
mandado ;  y  que  por  consiguiente,  la  Provincia  de  Santa-Fé 
no  puede  ser  considerada  como  parte  en  este  asunto. 

Devueltos  los  autos  al  Juzgado  de  Sección,  las  partes  de 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  145 

Garoia  y  de  Bnstinea  pidieron  que,  de  acuerdo  por  lo  resuelto 
por  la  Corte,  se  citara  de  eviccion  al  Qobierno  de  la  Provincia, 
emplazándolo  para  que  ocurriese  á  estar  á  derecho  en  el  asunto. 

FroVeido  de  eonformidad  y  librado  el  oficio  correspondiente, 
el  Poder  Ejecutivo  contestó  qoe  su  apoderado  en  el  Bosario 
era  el  Agente  Fiscal  de  esa  circunscripción,  quien  se  presen* 
taria  á  contestar  la  demanda. 

El  Agente  Fiscal  se  presentó  en  efecto  y  espuso,  que  el 
Oobiemo  de  la  Provincia  no  creyéndose  obligado  para  con  el 
comprador  de!  la  propiedad  cuestionada,  rehusaba  la  citación 
que  se^le  hacia,  y  someterse  á  la  jurisdicción  del  Juzgado.  Que 
por  tanto  y  por  los  demás  fundamentos  del  fallo  de  la  Suprema 
Corte,  pedia  se  le  declarase  no  parte  en  la  presente  causa. 

D.  Ángel  B.  Oarcia  á  quien  se  corrió  traslado,  contestó : 
que  con  arreglo  á  las  obligaciones  contraídas  por  el  Gobierno 
como  vendedor,  y  á  las  que  la  ley  impone  en  este  caso  por 
regla  general  según  los  artículos  IQ  y  20  del  titulo  de  la 
eviccion  Código  Civil,  la  Provincia  tenia  que  ser  parte  en  el 
juicio,  salvo  que  quisiera  abandonarlo,  esponiéndose  entonces 
á  todas  las  responsabilidades  de  derecho.  Pidió  no  se  hiciera 
lugar  á  lo  solicitado  por  el  Agente  Fiscal. 

D.  Julián  de  Bustinza  por  su  parte  contestó  que  el  Juez 
debia  dictar  sentencia  sobre  el  fondo  del  asunto  ya  que  la 
Provincia  nada  tenia  que  hacer  en  él,  y  se  negaba  á  tomar 
participación  alguna. 


Callo  del  Jíaes  de  Seeelon. 


Rosario,  Marzo  3  de  1876. 

Vistos  el  incidente  sustanciado :  Habiéndose  presentado  el 
escrito  de  la  parte  de  Bustinza  de  f.  141  dentro  del  término 

T.  IX.  11 
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legal,  no  ha  lugar  á  la  rebeldíiE^.qae  se  le  aonsó  por  la  D.  Ángel 
S.  Qareia,  y  habiendo  la  Suprema  Corte  declarado  en  los  con- 
siderandos 5^  7  6"*  de  su  sentencia  de  f .  04,  que  al  vendedor 
citado  de  eviceion  no  se  le  puede  obligar  á  litigar,  ni  á  que 
entre  en  el  pleito,  y  que  ef  absolutamente  potestativo  en  él 
tomar  ó  noá  su  cargo  la  d^ensa  del  comprador  demandado  ; 
y  que  por  consiguiente  la  Provincia  de  Santa^Fé  no  puede  ser 
considerada  como  parte  de  este  asunto;  á  que  se  agrega  que 
el  Fiscal  de  la  misma,  en  su  ¡representación,  se  opone  abier* 
tamente  en  su  escrito  de  f .  123,  á  que  salga  á  la  eviceion  por 
las  razones  que  con  verdad  6  sin  ella  aduce.  Traíganse  los 
autos  del  interdicto  promovido  para  resolver  según  su  estado 
lo  que  por  derecho  corresponda,  dejándose  para  apreciar  en*- 
tÓDoes,  que  es  su  oportunidad,  los  demás  puntos  referentes  á 
él  que  contienen  los  respectivos  escritos  de  las  partes,  j  & 
la  de  D.  Ángel  B.  Garcia,  pus  derechos  á  salvo  para  que  los 
deduEca  contra  7  ante  quien  crea  corresponderle.  Repóngase 
los  sellos. 

Fenelon  Zuviria. 


FMI#  Ae  ln  Sn^rent^  0«v««» 


Baenos  Aires,  Setiembre  9  de  1876. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  ciento  cincuenta  7  cinco,  satisfechas  las  de  la 
instancia  7  repuestos  los  sellos,  devuélvi^e. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GO' 
ROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ.— S.  M. 
LASP11IR. 
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CAUSA     CXtlt. 


El  Fisco  Naeianal  contra  D.  José  Garda  Gmzakaí  y 
D.   Vicente  Oeampo  y  O,  por  cobro  de  ptsoáé 


Sumario.  —  1®  Él  cesionario  no  puede  tener  mejor  derecio 
ni  mayores  privilegios  qne  los  que  tenia  el  cedente. 

%^  Tratándose  de  letras  de  Aduana,  el  descontaáof  ó  endo- 
satario no  tiene  derecho  de  cobrarlas  por  sí  ejecutivamente 
del  deudor, 

3®  Su  derecho,  vencido  el  plazo  de  la  letra  7  no  cubierto 
su  importe  por  el  deudor  ó  su  fiador,  está  limitado  á  protestar 
la  letra  y  presentarla  dentro  de  tercero  dia,  á  la  Aduana  que 
la  descontó,  quien  deberá  cubrir  á  la  vista  su  importe  7  gas- 
tos de  protesto  7  cobrarla  por  su  cuenta. 

4°  Los  derechos  de  Aduana  pueden  abonarse  en  oro  6  su 
equivalente  en  plaza  en  boliviano. 

5^  Por  equivalente  debe  comprenderse  el  corriente  en  el 
mercado  en  el  común  de  las  operaciones  comerciales. 


üa^o.  —  Con  fecha  íd  de  Abril  de  1876,  el  AdMinis-^ 
trador  de  Bentas  Kacionales  en  él  Rosario  de  ^lita^Fé; 
lemitió  al  Procurador  Fiscal   cinco  letras  por  derédhos  ñfy 
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Aduana,  aceptadas  por  D.  José  García  González  y  D.  Vicente 
Ocampo  y  C».  importantes,  la  sama  de  3763  ps.  fts.  75  centa- 
vos que,  vencidas  en  los  dias  6,  11  y  13  de  ese  mes  no  habian 
sido  pagadas  al  Banco  de  Londres  y  Eio  de  la  Plata  en  donde 
habian  sido  descontadas  por  la  Aduana,  por  cuyo  motivo  la 
Aduana  habia  tenido  ,q]^e  pagarlas  á  Qioneda  fuerte  con  mas 
los  intereses  y  gastos  de  protesto,  haciendo  el  todo  una  suma 
de  3816  ps.  fts.  72  centavos  y  mas  20  pesos  bolivianos. 

Al  ser  protestadas  las  letras,  los  aceptantes  manifestaron 
que  habian  estado  y  estaban  dispuestos  á  pagar  en  moneda 
boliviana,  con  arreglo  al  articula  12  de  laley  de.AdaaiLa  al 
cambio  de21.ps.  por  onza,  mas  §1  premio- de  2  %•  . 

Con  estos  documentos,  el  Procurador  Fiscal  inició  ejecución 
contra  los  aceptantes  de  las  letras;  dijo  que  la  obligación  con- 
signada en  ellas,  era  de  pagar  en  mpneda  fuerte ;  que  si  bien 
es  cierto  que  la  ley.de  Aduana  les  concede  la  facultad  de 
pagar  en  boliviano,  también  lo  es  que  ese  pago  debe  hacerse 
por  el  valor  que  corrientemente  tenga  en  plaza  el  boliviano 
en  la  época  del  pago  y  que  la  oferta  hecha  al  tiempo  del 
protesto  no  era  la  que  correspondia.    . 

D.  José  García  González,  oponiéndose  á  lá  ejecución  dijo : 
que  habian  estado  en  su  derecho  al  hacer  el  pago  en  boli- 
viano en  lugar  de  fuertes,  porque  la  ley  de  Aduana  les  daba 
esa  opción ;  que  el  Banco  de  Londres  tenedor  de  las  letras, 
como  cesionario  de  la  Aduana,  no  tuvo  derecho  para  exijirles 
el  pago  en  fuertes ;  que  precisamente  en  los  dias  del  ven- 
cimiento de  las  letras,  la  Aduana  habia  fijado  para  los  pagos 
á  su  favor  y  en  su  contra^  á  razón  de  21  peso  por  onza  con 
mas  el  2  Vo  de  premio,  tipo  á  que  los  esponentes  habian  he- 
cho la  consignación,  quedando  por  consiguiente  quitos  de  la 
.deuda  según  el  artículo  948  del  Código  de  Comercio ;  que  el 
esponente  y  otros  comerdantes  pagaron  á  \a  Aduana  en  boli- 
viano en  esos  mismos  dias  al  tipo  de  la  consignación. 
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Qne  por  consiguiente,  y  habiendo  sido  la  consignación  no- 
tificada al  AdmimitradOT,  oponía  la  escepeil)ti  de  pago  y  pedia 
se  declarase  no  haber  lugar  á  la  ejecución. 

Corrido  traslado,  el  Procurador  Fiscal  contestó,  que  para  que 
la  consignación  produjera  los  efectos  de  paga,  habria  sido 
necesario  que  se  consignara  en  boliviano,  una  cantidad  equi- 
valente á  la  deuda  en  fuertes  al  tiempo  del  Yéncimiento  dé 
las  letras. 

Qtie  en- los  diaá  de  los  vencimiBntos  el  premio  en  la^  tran- 
sacciones del  comercio,  fluctuó  entre  5  y  hasta  S  7o  sobre 
el  tipo  de  21  pesos  boliyianos  por  onza,  sin  que  jamás  hu- 
biese bajado  al  2  %  4^6  se  consignó;  que  la  Aduana  por 
consiguiente,  estuTo  en  su  perfecto  derecho  en  no  aceptar  la 
consignación;  que  no  habiendo  Bolsa  de  Comercio  en  el  Bo-* 
sario,  para  conocer  el  yaior  corriente  en  plaza,  es  necesario 
atenerse  á  las  transacciones  que  se  hacen  entre  coiñerciantes  ) 
qn^  el  valor  de  piaza  no  se  fija  por  las  operaciones  de  ias  oñ- 
oinas  públicas,  sino  qué  al  contrario,  según  la  ley,  estas  acep« 
tan  el  tipo  establecido  en  las  plazas  donde  deben  verifiearae 
los  pagos;  que  por  consiguiente  nada  influye  en  la  cuestión 
el  que  la  Aduana  haya  verificado  cobros  y  pagoís  á  un  tipo 
inferior  del  corriente  eii  plaea  al  tiempo  del  vencimiento  de 
las  letras ;  que  una  infracción  de  la  ley  por  una  oficina  pú- 
blica, no  autoriza  para  alegar  la  infracción  cómo  unfa  regla 
á  que  deba  sujetarse. 

Que  la  ley  dé  la  Provincia,  fijando  eitipb  de  SI  pesos  bo- 
livianos por  onza,  no  obliga  i  las  Oficinas  Nacionales,  porque 
las  Provintíias  no  legislan  para  la  Nación. 

Pidió  se  rechazara  la  escepeion  opuesta  y  se  llevara,  adelante 
la  ejecución,  hasta  hacer  cumplido  pago  del.  capital,  intereses 
7  costas  de  la  cobranza. 

Con  la  prueba  producida  se  dictó  este 
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Fallo  Ael  «íiieB  Ae  8e«0loM» 


Rosario,  Marzo  26  de  1876. 

Vistos  f  eoRsider^iido :  1^  Qoe  por  el  «rtíonlo  12  de  la  lej 
de  Aduana  vijente,  los  deieekos  de  esta  pueden  abonarse  es 
oro  6  su  equivalente  en  plaza  en  bolivianos. 

8^  Que  pov  equivalente  en  esta  moneda  debe  oompreaderse 
el  eorri(9nte  en  el  mercado  ó  lo  que  es  lo  mismo  aquella  caa^ 
tidad  en  boliviano  por  la  cual  pueda  comprarse  el  oro  en  las 
transacciones  regulares  j  diarias  del  Qomercio. 

3^  Que  no  habiendo  en  esta  localidad  una  Bolsa  ó  casa  es-^ 
pecial  que  fije  con  precisión  esa  relación  de  valoree  w  los 
agentes  de  cambio»  es  preciso  atenerse  i  la  determinada  en  el 
oomun  de  las  operaciones  comerciales. 

4"^  Que  la  Aduana  en  esa  determinación  y  para  Uenav  los 
objeto»  legales  en  cuanta  i  equivalencia  de  moneda,  salvando 
las  euestiones  diarias  que  pudieran  sobrevenir,  ha  acostum* 
brado  periódica  y  prudentemente  fijar  el  tipo  del  cambio  que 
debiera  rejir  sus  operacioBes  activas  y  pasivas,  sus  obliga- 
eiones  y  derechos  pava  con  el  eomeroio,  tipo  que  este  siempre 
ha  aceptado. 

5^  Qoe  esti  plenamente  probado  par  las  declaraciones  de 
f .  45  á  47,  por  la  primera  posición  fiscal  de  f.  40  y  por  el 
inforoae  deH  Admii^stirador  de  Rentas  de  f .  SO-  que  el  tipo  que 
h%bia  fijado  la  Aduana  eot  sus  tablillas,  cuando  veu/cieson  las 
obligaciones  contraidiEus  en  las  cinco  letras  que  cobra  ejecutí* 
vamente,  fué' el  de  20  pesca  bolivianos  la  onza  de  oro  con  mas 
á^%  de  prepüo,  él  cual  debía  rejir  no  solo  para  las  oU^a*- 
ciones  de  contado,  pues  no  se  ha  justificado  cosa  alguna  en 
contrario  por  el  demandante,  sino  también  para  liiS' obliga- 
ciones á  plazo  como  lo  ha  probado  el  demandado  á  f .  57  vta. 
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6"^  Oud  8i  en  efecto  no  hul)ie8e  srido  ese  como  no  lo  fué  en 
yeldad,  el  corriente  al  vencimiento  de  las  letras,  y  ei  nn  tant  o 
inferior,  culpa  no  es  de  los  deudores  á  la  Aduana,  que  ella  de 
proprio  motUy  por  concesión  graciosa  al  comercio  como  lo 
dice  el  Administrador  en  su  informe,  bubiese  tenido  Coft  él 
esa  deferencia;  bien  porque  se  hubiera  subordinado  á  ins- 
trucciones superior ea  recibidas»  sin  que  tampoco  hubiera  equi- 
dad alguna  en  que  ella  cobrase  sus  activos  á  un  tipo  mas  alto 
que  aquel  en  el  que  cubría  sus  pasivos  en  la  misma  fecha, 
7  pues  que  ¿jando  ella  el  tipo,  mal  podia  exijir  el  pago  aún 
mas  elevado  que  el  designado  por  ella  mismaé 

V  Que  siendo  las  letras  que  se  cobran,  proeedeates  de  de- 
techos  de  Aduana  aún  cuando  estaviesen  giradas  i  fuerte 
debian  estsr  g<ndío  lo  han  estado  todas  las  de  su  clase  regidas 
para  su  pago  por  la  legislación,  aduanera  da  ciijos  benefioios 
no  era  justo  privat  á  sus  obligado»  per  el  endoso ;  este  es, 
en  onanto  á  sus  relaciones  jurídicas  cm  la  Aduana  i  si  bien  s« 
endosatario  hubiese  podido,  según  las  disposiciones  geaeralea 
del  derecho  mercantil,  hacer  efectivo  contra  los  aceptantes»  su 
cobro  en  la  moneda  espresada  en  el  texto  de  las  letras; 
quedando  en  tal  caso  los  pagadores  con  su  derecho  i  salvo, 
por  la  diferencia  en  el  cambio  pagado,  para  repetir  con- 
tra la  Aduana  por  ella,  según  la  ley  de  la  materia ;  caso 
que  no  ha  ocurrido  por  haber  sido  satisfechas  per  el  endo- 
sante á  cuyo  poder  han  vuelto  renaciendo  ipto  faeta  sus 
relaciones  de  derecho  coa  sus  aceptantes  segun  la  legislaeien 
aduanera. 

8^  Que  los  deudores  han  mostrado  perfecta  disposición  de 
abonarlas  á  su  vencimiento  segun  el  tipo  marcado  por  la 
Aduana,  depositando  además  su  valor  con  noticia  judicial  del 
endosante  y  endosatario,  debiendo  por  consiguiente  reputarse 
en  derecho  comercial  como  efectuado  su  pago  en  debido  tiempo 
y  por  tanto  tenérseles  por  librados  de  la  deuda. 
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Por  estos  fundamentos,  no  ha  lugf&r  á  la  ejecución,    con 
costas  al  ejecutante.  Repóngase  los  sellos. 

Fenelon  Zuviria. 
Habiendo  apelado  el  Procurador  Fiscal,  se  dictó  este 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aj|res,  Setiembre  9  de  1876. 

Vistos :  y  considerando  que,  por  regla  general,  el  cesionario 
no  puede  tener  mejor  derecho  ni  mayores  privilegios  que  los 
que  tenia  el  cedente.  Que  tratándose  de  letras  de  Aduana,  el 
descontador  6  endosatario  no  tiene  derecho  de  cobrarlas  por 
si  ejecutivamente  del  deudor,  pues  su  derecho,  vencido  el  plazo 
dc'  la  letra  y  no  cubierto  su  importe  por  el  deudor  ó  su  fiador, 
está  limitado  según  lo  dispuesto  por  los  articules  ciento  se- 
tenta y  cuatro  y  ciento  setenta  y  seis  de  las  Ordenanzas  de 
Aduana,  á  protestarla  en  debida  forma  y  presentarla  dentro 
de  tercero  dia  á  la  Aduana  que  la  descontó,  quien  deberá  cu- 
brir á  la  vista  su  importe  y  gastos  del  protesto,  y  cobrarla  por 
su  cuenta  y  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  los  artículos 
ciento  setenta  y  nueve  á  ciento  ochenta  y  siete  de  las  mismas 
Ordenanzas.  Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  de  la 
sentencia  apelada,  se  confirma  esta,  y  satisfechas  las  costas 
de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GOROS- 
TIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M. 
LASPIUR. 
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CAUSA    CXIY. 


jD.  Guillermo   Gath  contra  Adolfo  Bullrich  y  C*,  sobre 

cobro  de  pesos. 


Sumario.'^El  pago  hecho  por  el  mandatario  sin  autoriza- 
cíon  del  míindante  á  un  acreedor  de  este,  queda  ratificado, 
ai  en  la  rendición  de  cuentas,  el  mandante  otorga  recibo 
del  sobrante  por  saldo  de  cuentas. 


Cuso. — £1  caso    está  suficientemente  espuesto  en  el  si- 
guiente 


FhUo  del  Suem    Seccional. 

■ 

Buenos  Aires,  Abril  29  de  1876. 

Vistos  los  autos  seguidos  por  D.  Guillermo  Gath,  Inglés, 
contra  los  Sres.  Adolfo  Bullrich  y  C",  Argentinos,  por  de- 
volución de  una  cantidad  indebidamente  entregada,  de  que 
resulta  lo  siguiente  : 

1°  Que  en  16  de  Setiembre  de  1874  D.  Adolfo  Bullrich 
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prestó  á  D.  Gnillermo  Gath  la  suma  de  sesenta  y  nn  mil 
pesos  m/c.  dándole  este  en  garantía  la  acoíon  de  una  legua 
j  media  de  campo  que  poseia  por  cesión  hecha  por  el  Go- 
bierno de  la  FroYincia,  concediéndole  además  la  facultad  de 
venderlo  en  remate  público. 

2^  Que  efectuada  la  iuba«ta  efe  líitud  de  esta  autorización, 
Bullrich  presentó  á  Gath  la  cuenta  de  f .  1^  del  producido  de 
la  venta,  conteniendo  una  partida  que  espresa  haber  entrega- 
do al  Doctor  Haslam,  por  documentos  descontados  la  canti- 
dad. 4^  4St,786  pesos  m/o«  cuenta  que  lleva  la  fecha  de  14 
de  Mayo  de  1875. 

3**  Que  en  19  de  Mayo  de  1875  D.  Guillermo  Gath  dio  el 
recibo  que  aparece  copiado  á  f.  13  vta.  en  que  dice  que  re- 
cibe la  suma  de  cuarenta  y  tres  mil  ciento  veinte  y  seis  pesos 
m/c.  por  saldo*  de  cuentas  hasta  la  fecha,  espresiones  que  en 
ednoepto  del  demandante  comprenden  la  entrega  á  Haalam. 

P  Que  en  22  de  Mayo  de  1875  D.  Guillermo  Gath  eoftta^ 
bló  la  demanda  de  f.  7,  esponiendo  que  D.  A.  BuUriCh  y  G\ 
ha  traspasado  sus  instrucciones  ;  que  nunca  les  autorizó  para 
hacer  á  otras  personas  pagos  en  su  nombre ;  y  que  habiendo 
tiíaspiasado  sus  instrucciones  el  paga  es  nulo,  y  como  tal  deben 
devolver  la  suma  que  han  entregado  al  Sr.  Haslam.  Que  el 
recibo  que  ha '  dado  le  ha  sido  arrancado,  y  aunque  así  no 
fuera,  no  conociendo  el  español  en  cuyo  idioma  se  halla  re- 
dactado, no  tenia  conocimiento  de  el,  ni  se  le  permitió  to- 
marlo dentro  del  escritorio  del  Sr.  Bullrich ;  que  dice  de 
nulidad  de  dicho  recibo  porque  al  firmarlo,  no  ha  tenido  la 
intención  de  hacer  una  cancelación  de  cuentas  con  Bullrich 
sino  otro  muy  diferente ;  que  á  f .  21  B.  A.  Bullrich  con- 
testa la  demanda,  y  espone:  Que  aunque  no  tuvo  autoriza- 
ción para  la  entrega  de  la  cantidad  al  Sr.  Haslam,  lo  hizo 
con  noticia  y  eon  eonsentimiento  del  demandante.  Que  aún 
uando    hubiese  carecido   de   esta    autorización   ella    debe 
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pr  eamoirse  por  loa  términos  en  qne  áe  encuentra  6€(ncebíd«9 
que  Us  can&aa  de  impugnaokm  de  eate  recibo»  la  iatmiAm 
cion  6  la  ignorancia  del  idioma  castellano  por  parte  de :  Gath:» 
9Mc  raaones  de  mvtj  poco  valor,  porque  la  priiñerJEi  no  pddía 
ejercorse  eon  uoa  persona  de  las  ooudidonei  fiaieas  do  GatH^ 
j  aunque  na  babler  es  sabido  que  lee  pearfeetame^te  el  oásto* 
iteuo,  aomo  se  oomprueba  con  los  násaios  aetos  y  ccortifatoa 
mtoriorefl ;  qfi^  en  cottsecuenoia  ae  debe  desechar  la  deman*» 
da  con  oestas« 

5^  Qne  naoibida  la  éansa  ¿  prueba  seí  ñjioion  emno  puntea 
de  ella  lo  siguientes:  1^  Que  el  recibo  de  f.  no<^dlá|MM^ 
eaUe  de  kff  ementas  de  BuUrieh  oon  Ghath.  ^  Que  esteí  no 
sabe  leer  el  e^ñoL  3^  Que  si  fimaó  po?  inbímidaetoa  t>y 
Mal  fué  esta.  4"^  8i  Qath  debin  efeetivamente  lia»  daoillidad 
á  Haalam ;  ;:  5^  Si  los  demandados  estaban  autorizados 
pora  hacw  pagos^ 

6^  Que  Gath  ba  presentado  tres  testigos  que  s&ñ  D, 
Juan  Walkar»  D«  Enrique  8.  Oatematt  y  D.  QuiUermo^  3j 
BitMkmij 

7^  Que  per  parte  de  H*  A.  Builrioh  se  han  produeide  ^ 
poiioiones  de  f  ^  51 ;  las  deokraoioikes  del  D;  Pedro  Eotévaí 
Iteutam^  D.  Bmüie  Heyer,  j  el  informe  del  G^obierne  de  la 
Fifo^nmü  qoie  oorre  á  f.  59. 

I  eMsíderaado :  i""  Que  B.  Ghúillermo  Gatb  bia  eonf eá»« 
dO'  iU6A  Tta.  que  es  suyo  el  recibo  que  se  le  manifestó 
en  un  libro  de  recibos  que  ea  el  quie  eezare  testimoniado  M 
autos. 

2°  Qué  la  prueba  producida  por  Gath  sobre  que  en  las 
conversaciones  uso  siempre  el  Ingles  á  mas  de  negativa  no 
#aolag!e  la  eircunstamía  de  que  puedi^  leer,  psesentándese 
e«  contisadÁecion  eooi  sus  aotos  anteriores,  comO'  el'ocratiMité 
de  f.  31  notable  por  su  importancia,  y  las  dilijeneMft  seguía 
das  ante  el  Gobierno  de  la  Provincia,  en  ningana   de  las 
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cuales  ha  necesitado  intérprete,  como  lo  declara  espresa* 
mente  D.  Pedro  Estevan  Boman  á  f .  52  y  B.  Emilio  Meller 
á  f .  54  vta, 

3®  Que  Gath  no  ha  prohado  ninguna  clase  de  intimidación 
que  le  obligase  á  suscribir  el  recibo  que  tiene  reconocido  co^ 
mo  le  correspondió  hacer,  ni  mucho  menos  que  su  intención 
hubiera  sido  otra  que  aceptar  los  pagos  y  la  cancelación  de 
ouentas  con  Bullrich,  como  si  hubiese  firmado  en  blanco, 
como  debió  hacerlo,  aun  en  el  caso  de  que  se  probase  que 
no  sabia  leer  (art.  6"^,  título  De  los  instrumentos  privados, 
Cód.Civü). 

4^  Qu«  aun  cuando  aparece  que  los  demandados  no  esta- 
ban autorizados  pa^a  hacer  pago,  pues  do  les  confiere  esta 
facultad  el  contrato  de  f .  35  sin  embargo  el  recibo  de  f.  19 
Tuelta  hace  el  reconocimiento  de  .este  pago,  tanto  porque 
su  recibo  dado  por  saldo  de  cuentas  hace  presumir  el'  arre- 
glo de  todjQs  las  pendientes,  cuanto  porque  refiriéndose  en 
el  mismo  recibo  &  los  documentos  que  comprueban  que  la 
cuenta  se  hallaba  entre  ellas  el  descontado  á  Haslam,  es  un  prin- 
cipio de  derecho  que^  aun  cuando  no  hubiese  autorización,  la 
ratificación  posterior  del  mandante  rivalida  el  acto  y  esa  ratifi- 
cación en  este  casóse  desprende  del  recibo  mencionado  (arts.  01 
y  68,  Del  mándalo,  Cód.  Civil).  Por  estas  consideraciones 
fallo,  declarando  á  D.  A.  Bullrich  y  C''  absuelto  de  la  demanda 
que  contra  ellos  ha  entablado  D.  Guillermo  Gath.  Repónganse 
los  sellos  y  notifiquese  con  el  original. 

Isidoro  Albarracin. 

Gath  apeló  de  esta  sentencia,  y  Bullrich  y  C^  se  adhirieron 
á  la  apelación,  para  que  Gath  fuera  condenado  en  las  costas 
de  la  primera  instancia. 
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Fall«   íle    1»   Sopveni»  C«rte' 

Buenos  Aires,  Setiembre  16  de  1876. 

Vistos:  por  sus  f andamentos  se  confirma,  con  costaste} 
auto  apelado  de  fpja  setenta  y  sjeis,  no  haciéndose  luga^  á  la 
condenación  de  costas  de  primera  instancia,  por  no  conside- 
xarse  temeraria  la  deinanda.  Satisfechas  las  costa?  ;  re- 
puestos los  selloB,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— I.  B.  GOROSTUGA. 
—i.    DOiaMGUEZ.  —  S.  M.   LASPIUR. 


CAVSA   CXT 


D.  Juan  Torres  contra  D.  José  Torres,  sobre  recurso  de 

rescisión. 


Sumario : — La  incompetencia  del  Juez  no  alegada,  ni  com- 
probada oportunamente,  no  puede  por  sí  sola  fundar  el  re- 
curro de  rescisión. 
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Caso.  —  D.  José  Torres  demandó  ante  el  Juzgado  Federal 
de  Buenos  AmnA  Di  Jiifl»  Tof res,  re^ideeiU  ^i  Corrientes, 
por  cobro  de  pesos. 

Librado  el  ^xhorte  de  emplazamiento,  D.  Juan  Torres  en- 
tabló ante  el  Juez  Federal  de  Corrientes  una  contienda  de 
iDómpetencia,  qué  dicbo  Juez  se  negó  á  promover. 
'    La  demanda  fué  seguida  y  sentenciada  en  rebeldía  por  el 
Juez  Federal  de*  Buenos  Aires. 

D.  Jtian  Tortes  dedujo  el  recurso  de  rescisión,  fundándolo 
únicamente  sobre  la  incompetencia  del  Juez  Federal  en  ran- 
zón f^l^  s^r.epitr^ngQSOB  «1  4epwidaiiie  y  demandado. 

.;  fi  ;- 

F»ll«  del  Jíoes  Seeeian»!. 


Buenos  Aires,  Hayo  12  de  1876. 

Vistos:  estos  autos  seguidos  por  D.  José  Torres  contra 
D.  Juan  Torres,  por  cobro  de  pesos,  y  en  el  incidente  sobre 
rescisión  de  la  sentencia  pronunciada  en  rebeldía  y  consi- 
derando : 

i^  Que  el  recurso  de  rescisión  solo  procede  en  los  casos 
en  que  hay  lugar  al  recurso  de  nulidad,  y  este  no  tiene 
lugar  sino  por  la  violación  de  las  formas  y  solemnidades  que 
prescriben  las  leyes,  cuya  violación  debe  tener  lugar  antes 
de  la  senteneia,  pues  sola  de  estas  se  aouerda  el  ift>enciona- 
do  recurso  (artículos  233  y  234  de  la  ley  de  £njuiciamíen-> 
to) ;  y  en  el  caso  ocurrente  no  se  alega  é  invoca  ningún  vicio 
anterior  del  hecho  del  pronunciamiento  de  la  sentencia. 

2^  Que  aunq;ie  la  incompetencia  de  jurisdicción  fuera  bas- 
tante par^  establecer  la  nulidad  que  autorizase  la  rescisión, 
esta  incompetencia  debe  ser  manifieáta  y  constar  en  autos 
antes  de  dictarse  la   sentencia  para  que  el  Juez  estuviera 
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en  el  deber  de  desecharla  (articulo  S^,  ley  de  Enjuioiamiien- 
to),  pnea  de  otra  manera  no  se  eafliearia  4|Tie  la  ley  de  £!!«• 
jaioiamiento  hubiese  enuineradQ  la  incompetencia,  oomo  e»» 
oepcion  dilatoria,  eegan  lo  establece  el  artíonlo  78.  de  la  iey 
á»  Enjuiciamiento,  y  por  ooQ8igiiiente>  á  cargo  de  la  parfe 
á  gnién  favereoe  el  deber  de  haeerla  raler;  y  qne  en  el 
presente  caso  lejos  de  constar  la  falta  de  jurtedieoion,  por 
razón  de  ser  estrangeros  los  ocurrentes,  bonsta  únioamente 
que  son  Tocinos  de  diferentes  Provincias,  lo  que  hiao  indu- 
cir natt^ralmeote  á  tencvlos  por  argentinos,  y  por  oonst» 
goiente,  procedente  la  jurisdicción  nacional. 

3^  Qne  esta  misma  presunción  la  corrobora  el  hecho  de 
haber  deducido  el  demandado  escepcion  de  incompetencia 
^nte  el  Juzgado  Seccional  de  Corrientes,  sin  mencionat  la 
circunstancia  de  la  nacionalidad  de  ambas  partes,  y  antes 
por  el  contraria,  limitándose  á  alegar  únicamente  el  fuero 
correspondiente  al  Ingsj:  del  onmplímiento/  de  h^  obligación, 
materia  del  litigio,  sin  que  sea  cierto  que  no  pudiera  opo- 
nerse el  juicio  de  incompetencia,  pues  las  cuestiones  de  in- 
competencias deben  proponerse  como  excepción,  ocurriendo  al 
Juez  que  se  crea  competente  (artículo  45  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento). 

4^  Que  aun  suponiendo  lo  que  no  consta  en  autos,  que 
el  demandante,  eomo  el  demandado,  fueron  estrang^os,  do*' 
micfliados  en  distintas  Frovinoias,  y  por  consigafente,  que 
existiese  la  cansa  de  nulidad  alegada,  siempre  resultaría 
que  esta  se  ha  prorogado,  sabiendo  6  debiendo  saberlo  el 
demandado^  desde  que  le  fué  notificado  en  tiempo  la  deman- 
da y  se  le  acordó  el  término  para  contestarla,  teniendo  fai 
obligación  de  hacerlo,  y  no  podría  por  tanto  hacerse  valer 
por  el  ocurrente  la  mencionada  nulidad,  de  acuerdo  con  el 
artíonlo  li,  título  6,  sec.  2%  Código  CMl,  Nulidad  Í€f  h» 
actos  jurídicos. 
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5^  Qué  aceptar  este  recurso  en  la  forma  deducida  impor- 
taría autorizar  á  los  particulares  para  que  haciéndose  jueces 
de  la  competencia  de  las  autoridades  judiciales t  resolviesen 
según  su  criterio  y  dejasen  burlados  los  mandatos  de  la  au- 
toridad, j  los  derechos  de  los  que  de  buena  fé  imploraban 
la  interdicción j  lo  que  es  contra  toda  noción  de  orden  pú^ 
blico.y  de  equidad^  que  naturalmente  debe  presidir  ¿  las 
disposiciones  legales. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  no  haciendo  lugar  al  re- 
Guiso  de  rescisión  deducido*  Notifique  original  y  repón- 
ganse los  sellos. 

Isidoro  Albarracin. 

.    Apelado  este  auto,  la  Suprema  ,Corte  confirió  vista  al  Sr» 
Procurador  General. 

VISTA  DEL  SEflOR  PROCURADOR  GENERAL 

Suprema  Corte: 

Baenos  Aires,   Setiembre  19  de  1876. 

La9  excepciones  dilatorias,  y  entre  ellos  la  de  incompeten- 
cia, d^ben  ser  opuestos  dentro  de  nueve  dias,  ó  por  lo  me- 
nos 1^1  contestar  la  demanda  (artículo  72  de  la  Ley  de  Pro- 
cedimientos, y  12,  inciso  4  de  la  de  Jurisdicción). 

Tin  recurso  de  rescisión  es  además  distinto  del  de  nulidad. 
.  Este  supone  la  violación  de  las  formas  en  presencia  de  la 
parte,  aquel  pn  su  ausencia  ó  rebeldía.  El  primero  se  de- 
duce junto  con  la  apelación,  y  debe  la  nulidad  resultar  de 
autos.  El  segando  tiene  plazos  mas  largos  y  las  caucas  de 
rescisión  deben  acreditarse  previamente  (artículos  19  y  22 
de  la  ley  de  Procedimientos). 
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Solo  son  finalmente  afectas  de  nulidad  absoluta  las  actuacio- 
nes obradas  por  jueces  que  no  tienen  jurisdicción  compe- 
tente en  el  caso  de  promoverse  contra  ellas  los  recursos  de 
apelación  y  nulidad  en  los  plazos  fijados  por  las  leyes. 

La  parte  de  D.  José  Torres,  no  ha  observado  ni  cumpli- 
do ninguna  de  estas  disposiciones;  y  el  presente  recurso 
deducido  únicamente  para  hacer  valer  una  excepción  de  in- 
competencia, después  de  pronunciada  sentencia  en  rebeldía, 
j  por  una  causa  que  no  se  ha  acreditado  en  forma,  ni  fué 
alegada  oportunamente,  debe  ser  rechazado. 

C.  T^edor. 
Se  dictó  el  siguiente  / 

Fallo  íle  1»  Saprein»  Corte* 

Buenos  Aires,  Setiembre  21  de  1876. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos  y  de  conformidad  con  lo 
expuesto  y  pedido  por  el  señor  Procurador  General  en  su 
precedente  vista,  se  confirma  con  costas  la  sentencia  apelada 
de  foja  cuarenta  y  nueve,  satisfechas  las  de  la  Instancia  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los  autos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GO- 
ROSTUGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.— 
S.  M.  LASPIIIR 


T.  IX  12 
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CACflA     CXTI. 


El  Bant^  ^¡aetor^^/  contra  D.  Francisco  Villaníievai  por  cobro 
de  pesos.    Incidente  sobre  competencia. 


Sumario. — 1®  La  ley  de  5  de  Noviembre  de  1872,  al  crear 
el  .Banco  Nacional,  no  tuvo  en  vista  un  establecimiento  par- 
ticular de  comercio  sino  una  institución  de  otro  carácter  y 
que  respondiera  á  fines  de  mucha  mayor  trascendencia,  usan- 
do el  Congreso  de  la  facultad  que  le  confiere  el  artículo  67, 
inciso  5^  de  la  Constitución. 

2^  El  conjunto  de  atribuciones,  exenciones  y  privilegios 
que  tiene  el  Banco,  .no  responden  4*  la  idea  de  un  estableci- 
miento privado,  sino  á  la  de  una  institución  pública  creada 
e£D  pra/e^o  para  fines  de  administración  nacional. 

3^  Si  al  mismo  tiempo  se  le  autoriza  para  negociar  con 
particulares  y  hacer  toda  clase  de  operaciones  bancarias,  no 
es  sino  como  medio  indispensable  de  dar  vida  á  la  institución 
y  habilitarla  para  llenar  cumplidamente  sus  fines. 

4°  La  Constitución  no  exige  que  el  Congreso  funde  un 
Banco  rigorosamente  de  Estado,  dirigido  por  los  Poderes 
Públicos  de  la  Nación. 

5°  Confiriendo  la  autorización  sin  determinación  de  forma 
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ni  sistema,  la  Constitución  ha  dejado  la  elección  al  prudente 
arbitrio  del  Congreso. 

6**  El  Congreso,  eligiendo  el  sistema  de  nna  gran  compa- 
ñía por  acciones,  no  ha  hecho  mas  que  seguir  los  consejos 
de  la  ciencia  y  los  ejemplos  mas  caracterizados. 

7®  Todas  las  cuestiones  que  *  dimanen  de  los  actos  y 
operaciones  del  Banco  Nacional,  son  de  la  jurisdicción  na- 
cional. 

Coío.— B.  Eduardo  Argerich,  en  representación  del  Banco 
líacional,  inició  un  juicio  ejecutivo  contra  D.  Francisco  Vi- 
llanueva,  por  cobro  de  una  letra  valor  de  31,654  ps.  fts.  jirada  á 
favor  del  Banco. 

Dictado  el  auto  de  solvendo,  Villanueva  se  presentó  espo- 
niendo :  que  la  jurisdicción  del  Juzgado  Federal  no  estaba 
determinada  ni  por  la  Constitución,  ni  por  las  leyes  regla- 
mentarias de  la  Justicia  Federal.  Que  este  banco  no  es  el 
Banco  Nacional  á  que  se  refiere  la  Constitución,  sino  un 
Banco  de  accionistas  en  que  tiene  parte  el  Gobierno  Nacional. 
Que  aunque  lo  fuera,  en  el  caso  no  tendria  derecho  para  tras- 
tornar las  leyes  del  procedimiento,  sacando  al  demandado  de 
su  fuero  natural. 

Pidió,  interponiendo  declinatoria  de  jurisdicción,  se  orde- 
nase al  Banco  ocurrir  donde  correspondiera,  y  declarando  á 
su  cargo  las  costas  del  incidente. 

Corrido  traslado,  Argerich  pidió  se  rechazara  el  artículo 
con  espresa  condenación  en  costas.  Dijo,  que  en  la  Justi- 
cia Nacional  no  tenia  una  aplicación  absoluta  el  principio 
de  que  el  demandante  debe  seguir  el  fuero  del  reo.  Que 
este  es  el  Banco  á  que  se  refiere  el  artículo  67,  inciso  5®  de 
la  Constitución  Nacional,  pues  existe  en  virtud  de  ley  espe- 
cial del  Congreso  que  lo  ha  investido  de  los  correspondientes 
derechos  y  privilegios.     Que  el  hecho  accidental  de  que  el 
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Gobierno  Nacional  se  haya  asociado  á  otros  accionistas  par- 
ticulares para  constituir  este  Banco,  no  le  quita  el  carácter 
jurídico  de  Banco  Nacional,  Que  semejante  á  este  era  el 
Banco  Nacional  de  los  Estados-Unidos,  de  cuya  Constitu- 
ción tomó  la  nuestra,  la  institución  del  Banco  Nacional. 
Que  por  el  art.  100  de  la  Constitución,  el  conocimiento  de 
esta  causa  corresponde  á  la  Justicia  Nacional.  Que  tenien- 
do presente  que  el  Banco  es  una  creación  del  Congreso  Na- 
cional, autorizado  ad  hoc  por  la  Constitución,  que  el  Go- 
bierno Nacional  es  uno  de  los  primeros  accionistas  y  que 
autoriza  parte  de  sus  operaciones  por  conducto  del  Inspec- 
tor Nacional,  que  su  domicilio  es  en  el  territorio  que  sirve 
de  asiento  al  Gobirno  Nacional,  no  puede  abrigarse  la  me- 
nor duda  de  que  todo  asunto  que  se  siga  por  el  Banco  6 
contra  el  Banco,  pertenece  jure  suo^  al  conocimiento  de  los 
Juzgados  Federales.  Que  una  persona  jurídica  de  creación 
nacional,  no  puede  ser  juzgada  sino  por  la  justicia  nacio- 
nal. Que  una  de  las  causas  de  la  institución  del  poder  ju- 
dicial de  la  nación,  ha  sido  principalmente  la  de  conseguir 
por  medio  de  los  tribunales  federales,  sujetos  á  una  sola 
Corte  Suprema,  la  uniformidad  de  las  decisiones  en  los  asun- 
tos referentes  á  las  varias  faces  de  la  vida  nacional.  Que 
esta  uniformidad  de  jurisprudencia,  no  podia  conseguirse  si 
de  los  asuntos  del  Banco,  pudieran  conocer  las  justicias  de 
las  diversas  Provincias  de  la  República.  Que  la  ley  de  los 
Estados-Unidos  establece,  que  los  Jueces  de  Sección  tienen 
jurisdicción  sobre  todas  las  causas  seguidas  por  ó  contra 
cualquiera  asociación  establecida  en  virtud  de  una  ley  rela- 
tiva á  las  asociaciones  de  Bancos  Nacionales  en  el  territo- 
rio de  la  jarisdiccion  de  sus  Juzgados. 
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Fallo  del  Jíues  de  Seeeion. 


Buenos  Aires,  Junio  5  de  1876. 

Tistos :  los  autos,  seguidos  por  el  Banco  Nacional  contra 
D.  Francisco  YillanueTa;  j  especialmente  en  el  incidente 
sobre  incompetencia  de  jurisdicción  de  Iqs  Tribunales  Na- 
cionales. Y  considerando:  1^  Que*  corresponde  á  los  Tri- 
bunales de  la  Nación  el  conocimiento  j  decisión  de  todas 
las  causas  que  versen  sobre  puntos  regidos  por  la  Consti- 
tución y  leyes  de  la  Nación  (art.  i 00  de  la  C.  Nacional) 
y  la  creación  del  Banco  Nacional  como  sus  estatutos  tienen 
origen  en  la  Constitución  ( inciso  5,  art.  67, )  y  han  sido 
sancionados  por  el  Gobierno  General  en  virtud  de  sus  fa- 
cultades constitucionales. 

2"  Que  es  un  principio  de  derecho  público  que  los  poderes 
de  los  diversos  ramos  del  Gobierno,  tienen  que  ser  coesten- 
sivos  y  no  lo  serian  si  el  Poder  Judicial  de  la  Nación  no 
pudiera  garantir  y  hacer  efectivas  las  instituciones  que, 
como  la  del  Banco  Nacional,  sean  oreadas  y  sostenidas  para 
el  mismo  interés  público  por  los  poderes  Ejecutivo  y  Lejis- 
lativo. 

3^  Que  sea  cual  fuere  la  forma  en  que  se  halle  organiza- 
do el  Banco  Nacional  actualmente,  el  Congreso  como  el  Eje- 
cutivo al  reglamentarlo  han  entendido  ejercitar  las  atribu- 
ciones ¿cordadas  en  la  Constitución  en  el  inciso  y  artículo  cita- 
dos  y  por  tanto  es  este  el  único  Banco  Nacional  cuya  creación 
autoriza  la  Constitución,  con  facultad  de  emitir  billetes, 
como  los  que  tiene. 

4^  Que  la  facultad  de  emisión  inherente  á  la  soberanía 
nacional,  como  los  privilegios  que  goza  el  Banco  Nacional 
de  la  excepción  de  todo  cargo  ó  impuesto  ya  nacional,  ya  pro- 
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yincial,  y  el  depósito  forzoso  de  las  sumas  litigiosas  en  el 
fuero  federal,  determinan  su  carácter  de  institución  nacio- 
nal, que  no  ha  podido  ser  autorizada  por  poder  alguno  pro- 
vincial, sea  cual  fuere  por  otra  parte  el  personal  ó  geren- 
cia según  la  cual  se  administra ;  y  la  aplicación  de  sus  uti- 
lidades, éntrelas  que,  sin  embargo,  figura  el  Gobierno  Nacional 
por  un  cinco  por  ciento  en  compensación  de  los  fyrivilegios 
que  concede  (inc.  1^  del  art.  31  de  su  ley  de  5  de  Noyiem- 
bre  de  1873). 

5^  Que  aunque  es  verdad  que  los  derecbos  y  obligaciones 
del  Banco  Nacional  con  los  terceros  son  regidos  por  el  de- 
recho común,  no  lo  es  menos  que  su  personalidad  ha  sido 
creada  por  una  ley  del  Congreso,  en  ejercicio  de  facultades 
constitucionales,  y  es  un  principio  que  las  oficinas  y  depen- 
dencias nacionales,  aunque  en  sus  relaciones  con  terceros 
tengan  que  sujetarse  al  derecho  común,  pueden  y  deben 
ocurrir  á  la  Jurisdicción  Nacional,  aunque  no  se  halle  espresa 
en  la  ley,  desde  que  tiene  su  personería  fundada  en  la 
Constitución  ó  leyes  del  Congreso,  como  sucede  con  el  Ban*^ 
co  Nacional. 

Por  estas  consideraciones   fallo  no  haciendo    lugar   i  la 

declinatoria  de  jurisdicción  y  ordenando  se  Heve  adelante  ol 

procedimiento    según  su    estado.     Repónganse   los  sellos  y 

notifíquese  con  el  original. 

Isidoro  Albarracin. 

Después  que  se  tío  la  causa,  la  Suprema  Corte  dio  vista  al 
Sr.  Procurador  G-eneral  quien  se  espidió  del  modo  siguiente : 

VISTA  DEL  PROCURADOR  GENERAL 

Suprema  Corte : 

Buenos  Aires,  Julio  26  de  1876« 

£1  fuero  nacional  procede  únicamente  de  las  personas  y 
de  las  cosas ;  y  en  uno  como  en  otro  caso;  se  necesita  que 
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esas  personas  ó  cosas  estén  determinadas  espresamente  en 
la  ley. 

Para  que  sea  de  fuero  federal  un  caso,  no  basta  que 
haya  de  por  medio  una  ley  nacional,  porque  entonces  lo 
serian  todos  los  comprendidos  en  los  Códigos  Civil  y  Co- 
mercial, que  son  también  leyes  nacionales,  dictadas  por  el 
Congreso,  especialmente  autorizado  por  la  Constitución;  y 
lejos  de  eso  esta  dispone  que  esos  Códigos  no  alteran  las 
jurisdicciones  locales,  correspondiendo  su  aplicación  á  los 
Tribunales  Federales  y  Provinciales,  según  que  las  perso- 
nas ó  las  cosas  cayesen  bajo  sus  respectivas  jurisdicciones. 

La  cuestión,  pues,  está  toda  en  saber  si  el  Banco  llamado 
Nacional  ha  sido  como  asociación  y  persona  jurídica,  y  por 
la  naturaleza  de  sus  operaciones,  separado  de  la  jurisdic- 
ción común  por  la  ley  del  63  que  creó  lo  federal,  6  al  me- 
nos por  la  del  72  que  autorizó  el  Banco. 

Mi  parecer  es  negativo. 

Entre  las  personas  se  encuentra  como  accionista  el  Go- 
bierno Nacional,  que  no  demanda  ni  puede  ser  demandado  y 
que  por  consiguiente  no  tiene  fuero;  y  multitud  de  perso- 
nas estrangeras  y  del  país,  consideradas  para  los  efectos, 
del  fuero,  vecinas  de  la  provincia  en  que  se  hallen  esta- 
blecidas, cualquiera  que  sea  su  nacionalidad. 

Las  operaciones  de  ese  Banco  tampoco  son  distintas  de 
las  de  los  Bancos  particulares,  aun  comprendida  la  emisión 
de  que  pueden  estos  mismos  gozar,  sin  elevarse  por  eso  al 
rango  de  Bancos  ú  Oficinas  del  Estado. 

Las  causas  por  lo  tanto  á  que  esas  operaciones  den  lugar, 
deben  ser  deducidas  en  la  jurisdicción  local,  con  aplicación  de 
las  leyes  federales,  incluso  la  que  creó  el  Banco,  y  recurso  á 
esta  Corte,  si  la  inteligencia  que  se  les  diere  por  los  tribunales 
de  provincia  fuese,  contra  la  validez  del  título,  derecho,  pri- 
vilegio, ó  exención  contenidos  en  ellos. 


.0* 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  21  de  1876. 

Vistos  :  estos  autos,  resulta  que  habiendo  puesto  deman- 
da ejecutiva  el  Banco  Nacional  contra  Don  Francisco  Yilla- 
nneva,  ante  el  Juez  de  Sección  de  esta  ciudad,  por  cobro  de 
una  letra  á  su  orden,  con  giro  de  dicho  Villanueva  y  acep- 
tación de  Don  Simón  A.  de  Santa  Cruz,  el  demandado  de- 
clinó la  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales ;  y  resuelto 
el  artículo  por  el  Juez,  declarándose  competente,  Villanueva 
ha  interpuesto  el  presente  recurso  de  apelación. 

La  declinatoria  se  funda  en  que  el  Banco  demandante  no 
es  el  Banco  Nacional  autorizado  por  la  Constitución,  sino  un 
establecimiento  particular,  perteneciente  á  una  compañía 
anónima  por  acciones;  y  en  que  el  juicio  iniciado  no  cor- 
responde á  la  Jurisdicción  Nacional  ni  por  el  carácter  de  las 
personas,  ni  por  la  naturaleza  de  la  causa. 

El  primer  fundamento  no  es  exacto.  Tin  establecimiento 
particular  de  comercio  es  el  que  se  forma  por  un  individuo 
ó  por  muchos  individuos  asociados,  para  ocuparse  de  sus  ne- 
gocios particulares,  y  teniendo  por  principal  objeto  el  in- 
terés y  el  lucro  privado. 

No  fué  esto  ciertamente  lo  que  se  propuso  el  Congreso, 
al  sancionar  la  ley  de  cinco  de  Noviembre  de  mil  ochocien- 
tos  setenta  y  dos.  Por  muy  ligeramente  que  se  conside- 
ren sus  disposiciones,  es  imposible  dejar  de  advertir  que 
lo  que  quiso  crear  fué  una  institución  de  otro  carácter,  y 
que  respondiera  á  fines  de  mucho  mayor  trascendencia. 

Lo  que  quiso  hacer  é  hizo  el  Congreso,  fué  usar  de  la 
facultad  que  le  confiere  la  Constitución  en  el  articulo  sesenta 
y  siete,  cláusula  quinta,  para  establecer  un  Banco  Nacional. 
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Gomo  al  deseonocer  esto,  viene  á  ponerse  en  cuestión  el 
verdadero  alcance  de  aquella  clausula,  conviene  recordar  que 
los  autores  de  la  Constitución,  se  inspiraron  en  esta  mate* 
ria  en  los  antecedentes  de  los  Estados-Unidos. 

El  primer  Congreso  de  aquella  República  sancionó  en  Inil 
setecientos  noventa  y  uno,  una  ley  autorizanda  la  fundación 
del  €  Banco  de  los  Estados-Unidos  »  en  atención  á  que,  decía 
el  pre&mbulo,  su  establecimiento  podia  ser  muy  convenien- 
te para  la  buena  administración  de  las  finanzas  nacionales ; 
dar  facilidades  para  obtener  empréstitos  para  el  uso  del 
Gobierno,  en  emergencias  imprevistas;  y  proporcionaií  con- 
siderables ventajas    al  comercio  y  la  industria  en  general. . 

Esta  ley  no  pasó  sino  después  de  ser  objeto  de  la  mas 
viva  oposición,  tanto  en  el  Congreso,  como  en  el  seno  del 
F4>der  Ejecutivo.  T  el  principal  fundamento  de  esa  opo8Í<-' 
cion  era  que  el  Congreso  carecía  de  poder  para  crear  una 
institución  semejante,  por  no  haber  en  la  Constitución  cláu- 
sula ninguna  que  se  lo  confiriese. 

Fenecido,  el  término  de  la  autorización,  la  carta  del  Biuico 
no  fué  renovada.  > 

En  mil  ochocientos  quince  sancionó  el  Congreso  una  nue- 
va ley  creando  un  Banco  NacionaU  pero  el  Presidente  le 
negó  su  sanción. 

Repetida  sin  embargo  la  propuesta  en  mil  ochocientos 
diez  y  seis  pasó  definitivamente,  y  el  nuevo  Banco  de  los 
Estados-Unidos  fué  fundado ;  pero  no  sin  que  se  manifestase 
la  oposición  anterior,  bajo  el  punto  de  vista  constitucional. 

Nuestros  constituyentes,  penetrados  de  la  importancia  de 
una  institución  de  esa  naturaleza  para  la  administración, 
pública  y  para  el  país  en  general,  quisieron  ponerla  á  la 
disposición  del  Gobierno,  salvando  al  mismo  tiempo  el  gran- 
de obstáculo  que  habia  encontrado  en  el  silencio  de  la  Cons- 
titución Norte  Americana. 
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Estei  fué  el  objeto  de  la  autoTÍzaoion  espresa,  conferida 
ea  la  cláusula  mencionada  del  artículo  sesenta  y  siete- cu** 
yos  términos  son  estos: 

€  Establecer  y  reglamentar  un  Banco  Nacional  en  la  ca-* 
pital  y  SHS  sucursales  en  las  provincias^  con  la  facultad  de 
emitir  billetes. » 

Si  no  hubiera  mas  prueba  de  que  el  Congreso  al  dictar  la 
ley  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos  entendió  usar  de  esa 
faeultad,  bastaría  notar  la  fidelidad  cion  que  aparecen  lle- 
nadas sus  condiciones. 

La  ley  en  efecto  ha  creado  un  Banco  NacionaL  Ha  dis-- 
puesto  que  tenga  sucursales  en  las  FroYineias.  Lo  ha  dado 
por  domicilio  la  ciudad  en  que  tuviesen  su  residencia  las 
aatoridades  nacionales  6  la  que  fuese  declarada  Capital  dé 
la  Bepúbliea.    T  le  ha  conferido  facultad  para  emitir  billetes  v 

Pero  llenadas  así  las  exigiencias  literales  de  la  cláusula» 
era  necesario  llenar  también  sus  fines,  adaptando  el  esta* 
blecimiento  á  los  objetos  del  servicio  público  que  se  tenian 
en  vista;  y  fué  lo  que  hizo  el  Condeso  en  una  serie  de 
disposiciones,  que  completan  la  misma  ley,  y  cuya  tendeu'» 
cía  no  puede  equivocarse. 

Se  maáda  por  ellas  que  el  Gobierno  Nacional  concurre  á 
la  formación  del  capital  del  Banco,  suscribiéndose  por  véin- 
to  mil  acciones  (artículo  tercero). 

Se  le  exime  del  uso  de  papel  sellado  para  sus  billetes  f 
documentos  ( artículo  diez  y  seis )  y  de  toda  otra  contri- 
bución 6  impuesto  nacional  ó  provincial  (veinte  y  cinco). 

Se  le  constituye  depositario  de  ciertos  fondos  que  reciba 
el  Poder  Ejecutivo  ( veinte  y  uno )  y  único  depositario  tam- 
bién de  las  cantidades  á  disposición  de  los  tribunales  y  de- 
mas  autoridades  nacionales  (veinte  y  tres). 

So  declaran  admisibles  sus  billetes  en  las  oficinas  públi* 
cas  de  la  Nación  (once). 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  i7(l 

Se  le  dá  preferencia  para  el  descuento  de  las  letras  de 
eomercóo  dadas  en  pago  de  derechos  de  aduana  (veinte  y  dos). 

Se  le  habilita  para  ser  Agente  del  Gobierno  en  todas  sus 
operaciones  financieras  (veinte  y  cuatro). 

Concurre  el  Poder  Ejecutivo  á  la  formación  del  Directorio, 
sombrando  una  cuarta  parte  de  su  personal  (veinte  ^  seis) 
é  interviene  en  el  departamento  de  emisión  pos  medio  de 
un  inspector  de  su  elección  (trece). 

Se  adjudica  al  Gobierno  un  cinco  por  ciento  de  las  uti- 
lidades á  mas  de  lo  que  le  corresponde  por  sus  acoioAds 
(treinta  y  dos). 

.  Se  le  denomina  en  fin  c  Banco  Nacional  >  su&  billetes 
llevan  el  sello  de  la  República  ( once )  y  sa  domicilio  es  al 
lado  de  las  autoridades  nacionales. 

Este  conjunto  de  atributos,  de  exenciones  y  psivilegies  no 
responde  ciertamente  á  la  idea  de  un  establecimieolto  pri-* 
vado;  sino  ala  de  una  institución  pública,  creada  eoj/^iro- 
fesa  como  se  ha  dicho,  para  fines  de  administración  na^ 
cional.  Y  si  al  mismo  tiempo  se  le  autoriza  para  negociar 
con  particulares  y  hacer  toda  clase  de  operaciones  bancariasi 
no  es  sino  como  medio  indispensable  de  dar  vida  á  la  ins- 
tátucion  y  habilitarla  para  llenar  cumplidamente  sus  fines ; 
poique  sin  eso,  no  hay  Banco  posible. 

Tal  vez  se  ha  querido  pretender  que  para  usar  de  la  fa-* 
oultad  constitucional,  el  Congreso  ha  debido  fundar  un  Ban- 
co rigorosamente  de  Estado,  dirigido  por  los  Poderes  Pábli* 
eos  de  la  Nación.  Pero  este  seria  un  error.  El  testo  no 
lo  dice,  y  no  hay  motivo  ninguno  que  induzca  á  creerlo. 

Confiriendo  la  autorización  sin  determinar  forma  ni  siste-* 
tema,  la  Constitución  ha  dejado  la  elección  al  prudente  ar-* 
bitrio  del  Congreso. 

Y  el  Congreso,  eligiendo  el  sistema  de .  una  gran,  compañía 
por  aceionesi  no  ha  hecho  maa  que  seguir  los  consejil^  de  la  cienr 
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cia,  y  los  ejemplos  mas  caracterizados.  Banco  por  acciones  en  el 
de  Inglaterra,  el  de  Francia,  el  de  Bélgica,  y  fué  sobretodo  el  de 
los  Estados  Unidos,  cuya  carta  parece  haber  servido  de  guía  á 
nuestros  legisladores  en  lo  sustancial,  para  la  creación  del 
Banco  Nacional. 

Teniendo  pues  este  Banco  el  carácter  que  acaba  de  demos- 
trarse; habiendo  sido  creado  por  una  ley  del  Congreso, 
en  cumplimiento  de  una  cláusula  constitucional;  afectando 
todos  sus  actos  y  operaciones  intereses  del  Gobierno  Na- 
cional, parece  que  debiera  reconocerse  como  una  conse- 
cuencia natural,  que  todas  las  cuestiones  que  dimanan  de 
esos  actos  y  operaciones,  son  de  la  jurisdicción  nacional. 
El  Poder  Judicial  se  estiende  á  todo  aquello  á  que  se  es- 
tiende el  Poder  LejislatiTO  y  el  Ejecutivo ;  y  es  un  prin- 
cipio reconocido  que  el  poder  ó  la  facultad  para  crear  una 
institución,  envuelve  la  facultad  de  protejerla  en  todos  sus 
actos,  lo  que  seria  imposible  sin  la  intervención  del  Poder 
Judicial  siempre  que  fuese  necesario. 

Pero  considerando  la  cuestión  bajo  el  aspecto  del  carácter 
de  la  causa,  examinemos  si  hay  razón  para  sostener  que 
allí  está  fuera  del  alcance  de  la  Jurisdicción  Nacional. 

Según  el  artículo  cien  de  la  Constitución  y  el  artículo 
segundo,  inciso  primero  de  la  ley  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  tres  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales 
Nacionales,  corresponde  al  conocimiento  de  estos,  toda  causa 
reguida  por  la  Constitución  ó  por  una  ley  del  Congreso ;  y 
la  escepcion  que  con  respecto  á  los.  Códigos  Civil,  Comer- 
cial, ecétera,  hace  el  inciso  once  del  artículo  sesenta  y  siete 
no  hace  mas  que  confirmar  la  regla;  pues  sin  esa  escep- 
cion serian  también  de  la  misma  jurisdicción  los  casos  re- 
gidos por  aquellos  Códigos. 

Si  se  demuestra,  pues,  que  el  caso  presente  es  regido  ó 
tiene  su   punto  de  partida    en  una  ley  del  Congreso,  en- 
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tunees  la  competencia  naaional  es  incuestionable.  Toda  la 
cuestión  está  en  este  {)unto;  y  basta  atender  á,  lo  dicho 
anteriormente  sobre  el  origen  y  carácter  del  Banco  Nacional 
para  resolverlo  afirmativamente. 

La  ley  del  Congreso  que  creó  el  Banco,  no  solo  le  dio 
existencia,  sino  que  determinó  además  su  capacidad,  sus 
derechos  y  sus  prerogativas.  Todo  lo  que  hace  ó  puede  ha- 
cer el  Bancb  es  en  virtud  de  esa  ley ;  ella  pieside  á  todas^ 
sus  operaciones,  y  puede  decirse  con  exactitud  que  rige  to- 
dos sus  actos. 

Yéase  como  se  espresa  el  Señor  Marshalli  esponiendo  la 
opinión  de  la  Suprema  Corte  de  los  Estados  Unidos  en  un 
caso  en  que  se  ventilaba  esta  misma  cuestión  (Osbom^.  C. 
el  Banco  de  los  Estados  Unidos). 

€  Pensamos,  pues,  que  cuando  forma  un  elemento  de  la 
causa  originaria  una  cuestión  á  que  se  estiende  por  la  Consti- 
tución el  Poder  Judicial  de  la  Union,  está  en  las  faculta- 
des del  Congreso,  conferir  jurisdicion' sobre  esa  causa  alas 
Cortes  de  circuito,  aunque  vayan  envueltas  en  ella  otras 
cuestiones  de  hecho  ó  de  derecho. 

<  Creemos  que  el  del  Banco  es  un  caso  muy  calificado  de 
este  género.  La  carta  de  incorporación  no  solo  lo  crea¿ 
sino  que  le  da  todas  las  facultades  que  posee.  Su  carta 
le  dá  facultad  para  adquirir  derechos  de  todas  clases,  para 
hacer  negocios,  para  celebrar  contratos  de  todas  clasesi 
para  parecer  en  juicio  sobre  esos  contratos ;  y  esa  carta  es 
una  ley  de  los  Estados  Unidos.  Este  ser  no  puede  adquirir 
ningún  derecho,    hacer   ningún  contrato,   promover  ningún 

juicio  que  no  esté   autorizado  por  una  ley  de  los  Estados 

* 

Unidos.  No  solo  es  él  mismo  una  mera  criatura  de  una 
ley,  sino  que  todas  sus  acciones  y  todos  sus  derechos  emanan 
de  la  misma  ley.  ¿Puede  un  ser  así  constituido  tener  un  caso 
que  no  nazca,  tanto  literal  como  sustancialmente  dQ^^esa  ley  ? 
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€.....  /Los  apelantes  dicen  que  «I  caso  Tersa  sobre  el  o<m- 
toatb;  pero  la  validez  del  contrato  depende  de  una  ley  de  los 
íístTados-TTnidos,  y  el  demandante  está  obligado,  en  todos  los 
casos,  á  mostrar  su  validez.  £1  caso  depende  rigorosamente 
ée  la  ley.  El  contrato  no  habría  podido  celebrarse  sino  bajo 
la  autoridad  de  la  ley.  La  ley  misma  es  el  primer  elemento 
del  caso;  es  su  <»rígen,  es  de  [donde  nacen  todas  las  demás  par- 
tes. Que  puedan  suscitarse  otras  cuestiones,  como  la  ejecu- 
ción del  contrato  6  su  >cumplimientOi  no  puede  cambiar  el  caso 
6  darle  otro  origen  que  el  de  la  carta  de  incorpevaeioii.  La 
aecion  tiene  siempre  su  origen  y  fundamento  en  esa  carta» 
( 0  Wbeaton  Reporte  SaS. ) 

•  La  decisión  de  -este  caso  á  que  concurrió,  entre  otros  Jueces, 
el  eminente  J.  Story,  fijó  la  jurisprudencia;  y  desde  entonces 
todas  las  cuestiones  promíovidas  por  ó  contra  el  Banoo  de  los  Es- 
tadoB-tííiidos,  fueron  llevadas  ante  los  Tribunales  de  la  Union. 

*  Puede  observarse  que  la  oarta  de  aquel  Banco  contenia  una 
cláusula  que  conferia  esa  jurisdicción  mientras  que  nuestra 
ley  no  la  contiene.  Esto  es  verdad.  Sea  por  la  proligidad 
con  que  en  aquel  pais  se  redactan  las  leyes ;  sea  á  causa  de 
la  falta  de  dispoisciones  generales  suplementarias,  en  todos  los 
actos  en  que  se  crea  una  corporación,  es  costumbre  facultarlo 
por  una  cláusula,  para  comparecer  en  juicio.  Pero  también 
es  verdad  que  las  razones  aducidas  conducen  á  establecer  la 
jurisdicción  federal,  aun  sin  necesidad  de  la  cláusula ;  y  que 
esta  en  nuestra  ley,  habria  sido  una  mera  redundancia. 

Por  el  artículo  doce,  título  cde  las  personas  jurídicas» 
Código  Civil,  todo  establecimiento  con  ese  carácter  tiene  el 
derecho  de  parecer  en  juicio  á  los  objetos  de  su  institución. 
Por  el  artículo  segundo  de  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia 
conforme  con  la  Constitución,  corresponde  á  los  Jueces  de 
fieocien  el  conocimiento  de  toda  causa  regida  por  una  ley  del 
Cengreeo. 
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Constituido  pues  el  Banco  Nacional  en  persona  jurídica,  no 
necesitaba  una  disposición  especial  para  tener  la  facultad  de 
comparecer  en  juicio,  como  actor  6  como  reo,  y  basta  que  todos 
los  juicios  en  que  sea  parte  deban  considerarse  regidos  por  una 
ley  del  Congreso  para  que  sea  de  la  competencia  nacional,  aun- 
que asi  no  se  declare  especialmente. 

Ni  basta  alegar  q]ie  el  rtct^rso.  4^1  urtícplo  catotce  de  la  ley 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres  hace  innecesaria  la  jurisdic- 
ción originaria  de  los  Tribunales  Nacionales  en  casos  como  este. 
Ese  recurso  es  para  casos  determinados^  to  que  en  asuntos 
propios  de  la  jurisdicción  provincial  y  radicados  ante  los  Tribu- 
nale(3  proyinciales  Tiene  á  .exLp.oni¡]cars^  iqon^)rQ^pjá4#,^un(í|  ley, 
autoridad,  priyilegio,  ecét^r^^  del  orden  nacional.  Pero  su 
existencia  no  puede  ser  un  obstáculo  para  que  se  Ueyen  directa 
y  originariamente  ante  los  Tribunales  de  la  Nación  los  asuntos 
que  á  ella  corresponden  con  arreglo  á  derecho. 

Por  todas  estas  razones,  y  sin  embargo  de  no  poder  apoyar» 
se  en  la  ilustrada  opinión  del  señor  Procurador  Oeneral,  la 
€órte  resuelve  que  debe  confirmar,  y  confirma  el  auto  apelado 
de  foja  veinte  y  una ;  sin  hacer  especial  condenación  en  costas, 
por  tratarse  de  una  cuestión  importante  de  derecho  no  decidida 
anteriormente ;  y  que  ha  podido  sostenerse  por  la  parte  vencida 
con  razones  dignas  de  consideración.  Sa'tisf^chas  las  <)Q«tas, 
y  repuestQs  los  sellos,  devuélvanse.  Ndtifiquese  coa  el  origí-*- 
nal. 

JOS^  BARROS  PiKZ0S.~J.B.G0aQ6TUiGÁ. 
POIimGUEZ.— S.  M*  LABPniR. 
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CAUSA  CXTII. 


•  • 


D.  Jaeobo  y  D.  Juan  Spangenberg,  sobre  menmra  de 

un  campo. 


Sumario. -^Ia^  petición  de  mensura  no  importa  un  caso 
contencioso,  y  no  corresponde,  por  lo  mismo,  al  conocimien- 
to de  los  Tribunales  Federales. 


Caso. — Los  Señores  Spangenberg  pidieron  ante  el  Juez 
I^ederal  de  Entre-Bios,  la  mensura  de  un  campo  sito  en 
esa  ProTincia. 

• '  Se  ordenó  y  verificó  la  mensura,  que  fué  protestada  por 
•Da.  Rosalía  E.  de  García  Zúñiga  vendedora  del  campo  y  por 
D.  JuanTudory,  lindero. 

Los  señores  Spangenberg  pidieron  la  aprobación  de  la 
mensura  y  el  Juez  de  Sección  confirió  traslado  á  los  pro- 
testantes. 

D.  Juan  Tudory,  sin  contestarlo,  opuso  la  escepcion  que 
se  resolvió  en  el  siguiente 
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Fallo  del  Juez  Seeeloiml 

Paraná,  Mayo  30  de  1876. 

Vistos :  que  por  los  presentes  obrados  aparece  haber  sido 
interpuesta  ó  solicitada  la  acción  de  amojonamiento  ó  men- 
sura del  campo  llamado  «  Florido »  en  esta  provincia,  por 
D.  Jlnrique  S.  Spangenberg  en.  representación  de  sus  her- 
manos D.  Jaoobo  y  D.  Juan  .  Spangenberg ,  de  nacionali- 
dad estrangeros,  y  compradores  que  fueron  de  dicho  campo 
¿  P.  Mateo  ,Qarcia  Zuñiga,  argentino,  y  que  se  halla  pro- 
seguido el  juicio  por  D.  Santos  Dominguez  con  el  poder 
que  le  ha  sido  sustituido,  que  ya  está  practicada  la  mensura 
en  conformidad  á  lo  proveído  por  auto  de  22  de  Abril  del 
año  pasado,  fs...  concitación  de  la  parte  del  vendedor  y  de- 
mas  colindantes,  conforme  á  lo  que, corresponde  en  los  juicios 
de  ampjonamiento  ó  mensura ;  que  al  verificarse  esta,  6  al 
serpracticada  se  han  hecho  las  protestas  de  que  se  hace  mé- 
rito á  fs.  - .  el  agrimensor  copiisionado,  en  su  informe  de  men- 
sura, y  lo  acredita  el  escrito  de  f .  presentado  al  Juez  ordi- 
Aario  de  1'  Instancia  del  distrito  de  Gualeguaychú ;.  que  por 
esta  circunstancia  determinada  también  en  el  escrito  de  f.  .^ 

* 

por  el  cual  se  pide  la  aprobación  de  la  mensura;  se  corrió 
el  traslado  decretado,  á.  f.  96  vuelta;  que  de  este  proveído 
jesuíta  qi^e  D.  Juan  Tudory,  que  protesto  en  la  mensura,  se 
presentó  por  el  escrito  fs.  /alegando  con  «  Salvedad,  del 
traslado  corrido  »  incompetencia  en  este  Juzgado  de  Sec^ 
cion,  para  conocer  en  el  asunto,  por  las  escepciones  dilato- 
rias qqe  espone  como  tales  en  su  citado  escrito. 

Y  considerando:  Que  la  causa  de  incompetencia  pri^era- 
nxente  espuesta  fundándosele  en  lo  prescripto  por  el  artículo 
2°  de,  la  ley  Nacional  del  i 6  de  Octubre  de   1862  por  no 

T.   IX.  13 
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haberse  (como  se  dice  en  el  citado  escrito)  presentado  en  la 
solicitud  de  mensura,  demanda  que  axguya  contención  ni 
determinada  persona  demandada,  sin  lo  que  se  deduce  que 
este  Juzgado  de  Sección  no  puede  conocer,  según  lo  dis- 
puesto en  dicho  artículo,  siendo  este,  se  repite,  el  fundamento 
de  la  escepcion  interpuesta,  ella  viene  á  destruirse  por  sí 
misma  si  se  atiende  á  lo  que  la  jurisprudencia  universal  j 
los  principios  generales  Jdel  derecho  enseñan,  reconociendo 
como  mista,  que  participa  de  personal  y  de  real,  toda  acción 
de  amojonamiento  6  mensura ;  lo  primero  por  la  obligación  en 
que  está  todo  colindante  de  permitirla  concurriendo  al  acto  en 
que  sea  practicada  la  mensura ;  j  la  segunda  porque  puede 
tener  por  objeto  la  reivindicación  de  lo  indebidamente  po- 
seido. 

2^  Que  ¡la  otra  causal  de  incompetencia,  fundada  también 
en  la  disposición  del  artículo  i  O  de  la  ley  nacional  sobre 
jurisdicción,  es  así  mismo  inadmisible,  por  no  ser  aplicables 
ni  congruentes  al  caso  en  cuestión ;  pues  lo  que  se  prescribe 
en  dicho  artículo  con  respecto  á  las  sociedades  colectivas  no 
es  ocurrente  á  las  compras  ó  contratos  mancomunados  que 
dan  un  derecho  solidario  sobre  la  cosa  comprada :  pero  aun 
cuando  la  disposición  del  indicado  artículo  fuera  concernien- 
te al  caso  que  nos  ocupa,  entonces  mismo  los  Sres.  D.  Jaco- 
bo  y  D.  Juan  Spangenberg  tendrían  por  su  calidad  de  es- 
trangeros  un  derecho  perfecto  para  demandar  lo  que  ya  tienen 
demandado,  ante  este  juzgado,  por  el  derecho  solidario  que 
tienen  sobre  el  campo,  según  la  escritura  que  corre  de  f . . . 
a  I  •  •  •  • 

3^  Que  la  última  escepcion  aducida  consiste  en  que  <  no 
pudiendo  conocer  los  Juzgados  de  Sección  en  asuntos  concer- 
nientes á  estrangeros,  residentes  en  una  misma  Provincia  ú 
en  otra  »  siendo  el  Sr.  Tudory  estrangero  y  los  Sres.  Span- 
genberg también  estrangeros,  la  consecuencia  es  clara  de  que 
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este  jabado  no  p^aede  eoñocer,  y  realmente  seria  asi;  pero 
como  "én  el  asunto  en  ctiestion  lo  que  ha  sido .  demandado 
•por  les  Sreb.  Jaoobo  y  Jnan  Spangenberg' es  en  uso  y  ejer- 
cicio de  nn  derecho  personal,  «ot^re  lo'  que  les  perténiece 
solidariamente,  por  compra  hecha  i  un  argentino  en  terrí^ 
torio  argentino,  resulta  que  también  es  daro,  que'  tienen 
derecho  para  hUkcerlo  ante  el  Juez  que  le  compete,  aun 
cuando  de  ello  puede  resultar  que  >un  tercero,  estrangero, 
venga  á  alegar  derechos  contradictorios;  y  que  por  lo.tan^ 
to,  la  eseepcion  incurre  en  la  misma  falta  de  ,  exactitud  que 
las  dos  anteriores. 

Por  estas  constderaeicfnes  y  fundamentos^  definitiyamente 
juzgando*  declaro  por  inadmisibles  y  de  ningún  valor  las 
esce^ksTonés  dilatorias  que  se  han  aducido  y  que  no  pueden 
iener  efecto  en  el  presente  caso ,  con  costas  al  St.  B.  Juan 
Tudory  que  los  ha  interpuesto:  debiendo  correr  el;  traslado 

pendiente,  siempre  que  ño  se  apelaiíe»  Repónganse  tos  sellos» 

.        .  .  •  • 

Antonio  Zarco. 

Apelada  esta  sentencia;  la  Suprema  Corte  pasó  vista  de  los 
autos  al  Sr.  Procurador  General, 


TISTA  DEL  SEÑOR   PRlICURÁDOn  GENERAL 

•  .  ... 

Suprema  Corte : 

i 

Buenos  Aires,  Setiembre  20  de  1876. 

• 

En  los  presentes  autos  se  trata  de  una  mensura  pedida 
ante  el  Juez  Seccional  de  Entre-Rios,  y  protestada  en  el 
acto  mismo  por  ía  vendedora  y  un  poseedor. 

c  Por   haber  sido  ordenada  por  Juez  incompetente,  por 
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haber  tomado  (loa  oompradores)  campo  que  uo  les  había  si- 
do veadido,  y  por  otras  razones  mas  que  han  hecho  constar.  > 
Los  mismos  comparecieron  en  seguida  ante  el  Jnez  Pro- 
vincial formalizando  la  protesta,  y  pidiendo  que  fuese  ele- 
vada €  en  oportunidad  al  conocimiento  del  Juez  que  ordenó 
indebidamente  la  mensura.  > 

El  Juez  de  Sección  se  limitó,  á  agregar  las  actuaciones 
<  para  proveer  en  opoitunidad  lo  que  corresponda  en  dere* 
cho  7  según  ley,  seguñ^  la  acción  que  se  interponga. » 

Pedida  después  ante  el:  mismo  la  aprobación  de  la  men- 
sura, y  conferido  c  traslado  á  los  interesados^ »  sin  evacuar 
este,  reprodujeron  j aquellos  la.  esceptíon  de  incompetencia, 
con  la  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda; 
fundando  la  i»rimera  en  el  artículo  %  de  la  ley  del  62  y  10 
de  la  del.  03,  y  la  segunda  en  que  no  habia  todavia  de^ 
manda  de  ningún  género,  ni  el  demandante  habia  acreditado 
que  el  caso  entraba  en  la  jurisdicción  nacional. 

En  opinión  del  Procurador  General  toda  esta  discusión 
es  enteramente  vana,  y  la  sentencia  del  Juez  Seccional,  que 
se;  declara  competente,  debe  ser  revocada. 

Toda  mensura  debe  pedirse  ante  el  Juez  Provincial,  por- 
que siendo  escepcional  la  jurisdicción  de  los  Jueces  Fede- 
rales, solo  puede  ejercitarse  por  disposición  espresa,  y  nin- 
guna ley  les  atribuye  el  oonocimiento  de  estos  ^asos. 

Una  mensura  ademas  no  es  una  demanda,  que  consentida 
pueda  radicar  jurisdicción  ante  Juez  incompetente,  según  lo 
dispuesto  por  el  artículo  12,  inciso  4°  de  la  ley  del  63. 
Los  linderos  6  poseedores  hablan  podido  asistir  á  ella  hasta 
sin  protestar,  y  no  por  eso  habria  quedado  prorogada  la 
jurisdicción  incompetente. 


Bfi  ;iÜS11€Iil  'NACtONAt 
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Buenos  Aires,  Setiembre  21  de  1876. 

Vistos :  De  conformidad  con  lo*  espnesta  y  pedido  por  el 
Señor  Procurador  General  y  no  importando  la  petición  de 
mensura  un  caso  contencioso,  como  es  necesario  para  que 
la  justicia  Nacional  ponga  en  ejercicio  su  jurisdicción,  con 
arreglo  &x  lo  dispuesto  en  al  artículo  dos  4q  la  ley  de  dipz  y 
seis  de  Octttl)re  de  mil  ochocientos  sesenta  y  dos,  se  revoca 
el  auto  apelado  de  foja  ciento  cuarenta  y  tres,  satisfechas 
las  costas  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
yanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.  B.  GO- 
ROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
S.  M.  LASPIUR. 
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CAUSA     CXYIII 


D.  Alejandro  Barbié  contra  D.  Bernardo  Peña  y  D.  Daniel 
Goytea,  por  reivindicación  de  mulos;  sobre  falta  de 

personería. 


Sumario.  —  1°  El  hecho  esencial  que  constituye  la  comisión 

.4 

y  la  distingue  del  .mandato,  es  que  la  operación  de  comer- 
cio determinada  en  el  mandato,  se  haga  y  concluya  á  nom- 
bre del  comisionista. 

2*^  El  comisionista  queda  obligado  hacia  las  personas  con 
quienes  contrata,  sin  que  estas  tengan  acción  alguna  direc- 
ta contra  el  comitente,  ni  este  conste  aquellas. 


Caso. —  El  caso,  en  cuento  se  refiere  á  la  escepcion  re« 
suelta,  está  espuesto  en'el  siguiente 


Fullo  del  JTuez  Seeeional* 


Salta,  Febrero  S5  de  1876. 

T   vistos:  Resulta  que  en  el  juicio   promovido  por    Don 
Abelardo  Barbié  sobre  reivindicación    de   592  muías   de  su 
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propieidad,  contra  los  Sres.  D.  Daniel  Goytia  y  D.  Bernar- 
do Peña,  han  deducido  estos  la  escepcion  dilatoria  de  fal- 
ta de    personería  en  el  demandante. 

Los  demandados  reconocen  &  D.  Abelardo  Barbié  como 
dueño  de  las  muías,  pero  sostienen  que  habiendo  este  au- 
torizado á  D.  Gaspar  Tabeada  para  la  yenta  de  ellas,  y  ha- 
biendo dicho  señor  Tabeada  vendídolas,  en  virtud  de  esta 
autorización,  parte  de  las  mismas  por  medio  de  su  encar- 
gado D.  Absalon  Ibarra,  procediendo  en  este  negocio  en 
su  propio  nombre,  las  relaciones  jurídicas  procedentes  del 
contrato  solo  existen  entre  el  vendedor  y  los  compradores: 
que  no  habiendo  el  Sr.  Barbié  contratado  con  estos,  ningu- 
na acción  tiene  para  exigirles  la  devolución  de  la  cosa 
que  han  adquirido  legítimamente  de  quien  tenia  facultad 
para  enagenarla:  que  siendo  esto  así,  las  acciones  de  aquel 
en  su  calidad  de  mandante,  solo  pueden  ejecutarse  contra 
el  mandatario,  y  no  contra  los  terceros  con  quienes  este 
contrató  directamente. 

A  esto  se  contesta  por  el  demandante:  que  siendo  el 
dueño  de  las  muías  y  habiendo  el  Sr.  Tabeada  ultrapa- 
sado la  facultades  que  se  le  confirieron  para  enargenarlas, 
el  contrato  es  nulo  y  por  consiguiente  cada  dueño  de  la 
cosa  tiene  personería  y  perfecto  derecho  para  reclamarla 
de  cualquiera  que  la  posea. 

La  discusión  sostenida  por  las  partes  sobre  la  validez  ó 
nulidad  de  la  venta  y  sobre  sí  el  apoderado  fué  6  no  mas 
allá  de  los  limites  de  su  poder,  no  es  pertinente  á  la  escep- 
cion de  previo  pronunciamiento  sobre  falta  de  personería, 
y  por  lo  mismo  solo  podrá  tomarse  en  consideración  cuando 
se  trata  de  la  causa  principal. 

Por  ahora,  reconocida,  como  está,  según  consta  de  autos, 
la  propiedad  de  D.  Abelardo  Barbié  sobre  las  muías  cues- 
tionadas, y  renocida  también  y  confesada  por  ambas  partea 
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la  autorización  conferida  por  este  &  Don  Gaspar  Taboada 
para  enagenarlas,  la  cuestión  á  resolver  queda  xeducida  so- 
lamente á  saber:  si  dicho  Sr.  Taboada  al  vender  á  los 
Sres.  Goytia  y  Peña  200  de  las  500  y  tantas  muías  de 
Barbié,  y  al  encargar  á  Peña  la  conducción  hasta  esta  ciudad 
de  las  300  y  tantas  restantes  para  entregar  al  Sr.  San  Miguel, 
procedió  en  su  nombre  y  de  su  propia  cuenta,  como  comi- 
sionista, 6  bien  en  nombre  y  por  cuenta  del  Sr.  Barbié, 
como  mandatario. 

Para  preciar  el  carácter  en  que  se  hizo  la  venta,  se  re- 
gistra en  autos  lo  siguiente :  una  carta  de  D.  Gaspar  Ta- 
boada, presentada  por  los  escepcionantes  á  f.  33  del  se- 
gundo cuerpo  de  autos  y  reconocida  judicialmente  por 
aquel  á  f.  39, 

En  el  tercer  acápite  de  ella  dice  el  Sr:  Taboada  á  Don 
Daniel  Goytia  á  quien  es  dirigida:  «Tengo  autorización  del 
Sr.  Barbier  para  vender  las  muías  que  quedaron  en  mi 
establecimiento,  con  plazo  de  seis  meses»;  y  agrega,  «co- 
nociendo esa  autorización  y  teniéndola  también  de  mí  mi  her- 
mano Absalon,  es  qué  se  resolvió  la  venta  al  Sr.  Peña». 

En  el  acápite  6°,  al  ratificar  lo  hecho  por  su  hermano 
Absalon,  dice:  «No  creo  que  el  Sr.  Barbié  haya  olvidado 
la  autorización  que  me  dio  para  vender  sus  muías,  pues, 
ello  consta  de  comunicación  que  conservo  y  es  en  virtud  de 
aquella  que  se  efectuó  la  venta  al  Sr.  Peña,  cuya  operación 
la  doy  como  hecha  por  mí  mismo  y  la  dejo  subsistente, 
siempre  que  el  Sr.  Peña  al  tomar  las  150  ó  200  muías  lo 
haya  hecho  sin  elegir,  y  en  las  condiciones  de  la  venta 
que  hice  por  intermedio  del  Sr.  San  Miguel.» 

El  mismo  Sr.  Peña  en  su  declaración  de  fs.  25  del  !•' 
cuerpo  de  autos,  dice:  «que  sabia  por  D.  Absalon  Ibarra 
que  las  muías  eran  de  propiedad  de  D.  Abelardo  Barbié, 
pero  que  el  mismo  Sr.  Ibarra   le  manifestó   (al  hac^erle  la 


venta)  que  tenia    aatoTízaoion    de    dicho    Sr.  Barbié   para 
yeoder  dichas  mulasv» 

Y  en  el  esoiito  de  f..  65  (!"''  cuerpo)  dice:  el  Sr.  Barv» 
bié  sabe  mejor  que  70  que  las*  592  muías  que  traje  de  Saxi» 
tiago,  me  fueron  entsegadas  por  el  Sr..  Absalon  Ibaira; 
200  de  ^llas  vendidas  eñ  virtud  de  autormictotí  fue  tenm. 
al  efecto,  y  en  cuyo  mérito  tuvo  lugar  el  contrato  de  comprar 
venia  que  allí  cékbramos^ ;  j  las  392  restantes  en  eomision 
personal  á  mí  para  que  las  pusiera  en  inveruiada  j  las  en-, 
tregara  al  Sr.  San  Miguel. 

De  estos  antecedentes,  suministrados  por  los  mismoa 
escepeionantes,  •  se  deduce :  que  el  Sr.  Tabeada,  -  ó  .su  en- 
cargado D.  Absalon  Ibarra,  no  procedieron  enau  nombre  y  por 
su  propia  cuenta  en  la  venta  de  que  se  trata,  puesto  que  han 
cuidado  de  manifestar  al  comprador  con  marcada  inisistencia, . 
que  las  mulás  no  eran  suyas  sino  de  D..  Abelardo  Barbié : 
que  tenian  autorización  de  este  para  enagienarlas,  y  que  era 
en  virtud   de  esta  autorización  que  ejecutaron  la  venta.. 

El  artículo.  72  del  Código  Civil,  título  cDel  Mandato,», 
dispone :  que  <en  caso  de  duda,  si  el  contrato  ha  sido  hecht)  i 
nombre  del  mandante  y  á  nombre  del  mandatario,  se  aten- 
derá i  la  naturaleza  del  negocio,  á  lo  que  por  el  mai^daio 
se  encargaba  y  á  lo  dispuesto  en  el  Código  de  Comercio, 
sobre  comisiones. 

El  Código  de  Comercio,  especialmente  aplicable  en  este 
caso  no  solo  por  esta  disposición  del  Código  Civil,  sino 
porque  el- asunto  de  que  se  trata  es  comercial  por  su  na- 
turaleza, después  de  definir  por  el  artículo  299,  Tít.  c  del  Man*- 
dato»  y  de  las  comisiones  y  consignaciones,  «lo  que  es  'el 
mandato  en  general,  dice  en  el  artículo  309,  concordante  0on 
el  art.  335:  icSe  llama  especialmente  mandato  cuando  el 
que  administra  el  negocio :  obra  en  nombre  de  la  persona 
que  se  lo  ha  encomendado.»-    '  '       • 
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«Se  llama  comisión  é  consignación  cuando  la  persona  qae 
desempeña  el  negocio  obra  en  nombre  propio,  sm  declarar 
et  nombre  del  individuo  que  le  hizo  el  encargue.* 

Por  donde  se  vé :  que  D.  Gaspar  Taboada,  que  ha  teni- 
do especial  cuidado  de  manifestar  al  comprador  que  las 
muías  no  eran  suyas:  que  le  ha  hecho  presente  que  tenin 
autorizaeion  para  enagenarlas;  y  que,  en  fin,  eJBCutaba  la 
venfta  en  Virtud  de  esta  autorización,  declarándole  al  aits- 
mo  tiempo  el  nombre  de  la  persona  que  lo  autorizó,  no 
procedió  en  el  contrato  como  comisionista,  sino  como  man** 
datario;  pues  estas  declaraciones  características  del  con- 
trato, y  que  el  mismo  comprador  Sr.  Peña  confiesa,  según 
consta  de  los  antecedentes  transcritos,  se  hubieran  omitido 
oomo  inútiles,  si  el  vendedor  hubiera  tenido  el  propósito  de 
celebrar  la  venta  en  su  propio  nombre  y  por  su  cuenta. 

Siendo,  pues,  esto  así,  la  cuestión  debe  decidirse  por  las 
leyes  que.  rigen  el  mandato,  y,  según  estas,  los  actos  jurí- 
dicos hechos  por  el  mandatario  en  los  limites  de  sus  po- 
deres y  á  nombre  del  mandante  deben  considerarse  como 
si  hubiesen  sido  hechas  por  este  último  personalmente. 
Los  derechos  y  obligaciones  que  nacen  de  las  convenció^ 
nes  a^  celebradas,  por  el  mandatario,  son  directamente 
adquiridas  para  el  mandante,  y  le  obligan  personalmente 
hacia  los  terceros  con  los  cuales  el  mandatario  contrató. 
De  modo  que  este  no  puede,  ni  reclamar  en  su  propio 
nombre  la  ejecución  de  semejantes  convenciones,  ni  ser 
personalmente  demandado  por  el  cumplimiento  de  ellas  (art. 
308  del  Código  de  Gom.  y  78  y  79  del  Código  CivU,  Tít. 
Del  Mandato). 

De  donde  se  sigue:  que  la  personería  de  D.  Abelardo 
Barbié  para  jestionar,  en  su  calidad  de  mandante  la  vali- 
dez ó  nulidad  del  contrato  de  venta  celebrado  por  D.  Gas- 
par Taboada,   como  mandatario,  y  pedir   su  eumplimieato 
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y  sn  tedeisidn,  no  pnode  >  ser  dudogOv  '  Efl  cnatrto  k  las 
mulaer  traídas  per  el  8r.  !^6ña  en  donsignaeion  al  Sr.  San 
Miguel,  consta  por  la  carta  trascfrita  en  la  segaada  pre^ 
gunta  del  interrogatorio  de  foja  6Í  j  reconocida  á  fbja 
88  vnelta  así  como  por  la  carta  de  f .  75,  q^ne  eila$  >  de^ 
bian  entregarse  en  esta  á  sn  dueño  D.  Abelardo  BarbiA.  Y 
el  conté£rtro  de  estos  mismos  docnmentos  revela  qtie  en  esa  re* 
misión,  procedió  el  seior  Tabeada  ó  su  encargado  D.  Ab- 
salón  Ibarra,  como  négattorum  gestor ^  puesto  que  no  tenia 
mandato  esproso  del  dueño  de  la  cosa  para  verifi^rlo. 
Pero  sefa  cual  fuero  el  carácter  en  que  esta  remisión  se  lii« 
zo,  7  cualesquiera  que  sea  las  relaciones  jurídicas  prove-» 
nientes  de  esta  negociación  entre  el  jestor  y  el  dueño  de 
las  muías,  la  personalidad  de  jesto  para  reclamarla  es  tanto 
mas  eridente,  cuanto  que  ellas  debian  serle  entregadas  en 
esta,  según  las  cartas  mencionadas.  Bl  mismo  seAor  Peña 
ha  reconocido  esta  per sronalidad;  puesta  que  en  el  curso  de. 
esta  articulación  ha  convenido  en  entregar  j  ha  enti^eguido 
en  ^eeto  á  D.  Abelardo  Barbié,  según  coneta  de  -autés,  la 
mayor  parte  de  las  muías  que  se  reelamaii. 

Por  las  consideraciones  espuestas  j  de  conforñddad  á  laa 
leyes  citadas,  se  resuelret  ndha  lugar  con  cestas  ilaescep^t. 
osen.'  dilatoria   sobre  la   falta  éb   personería  .  deduein  ;  oen- 
tra  B.  Abelardo   Barbié  por  D.  Daniel .  €k>ytia  y  B.  Besn^ 
nárée  Peña.    Bepong&nse  los-  sirles. 

'  '  Federico  Ibarguren» 

,  '  "I 

JBalto  Ae  1a  Sapéemii  €>^wim        .     ' 


i- .-; 


Buenos  Aires,  Setiembre  31  de  1876. 

jJks^OBj  ^oomii^xsfík^o:  Pnin^ra;  Que  toia  la  oalestio^  qne 
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se  agita  en  esta  oansa,  consiste  en  :«verigiiar,  ú  Don  Oaspa^ 
Tabeada,  6  su.  eot^rgado  Don  Absalon  Ibarjra  al  vender  á 
Don,  Daniel  Goytia  y  Don  Bernardo  Peña,  doscientas  mu- 
muías  pertenecientes  i  Don  Abelardo  Barbiéi  procedió  co« 
mo*.  apoderado  de<  este  ó  xsomiaioiiista;     . 

Segundo';  Que  esta  distinción,  que  es  de  verdadera  im- 
portancia para  fijar  las  relaciones  de  derecho  de  los  terceros 
depende  de  los  becbos  y  circunstancias  del  contrato,  cuya 
apreciación  <^rresponde  6,  los  Tribunales; 

Tercero ;  Que  de  los  mismos  antecedentes  á  que  se  refie^ 
re  la  sentencia  apelada,  esto  es,  la  carta  de  Don  Gaspar 
Tiiboada  que  coirre  &  foja  treinta  y  tres  del  segundo  cuer- 
po de  autos,  y,  la  declaración:  y  escrito  de  Don  Bernardo 
Peña  que  se  registran  á  fojas  veinte  y  cinco  y  sesenta  y 
cinco  del  primer  cuerpo ;  y  de  la  demanda  ademas  que  el 
mismo  Tabeada  entabló  sobre  rescisión  del  contrato  de  venta 
(foja  noventa  y  seis  vuelta)^  y  de  la|  escritura  pública  de  tran- 
sacción sobre  dicha  demanda  (foja  noventa  y  nueve)  resulta 
probado^  á  juicio  de .  esta  Suprema  Corte,  que  Don  Gaspar 
Taboada,  vendió  á  su  nombre  y  con  autorización  bastante  del 
Sefloi  Barbié,  no  como  apoderado  y  en  representación  de  este, 
las.  referidas  doscientas  -  muías,  &  los  Señores  Goytia  y  Peña, 
y-  encasgó  á  este  último  la  conducción  de  las  restantes  para 
entregarlas  al  Señor  San  Miguel; 

Cuarto;  Que  el  hecho  esencial  que  conetltuye  la  comi- 
sión y  la  distingue  de  la  procuración  ó  mandato,  es  que 
la  operación  de  comercio,  individualmente  determinada  en 
mandato,  se  haga  y  concluya  á  nombre  del  comisionista,  se- 
gún lo  dispuesioL  por  el  «irtif lie  tiesoientes  treinta  y  cinco 
del  Código  de  Comercio. 

Quinto;  Que  el  comisionista  queda  directamente  obligado 
hacia  las  personas,  con  quienes  contrataron  sin  que  estas  ten- 
gan acción  contra  el  comitente,  ni  este  contra  aquelhx,  &  no  ser 
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que  el  comisionista  hiciera  cesión  de  sus  derechos  á  favor  do 
una  de  las  partes,  conforme  á  lo  prescripto  por  el  artículo 
trescientos  treinta  y  siete  del  mismo  Código. 

Sesto;  Que  por  otra  parte,  consta  de  autos,  que  durante 
la  sustanciacion  de  esta  causa,  los  compradores  entregaron 
al  Señor  Barbié,.  ]^ia  *  ro^e^iieila^  ias.  doscientas  muías 
que  compraron  ellos  á  Don  Gaspar  Tabeada;  y  que  Don 
Bernardo  Peña  le  entregó  también,  por  orden  del  apode- 
rado del  Señor  Tabeada,  las  demás  muías  que  condujo  á 
Salta,  por  cuenta  de  este,  y  á  la  orden  de  Don  Saturnino 
San  Miguel. 

Por  estos  motivos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja 
ciento  veinte  y  tres,  y  se  declara  que  el  demandante  Don  Abe- 
lardo Barbié  carece  de  acción  para  reivindicar  de  don  Daniel 
Ooyiiay  don  Bernardo  Peña'  las  idoseientaii  mula^i  .que  estos 
compraron  á  su  comisionista  don  Gaspar  :fraboa4a«  i  Satiaf fir 
chas  en  consecuencia  las  costas  y  repuestos  loa  8el)o&'4evuélv 
vanse  los  autos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J^  h.   GOROTlSAGA*. 
—  j.  DOMÍNGUEZ. —si  M.  LaSPIUR.     ' 


i 
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CAUSA    CXIX. 


El  Dr.  D.  Salustiáno  J.  Zavalia  contra  D.  Amador  C.  Áceval 
por  cobro  ejecutivo  de  pesos.  Incidente  sobre  competencia. 


Sumario:  *^i^  La  esoepeion  de  falta  de  personería  én  el 
demandado  no  está  entr«  los  dilatorios  que  reconooe  el  artí** 
tKilo  tft  de  lá  ley  de  enjuiciamiento. 

2^  Ella  constituye  nna  verdadera  defensa  qne^  á  jtisti- 
ficarse,  concluiri^.  con  la  acción. 

3®  Establecida  la  qompetencia  del  Juzgado  Federal  por  la 
distinta  nacionalidad  de  las  partes,  cualquier  modificación 
en  sus  derechos  recíprocos  no  puede  alterar  aquella. 

4°  Solo  al  Juez  le  corresponde  verificar  si  el  documento 
que  se  le  presenta  trae  fuerza  ejecutiva. 


Caso. — D.  Manuel  M.  Góndom  por  el  Dr.  D.  Salustiáno  J. 
Zavalia,  se  presentó  al  Juzgado  Federal  esponiendo,  que  D. 
Amador  €•  Aceval,  era  fiador  de  la  razón  social  Insua  y 
G*.  en  un  contrato  de  arrendamiento  celebrado  con  su  po- 
derdante, por  los  almacenes  de  la  casa  calle  Perú  Nos.  155 
á  161,  según  el  documento  firmado  que  acompañó.  Que 
habiendo  quebrado  la  razón   social  referida,   y   negándose 
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Aoeval  á  pagai  los  alquileres  Tencidos,  pedia  qoe  el  men- 
cionado fiador  reconociera  su  firma  on  el  contrato  de  arren- 
damiento, para  preparar  asi  la  correspondiente  acción,  cuyo 
juzgamiento  conespondia  á  la  justicia  nacional,  por  ser 
AcoTal  extrangero  y  el  Dr.  Zavalí^  argentino. 

El  Juzgado  ordenó  que   Aceval  comparecida  á  practicar 
el  reconocimiento  solicitado. 

Notificado  Aceval,  pidió  al  Juzgado  que  se  declarase  in- 
competente, condenando  en  las  costas  al  {demandante.  Que 
la  mayor  parte  de  los  alquileres  adeudados,  eran  posteriores 
á  la  quiebra,  los  que,  según  la  jurisprudencia  del  Tribunal 
de  Comercio  de  la  PrQirinoia,.  eran  debidos  no  por  el  fallido 
sino  por  el  concurso  representado  por  el  síndico,  el  que  no 
podía  ser  demandado  sino  ante  el  mismo  Juez  del  concurso* 
Que  el  Dr.  Zavalia  no  ha  podido  demandar  al  esponente, 
Isinó  en  el  caso  de  que  el  síndico  no  le  hubiese  pagado  ha- 
biéndosele cobrado.  Que  el  Dr,  Züivalia  habla  permitido  la 
extracción  de  los  bienes  que  estaban  en  los  almacenes,  perdien- 
do así  el  privilegio  que  tenia  sobre  dichos  bienes  y  haciéndole 
perder  al  esponente,  cuya  conducta  lo  pone  en  el  caso  de 
pedir  ante  el  Juez  competente,  que  se  declare  estinguida 
la  fianza.  Que  es  evidente  cuando  menee  que  el  juicio  or- 
dinario, consecuencia  del  ejecutivo,  que  pretende  iniciar  el 
Dr.  Zavalia,  debe  seguirse  ante  el  Juez  del  concurso,  j  esto 
prueba  que  el  juicio  ejecutivo  es  también  de  aquella  juris- 
dicción, pues  de  otro  modo  podria  resultar  un  conflicto  de 
jurisdicciones.  Que  el  Código  Civil  en  el  título  de  la  loca- 
ción, si  bien  da  acdon  ejecutiva  contra  el  locatario,  no  la 
dá  contra  el  fiador. 

Pidió  al  Juzgado  que  se  declarase  incompetente  para  cono- 
eer  de  la  causa. 

Corrido  traslado,   Condom  por  Zavalia^  conteeto ;  que  no 
eetaado  aun  entablada  la  demanda,  y  tentándose  del  reco- 
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nocimientó  de  un  documento  para  preparar  la  acción  ejecu- 
tiva,  Aceval  se  anticipaba  en  su  declinatoria  de  jurisdicción. 
Que  los  fundamentos  de  la  declinatoria  en  ningún  caso,  pro^ 
barián  la  incompeteoia  del  Juez,  y  que  si  alguna  escepcioh 
pudiese  apoyarse  en  ellos,  seria  contra  la  ejecución  misma, 
no  contra  la  jurisdicción  del  Juez  que  se  halla  plenamente 
justificada  con  el  hecho  de  ser  el  demandante  argentino,  y 
extranjero  el  demandado. 
Pidió  sé  rechazará  con  ct)stas  la  articulación  deducida. 


Fallo  del   Jíuez  de  Séeeloi»» 


Buenos.  Aires,  Mayo  30  de  187^. 

'•  Vistos:.  En  el  incidente  de  competencia  y  considerando  1^ 
Que  la  escepcíon  de  personería  del  demandado^  6  ¿ea  de  nú 
ser  él  deudor  de  la  obligación  que,  se  persigue  sino  el.  con- 
curso, no  está  entre  las  dilatorias  que  reconoce  la  ley  de 
enjuiciamiento  en  el  articuló  73  y  constituye  una  rer dadora 
defensa  que  á  justificarse  concluíria  con  la  acción»  sin  afee* 
tar  á  la  jurisdiccio<fii« 

^  Que  establecida  esta  por  la  diversa  nacionalidad  de  las 
partes,  cualquiera  modificación  en  sus  derechos  recíprocos, 
como  la  que  se  alega  de  haber  caducado  la  fianza  porque 
el  demandante  consintió  en  la  extracción  de  muebles  del 
Ideal  arrendado^  no  puede  alterar  la  competencia :  pues  el 
juez  en  lo  principal  es  competente  para  conocer  de  los  in- 
cidentes :  y  finalmente  que  no  es  atendible  lo  que  .se  alega 
dé  no  ser  ejecutivo  el  juicio  por  alquileres,  tanto  porque 
no  afecta  á  la  escepcion  de  jurisdicción,  cuanto  porque  solo 
al  jueíz  le  coTriesponde  verificar  si  el  documento  qué  se  le 
presenta  trae  fuerza  ejeoutiva,  y  aun  no  ha  llegado  la  opor-i 
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tunidad  de  pronunciarse  sobre  ello.  Por  estas  considera- 
ciones fallo  no  haciendo  lugar  á  la  escepcion  de  incompe- 
tencia 7  en  su  consecuencia  sigan  los  autos  según  su  estado. 
Hágase  saber  original  y  repóngase  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte» 

Baeno8  Aires,  Setiembre  23  de  1876. 

Vistos*:  Por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas, 
el  auto  apelado  de  foja  veinte  vuelta;  satisfechas  las  de 
la  Instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  — J.B.  GOROS- 
TIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M. 
LASPIUR. 


T.  IX  14 
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CA1J8A   CXX. 


Tercería  esclut/ente  de  D.  Juan  B.  Randle  en  la  ejecución  del 
Fisco  Nacional  contra  D.  Ladislao  Rodríguez. 


Sumario.  —  Cuando  en  un  juicio  hay  hechos  sustanciales 
controvertidos,  el  Juez  debe  recibir  la  causa  á  prueba. 


Caso. — En  una  ejecución  seguida  ante  el  Juez  F€deral  de 
Entre-Rios  por  el  Procurador  Fiscal  contra  D.  Ladislao 
Bodriguez  se  {embargaron  como  propiedad  del  deudor  unas 
mercaderías. 

D.  Juan  B.  Bandle  opuso  tercería  de  dominio  en  los  efectos, 
alegando  que  eran  de  su  esclusiva  propiedad  y  ofreciendo  la 
prueba  al  respecto,  á  mas  de  unas  escrituras  que  presentó. 

El  Procurador  Fiscal  pidió  se  rechazara  la  tercería  por  ser 
nulas  las  escrituras  y  haber  sido  fraudulento  el  traspaso  de 
las  mercaderías  hecho  por  el  ejecutado  Bandle. 

El  Juez,  sin  recibir  la  causa  á  prueba,  falló  rechazando  la 
tercería. 

El  tercer  opositor  dijo  de  nulidad  y  apeló  de  la  sentencia, 
fundando  en  la  falta  de  prueba  cuando  con  ella  habría  podida 
demostrar  su  derecho. 

El  señor  Procurador  General  contestó  : 
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VISTA  DEL  PROCURADOR  GENERAL 

Suprema  Corte: 

Buenos  Aires,  Julio  11  de  1876. 

Esclnyentes  ó  coadyuyantes,  las  tercerías  se  sustancian  por 
cnerda  separada  en  juicio  ordinario ;  y  es  regla  de  este  recibir 
la  prueba  anunciada  por  una  de  las  partes,  sin  perjuicio  de  lo 
que  el  Juez  puede  ordenar  de  oficio.  La.  sentencia,  pues, 
pronunoiada  sin  ella,  debe  ser  revocada  y  djBVolverse  los  autos 
al  Juez  de  Sección  para  que  sustancie  el  proceso  con  arreglo  á 
derecho. 

C.  Tejedor. 

Fallo  de  la  Suprema*  Corte* 

«  * 

Baenos  Aires,  Setiembre  26  de  1876. 

Vistos :  de  conformidad  de  partes  déjase  sin  efecto  la  senten- 
cia apelada  de  foja  catorce  y  devuélvanse  los  autos  al  Juez  de 
Sección  para  que  recibiendo  la  causa  á  prueba;  la  sustancie  y 
resuelva  con  arreglo  á  derecho. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS. —J.    B.  GOROSTIA- 
GA.— J.  DOMÍNGUEZ. — S.  M.  LASPIUR' 


196  FALLOS  DE  LA   SUPREMA  COHTE 


CAUSA     CXXI 


El  Dr.  D.    Norberto  Quimo  Costa,  contra  el  Dr.  D.  Severo 
Fernandez^  por  cobro  de  pesos ;  sobre  incompetencia. 


Sumario. — ^La  justicia  Federal  no  es  competente  para  co- 
nocer en  la  demanda  por  cobro  de  honorarios  y  costas  cansadas 
en  un  juicio  de  imprenta. 


Caso. — El  Dr.  D.  Severo  Fernandez  fué  condenado  en  un 
juicio  de  imprenta  en  Buenos  Aires  al  pago  de  costas. 
Se  trasladó  en  seguida  á  la  Provincia  de  Corrientes^ 
El  Dr.  Quirno  Costa,  abogado  de  la  contraparte,  y  vecino 
de  Buenos  Aires,  demandó  por  medio  de  apoderado  ante  el 
Tribunal  Federal  de  Corrientes  al  Dr.  Fernandez  por  el 
pago  de  sus.  honor  arios. 


Falto   del  Jíaez  Seeelonal 

Corrientes,  Mayo  10  de  1876. 

T  vistos  :  la  excepción  de  incompetencia  deducida  por  el  Dr. 
D.  Severo  Fernandez,  en  la  causa  que  le  ha  promovido  D. 
Aníbal  Chiessa,  como  apoderado  del  Dr.  D.  Norberto  Quirno 
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Costa  por  cobro  de  cantidad  de  pesos,  procedentes  de  costas 
en  nn  juicio  de  imprenta,  seguido  ante  un  jury  en  la  ciudad 
de  Buenos  Aires;  con  lo  espuesto  por  las  partes  y  consi- 
derando : 

1°  Que  no  siendo  competente  la  Jurisdicción  Nacional  para 
entender  en    los  juicios    de  imprenta;  tampoco  debe  serlo 
para  llevar  á  efecto  las  sentencias  que  los  jurados  pronuncien, 
aunque  estas  sean  condenaciones  civiles,  y    aunque  por  la 
calidad  de  las   personas   debiese  surtir    el  fuero  nacional ; 
pues  que,  perteneciendo  por  su   naturaleza   el  conocimiento 
de  la  causa  principal  á  la  Jurisdicción  Provincial  debe  tam- 
bién entender  de  todos  los  juicios  incidentales  y  de  los  con- 
siguientes, conforme  al  principio  reconocido  por  la  Suprema 
Corte  de  que  el  Juez  de  lo  principal  lo  es  también  de  los 
accesorios. — 2^  Que  estos  principios  no  varían  por  el  hecho 
de  haber  el  Dr.  Fernandez   cambiado    de  domicilio  y   serle 
necesario  al  acreedor   interponer   su   demanda  en  esta  Pro- 
vincia, pues  por  el  artículo  i  4  de  la  Ley  de  Competencia  Nacio- 
nal una  vez  radicado  un  juicio  ante  los    Tribunales  de  la 
Provincia  debe  fenecerse   en  la  Jurisdicción  Provincial  sin 
que  pueda  llevarse  á  la  Nacional  sino  en  los  casos  esprésa- 
mente  enumerados  en  los  incisos  siguientes  de  dicho  artí- 
culo, no  estando  comprendido  en  ninguno  de  ellos  el  caso 
presente. — 3^  Que  en  la  presente  demanda  se  pide  la  ejecu- 
ción de  una   sentencia  pronunciada  por    los    Tribunales  de 
otra  Provincia  en  una  causa  de  su  jurisdicción  esclusiva,  y 
aunque    los    Tribunales   de   esta  Provincia  sean  completa- 
mente independientes  de  los  de  Buenos  Aires,  ellos  solos  po- 
drían  entender  en  las  escepciones  que  se  dedujesen  en  el 
juicio,    y  no  los    Nacionales   que   no  tuvieron  jurisdicción 
para  conocer  del  fondo  de  la  causa.  Por  estos  fundamentos 
se  declara  que  este  juzgado  es  incompetente  para  enteder  en 
esta  causa ;  en  su  consecuencia  ocurra  el  demandante  donde 
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corresponda ;  cada  uno  pague  sus  costas  y  las  comunes  por 
mitad. 

Carlos  Luna. 
Apelado  este  fallo,  y  previa  la  siguiente  : 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

*Sup¥ema  Corte:    « 

La  Constitución  prohibe  dictar  leyes  que  restrinjan  la 
libertad  de  imprenta,  ó  establezcan  sobre  ella  la  jurisdicción 
federal. 

Nunca  pues  debe  tener  lugar  esta,  ni  en  lo  prineipal,  ni 
en  lo  accesorio,   á  consecuencias  de  un  juicio  de  imprenta. 

Por  esta  decisión  tampoco  se  imposibilita,  como  se  asienta, 
la  ejecución  de  los  autos,  contra  el  que  se  ausenta  del  lugar 
del  fallo,  como  ha  sucedido  en  el  presente  caso. 

La  justicia  provincial,  que  no  acaba  como  la  del  jurado, 
puede  proceder  á  ella,,  y  tiene  medios  d,e  traspasar  la  frou- 
tera,  para  el  cumplimiento  de  sus  mandatos. 

.  En  todo  caso,  condenarla  en  rebeldía,  y  entonces  s$  trata- 
rii(  simplemente  de  la  ejecución  de  la  sentencia  en  la  pro- 
vincia del  asilo  del  deudor. 

Soy  por  lo  tanto  de  opinión  que  esta  Corte  confirme  el 
auto  apelado.     , 


C.  Tejedor. 


Se  dictó  el  siguiente : 
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Falle  de  la  Suprema  Corte 

Baenos  Aires,  Setiembre  36  de  1876. 

Vistos :  por  sus  fundameiitos  y  de  conformidad  con  lo  es- 
puesto 7  pedido  por  el  señor  Procurador  General  en  su  pre* 
cedente  vista,  se  confirma  con  costas  él  auto  apelado  de  foja 
veinte  vuelta ;  satisfechas  las  de  la  instancia,,  y  repuestos  lo;^ 
sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.  B.   GOROSTIAGA. 
~  J.   DOMÍNGUEZ.  — S.  M.  LASPIUR. 


CAIT8A    CXXII. 


El  Fisco  Nacional  contra  Benüez  é  hijo,  por  cobro  ejecutivo  de 

pesos. 


Sumario.  —  i^  Los  documentos  auténticos  estraidos  de  las 
oficinas  fiscales,  traen  aparejada  ejecución. 

2^  TTn  juicio  seguido  contra  el  gerente  de  un  saladero  por 
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derechos  de  espoitacion  del  mismo  no  puede  declararse  nulo 
por  el  hecho  de  presentarse  el  propietario, 


Co^o.  —  En  el  año  i 872,  la  Contaduría  General  de  la  Nación 
formuló  un  cargo  por  valor  de  6493  $  fts.  92  ctvs.  contra  D. 
Juan  B.  Suburo,  como  agente  de  los  Sres.  Benitez  y  G^.,  sala- 
deristas en  Gualeguajchú,  por  error  en  el  aforo  de  cueros  sala- 
dos exportados,  consistente  dicho  error  en  que  los  cueros  Se 
habian  aforado,  de  acuerdo  á  una  publicación  equivocada  en 
el  Boletín  Oficial  de  la  Nación,  dando  como  aforo  para  los 
cueros  salados,  3;250  en  lugar  de  4,750. 

Habiéndose  extraviado  los  antecedentes  originales  que  se 
remitieron  al  Juzgado  Nacional,  la  Contaduría,  en  Octubre 
de  1874,  elevó  al  Ministerio  de  Hacienda  una  copia  de  los 
mencionados  documentos,  la  que  fué  remitida  al  Juzgado  Na- 
cional de  Entre-Bios. 

Dada  vista  al  Procurador  Fiscal,  éste  inició  ejecución  con- 
tra Suburo  por  la  cantidad  espresada  de  6,493  $  fts.  92  ctvs. 

Dictado  el  auto  de  solvendo  y  mandado  notificar  por  el 
Juez  de  Faz  de  Oualeguaychú,  este  dio  cuenta  que  Suburo 
se  habia  ausentado  á  Europa, 

Hecha  saber  esta  diligencia,  el  Procurador  Fiscal  pidió  que 
la  notificación  se  estendiera  directamente  con  Benitez  y  C*., 
que  eran  los  que  aparecían  deudores  al  Fisco. 

La  notificación  se  hizo  á  J.  Benitez  é  hijo,  quien  manifestó 
que  hallándose  Suburo  en  Europa  y  que  habiendo  sido  él 
quien  tenia  y  explotaba  el  saladero  en  la  época  en  que  esos 
frutos  se  exportaron,  á  él  correspondía  este  asunto ;  y  que  le 
habian  pedido  instrucciones  al  respecto. 

El  Procurador  Fiscal  á  quien  se  corrió  vista,  espnso:  que 
la  escusa  de  los  ejecutados  seria  una  excepción  que  harian 
valer  á  su  tiempo,  y  que  por  el  momento  solo  debía  pedir  y 
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pedia,  que  se  librase  el  mandamiento  de  ejecución,   come- 
tiéndose la  diligencia  al  Jnez  de  Paz  de  Gnalegnaychiu 

Ftoveido  de  conformidad,  el  Juez  de  Paz  contestó  qne  en 
Gnaleguaychú  no  existía  la  razón  de  Benitez  y  C,  sino  el 
Banco  de  J.  Benitez  é  hijo;  y  que  la  razón  de  Benitez  y  C^ 
existia  en  Bnenos  Aires. 

£1  Procurador  Fiscal  pidió  se  librase  exhorto  al  Jnez  Fe- 
deral en  Bnenos  Aires  para  que  hiciera  la  notificación,  mas 
habiendo  el  escribano  manifestado  que  no  encontraba  la  casa 
de  Benitez  y  G*,  el  Juzgado,  á  solicitud  del  Procurador  Fiscal, 
pidió  esclarecimientos  al  Ministerio  de  Hacienda,  y  ofició  á 
la  Administración  de  Rentas  en  Gnaleguaychú,  para  que 
informasen  cual  era  y  donde  existia  }a  casa  de  Benitez  y  C*. 
de  que  fué  agente  Saburo  para  exportar  los  frutos  de  que  se 
trata. 

£1  Administrador  de  Rentas  informó,  que  era  el  saladero 
de  Benitez  é  hijo;  y  que  hasta  Febrero  de  1873,  habia  expor- 
tado sus  frutos  bajo  la  firma  de  Juan  B.  Suburu. 

La  Contaduría  informando  por  orden  del  Ministerio  de  Ha- 
cienda, dijo:  que  D.  Apolinario  Benitez,  domiciliado  en.  esta 
ciudad,  era  el  socio  principal  de  la  razón  social  deudora.  Que 
le  consta  que  Suburu  no  era  mas  que  un  mero  agente  de 
Benitez,  porque  este  señor  cuando  se  inició  la  causa  propuso 
al  Presidente  de  la  Contaduría,  que  se  siguiera  ante  el  Juez 
Federal  en  Bnenos  Aires  en  donde  él  residía,  manifestando  la 
circunstancia  de  no  ser  Suburo  sino  un  agente ;  que  ademas  es 
notorio  en  Gnaleguaychú,  que  el  saladero  de  que  fueron  ex« 
portados  los  frutos  y  que  se  conoce  por  saladero  Benitez,  es 
propiedad  de  D.  Apolinario  Benitez. 

£n  este  estado,  se  presentó  al  Juzgado  D.  José  S.  Viñas  con 
un  poder  de  la  razón  J.  Benitez  é  hijo,  de  que  era  único  dueño 
D.  Apolinario  Benitez.  Dijo :  que  na  teniendo  nada  qne  ver 
la  firma  J.  Benitez  é  hijo  con  D.  Juan  B*  Suburu,  debía  rntrn- 


302  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

darse  levantar  el  embargo  trabado  y  declararse  á  sus  poderdan- 
tes, libres  de  toda  responsabilidad  en  la  ejecución;  que  el  mismo 
Procurador  Fiscal,  no  sabia  á  ciencia  cierta  á  quien  ejecutaba, 
pues  las  gestiones  iniciadas  contra  Suburu,  se  hablan  seguido 
contra  Benitez  y  C*  y  después  contra  J.  Benitez  é  hijo,  sin 
tener  presente  que  eran  tres  personalidades  distintas.  Que 
los  documentos  con  que  se  ejecutaba,  no  tenian  fuerza  ejecuti- 
va contra  Suburu  según  el  artículo  249  de  la  Ley  de  Procedi- 
mientos, y  menos  por  consiguiente  contra  J.  Benitez  é  hijo, 
cu^á  participación  en  ellos  no  aparece.  Que  por  consiguiente 
el  título  con  que  se  ejecuta  es  inhábil.  Que  todo  el  procedi- 
miento es  nulo  por  no  haberse  seguido  directamente  contra 
ellos,  pues  que  ni  se  les  ha  notificado  el  auto  de  solvendo. 
Pidió  no  se  hiciera  lugar  á  la  ejecución. 

La  citación  de  remate  habia  sido  notificada*  á  Viñas,  el  vier- 
nes 2i  de  Abril  y  las  excepciones  se  opusieron  el  martes  25  del 
mismo. 

El  Procurador  Fiscal  contestó  pidiendo  no  se  hiciera  lugar 
á  las  excepciones  y  que  se  dictara  la  sentencia  de  remate. 
Dijo,  que  las  excepciones  se  hablan  opuesto  fuera  de  los  tres 
dias  que  señala  la  ley.  Que  la  excepción  de  falta  de  persone- 
ría era  la  misma  que  habia  opuesto  D.  Domingo  Garvino  y  que 
habia  sido  rechazada  por  el  Juez  de  Sección,  cuyo  fallo  habia 
sido  confirmado  por  la  Suprema  Corte,  haciendo  jurisprudencia. 
Que  los  documentos  con  que  se  ejecuta,  siendo  auténticos, 
traen  aparejada  ejecución,  según  la  ley  de  26  de  Agosto  de 
i 863.  Que  si  la  ejecución  se  inició  contra  Suburu,  fué  como 
simples  agentes  ó  mandatarios  de  Benitez  y  C,  y  D.  Apolinario 
Benitez  dueño  del  saladero  que  exportó  los  frutos,  según  apa- 
rece del  informe  de  la  Contaduría  de  foja  54.  Que  si  se  ha  cam- 
biado la  razón  social  por  convenir  asi  á  los.  socios,  y  en  vez  de  ser 
Benitez  y  C*  es  ahora  J.  Benitez  é  hijo,  ese  cambio  no  puede 
perjudicar  los  derechos  del  Fisco  ó  de  cualquier  otro  acreedor. 
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Fallo  del  ^ues  de  Seeeloii. 


Paraná,  Abríl  29  de  1876 

Y  vistos :  por  los  fundamentos  espuestos  por  el  Procurador 
Fiscal  en  su  anterior  vista  y  lo  certificado  por  la  Contaduría 
General  en  el  informe  de  f.  53  vta.  llévese  adelante  la  ejecu- 
ción, con  costas,  repónganse  los  sellos. ' 

Antonio  Zarco. 

Notificado  Viñas,  apeló  y  el  recurso  se  le  otorgó  en  relación. 
Después  que  se  vio  la  causa  se  dio  vista  al  señor  Procurador 
General,  quien  se  espidió  en  los  siguientes  términos : 


VISTA  DEL  PROCURADOR  GENERAL 


Suprema  Coree: 

• 

El  Fisco  no  cobra  sino  ejecutivamente  lo  que  se  le  debe 
por  derechos  de  Aduana,  y  por  eso  los  documentos,  emanados 
de  sus  representantes,  con  que  demanda  ante  la  justicia  ordi- 
naria, en  defecto  de  meicaderiae  en  Aduana  tienen  fuerza 
ejecutiva. 

De  estos  autos  aparece,  ademas,  dirigido  el  cobro  desde  un 
principio  contra  la  casa  de  Benitez,  esportadora  de  los  cueros 
en  cuyo  aforo  tuvo  lugar  el  error;  y  es  inadmisible  que  haya 
inhabilidad  de  título,  ni  menos  nulidad  de  lo  actuado  por  la 
circunstancia  de  mencionarse  sus  gerentes  en  algunas  deligen- 
cias  ó  designarse  la  misma  casa  con  distintas  denominaciones, 
provenientes  de  la  malicia  misma  del  ejecutado,  y  de  no  estar 
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admitida  de  i  873  en  las  oficinas  de  la  Aduana  la  firma  sola  del 
gerente  del  saladero. 

En  el  juicio  ordinario  por  otra  parte  podrán  los  ejecutados 
hacer  valer  estas  consideraciones  que  no  son  de  un  ejecutivo, 
ni  pueden  oponerse  como  escepciones  de  la  misma. 

Pido  por  lo  tanto  la  confirmación  del  auto  apelado. 

C.  Tejedor. 
Falla   de   la   Saprema  Corte 


Baenos  Aires,  Setiembre  26  de  1876. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  y  de  conformidad  con  lo  es- 
puesto 7  pedido  por  el  señor  Procurador  General  en  su  prece- 
dente vista,  se  confirma  con  costas,  la  sentencia  apelada  de 
foja  setenta,  satisfechas  las  de  la  instancia  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

0 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.^J.  B.  GOROSTIAGA. 
— ^J.    DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.  LASPIUR. 
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CAUSA     CXXIII 


Criminal,  contra  los  conjueces  titulares  y  suplentes  de  la  mesa 

escrutadora  de  votos  en  la  Rioja;  sobre  infracción  de 

la  ley  nacional  de  elecciones. 


Sumario, —  La  apertura  de  las  asambleas  electorales  después 
de  la  hora  legal,  la  traslación  de  la  mesa  de  un  lugar  á 
otro  y  de  los  vouos  de  una  urna  á  otra,  practicada  durante 
la  elección,  constituyen  una  infracción  de  la  ley  nacional 
de  elecciones,  y  someten  á  pena  á  los  conjueces  de  la  mesa 
escrutadora. 

Caso. —  En  la  ciudad  de  la  Bioja  á  23  del  mes  de  Marzo 
de  i  876,  comparecieron  ante  el  señor  Juez  Nacional,  D. 
Baltazar  Jaramillo,  D.  Miguel  Noroño,  el  señor  Procurador 
Fiscal  Dr.  de  la  Colina,  y  el  Dr.  D.  Félix  Luna,  como  apode- 
rado de  los  demandados,  á  quienes  se  les  leyó  la  sentencia  que 
á  continuación  se  trascribe :  Visto  la  causa  seguida  por  los 
señores  D.  Baltazar  Jaramillo  y  D.  Miguel  Noroño,  contra 
los  conjueces  titulares  J).  Francisco  J.  Granillo,  D.  Elias 
Cabral,  D.  Juan  de  Dios  Vera,  D.  Felipe  López,  D.  Enri- 
que Barros,  y  los  suplentes  D.  Carmelo  Valdez,  y  D.  Ka- 
mon  Moreira  sobre  infracciooies  de  la  ley  nacional  de  elec- 
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clones  en  la  que  tuvo  lagar  el  día  6  de  Febrero  ppdo.  para 
un  Diputado  al  Congreso  de  la  Nación ;  con  el  mérito,  de 
autos  y  considerando  en  cuanto  á  los  hechos:  1^  que  los 
demandantes  fundan  su  acción  en  los  siguientes  hechos : 

Primero.  No  haber  concurrido  los  acusados  al  local  desig- 
nado en  el  primer  término  de  la  ley  en  que  se  han  practicado 
las  elecciones  desde  tiempo  inmemorial  sin  interrupción  al- 
guna. 2^  El  haber  instalado  la  mesa  en  el  interior  del  patio 
del  Cabildo  y  no  en  los  portales  del  Juzgado  de  Faz.  3^  Ser 
este  patio  claustrado  é  inaccesible  por  su  poca  ostensión  para 
contener  el  número  de  inscriptos.  4^  Haberse  abierto  la 
Totacion  sin  la  urna  y  cuadro  del  Registro  Cívico»  después 
de  pasada  la  hora ;  recibir  los  votos  en  un  cajón  de  la  mesa 
y  trasladarlos  durante  el  acto  á  otro  cajón  con  llave,  aguje- 
reada en  la  tapa,  por  los  conjueces.  5^  No  haber  permitido  á 
varios  ciudadanos  firmar  las  actas  de  esorutiiiio  haciéndolos 
salir  pOr  la  fuerza.  6"^  Existir  un  acuerdo  entre  ei  Gefe  do 
las  fuerzas  y  los  conjueces,  para  hacer  provocar  un  conflicto 
entre  los  partidos  en  el  interior  del  patio  del  Cabildo,  que 
diera  lugar  á  la  intervención  de  la  fuerza  armada  que  ba- 
ria fuego  sobre  el  partido  de  oposición.  1°  No  haber  con- 
currido sin  causa  motivada  los  conjueces  suplentes  D.  Car- 
melo Yaldéz  y  D.  Bamon  Moreira,  i  la  instalación  de  la 
mesa  de  la  Matriz ;  y  terminan  solicitando  le  sea  aplicada 
á  los  primeros  multa  de  200  ^f.  ó  30  onzas  de  oro,  y  á  los 
segundos  la  de  200  ^f.  por  infracción  á  los  artículos  54  y 
67  de  la  Ley  de  la  materia.  (  Escrito  de  fojas  3  á  12  y  acta  de 
f.  15.) 

Segundo.    Que  el  Procurador  Fiscal  al  adherirse  á  la  ae- 
oion  deducida  dictamina  que  esos  hechos  son  punibles  siempre 
que  de  la  prueba  resulten  justificados  y  que  fueron  eje* 
cutados  con  dolo.     ( Acta  de  fs.  17  á  26. ) 
'    Tercero.    Que  los  demandados  en  su  exposición  de  fs.  27 
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á  f .  39  agregada  á  estos  antos  en  la  audiencia,  enya  aeta 
oorre  á  ís.  i6  vtay  17|  solicitan  su  absolución  ínodados: 
1^    En  que  corresponde  á  los  demandados  y  no  al  Juez  de 
Faz  la  elección  de  nno  de  los  dos  locales  designados  por 
la  Ley  para  practicar  la  elección.  2"*    En  que  la  falta  de 
urna  y  Registro  Cívico  se  debe  imputar  al  Juez  de  Paz  á 
quien  se  le  di6  con  anticipación  conocimiento  oficial  de  la 
resolución  de  los  conjueces  de  instalar  la  mesa  en  el  Juz- 
gado  de  Faz.  3^    En  que  la  traslación  de  los  votos   del 
'  cajón  de  la  mesa   á  la  urna   durante  el  acto  se  hizo  á 
presencia  del  pueblo  verificando  que  este  estaba  vado.  4^ 
En  que  era  falso   completamente  el  acuerdo   que  suponían 
á  los  miembros  de  la  mesa  con  el  Qefe  de  la  fuerza  de 
guamiciouy  no  teniendo  los  rumores  públicos  otro  origen  que 
la  maledicencia  del  partido  de  los  acusadores.  5^    En  que  la 
mesa  la  instalaron  en  donde  se  hizo  el  Registro  Cívico  en 
un  local  donde  podrian  entrar  grupos  de  50  6  iOO  á  votar 
y  retirarse  después  de  verificarlo  para  que  lo  hicieran  otros. 
6^    En  que  es  infundado  el  cargo  de  haber  los  demandados 
impedido  á  varios  ciudadanos  suscribieran  las  actas  del  es- 
crutinio, f .   7^  En  que  en  cuanto  á  los  conjueces  inasistentes 
el  señor  Yaldez  se  escusó  porque  estaba  enfermo,  y  el  señor 
Moreyra  concurrió  al  acto  de  la  instalación  de  la  mesa  en 
el  Juzgado  de  Paz.  Y  considerando,  en  cuanto  al  derecho ; 
I''    Que  el  artículo  i 9  de  la  Ley  Nacional  de  elecciones  al 
fijar  el  local  en  que  deben  instalarse  las  Asambleas  electo- 
rales ha  designado  el  atrio  de  la  Iglesia  Parroquial  6  los 
portales  del.  Juzgado  Territorial  Superior,  empleando  la  con- 
junción disyuntiva  ó  que  importa  alternación  en  uno  6  en 
otro  lugar,  sin  mas  deber  preceptivo  para  los  conjueces  que 
el  que  esta  se  coloque  en  un  lugar  accesible  para  que  los 
ciudadanos  puedan  sufragar   libremente:  que  estando  este 
designado  por  la  ley,  no  es  de  la  atribución  del  Juez  de 
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Paz  convocar  á  los  conjneces  para  un  lugar  designado,  desu- 
de que  siendo  este  un  acto  estraño  al  ejercicio  de  su  ma- 
gistratura, sus  funciones  principian  en  el  instante  de  la  ins- 
talación ;  pues  que  el  articulo  21  al  estatuir  espresamente  la 
reunión  colectiva  de  todos  los  conjueces  y  Juez  de  Paz  auna 
hora  fija  para  su  instalación,  emplea  el  verbo  recíproco  creu- 
nirse»  que  demuestra  claramente  el  acto  colectivo  de  con- 
currir todos  á  un  mismo  punto :  que  si  concedemos  como 
atribución  del  Juez  de  Faz  designar  con  anticipación  uno  de 
los  locales  que  espresa  el  artículo  19  para  qae  concurran  los 
conjueoes  á  la  instalación  de  la  mesa,  necesariamente  no  po- 
drían en  ningún  caso  hacerse  efectiva  en  los  eonjueces  la 
disposición  del  artículo  57  por  infracción  al  artículo  19; 
cuando  estos  obedeciendo  órdenes  de  aquel  impartidas  en 
virtud  de  atribuciones  legales,  fueran  demandados,  ya  por 
ser  inaccesible  el  local  qne  aquel  designare  para  su  instala- 
ción, ó  por  no  ofrecer  las  garantías  necesarias  para  que  el 
ciudadano  pueda  sufragar  libremente:  es  decir  la  elección 
del  Juez  de  Paz  del  local  y  la  orden  impartida  á  los  con- 
jueces para  que  concurran  á  ese  punto  á  formar  la  mesa, 
importarla  el  cumplimiento  de  una  prescripción  legal  por  parte 
de  estos,  que  haria  desaparecer  toda  deliberación  al  hecho 
acusado  como  punible;  que  asimismo  los  conjueces  no  pue- 
den variar  ad  lihitum  el  local  en  que  la  mesa  acostumbra  á 
instalarse,  pues  que  para  ello,  si  jno  es  necesaria  la  existen- 
cia de  una  causa  legal,  es  indispensable  que  el  local  elegido 
en  igual  6  en  mejores  condiciones  para  aquel  acto  en  que 
según  las  circunstancias  en  cada  localidad  deba  darse  aviso 
con  anticipación  al  pueblo  para  que  pueda  concurrir  á  su- 
fragar, es  decir,  el  acto  no  seria  punible  por  la  instalación 
de  la  mesa  en  otro  lugar  del  que  se  acostumbraba  prac- 
ticar la  elección,  sino  por  tener  lugar  subrepticiamente  sin 
aviso  anticipado  á  todos  los  electores,  lo  que  podria  impedir 


que  un  l^findo  político  ¿.alguno  dé  Ba&  miembros  coii6urrie- 
xan  ^n  tiempo  hábil  i  sufragar  t  que  en  el  presente  caso  la 
ialta  de  aviso  por  los;  acuBados  al  pueblo,  con  anticipación, 
de  babor  acordado  instalai:  la  mesa  en  otro  local  del  que  ha 
sido  costumbre  haberlo,  s^unque  constituye  una  irregularidadi 
no  puede  imputárseles  dolo  ó  culpa,  por  cnanto  consta  que 
todos  los  iuscriptos  pudieron  concurrir  á  sufragar  sin:  ne^ 
cesidad  de  dicho  aviso  en  virtud  de  estar  en  la  misma  pla2a 
como  á  una  cuadra  mas  ó  menos  la  parroquia^  del  Juzgado 
de  Faz:  que  por  lo. espuesto  es  improcedente  la  objeción  que 
hacen  loa  demandantes  fundados  en  el  artículo  i^,  de  que 
el  atrio  de  la  Iglesia  Matriz  está  djosignado  en  el  1  *'  término 
en  las  ciudades  para  instalar  la  m0sa;  pues  que  la  designa- 
ción de  cada  parroquia  en  las  ciudades  para  cada  Sección 
Electoral,  po  tiene  otro  alcance  que  el  evitaii  la  confusión 
que  habria  sino  se  hubiera  designado  alternativamente  la 
división  civil  ó  la  eclesiástica. 

2"^  Que  de  autos;  y  especialmente  de  la  vista  ocular  de 
f.  A%  resulta  acreditado  que  los  eonjueces  titulares  al  trasla- 
dar por  doS;  vece^  la  mesa  de  un  lugar  á  ótto  durante  la 
elección,  han  violado  en  su  texto  y  su  espíritu  la  disposición 
del  artículo  19  de  la  Ley  de  Elecciones,  pues  su  inamovili- 
dad  siendo  una  garantía  al  libre  ejercicio  del  sufragio  é  in- 
dispensable, además,  para  no  interrumpir  el  acto  de  la  vo- 
tación (aitículo  22),  resulta  que  ella  no  estuvo  colocada  du- 
rante todo  el  acto  en  los  portales  del  Juzgado  de  Paz,  ya 
se  considere  á  este  la  puerta  de  la  oficina  donde  funciona 
dicho  empleado  ó  la  portada  principal  de  la  calle  por  donde 
se  entra  al  cuerpq  del  edificio  en  que  se  encuentra  dicha  oficina. 
Que  las  circunstancias  de  haber  trasladado  la  ínesa  al  in- 
terior del  segundo  zaguán  que  comunica  con  el  cuerpo  de  guardia 
por  una  puerta  de  reja  de  fierro,  para  ponerse  á  cubierto 
de  la  acción  del  spl,  y  la. /de  haberse  practicado  en  \oé  últi- 
T.  IX.  15 
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mos  días  el  Registro  Gítíco  en  el  local  donde  se  instaló,  no 
son  cansas  jastifioatiiías  qne  eximan  de  toda .  culpa  á  los 
acusados ;  desde  que  consta  qne  la  elección  pudo  praotiearse 
por  ellos  en  el  itrio  de  la  Matriz  sin  ese  inconveniente  y 
desde  que  el  precedente  de  haber  allí  funcionado  la  Jnnta 
ealificadora  no  pnede  iterar  ni  derogar  la  ley  que  fija  un 
iooal  determinado  en  que  deba  practicarse  la  elección. 

3^  ()ae  de  la  vista  ocular  citada  y  del  mérito  de  autos, 
tesulta  que  el  local  en  que  se  practicó  la  elección  por  los 
acpsados  es  accesible  paca  que  pudieran  sufragar  el  número 
de  inscriptos,  pues  que  la  ley  no  prescribe  la  presencia  co- 
lectiva de  todos  los  sufragantes  durante  el  acto  electoral, 
sino  la  de  un  representante  de  cada  partido,  para  que  haga 
en  su  nombre  las  observaciones  que  sean  justas,  permane- 
ciendo aquellos  á  la  distanoia  de  la  mesa  que  los  conjueces 
designaren  y  saliendo  del  recinto  inmediatamente  de  sufragar. 
(Articulo  19  de  la  ley  citada). 

4*  Que  el  haber  practicado  la  elección  sin  la  urna  y  Registro 
Cívico  no  puede  imputarse  á  los  conjueces  como  uña  infrac- 
ción voluntaria  á  los  artículos  21  y  2T  de  la  Ley ;  por  cuanto 
de  la  confesión  de.  los  acusadores  de  f.  4,  del  informe  del 
Juez  de  Paz  |de  fs.  4ty  50,  y  de  la  prueba  testimonial,  resulta 
plenamente  probado  que  los  acusados  requirieron  oñcialtiente 
al  Juez  de  Paz  la  entrega  inmediata  de  dichos  objetos :  que 
de  las  declaraciones  de  los  testigos  D.  Cipriano  Yillanueva 
de  f .  73,  y  D.  Hermenegildo  Jaramillo  de  f .  8S,  resulta  acre- 
ditado que  los  conjueces  titulares  hicieron  la  apertura  de 
las  Asambleas  Electorales  después  de  las  9  de  la  mañana 
en  contravención  á  la  prescripción  del  artículo  22  de  la  ley 
de  la  materia,  cuyo  hecho  se  halla  corroborado  por  las  de- 
claraciones de  José  Salguero  de  f .  67  y  Basilio  Escalante  que ' 
afirman  que  media  hora  después  de  estar  sufragando'  en  la 
mesa  instalada  en  el  itrio  de  la  Matriz  todavía  no  recibía 
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votos  la  del  Juzgado  de  Paz,  que  asimismo  los  conjüécés 
titulares  lian  falseado  en  su  espíritu  la*  disposición  de  los 
artículos  27  y^  93,  violando  durante  la  elección  el  depósito 
de  sufragios  para  oolooatlod  en  otra  Urna  6  caja  que  tetíia 
cerradura;  pues  que  siendo  la  inviolabilidad  dé  aquel  una  de 
las  garantías  mas  precisas  qué  acuerda  la  ley  paradla  legalidad 
del  acto ;  la  mesa  escrutadora  no  pudo  bajó  ningnn  protesto 
escusarsé  de  observarla  aun  cnandlo  verificase  ante  el  pue^ 
ble  que  lo  hacia  Con  manifiesta  probidad.  S^''    Qitte  ■  est¿  plena** 
mente  prébado  con  las  déclarlusidnes  de  Yital  García  de  f .  S4« 
de  Juaá  B.  Aballáide  f.  56,  Juan  Salguero  del.  06  vta« 
Jaéinto  Pizarro  de  í.  68,  y  Bomén  Zabala  de  f.  90  vtaj  que' 
se  ^hallaban  cerradas-  las  actas  del  escrutinio  inándc  oon«¿i 
corrieron:  á  firmar  los  vaarioa  ciudadanos*  partidario^  im  la> 
candidatura  del  Dr.  San  Boínaii,  cárecSmdió  <  por  lo  mismo 
de  máritor  legal  lá  de  los.,  testígoa  aurictlanes  Yentnrar^BiBK 
zan  de  f^  59,  Feírnando  Yüiafane  4e  f.  &7«vtáM  Bau«m  Za« 
bala  de  f.  90  vta.  f  Garlos :  Brizuela  de  £.>9S  vtaí.  quek&yia 
existido  aeneordo  entre  los  acusados  y  el  gefe  de  las  fueiBzas 
nacionales  para  hacer  triunfar  por  uedio  de  ellas  la  candi-^ 
datura  de  sue  simpatías ;  pues  que'  la  pública!  Voz  no  basta' 
paira  acreditar  por  si  solo  la  existencia  de  un  hecho  criittí* 
m¿Lf  el  que  por  otra  parte  no  tuvo  ni  principio  de  exen- 
ción por  ostentación  de  fuerza  armada  ú  otro  cosa  semejante : 
(^  el  haber  trabajado  los  acuÍBados  por  ún  iuisnio  caordi- 
dato  no  es  una  consécoencia  directa  é  inúiediatk  dé  la  exis« 
tencia  de  un  plan  6  acuerdo  con  el  Oef e  de  las  fuerzas  para 
coartar  el  libre  ejercicio  del  sufragio  desde  q'iie  no  ertá  Acredi- 
tado que  tuve  un  principio  de  ejecución  y  dei^de  que  ejer<* 
cían  mi  derecho  consagrado  pot  la  ley  como  ciudadamo^^  he-' 
cM  que  confinía  la  declaración  del  comisaria  dé  PeUciá  D. 
Jian  F.  Peñüosay  qiie  afirma  á  f .  92  haber '  desj^áchado  um 
chitt^  0oha  día*  aovte»  Ae  la  eteecion  pava  let  Uanoii  on** 
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docieiido  una  carta. del  gefe  de  las  faersas  nacionales  para 
el  cai^itan  D.  David  Gomes  que  estaba  destacado'  allí .  ton 
'faerzas  en  la  que  le  ordenaba  que  se  abstuviera  de  tomar 
parte  en  la  elección.  7'  Que  en  euanto  á  los  conjueces  su- 
plentes,  está  justificado  con  las  declaraciones  de  Miguel  Mo- 
reta  de  f.  62.  y  Abdon  Várela  de  f.  62  Tta.  que  D.  Bamon 
Moreyrst  concurrió  i  la  mesa  de  los  titulares  en  el  acto  de 
instalación,  j  que  dé  los  testimonios  de  Patricio  del  Sacra- 
mento de  f .  86i  José.  L  de  la  Bega  de  f .  89  vta  y  Severo 
TkUejo  de  f.  90  vta.  qué  D.  Carlos  Baldez  se  *  encontraba  en- 
fermo de  .alguna  gravedad  cuatro  dias  antes  de  la  elección, 
lo  que  funda  la  ¡Presunción  legal  corroborada  por  la  decla- 
ración del  Juez  de  Fas  de  f.  75,  de  haber  recibido  aviso 
oficial  de  este  de  estar  enfermo,  que  tuvo  causa  motivada 
para  no  ooneorrir  á  la  instalación  de  la  mesa.  8^  Que  de 
autos  aparece  que  los  acusadores  y  acusados  han  producido 
pruebas  notorisfmente  impertinentes  á  los  hechos  compren- 
didos en  la  acusación  y  defensa :  que  además  estos  últimos 
resultan  absueltos  de  varios  capítulos  de  la  demanda  por 
ser  unos  infundados  y  no  haber  demostrado  en  otros  plena- 
mente su  existencia,  es  de  justicia  y  equidad  que  los  acu- 
sados no  sufran  la  condenación  en  costas  que  se  han  causado 
en  esta  parte  del  juicio  por  causas  que  no  pueden  imputar* 
seles. 

•  Por  estos  fundamentos,  i  mérito  de  lo  prescrito  en  el 
articulo  57  de  la  ley  de  elecciones .  nacionales,  fallo  y  de- 
darq  que  condeno  á  los  conjueces  titulares  D.  francisco  Gra- 
millo,  D.  Elias  Cabral,  D.  Enrique  Barros,  D.  Juan  Dios  Vera 
y  D.  Felipe  López,  al  pago  á  cada  uno  de  ellos  de  la  multa 
de  tres  onzas  !de  oro  á  favor  del  fondo  de  Escuelas  de  la  Pro- 
vincia por  infracción  como  conjueces  á  lo  dispuesto  en  los 
artículos  19f  22¿  27  y  33  .de  la  ley  nacional  de  elecciones, 
según  se  espxesa  en  los  considerandos  segundo  y  cuartoi  absol* 
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viendo  á  estos  como  á  los  conjneces  suplentes  D.  Ramón  Mo-  * 
reirá  y  D.  Catmelo  ¥«ldex  de  los  demás  oafgot  de  la  deman- 
da con  los  costos  á  los  titnlares  de  maneamum  ei  in  solidum,, 
esceptuando  las  qae  se  refieren  al  considerando  octavo  que 
serán  satisfechas  por  el  que  las  hubiere  causado,  repónganse 
los  klellos. 

Mardoqueo  Molina^ 


VISTA  DEL  SEfiOR  PROCURADOR  GENERAL 


Suprema  Corte : 


Buenos  Aires^  Setiembre  16  de  1876. 


De  estos  autos  resulta  evidentemente  que  la  mesa  recep- 
tora se  instaló  en  la  puerta  del  juzgado  sin  previo  aviso, 
contra  la  convocación  del  Juez  de  Paz  para  el  atrio  de  la 
Iglesia  7  sin  otra  msaDn  para  elegir  aquel  |>araje,  que  el  inte- 
rés electoral  de  sus  miembros. 

Resulta  ademas  la  apertura  fuera  de  hora,  el  cambio  de 
local  durante  la  elección,  y  la  falta  de  urna  y  registro,  con- 
secuencia de  sus  propios  hechos  y  causa  al  mismo  tiempo  de 
otras  irregularidades. 

Creo  pues  equitativa  la  sentencia  del  Juez  de  Sección,  y 
pido  su  confirmación. 

C.  Tejedor. 
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*  * 

Buenos  Aires,  Setiembre  léde  1S76. . 

I  •  '  .  • 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  y  de  conformidad  con  lo  e^^ 
puesto  y  pedido  por  el  señor  Procurador  General  en  su  pre- 
cedente vista,  se  confiriha  con  costas  la  sentencia  apelada  de 
foja  noventa  y  cinco  vuelta ;  satisfechas  las  de  la  instancia 
y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 


í . ' 


JOSÉ  BARROS  PAZOS.— 1.  B.  GOROSTIAGA. 
—1.    DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.  LASPIUR. 


CAUSA    CXXI¥ 


4 

D.  Jorge  Kothsteal  contra  D.  Alberto.  Seeber^  por 

cobro  de  pesos 


>  ■ 
Sutnario. — £1  pacto  de  espera  contra  la  ejecución  de  una 

letra  de  cambio  solo  puede  ser  probado  por  documento  es- 
crito ó  por  confesión  de  parte. 


DE  JUSTIGU  9iACI(>KAL  MS 

.  Caso.-^J).  Jorge  Kothst^al  siguió  demAnda  ejecutiya  por 

■M 

cobro  de  nna  letra  de  5000  pfs.  contra  D.  Alberto  Seeber 
g€rente  de  la  empresa  del  muelle,  de  las  Catalinas. 

El  ejecutado  opuso  la  excepción  de  espera,  fundado  en  que 
el  acreedor  le  habla  prometido  renovar  la  letra  si  el  detiior 
le  obtenía  la  renoyacion  de  una  letra  que  aquel  debia  á  la 
aduana  y  el  descuento  de  un  pagaré  de  2000  pfts.  que  le  da- 
rla con  otros  tres  de  á  i 000  pfts.  cada  uno  en  lugar  de  la 
letra. 

9  ■ 

Negada  la  yerdad  de  la  escepcion  y  producidas  las  pruebas, 
se  dictó  el  siguiente 


Kali«  del  Sueu  Seeei^ii»! 


Bjaenoi  Aires,  Julio  11  de  1876. 

Vistos  estos  autos  en  el  incidente  sobre  espera  deducido 
por  D.  Alberto  Seeber :  T  eoüsiderando :  Primero.  Que  con- 
sistiendo esta  en  la  promesa  que  se  dice  hecha  por  el  eje- 
cútante  de  renovar  la  letra  que  se  ejecuta,  si  se  hacian  ciertas 
concesiones  por  la  Administración  de  la  Aduana  Nacional  y 
del  Banco  de  la  Provincia,  ha  sido  negada  dicha  promesa  y  el 
informe  de  1^  Aduana  al  aseverar  que  la  renovación  se  hizo  al 
ejecutante  por  haberlo  solicitado  el  ejecutado,  solo  se  refiere 
á  que  este  asi  lo  afirmó,  y  por  tanto  no  tiene  mas  fuerza  pro- 
batoria que  la  afirmación  misma  del  interesado. 

Segundo.  Que  tratándose  de  obligaciones  de  mayor  cuantía 
y  escrituradas  como  la  letra  de  cambio,  toda  otra  prueba  que 
no  fuera  la  confesión  de  paite  es  deficiente;  y  ningún  acto  ni 
documento  puede  suplir  la  falta  de  protesto  (art.  899  del  Có- 
digo de  Comercio)  y  una  vez  protestada  la  letra  el  derecho  de 
cobrarla. 
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Por  estas  consideraciones  fallo  no  haciendo  logar  á  la  escep- 
cion  de  espera  opuesta,  j  ordenando  se  lleve  adelante  la  eje- 
cución hasta  hacerse  efectivo  el  pago  del  capital,  intereses  j 
costas  que  se  cobran. 

Hágase  saber  original  j  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin. 


Wml  o  de  1»  Saprem»  Corto 


Buenoi  Aires,  Setiembre  26  de  de  1876. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  cuarenta  y  una  vuelta.  Satisfechas  las 
de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse, 

'  * 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  G0R08- 

T1A6A. J.   DOMWGWZ.  —  S.    M. 

LASPIUR. 


.MJL. 
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CAirSA     CXXY. 


D.  Liui  Dagnino  de  Antonio  contra  D.  Carlos  Gastaldt^  sobre 

cobro  de  comisión  y  fletes. 


Sumario.  — í"^  El  conBignatari.Q  d^l  .bnque  no  puede  oobnur 
al  anoador  6  fletante  ma9  gastos,  ni  eomision  que  la  conve* 
aida.  .    ' 

^  El  mismo  debe  pagarle  todo  el  flete  estipulado,  aunque 
no  hftya  podido  cobrar  lo  que  adeudan  todos  los  oargadores, 
8i  estos  han  subfletado  el  buque  á  los  fletadores!. 


C<MO,r-*£l  caso  se  halla  espuesto  en  el  siguiente: 


Fallo   del  Suem  Seeeloital 


Buenos  Aires,  Abril  18  de  1876. 

:  Tistes :  ios  autos  seguidos  por  D.  Luis  Dagnino  de  Antonio 
contra  D.  Garlos  Gastaldi,  por  cobro  de  pesos  procedente  de  la 
consignación  de  la  Barca  «Gastaldi»  de  los  que  resulta  lo  si* 
guíente: 

f  "^  Que  en  29  de  Julio  de  1873,  D.  C.  Oastaldi  y.  H^",  armado- 
rés  del  buque  denominado  « Gastaldi  >  celebraron  en  Genova 
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con  los  Sres.  Noli,  Molinari  y  otros  y  para  Buenos  Aires,  el 
contrato  de  fletamento  de  f.  19.  Estipularon  como  condicio- 
nes de  dicho  contrato  : 

i^  Que  los  gastos  de  carga  debajo  de  aparejo  pertenecen 
á  los  fletadores ;  y  los  que  sean  relativos  al  buque  al  Capitán. 
2^  Que  el  fletamento  es  por  entero  con  ei^clusion  del  lugar 
reservado  para  los  aparejos. 

3^  Que  el  buque  se  consignará  á  los  fletadores,  pagando 
uno  por  ciento  de  comisión. 

.  4<>  Que  el  precio  del^  flete  es  d,e  60»000  francos  A  H,72a 
patacones  argentinos ;  que  se  pagarán  inmediatamente  después 
de  la  entrega  del  cargamento,  en  paz,  y  sin  pleito  alguno. 

2^  Que  D.  Luis  Dagnino  descargó  el  buque,  y  el  pormenor 
de  sus  operaciones  consta  de  la  cuenta  de  f .  i  en  que  figura  á  su 
favor  un  saldo  de  $  fts.  i  568.  55  procedenie  de  varios  gastos 
abonadoil  á  los  cdlisignsítários  de  la  carga  por  óirdeñ  y  cnéíita' 
del  Capitán,  del  importe  de  la  comisión  de  cinco  por  cieñto^ 
conveiüido  del  mismo  modo ;  que  estos  gastos  absorben  la  cm- 
tidad  tótál  del  flete,  dando  en  eontrá  dé  Gastaldt,  el  saSdo  ylA 
dicho,  que  no  ha  conseguido  sé  le  pague. 

3^  Que  con  este  objeto  entabla  la  demanda  de  f .  3  contra 
D.  C.  Oastaldii  qné  prótimo  á  partilr  pata '  Ünto^anUijáíria 
burlados  sus  derechos  si  no  se  le  intimase  la  prohibición  de 
ausentarse  del  país,, sin  dejar  persona  que  la  represente,  á  lo 
que  accedió  el  juzgado,  haciendo  saber  la  inhibición  á  las  auto- 
ridades marítimas  de  la  Nación. 

4®  Que  coriti¿o  traslado  de  la  demanda  al  espresado  Gas- 
taldi;  e^te  confirió  á  D.  Antonio  Dodero,  el  poder' de  f:  IS; 
dio  la  fianzi  áeL  7r  y  promovió  á  f.  i3  attíenlo  sobre  éxUbi-* 
cicm  del  contrato  de  fietam:erito  que'  presentó  én  bópiá  4  f i  Í9 
recayendo  sobre  él,  el  auto  de  f .  30  vta. 

9^  Q«eá  f.  38  Glastaldí  C0ntesít6:  f"  que  debe  sesaibMélto 
de  1»  dénuiné»  oon  tíostos  i  ^  qóe>  retontiene  tK>r^  la  eadMaé 


r 
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ae  IQSBí.  074  saldo  qae  se  le  adeuda  por  flotes  d)e  la  Baroa 
cGastádi»  7  ieeiam&  1000  Síts.,  ^n^  q>io  estima  los  peijuicioe 
por  la  arbitraria  inliibicion  de  la  salida  de  su'  boque. 

6'*  Que  funda  la  reoonyenoion  en  que  Saguino  es  maadata-» 
rio  de  los  oargadorés,  y  no  del  demandado ;  que  wn  0tL  la 
iiip6tesisí  de,  q^e  asi  no  faere  Dagnino-  ba  debido  dar  crédito 
al  Bnique  por  ^  fts.  12i383.  8Q  oent.  á  que  asdiender  el  fletp 
que  ttajo  en  el  viaje  según  consta  del. manifiesto  que  ei^tregó 
á  iBagnino;  que!  este  acreditó  2000  $  fts.  menos  a)  Jioque, 
Oirgti.des  comisiones,  y  uo  da  razón  alguika  pa|ra  lio  rsMr  ^ 
para  lo  otro;  que  siendo  Dagnino. mandatario  de*  los  fletado^ 
retf  bu  debido  abonar  íntegto  el  vato  del:  flete  11,438  4  ^s. 
^aedando  debiendo  la  difeseaioia  qpe  ei  de  1171  4  ^^  V^^ 
deben  figurar  ean.  el.  baber; 

7^  Que  rechassa  eomo  índjebidaa  las  siguienties  partidflfl  de 
la  cuenta  deif:  1*: 

1^  Im  cantidades  pagadas pot  aviaos 'anunetaiidQ  la$legfida 
del  buque ; .  3^  Los  abonos  que  dice  baber  beobo  á  )M  eoor 
sigmitarios  del  cargamento  por  falta  en.  la  wrga  de.  lo  que  no 
ba  tenido  aviso,  y  en  caso  contrario  lo  babin  ttatado  según  su 
eostumbre ;  3®  Que  la  comisión  extra  de  ?n  cineo  por  ciento 
no  'OS  conforme  ¿  lo  estíptiladjo,y  e$  falso  la  bi^»  contenido 
por  trabajos  extraordinarios»        . 

9"  QuecoAferido traslado  de  la reoonvenoio» respondió Pag^ 
niño  á  f.  42:  1""  Que  es  consignatario  del  Capitán  CtaatabUr 
pnea  por  aouerdode]  mismo  y  de  tos  fietadores  so  compffoitie- 
Uó  i  consignarle  el  buque ;  que  oomo  representante  de  él  se 
ba  presentado  contra  Manni,  contra  Bersoletti  y  yignal,  y 
otros  por  cobro  de  fietes;  2^  Que  como  oonsjgaaftario,  es  de 
su  particular  incumbencia,  cobrar,  los  filetes  pero  no  puede 
responder  de  lo  no  pereibidq;  que  en  prueba-  ée  que. los  co^ 
bros  ae  ban  beobo  con  su  conocimiei^to,  b&  concurrida  G^s- 
taUü  ¿  conferencias  de  abogados,  y  b&  infuirido  wempre  eil 


ttO  FALLOS  DB  LA  8UFREIU  CORTE 

estado  de  los  juicios  pendientes;  3^  Qne  lá  niieva  -comlsioh 
há  sido  impuesta  por  los  juicios  que  hi  tenido  necesidad  de 
sostener  y  donvenido  con  Gastaldi  en  esa  consideración;  4^ 
Qne  la  petición  de  arraigo  es  jnsta  y  legal.  Besponde  Gas- 
taldi á  f .  48  qne  comparado  por  Dagnino  el  carácter  de  sn 
consignatario,  se  deben  aplicar  los  artículos  342,  343,  344  y 
1050  del  Código  de  Comercio;' que  le  imponen  la  obligadK>n  de 
dar  cnenta  total  del  flete ;  qne  los  avisos  los  ha  puesto  por 
comodidad  y  conveniencia,  y  pudo  evitar  los  gastos  de  in« 
demnizacion ;  haciendo  valer  los  derechos  que  le  concede  la 
ley  como  ial  consignatario. 

Y  considerando:  1^  Qne  no  está  negado  el  hecho  de  haber 
Gastaldi  entregado  á  Dagnino  lofii  papeles  del  buque,  entre 
los  que  figuran  como  el  mas  importante  el  oontrato  de  fieti^ 
mentó,  esencial  para  el  pago  del  fleté,  lo  que  importa  una  con- 
fesión, según  el  artículo  86  de  la  ley  de  enjuiciamiento. 

2^  Que  está  aceptada  la  existencia  del  contrato  haei4ndose 
mención  de  él  en  la  cnenta  presentada  siendo  inverosímil  la 
excepción  de  haberse  colocado  por  error,  atento  lo  espnesto  en 
el  anterior  considerando. 

3^  Que  conido  traslado  del  contrato,  y  copia  de  f.  i9,  no 
ha  sido  impugnado  como  falso  limitándose  Dagnino  á  esponer 
que  no  le  incumbe  su  presentación  por  ser  un  asunto  de  ter- 
cero, procedimiento  que  ha  motivado  el  auto  de  f .  30  en  que 
se  reconoce  la  copia  del  contrato. 

4^  Que  no  se  ha  contradicho  lo  asertado  á  f .  S9,  de  que  la 
copia  de  f .  iO,  ha  sido  escrita  por  el  suegro  y  tenedor  de  libros 
de  Dagnino,  cuando  se  entregaron  los  originales  lo  qne  eom- 
pmeba  su  autenticidad. 

5*  Que  en  dicho  contrato  se  espresa  que  el  buque  ha  sido 
fletado  por  entero  en  la  suma  dell,428  ^  fts. 

6®  Que  el  recibo  de  f .  49,  no  puede  alterar  las  condicío* 
nes  del  contrato  de  fletamento,  por  el  contrario,  lo  corrobora 
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no  introduciendo  novedad  en  el  consignatario,  dado  caso  qne 
no  faera  el  miamo  sanaladci  por  los  .fletantes^ 

7^  Qne  es  obligación  de  los  consignatarios,  cobrar  el  pago 
íntegro  de  los  fletantes,  condición  con  qne  no  ha  cumplido  Dag- 
nino,  pndiendo  para  indemnizarse  de  los  fletes,  pedir  medidas  de 
segnrídtd  que  le  permiten  las  leyes. 

.  8^  Qne  el  consignatario  no  ha  podido  salir  del  tenor  literal 
del  contrato  en  el  qne  se  espresú  qne  los  gastos  de  descarga 
son  de  cuenta  del  fletante :  no  pudiendo  por.  tanto  abonarse  los 
gastos  de  los  atisos  y  demás  diligencias  que  se*  han  praotieado 
para  el  oobio  de  los  fletes,  que  en  nada  concemian  al  armador 
6  Capitán; 

9"  Que  la  comisión  adicional  del  5<  Vo  i^o  se  encuentra  ecm* 
signada  en  el  contrato  de  i.  19,  ni  se  acompaña  ningún  otro 
documento  que  la  compruebe  lo.  mismo  que  los  intereses. 

iO«  Qne  no  se  ha  acreditado  que  los  pagos  por  disminución 
6  dados  en  la  carga,  hayan  sido  declarados  lejítimos  por  auto* 
ládad  eoiüpetente,  ni  si  esos  reclamos  fueron  entablados  en  el 
tiempo  y. forma  determinadas  por  la  ley, 

II.  Que  aun  considerando  á  Dagnino  comió  consignatario  del 
Capitán  únicamente,  nó  ha  podido  ignorar  las  obligaciones  que 
le  impone  su  carácter  dé  tal,  y  por  consiguiente  qne  es  respon^ 
sable  de'  la  culpa  ó  negligencia  de  haber  entregado  la  oarga  sin 
el  préyio  pago  del  flete^  y  que  es  por  tanto  responsable  de  los 
perjuicios  proTcnientes  de  esa  falta.  (Artículo  i 88,  Código  de 
Comercio). 

Por  estas  consideraciones :  fallo  absolviendo  al  Capitán  Oas- 
taldi  de  la  demanda  y  ordenando  que  D.  Antonio  Dagnino 
pague  al  Capitán  Gastaldi  á  los  diez  dias  de  notificado  la  suma 
de  iOS2  $  y  7  cent,  ftes.,  y  sus  intereses  á  estilo  de  plaza  desde 
la  contrademanda,  sin  costas,  repónganse  los  sellos,  y  noti* 

fiquese  con  el  original. 

Isidoro  Albarracin. 
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Fallo  de  1»  Suprenm  Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  38  do  1876, 

Considerando  qne.el  buctnecGastaldi»  fué  fletado  por  sus 
armadores  GaslAldi  j  hetmsako&  KoU^  líólinari,  ecéterai  por  la 
cantidad  fija  de  sesenta  mil  «francos,  ó  sea  once  mil  cnatro- 
cientos  Tointioclie  patacones  y  cincneiita  centavos  al  cambio 
oonTCüido;  qne  los  fletadores  süMetaron  dicho  buqué  á  divor-'* 
sos  cargadores ;  y  llegado  á  oste  pue)H;a  fué  oomsignado  á  Don 
Luis  Dagnino,  en  ;7irtud  de  obligación  contraida  por  los  airma- 
dores,  primeramente  en  el  contraio  dei  fietaimento;  y  despoes 
como  condición  d^  un  adelanto  sobare  el  flete,  hecho  por  Don 
Nicolás  Parodi;  ^e  de  estos  hechos  comprobados  por  los  docu- 
mentos de  fojas  cmzynttOTe  y. cuarenta,  y  en  que  están  confor- 
mes ambas  partes,  se  deduce  qiie  &  la  nzqne  los  fletadores 
son  deudores  por  el  primer  contrato  del  flete  convenido  Uáoia 
los  fletadores  por  el  segundo  son  acreedores  de  loeeargadoielí; 
4ue  por  consiguierntCt  el  cobro  heoho  á  estos  pov  Dagnino^  ha 
debido  ser  y  ha  ^o  por  cuenta  esclvsiva  do  los  subfletamtes, 
sin  que  el  resultado  pueda  afectar  á  los  armadores;  por  estos 
fundamentos  y  los  concordantes  de  la  sentencia  apelada,  se 
confirma  con  costas,  y  satisfechas  estas  y  repuestos  los  sello» 
devuélvanselos  autos. 

JOSÉ  BABEOS  PAZOS.— I.  B.  GOROSTIAOA. 
—  J.  nOlUKGIIEZ.  —8.  IL  LASPIUR. 
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El  Procurador  Fiscal  de  la  Rioja  contra  D.  Vicente  Rearte  y 
D.  Juan  Sabas  Arias,  por  infracción  á  la  ley  de  elecciones. 


SwffkartOf  — r  1<»>  La  falta  ^  aaisténcia  sin  cauáa  jastificAda 
^9  los  c)<)^]u6C68  en  las  mesas  esorntadoras  en  las  elecciones 
i^^ciÍ9^1^89  QQ  pena,  cesa  doscientos  ^  fts.  de  multa  ó  prisita 
poi  njpL  mes. 

Jt°  L^  esciM3)|  pqz  ^^fe^modad  delue  ser  probada. 


CasOi  ■'^  El  Proeurádoi*  Fiscal  de  la  Secoion  de  la  Riója,  se 
pTesent^  al  Jnegado  Fi^eral  esponi'endo :  que  los  conjneces 
propietarios  nombvades  para  formar  la  mesa  escrutadora  en 
el  Departamento  de  Belgrano,  S.  Tícente  Rearte  y  D.  Juan 
Sabas'  Arias,  en  la  elección  para  un  diputado  nacional  verifi- 
oada  el  6  de  Febrero  del  ano  1876,  no  habían  asistido  á 
Henar  su  deber,  por  lo  que  los  demandaba  j  pedia  se  les 
apli6ara  la  pena  establecida  por  el  articulo  S4  de  la  Ley  Na- 
oional  de  Elecciones. 

El  Sr.  D«  Félix  Luna  por  los  demandados,  contestó :  que 
M  habia&  asistido  á  la  elección  porque  hablan  estado  enf er- 
mos,  eemo  se  habia  espresado  en  las  inismas  actaá,  y  por 
«aya  rézot  la  mesa  escrutadora  resolrid  Bamar  á  los  suplen- 
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tes,  los  que  asistieron  en  námero  total  que  la  ley  determina, 
por  cuya  razón  pedia  que  sus  representados  fueran  absueltos. 

En  seguida  se  puso  la  causa  á  prueba  sobre  si  los  de- 
mandados estuvieron  ó  no  enfermos,  por  cuya  causa  no  pu- 
dieron concurrir  á  formar  parte  de  la  mesa  escrutadora. 

Con  la  prueba  rf  nuda  el  Proouradifr  desistió  de  la  acusa- 
ción en  cuanto  á  Bearte  y  pidió  se  fallase  solo  con  relación 
á  Arias. 


Pullo  del  Jíaes  de  §eeelon. 


La  Rioja,  Mayo  S9  de  1876. 

'■  Autos  y  Tista  la  acusación  entablada  por  el  Procurador  fis- 
cal contra  los  conjueces  titulares  D.  Vicente  Bearte  y  0. 
Juan  Sabas  Arias  de  la  mesa  escrutadora  del  Departamento 
de  Belgrano  de  la  Elección  Nacional  del  6  de  Febrero  ppdo.  por 
inasistencia  á  formar  parte  de  ella :  con  el  mérito  de  autos 
y  considerando:  1^  Que  el  Procurador  Fiscal  en  su  demanda 
de  f .  1  solicita  se  les  aplique  la  multa  de  200  ps.  fts.  á  cada 
uno  de  ellos  por  infracción  del  art.  21  de  la  ley  nacional  de 
elecciones;  2^  Que  ha  solicitadp  con  acuerdo  de  la  contraria 
se  sobresea  en  la  causa  en  cuanto  al  demandado  Bearte  á 
mérito  de  resultar  comprobada  la  escepcion  que  espuso  que 
lo  impedia  asistir ;  3^  Que  el  defensor  de  los  acusados  hfti 
solicitado  su  absolución  fundándose  en  que  sus  representados 
no  pudieron  concurrir  á  formar  parte  de  la  mesa  escrutadora 
por  hallarse  enfermos  ;  4^  Que  del  mérito  de  autos  resulta 
plenamente  acreditada  la  imposibilidad  fisiea  que  .  tuvo  el 
acusado  D.  Tícente  Bearte  para  concurrir  á  formar  parte  de  la 
mesa  escrutadora ;  5^  Que  no  se  ha  justificado  con  las  de- 
claraciones de  D.  Martin  Oelas  de  f .  9  vta,  D.  Felipe  Salinas 


m 

de  f.  10,  Polonio  Sosa  de  f.  10  vta,  y  Ángel  Salinas  de  f.  11 
la  escepcion  esp«esto.f  ojr.isl  dema^da^a.  I).  Juan  Sabas  Arias 
porque  limitándose  á  afirmar  los  testigos  de  oidas,  sas  tes- 
timonios no  bastan  para  constituir  plena  prueba  según  la 
disposición  de  la  ley  28,  tit.  16,  Pat.  3^;  6^  QneláB  déda-' 
raciones  presentadas  por  .el  apoderado  de  Arias  corrientes  de 
fs.  16  y  17  no  tienen  valor  jurídico  por  haber  sido  tomados 
sin  citación  de  parte  contraria  y  por  un  Juez  incompetente 

•  •  •        • 

á  quien  no  sé  le  ha  dado  comisión  para  recibirlas.  (Faíllbs  de 
la  Suprema  Corte,  causasXXIIIy  XXIV,  tomo  5*,  serie  !•); 

7^  Que  el  hecho  de  haberse  formado  la  mesa  escrutadora  sin: 

»  ....  .        , 

asistencia  del  conjaez  Arias'  no  es  -  una  causa  de  escu'saoion 
desde  que  el  artículo  veinte  de  la  ley  nacional  de  elecciones 
les  impone  á  todos  los  conjuecés  propietarios  y  suplentes  el 
deber  preceptivo  de  concurrir  al '  acto  de  la  instalación  de  la 
mesa  bajo  la  pena  de  la  multa  que  establece  el  art.'54  de  la 
espresada  ley.  Por  estos  fundamentos  definitivamente  juz- 
gando, fallo  y  declaro :  1^  Que  absuelvo  á  Vicente  Bearte 
de  la  demanda^  y. 2^  Que. condeno  4  D-  Juan.. Sabas  Arias  al 
pago  de  una  multa  de  200  $  fts.,  ó  en  su  defecto  á  un  mes 
de  prisión  por  inasistencia  sin  causa  justificada  á  formar  par- 
te  como  juez  titular  eii  la  mesa  escrutadora  en  Belgrano  en  la 
Eleqcion  Nacional  .d¡ol  6  de  Febrero  ppdoo  debiendo  ademas 
satisSaoer.  jü^i  oostas.cau^adas,  y  repónganse  lo»  sellos.. . 


• » I 


Mardoqueo  Moíina. 

[habiendo  apelado  el  acusado  se  elevaron  los  autos  y  la  Su- 
prema Corte  que  di5  vista  al  Señor  Procurador  General  quien 
espuso : 


T.  IX  16 


298  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


AUTO 


Mendoza,  Mayo  8  de  1876. 

Vistos :  y  considerando  que  la  aocion  deéncida  es  personal 
de  un  socio  contra  el  otro  por  rendición  de  cnentas  de  nn  nego- 
cio común.  Qae  el  demandado  ha  deducido  la  escepcion  de  de- 
clinatoria por  ser  extranjero,  según  se  ha  justificado  en  autos ; 
que  según  se  dispone  en  eljinciso  segundo,  articulo  segundo,  ley 
de  catorce  da  Setiembre  del  sesenta  f  tres,  sobre  jurisdicción 
y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales,  los  extranjeros 
tienen  el  derecho  de  llevar  sus  asuntos  á  la  jurisdicción  na- 
cional. Que  la  razón  de  este  privilegio  es  alejar  el  peligro 
posible  de  que  los  Tribunales  locales  puedan  inclinarse  á  favo- 
recer  á  los  Nacionales  en  perjuicio  del  extranjero,  creando  asi 
complicaciones  al  Gobierno  General  y  que  este  ha  tratado  de 
evitar  confiando  la  resolución  de  estos  asuntos  á  sus  propios 
tribunales.  Que  para  determinar  la  jurisdicción  competente 
no  puede  tenerse  en  cuenta  la  causa  enlitijio,  prescindiendo  de 
la  nacionalidad  de  los  partes,  tanto  porque  el  asunto  de  que 
se  trata  no  está  comprendido  entre  los  esceptuados  en  el  artí- 
culo iS  de  la  Ley  citada,  como  porque  aun  tratándose  de  ac- 
ciones sociales,  siempre  existe  la  razón  que  determina  la 
jurisdicción  mencionada  anteriormente.  Que  lejos  de  ser  apli- 
cable el  art.  10  invocado  por  él  actor,  ese  mismo  airtículo 
manifiesta  que  debe  tenerse  en  consideración  la  nacionalidad 
de  las  partes,  porque  cuando  la  acción  solidaria  deducida, 
afecta  á  un  argentino  aunque  los  demás  sean  extranjeros,  no 
es  de  suponerse  que  el  Juez  local  f avotezca  mas  al  demandante 
argentino  que  á  algunos  de  los  demandado^  que  tienen  la 
misma  nacionalidad:  ■         ' 

Por  estas  consideraciones  y  las  concordantes  del  auto  re* 
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corrido  de  Abril  21  del  presente  año,  se  confirma  este  con 
costas ;  satisfechas  estas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Oarcia  interpuso  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte. 
Vulto  de  1»  SaproBiii  Cprte* 


Buenos  Aires,  Octubre  5  de  1876. 

I  * 

Vistos,  resultando:  Primero.  Que  la  cuestión  versa  sobie 
la  jurisdicción  á  que  corresponde  el  conocimiento  de  una  de- 
manda, de  Don  Dioclesio  Capetilló,  extranjero,  sobre  liqui- 
dación 7  división  de  un  negocio  en  común.  Segundo.  Que 
habiéndola  interpuesto  Garcia  ante  el  Juez  Nacional  de  la 
Sección  de  Mendoza,  éste  la  desecbó  de  plano  por  creer  que 
no  era  de  su  competencia ;  que  ocurrió  entonces  al  Juez  de  Le- 
tras en  lo  civil  de  la  Provincia,  obteniendo  el  mismo  resultado ; 
7  habiendo  apelado  de  su  resolución  á  la  Cámara  de  Justicia, 
fué  confirmada  por  dicho  Tribunal  fundándose  en  las  disposi- 
ciones de  la  le7  sobre  jurisdicción  7  competencia  de  los  Tribu- 
nales Nacionales.  Tercero.  Que,  en  consecuencia,  el  recurso 
de  apelación  traido  a«te  esta  Corte  Suprema  de  la  resolución 
del  último  Tribunal  de  Provincia,  por  tratarse  de  la  apelación 
é  inteligencia  de  una  107  nacional  7  en  una  cuestión  de  compe- 
tencia negativa,  que  dándola  por  definitivamente  juzgada  de- 
jarla á  la  parte  sin  juez,  es  ptocedente  7  conforme  con  lo  dis- 
puesto  eñ  los  artículos  catorce  7  quince  de  la  \tj  de  catorce  de 
Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  7  tres  sobre  jurisdic- 
ción 7  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales.  Y  conside- 
rando, que  :por  el  artículo  segundo,  inciso  segundo  dp^la  misma 
lej^  corresponde  á  los  Jueces  de  Sección  el  conocimiento  7 
decisión  en  primera  instancia  de  la&  causas  civiles  e^  que  sean 
partes  un  argentino  7  un  extranjero,  7  que  de  esta  naturaleza 


^  FALLOS  Bfc  LA  átlFREMA  CORTE 

eé  lá  que  motiva  lá  presente  demanda,  atmqite  íié  inrátá  d6  ac^'' 
cienes  sociales;  se  confirma  por  sus  fttndaníentos  lá  sentencia' 
apelada^  y  se  dectora  que  el  Juez  Nacional  es  el  competente 
para  conocer  en  esta  causa.  Comuniqúese  por  oficio  esta  de- 
cisión al  Tribunal  Superior  de  Mendoza,  y  remítase  el  espe- 
diente, satisfechas  las  costas  de  esta  instan^  j  repuestos  los 
sellos,  al  Juez  Nacional  de  la  misma  Provincia  para  que  asu- 
miendo la  jurisdicción  de  que  se  ha  desprendido,  conozca  de 
la  demanda  y  la  resuelva  conforme  á  derecho. 

JOSÉ  BARROS  PA20S.-^J.  B.  GO- 
ROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  --- 
S.  M.  LAS^IÜR. 


CAUSA     CXXTIII 


Los  Sres.  Daceo  y  Basigalupi  y  C*.  contra  el  Fuco. 


Sumario. — No  mejorándose  la  apelación  dentro  déltérímno 
del  emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  pri- 
mera rebeldía  (¿ue  acuse  el  apelado. 
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Caso.  —  En  los  autos  seguidos  por  los  Síes.  Daceo  y  Basi- 
galupi  7  C*,  contra  el  Fisco,  habiéndose  vencido  el  término 
dentro  del  cual  el  apelante  debió  haber  mejorado  el  recurso  y 
&  pedido  del  señor  Procurador  General,  se  dictó  el  siguiente : 


Fallo  de  1»  Suprema  Corte 

Baenos  Aires,  Oetabre  5  de  1876. 

!^oí  la  que  resulta  del  precedente  certificado  y  á  mérito  deí 
attículo  dosdentos  catorce  de  la  ley  de  procedimientos,  de- 
clárase desierta  la  apelación;  deruélvatise  en  consecuencia  los 
autos,  previo  pago  de  costas  y  teposicion  de  sellos  por  el 
apelante. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.  B.  GOROSTUGA. 
—  J.   DOMÍNGUEZ.  — S.  íf .  LASPIUR. 


9SS 
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CAVBA     ex XIX. 


Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  Federal  y  él  de  Co- 
mercio de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  y  en  el  juicio  seguido 
por  jP.  Agustín  Merello  c^nitra  D.  Juan  Melis,  sobre  cofyro, 
.  de  pesos  é  hipoteca  de  tm  buque* 


Sumario.  —  Corresponde  privatoriamente  á  la  justica  nacio- 
nal el  conocimiento  de  las  causas  que  versan  sobre  hipoteca 
del  casco  de  un  bnque. 


Caso.  —  D.  Antonio  Melis  demandó  ejecutivamente  á  D. 
Juan  Melis  ante  el  Juez  Federal  de  Buenos  Aires  por  cobro  de 
salarios  j  gastos  hechos  para  el  buque  <  Cittá  di  Cagliari »  de 
propiedad  de  este ;  y  obtuvo  el  embargo  de  dicho  buque. 

Al  mismo  tiempo  D.  Agustin  Merello  ejecutó  al  citado  D. 
Juan  Melis,  ante  el  Juez  de  Comercio  por  unos  pagarés  en 
cuya  garantía,  habia  sido  hipotecado  el  mencionado  buque,  y 
consiguió  también  el  embargo  del  mismo. 

D.  Antonio  Melis  pidió  al  Juez  de  Sección  avocara  á  sí  el 
conocimiento  de  la  ejecución  de  Merello  por  versar  sobre 
hipoteca  del  casco  de  un  buque. 

El  Juez  Federal  libró  en  ese  sentido  un  oficio  al  de  Comer- 
cio ;  pero  este  declaró  que  la  causa  era  de  su  competencia  por 


tratuM  4e  la  ejecución  de  unos  pagarés,  siendo  la  Upoteca  del 
buque  subsidiaria  de  la  debida* 

En  Yista  de  la  coulaenda,  se  eleyarcm  los  auto9  &  la  C<&rtei 
Suprema  Nacionalf 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL. 


Suprema  Corte :  •> 

Buenos  Aires,  Octubre  5  de  1876. 

En  Noviembre  de  1875  se  inició  ejecución  ante  el  Juez  de 
de  Comercio,  cobrando  unos  pagarés. 

En  Marzo  del  corriente  se  inició  otra,  contra  el  mismo  indi- 
viduo, ante  el  Juez  Seccional  «por  salarios,  manutención,  y 
ganancias  propias  de  la  tripulación.  > 

Las  dos  ejecuciones  tenian  por  objeto  un  buque  que  ha  apa- 
recido hipotecado  al  tenedor  de  los  pagarés  desde  Noviembre 
del  74. 

Correspondiendo  á  la  Justicia  Nacional  privativamente,  el 
conocimiento  de  las  -  causas  l^ué  versan  áobre  hipoteca  del  casco 
de  un  buque,  embargos,  abandono,  venta  y  liquidación  de 
créditos  del  mismo,  esta  Corte  debe  declarar  competente  la 
jurisdicción  del  Juez  Seccional. 

•  .  C.  T^edor.     . 


Fallo  de  1»  §a|ireiiiii  Corte^ 


Buenos  Aires,  Octubre  7  de  1IB76. 


!• 


Vistos:  Estando  conformes  las  parj^es  en  qu^  el  casco  del 
buque  «  Cittá  di  Cagliari  >  está  hipotecado  á  la  responsabilidad 


fó4  fallm'  rií  tA  süMema  curte 

de  los  eí'édüey)!  tiJie  tedama  Don  Agüétiñ  Merelló  \  j  ñé  con-" 
formidad  con  lo  espnesto  y  pedidb  por  t\  seBorTroeüi'ádé^ 
ObnéralBü  ftü  ptecedente  vista  y  con  ñtré^lú  iló  dkpnesto 
por  el  artículo  diez  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  éc]rmpeten<ói6 
de  los  Tribunales  Nacionales,  se  declara  que  elJuez  de  Sección 
de  esta  Provincia  es  el  competente  para  conocer  de  la  causa ; 
remítansele  en  consecuencia  los  autos,  previo  pago  de  costas  y 
reposición  de  sellos,  y  avísese  por  oficio  al  Juez  de  Comercio  de 
esta  ciudad. 

jpS^  BARROS  PAZOS. — I.  B.  GOROSTUGA. 
— J.   DOMÍNGUEZ.— S.  H.   LASPIUR. 


CAUSA 'CXZZ. 


,'      • 


/)•  Transita  Herrera,  con  D.  Francisco  Calle,  sobre  rescisión 

de  un  contrato. 


5uiBKijrtp.— NjO  npiejorindose  la  apelación  dentro  del  término 
del  emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  primera 
rebeldía  que  acusa  el  apelado. 


/ 
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Caso.  — En.los  autos  seguidos  entre  D.  Francisco  Calle  y 
D*  Transita  Herrera,  habiéndose  vencido  el  término  dentro 
del  cual  la  parte  del  primero  debió  mejorar  el  recurso  de 
apelación,  á  escrito  de  D.  Osear  Guiñazú  pidiendo  se  le  tuviera 
por  parte  en  representación  de  dicha  señora  de  Herrera  y  acuan- 
do  rebeldía  al  contratio  por  no  haber  mejorado  el  recurso,  se 
dictó  este 


Fallo  de  1»  Saprem»  €ort«« 

Buenos  Aires,  Octubre  7  de  1876. 

Téngasele ;  j  por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado  y 
á.  mérito  de  lo  di&puesto  en  el  artículo,  doscientos  catorce  de 
la  Ley  de  Procedimientos,  declárase  desierta  la  apelación. 
Devuélvanse  en  consecuencia,  los  autos^  previo  pago  de  costas 
y  reposición  de  sellos  por  el  apelante. 

JOSÉ  BABEOS  t^AZOS.  —  I.  B.  GO- 
ROSTIAGA.  —  I.  DOMmOUEZ.— 
S.  M.  LASPIUa 


*—* 
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CAVSA     CXXXI 


La  Sociedad  Italiana  de  Seguros  Mútum  Fluviales,  contra 
D.  Jium  MeliSf  sobre  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  1®  En  las  sociedades  anómimas,  la'  suprema 
ley  son  sus  estatutos. 

^  Estableciéndose  en  estos  que  corresponde  al  Consejo 
Directivo  la  aprobación  de  las  cuentas  dé  los  socios  cesantes, 
estos  .de])6n  pagar  el  im^porte  de.  las  aprobadas  por  el  Consejo. 

3®  La  oi^ision  de.  49  foliatura  j  rúbrica  de  los  libros  so- 
ciales no  puede  ser  iAvocada  en  su  defensa  por  un  socio. 


Ca50.— El  caso  se  se  halla  espuesto  en  el  siguiente 


4       •       • 


Fallo  del  Jíues    Seeeloilal. 


Buenos  Aires,  Janio  S8  de  1876. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  la  Sociedad  Italiana  de 
Seguros,  contra  D.  Juan  Melis  por  cobro  del  valor  de  una 
liquidación  social  y  de  que  resulta. 

1®    Que  D,  Juan  Melis  formó  parte  de  la  mencionada  So- 
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eieáad  de  Seguros  por  sus  MqTiefl  Sárdegna  y  Éo9íUl  MétÜ, 
en  el  tiempo  á  qtie  se  refieren  las' cuentas  de  fs.  1  y  2. 

2^  Que  habiendo  cesado  de  femar  parte  en  el  térmiú^  qtie 
en  ellas  sé  éspresa^se  le  liquidó  su  cú^ta  por  los  iiüsmós  y 
86  le  cobra  el  importe  de  esa  liquidación. 

3®  Que  Melis  sé  resiste  á  pagar,  alegando  que  no  se  le 
comunicaron  los  comprobantes  j  que  debe  justificarse  previa- 
mente la  cuenta.  -  : 

4^  Que  recibida  á  prueba  la  causa  sobre  la  justificación 
de  las  partidas  de  cargo  de  las  mencionadas  cuentas  y  sobre 
si  habiJEtn  sido  aprobados  por  el  Consejo  de  la  Sociedad^  se 
produjo  el  informe  del  actuario  de  f. 

Y  considerando :  i^  Que  los  estatutos  de  las  sociedades 
anónimas  son  la  suprema  ley  entre  los  contratantes:  y  por 
el  informe  del  actuario  consta  que  D.  Juan  Melis  ha  suscrito 
los  déla  Sociedad  Italiana  de  Mutuos  Fluviales  é  incorporá- 
dose  como  socio  de  la  misma,  previo  la  lectura  de  los  que 
rigen  á  esta  Sociedad  contra  lo  que  afirma  él  mismo  en  su 
defensa. 

2^  Que  según  el  inciso  6^  de  los  estatutos  de  la  Sociedad 
mencidñada^  'es  atribución  del  Consejo  directivo  de  la  misma 
la  aprobación  de  las  cuentas  de  los  socios  que  cesai^  y  en 
este  caso  esa  aprobación  está  constatada  por  Ifi  firina  del 
Sr. ,  Palma,,  autorizado,  por  el.Consejo  para  aprobar  la  del  señor 
Melis,  según  lo  certifica  el  actuario. 

3^  Que  aunque  se  ha  hecho  constar  que  los  librosr  no  se 
hallaban  revestidos  con  las  solemnidades  de  la  foliatura  y 
túbrica  del  Juez  de  Comercio:  este  defecto  no  puede  invo- 
carse por  los '  que  cómo  Melis  son  socios  y  parte  por  tanto, 
sino  únicamente  por  los  téfrcerós'  para  destruir  su  fuerza  pro- 
batoria como  se  halla  declarado  ademas  en  un  caso  análogo 
de  esta  Sociedad  con  GaUsíá. 

4^    Que  aunque  de  los  libros  examinados  aparece  una  dis- 
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IWipcioa  ^  seaeiLta  j  •  opbo  pesos  fuertes,  y  tniut^  gr  si^te 
centAY^s  *  de  Us  cuentas  eobT«daSf  se  baJlla  CQufesfidio  por 
los Í9QWBdaifte^  (ff^  los  letiiBiiQn.por  cptr^spond^rle  aboque 
«Súnpitico»  que  M^lis  ]Yendi6|  y  por  consiguiente  si  de^eo^ip 
tuviere,  puede  deducirlo  en  forma  desde  que,  como  q.iaedA 
establecido,  la  aprobacioa  del  Consejo  directivo  bace  eJAca- 
Üv^aa  para  los  socios  las  liquidacioaes  aprobadas!. 

Forestas  consideraciones,  fallo:  que  D.  Ji]^9A]Xelis  pagT^p 
á  los  dies  dias  de  ejecutoriada  la  presente,  el  importe  de  las 
Gueatas  de ,  fs*  1  y  2  con  los  intereses  .desde  la:  demaa4a,  i 
la  Sociedad  Italiana  de  Seguros  Fluviales.  Hágase  saiber  orii- 
jinal  y  repónganse  los  sellos. 

AtVforo  Álbarracia. 

9 

'  Apelada  la  sentencia  por  Melis, .  y  tanii^bien  por  la  Socicr 
.cicdad  en  cuanto  á  las  costas,  se  dictó  el 
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r  •  •  •  • 

/  «I  ' 

Baeaos  Aires,  Octobrtliide  1870. 

Vistos  por  6us  fundamentos,  se  confirma  el  auto  apelado 
de  foja  cincuenta  y  una,  con  declaración  que  todas  las  costas 
del  juicio  deben  ser  de  cargo  de  Don  Juan  Melis,  *pór  *  ía 
evidente  temeridad  de  su  parte,  repónganse  los  sellos'  y  sa- 
tisfechas las  costas  devuélvanse. 

.  >  i     '       .  •   •      •  t.     '  t  ' 

JOSÉ.  BARROS     PAZOS.  -—1.    B.rGOr 
LASPIGR* 


j>».ji»n^A,iuapi|/M> 
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CAUSA     CXXXii. 


D.  Áhelardo  Barhié,  contra  D.  Betmardo  Peña^ 
fehindicakion  üé  v^nas  midas :  soire  aastús  de  á 


Sumario.  — i^  El  gasto  de  invernada  de  animales  corres- 
ponde á  sn  dueño,  por  ser  nna  mejora  útil.ó  nna  imperiosi^  ne- 
cesaria. 

2^  El  dueño  puede  en  su  caso  repetir  el  importe  de  esa 
exo|;aQÍon  contra  qi^ien  la  causó  sin  necesidad. 


I  »i"i 


Caso.  —El  caso  se  halla  espuesto  en  el  fallo  de. la  Suprema 
Corte,  revocatorio  del  '  '  ^ 

•  •  •  f 

FnUe  éel  Joen  Seéeleniil* 

Salta,  Mayo  3  de  187B. 

*  •  * 

Vistos  7  considerando :  que  P.  Bernardo  Peña  convino  en- 
tregar á  J).  Abelardo  Barbié,  sin  condición  alguna,,  las. muías 
quc)  trajo  desde  Santiago  consignadas  por  D.  Absalon  Ibarra  i 
D.  Saturnino  San  Miguel ;  que  en  cumplimiento  de  estis  con- 
y^o  ^  sin  exigir  «de  Barbié  el  pi^fo  previo  de  la  invernada,,  por- 
que ña<^  9^  esti^u^ó  al  respecto,  le  entregó  aquellisis  j^ú  en  su 
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totalidad ;  pnes  solo  faltaron  40,  que  no  pudieron  rennirse  opor- 
tunamente. 

Que  el  mismo  8r.  Peña  llevando  adelante  sn  compromiso,  se 
presentó  á  f.  10  ofreciendo  al  Juzgado  tener  reunidas  dichas 
40  muías  desde  el  24  de  Marzo  hasta  el  10  de  Abril,  y  pidiendo 
en  insistencia  la  citación  de  fiíarbié,  para  que  concurriera  & 
recibirlas ;  que  habiendo  este  concurrido  por  medio  de  un  en- 
cargado al  lugar  donde  debia  efectuarse  la  entrega,  el  inverna- 
dor se  negó  á  hacerla,  exigiendo  el  pago  previo  de  la  invernada, 
por  no  habetlo  verificado  tel  Sr.  Pena,  resultanda  Ide^qui  que 
no  considerándose  el  St.  Barbié  obligado  ¿hacerlo  por  su  pattei 
la  entrega  de  dichas  cuarenta  muías  quedó  sin  efectuarse ;  que 
siendo  esto  asi,  el  Sr.  Peña  no  ha  cumplido  con  la  entrega  pro- 
metida, ni  salva  su  compromiso  con  lo  alegado  á  f.  52;  pues 
dicha  entrega  ofrecida  sin  condición  alguna  no  puede  tenerse 
por  hecha,  ni  por  llenado  el  compromiso  con  decir  que  las 
muías  est^n  en  poder  de  D.  Mariano  Figueroa,  de  donde'Barbié 
puede  recibirlas,  pagando  la  invernada  de  ellas,  porque  no  fué 
esto  lo  prometido' 7  ofrecido.    Que  dicho  Sr.  Peña  ha  debido 
entregar  dichas  cuarenta  mulae  lisa  y  llanamente,  según  lo 
ofreció  y  según  ^ntregó  las  anteriores,  sin  perjuicio  de  ha^er 
valer  en  el  juicio  correspondiente  los  derechos  que  crea  tener 
contra  D.  Abelardo  Barbié,  sobre  el  pago  de  la  invernada ;  que 
por  no  haberlo  l^echo  así,  las  diligencias  de  entrega  iniciadas 
por  él,  se  han  practicado  inútilmente,  causándose  por  su  culpa 
con  dichas  diligencias  los  costos  que  se  reclaman. 

Por  estas  consideraciones  y  de  conformidad  á  los  artículos 
17  y  18  del  Código  Civil,  título  <I)e  ia  naturaleza  y  origen  de 
las  obligaciones»  y  artículo' 3**  delmislní)  Código,  título  <  De 
las  obligaciones  dé  dar»,  se  condena' á  t).  Bernardo' Peña  al' 
pago  de  las  costas  que  se  hubiesen  causado  perlas  diligencias 
practicadas  inútilmente  para  la  entrega  de  40  tnulas.  'Bepón- 
gase  esta  foja.  Federico  Ibarguren.   ' ' 
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Fulla  de  ln  Sapremn  Corte» 

•  r 

Baeaoa  AiM,  Octubie  U  da  I93fi. 

Tistos  y  considerando:  Primero.  Qae  consta  de  antos,  qne 
las  trescientas  noventa  y  dos  mnlas  que  Don  Bernardo  Peña 
condujo,  desde  la  Froyincía  de  Santiago  del  Estero  á  la  de 
Salta,  por  orden  de  Don  Gaspar  Tabeada  6  de  su  apoderado 
Don  Absalon  Ibarra,  á  consignación  de  Don  Saturnino  San 
Miguel  7  que  por  las  pérdidas  sufridas  en  el  camino,  y  por  las 
que  sirvieron  al  regreso  de  los  peones  á  Santiago,  quedaron 
reducidas  al  número  de  trescientas  sesenta  y  cuatro,  fueron 
puestas  por  Peña,  en  cumplimiento  de  instrucciones  del  remi- 
tente, en  invernada  en  el  establecimiento  denominado  <  Baña- 
do »,  á  cargo  de  Don  Mariano  Figueroa. 

Segundo.  Que  habiendo  el  señor  Peña  convenido,  bajo  su 
responsabilidad  6  de  acuerdo  con  el  señor  Fors  apoderado  de 
Don  Gaspar  Tabeada,  en  la  entrega  de  estas  muías  á  su  pro- 
pietario Don  Abelardo  Barbié,  nada  se  estipuló  en  ese  convenio 
sobre  quien  debia  pagar  el  precio  de  la  invernada  de  ellas. 

Tercero.  Que  habiendo  Don  Abelardo  Barbié  recibido,  según 
lo  convenido,  trescientas  veinte  y  cuatro  muías  solamente, 
faltaban  cuarenta,  que  se  reunieron  después,  para  completar  el 
número. de  muías  que  fué  puesto  en  invernada. 

Cuarto.  Que  al  ir  Barbié  á  recil)irse  de  estas  muías,  á  peti- 
ción de  Peña,  el  invernador  Don  Mariano  Figueroa,  ha  exigido 
el  pago  previo  del  precio  de  la  invernada. 

Quinto.  Que  esta  invernada  importa  por  derecho,  una  mejora 
útil  6  una  im'pensa  necesaria,  que  debe  satisfacerla  el  dueño  de 
las  ntulas  y  que  confiere  al  invernador  la  facultad  de  retenerlas 
hasta  ser  pagado  de  ella. 

Por  estos  motivos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja 

T.  IX.  17 
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setenta,  y  se  declara,  que  para  que  Don  Abelardo  Barbié  pueda 
recibir  las  muías  de  su  propiedad  que  están  en  invernada,  y 
que  han  sido  puestas  á  su  disposición  por  Don  Bernardo  Peña, 
debe  abonar  previamente  los  gastos  de  invernada  y  conserva- 
ción* de  ellas,  sin  perjuicio  de  las  acciones  que  por  esta  eroga- 
cioi^  puedan  corresponderle  contra  su  comisionista  Dpn  Gaspar 
Tabeada,  satisfe^as  que  sean  en  consecuencia  las  costas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los  autos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GOROS- 
TUGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M. 
LASPÍUR. 


CAUSA   CXXXIII 


B.  Enrique  Rodríguez  Lárreta  contra  los  Sres.  Moreno  Unos. 
Fusoni  y  Maveróff,  por  tercería  dedaminto}  sobfe 

competencia. 


Sumario,— La^  d^i^andas  contra  un  fallido  correspo^dep 
al  conocimiento  del  Juez  del  Concurso,  sea  q^e  la  quiebra  haya 
sido  declarada  antes  ó  después  de  iniciadas* 
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Caso.-^ltOB  Sres.  Moreno  hermanos  demandaron  ejeoutiva* 
mente  á  los  Síes.  Fnsoni  y  Maveroff  por  cobro  de  un  crédi- 
to hipotecario. 

A  la  ejecución  se  opuso  D.  Enrique  Bodriguez  Larreta,  de- 
duciendo tercería  de  dominio  sobre  la  cosa  hipotecada. 

Loe  deudores  Fusoni  y  Maveroff  quebraron  en  seguida,  y 
el  Síndico  de  su  concurso  pidió  que  el  Juez  Federal  se 
declarase  incompetente. 


Fulla  del  Joes  Seeelenul. 


Buenos  Aires,  Julio  4. de  1876. 

Autos  y  yistos  en  el  incidente  de  declinatoria  de  jurisdicción 
promovido  por  el  Sindico  del  Concurso  de  los  Sres.  Fusoni 
hermanos  y  Maveroff  en  el  juido  de  tercería  de  dominio,  ini- 
ciado por  D.  Enrique  Rodriguez  Larreta  en  los  autos  ejecu^ 
tivos  que  siguen  los  Sres.  Moreno  hermanos  contra  aquello», 
y  considerando:  1^  Que  iniciado  el  juicio  de  tercería  ante 
este  Juzgado  por  la  Jurisdicción  Nacional  que .  corresponde 
tn  atención  á  la  diversa  nacionalidad  y  vecindad  de  las  par- 
-tes,  y  pendiente  el  juicio  ejecutivo  y  el  de  tercería^  los  eje- 
cutados Fusoni  Hermanos  y  Maveroff  fueron  declarados  en 
quiebra  ante  el  Tribunal  de  Comercio  de  la  Provincia,  formáií- 
dose  ante  el  mismo  el  juicio  universal  de  acreedores. 

2^*  Que  la  naturaleza  de  este  juicio  es  avocar  á  sí  el  conoci- 
miento de  todos  los  demás  juicios  pendientes  ante  otras  juris- 
diciones  (artículo  1,536,  Código  de  Comercio). 

3^  Que  ninguna  escepcion  establece  la  ley  con  respecto  á 
la  Juiisdicciou  Nacional  y  por  el  contrario  el  artículo  12,  in- 
ciso 1'  de  la  Ley  sobre  Jurisdicciou  y  competencia  de  los 
Tribunales  Nacionales  establece  terminantemente  que  tales 
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juicios  sean  seguidos  ante  la  jurisdicción  de  la  Proyincia,  lle- 
gando hasta  someter  á  esta  misma  jurisdicción  las  acciones 
fiscales  de  la  Nación. 

4^  Que  estas  disposiciones  legales  son  perfectamente  de 
acuerdo  en  el  espíritu  de  la  Constitución ;  fallo  haciendo  lugar 
á  la  solicitud  del  Síndico  del  concurso  de  los  Sres.  Pusoni 
hermanos  y  Maveroíf,  y  en  su  consecuencia  remítanse  los  autos 
al  Juzgado  de  Comercio. — Repónganse  los  sellos  y  hágase 
saber. 

Andrés  ügarríza. 

VISTA  DEL  SEflOR  PROCURADOR  GENERAL. 

Suprema  Corte: 

Baenos  Aires,  Octabre  11  de  1876. 

La  ley  designa  á  los  Tribunales  Provinciales  como  únicos 
competentes  en  todos  los  juicios  universales  de  concurso  de 
acreedores  y  partición  de  herencia,  prescindiéndose  en  tales 
casos  de  la  nacionalidad  de  las  partes  y  de  las  mismas  accio- 
nes fiscales. 

La  necesidad  que  ha  aconsejado  esta  disposición,  debe  acep- 
tarse en  todas  sus  consecuencias,  sea  que  se  abra  el  concurh 
so  antes  ó  después  de  iniciado  un  pleito  ante  los  Tribunales 
Nacionales.  Pido  pues  la  confirmación  del  fallo  de  1*  Ins- 
tancia por  sus  fundamentos. 

C.  Tejedor. 

Falle  de   1*  Saprema  Corte 

Baenos  Aires,  Octabre  14  de  1876. 

Vistos :  De  conformidad  con  el  Señor  Procurador  General* 
por  sus  fundamentos,  y  en  atención  á  que  el  concursado  no 
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ha  sido  aetor,  sino  demandado  en  el  juicio  ejecutivo,  se  eon- 
fiTma  con  costas  el  auto  apelado  de  foja  ochenta  y  siete,  y 
satisfechas  estas  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.    B.  GOROSTIA- 
GA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.  LASPIUR. 


CAVSA    CXXXIT* 


ElDr.  D.  Miguel  Alarcon  contra  D.  José  M.  Sosa  y  D.  Juan 

A.  Silva,  sobre  tercería  de  dominiQ. 


Sumario. — ^Fara  adquirir  el  dominio  de  bienes  muebles  no 
basta  el  titulo  de  compra,  si  esta  no  es  seguida  de  la  tra- 
dición. 

Caso. — D.  José  M.  Sosa  en  juicio  ejecutivo  contra  D.  Juan 
A.  Silva^  obtuvo  el  embargo  de  los  muebles  de  su  casa  habi- 
tación. 

El  Dr.  D.  Miguel  Alarcon  con  el  recibo  del  precio  de  los 
muebles  comprados  á  Silva»  dedujo  tercería  de  dominio  contra 
el  embargo. 
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Kulle  del  Jíoes  Seeelenul. 


Buenos  Aires,  Julio  25  de  1876. 

Vistos  los  autos  iniciados  por  el  Dr.  D.  Miguel  Alarcon 
sobre  dominio  á¡lo8  muebles  embargados  á  D.  Juan  A.  Silva, 
en  la  ejecución  que  por  cobro  de  pesos  le  sigue  D.  José  M. 
Sosa,  y  Considerando :  1®  Que  de  la  esposicion  misma  del  de- 
mandante como  del  documento  acompañado,  se  deduce  que  si  bien 
ha  podido  haber,  como  se  alega,  un  contrato  de  compraventa 
sobre  los  muebles  embargados,  dichos  muebles  no  han  salido  de 
la  posesión  del  deudor,  y  han  quedado  siempre  en  su  poder  y  por 
consiguiente,  y  siendo  necesario  para  la  adquisición  del  domi- 
nio en  la  venta  de  muebles  la  tradición,  sin  lo  que  sus  derechos 
se  reducen  á  la  simple  obligación  por  parte  del  deudor  á  en- 
tregar la  cosa  vendida  ( art.  65,  tít.  De  la  compra-venta  del 
Códigp  Civil ) :  y  por  tanto  y  no  pudiendo  hacerse  la  entrega 
por  hallarse  la  cosa  embargada  no  puede  decirse  el  Sf .  Allir- 
con  dueño  propietario  de  la  cosa  vendida. 

2^  Que  según  el  artículo  19  De  las  Obligaciones  de  Dar, 
cuando  el  deudor  ha  hecho  tradición  á  otro  ó  la  ha  consti- 
tuido en  prenda,  como  sucede  en  el  presente  caso,  en  que  por 
el  embargo  se  ha  tomado  posesión  de  los  muebles,  el  aeree- 
dor  á  la  entrega  no  tiene  derecho  á  reclamarla,  sino  contra 
el  poseedor  de  mala  fé,  ó  sea  contra  el  que  ha  tenido  cono- 
cimiento de  la  venta,  hecho  que  no  se  ha  alegado  en  el  pre- 
sente caso. 

Por  estas  consideraciones  fallo  no  haciendo  lugar  á  la  ter- 
cería de  dominio  deducida,  con  costos,  repónganse  los  sellos 
y  notifíquese  original. 

Isidoro  Albarracm. 
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Kulle  de  luSapremn  Corté. 

Baenos  AirM,  Octubre  14  de  1876. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  nueve  vuelta,  y  satisfechas  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.  B.  GOROS- 
TIAGA.  —  J.  DOMIRGIJEZ.  —  S.  M. 
LASPIUR. 


CAUSA  CXXXT 


El  Dr.  D.  NicoláJs  Avellaneda ^  contra  D.  Guillermo  Matti,  por 
cobro  de  pesos;  sobre  articulo  de  no  contestar. 


Sumario, — Las  escepcíones  que  afectan  el  feudo  de  la  de- 
m^ndí^  no  pueden  fundar  un  artículo  de  no  contestar. 


Caso. — D.  Marcos  Avellaneda,  por  el  Dr..D.  NicoUs  Avella- 
neda, demandó  ejecutivamente  á  los  Stes.  Lacosti  y  Ferrari  por 
cobro  de  alquileres. 
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No  habiendo  estos  pagado,  y  habiendo  manifestado  que  no 
tenían  bienes  que  dar  á  embargar,  el  actor  demandó  el  pago  de 
la  deuda  al  fiador  D.  Guillermo  Matti. 

Este  dedujo  artículo  de  no  contestar^  fundado  en  que  no 
había  sido  probado  su  carácter  de  fiador,  y  no  se  había  hecho 
escusion  en  los  bienes  de  los  deudores. 

Kulle  éel  Joes  de  fteealam» 


Buenos  Aires,  Julio  37  de  1876. 

Vistos  7  considerando:  1^  Que  no  se  admiten  mas  escep- 
cienes  dilatorias  que  las  espresamente  determinadas  en  el  artí- 
culo 73  de  la  ley  nacional  de  Enjuiciamiento,  entre  las  que  no 
se  halla  enumerada  la  que  se  alega. 

2^  Que  los  alegatos  que  se  hacen  corresponden  al  fondo  de  la 
cuestión,  y  una  vez  probados  los  hechos  espuestos,  el  resultado 
seria  concltir  con  la  acción  deducida,  lo  que  haría  que  esta 
escepcion  fuera  perentoria,  escepcion  que  en  el  Procedimiento 
Nacional  no  es  admisible. 

Por  estas  consideraciones  fallo  no  haciendo  lugar  á  la  escep- 
cion y  ordenando  al  demandado,  conteste  derechamente  á  la 

demanda.    Bepónganse  los  sellos. 

Isidoro  Álbarracin. 


Fulla  de  ln  Saprenm  Corte» 

Buenos  Aires,  Octubre  17  de  1876. 

Vistos  r  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  treinta  y  tres,  y  satisfechas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GOROSTIAGA. 
— J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  Mt  iASPIVH.   ) 
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CAUSA    CXXXTI 


El  Procurador  Fiscal,  contra  la  viuda  de  Bertonnet,  sobre  cobro 

ejecutivo  de  pesos. 


Sumario.  —  El  haber  un  comerciante  obtenido  despachos 
posteriores,  no  hace  presumir  el  pago  de  derechos  adeudados 
con  anterioridad.     . 

Cíwo.  —  El  Procurador  Fiscal  demandó  ejecutivamente  á  la 
viuda  de  Bertonnet,  por  cobro  de  975  ^  fts.  por  importe  de 
derechos  de  aduana  adeudados  desde  1869. 

Trabado  el  embargo,  la  deudora  opuso  la  escepcion  de  pago, 
fundándose  en  que  con  posterioridad '  á  ^809  haWa  introducido 
mercancias,  y  pagado  sus  derechos,  sin  habérsele  hecho  cargo 
de  los  demandados  por  el  Procurador  Fiscal,  los  que  debían 
presumirse  pagados. 

•  * 

Fulla  éel  Jaes  ée  Seceton. 

Baenos  Aires,  Agosto  2  de  1876 

Vistos  ^  no  alegándose  por  la  ocurrente  otra  escepcion  contra 
la  ejecución  que  se  le  sjgue  que  la  de  pago;  declarando  por 


•  'i 
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otra  parte  qne  no  ptiede  probar  el  hecho  de  pago  sino  por  las 
presunciones  de  haber  obtenido  despachos  posteriores  y  no 
haber  sido  responsabilizados  los  empleados  que  entregaron  las 
mercaderías  sin  el  pago  al  contado,  y  no  siendo  esto  bastante, 
por  cuanto  una  y  otra  exigencia  se  establecen  en  las  ordenanzas 
contra  la  falta  de  los  empleados  6  como  pi^vilegios  fiscales, 
pero  sin  que  importen  una  liberación  de  los  derechos  al  comer- 
ciante, ni  menos  su  pago ;  fallo  no  haciendo  lugar  á  la  escepcion, 
ordenando  se  Heve  adelante  la  ejecución  hasta  hacer  efectivo 
ú  pago  del  capital,  int^reaes  y  óo^tas  qué  se  cobran.  Repón^^ 

ganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin. 

VISTA  DEL  SEftOR  PROCURADOR  GENERAL. 

Suprema  Corte: 

Buenos  Aires,  Octubre  18  de  1876. 

La  sentencia  del  Juez  Seccional  debe  ser  confirmada  por 

sus  fundamentos. 

C.  Tejedor 

Fulla  de  l^Sapremn  Corte. 

'  Éaenos  Aires,  Octubre  19  de  1876. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  y  de  conformidad  con  lo  pedido 
por  el  señor  Procurador  General  en  su  precedente  vista,  se 
confirma  con  coetás  la  seate&oia  apelada  de  foja  cuarenta  y 
ocho  vuelta ;  satisfechas  las  de  la  instancia  y  repuestos  los 
sellos  devuélvanse  los  autos. 

J.  R.  PAZOS— J.  R.  GOROSTIAGA. 
—  J.DOMIRGtEZ.^S.  lÉ.  LAS- 
PIIÍK. 


m  lüstiCfA  NACiOKAt  *  2S4 


CAUSA    CXXXTII. 


b.  Francisco  üriburu,  contra  el  Banco  Nacional, 

sobre  consignación. 


Sumario.— l^  Las  letras  de  cambio  deben  pagarse  en  las 
monedas  que  ellas  indican. 

2^  Una  letra  girada  á  pesos  fuertes  no  puede  pagarse  con 
billetes  de  Banco  que  no  son  convertibles  i  la  vista  en  nu- 
merario y  á  los  que  ninguna  ley  dá  el  carácter  de  curso  legal 
ó  forzoso. 

3*  Para  que  la  consignación  surta  los  efectos  de  pago,  es 
necesario  que  sea  de  la  misma  cosa  debida. 


Caso. — D.  Eduardo  Argerich,  en  representación  del  Banco 
Nacional,  ocurrió  ante  el  Juez  de  Sección  esponiendo,  que 
D.  Francisco  IJriburu  tenedor  de  letras  giradas  por  las  su- 
cursales de  Salta  y  Jujuy,  se  habia  presentado  al  Banco  á 
cobrarlas  á'  su  vencimiento.  Que  habiéndose  negado  á  aceptar 
los  billetes  del  Banco,  pretendiendo  ser  pagado  en  oro  habia 
hecho  protestar  las  letras.  Que  la  pretensión  de  TJriburu  era 

» 

injusta,  pues  que  un  giro  de  una  sucursal  del  Banco  sobre 
el  Banco  mismo  era  naturalmente  pagadera  en  billetes  de  su 
emisión.  Acompañando  el  boleto  de  depósito  á  la  orden  del 
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Juzgado  de  los  tres  mil  trescientos  pesos  fuertes  en  billetes, 
pidió  se  notificara  á  Uriburu  la  consignación. 

Notificado  Uriburu,  se  presentó  pidiendo  se  rechazara  la 
consignación  y  se  dictara  auto  de  solvendo  contra  el  Banco . 
Dijo  que  por  el  articulo  861  del  Código  de  Comerqio  las  letras 
deben  pagarse  en  la  moneda  que  designen  y  las  de  que  se  trata 
designan  pesos  fuertes.  Que  la  ley  de  29  de  Setiembre  de  1875, 
al  definir  el  peso  fuerte  se  refiere  á  una  moneda  de  oro  con 
peso  y  fino  determinado,  condiciones  de  que  carece  el  papel 
consignado  que  ni  puede  ser  convertido  como  antes  lo  era.  Que 
si  el  Banco  tuviera  la  facultad  de  pagar  sus  obligaciones  á 
orOy  en  sus  billetes  depreciados,  estos  tendrian  el  carácter 
de  curso  forzoso,  carácter  que  ninguna  ley  les  ha  dado.  Que 
las  letras  protestadas  son  procedentes  de  sumas  entregadas 
á  las  sucursales  en  metálico  boliviano  con  la  usura  de  49  Vo 
con  relación  á  oro  y  no  á  papeles^  que  valen  un  60  Vo-  Q^^ 
el  decreto  que  suspendió  la  conversión  de  los  billetes  del  Banco 
Nacional,  hizo  óesar  espresamente  al  Banco  en  sus  funciones 
de  Banco  de  emisión  en  Buenos  Aires.  Que  el  Banco  pre- 
tendiendo pagar  en  billetes,  pretende  echar  estos  de  nuevo 
á  la  circulación,  tomando  del  decreto  lo  qué  le  favorece,  é 
infringiéndolo  en  lo  que  no  le  es  conveniente,  y  faltando  así 
á  la  buena  fé  y  á  la  probidad. 


FullO  del  Jaez  de  Seeelon. 


Buenos  Aires,  Jalio  13  de  1876. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Francisco  Uriburu  con 
el  Banco  Nacional  sobre  impugnación  de  la  consignación  hecha 
por  este  establecimiento  para  responder  al  cobro  de.  unas  letras 
venidas  de  ]sl  sucursal  de  Salta,  y  . 
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Considerando:  1^  Que  para  qtie  la  consignación  tengti  la 
fuerza  de  pago  es  necesario  que  concurran  en  cuanto  i  las  per- 
sonas, objeto,  modo  y  tiempo,  los  requisitos  necesarios  para 
el  pago  (art.  35,  tít.  Del  Pago  del  Código  Civil). 

2^  Que  tratándose  del  pago  de  una  letra  de  cambio  que 
en  concepto  de  la  ley  es  una  orden  escrita  por  la  cual  una 
persona  encarga  á  otra  el  pago  de  una  suma  de  dinero  (ar- 
tículo 775»  Código  de  Comercio),-  debe  pargaráe  en  la  moneda 
que  designa  con  la  única  escepcion  del  caso  en  que  no  tuviera 
curso  en  el  comercio  en  cuyo  caso  seria  pagada  á  moneda 
corriente  al  cambio  del  dia  del  vencimiento. 

3""  Que  los  vales,  billetes  á  pagadores»  cualquiera  que  sea 
la  aceptación  que  tengan  y  aunque  sean  cotizables  en  plaza 
no  son  mas  que  una  promesa  •  escrita  de  pagar  una  suma  de 
dinero  y  no  el  dinero  mismo,  objeto  de  la  letra,  y  por  con- 
siguiente no  puede  pagarse  en  billetes  sino  con  consentimiento 
del  acreedor,  y  falta  por  tanto  en  el  caso  ocurrente  para  que 
sea  válida  la  consignación,  que  la  cosa  consignada  sea  el 
objeto  de  la  obligación. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  declarando  no  haciendo 
lugar  á  la  consignación  ordenada  con  fecha  diez  y  nueve  de 
Junio  del  corriente  año,  con  costas ;  repónganse  y  notifíquese 
orijinal. 

Isidoro  Albarradn. 

Habiendo  apelado  el  Procurador  del  Banco  se  dictó  este 


FnUe  de  1»  Soprema  Corte 


Buenos  Aires,  Octubre  SI  de  1876. 

Vistos  y  considerando:  Primero.  Que  las  letras  de  cambio 
deben  ser  pagadas  en  las  monedas  que  ellas   indican  según 
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lo  dispuesto  por  el  articulo  ocheoientos  sesenta  y  uno  del  Código 
de  Comieicio. 

Segundo.  Que  son  pesos  fuertes,  la  moneda  qiue  designan, 
las  letras  de  fojas  uno  y  cinco,  giradas  contra  el  Banco  Na- 
cional, por  sus  suscursales  de  Salta  y  Jujuy,  y  de  las  que 
es  tenedor  Don  Francisco  Uriburu. 

Tercero.  Que  la  suma  que  el  Banco  Nacional  ha  depositado 
y  consignado  judicialmente,  para  pagar  dichas  letras,  es  en 
billetes  de  su  propia  emisión. 

Cuarto.  Que  estos  billetes  no  son  convertibles  á  la  vista 
en  numerario^  ni  hay  ley  alguna  que  les  atribuya  el  caricter 
de  moneda  legal  y  de  curso  forzoso. 

Por  estos  motivos,  y  los  que  contiene  la  sentencia  ape- 
lada de  foja  treinta  y  siete,  se  confirma  esta  con  costas; 
satisfechas  las  cuales^  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los 
autos. 

« 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— I.B.  GOROSTU- 
GA.— I.  DOMÍNGUEZ.— S.M.  LASPIUR. 
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I        I 


CAUSA    CXXXVIII 


D.  Antonio  López,  y  C*  contra  el  Banco  Nacional,  sobre 
devoltmon  de  un  dq^ito.  . 


Sumarto.  — i^  £1  depositario  está  obligado  cuando  el  de- 
pósito  es  irregular,  á  restituir  otro  tanto  del  dinero  deposita- 
do, con  tal  que  sea  de  la  misma  especie. 

2^  Una  cédula  de  depósito  espedido  por  el  Batíco  Nacional 
es  ún  üisttumento  público,  respecto  al  acto  jurídico  que  con- 
tléné,  jr  trae  aparejada  ejecución. 

3*  No  siendo  convertibles  los  billetes  de  un  Banco,  ni  te- 
siendo  el  carácter  de  curso  forzoso,  no  pueden  ser  impuestos 
en  pago  de  un  depósito  hecho  en  pesos  fuertes. 


Caso.  —  D.  Antonio  López  j  C\  endozatarios  de  i).  Lorenzo 
Pérez,  del  comercio  de  Yillagarcia  ( España )«  siguió  un  juicio 
ejecutivo  contra  el  capitán  del  vapor  Concepción,  D.  Domingo 
Abad,  por  cobro  de  2,400Jf  fts.  preistado^  á  la  gruesa  ventura 
en  el  Puerto  del  Carril.  El  juiéió'  se  siguió  hastifit  trabarse 
embargo  en  el  buque,  en  cuyo  estado  el  capitán  presentó  si 
Juzgado,  xuv  recibo  del  Banco  Nacional  y  pidió  se  levantase  el 
Wdbwgo  del  yikpoT, 

£1  recibo  es  del  tenor  siguientA;.  .     > 
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Banco  Nacional 

Baenos  Aires,  Junio  13  de  1876. 
Recibimos  de  D.  Pedro  Abad,  la  cantidad  de  dos  mil  cuatro 
cientos  pesos  fuertes  á  la  orden  del  señor  Jn^  Nacional  de 

Sección  Dr.  D.  I.  Albarracin. 

Daniel  Maoowell. 

Tesorero. 

J.  Pedro  de  Scmsa. 

Inspector. 

> 

Levantado  el  embargo,  D.  Antonio  López  j  C*  espnsieron 
que  con  ese  depósito  j  la  orden  librada  á  la  Capitanía  del 
Puerto,  el  asunto  quedaba  terminado,  j  pidieron  se  les  mandase 
entregar  dicha  suma  en  moneda  de  curso  legalf  es  decir  oro  6 
pls^ta,  librándoe^  el  oficio  correspon4iente  al  Banco. 

Proveido  de  conformidad,  el  Presidente  del  Banoo  contestó 
que  estaba  dispjuesto  á  hacer  la  entrega  en  billetes  de  su  emi- 
sión, no  CQ;nsiderándose  obligado  á  hacerla  de  otro  modo,  tanto 
mas  cnanto  que  en  el  caso  ocurrente  el  depósito  se  hizo  cuando 
el,  Banco  se  hallaba  bajo  el  réjix^en  diel  decreto  4el  29  de  Mayo, 
y  en  billetes  de  dicho  Banco,  seg^n  la  copia  de  recibo  del  tenor 
siguiente:  ,  ,. 

Ci^ia. 

Bancp  Nacional 
Caentaa  Corrientes 

Buenos  Aires,  13  de  Junio  de,  1876* 

Entregado  para  la  cuenta  de  Juez  Nacional  de  SeocioA  Dr. 
Albarracin»  depositado  por  Pedro  Abad,  dos  mil  cuatrocientos 
pesoa^  fuertes,  en  billetes  del  Banco  Nacional. 

'     '  Pedrá  Abad.  — C6^id.,  P.  Banco  Nacional.— 

Daniel  Maxwell,   Tesorero.  — '/.  Pedro' 
de  Soú$a. 
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Hecha  saber  esta  contestación,  López  y  C*^  pidieron  se  inti- 
mase al  Banco  el  pago  del  depósito  en  moneda  de  cnrso  legal» 
bajo  apercibimiento  de  ejecución  y  embargo. 

Proveido  de  conformidad,  el  Procurador  del  Banco  apeló. 


Fallo  lie  1»  ñupwmwnm  Corte. 


Buenos  Aires,  Octubre  21  de  1876. 

Vistos  y  considerando :  Primero.  Qne  Don  Pedro  Abad,  Ca- 
pitán del  Tapor  Español,  «Concepción»,  depositó  en  el  Banco 
Nacional  y  ¿  Ift  orden  del  Juez  de  Sección,  la  cantidad  de  dos 
mil  cuatrocientos  pesos  fuertes,  qne  adeudaba  á  los  señores 
Antonio  López  y  Compañía,  en  virtud  de  un  contrato  ¿  la 
gruesa,  ó  de  préstamo  á  riesgo  marítimo,  hecho  en  España  con 
Don  Lorenzo  Pérez,  y  la  consignó  en  pago  de  dicha  deuda. 

Segundo.  Que  los  señores  Antonio  López  y  Compañía,  acep- 
taron este  pago  por  consignación,  y  consintieron  en  que  se 
alzara  el  embargo  de  dicho  buque,  por  cuanto  el  depósito  judi- 
cial hecho  era  de  la  misma  suma,  y  en  igual  especie  de  moneda 
que  la  que  se  les  debía. 

Tercero.  Que  el  depositario  está  obligado,  cuando  el  depósito 
es  irregular,  á  restituir  otro  tanto  del  dinero  depositado,  con 
tal  que  sea  de  la  misma  especie ;  ( artículo  treinta  y  nueve, 
título  Del  Depósito,  Código  Civil). 

Cuarto.  Que  el  depósito  en  cuestión  ha  sido  hecho  en  pesos 
fuertes^  según  consta  del  certificado  ó  cédula  de  depósito  de 
foja  quince,  expedido  por  el  Banco  Nacional,  que  conforme  á 
la  ley,  es  el  Establecimiento  en  que  deben  hacerse  precisa- 
mente todos  los  depósitos  judiciales,  en  asuntos  sujetos  á  la 
jurisdicción  nacional. 

Quinto.  Que  dicha  cédula  es  un  instrumento  público,  res- 
T.  tx  18 
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pecto  al  acto  jurídico  que  contiene,  que  trae  aparejada  ejecu- 
ción (Artículo  primero,  inciso  noyeno,  título  De  las  tnsírU'- 
mentas  públicas^  Código  Civil). 

Sesta,  Que  habiendo  dejado  de  ser  convertibles  los  billetes 
del  Banco  Nacional,  y  no  teniendo  por  ley  alguna  el  carácter 
de  moneda  legal  y  de  curso  forzoso,  no  pueden  ser  ellos  admi- 
tidos en  pago  del  referido  depósito  judicial  hecho  en  pesos 
fuertes. 

Séptimo.  Que  aun  suponiendo  cierto  el  recibo  privado  de 
Don  Pedro  Abad,  que  el  Banco  Nacional  ha  presentado  en 
copia,  y  en  el  que  se  espresa  que  el  depósito  se  hizo  en  bille- 
tes, él  no  podria  prevalecer  sobre  la  fé  que  merece  el  certificado 
auténtico  del  mismo  Banco,  en  que  asegura  que  el  depósito 
fué  hecho  en  pesos  fuertes,  ni  seria  bastante  para  alterar  los 
derechos  de  terceros,  ó  los  mandatos  del  Juez  á  cuyas  órdenes 
se  constituyó  dicho  depósito. 

Por  estos  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto  ape- 
lado de  foja  treinta  y  dos  vuelta;  satisfechas  las  cuales  y 
repuestos  los  sellos  devuélvanse  los  autos. 

JOSÉ  BAEROS  PAZOS.  — J.   B.    GOROSTIA- 
GA.— J.   DOMÍNGUEZ.  —  S.   M.    LASPIUR. 
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CAUSA     CXXXIX. 


« 

D.  Pedro  VelazeOj  eaníra  D.  Saturnino  Reináis,  sobre  cobro 

de  un  cíj^allo  ó  su  valor. 


Sumario.  —  En  las  cansas  de  menor  cnantía,  las  sentencias 
de  los  juzgados  federales  de  sección  son  inapelables. 


Caso.  —  El  caso  está  espuesto  en  el  siguiente 


Fallo   del  Jaes  Seeeloiial 


Mendoza,  Hayo  15  de  1876. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  entre  D.  Pedro  Yelazco  j  D. 
Saturnino  Beinals,  por  cobro  de  un  caballo  j  daños  y  perjuicios 
procedentes  de  la  detención  del  mismo. 

El  demandante  Sr.  Yelazco  funda  su  acción  espresando  que 
es  propietario  de  una  pareja  de  caballos  de  tiro  que  perteneció 
á  la  testamentaría  de  D.  Agustin  Beinals  en  virtud  de  compra 
que  de  ellos  hizo  por  licitación  á  sus  coherederos  en  dicha  suce- 
clon. 

Que  Don  Saturnino  Beinals  sin  título  propio  ni  autorizado^ 
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alguna  de  su  parte  ha  tomado  el  mejor  de  esos  caballos  de  los 
potreros  de  D.  Agustín  Beinals,  donde  se  hallaban,  y  formando 
una  nueva  pareja  con  otro  de  él,  se  ha  servido  bastante  tiempo 
del  caballo,  y  en  seguida  enajenádolo. 

Que  en  consecuencia,  lo  demanda  por  la  restitución  del  dicho 
caballo  6  su  precio  que  avalúa  por  lo  menos  en  doscientos 
pesos,  y  en  uno  y  otro  caso  por  los  perjuicios  que  por  la  falta 
del  caballo  se  le  han  irrogado,  y  que  consisten  en  el  alquiler 
de  un  peso  diario  que  habria  podido  obtener  con  el  alquiler  de 
su  pareja,  todo  de  conformidad  á  los  artículos  30  y  33,  título 
8**,  «De  los  actos  ilícitos»  del  Código  Civil. 

El  demandante  contesta  sosteniendo  ser  falso  el  hecho  de 
que  tenga  el  caballo  por  el  modo  aseverado  por  el  demandante ; 
pues  que  lo  hubo  en  virtud  de  un  cambio  ó  permuta  por  otro 
caballo  de  su  propiedad  con  el  administrador  de  los  bienes  de 
la  testamentaría  del  nombrado  D.  Agustín  Reináis,  quien  con- 
serva aun  el  caballo  que  él  le  dio  por  aquel. 

Que  por  otra  parte,  es  inxeacto,  que  el  caballo  en  cuestión 
tenga  el  valor  que  le  asigna  el  demandante,  pues  su  precio  no 
puede  exceder  de  treinta  y  cinco  pesos  en  que  fué  adjudicado  al 
tiempo  de  la  licitación,  el  que  él  dio  por  este,  y  que  es  inexacto 
también  el  que  haya  enajenado  dicho  caballo,  pues  se  halla  aun 
en  su  poder,  y  está  dispuesto  á  presentarlo. 

Finalmente,  que  el  cargo  por  daños  y  perjuicios  es  imagina- 
rio, y  debe  ser  materia  de  otro  juicio. 

La  causa  fué  abierta  á  prueba  y  considerando:  1*^  Que  de 
la  rendido  en  autos  por  uno  y  otro  de  los  interesados  como 
del  reconocimiento  espreso  del  demandado,  resulta  que  el  caba- 
llo en  cuestión  es  efectivamente  de  propiedad  del  demandante 
en  virtud  de  adjudicación  que  de  él  se  le  hizo  en  la  licitación 
de  los  bienes  testamentarios  de  D.  Agustín  Reináis. 

2°  Que  dado  este  antecedente,  y  no  habiéndose  justificado 
por  el  demandado  el  hecho  alegado  en  su  contestación  á  la  de- 
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manda  de  haber  obtenido  el  mencionado  caballo  mediante  un 
contrato  de  permuta  que  celebró  con  el  administrador  de  los 
bienes  de  la  precitada  testamentaría,  ni  constatádose  la  adqui- 
sición de  él  por  alguna  otra  causa  legal,  es  incuestionable  el 
derecho  del  demandante  á  reclamar  la  restitución  á  el  precio 
de  dicho  caballo. 

3°  Que  establecida  la  legitimidad  de  este  derecho,  y  no 
obstante  que  no  se  haya  justificado  por  el  demandante,  hurto 
ni  otra  circunstancia  alguna  que  demuestre  mala  fé  en  la  pose- 
sión del  demandado,  y  que  tanto  asi  por  la  carencia  de  esta 
participación  como  por  las  circunstancias  de  los  autos  que  se 
oponen  á  ella,  debe  aquella  ser  considerada  de  buena  fé,  no 
puede  declararse  tampoco  el  derecho  del  mismo  demandante  á 
exijir  los  daños  y  perjuicios  que  desde  la  interposición  de  la 
demanda  por  lo  menos  se  le  hayan  irrogado  por  la  retención  del 
predicho  caballo. 

.4^  Que  la  apreciación  de  estos  daños  ha  sido  fijada  errónea- 
mente por  el  demandante  en  la  suma  de  un  peso  diario  que, 
dice,  habria  podido  obtener  con  el  alquiler  de  su  pareja  íntegra 
de  caballos,  y  que  en  tal  caso  y  á  falta  de  una  prueba  precisa 
á  este  respecto  en  los  autos,  es  equitatiyo  regular  dichos  daños 
por  los  intereses  del  valor  del  caballo. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad  á  los  artículos  12  y 
83,  título  2^  libro  3°  y  62,  título  ^^  Sección  3%  libro  4%  del 
Código  Civil,  fallo:  que  el  demandado  D.  Saturnino  Beinals 
está  obligado:  I""  A  entregar  al  demandante  D.  Pedro  Yelazco, 
el  caballo  objeto  de  este  litis,  abonándole  ademas  sobre  el  valor 
del  mismo,  que  á  este  solo  efecto  se  estima,  teniendo  en  con- 
sideración la  manifestación  contenida  en  la  demanda  á  este 
respecto,  lo  declarado  á  f .  40  por  el  testigo  D.  David  «Herrera, 
el  informe  pericial  de  f .  55,  y  finalmente  el  resultado  de  la  ins- 
pección de  f.  64  en  la  suma  de  treinta  y  cinco  pesos  y  2^  A 
indemnizarle  del  menor  valor  que  tuviere  dicho  caballo  por 
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adición  que  hubiere  adquirido  después  de  la  iniciación  del 
presente  juicio.  Sin  especial  condenación  en  costas  en  aten- 
ción á  que  la  plus  petición  del  demandante  y  la  tramitación  por 
escrito  que  por  su  culpa  se  ha  dado  á  este  juicio,  han  impuesto 
al  demandado  gastos  que  en  otro  caso  no  habría  tenido.   Noti- 

fiquese  con  el  original  j  repóngase  el  papel. 

N.  Morcillo. 


Falle   lie   le   Supreme  Certe 

Buenos  Aires,  Octubre  26  de  1876. 

Vistos :  siendo  esta  causa  de  menor  cuantía,  devuélvanse  al 
Juez  de  Sección,  previo  pago  de  costas  y  reposición  de  sellos 
por  la  parte  apelante. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS. —J.    B.  GOROSTIA- 
GA.— J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.  LASPIUR. 
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CAVSA  CXIi 


D.  José  Pagano   con  D,  Federico  Moreno  \  incidente  sobre 

recusación  del  Juez 


Sumario. — 1**  El  haber  elJuez  manifestado  opinión  sobre 
el  pnnto  de  derecho  á  resolver,  es  cansa  de  recusación. 

2^  Si  el  Juez  no  se  reconociese  impedido  en  mérito  del  he** 
cho  alegado  para  recusarlo,  debe  abrir  á  prueba  el  incidente  y 
resolver  en  seguida  con  arreglo  á  derecho. 


Caso. —  Del  laudo  pronunciado  por  los  arbitros  en  la  causa 
seguida  por  D.  José  Pagano  contra  D.  Federico  Moreno  sobre 
locación  de  servicios,  Pagano  dedujo  recurso  de  nulidad,  ale- 
gando que  los  arbitros  se  hablan  espedido  fuera  del  término 
acordado  para  laudar. 

El  Juez  de  Sección,  sin  pronunciarse  sobre  el  recurso  de- 
ducido, elevó  los  autos  á  la  Suprema  Corte,  concediendo  el 
recurso  en  relación. 

La  Suprema  Corte,  declarando  que  el  conocimiento  en  1* 
Instancia  sobre  el  recurso  deducido,  correspondía  al  Juzgado 
de  Sección,  mandó  devolverle  los  autos  para  que  procediera 
con  arreglo  á  derecho. 
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Llamados  autos  para  definitiya,  después  de  sustanciado  el 
incidente,  D.  José  Pagano  espuso :  que  algunos  dias  después 
de  elevados  los  autos  á  la  Suprema  Corte,  su  abogado  D.  Da- 
niel Simón  Aubone,  bajo  el  supuesto  que  el  Juez  no  tendría 
en  ningún  tiempo  que  conocer  en  dicho  recurso,  encontrán- 
dose ambos  en  el  Banco  de  Cuyo,  le  pidió  su  opinión  sobre  el 
resultado  del  incidente,  por  cuanto  la  Ley  de  Procedimientos 
nada  decia  al  respecto;  y  hallándose  presentes  los  vecinos 
D.  Juan  José  Yidela,  D.  Juan  Cuello  y  D.  Eladio  Gigena,  el 
Juez  conteató  que  su  juicio  era  adverso  al  recurso,  por  razón 
de  que  los  peritos  habian  firmado  antes  de  vencerse  el  plazo, 
sin  que  importase  nada  á  la  cuestión  que  el  laudo  hubiese  sido 
presentado  al  escribano,  dos  dias  después  de  vencido  el  tér- 
mino que  se  les  señaló  para  espedirse. 

Que  con  razón  cree  que  esa  opinión  sea  la  misma  en  que  el 
Juez  fuude  su  fallo,  y  que  como  eso  lo  inhabilita  para  cono- 
cer del  recurso,  le  pedia,  con  el  juramento  de  derecho,  se  in- 
hibiera de  su  conocimiento,  y  que  si  así  no  lo  hacia  lo  recu- 
saba en  forma. 


Fallo  del  Jíaez  de  Seeelon* 


San  Juan,  Junio  3  de  1876. 

No  siéndole  permitido  al  Juez  por  el  artículo  treinta  y  tres 
de  la  ley  de  Procedimientos,  aceptar  de  plano  causales  de  re- 
cusación, sin  que  se  abra  á  prueba,  sobre  los  hechos  en  que  ella 
se  funda;  y  siendo  la  recusación  interpuesta,  intempestiva, 
de  conformidad  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  veinte  y  ocho, 
treinta  y  tres  y  cuarenta  y  cuatro  de  la  ley  de  procedimien- 
tos ;  no  ha  lugar  á  ella,  con  costas. 

Natanael  Morcillo. 
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Fallo  de  1»  Suprem»  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  28  de  1876. 

Vistos,  y  considerando :  Que  la  causa  alegada  para  la  recu- 
sación es  de  las  enunciadas  en  la  ley  de  procedimientos,  y  ha 
sido  deducida  antes  de  la  conclusión  del  pleito  iniciado  sobre 
nulidad  del  laudo  arbitral,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de 
foja  doscientos  veinte  y  ocho,  y  previa  satisfacción  de  costas 
y  reposición  de  sellos,  devuélvanse  los  autos  al  Juez  de  Sección, 
para  que  si  no  se  reconociese  impedido,  reciba  á  prueba  el  in- 
cidente con  todos  cargos,  y  lo  resuelva  con  arreglo  á  derecho. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  <~J.  B.  GOROSTUGA. 
— ^J.    DOMINGUEZ. 


CAUSA    CXIiI. 


Don  Luis  Sola  contra  Don  Rafael  Cárdenas,  sobre 

cobro  de  pesos. 


Sumario — El  mandato  cuya  retribución  se  alega  ser  mayor 
de  200  ^  fts.  debe  ser  probada  por  prueba  escrita.  . 
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Caso— Don  Luis  Sola  demandó  á  Don  Rafael  Cárdenas  la 
suma  de  6000  pesos  papel,  como  retribución  convenida  por  el 
encargo  que  este  le  dio  y  aquel  cumplió  para  hacer  poner  en 
libertad  y  exonerar  del  servicio  militar  á  D.  Aureliano  Rios, 
detenido  como  sospechoso  de  deserción  por  el  Coronel  Plaza 
Montero  en  Setiembre  de  1874. 


Fallo  del  JaesE  Seeelonal 


Buenos  Aires,  Agosto  2  de  1876. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D,  Lucio  Sola,  contra  Don 
Rafael  Cárdenas,  por  cobro  de  comisión  de  un  mandato. 

T  considerando : — 1**  Que  deducida  acción  por  una  comisión 
superior  á  descientos  pesos  fuertes,  incumbe  al  que  lo  entabla 
probarla  por  prueba  por  escrito  (artículo  57  del  Código  Civil), 
y  que  aunque  el  mandato  pueda  ser  tácito,  eso  no  obsta  á  que  en 
cuanto  al  mandato  verbal,  como  el  que  se  alega,  tenga  que  pro- 
barse como  las  demás  obligaciones  cuando  se  niega  (Nota  ^*, 
inciso  5°,  título  Del  mandato,  Código  Civil) :  y  en  el  caso  ocur- 
rente, no  se  ha  establecido  esta  prueba ;  2^  Que  aunque  de  las 
informaciones  recibidas  aparecece  que  el  demandante  ha  practi- 
cado diligencias  para  obtener  la  libertad  del  ciudadano  Aurelia- 
no  Ríos,  y  su  exoneración  del  servicio  de  la  guardia  nacional,  y 
aunque  de  la  confesión  del  demandado,  se  desprende  también 
que  él  ha  recibido  una  retribución  igual  á  la  que  se  cobraba,  por 
haber  contribuido  á  ese  resultado  habiéndose  negado  que  Sola 
lo  hiciera  por  mandato  de  Cárdenas,  tiene  que  entenderse 
que  procedió  oficiosamente  y  sin  participación  en  la  retri- 
bución obtenida  por  Sola  desde  que  no  se  alega  comunidad  de 
ninguna  clase ;  3^  Que  aunque  los  servicios  prestados  pueden 
haber  sido  de  alguna  utilidad  al  demandado ;  deade  que  se  ha 
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negado  el  mandato  y  la  retribución  ofrecida,  sin  haberse  dado 
prueba  en  contrario  sobre  esto,  no  son  sin  embargo,  de  los 
que  pueda  constituir  una  profesión  y  por  tanto  hacer  presu- 
mir la  remuneración  (Art.  135,  De  la  Locación,  Código  Civil)  y 
de  hecho  no  los  ha  alegado  como  tales,  lo  que  hace  que  no  sea 
atendible  la  acción ;  4°  Que  aunque  el  testigo  Doctor  Nuñez  ase- 
gura haber  oido  á  Cárdenas  que  se  proponía  remunerar  á  Sola, 
es  un  testigo  único  y  de  oidas,  y  el  hecho  de  haberle  encomen- 
dado cartas  á  este  último  por  el  demandado  no  es  bastante  para 
presumir  que  le  hubiera  dado  una  comisión  retribuida  contra 
la  sobservaciones  legales  que  van  espuestas. 

Fot  estas  consideraciones  fallo :  absolviendo  de  la  presente 
demanda  á  Don  Rafael  Cárdenas  sin  costas.  Repónganse  los 
sellos,  y  notifíquese  con  el  original. 

Isidoro  Albarradn. 


Falle  de  le  Sopreme  Certe* 

Buenos  Aires,  Octubre  31  de  1876. 

Vistos:  no  apareciendo  temeridad  en  la  parte  actora,  al  ini- 
ciar y  proseguir  el  juicio,  se  confirma  con  costas  la  sentencia  de 
foja  cincuenta  y  siete  en  la  parte  apelada ;  satisfechas  y  res- 
puestos  los  sellos,  devuélvase. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.  B.   GO- 
ROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. 
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CAVSA     CI^II. 


D.  Félix  Bemal  y  otros  contra  el  Banco  Nacional^  por 

cobró  de  pesos 


Sumario—  1°  La  ley  de  5  Noviembre  de  4872,  al  crear 
el  Banco  Nacional,  no  tuvo  en  vista  un  establecimiento  par- 
ticular de  comercio  sino  una  institución  de  otro  carácter  y 
que  respondiera  á  fines  de  mucha  mayor  trascendencia,  usan- 
do el  Congreso  de  la  facultad  que  le  confiere  el  artículo  67, 
inciso  5^  de  la  Constitución. 

2**  El  conjunto  de  atribuciones,  exenciones  y  privilegios 
que  tiene  el  Banco,  no  responden  á  la  idea  de  un  estableci- 
miento privado,  sino  á  la  de  una  institución  pública  creada 
ex  profeso  para  fines  de  administración  nacional. 

S""  Si  al  mismo  tiempo  se  le  autoriza  para  negociar  con 
particulares  y  hacer  toda  clase  de  operaciones  bancarias;  no 
es  sino  como  medio  indispensable  de  dar  vida  á  la  institución 
y  habilitarla  para  llenar  cumplidamente  sus  fines. 

4°  La  constitución  no  exige  que  el  Congreso  funde  un 
Banco  rigorosamente  de  Estado,  dirigido  por  los  Poderes 
Público  de  la  Nación. 

5^  Confiriendo  la  autorización  sin  determinación  de  forma 
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ni  sistema,  la  Constitución  ha  dejado  la  elección  al  prudente 
arbitrio  del  Congreso. 

6^  El  Congreso,  eligiendo  el  sistema  de  una  gran  compa- 
iiia  por  acciones,  no  ha  hecho  mas  que  seguir  los  consejos 
de  la  ciencia  y  los  ejemplos  mas  caracterizados. 

7^  Todas  las  cuestiones  que  dimanen  de  los  actos  y 
operaciones  del  Banco  Nacional,  son  de  la  jurisdicción  na- 
cional. 

Caso.  — D.  Manuel  Gallardo,  en  representación  de  D.  Félix 
Bemal,  D.  Emilio  Castro  y  D.  Norberto  de  la  Biestra,  de- 
mandó ante  el  Juez  de  Comercio  de  la  ciudad  de  Buenos  Aires 
al  Banco  Nacional,  por  la  suma  de  8,57i  g  42  cts.  fuertes 
que  sostenían  se  les  adeudaba  como  directores  que  habían 
sido  del  Banco,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  33  de 
la  ley  nacional  de  5  Noviembre  de  1872  y  en  el  38  de  los  esta- 
tutos aprobados  por  decreto  de  12  de  Junio  de  1874. 

Corrido  traslado  de  la  demanda,  D.  Eduardo  Argerich  por 
el  Presidente  del  Banco,  promoviendo  artículo  de  previo  pro- 
nunciamiento, pidió  al  Juzgado  que  se  declarase  incompetente 
para  conocer  del  asunto  y  condenase  en  costas  al  demandante. 
Dijo  que  el  Banco  Nacional  era  una  persona  jurídica  de  crea- 
ción nacional,  debiéndose  su  existencia  á  la  Constitución  na- 
cional ( art.  67,  inciso  5^  á  la  ley  del  Congreso  de  5  de  No- 
viembre de  1873) ;  que  sus  funciones  se  ejercían  con  la  inter- 
vención de  un  inspector . del  P.  E.  Nacional;  que  su  vida  se 
desarrollaba  y  estendia  en  toda  la  Nación,  debiendo  tener 
una  sucursal  en  cada  Provincia;  que  su  asiento  ó  domicilio  es 
en  Buenos  Aires  ó  en  aquella  ciudad  que  fuese  declarada  Ca- 
pital de  la  República.  Que  todos  estos  antecedentes  hacian 
evidente  que  el  fuero  natural  del  Banco  era  el  Nacional  y  no 
el  Provincial.  Que  asi  lo  indicaba  claramente  el  carácter  de 
su  institución,  aun  prescindiendo  de  la  necesidad  que  habia 
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de  una  jurisprudencia  uniforme  en  toda  la  Nación,  y  asi  es- 
taba espresamente  establecido  en  los  Estados  Unidos  de  Norte- 
América  cuya  constitución  era  el  tipo  de  la  nuestra.  Que 
aun  prescindiendo  de  esto,  el  caso  sub-judice  corresponde 
ratione  materiCB  al  Juzgado  Nacional,  pues  que  se  trata  no  solo 
de  un  asunto  referente  á  la  administración  interna  del  Banco, 
sino  también  espcDialmente  regido  por  una  ley  del  Congreso, 
siendo  por  tanto  de  estricta  aplicación  el  inciso  i°  del  artículo 
2^  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales 
Nacionales.  Que  además,  siendo  el  Banco  demandado,  una 
sociedad  de  accionistas  entre  los  que  se  cuentan  al  Gobierno 
Nacional  por  la  cantidad  de  20,000  acciones,  es  de  aplicación 
el  inciso  6^  del  mismo  articulo,  pues  9e  trata  de  una  causa  en 
que  la  Nación  es  parte. 

Corrido  traslado  del  artículo,  D.  Manuel  Gallardo  contestó : 
Que  el  Banco  Nacional  que  tenemos,  no  es  una  institución  del 
Estado  Nacional,  pues  que  para  serlo  habria  sido  necesario 
que  la  Nación  misma  lo  fundase  con  sus  recursos  propios,  y 
en  tal  caso  no  seria  una  persona  jurídica  de  creación  nacional 
puesto  que  no  habria  otra  persona  jurídica  que  la  Nación 
misma  representada  por  el  Banco  en  cierto  género  de  negocios. 
Que  el  Banco  Nacional  de  la  constitución  debía  ser  un  Banco 
de  Estado,  según  lo  han  comprendido  los  escritores  que  se  han 
ocupado  del  asunto.  (Alberdi,  organización  de  la  Confederación 
Argentina,  tomo  3L°  pag.  648).  Que  el  Banco  creado  por  la  ley 
de  5  de  Noviembre  de  1872,  es  puramente  un  Banco  particular, 
formado  por  una  sociedad  anónima,  en  la  que  el  Gobierno  Nacio- 
nal es  uno  de  los  accionistas ;  que  si  bien  es  cierto  qae  tiene  un 
inspector  nacional,  ese  empleado  solo  interviene  en  el  departa- 
mento de  la  emisión  para  garantir  que  ella  será  hecha  siempre 
en  las  condiciones  de  la  ley,  siendo  ese  empleo  semejante  á  los 
que  los  gobiernos  nombran  para  fiscalizar  las  emisiones  de  cé- 
dulas de  cualquier  especie,  hechas  por  sociedades  anónimas.  Que 
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si  la  vida  del  Banco  Nacional  se  estiende  y  desarrolla  en  toda 
la  Nación,  y  si  sn  asiento  y  domicilio  es  en  Buenos  Aires  ó  en 
la  ciudad  que  fuese  declarada  capital,  no  es  de  otra  suerte 
que  como  el  Ferro-Carril  Central  Argentino  podrá  mas  tarde 
unir  con  su  línea  y  sus  ramales  los  puntos  mas  apartados  de  la 
Bepública,  debiendo  también  hallarse  representado  y  domici- 
liado en  la  residencia  de  las  autoridades  nacionales,  sin  que 
pl»r  esto,  y  por  ser  el  Oobierno  fuerte  accionista  de  esa  em- 
presa, pueda  decirse  que  no  es  una  empresa  particular,  some- 
tida como  todas  las  demás  de  su  especie,  á  la  jurisdicción 
común.  Que  los  ejemplos  de  la  legislación  norte-americana 
son  inaplicables  mientras  no  se  demuestre  que  la  consti- 
tución de  los  bancos  y  los  principios  de  legislación,  respecto 
de  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales  y  FroTinciales, 
son  allá  completamente  exactos  á  los  nuestros.  Que  el  caso 
actual  no  puede  ser  de  la  competencia  federal  porque  está  re«* 
gido  por  leyes  dictadas  por  el  Congreso.  Que  si  así  fuera, 
no  habria  caso  alguno  que  escapara  á  la  jurisdicción  nacional, 
desde  que  son  también  leyes  del  Congreso  los  Códigos  Civil 
7  Mercantil  que  aplican  diariamente  los  Tribunales  de  Pro- 
vincia. Que  la  Competencia  Federal  es  escepciónal  en  virtud 
de  los  artículos  67,  inciso  i  1 ,  y  100  de  la  Constitución,  correspon- 
diendo la  aplicación  de  las  leyes  nacionales,  á  los  Tribunales 
de  la  Nación  ó  de  las  Provincias  según  que  las  cosas  ó  las 
personas  caigan  bajo  sus  respectivas  jurisdicciones.  Que  el 
caso  actual  cae  bajo  la  jurisdicción  provincial,  en  virtud  del 
artículo  9^  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863  por  ser  una  so- 
ciedad anónima  la  demandada,  creada  y  haciendo  sus  negocios 
en  una  Provincia,  lo  que  la  hace  vecina  de  ella  cualquiera  que 
sea  la  nacionalidad  de  sus  socios.  Que  cuando  en  el  Con- 
greso se  discutía  la  ley  del  Banco,  se  suscitó  la  dificultad  de 
cuál  seria  la  jurisdicción  competente  en  sus  cuestiones  con  los 
particulares,  y  quedó  esplicado  y  resuelto  que  su  jurisdicción 
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seria  la  de  los  Tribunales  de  Provincia,  siempre  que  la  cues- 
tión por  razón  de  las  personas  no  debiese  llevarse  á  los  Tribu- 
nales Nacionales,  de  acuerdo  con  la  ley  de  competencia  de 
estos. 

Pidió  se  rechazara  la  declinatoria  con  espresa  condenación 
en  costas. 

FALLO  DEL  JUEZ  DE  COMERCIO 


Baenos  Aires,  Junio  2  de  1876. 

Y  vistos :  por  las  consideraciones  del  precedente  escrito  qne 
el  Juzgado  estima  arregladas  á  derecho,  no  ha  lugar  á  la  de- 
clinatoria de  jurisdicción  deducida  por  el  Banco  Nacional,  é 
intímesele  que  se  espida  derechamente  en  la  contestación  de 
la  demanda  dentro  del  término  legal,  y  bajo  apercibimiento 
de  darse  por  contestado  en  su  rebeldía. 

/.  A.  Areco. 

De  este  auto  apeló  en  relación  el  Procurador  del  Banco,  y 
el  recurso  le  fué  otorgado  para  ante  la  sala  de  apelaciones  en 
lo  comercial. 


FALLO  DE  LA  SALA  EN  LO  COMERCUL 


Buenos  Aires,  Agosto  9  de  1876. 

Y  vistos :  considerando :  primero,  que  según  el  artículo  pri- 
mero de  la  ley  de  cinco  de  Noviembre,  de  mil  ochocientos  se- 
tenta y  dos,  el  Banco  Nacional  no  es  un  Banco  de  Estado  sino 
una  sociedad  anónima ;  segundo,  que  la  circunstancia  de  ser 
el  Gobierno  Nacional  accionista  de  dicho  establecimiento  por 
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una  fuerte  suma  de  dinero,  no  es  bastante  para  establecer  la 
competencia  de  los  Juzgados  de  Sección  en  esta  demanda,  por- 
que según  lo  dice  el  artículo  cuatrocientos  tres  del  Gódigo  de 
Comercio,  la  sociedad  anónima  es  la  simple  asociación  de  ca- 
pitales, para  una  empresa  6  trabajo  cualquiera,  y  según  el  ar- 
tículo diez  del  título  de  las  personas  jurídicas,  Gódigo  Civil, 
deben  ser  consideradas  las  asociaciones  como  personas  entera- 
mente distintas  de  sus  miembros ;  tercero^  que  según  el  artí- 
culo nueve  de  la  ley  de  catorce  de  Setiembre,  de  mil  ochocien- 
tos setenta  y  tres,  las  sociedades  anónimas  serán  reputadas 
como  vecinos  de  la  Provincia  en  que  se  hallen  establecidas,  de- 
biendo en  consecuencia  de  esta  disposición,  ser  reputado  el 
Banco  Nacional  vecino  de  esta  Provincia;  cuarto^  que  las 
condiciones  ó  restricciones  impuestas  *por  la  ley  Nacional  al 
Banco,  no  pueden  tampoco  sustraerlo  de  la  jurisdicción  provin- 
cial, porque  esas  limitaciones  impuestas  á  su  ejercicio,  no 
constituyen  el  fondo  de  la  ley  que  es  autorizar  la  formación 
de  una  sociedad  anónima. 

Por  todo  esto,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  apelado ;  y 
devuélvanse  reponiéndose  los  sellos. 

ISLAS.  —  BARRA.  —  BQNCE: 

Rafael  J.  Corvahn. 

Secretario. 
Notificado   el  Procurador  del  Banco   interpuso   apelación 
para  ante  la  Suprema  Corte  Nacional,  invocando  el  inciso  i^ 
del  artículo  i  4  de  la  ley  de  Jurisdicción  y  competencia  de  los 
Tribunales  Nacionales. 

F»ll#  de  ln  io|»#em»  C«rte« 

Buenos  Aires,  Noviembre  7  de  1876. 

Pof  los  fundattientoB  aducidos  en  la  sentencia  pronunciada 
por  esta  Suprema  Corte,  con  fecka  veinte  y  uno  de  Setiembre 

T.  IX.  i» 
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del  corriente  a&o*  en  el  oaso  de  el  Banco  Nacional  centra  Boa 
Francisco  Yillanneva,  de  que  se  agregará  teitimoñiOf  se  de* 
clai^a  que  el  conocimiento  de  la  presente  causa  corresponde  i 
lá  jurisdicciOin  nacional.  Devuélvanse  en  consecuencia  los  au-* 
tos,  previo  pago  de  costas  y  reposición  de  sellos. 

JOSÉ  BMIROS  PAZOS.  —  1.  B.  GOEOS- 
TIAGA.  --  i.   DOMINGtira. 


C  AVBA     CXI.III. 


La  Municipalidad  áe  Btienos  Aires  contra  Don  Juan  B.  Cotia, 
por  indemnización  dé  daños  y  perjuicios;  sobre  suspensión  de 
término. 


5umanb.-*La8  diligencias  probatorias  pedidas  dentro  del 
término  y  no  evacuadas,  no  pueden  suspender  la  prosecución 
del  juicio;  pero  debien  ser  tomadas,  en  consideración  si  se  es- 
piden en  tiempo  oportuno. 


.•t 


Cafo.-*En  un  pleito  seguido  por  la  Huníaipalidad  de  Bwnoa 
Aires  coatra  Coa  Juan  B.  Gotta  por  daños  y  perjuicios,  este 
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pidió  algunas  diligencias  durante  el  término  probatoTio,  que 
no  fueron  evacuadas  dentro  de  él. 

Concluido  dicho  término,  j  puestos  los  autos  en  la  oficina 
con  el  certificado  de  estilo,  Cotta  pidió  la  suspensión  de  toda 
tramitación  hasta  la  evacuación  de  las  diligencias  menciona- 
das, éntrelas  que  ujaa  estable  pendiente  de .  una  apelación  de 
hecho. 


Fallo  del  Jíaez  Seeeloniil. 


Bueno9  Aires,  Setiembre  6  de  1876 

De  acuerdo  con  los  artículos  177, 178  y  230  de  la  ley  de  pro- 
cedimientos, no  ha  lugar. 

Ugarrízd. 


Fallo   ée  la  Sviprema  Corte. 


Bnenos  Aires,  Noviembre  18  de  Id^. 

Vistos :  sin  perjucio  de  reiterarse  el  oficio  librado  al  Superior 
Tribunal  de  Justicia  para  que  se  espida  el  informe  pedido  por 
Don  Juan  Cotta;  y  sin  perjuicio  de  que  se  presente  y  agregue  á 
los  autos,  luego  que  dicho  informe  sea  remitido,  y  de  que  surta 
los  efectos  correspondientes,  si  se  trajere  en  tiempo  oportuno 
para  tomar  en  consideración  su  contenido,  se  confirma  el  auto 
apelado  de  foja  doscientas  vuelta  y  satisfechas  las  costas  y 
repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

JOSÉ    BARROS     PAZOS.  —  J.    B.   G0« 
BOSTUGA. — J.  OOlllKGVEZ. 


^^ 
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CAUSA    CXIilY. 


£/  Procurador  Fiscal,  contra  los  Señores  Mallos,  Saravia  y 
C^  y  otros  comerciantes  de  Salta,  sobre  cobro  de  pesos. 


5wmanb.— Estando  conforme  el  Señor  Procnrador  General 

« 

de  la  Nación  con  la  sentencia  apelada  por  el  procurador  fiscal 
en  representación  del  fisco  nacional,  la  Suprema  Corte  debe  de- 
volver el  proceso  al  Juez  a  quo. 


Caso. — ^El  procurador  fiscal  demandó  á  varios  comerciantes 
de  Salta  por  cobro  de  pesos  procedentes  de  sumas  no  cobradas 
por  error  en  la  liquidación  de  sus  manifiestos. 


Eiill«  del  Jíaex  ée  Seeel^n. 


Buenos  Aires,  Mayo  31 1876. 

Y  vistos,  resulta :  que  la  demanda  interpuesta  por  el  procu- 
rador fiscal  sobre  cobros  de  derechos  de  importación  contra  los 
comerciantes  Ceballos  y  Saravia,  Juan  Martin  Leguizamon, 
Pedro  F.  Cornejo,  Davin  Apatié,  Torena  hermanos,  Erquicí  y 
Compañía,  Benjamín  Yáldez,  A.  Toranzo  j  Compañía,  Linares 
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hermanos  y  Dolores  Ceballos,  se  fonda  en  haber  estos  pagado 
por  las  mercaderías,  qne  introdujeton  los  años  1%  73  j  TA^ 
menos  derechos  qne  los  que  correspondían ;  pues  por  nna  eqni- 
Tocación  de  los  empleados  de  Aduana  se  fijó  i  dichas  mercado^ 
rías  el  impuesto  del  diez  por  ciento»  en  vez  del  veinte  que  debió 
fijarse,  según  la  ley  de  impuestos. 

Que  siendo  esto  así,  y  consistiendo  dicha  equivocación  en  un 
error  de  liquidación  ó  de  aforo,  pide  que  de  conformidad  á  los 
artículos  cuatrocientos  cuarenta  y  nueve  y  cuatrocientos  cin- 
cuenta y  seis  de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  se  condene  i  los 
comerciantes  demandados  al  reembolzo  de  lo  que  pagaron  de 
menos,  según  resulta  de  la  contra-liquidación  que  contra  cada 
uno  de  ellos  se  presenta. 

Los  demandados  sostienen :  que,  según  el  artículo  cuatro- 
cientos cincuenta  y  tres  de  dichas  Ordenanzas,  la  Aduana  no 
tiene  derecho  á  reclamo  alguno,  desde  que  las  mercaderias  sa- 
lieron de  su  poder :  porque  la  equivocación  en  que  el  Fiscal 
fundada  su  demanda,  no  es  un  error  de  liquidación  ni  de  aforo, 
sino  de  clasificación. 

La  cuestión  se  reduce,  pues,  i  saber,  si  el  error  cometido  por 
la  Aduana  es  un  error  de  aforo^  de  liquidación  6  de  clasifir 
cadon. 

El  aforo^  según  el  Diccionario  Español  por  Domínguez,  es 
«el  reconocimiento  y  valuación  que  se  hace  del  vino  y  otros  gé- 
neros para  el  pago  del  derecho.» 

Las  Ordenanzas  de  Aduana  toman  también  la  palabra  aforo  y 
aforar  en  el  mismo  sentido,  esto  es,  en  el  de  avalúo  y  avaluar 
según  se  vé  por  los  artículos  138, 140,  i 47  y  siguientes  de  las* 
mismas. 

El  avalúo  ó  precio  fijado  á  las  mercaderias  en  la  liquidación 
primitiva  es  el  mismo  que  la  Aduana  fija  en  la  con.tra-líquida- 
cion  que  se  acompaña  á  la  demanda ;  luego  el  error  cometido 
no  es  pues  de  aforo  é  avalúo. 
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'  Tampoco  es  de  liquidación ;  porque,  dado  el  valor  de  las 
mercaderías  y  el  tanto  por  ciento  qué  por  ellas  debia  pagarse, 
según  la  primera  cuenta,  la  operación  aritmética  ejecutada  con 
esos  datos  para  averiguar  el  monto  total  del  impuesto,  está 
bien  ejecutada,  j  no  puede  por  consiguiente,  aplicársele  la 
contra-liquidación  N^  11,  que  las  ordenanzas  de  Aduana  seña- 
lan, en  el  articulo  cuatrocientos  cincuenta,  como  modeló  para 
salvar  los  errores  aritméticos  ó  de  liquidación. 

£1  error  en  los  datos'que  deben  servir  de  base  para  liquidar 
los  derechos,  no  debe  confundirse  con  el  error  en  la  liquidación 
misma. 

Este  consiste  en  la  operación  aritmética  ejecutada  con  esos 
datos,  y  aquella  en  el  precio  fijado  á  las  mercaderías,  con  arre- 
glo á  la  tarifa  de  avalúos,  y  en  el  tanto  por  ciento  que  sobre 
este  precio  deben  pagar,  según  la  ley  de  Aduana  (artículo  4  de 
dicha  ley,  y  161  de  las  Ordenanzas.) 

Un  error  en  la  operación  aritmética  seria  un  error  de  liqui- 
dación según  el  modelo  N**  11  citado. 

Un  error  en  el  precio  que  debe  fijarse  á  la  mercadería  | según 
sU  calidad,  y  conforme  á  la  tarifa  de  avalúos,  constituirla  un 
error  de  aforo,  muy  diferente  del,  de  liquidación. 

En  ninguno  de  estos  errores  ha  incurrido  la  Aduana,   d^gun ' 
resulta  de  autos ;  pues  en  ellos  consta,  que  el  error  consiste  en 
haberse  fijado  á  la  mercaderías  el  derecho  del  diez  por  ciento, 
en  vez  del  veinte  por  ciento  que  corresponde  según  la  ley  de 
impuestos. 

Pero  el  error  en  la  fijación  del  impuesto  es  una  consecuencia 
forzosa  y  necesaria  del  error  en  la  olasificaoion. 

La  ley  de  Aduana  ha  distribuido  en  cierto  número  de  clases 
ó  de  categorías  las  especies  sujetas  al  pago  de  derechos  fiscales, 
y  ha  determinado  también  el  derecho  correspondiente  á  cada 
clase. 

Siendo  esto  así,  se  puede  fijar  &  las  mercader ias  el  derecho 
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del  diez,  del  veinte  ó  del  veinte  y  cinco  por  ciento,  sin  haberlas 
antes  clasificando,  esto  es,  colocádolas  en  la  clase  d^  aquellas 
que  adeudan  respectivamente  estos  derechos. 

De  donde  resulta  que  la  fijación  del  impuesto  es  la  que  es- 
plica  y  determina  la  clasificación  con  relación  al  impuesto. 

Así  en  el  presente  caso  el  impuesto  de  diez  por  ciento  que  la 

Aduana  fijó  á  la  seda  introducida  por  los  comerciantes  en  forma 

* 

de  corbatas,  pañuelos  de  espumilla,  etc.,  no  se  esplica  sino 
porque  consideró  comprendidas  estas  mercaderias  en  el  penúl- 
timo acápite  del  inoiso  segundo,  artículo  primero  de  la  ley  de 
Aduanado  1872,  que  fija  este  derecho  á  la  seda  para  bordar^ 
coser  ó  en  tela.  Es  decir  que  la  Aduana  fijó  el  diez  por  ciento 
del  inciso  citado,  porque  clasificó  de  alguna  de  estas  tres  ma- 
neras á  la  seda  introducida  por  los  comerciantes  demandados. 

Del  mismo  modo,  el  derecho  de  veinte  por  ciento  que  hoy 
cobra  por  las  mismas  mercaderías,  no  se  justifica  sino  clasifi- 
cándolas como  mercaderias  de  procedencias  extrangéras ;  pues 
solo  así  qüedarian  comprendidas  en  el  artículo  primero  de  la 
ley  citada;  que  fija  d  veinte  por  ciento  á  tales  mercaderías. 

El  error  en  que  ha  incurrido  la  aduana  y  cuya  rectificación  se 
solicita,  es,  pues.,  un  error  de  clasificación. 

Por  estas  consideraciones,  y  de  conformidad  al  artículo 
cuatrocientos  cincuenta  y  tres  de  las  Ordenanzas  de  Aduana, 
fallo :  absolviendo  á  los  comerciantes  demandados  de  la  deman- 
da por  cpbros  de  derechos  de  importación,,  deducida-contra  ellos 
por  el  procurador  fiscal. 

Federico  Ibargúren. 


La  vista  del  Señor  Procurador  General  que  se  le  confirióos  * 
del  tenor  siguiente  r 
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Suprema  Corte: 


Baenos  Aires,  Noviembre  16  de  1876. 


TJn  error  que  consistiera  en  poner  entre  la  seda  para  bordar 
y  coser  las  telas,  seria  en  general  nn  error  de  aforo,  que  la 
aduana  tendría  sin  duda  derecho  de  reclamar,  dentro  de  cinco 
años ;  pues  en  tal  caso  no  se  clasificaría  nada,  sino  que  se  apli- 
caría á  unas  mercaderías  el  derecho  fijado  para  otras. 

Pero  la  ley  del  año  72  y  siguiente  imponía  el  derecho  de  1 0 
por  ciento  á  la  cseda  para  bordar,  coser  y  en  telUf*  y  de  aquí 
procedió  sin  duda  el  error,  que  no  puede  ya  repetirse,  porque 
la  ley  vigente  solo  esceptúa  del  aforo  del  20  por  ciento  la  cseda 
para  coser  y  bordar;  y  que  sea  de  aforo  ó  de  clasificación  el 
error  no  ha  debido  reclamarse,  porque  tiene  su  origen  en  la 
ley  misma. 

Me  conformo  por  lo  tanto  con  la  absolución  apel  ada. 

C.  Te^'edor. 
Wmllm  de  1»  Saprem»  Corte« 

Buenos  Aires,  Noviembre  18  de  1976. 

Vistos:  Manifestando  el  Señor  Procurador  General  en  su 
precedente  vista,  que  está  conforme  con  la  sentencia  apelada, 
devuélvanselos  autos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GOROS- 
HAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. 
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CAUSA   CXI.Y. 


El  Fisco  Nacional  contra  el  Banco  Argentino,  por  cobro 

ejecutivo  de  pesos. 


Sumario. — i^  Las  esperas  en  lo  comer oial  son  nna  de  las 
formas  del  concordato. 

2^  Para  que  los  acreedores  privilegiados  qneden  sujetos  al 
al  concordato,  es  menester  qne  hayan  participado  en  las  deli- 
beraciones de  los  otros  acreedores. 

9^  El  Fisco  por  sns  créditos  no  tiene  obligación  de  entrar 
en  conctDTso  ni  sufrir  moratorias. 


Caso.— El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  Santa-Fé 
inició  una  ejecución  contra  el  Banco  Argentino  por  el  valor  de 
una  letra  de  6,518  $  fts.  64  cent. 

En  la  citación  de  remate,  D.  Joaquín  de  Quintanilla  por  el 
Banco  se  opuso  i  la  ejecución  diciendo  que  el  Banco  habia  ob- 
tenido moratorias  ante  el  Juzgado  de  Comercio,  y  que  no  tra- 
tándose de  crédito  procedente  de  hipoteca,  prenda,  derecho 
real  ú  otro  de  los  comprendidos  en  el  artículo  1744  del  Código 
de  Comerdo,  debia  mandarse*  y  pedía  se  mandara  suspender 
la  ejecución. 
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Corrido  traslado,  el  Procurador  Fiscal  pidió  se  rechazara  con 
costas  la  excepción  opuesta:  1**  porque  los  créditos  privilegia- 
dos del  Fisco  no  están  sujetos  á  concordatos  y  moratorias,  artí- 
culo 1616  y  por  analogía  el  inciso  !<>  del  artículo  1744,  y  según 
lo  resuelto  por  la  Suprema  Corte  en  un  fallo  de  25  de  Noviem- 
bre de  1875,  en  el  que  se  adopta  por  resolución  la  vista  del 
señor  Procurador  General,  que  consagra  la  doctrina  espues- 
ta, y  2°  porque  en  el  estado  que  se  presentó  por  el  Banco 
para  obtener  la  moratoria,  no  se  hizo  figurar  el  crédito  que 
motiva  este  juicio,  y  en  consecuencia  de  esa  omisión  culpable, 
la  moratoria  fué  concedida  sin  citación  ni  audiencia  del  Fisco, 
por  lo  que  no  podia  perjudicarle  ni  serle  obligatoria. 

Con  la  prueba  producida  se  dictó  este 


Fallo  del  Suem  Seccional. 

Rosario,  Agosto  7  de  1876. 

Vistos  y  considerando :  l^Que  según  1^  definición  del  con- 
cordato dada  por  «1  artículo  1614  del  Código  de  Comeroio,;  e^ 
una  convención  entre  el  fallido  y.  s¡i^  acreedqres,  por  la  cual  se 
concede  al  deudor  espera  para  el  pago  etc. ;  en  cuya  virtud 
son  aplicables  al  caso  presente,  en  que  se  han  estipulado  esas 
aperas  al  Banco,  las  disposiciones  congruentes  sobre  concor- 
dato, aunque  se  trate  de  moratorias,  que  en  verdad  no  son 
otro  caso  que  esperas  también. 

'  >^  Que  según  el  artículo  1616  del  mismo  título,  para  que 
los  adreedorea  privilegiados  (como  lo  es  el  Fisco  por  privilegio 
general,  art.  1697),  queden  sujetos  al  concordata,  es  menester 
qi^  hajran  participada  eñ  las  deliberaciones  de  los  ae^eedoi^s; 
no  habiélidoio  becho  la  paste  Fiscal,  no  obstante  de  halkr  sido 
oita(loa  todos  eUos  por  ediiotqs,  coma  lo  prescriba  el  acttídulo 
1732,  y  lo  confirman  los  informes  de  fs.  133  y  136i  *     ■  ' 
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>  3^  Que  el  crédito  que  se  cobrdf  ni  ann  ha  ügdrádo  en  los 
estados  preseniados  por  el  Banco  al  Tribanal  para  obtener  la 
moratoria ;  lo  qae  induce  á  suponer  que  hasta  el  mismo  Banco 
conceptuaba  fuera  del  alcance  de  esta  el  espresado  crédito. 

4**  Que  si  bien  por  los  artículos  1743  y  1744,  la  moratoria 
8olo  carece  de  eficacia  para  paralizar  las  ejecuciones  de  hipo- 
tecas, prendas  ú  otros  derechos  reales,  arrendamientos,  ali- 
mentos 7  salarios,  en  los  que  no  se  halle  comprendido  el  Fisco, 
de  donde  pudiera  colegirse  que  esta  ejecución  debe  cesar ;  tal 
doctrina  no  puede  prevalecer  en  el  caso,  ya  por  lo  dispuesto 
por  el  artículo  1616  citado,  ya  principalmente  por  lo  resuelto 
por  la  Supremn  Corte  al  aceptar  como  un  fundamento  de  sq 
resolución  de  f. ...  lo  establecido  por  el  señor  Procurador'  Ge- 
neral €  que  el  Fisco  no  tiene  obligación  de  entrar  en  concurso  ni 
sufrir  moratorias  » ;  lo  que  importa  aceptar  la  teoría  del  artí- 
culo 1616,  y  dejar  juzgada  la  cosa  contra  la  que  ya  no  es  per- 
mitido volver.  Por  estos  fundamentos,  llévese  adelante  la 
ejecución,  con  costas  al  ejecutado.  Bepóngase. 

fenelon  Zuviria. 

Habiendo  apelado  el  Banco  y  concedídose  el  recurso  en  rela- 
ción, la  Suprema  Corte,  para  mejor  proveer,  dio  vista  al  señor 
Procurador  General,  quien  espuso  : 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL. 


Suprema  Corte: 

Baenos  Aires,  Noviembre  13  de  1876, 

La  espera,  única  escepcion  opuesta  en  esta  ejecución,  no  rije 
co^tra  los  créditos  privilegiados  del  Fisco,  según  los  artículos 
1616, 1626  y  1697,  inciso  6°,  del  Código  de  Comercio,  los  con- 
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cordantes  del  Ciyil,  artículo  5°,  De  la  preferencia  de  los  créditos, 
7  los  fundamentos  de  la  sentencia  apelada,  y  debo  pedir,  por 
lo  tanto,  como  pido,  su  confirmación  con  costas. 

C.  Tejedor. 


F»ll«  fie  1»  SapreniA  €«rto 


Buenos  Aires,  Noviembre  23  de  1876. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  y  de  conformidad  con  lo  es- 
puesto y  pedido  por  el  señor  Procurador  Oeneral  en  su  prece- 
dente vista,  se  confirma  con  costas  el  auto  apelado  de  foja 
ciento  cuarenta,  satisfechas  las  de  la  instancia  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse  los  autos* 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  i.  B.  GOROSTIAGA. 
—  1.  DOMÍNGUEZ.  —  8.  M.  LA8P1UR. 
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CAUSA  CXIiYI. 


D.  Leonardo  Nieolorich,  contra  los  Sres.  Malbran  y  Chayla, 
sobre  cumplimiento  de  cosa  juzgada. 


Sumario. — La  cosa  juzgada  debe  cumplirse,  según  sus  tér- 
minos. 


Caso. — D.  Antonio  Areosa,  del  Rosario,  era  socio  y  gerente 
de  una  sociedad  con  los  Sres.  Lezica  y  C*.  que  fué  disuelta 
en  1860,  y  quedó  debiendo  á  estos*  una  suma  de  dinero. 

En  1865  Areosa  compró  para  sí  catorce  leguas  de  campo 
en  las  Tortugas,  de  estas  catorce  leguas  prometió  vender  seis 
á  D.  Carlos  Casado  por  la  suma  de  15,000  pesos  bolivianos, 
según  escritura  de  28  de  Abril  de  1865. 

En  1867  Areosa  celebró  un  contrato  de  arreglo  con  Lezica 
y  C',  por  el  cual  recibió  5000  ps.  fts.  y  declaró  que  las  catorce 
leguas  mencionadas  hablan  sido  compradas  con  dinero  de  estos. 

Los  Sres.  Lezica  y  C*.  con  fecha  25  de  Octubre  de  1867 
participaron  á  Casado  que  debia  entenderse  con  ellos  res- 
pecto á  la  promesa  de  venta  de  las  seis  leguas. 

Después  de  algunos  años,  los  Sres,  Malbran  y  Chayla  su- 
cesores de  Lezica  y  C*.  pidieron  la  posesión  de  las  catorce 
leguas  de  campo. 
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D.  Leonardo  Kicolorich,  cesionario  de  Casado,  se  opnso  á 
la  posesión  pedida,  invocando  su  mejor  derecho  sobre  las  seis 
leguas  en  cuestión,  y  pidiendo  que  Malbran  y  Chayla  le  otor- 
garan escritura  de  venta. 

£1  Juez  de  Sección  de  la  Provincia  de  Santa  Fé,  por  sen- 
tencia de  10  de  Julio  de  lá75,  declaró  qu«  los  Sres.  Malbran 
y  Chayla  estaban  obligados  á  escriturar  á  favor  de  D.  Leonardo 
Kicolorich  la  venta  de  las  seis  leguas  en  conformidad  con 
la  promesa  de  venta  de  28  de  Abril  de  1865. 

Esta  sentencia  qued^  ejecutoriada  por  deserción  del  re* 
curso  de  apelación  declarada  por  fallo  da  la  Suprema  Corte 
de  2  de  Octubre  de  1875. 

Mandada  otorgar  la  escritura  dentro  de  ocho  dias,  los  se- 
ñores Malbran  y  Chayla  manifestaron  que  estaban  prontos 
á  hacerle,  siempre  que  se  les  abonara  el  precio  estipulado  entre 
Areosa  y  Casado,  y  sin  otra  obligación  en  caso  de  eviccion  que 
la  de  restituir  dicho  precio. 


F»ll«  del  JíiiM  fie  Seeelom^ 


Rosario,  Mayo  2f7  de  1876. 

Vistos,  considerando :  1*  Que  la  resolución  del  caso  debe 
ser  regida  por  la  sentencia  ejecutoriada  de  10  dé  Julio  del 
año  pasado,  en  la  cual  se  impone  i  la  parte  de  M^albran  y 
Chayla,  el  deber  de  escriturar  á  la  de  Nicolorich,  la  venta 
de  seis  leguas  de  campo,  en  las  Tortugas,  á  que  .se  refiere; 
abonándole  este  el  precio  estipulado;  2*  Que  para  saberse 
la  estension  de  las  obligaciones  que  Malbran  y  Chayla  deben 
contraer  por  la  escritura  que  se  otorgue,  basta  atender  á  las 
que  debiera  contraer  I).  Antonio  Areosa  para  con  Casado, 
según  la  promesa  de  vender  que  le  otorgó  ant^s  de  tsanf erif 
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sns  derechos  y  obligaciones  á  Malbran  y  Ghayla  (escritara 
de  f.  i^  de  los  autos);  pues  que  estos,  como  cesionarios  de 
los  derechos  de  aquel,  sobre  los  campos,  y  como  aceptantes 
de  sus  mismos  deberes  y  compromisos,  tienen  para  con  Ni- 
colorich  idénticas  obligaciones  á  las  que  Arcosa  tenia  para 
con  Casado,   causante  de  aquel.   . 

Por  estos  fundamentos,  se  declara:  que  en  la  escritura 
mandada  otorgar,  deben  asumir  Malbran  y  Ghayla  las  mis- 
mas obligaciones  hacia  Nicolorich,  que  las  correspondientes 
á  Arcosa,  respecto  de  Casado,  según  la  escritura  de  promesa 
de  Tender^  otorgada  entre  ambos»  repónganse  los  sellos. 

Fenelon  Zuviria. 


Fallo  de  1»  Siiprem»  Corto 


Baenos  Aires,  Noriembrs  23  de  1876. 

Tistes  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  doscientas  sesenta  y  una ;  sati^fecbís 
las  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.  B.  GOROSTUGA. 
—  J.  DOMÍNGUEZ. 
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CAUSA    CXIiYII. 


D.  Diego  Dowse  contra  D.  Antonio  Camogli  y  D.  Jorge  Datüse, 

sobre  tercería  de  dominio. 


Sumario. — 1^  Probado  el  dominio  del  tercero  sobre  las 
cosas  embargadas,  debe  levantarse  el  embargo. 

2^  El  privilegio  ó  hipoteca  qne  el  ej contante  pneda  tener  so- 
bre ellas»  no  obsta  al  levantamiento  del  embargo, 

3^  El  pnede  darle  derecho  para  demandar  al  propietario* 


Caso.  —  D.  Antonio  Camogli,  en  juicio  ejecntivo  contra  D. 
Jorge  Dowse,  embargó  cuatro  lanchas  como  de  la  propiedad 
de  este. 

D.  Diego  Dowse  dedujo  tercería  de  dominio  sobre  tres  de 
las  lanchas,  alegando  que  sus  escrituras  de  propiedad  hablan 
sido  reconocidas  como  válidas  en  otro  juicio  seguido  con  los 
Señores  Rodríguez. 

El  ejecutante  contestó  que  aunque  D.  Diego  Dowse  fuese 
propietario,  las  lanchas  hablan  sido  bien  embargadas  porque 
la  deuda  ejecutada  contra  D.  Jorge  era  por  reparación  de 
aquellas,  siendo  D.  Jorge  su  administrador. 
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Vallo  fiel  Jíaea    9eeeloit»l* 


Buenos  Aires,  Junio  11  de  1876. 

Vistos  estos  antos  seguidos  por  D.  Biego  Dowse  contra  D. 
Antonio  Camagli  sobre  tercería^ de  dominio  en  las  lanchas 
cD.  Diego»,  cAmalia»  y  cCelina»  y  considerando: 

i^  Que  el  ejecutante  lejos  de  sostener  la  propiedad  á  las 
lanchas  á  favor  de  D.  Jorge  Dowse,  al  contestar  la  tercería 
deducida  por  D.  Diego,  concede  que  estas  son  de  propiedad  de 
dicho  D.  Diego,  negando  así  el  hecho  que  motivó  el  embargo, 
fundándose  en  que  su  crédito  tenia  privilegio  sobre  la  cosa. 

2°  Qne  según  aparece  de  los  títulos  que  corren  agregados 
al  espediente  seguido  por  el  mismo  demandante  con  Rodríguez 
é  hijos,  y  del  anto  del  Juzgado  que  los  reconoce  como  válidos, 
las  mencionadas  lanchas  son  de  propiedad  del  demandante. 

3°  Que  aun  suponiendo  que  los  créditos  tuvieran,  como  se 
alega,  privilegio  real  sobre  las  lanchas,  ellos  no  darian  acción, 
sino  contra  el  propietario  de  las  lanchas  ( art.  1020  del  Código 
de  Comercio)  y  no  podria  pedirse  el  embargo,  sino  después 
que  este  hubiese  sido  interpelado  judicialmente,  lo  que  no  ha 
sucedido  con  el  demandante  hasta  el  momento  en  que  se  de- 
cretó dicho  embargo,  y  aun  cuando  ese  privilegio  fuera  una 
verdadera  hipoteca,  como  se  dispone  en  el  artículo  56  de  la  Hi- 
poteca, Código  Civil. 

Por  estas  consideraciones  fallo  declarando  que  las  lanchas 
son  de  propiedad  de  D.  Diego  Dowse  y  que  en  consecuencia  se 
levante  el  embargo  de  ellas ;  con  costas. 

'Kotífiqúese  original  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarraeín. 

T.  ti.  20 


% 
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Fallo  de  la  8a|irei|t«  €orto« 


Buenos  Aires,  Noviembre  28  de  1876. 

♦ 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  diez  y  ocho  vuelta ;  satisfechas  las  de  la  instan- 
cia 7  repuestos  los  sellos,  def  uélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  1.  B.  GO- 
ROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.— 


CAUSA    CXI«YIII. 


La  sucesión  del  Dr,  D.  Genaro  Granados  contra  D.  Gervacio 
Sueldo,  por  cobro  de  pesos.    Incidente  sobre  nombramiento 

de  un  tutor  especial. 


Sumario,  —  Estiando  en  colisión,  los  derechos  lit¡igiosos 
del  padre  con  los  de  su  hijo  menor,  debe  nombrarse  á  este  un 
tutor  e9p«cial«> 
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Caso. — En  Noviembre  de  1874,  el  Dr.  D.  Genaro  Granados 
presta  á  D.  Gervacio  Sueldos  la  suma  de  25,080  ps.  m/c.  con 
la  garantía  hipotecaria  de  un  fundo  que,  según  la  escritura 
de  obligación,  correspondía  á  Sueldo  los  edificios  por  haber- 
los construido  á  su  costa  y  el  terreno  por  compra  hecha  á 
D*  Genara  Lima  de  Marmol  en  Enero  de  1874. 

No  habiendo  Sueldo  cumplido  con  las  condiciones  del  prés- 
tamo, se  siguió  un  juicio  ejecutivo  contra  él,  en  que  quedó 
ejecutoriada  la  sentencia  de  trance  y  remate. 

En  las  actuaciones  sobre  tazaciones  del  fundo  hipotecado, 
Sueldo  espuso  que  siendo  la  finca  hipotecada  propiedad  de  su 
hija  menor  Maria  Sueldo  por  haber  sido  edifict^da  con  el  haber 
hereditario  que  obtuvo  de  sus  abuelos,  D.  José  Capanegra  y 
B'  Angela  Naon,  cuya  testamentaria  archivada  en  la  oficina 
de  Bartolomé  Martin,  debia  pedirse  ad  eféctum  videndi  y  con 
el  fin  de  que  no  se  cometieran  nulidades  que  hicieran  nulo  el 
juicio,  pedia  se  nombrase  á  la  menor  un  defensor  de  oficio 
que  patrocinara  sus   derechos. 

Corrida  vista  á  D.  Odón  Trelles,  representante  de  los  he- 
rederos del  Dr.  Granados,  espresó  que  el  nombramiento  de 
tutor  especial  no  podia  hacerse  sino  en  los  casos  que  determina 
el  artículo  21  del  título  De  la  tutela,  en  ninguno  de  los  cua- 
les  se  encuentra  comprendido  el  presente. 

Que  aun  cuando  pudiera  decirse  que  el  caso  está  compren- 
dido en  el  inciso  1^  por  estar  en  oposición  los  intereses  de  la 
hija  menor  con  los  de  su  padre,  falta  la  causa  principal : 
1^  Porque  no  está  probado  que  la  finca  sea  propiedad  de  la 
hija  ni  aun  que*  ese  edificio  se  haya  construido  con  el  dinero 
de  ella,  sino  que  por  el  contrario,  consta  que  edificio  y  terre- 
no son  propiedad  del  padre. 

2**  Porque  aun  cuando  se  probase  que  Sueldo  habi^  com- 
prado  ó  edificado  la  finca  con  dinero  de  su  hija,  habría  que 
oSservari  sji  el  hecho  ocurrió  durante  la  antigua  legislación, 
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una  vez  gravada  ó  enajenada  por  el  padre,  la  hija  no  tendría 
sino  el  derecho  de  reclamar  su  importe  de  los  bienes  del  padre 
despnes  de  muerto,  y  contra  terceros  solo  renunciando  la  he- 
rencia, j  si  el  edificio  se  construyó  con  dinero  de  la  menor 
no  hay  ley  que  le  confiera  la  propiedad,  ni  en  la  antigua  ni  en 
nueva  legislación. 

3^  Porque  el  nombramiento  de  tutor  especial  solo  seria 
procedente  cuando  hubiese  prueba  auténtica  de  la  existencia 
del  interés  de  la  menor. 

Pidió  no  se  hiciera  lugar  á  la  solicitud  de  Sueldo. 

El  Ministerio  de  Menores  á  quien  se  corrió  vista  espuso : 

Señor  Juez: 

Si  la^eedificacion  se  ha  hecho  antes  de  la  vijencia  del  Có- 
digo Civil  y  se  comprobase  que  los  dineros  de  la  menor  hija 
del  deudor  han  sido  invertidos  en  esa  reedificación,  á  jui- 
cio del  Ministerio  de  Menores,  dicha  menor  debe  tener  hi- 
poteca tácita  en  los  bienes  de  su  padre,  según  las  antiguas 
disposiciones  legales  que  reglan  en  aquella  época.  Y  por  lo 
tanto,  como  el  padre  deudor  no  puede  representar  á  su  menor 
hija  en  la  tercería  de  oposición  que  á  nombre  de  ella  debe  de- 
ducirse, es  evidente  que  debe  nombrarse  un  tutor  especial  que 
la  represente  y  con  la  intervención  de  este  debe  sustanciarse 

este  juicio. 

Raices  Blanco. 


Fallo  del  Jíaea  de  Seeelom. 

Buenos  Aires,  Abril  4  de  1876. 

•  •    •  . 

'  En  conformidad  á  lo  pedido  por  el  defensor  de  menores  en 
su  vista  de  foja  sesenta  y  dos  vuelta,  nómbrase  tutor  especial 
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de  la  menor  D*  María  Sueldo  al  Dr.  D.  David  Zavalía,  óo- 

metiéndose  al  actuario  la  diligencia  de  aceptación,  repóngase 

el  sello. 

Albarracin. 


Fallo  de  la  Saprem»  Corte* 


Buenos  Aires,  Noviembre  38  de  1876, 

Vistos  :  no  importando  el  nombramiento  de  tutor  especial 
dar  por  sentado  el  grave  hecho  denunciado  por  Don  Gervasio 
Sueldo  de  pertenecer  á  su  hija  la  casa  que  hipotecó  como  suya; 
sino  habilitar  á  dicha  menor  para  deducir  las  acciones  que  so- 
bre esa  finca  pueda  tener,  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja 
setenta  y  seis  vuelta,  satisfechas  las  coatas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse  lo§  autos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.  B.  GOROSTIAGA.— 
J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.  LASPIUR. 
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CAUSA     CXIilX. 


El  Banco  de  Londres  y  Rio  de  la  Plata  contra  D.  José  Garci/i 

González  por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  1^  Toda  letra  de  cambio  debe  ser  pagada  en  la 
moneda  qne  ella  indica,  6  en  las  monedas  que  tengan  curso 
legal  en  el  lugar  del  pago. 

2^  Nadie  puede  ser  obligado  á  recibir  en  pago  moneda  pros- 
cripta de  la  circulación  legal  en  la  Bepública. 

Caso.  —  D.  José  García  González,  comerciante  en  el  Rosario 
de  Santa-Fé,  se  presentó  ante  el  Juzgado  de  Sección,  con  fe- 
cha 14  de  Junio  del  año  1876,  esponiendo:  Que  teniendo  que 
pagar  dos  letras  de  Aduana,  vencidas  en  esa  fecha*  por  valor 
de  922  ps.  fts.  19  es.  le  habian  sido  presentadas  por  el  Banco 
de  Londres  j  Bio  de  la  Plata  y  ofreció  pagarlas,  con  arreglo  al 
art.  12  de  la  ley  de  Aduana,  en  billetes  metálicos  de  los  Ban- 
cos Nacional  y  Provincial  de  Buenos  Aires,  como  cobraba  la 
Aduana.  Qne  habiéndose  negado  el  Banco  de  Londres  á  reci- 
bir el  dinero,  se  veia  en  el  caso  de  consignarlo  judicialmente, 
de  acuerdo  con  los  arts.  948  y  951  del  Código  de  Comercio. 

Pidió  se  aceptara  la  consignación  y  se  notificara  al  Banco  y 
al  Administrador,  de  Rentas. 
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El  Juzgado  mando  depositar  la  suma  consignada  y  hacer  las 
notificaciones  pedijlas. 

En  este  estado,  D.  Antonio  Lardiez,  por  el  Banco  de  Londres 
y  Sio  de  la  Plata,  acompañando  las  dos  letras  referidas  con  el 
correspondiente  protesto^  se  presentó  al  Juzgado  esponiendo 
que  la  oblación  hecha  no  importaba  el  pago  del  valor  de  las  le- 
tras porque  no  se  habia  hecho  en  la  especie  estipulada  en  efla^ 
sino  en  billetes  fiduciarios  que  no  son  convertibles  á  la  vista. 
—  Que  aun  cuando  la  Aduana  recibiese  esas  especies  en  pago 
de  derechos,  los.  actos  de  la  Aduana  en  nada  podian  afectar  los 
derechos  de  un  tercero  que  por  endoso  habia  adquirido  la  pro- 
piedad de  una  letra  á  la  orden,  en  cuyo  caso  el  deudor  no  po- 
día oponer  al  tenedor  ninguna  de  las  escepciones  que  habría 
podido  oponer  personalmente  al  cedente.  Que  aun  prescin- 
diendo de  esto,  si  la  Aduana  recibía  los  billetes  de  los  Bancos 
Nacional  y  Provincial  de  Buenos  Aires,  estaba  faltando  á  la 
ley,  art.  12  de  la  de  12  de  Octubre  de  1875,  pues  que  esos  bi- 
lletes no  son  convertibles  á  la  vista.  Que  esa  violación  de  la 
ley  no  puede  afectar  los  derechos  del  Banco  que  se  ampara 
en  ella. 

En  la  misma  fecha  en  que  se  notificaba  á  García  González, 
este  espusó  que  sobreviniendo  dudas  respecto  á  la  validez  de 
las  monedas  consignadas,  á  pesar  de  que  las  estaba'  recibiendo 
la  Aduana,  consignaba  1280  ^  82  es,  plata  bob'viana  que  hacian 
lo^  922  ¿  19  es.  fuertes,  importe  de  las  letras,  por  el  valor  de 
plaza  y  fijado  oficialmente  en  la  tesorería  de  Aduana,  esto  es, 
üe  72  es.  fuertes  por  un  peso  boliviano.  — Pidió  se  reemplaza- 
ra una  coíisignacion  por  otra  y  se  le  devolvieron  los  billetes 
consignados  anteriormente. 

Con  la  prueba  producida  se  dictó  este. 
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V»ll«    del  Jíaea  de  Seeelon* 


Rosario,  Jal¡o3I  de  1876. 

Vistos  y  considerando  i° :  Que  las  letras  de  Aduana  de  f.  4 
7  5,  protestadas,  han  sido  jirados  á  pesos  fuertes. 

2°  Que  la  consignación  de  su  valor  hecha  por  su  aceptante 
García  González  ha  sido  efectuada  en  cuatros  bolivianos,  á  ra- 
zón de  setenta  j  dos  centavos  fuertes  por  peso. 

8^  Que  es  de  derecho  que  toda  letra  6  documento  dehe  abo- 
narse en  la  moneda  que  espresa  ó  su  equivalente  en  otra  que 
sea  de  curso  legal  donde  haya  de  pagarse. 

4®  Que  aun  suponiendo  que  el  tenedor  ó  descontador  de  las 
letras  de  Aduana,  no  tuviese  contra  el  aceptante  otros  derechos 
que  los  que  reglen  las  operaciones  de  esa  repartición  oon  los 
domerciantes  introductores,  esas  letras  deberán  pagarse  á/ieer- 
teSy  en  que  están  concebidas,  y  cuando  mas,  en  otras  monedas 
decurso  legal. 

5^  Que  la  ley  nacional  del  12  de  Octubre  de  1875,  que  está 
vijente,  y  el  decreto  nacional  reglamentario,  complementario 
de  ella,  de  6  de  Junio  del  corriente  año,  solo  declaran  como 
moneda  boliviana  de  curso  legal  los  pesos  de  cuatrocientos  y  de 
quinientos  gramos ;  quedando  espresamente  desmonetizados  los 
cuatro  y  Melgar  ajos. 

6®  Que  aun  cuando  por  conveniencias  accidentales  y  tran- 
sitorios de  la  Aduana  y  del  Comercio,  ó  por  instrucciones  ú 
órdenes  particulares  del  Ministro  de  Hacienda,  que  han  estado 
variando  y  contradiciéndose  á  cortos  intervalos  durante  la  pre- 
sente crisis,  la  Aduana  hubiera  deferido  á  recibir  en  pago  de 
derechos  cuatro  bolivianos,  proscritos  por  la  Ley,  á  razón  de 
setenta  y  dos  centavos  fuertes  al  peso,  tales  procedimientos  no 
exan  autorizados  por  dicha  íey,  que  ordena  que  ese  pago  se  ha 
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de  hacer  en  moneda  metálica  de  cnrso  legal  ó  en  los  1>illete8 
bancarios  qne  determina,  mientras  ellos  -sean  convertibles  i 
•la  vista. 

7**  Que  tampoco  es  razón  legal  para  obligar  al  tenedor  y  des- 
contador de  las  letras  i  fuertes,  áqne  reciba  en  cuatros  boli- 
vianos, y  lo  qne  es  mas,  al  cambio  que  la  Aduana  tenga  á  bien 
fijarles,  el  que  ese  descontador  algunas  veces  voluntariamente 
iiubiese  aceptado  el  pago  en  esa  moneda  ilegal  á  algún  deudor  6 
aceptante ;  pues  un  acto  voluntario  respecto  de  una  6  mas  per- 
sonas, no  importa  una  obligación  permanente  respecto  de  todos. 

Sf*  Que  seria  una  doctrina  inaceptable  por  ser  injusta,  que 
el  descontador  de  una  letra  á  fuertes,  estuviese  obligado  á  las 
oscflaciones  y  depreciónos  de  valores  que  la  Administración  de 
Aduana  tuviese  á  bien  imprimirles  en  lo  futuro,  por  cuales- 
quiera razones  qne  le  fuesen  peculiares,  apartándose  de  la  Ley 
que  por  su  carácter  de  fijeza  dio  base  y  debe  rejir  las  operacio- 
nes en  su  principio  y  en  sus  consecuencias ;  pues  tal  doctrina 
podría  importar  un  menoscabo  en  grande  escala  de  un  derecho 
bien  establecido. 

9^  Que  si  por  la  ley  de  Aduana  los  introductores  pueden  pan- 
gar sus  impuestos  en  moneda  boliviana  al  corriente  en  plaza 
con  relación  al  fuerte,  la  ley  de  1875,  posterior  á  aquella,  y  el 
Decreto  complementario  de  la  misma,  han  determinado  cuales 
son  esas  monedas  bolivianas  que  deben  ser  aceptadas,  proscri- 
biendo terminantemente  los  cuatros  en  que  ha  sido  hecha  la 
consignación,  razón  por  la  cual  tampoco  puede  invocarse  para 
sostenerla,  lo  dispuesto  por  el  Código  CivU  y  el  de  Comercio, 
pues  estas  invocaciones  hubieran  sido  eficaces  solo  en  el  caso 
de  que  la  especie  consignada  fuese  de  curzo  legal,  aun  cuando 
no  fuera  oro,  ni  los  pesos  fuertes  en  que  están  concebidas  las 
letras. 

10.  Que  si  todas  estas  consideraciones  y  otras  análogas  que 
pudieran  aducirse,  fueran  bastantes  para  declarar  mal  hecha 
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la  consignación  en  euatr<^  bolivianos,  consta  sin  embargo  pot 
el  uniforme  del  Sr.  Administrador  de  Aduana  de  f.  35  vta: 
€  Que  esa  administración  de  acuerdo  con  el  Gerente  del  Banco 
de  Londres  D.  Luis  Behn,  fijó  el  diez  de  Junio  en  la  tablilla 
de  la  Aduana  el  aviso  que  rige  hasta  boy  (Julio  3.)  >  El  cual 
dice:  c  En  virtud  de  Orden  Superior,  desde  la  fecha  j  hasta 
nueva  disposición^  la  aduana  recibirá  en  pago  de  derechos  los 
cuatros  bolivianos  pros(»:itos  de  la  circulación  legal  en  la  Be«- 
pública  por  el  Superior  Decreto  fecha  seis  del  corriente,  al 
tipo  de  sienta  y  dos  centavos  fuertes  por  peso  boliviano,  6  sean 
treinta  y  seis  centavos  fuertes  por  cada  cuatro. 

1  i  •  Que  en  virtud  de  dicho  acuerdo,  el  Gerente  tenedor  de 
las  letras,  renunció  de  una  láanera  pública  y  voluntaria,  el 
derecho  espedito  que  en  otro  caso  habria  tenido  al  cobro  de 
las  letras  de  aduana  á  fuertes  ó  á  su  equivalente  en  moneda  de 
curso  legal;  pues  ese  acuerdo  no  tiene  otra  esplicaoion  posi* 
ble,  que  Is^  obliga^^ion  de  subordinarse  mientras  él  subsista,  á 
recibir  en  pago  los  cuatros  bolivianos  á  este  tipo  de  setenta  y 
dos  centavos  fuertes  por  peso,  sea  cual  fuese  el  corriente  en 
Plaza,  siendo  de  advertir  que  ese  acuerdo,  fué  celebrado  en 
fecha  diez  de  Junio,  venciéndose  las  letras  el  diez  y  seis  del 
misiQO»  cuando  aun  subsistía :  sin  que  el  Gerente  hubiera  in-< 
tentado  probar  que  hubiese  caducado  antes  del  vencimiento. 

12.  Que  habiendo  sido  sustituida  en  cuatros  bolivianos  la 
primitiva  consignación  en  billetes  metálicos  del  Banco  Nacio- 
nal y  Provincial  de  Buenos  Aires,  se  hace  ya  innecesario  de- 
tenerse á  considerar  con  mayor  detalle  lo  relativo  á  esas  mo- 
nedas ;  siéndoles  no  obstante  aplicable,  algunos  de  las  prece- 
dentes consideraciones.  Por  estos  fundamentos,  declarándose 
biien  hecha  la  consignación  en  cuatros  bolivianos  de  las  letras 
protestadas  que  motivan  este  juicio :  No  ha  lugar  á  la  €(jecu- 
eien,  een'  cestas «1  /ejecutante  —  Repónganse  los  sellos. 

FeneUm  Zuviria. 


m  iv&ncíA  iiA4:ioBiAi4 

Habiendo  apelado  el  Banco  se  dictó  este. 


ITiill*  de  1»  Saprent»  C'orte* 


Baenos  Aires,  Noviembre  30  de  1876. 

Vistos 7  considerando: 

Primero.  Qne  toda  letra  de  cambio,  debe  ser  pagada  en  \% 
moneda  que  ella  indica^  6  en  las  monedas  que  tengan  curao 
legal  en  el  lugar  del  pago ;  conforme  á  lo  dispuesto  por  los  ar- 
tículos ochocientos  sesenta  y  uno  del  Código  de  Comeroioi  y  cuar 
renta  y  seis  del  Código  Civil,  titulo  De  las  obligaciones  de  dar  ; 

Segundo.  Que  las  letras  de  aduana  de  fojas  4  y  6,  giradas 
con  fecha  quince  de  Febrero  último  y  á  cuatro  meses  de  plazo, 
por  el  administrador  de  Rentas  Nacionales  del  Rosario,  y  acep- 
tadas de  fiMncomun  el  in  solidum  por  los  Señores  José  García 
González,  Bastarrics^  y  Rodríguez,  las  cuales  fueron  deacon- 
ta.das  al  Banco  de  Londres  y  Rio  de  la  Plata,  mediante  el  endoso 
en  blanco  quB  llevan  de  dicho  Administrador,  proceden  de  dere- 
chos adeudados  por  liquidación  de  permisos,  y  designan  que. 
las  cantidades  que  deben  pagarse  son  en  pesos  fuerte  ;      . 

Tercero.  Que  vencido  el  plazo  de  las  letras,  y  no  habiendo 
sido  pagadas  por  el  deudor,  ni  sus  fiadores,  las  protestó  en  de- 
bida forma  el  .deseontador  6  tenedor  de  ellas,  y  las  presentó  el 
mismo  dia  á  la  Aduana  que  las  descontó,  para  ser  cubierto  de 
su  importe  y  gastos  de  protesta,  con  arreglo  á  lo  proscripto 
en  el  articulo  ciento  setenta  y  cuatro  de  las  Ordenanzas  de 
Aduana ; 

Cuarto.  Que  no  habiendo  la  Administración  de  Rentas  Na- 
cionales cubierto  á  la  vista  el  importe  de  dichas  letras  y  gas- 
tos de  protesta,  como  lo  manda  el  artículo  ciento  setenta  y  seis 
de  las  mismas  Ordenanzas,  el  tenedor  de  ellas  las  protestó 
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también  contra  la  Adnana,  salvando  así  sns  derechos  contra  el 
Fisco ; 

Quinto.  Que  aunque  la  Administración  de  Bentas  del  Rosa- 
rio, se  obligó  por  aviso  público  al  comercio,  é  invocando  or- 
den superior,  á  recibir  en  pago  de  derechos  de  aduana  la  mo- 
neda de  cuatros  bolivianos  al  tipo  de  treinta  y  seis  centavos 
fuertes  por  cada  cuatro  —  sin  embargo,  no  resulta  probado  en 
autos,  que  el  Gerente  del  Banco  de  Londres  y  Bio  de  la  Plata 
hubiese  contraído  igual  compromiso,  ni  con  la  Aduana,  ni  con 
persona  alguna,  pues  del  informe  del  Administrador  de  Bentas 
á  que  sereflere  el  Juez  de  Sección,  no  resulta  que  hubiese  media- 
do convenio  alguno  al  respecto ;  ademas  de  que  nadie  podia  ser 
obligado  á  recibir  cuatros  bolivianos  en  pago  de  sus  créditos, 
desde  que  ellos  hablan  sido  desmonetizados  y  proscriptos  de  la 
eirculacion  legal  en  la  República,  por  decreto  del  Poder  Ejecu- 
tivo Nacional,  fecha  seis  de  Julio  último. 

Por  estos  motivos  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja 
ctíarenta  y  dos,  y  se  declara  ilegal  la  consignación  que  por 
depósito  judicial  ha  hecho  Don  José  García  González,  á  cuyo 
cargo  serán  las  costas  conforme  á  la  ley.  Satisfechas  que 
sean  estas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvase  en  consecuen- 
cia los  autos,  para  que  se  lleve  adelante  la  ejecución. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.  Bi   GOROSTIACA. 
—  J.   DOMÍNGUEZ.  ~-^.  M.LASPIUR. 
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CAUSA    cié 


D.  Nicaeio  Oroño  contra  Aldao  y  Cullen,  sobre  arbitramientos 


Sumario.  —  Estando  ejeentoriada  nna  resolncion  en  que  sd 
declara  que  el  asnnto  debe  ser  decidido  por  jueces  arbitra- 
dores,  7  cadvcada  la  jurisdicción  de  los  nombrados,  deben  ser 
nombrados  nuevos  jueces. 


Caso.  —Pronunciado  el  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  fecha 
de  Junio  de  1876  (1)  y  devueltos  los  autos,  el  Juez  con- 
vocó á  las  partes  á  juicio  verbal  para  que  procedieran  al  nom** 
bramiento  dfi  los  arbitros,  según  el  fallo  de  la  Suprema 
Corte, 

La  discusión  del  incidente  está  esplicado  en  el 

.  Rosano,  Jalio  24  de  1876. 

Vistos  j  considerando:  V  Que  el  incidente  suscitado  versa 
tan  solo  sobre  la  interpretación  que  debe  darse  á  la  cláusula 


i 
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bajo  nueva  escritura  de  compromiso  que  la  Suprema  Corte 
i^regó  al  confirmar  por  sus  fundamentos  el  auto  apelado  de 
f .  53 ;  ^  Que  apenas  puede  concebirse  que  el  represen- 
tante de  Oroño  pretenda  que  esa  cláusula  de  un  sentido  tan 
claro  como  recto,  y  refer6nt9  tan  solo,  como  lo  espresa,  &  la 
nueva  escritura  de  compromiso  que  indefectiblemente  deben 
hacer  las  partes  para  cumplir  la  transacción  que  celebraron  á 
f s.  40  y  41 ,  importa  la  destrucción  total  j  oficiosa  de  esta  tran- 
sacción que  está  en  todo  su  vigor,  mientras  de  común  consen- 
timiento no  se  destruya;  aniquilamiento  total  que  no  ha 
estado  ni  podido  estar  en  la  mente  de  este  Juzgado  al  resolver 
que  las  partes  comparezcan  á  nombrar  los  arbitros  peritos  qne 
hablan  de  llevar  á  cabo  esa  misma  transacción,  según  ella  tam- 
bién lo  establece,  ni  pudo  tampoco  tal  cosa  caber  en  la  mente 
de  la  Suprema  Corte,  desde  que  4K>nfirmaba  por  sus  fundamen-- 
tos  este  auto ;  añadiendo  tan  solo,  lo  que  precisamente  era 
indispensable  para  que  se  cumpliese  ese  pacto  que  se  pretende 
ha  querido  destruir,  atribuyéndole  así  una  singular  é  ines- 
plicable  contradicción  en  el  mismo  auto  confirmatorio;  3"^  Que 
tan  natural  y  justa  es  la  cláusula  añadida  para  que  se  llevase 
i  termino  la  transacción,  como  que  ^e  habia  vencido  excesiva- 
mente el  tiempo  en  que  los  arbitros  liquidadores  debian  ha* 
berse  espedido;  habiendo  también  antes  de  hacerlo  muerto 
uno  de  ellos  y  renunciado  el  otro ;  lo  que  hacia  indispensable 
una  nueva  escritura  de  compromiso  para  salvar  esos  acciden- 
tes y  llevar  á  cabo  la  transacción  que  era  un  hecho  inmutable, 
mientras  no  lo  alterase  un  común  consentimiento;  4°  Que 
sostener  lo  contrario,  es  confundir,  por  otra  parte,  el  acto 
jurídico  bilateral  con  la  escritura  en  que.  conste ;  el  instru- 
mento con  el  derecho ;  el  continente  con  el  contenido;  &* 
Que  la  transacción  debe  permanecer  incólume  y  firme  en  to« 
das  y  cada  una  de  sus  partes,  pues  que  una  sola  de  sus  cláu- 
sulas que  se  anulase,  traería -coü^gOiSégfuh'détéclib,' la  nalSv 
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lidad  de  toda  ella ;  lo  que  no  se  ha  resuelto  ni  por  esta  Tribu- 
nal, ni  por.  la  Suprema  Corte,  que  lejos  de  esto»  ordena  lo* 
necesario  para  su  perfecta  observancia. 

Por  estos  fundamentos  se  declara :  Que  en  la  nueva  es- 
critura de  compromiso  que  se  otorgue,  debe  subsistir  en  to- 
das sus  partes  la  transacción  celebrada  corriente  á  f .  40  y  41 ; 
con  las  costas  del  incidente  á  la«  paite J^ue  lo  ha  promovido. 
Repónganse  los  sellos,  e.  r.  pretenda,  vale. 

Fenelon  Zuviria. 


Wmllm  úe  1»  Saprent»  Corte 


Buenos  Aires,  Noviembre  30  de  1876. 

Vistos  y  considerando :  Primero.  —  Que  habiendo  Don  Ni- 
colás Oroño  reconocido  á  foja  treinta  y  ocho,  á  Don  Camilo 
Aldao  en  representación  de  los  señores  c  Aldao  y  GuUen,  » 
como  parte  demandada  en  esta  causa,  el  artículo  que  sobre 
este  punto  se  promovió,  quedó  definitivamente  terminado ; 

Segundo.  —  Que  están  ejecutoriadas  las  resoluciones  que 
prescriben,  que  las  cuestiones  sociales  que  entre  ellas  se  han 
suscitado  deben  decidirse  por  jueces  arbitradores,  conforme  á 
la  ley ; 

Tercero. — Que  el  compromiso  de  fojí^.  cincuenta  y  siete, 
quedó  sin  efecto  por  el  foascurso  del  término  señalado,  y  por 
voluntad  de  las  partes,  según  consta  de  los  escritos  de  fojas 
cincuenta  y  cincuenta  y  dos; 

Por  estos  motivos,  se.  revoca  el  auto  apelado  de  foja  no-  , 
venta  y  seis,  y  se  declara  que  la  nueva  escritura  de  compro- 
miso que  se  ha  mai^dado  otorgar,  debe  ser  bajp  las  bases  qiie  ., 
las  partes  convengan  nuevamente,  6  que  se  fijen  con  arreglo  á ., 


904  FALLOS  DE  LA  SVMIElUl  CORTE 

derecho.    Satisfechas  en  consecuencia  las  costas  de  esta  ins- 
tancia, y  repuestos  los  sellos  devuélvanse  los  autos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.  B.  GOROSTU- 
GA.— J.  DOMÍNGUEZ. 


CAUSA    CI.I 


D.  Estraton  Juárez  contra  D.  Jtian  Vicentiniy  sobre  cobro 

ejecutivo  de  pesos. 


Sumario. — La  escepcíon  de  compensación  en  juicio  ejecu- 
tivo no  es  admisible  si  no  consiste  en  cantidad  líquida  y  exi- 
gible.  

Caso. — D.  Estraton  Juárez  ejecutó  á  D.  Juan  Vicentini 
por  un  pagaré  reconocido  de  280  $  bolivianos. 

'  Vicentini,  alegando  que  Juárez  era  su  habilitado,  y  le  habia 
dado  ese  pagaré  por  arreglo  de  cuentas,  quedando  á  su  favor  los 
créditos  de  la  Sociedad,  de  los  que  algunos  resultaron  ser  ima- 
ginarios, dijo  que  el  crédito  de  Juárez  no  existia,  y  en  todo 
caso  debia  ser  compensado  con  los  créditos  ficticios  que  hablan 
servido  de  base  al  arreglo. 
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No  habiendo  conseguido  con  esta  esposicion  parar  la  ejecu- 
ción, manifestó  que  renunciaba  los  términos  y  pedia  el  término 
del  encargado  para  probar  sus  escepoiones,  á  lo  que  el  Juez 
deñrió. 


Fall«  úel  Jaes  Secelonul 


Tacaman,  Julio  1*  de  1876. 

Vistos  estos  autos,  de  una  parte  D.  Estraton  Juárez,  y  de 
la  otra  D.  Juan  Yicentini,  cobrando  el  primero  ejecutivamente 
al  segundo  cantidad  de  pesos  en  virtud  del  documento  debida- 
mente reconocido  def.  2  y  considerando:  1^  Que  la  escepcion 
formalizada  por  el  ejecutante,  de  haber  el  ejecutado  opuesto 
sus  escepcionos,  fuera  del  término  designado  por  el  artículo 
268  de  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos,  no  debe  ser  atendi- 
da, por  cuanto  dicha  disposición  ^1  prescribir,  que  aquellas  se 
opongan  dentro  de  los  primeros  tres  dias  siguientes  á  }a  cita- 
ción de  remate  es  con  el  deliberado  fin  de  quo  el  actor  ejecu- 
tante conozca  á  su  vez  con  la  conveniente  oportunidad,  cuáles 
son  esas  escepciones  por  las  que  en  el  limitado  término  del 
encargado  se  trata  de  parar  los  efectos  de  la  ejecución,  y  pueda 
hacer  sus  defensas,  con  cuyo  objeto  la  misma  Ley  Nacional 
hace  común  el  término  probatorio  entre  ambos  interesados; 

2^  Que  ^un  cuando  D.  Juan  Yicentini,  ha  cometido  una 
irregularidad  al  haberse  anticipado  en  oponer  sus  escepciones, 
no  ha  transgredido  con  este  procedimiento  el  espíritu  de 
aquella  legal  disposición,  puesto  que  mas  bien  ha  constituido 
una  ventaja  para  el  ejecutante,  haciéndole  saber  con  mas  anti- 
cipación, cuales  eran  esas  escepciones  para  que  pudiera  mejor 
preparar  .su  defensa. 

3^  Que  no  obstante  todo  lo  anteriormente  espuesto,  bajo 

T.  IX.  21 
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ningua  sentido,  han  podido  aprovechar  al  espresado  D.  Juan 
Vicentini  sus  escepeiones  opuestas,  para  evitar  el  pago*  ejecn- 
tivo  del  crédito  que  se  persigue  en  el  presente  juicio,  puesto 
que  las  pruebas  presentadas  en  estos  autos  en  apoyo  de  aque- 
llas, solo  podrían  ser  consideradas  por  cuerda  separada  y  en 
otro  competente  juicio;  no  siendo  posible  ni  legal  establecer, 
como  se  pretende  de  su  parte,  ninguna  compensación,  entre  una 
deuda  liquida  y  reconocida  como  es  la  que  arroja  el  menciona- 
do documento  de  f.  2,  con  otra  ilíquida  é  indeterminada  según 
aparece  de  lo  alegado  durante  el  término  preciso  de  la  Ley  90, 
título  14,  partida  5*,  y  que  por  consiguiente  esas  escepeiones 
no  son  de  aquellas  que  por  su  naturaleza,  son  las  únicas  admi- 
sibles en  los  juicios  como  el  presente,  según  lo  tienen  estable- 
cido eí  artículo  270  de  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos. 

Por  tales  fundamentos  y  consideraciones :  fallo,  que  debo 
ordenar  por  sentencia  definitiva,  y  como  de  f acto  ordeno :  Que 
se  haga  con  las  debidas  formalidades,  trance  y  remándelos 
bienes  raices  embargados  al  ejecutado,  y  que  constan  de  las 
diligencias  judiciales  de  f.  27,  con  costas,  pero  de  las  que 
tuvieran  relación  únicamente  con  el  juicio  ejecutivo,  y  no  con 
las  causadas  por  el  artículo  promovido  por  D.  Estraton  Juárez, 
sobre  estemporaneidad  en  las  escepeiones  opuestas  por  el  eje- 
cutado, y  de  que  ya  en  algunos  de  los  considerandos  ariterioíes 
se  ha  hecho  mención.    Hágase  saber  y  repóngase  el  sello. 

Agusíin  Justo  de  la  Vega  i 


Fallo  de  1»  Saprent»  Corte 


Buenos  Aires,  Diciembre  9  de  1876. 
Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
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apelado  de  foja  sesenta  y  siete  vuelta;   satisfechas  las  de  la. 
instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los  autos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS. — J.  B.  GOROSTUCA. 
— J.    DOMÍNGUEZ.— S.  M.    LASPiUR. 


n  ,  •       '. , 


CAUSA     CI.II. 


D.  José  LauarellOt  contra  B.  TwnáM  Patrañera 
y  D.  Ángel  Basso,  por  daños  y  perjuicios ;  sobre  exoneración 

de  la  demanda. 


Sumario. --^0  pagándose  por  una  de  las  partes  las, costas 
que  le  corresponden  antes  de  dictarse  la  sentencia  .definitiva, 
lo  que  corresponde  es  pedir  el  mandamiento  de  paga,  y  no 
la  exoneración  de  la  demanda. 


.  £fla(^.^^T^£n  la  demanda  seguida  por  D.  José  Lavarello,  contra 
D.  Tomás  Bietranera  y  D.  Ángel  Basso  por  daños  y  perjuicios 
procedentes  de  falta  de  cumplimiento  de  un  contrato  de  so- 
ciedad, el  Juez  de  Seccioa4kai6  «otos  para  definitiva,  tasadas 
y  satisfechas  las  costas. 
La  parte  de  Lavarello  no  pagó  las  costas  que  le  corres- 
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pondian,  y  la  contraría  pidió  se  le  intimara  el  pago  bajo 
apercibimiento. 

El  Juez  accedió. 

Lavarello  no  hizo  el  pago,  y  la  contraparte  pidió  se  le  ex- 
onerara de  la  demanda,  haciéndose  efectivo  el  apercibimiento. 


F»ll«  4el  Suem  Seeel^nal. 


Buenos  Aires,  Jalio  27  de  1876. 

Pida  lo  que  corresponda  y  se  proveerá. 

Albarracin. 

Apelado  este  auto,  Lavarello  hizo  el  pago. 


E»ll«  de  1»  Sniprent»  C^rte. 


Buenos  Aires^  Diciembre  2  de  1876. 

Vistos:  resultando  que  lo  pedido  á  foja  doscientos  treinta 
y  cinco  no  era  lo  que  correspondia  al  estado  de  la  causa, 
sino  el  mandamiento  para  el  pago;  y  que  este  ha  sido  hecho 
ya  según  lo  manifiesta  la  parte  de  Lavarello  y  no  lo  niega 
la  de  Fietranera;  devuélvanse  para  que.  se  lleve  adelante  el 
procedimiento,  satisfechas  que  sean  las  costas  y  repuestos  los 
sellos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GOROSTIAGA. 
—  J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.  LASPIUR.  . 
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CAUSA     ClrlII. 


D.    Prudencio   Rodríguez^    contra  los  Sres.  Dtaz,  Ramirez 

y  C*,  sobre  indemnización  de  daños  y  perjuicios 

procedentes  de  calumnia. 


Sumario.  —  La  acción  civil  por  daños  y  perjuicios  proce- 
dentes de  acusación  calumniosa  es  independiente  de  la  cri- 
minal, j  el  que  se  dice  calumniado  puede  deducirla  ante  su 
propio  Juez. 


Coso.— D.  Prudencio  Rodríguez  espuso  que  los  Sres.  Diaz 
Bamirez  y  C*  lo  hablan  acusado  por  hurto,  habiéndole  causado 
su  prisión  y  un  juicio  criminal,  del  que  fué  absuelto  eu  1' 
y  2*  instancia  perjuicios  de  consideración;  que  resultando  de 
estos  juicios  lo  calumnioso  de  la  acusación,  los  demandaba 
por  acción  civil  de  daños  y  perjuicios  ante  el  Juzgado  Federal 
por  ser  español  el  actot  y  argentinos  los  demAudados.         i 

Füll*  del  Xties  Seeelonal 

Buenos  Aires,  Setiembre  38  de  1875. 

Resultando  que  la  acción  deducida  es  por  el  delito  de  ca^ 
lumnia,  que  no  aparece  probada  por  setitencia;  y  estando  la 
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jurisdicción  criminal  confiada  á  otros  juzgados,  ocurra  esta 
parte  donde  corresponda. 

Albarracin. 

Bodriguez,  con  las  copias  de  las  sentencias  del  juicio  cri- 
minal, pidió  reyocs|f)ari$« 


AUTO  DEL  JUEZ  SECCIONAL 


i\ 


Buenos  Aires,  Enero  20  de  1876. 

Besultando  que  de  las  copias  de  sentencias  acompañadas  cons- 
ta solo  que  el  demandante  fué  absuelto;  pero  de  ninguna  que 
los  demandados  fueron  condenados  por  el  delito  de  calumnia, 
de  que  se  hace  nacer  la  acción  que  se  deduce;  se  confirma  el  auto 

de  28  de  Setienibre  del  año  anterior,  repónganse  los  sellos. 

1,1.'  .  ,  • 

Albarracin. . 


VISTA  DEL  PROCURADOR  JENERAL 


Suprema  Corte : 


Buenos  Aires,  Junio  12  de  1876. 


Una  aoeioEL  civil»  como  1^  presente,  pcn:  daños  y  perjiúcioa^ 
procedentes  de  acusación  calumniosa,  no  ha  podido  rechazarse 
in  limtne,  por  estar  «1^  jarisdicfjion  eriipí nal.  confiada  á  otros 
jueces»,  como  dicen  los  autos  reclamados. 

Siendo  esta  aceion  iodepeadiente  de  la  criminal  y  resultado 
de  ella,  el  que  se,  dice  calumniado  h^  tenido  el  derecho  de 
opui:frÁr  á  su  Juez^  propio  por  la  indemnización^ 
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^11 


Sea  cual  fnere,  pues,  la  justicia  de  la  acción,  los  autos  que 
le  niegan  entrada  son  injustos,  y  deben  ser  revocados,  devol- 
viéndose el  espediente  para  la  resolución  que  sobre  ello  cor- 
responda. 

C.  Tejedor. 


»•         n.' 


Fallo  úe  I»  Saprent»  Corte 

Buenos  Aires,  Diciembre  2  de  1876. 

Vistos :  de  conformidad  con  lo  espuesto  j  pedido  por  el 

Señor  Procurador  General  en  su  precedente  vista,  se  revocan 

los  autos  apelados  de  fojas  seis  y  veinte  y  tres;  satisfechas 

las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los  autos. 

.1 

;OSÉ  BARKOSi  FAZOS.  —  J.  B.  «0- 
ROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.— 
&  M.  tASPIUB.  t 


/ 1« 


.  •  » 


'  s.t 
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CAUSA   CIaIW. 


Badaraeo  é  hijos  contra  WiUam  y  Ciehero,  por  cobro 

de  pesos. 


Sumario.—  i^  Para  que  queden  estínguidos  los  prnilegios 
especificado  en  el  Código^de  Comercio,  artículos  1,021  á  1,203 
es  necesátio  que  el  buque  Tendido  baya  navegado  bajo  el  nom- 
bre 7  por  cuenta  del  nuevo  propietario,  durante  sesenta  días 
contados  desde  la  salida  del  puerto. 

2^  El  movimiento  de  un  buque  hasta  la  Canal  del  Esterior 
y  el  Tigre  no  es  salida  delpuerto  de  Buenos  Aires. 


Caso^ — D.  José  Badaraeo  é  hijos  sucesores  de  José  Badaraeo, 
se  presentaron  ante  el  Juez  de  Sección  esponiendo :  que  en  una 
cuestión  que  habían  seguido  contra  Badaraeo  y  Delacasa,  por 
cobro  de  pesos  provenientes  de  suministros  hechos  parala  cons- 
trucción de  dos  buques,  Fiume  di  Recco  y  el  otro  sin  nombre 
los  demandados  fueron  condenados  ha  abonar  la  cantidad  de 
137,507  ¿  m/c.  con  el  privilegio  acordado  en  el  artículo  1021 
del  Código  de  Comercio.  Que  créditos  de  esta  naturaleza  sub* 
sisten  contra  el  buque  aun  cuando  se  haya  vendido,  art.  1,020 
pasando  la  responsabilidad  al  comprador,  aun  después   de 
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sesenta  dias  siempre  que  el  acreedor  haya  hecho  la  correspon- 
diente protesta  (art.  1024.)  Que  habiendo  Wiiliam  .7  Cichero 
comprado  el  buque  pequeño  que  les  habia  sido  vendido  con  el 
nombre  de  Eneas,  entablaban  contra  ellos  formal  demanda  por 
la  cantidad  de  50,386  ^  m/c.  pues  que  hablan  protestado  en 
tiempo  según  consta  en  el  correspondiente  instrumento.otorgado 
en  la  Escribanía  de  Marina  y  notificado  á  los  compradores. 

La  protesta  aparece  hecha  el  26  de  Enero  de  1872,  espre- 
sándose en  ella  que  el  casca  sin  nombre  habia  sido  vendido  á 
Wiiliam  y  Cichero  el  12  de  Diciembre  de  1871. 

El  escribano  de  Marina  espresa  haber  notificado  á  Wiiliam 
y  Cichero  el  29  de  Enero ;  pero  la  firma  de  estos  no  aparece  en 
la  diligencia  ni  la  de  testigos  en  su  defecto. 

Corrido  traslado,  Wiiliam  y  Cichero  contestaron:  que  no  co* 
nocian  ni  se  presentaba  la  sentencia  invocada  en  la  demandaí 
por  lo  que  se  reservaban  apreciarla  en  la  oportunidad ;  que  no 
habiendo  sido  parte  en  el  juicio  anterior,  no  podia  invocarse 
contra  ellos  la  sentencia  recaída  en  él;  que  muchas  de  las  parti- 
das de  la  cuenta  acompañada,  no  están  comprendidas  en  las 
privilejiadas  por  la  legislación  Comercial.    Que  suponiendo 
exacta  la   cuenta,  estaba  proscripta  porque  el  buque  habia 
navegando  mas  de  cuatro  meses  bajo  el  nombre  del  esponente  y 
por  cuenta  de  Serra  y  C*,  á  quien  se  lo  hablan  vendido  eon-f 
dioionalmente  (art.  1024  del  Código  de  Comercio).  Que  la  pro* 
testa  que  se  dice  formulada  el  26  de  Enero,  no  puede  perjudi- 
carl6s.por  no  haberles  sido  notificada  personalmente  ni  por  edic- 
tos (art.  1010),  ni  aun  como  lo  prescribe  el  titulóla  de  la  ley 
de  Procedimientos  Nacionales,  para  las  notificaciones  prdina- 
rias.Que  suponiendo  válida  la  protesta,  ella  no  tendría  mas  efeo- 
to  que  suspender  la  prescripción  establecida  por  el  articulo  1024, 
la  que  empezaría  á  correr  nuevamente,  desde  la  intimación,  y 
que  habría  vencido  nuevamente  no  habiendo  sido  interrumpida 
por  segunda  Tez. 

T.  IX.  22 


/ 
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CAUSA  ci,iy 


Badaraeo  é  hijos  contra  ^ 

de 


Sumario.—  1»  Par  '^^  *"®  '*' 

«specificadoen  €l  P 

esHeo^íSáíio  quee^  '  liJíuraco  y  Lacas»,  arma- 

bre  y  por  cuen'  -     *  '*''^  *"•  ^  oonstrnccion  de  ios 

contados  deif'  -?.  ^•-■'  *    **^*^  '^  ^^^^^  *  ^  ^*'^  ^^^  nombre 

a*»  El  m 

y  el  Tigt'   ^  *       o-*---"^  -^^  ^tvtt^v^cuJas  se  mandó  pagar  á  di- 

'  *  ^     .  ^c    ^  v^^f^  t^auneiada,  la  cantidad  de 

--    *^^^     stv*?  ^-^  {vt;i^>ii5iís  pesos  m/c.  de  los  cuales 

C        -^    "".  ^  •H'^  *'^^^  ^ucAutidad  de  cincuenta  mü  tres- 

^  •  "^^  ..  •*     ^*^  >'^*^  »vu^a  corriente,  segnn  consta 

-* '^    ^  ^      »  o»^'  .vü;wtt«  ri  detalle  de  las  suministra- 

nv%%%ti>:^rol^  1871  los  señores   Badaraeo  y 

,  .^v.v>*   ^vxxW  >u>tu^  0bíco  á  William  y  Cicbero, 

"^^  ,  ^  .^  va  ^  yucuvivtt  #u  estado  de  navegar. 

\^   .  ^  *  \Mx  cv  JE^  lífíi  Badaraeo  4  hijo  protesta* 

^r  .-^-  .•.\vx*%w;^  A  WiHiam  y  Ciohero  i  consecuencia 

.,    .,.»^^^K  iv  ív^^   antiwpos.   según  el  instramento 


i 
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<^m  testigos,  no  sdsorito  por  los  protestados 

^nes  hayan  sido  personales. 

■'^iembre  de  187f,  matricalado  él  buque 

^?ar  (cert.  de  f.  88)  hasta  d  19  dé 

fué  embargado  como  se  lee  en  el 

1872  fné  vendido  el  buque 

se  vé  á  f .  3  del  espediente, 

da  vez, 

ores  Badaraco  é  hijos 

sieron  que  elbcí^tie 

^a  mil  trescientos 

^ochoapara  sti  oons- 

.  V  iiegio  sobre  el  buque :  que 

j  uacasa  en  12  de  Diciembre  de  1871| 

^^  testaron  en  26  de  Enero  de  1872,  es  decir 

.  üO  dias  que  señala  el  artículo  1021  del  Código  de 

.  010  desde  que  hubiera  principiado  á  navegar  el  buque ; 

4ue  habiendo  cumplido,  con  las  condiciones  de  la  ley,  solicita 

que  William  y  Cichero  les  pague  la  cantidad  expresada,  con 

costas. 

8^  Que  los  demandados  contestan  que  la  aecion .  que  se  de- 
duce está  proscripta,  porque  el  buque  ha  navegado  maa  de  dos 
meses  después  de  la  protesta ;  que  el  efecto  que  esta  produce 
es  interrumpir  la  prescripción  que  continúa  después  de  la  fe- 
cha del  instrumento,  estinguiendo  los  privilegios  del  artículo 
i  024  las  circunstancias  de  navegar  después  de  ella  mas  de  se* 
senta  dias ;  que  aunque  así  no  fuera,  es  ilegal  no  habiéndoseles 
intimado  personalmente  como  lo  prescribe  el  artículo  1010  del 
Código  de  Comercio  concluyendo  por  pedir  su  absolución  con 
costas. 

9**  Que  la  causa  se  recibió  á  prueba  á  f .  21  vuetta  para 
acreditar  la  escepcien  de  prescripción,  rindiéndose  por  el  ás^ 


316  FALL06  DB  LA  SÜPIUSMA  CORTE 

mandante :  1^  La  testimonial  que  corre  de  f.  &5  vnelta  á  f .  59; 
2^  Las  posiciones  de  f.  47  y  3^  la  instrumental  de  f.  41 
Yuelta,  61  vnelta,  86,  87,  88,  93  y  101;— y  por  los  demandados, 
I""  la  testimonial  de  f.  .31  á  fs.  36,  38  y  44;  a""  los  certificados 
de  fs.  51  y  52. 

Considerando:  1^  Que  con  los* certificados  de  f.  88  y  52 
se  comprueba  que  el  buque  cEneast  ba  principiado  á  navegar 
el  12  de  Diciembre  de  1871,  continuando  basta  el  19  de  Mayo  de 
1873,  época  en  fué  embargado  á  nombre  y  por  cuenta  de  Wi- 
lliam  y  Cicbero ; 

2^  Que  ya  sea  que  se  considere  que  la  protesta  de  que  habla 
el  artículo  1024,  debe  ser  judicial  ó  se  admita  la  protesta  ante 
el  Escribano  de  Marina,  como  lo  pretende  el  actor,  es  fuera  de 
duda  que  el  término  acordado  á  beneficio  del  acreedor  del  bu- 
que, para  conservar  su  crédito  contra  el  nuevo  dueño  del  bu- 
que no  puede  considerarse  sino  como  el  término  de  una  pres- 
cripción especial  de  corto  tiempo,  que  debe  ser  interrumpida 
por  dicba  protesta. 

3^  Que  por  las  razones  mismas  que  autorizaron  esa  limita- 
ción temporal  á  los  derechos  del  comprador  de  un  buque,  que 
es  hacer  que  su  dominio  perfecto  no  quedase  indefinidamente 
en  suspenso,  como  por  el  principio,  sancionado  por  los  Códigos 
Civil  y  de  Comercio,  de  que  la  interrupción  &  la  prescripción  por 
la  demanda  cesa,  desde  que  se  deja  de  obrar  en  persecución 
de  esa  demanda,  se  deduce  que  la  protesta  para  conservar  los 
derechos  de  Badaraco  ha  debido  ejercitarse  como  acción  en 
los  mismos  60  dias  que  acuerda  el  artículo  1024  para  la  pres- 
cripción del  privilegio,  y  en  el  caso  ocurrente,  se  han  vencido 
con  exceso  los  60  dias,  después  de  la  protesta,  sin  ejercitar  la 
acción. 

4^  Que  aun  aceptando  que  la  protesta  de  f.  14hecha  solamente 
ante  el  Escribano  de  Marina,  sea  bastante  para  los  efectos  del 
artículo  1,024,  dicho  instrumento  como  escritura  pública  debió 
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Tevestir  las  solemnidades  prescríptas  por  el  artíonlo  8  del  tí- 
tulo de  las  escritoras  públicas  del  Código  Civil,  bajo  pena  de 
nulidad,  y  en  dicha  protesta  se  ha  omitido  la  atestación  de  tes- 
tigos proscripta  para  dicho  artículo. 

59  Que  suponiendo  yálido  el  intrumento  no  se  ha  hecho  su 
notificación  en  la  forma  prescripta  en  el  art.  1010,  inciso  3°, 
Código  de  Comercio,  ni  se  ha  practicado  en  la  forma  ordenada 
en  el  artículo  62  de  la  ley  de  enjuiciamiento,  sin  que  sea  acep- 
table que  esta  forma  no  es  obligatoria  para  el  Escribano  de 
Marina ;  desde  que  es  una  escribania  nacional  y  sus  procedi- 
mientos deben  ser  ajustados  á  la  mencionada  ley,  lo  que  hace 
que  dicha  notificación  no  ^ueda  producir  los  efectos  de  artículo 
1024. 

Por  estas  consideraciones  fallo  absolviendo  á  WiHiatn  y  Ci« 
ohero  de  la  demanda  interpuesta  por  Badaraco  é  hijos  sin  cos- 
ta. Repónganse  los  sellos  y  notifíquese  con  el  original. 

Isidoro  Albarracin. 

La  parte  de  Badaraco  é  hijos  apeló. 

< 

■.y 
Fallo  ém  I*  0«ipreiiui  Céwim. 


Buenos  Aires,  Diciembre  3  de  1876. 

Vistos*  considerando  que  el  conforme  de  la  Capitanía  del 
Puerto,  fecha  Octubre  diez  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres 
corriente  á  foja  ochenta  y  ocho,  en  que  se  dice  qué  el  Pailabot 
«  Eneas  »  fué  matriculado  en  doce  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y  uno,  y  desde  esa  fecha  navega  por  cuenta  de 
William  y  Cichero,  aparece  en  contradicción  ei^  su  última 
parte  con  el  de  foja  cincuenta  y  dos,  espedido  por  el  mismo 
departamento  en  diez  y  seis  de  Mayo  del  mismo  año  setenta 
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y  tres,  y  según  el  cnal  dicho  buque  empezó  á  navegar  en  veinte 
de  Noviembre  de  mil  ochooiento  setenta  y  dos ;  que  aun  cuando 
esto  está  de  acuerdo  con  lo  que  pretenden  y  afirman  los  inte  - 
resados,  no  puede  merecer  entero  crédito,  por  ser  la  fecha  indi- 
cada anterior  á  la  de  la  patente  de  navegación  que  corre  á 
foja  veinte  y  tres,  y  no  poder  navegar  ningún  buque  sin  esa 
patente,  según  informa  la  misma  Capitanía  á  foja  noventa  y 
cuatro;  que  de  la  dilijencia  practicada  ante  esta  Corte  en 
veinte  y  cuatro  de  Octubre,  resulta  ademas  que  la  navegación 
de  que  han .  hecho  mérito  Williams  y  Cichero  consiste  en  la 
salida  del  buque  del  punto  en  que  fué  armado  hasta  el  Tigre 
y  la  canal  esterior,  sin  haber  salido  nunca  del  puerto;  que  por 
consiguiente,  aunque  que  se  considere  ineficaz  por  defectos  de 
forma,  la  protesta  hecha  por  Badaraco  en  Enero  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y  dos  (foja  catorce)  seria  inaplicable  el  artí- 
culo mil  veinte  y  cuatro  del  Código  de  Comercio,  por  cuya 
disposición  es  necesario  para  que  queden  estinguidos  los  privi- 
legios especificados  en  los  artículos  precedentes,  que  el  buque 
vendido  haya  navegado  bajo  el  nombre  y  por  cuenta  del  nuevo 
propietario,  durante  sesenta  dias  contados  desde  su  salida  del 
piLerto;  por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  y 
se  declara  que  el  Pailabot  c  Eneas  »  está  sujeto  á  la  resposa- 
bilidad  del  crédito  tedamadiO.  Satisfechas  que  sean  las  costas 
y  repuestos  los  sellos  devuélvanse  los  autos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GO- 
ROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ.— 
S.  M.  LASPIUR. 


A  solicitud  de  Badaraco  é  hijo  se  dictó  la  siguiente: 
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AGURAaOM 


Baenos  Aires,  Diciembre  5  de  1S76. 

Declárese  que  en  el  crédito  reclamado  deben  comprenderse  los 
intereses  á  estilo  del  Banco  de  la  Provincia  desde  la  notificación 
de  la  demanda. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS. — ^J.B.  60R0STIAGA.— 
I.  DOMIRGOEZ.— S.  M.  LASPOIR. 


CAUSA   CliY. 


El  Fuco  Nacional  contra  A.  Devoto  y  hermanos,  sobre  comiso. 


Sumario. — Los  efectos  que  se  trasborden  sin  intervención 
del  Resguardo,  si  constan  en  el  manifiesto  del  buque,  pagan 
derechos  como  introducidos  á  plaza. 


Ca^o,— Dictado  el  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  15  Febrero 
d^  4876,  el  ^9Q9  de  Sección  después  de  oidos  á  los  ^rest  Qfit 
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voto  hermanos,  y  recibidas  las  pruebas  respecto  á  la  presen- 
tación del  permiso  de  trasbordo'  é  intervención  del  Resguar- 
do, dictó  el  siguiente 


F»llo  di  el  #aes  9eeelo»«l. 


Buenos  Aires,  Setiembre  15  de  1876. 

Y  Vistos  estos  autos  seguidos  contra  los  Sres.  Devoto 
Hermanos  por  contrabando,  cometido  en  el  trasbordo  de  la 
barca  «Iris»  á  la  goleta  «  Angelita  t  efectuado  sin  la  corres- 
pondiente intervención  del  Resguardo  y  considerando:  1^ 
Que  el  parte  del  Oficial  de  Babia  D.  Orosimbo  Pérez  á  foja 
dos  y  notificado  á  foja  once  establece  que  el  permiso  de  tras- 
bordo, rejistro  ciento  noventa  y  seis,  fué  presentado  á  aque- 
lla oficina  el  veinte  y  cuatro  de  Mayo  del  año  próximo  pasado. 

2^  Que  este  hecho  se  .halla  corroborado  por  la  diligencia 
dé  foja  treinta,  como  resultado  de  la  inspección  del  libro  de 
recibos  de  la  oficina  de  Bahia. 

3"^  Que  contra  esta  prueba  fehaciente  los  Sres.  Devoto  Her- 
manos han  presentado  las  declaraciones  de  los  testigos  Beli- 
sario  Fonce  de  León,  foja  sesenta  y  nueve,  y  Santiago  Rosendo, 
foja  sete^ita,  para  establecer  que  dicho  permiso  fué  presenta- 
do el  veinte  y  dos  á  última  hora  y  las  de  Santos  Rosetti,  foja 
setenta  y  dos,  Antonio  Gasso,  setenta  y  tres  vuelta,  Bartolo 
Parody,  foja  setenta  y  cuatro  vuelta,  para  establecer  que  la 
goleta  efectuó  el  trasbordo  el  dia  veinte  y  tres  por  la  ma- 
ñana. 

4°  Que  aun  en  el  caso  de  que  esta  prueba  pudiese  destruir 
la  que  resulta  de  la  inspección  de  los  libros  de  la  oficina  de 
Bahia,  quedarla  siempre  en  pié  contra  los  Sres.  Devoto  Her- 
manos el  hecho  de  haber  efectuado  el  trasbordo  din  la  inter- 
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* 

vención  del  Kesgaardo;  estando  probado  por  los  informes 
citados  del  oficial  de  Babia  y  declaración,  á  foja  catorce  vuelta, 
del  empleado  D.  José  Benito  Astorga,  que  el  Resguardo  re- 
cien procedió  á  la  visita  de  la  goleta  c  Angelita  »  el  dia  veinte 
y  cuatro,  es  decir,  un  dia  depues  de  efectuado  el  trasbordo. 

Por  estos  fundamentos  y  de  acuerdo  á  los  artículos  noven- 
ta y  nueve,  novecientos  noventa,  y  novecientos  ochenta  y  siete 
de  las  ordenanzas  de  Aduana  se  condena  á  los  Sres.  Devoto 
Hermanos  al  pago  de  los  derechos  correspondientes  á  las  dos- 
cientas bolsas  de  harina  trasbordadas  sin  la  correspondiente 
intervención  del  Resguardo  y  cuyos  derechos  deberán  ser  li- 
quidados previamente  por  la  Aduana  y  las  costas  del  juicio. 
Repónganse  los  sellos  y  hágase  saber. 

Andrés  Ugarrtza. 

■ 

Apelada  esta  sentencia  por  parte  del  Procurador  Fiscal  por 
no  haberse  impuesto  la  pena  de  comiso  ó  del  pago  de  derechos 
dobles,  y  por  la  de  Devoto  por  no  habérseles  absuelto  de  toda 
pena,  se  dictó  el  siguiente 


F»llo  de  1»  ISuprem»  Corte. 


Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1876. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  y  de  conformidad  con  lo  pedido 
por  el  Señor  Procurador  General  en  su  precedente  vista,  se 
confirma  el  auto  apelado  de  foja  noventa  y  cuatro ;  satisfechas 
las  costas  y  repuestos  los  sellost  devuélvanse  los  autos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.  B.  GOROSTU- 
GA.— J.  DOMÍNGUEZ. 
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CAVSA     CI.TI. 


D.  Bautista  Reali,  contra  Matti  y  Piera,  por  cobro  de  pesos. 
Incidente  promovido  por  sobre  embargo  de  un  bu^ue. 


Sumario.  —  Se  supone  la  propiedad  de  un  buque  en  quien 
tiene  títulos  de  tal,  y  lo  posee  y  administra. 

Caso.  —  D.  Bautista  Beali,  inició  una  ejecución  contra  Matti 
y  Fiera,  por  la  suma  de  3S6  $  fts.  que  le  adeudaban  por  suel- 
dos como  comisario  del  vapor  c  General  Nazar  >. 

Habiendo  los  ejecutados,  al  notificárseles  el  mandamiento 
de  ejecución,  manifestado  que  no  tenian  bienes  que  dar  á  em- 
bargo, el  ejecutante  denunció  como  propiedad  de  aquellos,  el 
vapor  €  General  Nazar  »,  en  el  que  pidió  se  trabase  el  embargo 
ordenado. 

Proveído  de  conformidad  y  librado  el  oficio  correspondiente 
á  la  Capitanía  del  Puerto,  el  Procurador  Doy  henar  d,  con  poder 
de  los  Sres.  Moore,  y  Tudor  y  Simmerman,  Fairs  y  G*,  se  pre- 
sentó al  Juzgado  esponiendo:  que  el  referido  vapor  era  de 
propiedad  esclusiva  de  sus  poderdantes,  según  constaba  de 
unos  autos  sobre  tercería  de  dominio,  deducida  en  una  ejecu- 
ción de  Gorti  y  Riva.  Qtie  esos  títulos  autorizaban  al  Juzgado 
para  rechazar  de  plano  el  embargo  solicitado.  Que  ademas, 
Matti  y  Fiera  hablan  solicitado  moratorias  ante  el  Juez  de 
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Comercio  de  la  Provincia,  quien  habia  librado  al  Juez  de  Sec* 
cion  seis  6  siete  oficios  haciéndoselo  saber  á  los  fines  cojrres- 
pendientes.  Que  Matti  y  Piera  con  el  objeto  de  balagar  á  sus 
acreedores,  habían  hecho  figurar  al  referido  vapor  en  su  activo 
sin  hacer  aparecer  en  el  pasivo,  deudas  simuladas  6  no,  como 
la  de  Beali. 

Pidió  se  admitiera  la  formal  protesta  que  formulaba  contra 
el  embargo  del  referido  vapor,  cuyo  embargo  debia  levantarse 
previa  la  constatación  del  Tribunal  de  Comercio,  sobre  la  exac- 
titud de  los  hechos  en  que  funda  su  oposición.  Que  ademas 
el  vapor  no  estaba  en  posesión  de  Matti  y  Piera  sino  de  los 
mandi^ntes  del  esponente,  no  siendo  aquellos  sino  arrendata- 
rios. 


F»llo  del  #aes  de  8eeeloii« 


Boeaot  Aireí,  Jalio  37  de  1876. 

No  refiriéndose  la  ley  al  autoriEar  el  embargo  de  los  bienes 

denunciados  por  el  ejecutante  á  la  posesión  de  derecho  y  si 

simplemente  á  la  tenencia  de  la  cosa  que  es  de  presumirse, 

desde  que  el  vapor  c  General  Nazar  »  ha  sido  denunciado  como 

de  propiedad  de  los  Sres.  Matti  y  Fiera,  cuyo  hecho  se  halla 

ademas  confirmado  por  haberles  ofrecido  como  de  su  propiedad 

en  su  activo,  según  uno  de  los  informes  que  se  solicitan  y  no 

pudiendo  dictarse  las  providencias  que  se  solicitan  sin  que 

antes  medie  demanda,  que  no  hay,  no  ha  lugar  á  lo  solicitado 

y  devuélvanse    Repóngase  el  sello. 

/.  AWarracin. 

Notificado  Doyhenard,  dedujo  revocatoria  ó  en  subsidio  ape- 
lación para  ante  la  Suprema  Corte.  Que  Matti  y  Piera  no  te- 
nisn  la  posesión  del  vapor,  sino  que,  como  arrendatarios  eran 
precarios  tenedores  de  la  cosa^  y  representantes  de  la  posesión 
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del  propietario.  Que  la  Ley  de  Juicio  Ejecutivo,  al  ordenar  el 
embargo  de  bienes  del  deudor,  trata  de  asegurar  1^  deuda  en 
bienes  del  ejecutado,  ó  que  presume  serlo  por  el  hecho  de  la 
posesión,  porque  la  posesión  y  no  la  mera  tenencia,  presupone 
la  propiedad.  Que  los  títulos  á  que  se  ha  hecho  referencia, 
lejos  de  establecer  una  presunción  de  posesión  ó  dominio  en 
Matti  y  Fiera,  establecen  una  verdadera  propiedad  en  sus 
poderdantes.  Que  para  defender  un  derecho  tan  claro,  no 
era  necesario  que  consignase  su  oposición  con  todas  las  formas 
de  una  demanda  de  tercería,  desde  que  se  trataba  de  hechos 
evidentes  que  hacian  innecesario  un  juicio.  Que  después  que 
Matti  y  Fiera  vendieron  el  buque  á  sjis  poderdantes,  se  lo 
arrendaron,  y  no  pudiendo  pagar  el  arrendamiento  se  vieron  en 
la  necesidad  de  entregarlo  en  fecha  i7  de  Abril  próximo  pasado, 
según  se  comprueba  con  las  copias  de  cartas  y  telegramas  que 
acompaña,  pidiendo  que  sean  reconocido  por  Matti  y  Fiera. 

La  carta  tiene  la  firma  Matti  y  Fiera  á  Moore  y  Tudor,  fecha 
27  de  Abril  de  i  876.  Dicen  que  con  esa  fecha  ponen  á  su  dis- 
posición el  vapor  c  General  Nazar  »,  desde  que  no  habían  podi- 
do abonar  el  arrendamiento,  según  contrato. 

En  un  telegrama  de  la  misma  fecha,  dicen  á  F.  S.  Bamayo 
del  Rosario,  que  avisen  al  Capitán  que  traiga  «1  vapor  y  que  los 
dueños  Moore  y  Tudor,  satisfarán  todo  lo  que  el  vapor  deba 
legalmente.  En  el  otro  telegrama  dan  una  orden  semejante  al 
capitán  Domingo  Girardo. 

Concedida  la  apelación  en  relación  se  dictó  el 

ir»Uo  de  Im  Saprem»  Corte* 

Buenos  Aires,  Diciembre  2  de  1876, 

Vistos  y  resultando  que  los  opositores  tienen  título  de  pro** 
piedad  del  vapor  c  General  Nazar » ;  que  lo  poseen  y  adminis* 
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tian  á  títalo  de  propietarios ;  j  que  por  consiguiente  no  puede 
ser  embargado  dicho  buque,  como  perteneciente  á  Matti  y 
Fiera,  sino  después  de  ser  aquellos  vencidos  en  juicio  é  invali- 
dados sus  títulos,  se  revoca  el  auto  apelado ;  satisfechas  las 
costas  y  repuesto  los  sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS. — J.   B.   GOROSTIAGA. — 
I.  DOMINGUBZ.  — S.  M.  LASPIUR. 


CAUSA    CI.YII 


D.  Salvador  Mussolino  contra  la  Municipalidad  de  la  ciudad 

de  Buenos  Aires^  por  cobro  de  pesos 


Sumario.  —1®  Un  presupuesto  de  obras  firmado  por  el  Pre- 
sidente de  la  Municipalidad,  el  secretario,  un  ingeniero  de  la 
misma  y  el  contratista,  constituye  un  contrato  por  escrito. 

2^  Realizado  un  contrato  de  obras  en  una  parte  y  rescin- 
dido en  la  otra  por  voluntad  dé  uno  de  los  contratantes,  se 
debe  el  valor  de  lo  concluido  y  el  valor  de  los  gastos  hechos  y 


326  FALLOS  BB  LA    Mü^REMA  CORTE 

utilidad  que  pado  reportar  la  obra  si  el  contrato  se  hubiese 
consumado  por  completo. 


Caso.  —  La  discusión  de  esta  causa  está  espUcada  en  el 


F»llo  del  #iiesi  de¡#eéeloii< 


Buenos  Aires,  Janío  38  de  1876. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Salvador  Mussolino  con- 
tra la  Municipalidad  de  esta  ciudad  por  cumplimiento  de  un 
contrato  de  locación  de  obras,  y  de  que  resulta:  1^  Que  en 
Noviembre  de  1874  la  Municipalidad  encargó  á  Mussolino  la 
construcción  y  colocación  de  cuatro  portadas  en  la  casa  mu- 
nicipal, y  que  construidas  estas,  fueron  colocados  dos,  y  las 
otras  dos  no  se  colocaron  por  baber  ordenado  la  suspensión  la 
misma  Municipalidad. 

^^  Que  estas  obras  se  hicieron  por  26,000  pesos  cada  por- 
tada, mediante  presupuesto  firmado  por  las  partes ;  que  como 
la  Municipalidad  retardaba  su  pago  y  por  otra  parte  corria 
agregado  al  espediente  para  su  cobro  ante  esa  corporación,  el 
contrato  original,  venia  en  demandar  su  pago  judicialmente, 
con  los  intereses  y  costas  y  que  se  recabase  el  documento  á 
que  se  refiere. 

3^  Que  corrido  traslado  de  la  demanda,  el  procurador  muni- 
cipal niega  haber  habido  contrato,  alega  ser  excesivo  el  precio 
y  que  no  existe  en  poder  de  la  Municipalidad  el  presupuesto 
firmado,  cuya  exhibioion  se  le  ordena. 

4P  Que  con  este  motivo  eldemandtote  exhibe  el  recibo  de 
entrada  de  f .  12  por  el  qtie  consta  que  Musisolino  tramita  una 
cuenta  por  portadas  contra  la  Municipalidad,  espedida  por  el 
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oficial  de  entradas,  y  afirma  hallarse  en  poder  de  la  comisión 
de  cuentas  nombrada  por  la  misma. 

5^  Que  insistiendo  el  procarador  municipal  en  negar  la 
existencia  del  contrato  aprobado,  el  juzgado  recibió  á  prueba 
la  causa:  1^  sobre  si  hubo  presupuesto  aceptado  por  la  Muni- 
pacilidad,  para  la  construcción  de  las  portadas;  y  cual  era  el 
monto  del  Y&lor  y  2^  sobre  si  ese  presupuesto  pasó  con  la 
cuenta  para  el  cobro  y  no  se  habia  devuelto. 

T  considerando :  1^  Que  confesado  por  la  Municipalidad  6 
su  representante,  que  habia  convenido  con  Mussolino  en  la 
construcción  de  obras  de  las  portadas  que  se  cobran,  pueden 
probarse  las  condiciones  del  contrato  por  todos  los  medios 
probatorios. 

2^  Que  aunque  el  Procurador  Municipal  ha  negado  que  hu- 
biese mediado  convenio  por  escrito  sobre  el  precio  de  las  por- 
tadas, afirman  lo  contrario  el  ex-presidente  de  la  Municipa- 
lidad Dr.  D.  Benjamin  Canard,  contestando  á  f.  63  que  él 
firmó  el  presupuesto  con  el  Secretario  Obarrio  y  el  Ingeniero 
Municipal  Ángel  de  la  Cuesta,  que  así  lo  ratifica  á  f .  37  y  el 
testigo  Boque  Martin  á  f .  49  que  asegura  haberlo  recibido  él 
mismo  de  manos  del  Presidente  ya  firmado  y  haberlo  entre- 
gado  á  Mussolino  en  esa  forma;  lo  que  hace  plena  prueba 
sobre  la  existencia  del  contrato  por  escrito,  y  por  consiguiente 
sin  ningún  valor  la  defensa  de  ser  exoesívo  el  precio  que  se 
cobra  por  los  trabajos. 

3^  Que  el  monto  de  ese  presupuesto  está  probado  ser  igual 
al  que  se  demanda,  como  lo  ha  reconocido  el  Ingeniero  Mu- 
nicipal á  f .  37  y  el  testigo  Martin  ya  citado. 

¥  Que  corroboran  la  existencia  del  contrato  escrito,  y  el 
monto  del  precio,  las  declaraciones  de  Ermann  á  f.  40  y  Boque 
Martin  á  f .  4S,  que  acreditan  haber  visto  el  espediente  de  co- 
bro con  el  presupuesto  aprobado  en  la  Oficina  Liquidadora  de 
la  Municipalidad,  lo  que  se  halla  coroborado  c(m  el  tecibo  di» 
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f.  12  del  oficial  de  entradaa  Sr.  Bueda  qae  ha  reconocido  su 
firma  y  con  la  presunción  de  que  á  no  ser  así  la  Municipalidad 
ha  podido  y  debido  exhibir  dicho  espediente  paara  probar  que 
no  existia  el  presupuesto. 

5^  Que  de  las  declaraciones  corrientes  en  autos  consta  que 
dos  portadas  fueron  concluidas  y  colocadas;  no  estando  coloca- 
das las  otras  dos  por  falta  de  la  Municipalidad,  y  por  tanto  ha- 
biéndose contratado  á  un  precio  por  cada  una  se  debe  este  por 
las  concluidas  y  por  las  no  colocadas  en  relación  al  valor  de 
los  gastos  hechos,  trabajo  realizado  y  utilidad  que  pudiera 
prometerse  desde  que  la  Municipalidad  ha  podido  desistir  de 
la  construcción  (art.  146  del  título  de  la  locación  del  código 
civil).  Por  estas  consideraciones  fallo,  que  la  Municipalidad 
de  esta  ciudad  pague  á  D.  Salvador  Mussolino  á  los  diez  dias 
de  notificada  la  cantidad  de  cincuenta  y  dos  mil  pesos  m/c.  con 
los  intereses  desde  la  demanda,  y  el  valor  de  las  dos  portadas 
no  colooadas,  de  conformidad  á  lo  declarado  en  el  quinto  con- 
siderando, según  apreciación  de  peritos  que  nombrarán  las 
partes,  con  costas, 

Bepónganse  los  sellos  y  notifiquese  con  el  original. 

Isidoro  Albarracin, 


Wmllo  de  M  9aprem»  Corte* 


Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1876. 

Vistos,  y  resultando:  probado  por  el  testimonio  del  pre- 
sidente que  fué  de  la  Municipalidad  y  del  segundo  ingeniero 
de  la  misma,  que  el  presupuesto  de  los  portones  mandados 
construir  fué  firmado  por  ellos,  por  el  secretario  municipal,  y 
por  el  demandante,  lo  que  constituye  propiamente  un  contrato 
por  escrito;  que,  asimismo,  figura  á  foja  doce  de  los  autos 
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un  reclino  del  oficial  de  la  mesa  de  entradas  de  la  Mnnieipali- 
dad,  cextificando  que  el  demandante  tramita  ante  ella  una 
cuenta  por  el  valor  de  las  portadas,  y  cuya  no  presentación 
por  parte  de  la  Municipalidad  á  pesar  de  haberse  ordenado, 
unida  á  la  confesión  de  las  partes  contratantes  á  los  demás 
testimonios  de  los  autos,  hacen  una  prueba  legal  y  completa, 
conforme  i  lo  determinado  por  el  artículo  cincuenta  y  cinco 
del  capítulo  «  De  la  prueba  de  los  contratos  »  del  Código 
Civil.  Por  estos  y  por  los- fundamentos  del  auto  apelado,  se 
confirma  éste  con  costas,  y  satisfechas  las  de  la  instancia  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —J.   DOMÍNGUEZ.  — 
S.  M.  LASPIUR. 


CAUSA    CliTIIi 


El  Banco  Nacional,   contra  el  Dr.  D.  Juan  A.  Garda,  por 
cobro  de  pesos.   Incidente  sobre  competencia. 


Sumario. — 1°  La  ley  de  5  de  Noviembre  de  1872,  al  crear 
el  Banco  Nacional,  no  tuvo  en  vista  un  establecimiento  par- 

T.  IX. 
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Falla   de    la   üaprema   Carta 


Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1876. 

Vistos:  por  los  fundamentos  de  la  sentencia  de  esta  Su- 
prema Corte  á  que  se  reñere  el  auto  del  Juez  de  Sección  que 
subsisten  aun  después  de  la  ley  que  modifica  la  organización 
del  Banco  Nacional,  se  confirma  con  costas  el  auto  apelado 
de  foja  trece  vuelta,  satisfechas  las  de  la  instancia  y  repues- 
tos los  sellos  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.  B.  G0R05TUGA. 
— J.    DOMÍNGUEZ. 
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CAVBA  CI.IX. 


D.  Marcelino  Yañes  contra  D.  Sebastian  Carrion  y  D.  Carlos 

Walrond,  sobre  tercería  de  dominio. 


Sumario.  —  En  la  ejecución  de  un  fundo  por  cobro  de 
mejoras,  no  puede  el  que  lo  ha  comprado,  después  de  hechas 
las  mejoras,  oponerse  á  su  embargo,  máxime  si  la  compra  venta 
del  fundo  no  se  halla  en  forma,  y  la  escritura  es  posterior  al 
embargo. 

Caso. — Sebastian  Carrion  fué  condenado  á  entregar  á  D. 
Garlos  Walrond  un  fundo,  salvo  su  derecho  por  las  mejoras. 

Carrion  entregó  el  fundo,  y  liquidadas  las  mejoras,  deman- 
dó ejecutivamente  á  Walrond,  embargando  dicho  fundo. 

D.  Marcelino  Tañes  que  habia  comprado  el  fundo  á  Wal- 
rond, y  obtenido  su  escrituración  después  del  embargo,  de- 
dujo tercería  de  dominio. 


F»lia  del  Juem  SeeeieiiAl. 

San  Juan,  Junio  7  de  1876. 

Vistos :  entre  D.  Marcelino  Tañes  y  D.  Sebastian  Carrion 
sobre  tercería  de  dominio  de  un  fundo  ubicado  en  el  Depar* 
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tamento  de  Caucete,  interpuesta  por  el  primero  en  el  juicio 
ejecutivo  que  el  segundo  sigue  contra  D.  Carlos  Walrond, 
por  el  valor  de  las  mejoras  hechas  en  el  mismo  fundo  con  lo 
espuesto  por  las  partes,  mérito  de  los  autos  y  considerando 
especialmente. 

1^  Que  el  tercer  opositor  funda  su  acción  en  el  título  de 
compra,  constante  del  documento  privado  que  corre  á  foja 
cuatro  y  que  tiene  la  fecha  de  primero  de  Junio  de  mil  ocho- 
cientos setenta,  y  el  certificado  de  foja  cinco  suscrito  por  Wal- 
rond y  Tañes,  de  hábet  sido  puerto  en  posesión  el  segundo^ 
por  el  primero  «n  veinticinco  de  Agosto  de  mil  ochocientos  se- 
tenta y  cinco. 

^  Que  prescindiendo  del  hecho  de  la  simulación  alegada 
por  Carrion  eñ  el  contrato  mencionado  de  compra-venta  por 
no  haberse  aducido  prueba  alguna  por  su  parte,  carece  aquel 
de  valor  legal  por  no  haberse  estendido  en  escritura  pública, 
rejistrada  y  publicada  conforme  al  artículo  ochenta  y  cuatro  de 
la  ley  orgánica  del  Poder  Judicial,  sancionada  el  diez  de  Junio 
del  año  mil  ochocientos  sesenta  y  nueve,  y  vi j ente  en  la  Pro- 
vincia hasta  la  sanción  del  Código  Civil  posterior  al  contrato. 

3^  Que  aun  suponiendo  válida  la  compra  hecha  por  Yañes 
en  la  forma  y  época  que  aparece  de  los  autos;  estando  el  fun- 
do afectado  al  pago  de  los  mejoras  que  motivan  la  ejecución 
de  Carrion  en  la  misma  sentencia  definitiva  del  interdicto  de 
posesión  que  dispone  la  entrega  de  aquel  á  Walrond,  según 
se  ve  en  el  sesto  considerando  de  la  que  corte  en  copia  á  foja 
79  vuelta,  el  nuevo  comprador  Yañes  con  su  contrato  aleato- 
rio, debe  sujetarse  en  cuanto  á  la  cosa  comprada  á  las  con- 
diciones con  que  se  lia  recibido  por  el  vendedor. 

Por  estas  consideraciones  y  otras  qué  se  omiten. 

Fallo  definitivamente  juzgando,  y  declaro  que  es  infundada 
la  prstencion  del  tercer  opositor  D.  líarcdíno  Yanes  en  el 
presente  juicio  de  tercería,  no  haciendo  lugar  á  ella  ooa  oostas. 
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Hágase  saber,  pudiendo  el  actuario  notificar  esta  sentencia 
original  fuera  de  la  oficina  y  repónganse  los  sellos. 

Natanael  Morcillo. 


FaIIo  de  1»  Aii|ii'eni»  Corte* 

Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1876. 

Vistos,  por  sus  fundamentos,  y  constando  además  de  la 
confesión  del  tercer  opositor  al  final  de  su  escrito  de  foja  seis, 
que  la  escritura  pública  acompañada  se  ha  otorgado  cuan- 
do la  finca  estaba  ya  embargada  en  ejecución  del  pago  de  las 
mejoras  reclamadas;  se  confirma  con  costas  la  sentencia  ape- 
lada de  foja  ocheiita  yuelta.  Satisfechas  las  de  esta  instancia 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.  B.  GOROSTUGA.— 
J.  DOMÍNGUEZ. — S.  M.  LASPIUR. 


S9B  rALIiW  DE  LA  SÜPÜBMA  CORTB 


CAUSA    CliX. 


D.  Casiano  i^aunero  contra  D.  Alfredo  Cosson,  por  cobro  de 

pesos. 


Sumario.  — l^  El  que  alega  debérsele  una  comisión  por 
servicios  prestados  en  virtud  de  un  contratOt  debe  probar  la 
existencia  de  este  y  de  los  servicios. 

^  Sin  esa  prueba,  no  puede  cobrarse  aquella,  máxime  si 
existen  indicios  que  los  servicios  no  fueron  prestados  con  ánimo 
de  lucrar,  sino  con  el  de  beneficiar  á  aquel  á  quien  se  prestaron. 

3®  El  artículo  136,  título  De  la  locación,  en  la  parte  que 
manda  remunerar  los  servicios  que  no  fuesen  relativos  á  la 
profesión  de  quien  los  presta,  supone  la  preexistencia  del  con- 
venio de  locación,  aunque  no  del  importe  de  la  remuneración. 


Caso. — El  caso  está  espuesto  en  el  siguiente: 

Calla  del  Jaes  Seeeiaital. 

Buenos  Aires,  Agosto  31  de  1876« 

Vistos  los  autos  seguidos  por  D.  Casiano  Paunero,  contra  D« 
Alfredo  Cosson,  estranjero,  por  cobro  de  una  comisión  para  la 
venta  de  libros  de  que  resulta : 
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1^  Que  D.  C.  Paunero  alega  haber  prestado  sus  seryicios  en 
la  yenta  de  libros  de  propiedad  de  D.  Alfredo  Cosson  desde  el 
año  mil  ochocientos  sesenta  y  cinco,  hasta  mil  ochocientos 
setenta  y  cinco  en  el  Colegio  Nacional  y  demandó  á  este  último 
por  el  pago  de  la  comisión  convenida  con  él  de  un  quince  por 
ciento  durante  los  últimos  tres  años ;  y  una  suma  prudencial 
por  los  demás,  por  no  haberse  convenido  en  la  cantidad  de  la 
retribución  durante  aquel  tiempo. 

2^  Que  corrido  traslado  de  la  demanda  el  Sr.  Cosson  niega  que 
haya  habido  convenio  sobre  retribuirle  por  los  servicios  que 
se  mencionan ;  y  antes  por  el  contrario,  sostiene  que  era  una 
obligación  del  oficio  ó  empleo  que  desempeñaba  el  señor  Paunero 
en  el  Colegio  Nacional ;  y  alega  al  mismo  tiempo  que  sin  creerse 
obligado,  ha  hecho  gratificaciones  oficiosas  por  esos  servicios. 

3*^  Que  en  cuanto  á  las  cantidades  que  se  cobra  sobre  las 
bases  indicadas,  han  estado  conformes  en  sujetarse  á  lo  que 
arrojen  los  libros  de  venta,  los  que  han  dado  el  resultado  que 
consigna  el  perito  D.  Manuel  Pérez  del  Cerro  á  f 

4°  Que  en  este  estado  la  causa  se  recibió  á  prueba  sobre  los 
puntos  que  siguen:  i^  Que  D.  C.  Paunero  ha  vendido  en  el 
Colegio  Nacional  libros  de  propiedad  de  D.  Alfredo  Cosson 
por  encargo  y  comisión  de  este ;  ^  Que  estas  ventas  se  han 
efectuado  desde  mil  ochocientos  sesenta  y  cinco  hasta  mil 
ochocientos  setenta  y  dos  sin  designación  de  comisión ;  3°  Que 
desde  mil  ochocientos  setenta  y  dos  convino  el  Sr.  Cosson  en 
que  pagaría  á  Paunero  el  quince  por  ciento  del  producido 
de  la  venta  de  los  libros ;  y  4^  Que  la  venta  de  libros  ha  ascen- 
dido á  la  cantidad  de  trescientos  treinta  y  dos  mil  setenta  y 
siete  pesos  moneda  corriente. 

5^  Que  se  ha  rendido  á  este  respecto  las  pruebas  que  corren 

por  parte  del  demandante  desde  fs.  18  á41;  las  declaraciones 

del  Dr.  D.  Luis  Sarmiento,  del  Dr.  D.  Estanislao  Zeballos,  D. 

Moisés  Etchegoyen:  y  absolución  de  posiciones  de  f.  56  vta.,  é 

T.  IX.  24 
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informe  del  perito  del  Cerro,  corriente  á  f...  y  por  p^rte  del 
demandado  se  han  presentado  las  declaraciones  de  D.  Adolfo 
Calle,  D.  Fortunato  Toranzo,  Dr.  Isaac  Larrain,  las  posiciones 
de  f .  71  y  las  copias  corrientes  á  f .  74. 

T  considerando:  i^  que  es  á  cargo  del  demandante  estable- 
cer los  estremos  que  justifiquen  la  acción  deducida,  y  habién- 
dose alegado  por  la  parte  del  Sr.  Paunero,  que  los  servicios 
prestados  en  la  venta  de  los  libros,  lo  habian  sido  en  virtud  de 
convenio  6  contrato  de  locación  de  servicios,  ha  debido  probar- 
lo y  lejos  de  obtenerlo,  en  su  propio  alegato  de  f...  se  consigna 
y  reconoce  que  no  se  ha  obtenido  esta  prueba. 

2^  Que  los  testigos  presentados  por  el  demandante  Sres. 
Sarmiento  y  Etchegoyen  á  fs.  46  y  49  han  contestado  afirma- 
tivamente á  la  pregunta  primera  del  interrogatorio  de  f 

diciendo  que  la  venta  de  libros,  6  sea  los  servicios  del  Sr.  Pau- 
nero, los  habia  hecho  por  comisión  del  Sr.  Cosson ;  y  de  las 
preguntas  se  desprende  que  no  les  constaba  el  hecho,  sino 
que  lo  presumian  por  cuanto  los  libros  vendidos  eran  de  su 
propiedad  (Cosson);  lo  que  no  basta  para  establecer  justifica- 
ción bastante  del  convenio  invocado  por  Paunero.  f 

3°  Que  aunque  de  la  confesión  del  Sr.  Cosson  absolviendo 
las  posiciones  de  f...  como  de  la  declaración  testimonial,  se 
certifica  el  hecho  de  los  servicios  prestados  por  el  Sr.  Paunero, 
no  se  ha  establecido  por  éste,  ni  se  ha  dicho  que  estos  servicios 
hayan  sido  solicitados  6  previamente  convenidos ;  y  antes  poi 
el  contrario,  de  las  declaraciones  de  los  testigos  presentados  ^ 

por  Cosson,  se  desprende  que  los  servicios  que  se  cobran,  se  ^ 

han  entendido  y  practicado,  como  gratuitos  é  inherentes  al 
cargo  de  Prefecto :  y  por  tanto  no  es  de  creerse  la  existencia 
del  convenio  mencionado  por  el  Sr.  Paunero,  con  tanta  mas 
razón,  cuanto  que  el  largo  transcurso  de  tiempo  pasado  sin 
exijir  esa  retribución,  hace  presumir  que  este  señor  así  lo 
entendía  y  practicaba  también. 


4*^  Que  si  bien  no  es  admisible  que  la  intelijencia  y  prác- 
tica  dada  al  artículo  13  del  Reglamento  del  Colegio  Nacional, 
autorizaba  la  exijencia  del  Sr.  Cosson  de  que  los  servicios  del 
Sr.  Faunero  le  estaban  impuestos  en  virtud  de  ese  artículo, 
por  cuanto  del  contesto  con  los  demás  artículos  del  Kegla- 
meinto  y  especialmente  con  el  artículo  58,  se  ve  que  la  dis- 
tribución de  libros  que  debe  hacer  el  Prefecto,  es  la  de  los  que 
gratuitamente  tiene  que  dar  el  establecimiento  y  no  de  los  que 
86  venden  por  un  particulai;,  como  es  en  este  caso,  esto  no 
obsta  para  que»  tapto  por  Ist  dependencia,  como  por  la  práctica 
inYOcada,  y  la  circunstancia  constante  de  autos,  de  que  los 
libros  se  suministraban  gratuitamente  á  los  hijos  del  Sr.  Fau- 
nero, se  entiende  que  su  intención,  al  prestar  esos  servicios, 
no  fué  la  de  lucrar  con  ellos,  solo  sí,  la  de  beneficiar  á  aquel 
á  quien  lo  prestaba;  y  por  consiguiente,  aun  suponiendo  el 
convenio  ó  convención  precedente  para  prestarlos,  no  pudo 
exijir  su  remuneración  (art.  136  del  título  <  De  la  Locación  », 
del  Código  Civil). 

5^  Que  si  bien  el  artículo  136,  antes  mencionado,  dispone 
que  cuando  el  servicio  6  trabajo  no  fuese  relativo  á  la  profesión 
ó  modo  de  vivir  del  que  lo  prestó  tendrá  lugar  la  remunera- 
ción si  no  se  presume  la  intención  de  beneficiar,  para  que  esto 
tenga  lugar,  es  necesario  que  haya  precedido  convenio  ó  con- 
trato de  locación,  y  este  articulo  dispone  únicamente,  para  el 
caso  en  que  ese  convenio  no  se  haya  mencionado  la  retribución 
ó  el  quantum  de  la  misma,  y  por  tanto  aun  suponiendo  no  justi- 
ficada la  intención  de  beneficiar  al  Sr.  Cosson,  no  es  aplicable 
al  caso  ocurr^nt,e,  en  que  se  ha  confesado  no  hallarse  probado 
el  convenio  ó  locación  de  servicios  que  se  reclama. 

Por  estas  consideraciones  fallo  absolviendo  á  D.  Alfredo 
Cosson  de  la  deman^  instaurada  contra  él  por  D,  Casiano 
Faunero,  repónganse  y  notifiquese  original. 
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Falla  de  la  Suprema  Carte 

Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1976. 

Vistos  por  sus  fundamentos  se  confirma  el  auto  apelado  de 
foja  noventa  y  nueve,  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  G0R08- 
TUGA'.  ~  J.  DOMÍNGUEZ. 


CAUSA     CliXI 


El  Fiscal  General  de  la  Provincia  de  Buenos  A  ires  contra  el 
Banco  Nacional,  por  cobro  de  impuestos.» 


Sumario — i®  El  Banco  Nacional  ha  sido  creado  por  ley  del 
Congreso  en  virtud  de  autorización  espresa  de  la  Constitu- 
ción para  fines  de  administración  pública  y  de  prosperidad 
general. 

^  Está  por  lo  tanto  sujeto  esclusivamente  á  la  jurisdic« 
cion  de  las  autoridades  nacionales  y  fuera  del  alcance  de  la 
jurisdicción  de  las  provincias. 
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3®  Jid  facultad  que  tienen  las  proyincias  para  imponer  con- 
tribuciones, se  limita  á  todo  aquello  que  existe  bajo  su  auto- 
ridad ó  que  es  de  su  propia  creación. 

4^  Lo  dispuesto  en  el  artículo  ^  de  la  ley  orgánica  del 
Banco,  eximiéndolo  de  toda  contribución  ó  impuesto  sea  na- 
cional 6  provincial  es  una  consecuencia  de  los  principios  pre- 
cedentes. 

5<>  El  Banco  Nacional  no  está  sujeto  al  impuesto  de  sellos 
de  las  provincias. 


Caso.  —  En  18  de  Agosto  de  1875,  el  escribano  D.  Fanta- 
leon  Gómez  ocurrió  ante  el  Juez  de  Comercio  de  la  Provincia 
acompañando  una  letra  de  cambio  por  3,000  fts.  librada  en 
Salta  por  D.  Otto  Hambloet  contra  D.  Edmundo  Napp  de  Bue- 
nos Aires,  á  la  orden  de  la  sucursal  del  Banco  Nacional  en 
Ssdta,  7  endosada  á  la  orden  del  Banco  Nacional. 

Espuso  el  escribano  Gómez  que  habiéndosele  entregado  dicha 
letra  para  protestarla  por  falta  de  aceptación,  y  habiéndola 
encontrado  sin  el  sello  correspondiente,  no  quizo  verificar  el  ' 
protesto  sin  hacerla  sellar  antes ;  que  verificado  el  segundo, 
protesto  por  falta  de  pago,  el  Inspector  del  Banco  Nacional 
le  habia  exigido  la  inutilización  de  dicho  sello,  por  creer  que 
el  referido  establecimiento  no  estaba  obligado  á  hacer  sellar 
los  documentos  de  crédito  que  fuesen  girados  á  su  orden  por 
personas  residentes  fuera  de  esta  provincia.  Que  con  arreglo 
á  un  acuerda  de  la  Suprema  Corte  de  la  Provincia,  presenta- 
ba la  letra  para  que  el  Juzgado  resolviera  lo  que  considerase 
arreglado. 

Corrida  vista  al  Agente  Fiscal  este  espuso  que  siendo,  el 
Banco  Nacional  un  establecimiento  regido  únicamente  por  le- 
yes nacionales,  creia  que  no  estaba  sujeto  á  las  disposiciones 
de  la  ley  de  sellos  de  la  provincia,  y  que  por  consiguiente  era 
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al  Fiscal  de  la  Nación  á  quien  correspondía  determinar  si  el 
Banco  habia  infringido  6  no  la  ley  nacional  de  sellos.  • 

El  Presidente  del  Banco  á  quien  se  corrió  traslado  pidió  se 
declarase  no  estar  sujeto  en  el  caso  el  Banco  á  la  ley  de  sellos 
de  la  provincia,  pues  el  art.  25  de  la  ley  orgánica  del  Banco 
Kacio^al  lo  declara  exento  de  toda  contribución  ó  impuesto, 
sea  nacional  ó  provincial. 


FALLO  DEL  JUEZ  DE  COMERaO 

Vistos :  no  obstante  lo  aconsejado  por  el  Fiscal,  conside- 
rando :  1®  Que  por  el  art.  3  de  la  Ley  de  Sellos  de  la  Pro- 
vincia, el  documento  presentado  debió  haber  sido  sellado  antes 
de  protestarse. 

2°  Que  cumpliendo  esta  obligación  el  Escribano  D.  Panta- 
leon  Gómez,  hizo  poner  el  sello  que  correspondía  á  la*  letra, 
cuyo  sello  ha  sido  inutilizado  por  el  Banco  Nacional,  preten- 
diendo que  no  está  obligado  á  cumplir  la  Ley  de  Sellos  de  la 
Provincia. 

3®  Que  la  opinión  del  Banco  Nacional  se  funda  en  el  artículo 
25  de  la  ley  orgánica  que  dice  que  el  Banco  Nacional  y  sus 
sucursales  están  exentos  de  impuestos  provinciales  y  nacio- 
nales. 

4**  Que  este  artículo  de  la  Ley  Nacional,  no  corresponde  al 
presente  caso,  pues  en  él  se  trata  del  Banco  Nacional  en  sus 
relaciones  con  los  particulares  y  aceptando  obligaciones  con- 
traidas por  estos ;  obligaciones  que  nadie  puede  pretender  es- 
tén fuera  de  las  disposiciones  de  las  leyes. 

5°  Que  la  misma  ley  orgánica  del  Banco  entiende  así  este 
asunto,  cuando  en  su  artículo  16  exonera  al  Banco  del  impuesto 
de  sellos  en  los  documentos  que  otorgue  ó  emita,  entre  los 
4)iie  no  puede  condidetarse  comprendido  el  presentado,  pues 
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no  es  otorgado,  ni  emitido  por  el  Banco,  sino  que  representa 
completamente  una  obligación  de  particulares  aceptada  en 
beneficio  del  Banco. 

6^  Que  por  analogía  puede  citarse  el  art.  25  de  la  Ley  de 
Sellos  de  la  Provincia,  el  cual  exonera  al  Banco  de  la  Pro- 
vincia del  impuesto  de  sellos,  en  sus  giros  y  en  los  de  sus.  su- 
cursales, y  sin  embargo  en  los  documentos  que  acepta  de  los 
particulares,  requiere  siempre  el  cumplimiento  de  la  ley  de 
sellos,  porque  no  se  trata  de  actos  propios  del  establecimiento, 
sino  de  actoa  en  relación  á  un  particular. 

7^  Que  lo  mismo  debe  suceder  con  el  Banco  Nacional,  el 
que  obrando  por  sí  propio  está  autorizado  para  usar  de  la  exo- 
neración de  impuesto,  pero  en  manera  alguna  cuando  contrata 
con  los  particulares,  ó  acepta  sus  contratos,  como  sucede  al 
presente,  porque  si  así  entendiera  la  ley,  vendría  á  burlarse 
los  legítimos  derechos  del  Fisco,  á  servir  de  égida  de  impunidad 
el  Banco  Nacional,  pues  bastarla  que  una  letra  ó  pagaré,  se  des- 
contase allíjpara  quedar  exento  del  pago  del  impuesto  de  sellos. 

8^  Que  además  y  aun  cuando  el  Banco  Nacional,  por  sí 
propio  no  estuviera  obligado  á  pagar  el  impuesto  de  sellos, 
nunca  podria  pretender  que  estaban  en  igual  caso  los  demás 
firmantes  de  las  letras,  siendo  indispensable  que  se  cumpliera 
lo  que  manda  la  Ley  de  Sellos  para  que  se  entregue  el  docu- 
mento protestado  á  los  interesados. 

9^  Que  tratándose  de  obligaciones  á  cumplir  en  la  provin- 
cia, la  Jurisdicción  Nacional  no  es  competente  para  su  cono- 
cimiento, y  especialmente  en  este  caso,  que  está  directamente 
regido  por  leyes  de  la  provincia  y  que  se  trata  de  salvar  sus 
derechos  fiscales.  Por  esto  fallo  mandando  que  el  Banco  Na- 
cional pague  el  impuesto  de  la  multa  que  corresponde  por  el 
documento  de  f....  cuyo  importe  será  destinado  según  lo  dis- 
puesto por  la  ley  de  la  materia;  repónganse  los  sellos. 

/.  C.  Ldgos 
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Llevado  este  incidente  á  conocimiento  de  la  Suprema  Corte 
Nacional,  en  última  instancia  por  alegar  el  Procurador  del 
Banco  que  se  trataba  de  la  interpretación  y  aplicación  de  una 
ley  del  Congreso,  siendo  contraria  á  ella  la  resolución  del  Juez 
de  Provincia,  estando  por  lo  tanto  el  caso  comprendido  en  el 
inciso  S""  del  artículo  14  de  la  ley  de  Jurisdicción  y  competen- 
cia de  los  Tribunales  Nacionales,  se  dictó  este 


Falla   4e    la  Suprema  Carta 


Buenos  Aires,^* Diciembre  5  de  1876. 

Vistos:  considerando  que  el  Banco  Nacional  ha  sido  creado 
por  ley  del  Congreso,  en  virtud  de  autorización  espresa  de  la 
Constitución^  y  para  fines  de  administración  pública  y  de  pros- 
peridad general :  que  por  esta  razón  tiene  el  carácter  de  una 
institución  nacional,  sujeta  esclusivamente  á  la  jurisdicción 
de  las  autoridades  nacionales  y  fuera  por  lo  tanto  del  alcance 
de  la  jurisdicción  de  las  provincias :  que  la  facultad  que  indu- 
dablemente tienen  estas  para  imponer  contribuciones,  se  limi- 
ta i  todo  aquello  que  existe  bajo  su  autoridad  ó  que  es  de  su 
propia  creación :  pero  no  puede  estenderse  á  los  objetos  6  ins- 
tituciones autorizadas  por  el  Congreso  como  medios  &  propó- 
sito para  el  ejercicio  de  los  poderes  conferidos  al  gobierno 
general :  que  lo  dispuesto  en  el  artículo  veinte  y  cinco  de  la 
ley  orgánica  del  Banco,  eximiendo  á  este  establecimiento  de 
toda  contribución  ó  impuesto  sea  Nacional  6  Provincial,  no 
es  mas  que  una  consecuencia  de  los  principios  que  preceden : 
que  el  impuesto  reclamado  afecta  y  traba  las  operaciones  del 
Banco,  desde  que  el  acto  del  protesto  tiene  estrecha  relación 
en  esas  operaciones,  y  es  indispensable  para  la  conservación 
de  sus  derechos :  que  la  exención  del  Banco  no  importa  de 
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ninguna  manera  la  de  otras  personas  que  puedan  estar  suje- 
tas al  impuesto  ni  obsta  al  derecho  de  repetir  contra  ellas 
directamente;  — se  declara  por  estas  razones  que  el  Banco  no 
esta  sujeto  al  impuesto  de  Sellos  de  la  Provincia ,  y  devuél- 
vanse al  Tribunal  de  su  procedencia  á  los  efectos  del  artículo 
diez  y  seis  de  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia  de  los 
Tribunales  de  la  Nación. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— i.  B.  GOROSTIAGA. 
— -J.  OOmUGUEZ. 


CAUSA    CIiXII 


El  banco  Nacional  can  el  Gobiert^o  de  la  Provincia  de  San 
Juan,  sobre  eoooneracion  de  impuestos. 


Sumario  —  1"  El  Banco  Nacional  ha  sido  creado  por  ley  del 
Congreso  en  vir^^ud  de  autorización  espresa  de  la  Constitu- 
ción para  finis  de  administración  pública  y  de  prosperidad 
general. 

9?  Está  por  lo  tanto  sujeto  esclusivamente  &  la  jurisdic- 
ción de  las  autoridades  nacionales  y  fuera  del  alcance  de  la 
jurisdicción  de  las  provincias. 
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3®  La  facultad  que  tienen  las  provincias  para  imponer  con- 
tribuciones,  se  limita  á  todo  aquello  que  existe  bajo  su  auto- 
ridad ó  que  es  de  su  propia  creación. 

ÁP  Lo  dispuesto  en  el  artíoulo  25  de  la  ley  orgánica  del 
Banco,  eximiéndolo  de  toda  contribución  ó  impuesto  sea  na- 
cional ó  provincial  es  una  consecuencia  de  los  principios  pre- 
cedentes. 


Caso., —  El  Procurador  del  Banco  Nacional  espuso  ante  la 
Suprema  Corte. 

Que  en  Junio  de  1875,  el  Gobierno  de  la  Provincia  de  San 
Juan,  apoyándose  en  la  ley  de  impuestos  de  la  Provincia  que 
no  admite  mas  escepcion  que  la  de  pago,  cobró  y  exigió  á  la 
Sucursal  del  Banco  el  pago  inmediato  de  la  contribución  por  la 
patente. 

Que  el  Grerente  de  la  Sucursal,  fundándose  en  la  ley  orgá- 
nica del  Banco  que  en  au  artículo  25,  lo  exime  de  toda  con- 
tribución ó  impuesto,  sea  nacional  ó  provincial,  se  negó  al 
pago  de  la  contribución. 

Que  entonces  el  P.  E.  de  la  Provincia  demandó  á  la  Su- 
cursal y  en  el  juicio  ejecutivo  correspondiente,  el  Juez  de 
Letras  decretó  el  embargo  4e  un  valor  de  4000  pesos  fuertes, 
por  cobro  de  la  patente  y  multa  por  dicho  año  1875. 

Que  el  Gerente  se  opuso  á  la  jurisdicción  de  la  Provincia 
y  apeló  ante  la  Suprema  Corte  Nacional  del  fallo  del  Tribunal 
Superior  que  sostenía  la  validez  de  dichos  procedimientos. 

Que  la  Suprema  Corte  atentas  las  circunstancias  del  caso 
ocurrente  no  hizo  lugar  á  la  apelación,  reservando  el  recurso 
de  atacar  los  actos  del  Gobierno  como  inconstitucional.  ( Pa- 
llo de  2  de  Marzo  de  1876). 

(Que  devuelto  los  autos,  el  Gobierno  de  San  Joan  ocurrió 
nuevamente  al  Juez  de  XiOtras  cobrando  también  la  patente  y 
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multa  por  el  año  18T6>,  y  se  decretó  el  embargo,  y  remate  de 
uft  docaménto  de  10.000  pesos 'fuertes  que  se  sacó  á  la  fuerza 
de  los  cajones  del  Banco« 

Que  la  ley  de  Sau  Juan  en  juicios  ejecutivos  de  esta  na- 
turaleza, no  admite  otra  esoepcion  que  la  de  pago,  por  lo  que 
se  haeia  inútil  el  recurso  de  apelación  contra  la  sente&oia  del 
Juezt 

Que  á  mérito  de  estos  antecedenteer,  entablaba  formal  de- 
manda contra  el  Gobierno  de  dicha  Frorincia,  qu^bajo  el 
simulacro  de  una  sentencia  de  Juez,  se  babia  apoderado  de 
fondos  del  Banco  y  pidió  que  fuese  condenado  á  la  devolución 
del  documento  embargado  6  de  su  importe  é  intereses  con  mas 
las  costas  del  juicio. 

Corrido  traslado,  el  Dr.  D.  Luis  Sarmiento  por  el  Oobierno 
de  San  Juan,  dijo  que  el  Oobierno  de  la  Provincia  no  había 
visto  en  el  que  lleva  el  nombre  de  Banco  Nacional  un  Banco 
de  Estado  y  en  ejercicio  de  la  ley  que  lo  autoriza  para  cobrar 
impuestos  á  todos  los  capitales,  hizo  ejecutar  á  la  Sucursal,  y 
los  Tribunales  aplicaron  la  ley  que  no  admite  mas  esoepcion 
queja  de  pago. 

Que  traída  esta  cuestión  la  Suprema  Corte, .  debe  haoer  pre- 
sente que  el  privilegio  que.  el  artículo  25  de  la  ley  del  Banco 
es  inconstitucional. 

1*  Porque  el  Congreso  carece  de  jurisdicción  para  legislar 
sobre  impuestos  y  contribuciones  provinciales. 

Sí*  Porque  el  Congreso  solo  puede  acordar  privilegios  tem- 
porales sobre  las  materias  y  á  los  objetos  especialmente  esta- 
blecidos  en  el  inciso  16,  artículo  67  de  la  Constitución,  entré 
las  que  no  se  halla  la  de  protejer  á  ningún  Banco  y  mucho 
menos  la  de  concederle  el  prívHejio  permanente  de  nc 'pagar 
impuestos  provinciales. 

3^  Porque  en  la  autorización  de  establecer  y  reglamentar 
un  Banco  que  le  confiere  el  inciso  5^  del  mismo  articulo  67, 
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no  le  está  espresamente  concedida  tal  faonltad,  y  toda  auto- 
rización al  Ghobierno  Cheneral  por  el  pueblo  de  las  ProTÍncias 
debe  interpretarse  restrictivamente,  siendo  necesaria  para  ejer- 
cerla que  la  facultad  se  encuentre  espresa. 

4»  Porque  el  denominado  Banco  Nacional^  aún  cuando  sea 
el  Banco  de  que  habla  la  Constitución,  no  es  un  Banco  de  la 
Nación  ni  una  propiedad  del  Estado  que  pueda  por  su  propia 
natureleza  hallarse  exonerado  del  pago  de  impuestos  en  todo 
el  territorio  de  la  Nación. 


YUTA  DEL  8R.    PROCURADOR  JEIOSRAL 


Suprema  Corte: 


Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1976. 


La  ley  del  Congreso  de  5  de  Noviembre  de  1875  que  exi- 
mió al  Banco  iNacionol  y  á  sus  sucursales  de  contribuciones 
é  impuestos,  es  superior  á  toda  otra  provincial. 

Dándola,  ademas,  el  Congreso  ejercitó  la  atribución,  acor- 
dada por  la  Constitución  de  establecer  y  reglamentar  un 
Banco  Nacional,  es  decir,  un  Banco  que  debía  estender  sus 
beneficios  á  todo  el  territorio  de  la  Nación ;  y  que  tenia  el 
derecho  de  establecer  y  reglamentar  en  toda  ella  como  le  pa- 
reciese mejor. 

La  Provincia  pues  que  ha  procedido  en  contravención  á  esta 
ley,  debe  ser  condenada  á  la  devolución  de  lo  cobrado  con 
sus  intereses. 

Carlos  Tejedor. 
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Fallo  de  la  Suprema  Oavte 


Buenos  Aires,  Diciembí^  5  de  1876. 

Vistos :  por  los  f nndamentoslde  la  sentencia  de  esta  Supre- 
ma Corte,  fecha  de  hoy,  en  el  caso  del  Banco  Nacional  con  el 
Fisco  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  sobre  ezension  del 
impuesto  de  papel  sellado,  de  que  se  agregará  testimonio  en 
la.  parte  pertinente,  y  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido 
por  el  Señor  Procurador  General  en  su  precedente  vista,  se 
declara  que  el  Gobierno  de  la  Provincia  de  San  Juan  debe  de- 
volver al  Banco  Nacional  el  importe  del  impuesto  percibido, 
con  sus  intereses ;  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos, 
archívense. 

108É  BARROS  PAZOS.— J.  B.  60R0STIA- 
6A. — J.  BOHINGURZ. 
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CAUSA    CliXXIII 


ElFisoo  Nacional  contra  D.  Saturnino  Soagé  y  Ca.  sobre  oor^ 

trabando 


Sumarto.  —  1®  Aunque  es  verdad  que  la  pena  ímpuests^  al 
delito  de  cojitrabando  y  defraudación  de  rentas,  puede  ser 
aamúMa^  en  algxmo^  do  sm  «f^^fttas,  á  una  reparación  civil 
del  perjuicio  causado  al  Tesoro  público ;  no  es  menos  verda- 
dero que  ella  conserva  su  carácter  penal,  puesto  que  salvos 
los  casos  de  excepción,  dicha  reparación  es  personal,  y  no 
debe  ser  exigida  de  los  herederos  del  contraventor,  cuando 
este  ha  fallecido  antes  que  la  condenación  hubiese  sido  pro- 
nunciada. 

2^  La  disposición  del  art.  1100  de  las  Ordenanzas  de  Adua- 
na, no  importa  la  extinción  de  toda  acción  para  perseguir  el 
delito  de  contrabando  cuando  este  no  ha  sido  descubierto 
al  tiempo  de  practicarse,  sino  fijar  solamente  el  límite  en 
que  las  Aduanas  podrán  imponer  penas  administrativamente, 
sin  restringir  en  manera  alguna  las  facultades  ordinarias  de 
los  Tribunales  Nacionales. 

9*  El  delito  de  contrabando,  simulando  un  reembarco  de 
mercaderías,  se  castiga  con  multa  igual  al  volver  de  las  mer- 
caderías. 


r 
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Coj^o.  —  La  disensión  y  prnebas  de  esta  eansa  están  deta- 
nadasen  el  siguiente: 


Fallo  del  ^aes  de  Seeelon 

Paraná,  Abril  28  de  1876..   . , 

Y  vistos :  qne  esta  cansa  ba  sido  inioiada  por  instancia  del 
Procnrador  Fiscal  contra  los  Sres.  Soage  y  Ca.  del  comercio 
de  Concordia,  por  defrandacion  de  rentas  fiscales,  con  la 
operación  de  haberse  estraido  <de  depósito»  ochenta  y  nueve 
pipas  de  vino,  simulando  trasbordo,  para  exportarlas  en  car- 
ros €  y^yr  tierra  >  con  destino  &  Paso  de  los  Libres ;  y  resul- 
tando que  la  gestión  se  haya  basada  sobre  el  informe  de 
f.  iO  espedido  por  el  Contador  Fiscal  de  la  Contaduría  Geme>* 
ral  de  la  Nación  y  que  este  se  funda  para  aciediitar  y  compro-* 
bar  el  fraude  cpor  simulado  trasbordo  del  articulo.» 

i^  En  las  declaraciones  de  f .  2  y  f.  5  prestadas  por  el  mis- 
mo Sr.  Soaje  y  por  su  dependiente  Bodal  quienes,  como  se 
espone  en  el  citado  informe  de  f .  1 0  y  se  repite  en  la  deman*^ 
da  fiscal  de  f .  14,  aseveran  hechos  cuya  posibilidad  no  puede 
concebirse  en  una  casa  de  comercio, — tales  como:  i^  que  no 
Conocen  ni  saben  quienes  bajan  sido  los  troperos  dueños  de 
los  carros  en  que  transportaron  las  ochenta  y  nueve  pipaft 
vino:  ^  que  tampoco  se  hizo  contrato  dé  fletamento  y  que 
ignoran  el  costo  del  flete,  por  no  haber  llevado  cuenta  de  esa 
Operación,  y  3°  que  asimismo  el  dependiente  Rodal,  no  sabe 
á  quien  vendió  el  vino  en  el  Paso  de  los  Libres ;  no  obstante 
de  asegurar,  que  lo  vendió  en  depósito,  circunstancia  que  de-* 
bió  precisamente  ponerlo  en  el  caso  del  artículo  366  de  laa 
ordenanzas  Aduaneras  para  no  ignorar  quien  y  en  que  fonna 
debió  haber  hecho  la  venta,  si  es  que  esta  hubiera  tenido  lu- 
gar. 
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2°  En  que  no  ha  podido  obtenerse  tornaguía  de  la  Aduana 
del  Faso  de  los  Libres  por  cuanto  que  del  informe  de  f .  9  es- 
pedido por  el  Administrador  de  esa  Aduana,  con  referencia  á 
los  documentos  de  entrada  j  de  cargo  en  la  misma,  no  apare- 
ce constancia  de  que  en  esa  época  se  hubiese  hecho  la  introduc- 
ción de  las  ochenta  y  nueve  pipas,  que  por .  lo  tanto  es  incierto 
que  Soage  haya  presentado  dicha  tornaguía  en  Concordia,  y  que 
hubiese  chancelado  con  su  presentación  la  letra  de  fianza, 
quedando  constancia  de  ello  en  el  libro  respectivo  de  fianzas ; 
puesto  que  el  tal  libro  no  existía  en  aquella  época,  ni  existió 
hasta  que  el  señor  Contador  Camelino  hizo  la  visita  de  la 
Aduana  de  dicho  punto. 

3^  En  que  hallándose  prohibido  por  el  artículo  16  de  la 
ley  de  Aduana  vigente  en  1870,  el  tránsito  terrestre  de  merca- 
derías que  no  hubiesen  satisfecho  los  derechos^  con  escepcion 
de  aquellos  que  transitare  entre  el  Puerto  de  Concordia  y  los 
Puertos  del  Brasil  en  el  Bio  Uruguay  por  Federación  y  el  Paso 
de  los  Libres ;  tenia  que  efectuarse  precisamente  la  entrada 
del  referido  cargamento  de  vino  en  la  Receptoría  de  Federa- 
cion,  lo  que  resulta  que  no  se  ha  verificado  desde  que  por  las 
cuentas  de  dicha  Beceptoria  no  aparece  la  toma  de  razón  que  á 
su  tránsito  debía  haberse  hecho  de  él. 

Estos  son  los  principales  cargos  en  que  se  funda  la  acción 
del  Fiscalt  siendo  las  escepciones  6  descargos  opuestos  por  el 
demandado  los  siguientes : 

1  °  Que  es  positivo  que  se  verificó  la  operación  de  la  estrac- 
oion  de  las  ochenta  y  nueve  pipas  vino,  de  depósitos  para 
transportarlas  de  tránsito  por  tierra  y  en  carros  al  «Paso  de 
los  Libres»,  según  pevmiso,  guías  y  fianza  que  se  otorgó,  fir- 
mando una  letra  por  el  duplo  de  los  derechos,  como  quedó  cons- 
tancia en  el  libro  dé  fianzas  llevado  por  aquella  Aduana. 

2^  Que  se  recogió  la  letra  con  la  anotación  de  chancelada 
cuando  se  presentó  la  tornaguía  que  se  dio  en  Paso  de  los 
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Libres,  pues  que  si  así  no  hubiese  sucedido  no  se  habria  e;a- 
tregado  la  letra  j  existiría  en  la  Aduana  de  Concordia  basta 
el  presente. 

3^  Que  no  se  le  puede  hacer  cargo  de  no  presentarla  para 
comprobar  su  acertó ;  pues  que  no  lo  ha  hecho,  porque  des- 
pués de  tanto  tiempo  se  le  ha  perdido  y  no  la  tiene :  que 
mas  que  todo,  no  es  de  obligación  del  comerciante  conservar 
documentos  de  operaciones  de  Aduana  terminadas  y  conclui- 
das para  justificarlas,  sino  de  la  oficina  que  debe  conservar 
constancia  de  ellos,  así  es  que  si  el  libro  de  fianza  en  que  se 
anotó  el  cháncelo  de  la  letra  no  existe,  no  es  suya  la  culpa ; 
pero  el  libro  ha  existido  y  en  él  cháncelo,  como  lo  asegura  en 
su  declaración  y  escrito  de  f.  32  ofreciendo  comprobarlo. 

4^  Que  el  cargo  que  se  le  hace  por  no  existir  constancia  de 
que  los  carros  que  llevaron  el  artículo  como  de  trasbordo,  no 
hubiesen  sido  visados  ó  anotados  á  su  tránsito  por  Federación 
conforme  á  lo  dispuesto  por  el  artículo  16  de  la  Ley  de  Aduana 
del  año  70,  queda  desvanecido  y  sin  efecto  con  el  certificado  de 
f.  21,  pues  que  por  él  se  acredita  el  tránsito  por  tierra  de  mer- 
caderías del  Paso  de  los  Libres  sin  hacer  escala  en  Federación. 

En  corroboración  y  como  justificativo  de  estos  cargos  pre- 
senta el  demandado  la  prueba  testimonial  que  corre  á.  fs.  36 
y  37  y  de  40-44  y  de  fs.  50  y  51  contraída  esencialmente  á 
demostrar  6  á  acreditar  con  ella  que  la  letra  fué  chancelada 
y  que  el  Libro  de  fianzas  existía  en  aquella  época  en  la  Aduana 
de  Concordia;  y  la  de  fs.  54  á  fs.  56  tendente  á  justificar 
también  que  las  89  pipas  vino  fueron  conducías  al  Faso  de 
los  Libres,  donde  fué  vendido  el  artículo  de  tjránsíto  á  puer- 
tos del  Brasil. 

Por  estos  antecedentes  y  los  que  aparecen-  mandados  agre- 
gar por  los  autos  de  fs.  73  y  87. 

Considerando :  1^  Que  habiendo  el  demandado  Soage  ase- 
gurado que  verificó  la  operación  de  trasbordo  según  el  per- 
T.  IX.  25 
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miso  y  guías  que  corren  en  copias  testimoniadas  de  fs.  79  á 
iS5  para  mandar  el  artículo  de  las  89  pipas  vino,  de  tránsito 
por  tierra  al  Paso  de  Ips  Libres,  ha  debido  presentar  los  com- 
probantes necesarios  á  demostrar  que  se  verificó  el  trasbordo 
en  carros,  dando  salida  al  artículo  del  Puerto  de  Concordia,  por 
ser  un  principio  jurídico  y  de  regla  general  en  todo  juicio:  c  el 
que  afirma  una  cosa  debe  provocarla»,  y  que'esta  prueba  no 
la  ha  dado,  como  ha  debido  darla  con  la  presentación  de  la 
letra  chancelada,  6  con  la  toma-guía  que  debió  sacar  del 
Paso  de  los  Libres ;  ó  en  fin,  en  el  caso*  de  no  serle  posible 
la  pres^tacion  de  tales  documentos  por  las  causas  que  alega, 
con  el  testimonio  de  los  conductores,  dueños  dé  los  carros, 
quienes  es  imposible  que  le  hubiesen  sido  desconocidos,  para 
confiarle  aun  sin  esa  garantía,  el  trasporte  del  artículo,  en 
el  caso  de  haber  sido  esto  verificado,  ó  bien. si  para  esto  tam- 
bién ha  tenido  inconveniente,  al  menos' ha  podido  y  debido 
hacerlo  con  la  cuenta  de  los  fletes  de  que  ha  debido  tenet 
constancia  en  sus  libros,  como  se  le  exijió  en  su  declaración 
que  la  presentara,  si  como  decia,  habia  tenido  lugar  la  opera- 
ción de  trasbordo. 

2^  Que  en  cuanto  al  hecho  asegurado  y  afirmado  también 
de  que  la  letra  fué  recojida  como  lo  decia  Soaje  en  su  de- 
claración de  f.  2  espresando  que  se  le  entregó  con  la  anota- 
ción de  chancelada,  tampoco  aparece  comprobante  alguno  do 
esto  en  su  prueba  testimonial  de  fs.  31  á  51.         ' 

3**  Que  respecto  á  la  existencia  del  libro  de  fianzas  que 
igualmente  aisegura  Soage  haber  existido  en  la  Aduana  de 
Concordia,  en  contradicción  de  este  acertó,  tiene  el  juzgado 
en  vista  la  sentencia  testimoniada  de  fs.  88  que  se  mandó 
agregar  por  ser  de  un  caso  idéutico  de  simulado  trasbordo 
ocurrido  en  la  misma  Aduana  de  Concordia,  en  cuyo  juicio 
se  dio  por  comprobada  la  no  existencia  del  libro  de  fianzas, 
en  la  misma  época  del  caso  presente. 
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4**  Que  además  por  la  misma  citada  sentencia  y  el  espediente 
en  que  recayó,  aparece  comprobado  ante  este  jnzgado  qae 
los  declarantes  de  fs.  41  vta.,  42  y  43  qne  ha  presentado 
el  Sr,  Soage,  para  acreditar  la  existencia  de  dicho  libro  de 
fianzas,  fueron  los  mismos  que  hablan  sido  empleados  de 
esa  Aduana  y  que  se  contradijeron  entonces  al  declarar  sobre 
la  existencia  ó  no  existencia  de  tal  libro,  que  también  el 
testigo  presentado  f.  51  fué  >el  que  en  aquel  juicio  idénti- 
co concedió  el  permiso  para  el  trasbordo  del  cargamento  de 
liarinas  de  un  buque  que  á  la  fecha  del  permiso  hacia  10 
dias  que  habia  salido  en  lastre  como  se  espresa  en  la  sen- 
tencia citada.  Que  ademas  por  el  informe  6  nota  de  f •  86  pa- 
sada por  la  Contaduría  Oeneral  se  espone,  qne  todo  el 
))ersonal  de  la  Aduana  de  Concordia  en  aquella  época  fué 
destituido  por  las  causas  esplicadas  en  el  mismo  informe,  que 
})or  lo  tanto  fuera  de  tales  testigos,  que  no  son  ni  pueden  ser 
aceptables,  por  no  hallarse  en  las  condiciones  que  señala  la  ley 
52,  tit.  16,  p.  3*  y  por  la  contradicción  en  que  aparecen  cfntre  el 
caso  idéntico  que  acredita  la  sentencia  citada  y  lo  que  disponen 
en  el  presente  juicio,  solo  queda  existente  el  declarante  único, 
y  singular  de  f.  40,  que  dice  que  existió  dicho  libro  de  c fian- 
zas,» pues  que  los  de  fs.  37  y  41  no  aseguran  tener  esa  cer- 
teza. 

5^  Que  por  lo  qne  respecta  á  la  torna-guia,  hallándose  acre- 
ditado por  el  documento  de  f.  9  que  con  referencia  á  los 
asientos  de  Aduana  ha  sido  dado,  que  el  artículo  de  las  89 
pipas  de  vino,  no  tuvo  entrada  en  aquel  puerto  de  Faso  de 
los  Libres ;  es  consiguiente  que  no  pueda  ser  espedida  dicha 
toma-guía,  que  además  en  la  prueba  que  ha  sido  producida 
de  f •  54  y  f.  56  para  acreditar  que  las  pipas  de  vino  fueron 
introducidas  en  aquel  puerto,  los  deponentes  en  sns  declara- 
ciones  solo  dicen  <  que  el  Sr.  Bo<^l  dependiente  del  Sr.  Soa- 
^  les  ofreció  la  venta  de  una  partida  de  vino ;  sin  aaegurax 
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qae  les  costase  acertiyamente  la  existencia  de  ella  en  ese 
punto,  ni  saber  qué  cantidad  fuese,  ni  menos  si  habia  quedado 
en  plaza,  6  sí  se  le  habia  pasado  de  tránsito  á  puertos  del 
Brasil,  por  venta  que  se  hubiera  hecho  ;  j  lo  que  es  mas  que 
ignoran  si  el  hecho  de  su  introducción  á  ese  punto  fuese  públi- 
co^ no  obstante  de  tratarse  de  un  cargamento  tan  considera- 
ble, todo  lo  cual  viene  á  dar  á  dichas  declaraciones  el  carác- 
ter de  singulares  6  impertinentes,  por  no  ser  contraidas  ni 
dadas  sobre  las  circunstancias  y  hechos  que  debian  descubrir 
la  verdad  sin  dejar  duda.  Que  con  referencia  á  esto  mismo 
viene  también  á  presentarse  en  oposición  al  acertó  de  Soage, 
y  de  su  dependiente  Bodal,  la  falta  de  la  diligencia  indispen- 
sable proscripto  por  el  art.  356  de  las  ordenanzas,  si  es  que 
el  €  vino  >  fué  vendido  para  que  pasara  de  tránsito  al  Brasil 
sin  el  pago  de  derechos. 

6^  Que  el  descargo^  que  se  da  con  el  documento  presentado 
á  f .  21  no  importa  sino  acreditar  una  violación  de  la  ley ;  y 
tanto  de  la  vijente  en  el  año  70  cuanto  de  lo  que  prescriben 
las  ordenanzas  de  Aduana  en  el  artículo  827. 

Por  estos  fundamentos  y  consideraciones  que  son  bastantes 
á  producir  la  segura  convicción  de  que  las  ochenta  y  nueve 
pipas  vino  que  fueron  sacadas  del  depósito  con  permiso  de 
reembarco,  y  la^  guias  correspondientes  para  su  tránsito  por 
tierra,  en  carretas,  con  destino  al  Faso  de  los  Libres  fué  una 
simulada  operación ;  pues  que  no  se  ha  acreditado  que  las  re- 
feridas pipas  vino  hayan  salido  de  Concordia,  ni  que  hayan 
llegado  á  su  referido  destino,  lo  que  importa  una  defraudación 
hecha  de  los  derechos  que  debieron  satisfacerse  á  su  introduc- 
cjion  en  plaza.  Fallo  definitivamente  juzgando  declarado  caído 
en  comiso  con  arreglo  al  artículo  i  ,092  délas  Ordenanzas  de 
Aduana,  el  importe  de  las  ochenta  y  nueve  pipas  vino,  en  favor 
del  Fisco ;  siendo  responsables  de  su  pago  los  Sres.  Soage  y 
Ga.  quienes  lo  satisfarán  en  la  Aduana  de  Concordia,  según 
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la  liquidación  que  se  haga  en  dicha  Aduana  por  el  aforo  de  ta- 
rifa que  hubiese  tenido  el  surtículo  cuando  se  hizo  el  fraude ; 
con  mas  la  condenación  en  las  costas  procesales.  A  cuyo  efecto 
ejecutoriada  que  fuere  esta  sentencia,  pásese  copia  de  ella  al 
Administrador  de  la  indicada  Aduana  para  que  forme  la  li- 
quidación 7  se  verifique  el  percibo  correspondiente,  dándose 
cuenta  á  este  Juzgado.    Repónganse  los  sellos. 

Antonio  Zarco. 

» 

En  la  sustanciacion  de  la  segunda  instancia  se  espidió  esta 

* 

VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL. 


Suprema  Corte: 


Buenos  Aires,  Mayo  31  de  1876. 


El  contrabando  propiamente  dicho,  como  las  simples  opera- 
ciones fraudulentas  pueden  verificarse  con  la  complicidad  de 
los  empleados,  ó  á  pesar  de  su  vigilancia,  y  tanto  en  uno 
como  en  otro  caso,  esos  hechos  no  están  sujetos  á  los  Códigos 
comunes,  sino  á  las  disposiciones  de  las  Ordenanzas  de  Adua- 
na, que  nada  establece  sobre  prescripción. 

Pero  creado  este  delito  por  las  leyes,  en  guarda  puramente 
de  los  derechos  del  Fisco,  es  considerado  por  esta  razón  de 
distinta  naturaleza  como  también  su  responsabilidad. 

De  ahí  la  prohibición  de  hacer  pesquizas  en  casos  particula- 
res, esceptuando  el  caso  de  seguir  á  los  defraudados  en  su 
fuga. 

De  ahi  también  la  prohibición  de  imponer  penas  por  infrac- 
ciones, que  hayan  pasado  desapercibidas  al  tiempo  del  despa- 
cho de  las  mercaderías,  después  que  estas  han  salido  de  su  ju- 
risdicción. 
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Apoyado  en  estos  principios,  mi  opinión  es  que  operaciones 
fraudulentas  descubiertas  posteriormente  á  su  ejecución,  no 
deben  ser  materia  de  proceso  para  imponer  penas  á  comer- 
ciantes. 

El  artículo  i  092,  en  cuyo  nombre  se  ha  levantado  el  presen- 
te, y  en  que  se  funda  la  misma  sentencia  apelada,  se  refiere 
á  defraudaciones  consumadas  hace  años. 

Pero  si  la  Corte  pensase  de  otro  modo,  me  parece  evidente, 
déla  simple  lectura,  que  el  año  1870  tuvo  lugar  en  efecto  una 
operación  fraudulenta  verificada  por  los  Sres.  López  y  Magget, 
simulando  con  la  complicidad  de  los  empleados  de  la  Aduana 
de  Concordia,  el  reembarco,  para  el  Paso  de  los  Libres  de  mas 
de  80  pipas  de  vino,  que  nunca  llegaron  á  su  destino.  Creo 
ademas  que  en  tal  caso,  la  pena  aplicable  seria  el  doble  de  los 
derechos,  según  lo  dispuesto  por  el  artículo  1037  de  las  Orde- 
nanzas. 

C.   Tejedor. 


Vallo  de  la  Suprema  Copie. 


Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1876. 

Vistos  y  considerando:  Primero.  Que  aunque  es  verdad, 
que  la  pena  impuesta  por  las  Ordenanzas  de  Aduana,  al  delito 
de  contrabando  y  defraudación  de  renta  puede  ser  asimilada  en 
algunos  de  sus  efectos,  auna  reparación  civil  del  perjuicio  can- 
sado al  Tesoro  Pdblico ;  no  es  menos j  verdadero,  que  ella  coa- 
serva  su  carácter  penal,  puesto  que,  salvos  los  casos  de  escep- 
cion,  dicha  reparación  es  personal,  y  no  debe  ser  exigida  de 
los  herederos  del  contraventor,  cuando  este  ha  fallecido  antes 
que  la  condenación  hubiese  sido  pronunciada. 

Segundo.    Que  la  disposición  del  artículo  mil  cien  de.  Ib^ 
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Ordenanzas  de  Aduana,  no  importa  la  extinción  de  toda  acción 
para  perseguir  el  delito  de  contrabando,  cuando  este  no  ha 
sido  descubierto  al  tiempo  de  practicarse,  poniendo  así  el  con- 
trabando consumado  en  mejores  condiciones,  que  la  tentativa 
del  mismo  delito;  sino  fijar  solamente  el  límite  en  que  las 
aduanas  podrían  ihiponer  penas  adujinistrativamente,  sin  res- 
tringir en  manera  alguna  las  facultades  ordinarias  de  los  Tri- 
bunales Nacionales. 

Tercero.  Que  en  el  presente  caso,  resulta  de  autos  plena- 
mente probada  la  operación  fraudulenta  que  los  señores  Soa- 
ge  7  Compañía  han  cometido,  simulando  el  reembarco  de 
ochenta  y  nueve  pipas  de  vino,  de  la  Aduana  de  la  Concordia 
con  destino  al  Faso  de  los  Libres. 

Cuarto.  Que  la  pena  con  que  las  Ordenanzas,  castigan  este 
delito,  no  es  la  de  dobles  derechos,  sino  la  de  multa  igual  al 
valor  de  las  mercaderías  reembarcadas  según  lo  prescribe  el 
artículo  mil  treinta  y  siete  de  las  Ordenanzas. 

Por  estos  motivos  y  los  concordantes  de  la  vista  del  Señor 
Procurador  General,  y  de  la  sentencia  apelada  de  foja  noventa, 
se  confirma  esta  con  costas.  Satisfechas  en  consecuencia  las 
de  esta  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los  autos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.  B.  GOROSTUGA.— 
J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  H.  LASPIUR. 
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CAUSA     CliXIT. 


D.  Patricio  Martínez  contra   D.  Manuel  Cires,  sobre  nulidad 

de  un  contrato  de  arriendo 


Sumario.  — 1"  Las  facultades  conferidas  al  mandatario  nun- 
ca deben  entenderse  en  sentido  contrario  al  interés  y  derechos 
del  mandante. 

2^  La  facultad  dada  al  mandatario  de  arrendar  una  casa 
por  el  precio  y  condiciones  que  crea  convenientes,'  con  la 
cláusula  de  comunicarla  al  poderdante  que  debia  firmar  la 
escritura,  debe  entenderse  en  el  sentido  de  que  el  mandan- 
te se  reserva  el  derecho  de  aprobar  el  contrato,  y  que  sin  su 
firma  no  puede  este  existir. 


Caso.  —  D.  Patricio  Martínez  confirió  poder  á  D.  Marcos 
Leonard  para  que  «  contratase  por  el  precio,  término  y  con- 
c  diciones  que  creyera  convenientes  una  casa,  altos  y  bajos, 
<  de  la  propiedad  de  su  esposa  D*  Eustaquia  Rufino  situa- 
c  da  en  la  calle  Maipú,  esquinando  Piedad  N^  52  á  56,  pro- 
c  cediendo  en  tal  caso  á  comunicar  al  otorgante,  quien  deberá 
c  firmar  la  correspondiente  escritura  de  locación  ». 

D.  Marcos  Leonard  arrendó  la  casa  á  D.  Manuel  Gires  es- 
pañol, y  firmó  el  contrato  poniéndolo  en  posesión. 
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D.  Patricio  Martinez  se  negó  á  confínnar  el  contrato,  y 
demandó  á  D.  Manuel  Gires  para  que  se  declarara  nulo  el  con- 
trato de  locación  firmado  por  Leonard,  y  se  le  obligara  á 
desalojar  la  casa. 


Fallo  del  Jíaes  Seeelonal» 


Buenos  Aires,  Setíem}>re  16  de  18^. 

Vistos :  estos  autos  iniciados  por  D.  Patricio  Martínez  con- 
tra D.  Manuel  Gires  sobre  nulidad  de  un  contrato  de  arren- 
damiento  celebrado  por  D.  Marcos  Leonard  y  el  demandado  y 

Considerando:  1®  Que  las  partes  están  conformes  en  que 
la  validez  ó  nulidad  del  arrendamiento  cuestionado  depende 
de  las  facultades  acordadas  á  Leonard,  en  el  poder  de  f.  24, 
pues  aun  cuando  se  invoca,  por  el  demandado,  el  artículo 
75  del  manduto  del  Gódigo  Civil,  y  se  acompaña  un  con- 
trato celebrado  entre  Martinez  y  Boque,  no  podia  haber  juicio 
sobre  la  preferencia  al  arrendamiento  sino  entré  los  inte- 
resados. 

99  Que  por  los  términos  del  mencionado  poder,  se  vé  que 
Leonard  habia  sido  especialmente  facultado  para  el  arren- 
damiento y  no  encargado  de  buscar  arrendatarios  como  lo 
pretende  Martinez,  pues  para  esto  no  se  precisaba  poder, 
mientras  que  lo  primero  se  confirma  con  la  enumeración  de 
sus  facultades,  fijar  el  precio,  el  término  y  demás  condi- 
ciones, lo  que  escluye  la  facultad  de  desaprobar  el  arrenda- 
miento de  Leonard,  pues  estas  facultades  estarían  entonces 
sin  sentido  ni  valor  alguno,  lo  que  no  es  legal  suponer. 

3^  Que  aunque  es  verdad  que  según  el  dicho  poder,  D. 
Patricio  Martínez  debe  firmar  los  contratos  que  hiciera  Leo- 
nard en  virtud  del  poder,  no  es  menos  cierto  que  puede 
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decirse  qne  por  sus  términos,  Martínez  debia  firmar  fil  con- 
trato que  se  le  presentara,  y  que  esta  cláusula,  mas  que  una 
facultad,  impone  una  obligación  á  Martínez. 

4**  Que  no  siendo  por  otra  parte  esencial  para  el  arren- 
damiento la  escrituración  y  estando  autorizado  Lconard 
para  arrendar,  debe  confirmarse  esa  interpretación,  basada  en 
que  de  otra  mm^tsk  se  baria  ilusoria  la  facultad  acordada  y 
se  llegarla  á  dejar  sin  validez  er  poder  en  parte,  contra  los 
principios  de  interpretación. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  declarando  que  debo  absol- 
YeXy  como  absuelvo  de  la  demanda  á  Manuel  Gires,  que 
en  su  contra  dedujo  I).  Patricio  Martínez,  con  costas  á  est^ 
último.    Hágase  saber  original  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin, 


Fallo  de  1»   Saprent»  Corte 


Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1876 

Vistos  y  cojosideranda: 

1®  Que  es  una  regU  de  interpri^tacion  fundada  en  notoria 
equidaci  y  sana  critica»  que  nunca  deben  entenderse  las  fa* 
cuitados  conferidas  al  mandatario  en  sentido  contrario  al 
interés  y  derechos  del  mandante. 

2?  Que ,  conforme  á  esta  regla,  la  cláusula  del  poder  que 
faculta  á  Leonard  para  que  pueda  contratar  por  el  precio, 
términos  y  condiciones  que  crea  convenientes  una  casa  al- 
tos y  bajos,  de  propiedad  de  la  esposa  del  mandante  D.  Pa- 
tricio  Martínez,  procediendo  en  tal  caso  el  apoderado  á  co- 
municar al  «poderdante,  quien  deberá  firmar  la  correspondieiite 
escritura  de  locación  >  debe  entenderse  en  el  sentido  de  que 
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Martínez,  se  reserva  el  derecho  de  aprobar  el  contrato  y  que 
sin  su   firma  no  pnede  este  existir. 

3°  Que  no  habiendo  pues,  Martinez  prestado  su  aproba- 
ción ni  querido  firmar  el  contrato  de  arrendamiento  cele- 
brado por  Leonard  con  D.  Manuel  Gires,  queda  este  nulo 
aunque  lo  haya  firmado  el  mandatario,  de  conformidad  con 
lo  dispuesto  por  al  artículo  63  del  título  del  mandato  del 
Código  Civil. 

Por  estos  fundamentos  se  revoca  la  sentencia  apelada  de 

fs y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos  delvuél- 

▼anse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GO- 
ROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.— 
S.  H.  LASPIUa. 


íiro    M9 


CAVSA  I 


El  Banco  Nacional  contra  D.  Enrique  C.  Becker^ 
por  cobro  ejecutivo  de  pesos 


Sumario. — No  esponiéndose  excepciones  en  la  citación  de 
remate  del  juicio  ejecutivo»  debe  este  lleyarse  adelante. 


Caso. — D.  Eduardo  ATgericht  por  el  Banco  Nacional,  inició 
ejecución  contra  D.  Enrique  C.  Becker  por  el  cobro  de  una 
letra  de  cambio,  valor  de  2,600  $  fts. 

Notificado  el  mandamiento,  Becker  espuso :  <  que  no  tenia 
dinero  para  efectuar  el  pago,  por  lo  que  el  oficial  de  Justicia 
trabó  embargo  en  unas  maderas  del  referido  Becker,  que  se 
encontraban  en  d  corralón  de  D.  Samuel  B.  Halle,  consisten- 
tes en  tres  pilas  de  altura  de  5  á  6  varas  de  tablones  de  ce- 
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dro,  7  como  depositario  quedó  D.  G.  H.  Sanford.  La  diligencia 
está  firmada  por  el  oficial  de  Justicia,  el  actuario,  el  ejecutado 
y  el  depositario. 

Posteriormente  en  unas  posiciones,  el  ejecutado  confesó  que 
esas  maderas  habian  sido  dadas  á  Halle  en  cuenta  corriente  j 
que  su  valor  ex^ia  4e  ji^,06&  $  m/o. 

Citado  de  rayate  el  ejecutado  y  no  habiendo  opuesto  excep- 
ciones, 86  dictó  el  siguiente. 


Fallo  del  Jíaes  de  Soeeion. 

Baeoos  Aires,  Noviembre  8  deil876. 

No  habiéndose  opuesto  D.  Enrique  G.  Becker  á  la  ejecución, 
con  escepcion  legal,  llevóse  adelante  hasta  hacer  al  acreedor 
cumplido  pago  con  los  bienes  embargados  intereses  y  costas. 

Albarractn. 

Notificado  el  ejecutado,  apeló  para  ante  la  Suprema  Corte, 
alegando  como  fundamento  del  recurso  que  no  eran  de  su  pro- 
piedad los  bienes  embargados. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Enero  19  de  1877. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  cincuenta  y  una,  satisfechas  las  de  la  instan- 
cia y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS. —I.  D0M1N(ÍC£Z.— 
8.  M.  LASPIÜR. 
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CAUSA    II 


D.  Pedro  L.  Hamayo,  eantra  D.  Juan  D.  M^adonaf  incidente 

sobre  competencia. 


Sumario, —  El  fuero  de  nn  pleito  entre  mandante  j  man- 
datario, surge  de  la  vecindad  de  las  partes;  y  siendo  estos 
de  distintas  provincias  corresponde  á  la  jurisdicción  federal. 


Caso. — D.  Juan  dé  León  en  representación  de  D.  Pedro 
L.  Bamayo,  empresario  de  las  Mensajerías  Iniciadoras,  de- 
mandó ante  el  Juez  Federal  en  San  Juan,  á  D.  Juan  de 
Dios  Maradona,  agente  en  aquella  ciudad  la  sunúi  de  171  $ 
29  es.  bolivianos,  saldo  de  las  cuentas  de  la  empresa  en  el 
mes  de  Marzo  de  1876. 

Convocados  á  juicio  verbal,  Maradona  declinó  jurisdicoibn 
diciendo  que  aun  cuando  Ramayo  era  vecino  de  otra  Pro- 
vincia, el  crédito  que  se  le  cobra  no  procedía  de  negocios  he- 
chos en  el  domicilio  del  demandante  ni  con  él  sino  de  la 
,  Agencia  de  San  Juan  que  tenia  su  domicilio  en  la  Provin- 
cia, que  por  consiguiente  del  origen  de  la  deuda  no  surtia 
el  fuero  nacional  sino  el  provincial. 

Corrido  traslado  B.  Luis  Cavillotti  por  Bamayo  contestó 
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que  el  pleito  era  entre  vecinos  de  diferentes  Provincias  j  el 
crédito  en  sn  origen  era  de  una  operación  de  jurisdicción 
nacional,  por  lo  que  la  causa  correspondía  al  Juez  de  Sección, 
según  el  artículo  8  de  la  lej  de  jurisdicción  nacional.  Pidió 
se  rechazara  el  artículo  con  costas. 


Valto  del  Jí ves  de  Seeeiea 


San  Joan,  Octubre  4  de  1876. 

Yistos :  y  considerando  especialmente  que  la  cuestión  pro- 
movida en  este  juicio  se  refiere  á  los  derechos  y  obligaciones 
procedentes  del  mandato  entre  el  mandante  y  el  mandatario, 
en  cuyo  caso  debe  estarse  para  surtir  el  fuero  á  la  vecindad  de 
las  personas  que  hacen  parte  en  el  juicio,  de  conformidad  á 
lo  dispuesto  articulo  segundo,  inciso  segundo  de  la  ley  de  juris- 
dicción áe\  catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
treSj  fallo  este  incidente,  declarando  no  haber  lugar  á  la  in- 
hibición de  este  juzgado  solicitada  por  el  demandado  Mara- 
dona» en  su  escrito  de  fs.  8,  con  costas.  En  su  consecuencia 
comparezca  él  mi^mo  el  sábado  7  del  corriente  por  si  ó  apo- 
derado á  contestar  la  demanda  verbal  interpuesta  por  el  apo- 
derado de  D.  Pedro  L.  Bamayo. 

Morcillo. 

De  este  auto  apeló  Maradona,  y  el  recurso  se  le  otorgó  en 
relación. 


Fallo  de  la  Svprenta  Corte. 

Buenos  Aires,  Enero  33  de  1877. 
Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 


(I 
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apelado  de  foja  diez;  satisfechas  las  de  la  instancia  y  Te- 
I^nestos  los  sellos,  doTuélvanse. 

JOSÉ    BARROS  PAZOS. —  J.    DOMÍNGUEZ.  —  S. 
M.  LASPIUR. 


■  HM 


CAUSA    III. 


El  Banco  Nacional  contra  D.  José,  M.  Lagos,  incidente  sobre 

competencia. 


Sumario.  —  Todos  los  asuntos  en  qne  el  Banco  Nacional  es 
parte,  corresponden  á  la  jurisdicción  federal. 


Caso.  —  D.  Eduardo  Axgerich  por  el  Banco  Nacional,  inició 
ejecución  ante  el  Juzgado  Federal  en  Buenos  Aires,  contra  D. 
José  M.  Lagos,  por  2900  pesos  fuertes  importe  de  una  letra  de 
cambio. 

Notificado  el  auto  de  solvendo,  Lagos  promovió  artículo  de 
incompetencia,  alegando  que  él  era  argentino  y  vecino  de  Bue- 

T.  IX.  26 

% 
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nos  Aires  y  qae  el  Banco  no  era  mas  que  una  persona  jnildiea, 
nn  establecimiento  mercantil,  sujeto  á  la  jurisdicción  proyin*- 
cial. 

Corrido  traslado,  Argericli  contestó  que  el  punto  estaba  ya 
resuelto  por  el  Juzgado  en  el  caso  de  VUlanueva  con  el  Banco 
Nacional,  en  que  se  habia  ^declarado  que  eran  de  Jurisdicción 
Nacional  todos  los  asuntos  de  dicho  Banco.  Pidió  se  rechazara 
el  artículo  con  costas. 


F»ll«  del  iViies  de  Seeeton. 


Buenos  Airea,  Setiembre  29  de^  1876. 

De  conformidad  &  lo  pedido  en  la  solicitud  que  precede  y  á 
lo  resuelto  por  la  Suprema  Corte  en  la  causa  de  YíUanueva,  lié* 
yese  adelante  el  auto  de  solvendo  librado  á  f. . . .  repóngAse. 

Albarradn. 
Fulto  de  1»  Supremii  Corte. 


Buenos  Aires,  Enero  23  de  18T7. 

Vistos:  por  sus  fundamentos. se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  once  vuelt^^ ;  satisfechas  las  de  la  instancia  j 
respuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.—-  J.   DOMÍNGUEZ.  — 
S.  M.  LASPIUR. 


.     í 
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CAVSA     IT 


El  Proewraior  Ftscal  contra  ¡os  Conjiieces  de  la  mesa  recejh- 
tora  de  votos  del  Departamento  de  Arauco,  por  infracción 
de  la  ley  de  elecciones. 


Sumario.  —  En  las  infracciones  de  la  ley  Nacional  de  Elec- 
ciones, la  falta  de  intención  culpable  exime  de  pena  á  los  acu-> 
sados,  y  aún  á  aquel  que  propuso,  sin  probarla,  una  escepcion 
de  otra  clase. 


Caso.  ~  El  caso  se  halla  espuesto  en  el  siguiente 


Fallo  del  Jues  Seeeloiml. 


r 

En  la  ciudad  de  la  Rio  ja  á  19  dias  del  mes  de  Julio  de  1876, 
comparecieron  ante  el  Sr.  Juez  Nacional,  y 

Vistos  y  considerando :  1^  Que  el  Frocorador  Fiscal  demanda 
á  los  Conjueces  Titularas  y  Suplentes,  D.  Justo  de  la  Vega, 
D.  Leoyino  Quinteros,  J).  Estaurofílo  Nieto,  D.  Manuel  Vega, 
D.  Dfon^iciano  Niz,  D.  Sinecio  Quinterps,  D.  AngeJ.  Vícepte 
y^rVl*  RapwA  4g^erQ,  D.  Pascual  Qljiedp  y  D.  ^^an  yiq^n^tje 
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Allende,  por  infracción  &  los  artículos  19  y  21  de  la  ley  na- 
cional de  Elecciones.  (Acta  de  f.  1*  y  2*). 

i^  Que  los  demandados  Vega,  Níz  y  Allende  y  los  apodera- 
dos de  D.  Ramón  Agüero,  Leovino  Quinteros,  Estaurofilo  Nieto* 
alegan  la  falta  de  intención  criminal  al  instalar  la  mesa  es- 
crutadora en  Anillaco,  por  ser  este  la  cabeza  del  Departa- 
mento, haberse  allí  practicado  los  Bejtstros  Cívicos  en  todas 
las  elecciones  nacionales  desde  la  vigencia  de  la  ley  de  la  ma- 
teria y  haber  declaraciones  de  la  Cámara  de  Diputados  sobre 
su  alcance  y  espíritu  con  motivo  de  la  elección  de  uno  de 
sus  miembros.  (Esposiciones  de  f .  6  y  12). 

3^  Que  &  petición  Fiscal  se  declararon  rebeldes  los  acusados 
Manuel  A.  Vega,  Ángel  Vicente  Vega  y  Pascual  Obiedo,  por 
no  haber  comparecido  &  contestar  la  demanda  en  el  término 
del  emplazamiento.  (Auto  def.  8vta). 

A"^  Que  el  apoderado  de  Cinecio  Quinteros  ha  alegado  la 
ausencia  de  su  representado  del  Departamento,  desde  antes  que 
se  le  nombró  conjuez,  hasta  después  de  la  elección, 

5^  Que  aunque  corresponde  al  Congreso  juzgar  de  la  validez 
6  nulidad  de  la  elección  de  sus  miembros,  es  atribución  es- 
clusiva  del  Poder  Judicial  la  interpretación  y  aplicación  en  ^ 
los  casos  contenciosos,  de  las  leyes  que  aquerdictase  en  la 
forma  de  la  Constitución.  (Artículo  100  de  la  Constitución  Na* 
cional). 

6^  Que  designando  el  artículo  19  de  la  ley  Nacional  de  Elec- 
ciones, los  puntos  en  que  debe  practicarse  la  elección,  los 
Conjueces  acusados  han  debido  concurrir  &  uno  ú  otro,  no 
obstante  la  disposición  del  artículo  30  de  la^  ley  provincial 
de  12  de  Diciembre  de  1869,  que  designa  á  la  Villa  de  Ani- 
llaco como  cabeza  del  Departamento  de  Arauco. 

7®  Que  ademas  el  artículo  19  de  la  ley  electoral  no  designa 
para  efectuar  la  elección  el  lugar  eu  que  según  las  disposicio- 
nes de  los  poderes  de  las  Provincias  (que  no  se  han  dictado) 


]>E  IDNIGU  HádOR AL  8T8 

debia  «star  instalado  el  Juzgado  de  Faz,  sino  en  los  portales 
en  donde  funciona  aquel  con  adquiescencia  de  dichos  poderes. 

8^  Que  no  obstante  lo  espuesto,  no  existiendo  resolución 
Judicial  sobre  el  caso  sub  judice  y  constando  de  las  declara- 
ciones de  fs.  13  js  14,  é  informa  del  Escribano  actuario  de  f.  14 
Yta.  haberse  acostumbrado  á  practicar  las  elecciones  y  Regis- 
tros Cívicos  Nacionales  con  pocas  escepciones  en  el  lugar  de 
Anillaco ;  es  eyidente  que  no  hay  falta  de  intención  criminal 
en  los  acusados,  nacida  de^la  errónea  interpretación  que  desde 
la  vigencia  de  la  ley  nacional  se  ha  dado  á  la  ley  Provincial 
citada,  el  concurrir  á  formar  mesa  en  el  lugar  de  Anillaco, 
pues  que  consta  de  publicaciones  oficiales  que  la  Cámara  de 
Diputados  ha  aceptado  ,1a  elección  de  uno  de  sus  miembros 
sin  observación  alguna,  que  fué  practicada  en  dicho  lugar. 

9®  Que  habiendo  D.  Cinecio  Quinteros  en  la  diligencia  de 
f.  33,  ratificado  las  actuaciones  practicadas  por  D/  José  Y.  de 
la  Vega  en  su  defensa,  no  ha  justificado  la  escepcion  que  opuso 
este  al  contestar  la  demanda  en  la  audiencia  de  fecha  1^  de 
Abril  ppdo. ;  pues  que  las  declaraciones  de  fs.  25,  26  y  27 
no  solo  carecen  de  valor  jurídico  por  haber  sido  tomadas  en 
contravención  al  artículo  18  de  la  Constitución  Nacional  y 
al  126  de  la  ley  de  procedimientos,  sino  también  porque  de 
ellas  aparece  acreditado  todo  lo  contrario  de  la  mencionada 
escepcion. 

Por  estos  fundamentos,  definitivamente  juzgando,  fallo  y 
declaro :  1°  Que  absuelvo  á  los  Sres.  D.  Justo  de  la  Vega, 
D.  Domiciano  Niz,  D.  Leorino  Quinteros,  D.  Estaurofilo  Nieto, 
D.  Bamon  Agüero,  D.  Manuel  A.  Vega,  D.  Ángel  Y.  Yega, 
D.  Pascual  Obiedo  y  D.  Juan  Y.  Allende,  de  la  demanda;  y  2^ 
Que  de  conformidad  á  lo  dispuesto  por  el  artículo  54  de  la  ley 
de  eleooiones,  condeno  á  D.  Cinecio  Quinteros  á  la  multa  de 
doscientos  pesos  fuertes  6  en  su  defecto  un  mea  de  prisión  con 
las  costas  causadas  en  la  parte  en  que  hubiera  intervenido  en 
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la  pirMgntd  cansa  y  siendo  la&  demás  á  cargo  respectiVábiéAtl} 
de  los  que  las  hubieren  causado;  repónganse  los  sellos  y  há- 
gase saber  en  el  original,  con  lo  que  terminó  la  presente,  que 
la  firmó  el  Sr.  Juez  con  los  comparecientes  por  ante  Mi,  de  que 
áoy  fé : 

Mardoqueo  Molina.  —  Santiago  Gordi- 

lio.  —  J.  Vicente  de  la  Vega.  —  G. 

'    San  Román.  —  Salvador  de  la  Co- 

lina.  —  Basilio  Escalante,  Escribano 

Nacional. 

Esta  sentencia  fué  apelado  por  Quinteros  y  por  el  Procura'* 
dor  Fiscal. 


VISTA  DEL  SR.   PROCURADOR   GENERAL 


Suprema  Corte: 


Buenos  Aires,  Enero  18  de  1877. 


Encuentro  justa  la  razón  por  la  que  el  Juez  de  Sección  ab- 
guelre  á  los  Conjueces  acusados,  y  creo  que  la  sentencia  en 
esta  parte  no  debió  apelarse  por  el  Procurador  Fiscal. 

La  misma  razón  compren4e  al  Suplente  Sinecio  Quinteros, 
aunque  ál  principio  se  amparó  de  otra. 

El  Juez  de  Sección  lo  condena  á  la  multa  de  la  ley. 

La  unidad  y  seriedad  del  juicio,  exijen  en  mi  opinión,  qué 
la  absolución  lo  comprende  también,  aunque  no  ha  compare-^ 
cido  á  proseguir  su  apelación  ;  y  pienso  por  lo  tanto  que  lá 
Suprema  Corte,  teniendo  conocimiento  del  asunto,  pódrfa  re^ 
solver  así,  al  devolVer  I6s  autos. 

Carlos  TtjMúr^ 
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W^MJím  4le  la  Sapr^na»  Corte 

Baenos  Aires,  Enero  25  de  1877. 

Visto :  por  los  fundamentos  del  auto  apelado,  se  confirma 
este  en  la  parte  que  absuelve  á  los  Gonjueces  nombrados  en  el 
acta  de  foja  treinta  y  tres  vuelta,  revocándose  en  cuanto  con- 
dena al  Conjuez  Suplente  D.  Sinecio  Quinteros/*  por  encon- 
trarse en  las  mismas  condiciones  qae  los  absueltos,  como  lo 
reconoce  y  solicita  el  Sr.  Procurador  General  y  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  DOHINGUBZ.  — 
S.  If.  LASPIUR. 


CAUSA    T. 


Z).  Curios  San  Roman^  contra  varios  vecinos  de  la  Rioja,  por 
infracción  de  la  ley  nacional  de  elecciones. 


Sumario. — No  probándose  los  hechos  en  que  se  funda  una 
acción,  el  acusado  debe  ser  absuelto  con  costas  al  acusador. 


Caso.—  Los  hechos  y  el  derecho  alegados  están  esplicados 
éhel 
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Eallo    del  JTues  de  Seeelen. 

Rioja,  Octubre  16  de  1976. 

Vista  la  demanda  interpuesta  por  D.  Carlos  San  Eoman, 
contra  el  Juez  de  Paz  D.  Arcenio  Llanos,  capitanes  D.  Da- 
vid  Gómez  y  Rosario  Ascurra  y  los  conjueces  escrutadores 
D.  José  J.  Luna,  D.  Genaro  Soria,  Secundino  Soria  y  Eu- 
genio Ascurra,  sobre  infracciones  de  la  ley  nacional  de  eleccio- 
nes, en  la  que  se  practicó  el  6  de  Febrero  próximo  pasado  para 
un  Diptttado  al  Congreso  de  la  Nación:  y  considerando  en 
cuanto  á  los  hechos :  1^  Que  el  actor  solicita  se  les  condene 
á  los  acusados  á  la  multa  de  treinta  onzas  de  oro  y  las  costas 
procesales  como  autores  de  los  hechos  siguientes :  1^  Haberse 
instalado  la  mesa  en  la  estancia  del  Juez  de  Faz  distante  ocho 
leguas  de  la  cabeza  del  Departamento  y  cinco  de  la  Parro- 
quia; ^  Haberse  negado  el  Juez  de  Paz  á  contestar  una  nota 
de  un  Juez  de  Distrito,  en  que  le  preguntaba  á  qué  punto 
se  hacia  la  convocatoria  de  la  eleQcion  que  se  le  ordenaba 
para  que  concurrieran  los  ciudadanos  á  sufragar;  3^  Haber 
el  Juzgado  de  Paz  y  capitán  Gómez  hecho  ostentación  de 
fuerza  armada  reuniendo  la  fuerza  como  á  treinta  varas  del 
lugar  de  la  elección;  4""  Haber  los  conjueces  aceptado  sufragios 
á  algunos  ciudadanos  que  presentaban  boletas  de  calificación, 
falsificadas  unas  y  otras  informales;  5^  Haber  varios  ciuda- 
danos votado  sin  haberse  inscripto  en  el  registro  cívico,  pre- 
sentando boletas  de  calificación  falsificadas;  6°  Haber  el  Juez 
de  Paz  Llanos,  inscripto  en  el  Registro  Cívico  varios  ciudada- 
nos que  no  se  han  presenciado  á  inscribirse;  7**  Haber  el  ca- 
pitán de  milicias  Ascurra  citado  militarmente  su  compañía 
para  llevarla  á  votar,  ameQazando  i  los  ciudadanos  que  no 
querian  concurrir ;  8^  Haberse  negado  los  escrutadores  á  conr 
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signar  en  los  registros  electorales  la  falta  dendmerodel  re- 
gistro y  nombre  del  sufragante  qne  se  observaba  en  los  votos, 
no  obstante  las  reclamaciones  qne  hizo  el  ciudadano  D.  Mar- 
celino Beyes.  (Pedimento  de  fs,  1  á  3  reiterado  áf.  17). 

2^  Qne  el  Dr.  Luna  en  su  esposicion  de  f.  17  solicítala 
absolución  de  sus  representados  con  las  costas  procesales, 
fundado:  1^  En  que  la  elección  se  practicó  en  uno  de  los 
puntos  designados  por  la  ley  que  es  en  los  portales  del  Juzgado 
de  Faz ;  2^  En  que  el  Juez  de  Faz  no  ha  recibido  la  nota 
del  Juez  de  Distrito  á  que  de  refiere  la  acusación ;  3^  En  que 
la  fuerza  nacional  estuvo  acuartelada  y  no  salió  un  solo  sol- 
dado durante  la  elección ;  4^  En  que  era  falso  el  cargo  por 
haber  sido  presentadas  las  calificaciones  antes  de  sufragar  los 
ciudadanos  á  los  representantes  del  partido  de  oposición  y 
que  los  que  figuraban  en  los  autos,  aun  suprimiendo  las  fal- 
sificadas  y  presentadas  á  los  escrutadores,  pertenecían  á  los 
partidarios  del  acusador,  lo  que  al  aceptarlas  probaba  buena 
fé ;  5^  En  que  es  falso  el  cargo,  por  estar  inscriptos  los  ciuda- 
danos á  que  se  refiere  la  acusación,  ignorando  con  escepcion 
de  uno  de  ellos,  si  se.  presentaron  á  la  mesa  á  sufragar; 
6^  En  que  es  falso  el  cargo  por  haberse  escusado  probable- 
mente los  ciudadanos  á  que  él  se  refiere  por  la  falta  de  ins- 
cripcion^  para  sufragar  por  el  candidato  del  acusador ;  7®  En 
que  el  capitán  Ascjorra  no  ha  citado  su  compañía,  porque  no 
ha  estado  autorizado  para  ello,  habiendo  concurrido  volun- 
tariamente algunos  ciudadanos  á  sufragar ;  8^  En  que  era  falso 
este  último  cargo. 

3®  El  Frocurador  Fiscal  no  ha  deducido  acción  contra  los 
acusados  á  mérito  de  tener  antecedentes  que  pudieran  servir 
para  comprobar  los  hechos  déla  acusación  (esposicion  de  f.  19). 

Y  considerando  en  cuanto  al  derecho:  I""  Que  designando 
el  artículo  19  de  la  ley  nacional  de  elecciones  los  portales 
del  Juzgado  de  Faz  como  uno  de  los  puntos  en  que  deben 
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practicaTse  las  elecdoiies,  el  apoderado  de  los  demandados 
ha  demostrado  que  sus  zepreseatados  haü  obséirado  dicha 
prescripción  al  justificar  plenamente  con  el  informe  de  fs.  55 
vuelta  que  la  estancia  denominada  <Po2o  Cercado»  ó  «Bella 
Yista»  en  donde  se  hizo  la  elección  de  Febrero  próxííno  pa- 
sadOy  era  el  asiento  en  que  funcionaba  el  Juzgado  de  Paz  por 
disposición  del  Poder  Ejecutivo  de  la  Provincia,  y  por  lo  tanto 
aunque  los  conjueces  no  tienen  la  atribución  de  variar  ad  li- 
bitum  el  local  de  la  elección;  en  el  presente  caso,  consta  de 
confesión  de  partes,  informe  del  actuario  de  fs.  38  y  decía- 
raciones  corrientes  de  f  s.  23  á  31  y  34  á  35  vuelta,  que  el  lugar 
del  (cPoao  Cercado»  asiento  del  Juzgado,  es  un  punto  central 
entre  las  dos  principales  poblsíciones  Chepos  y ,  ülapes  del 
Departamonto :  que  aUí  se  ha  practicado  el  registro  Cívico 
durante  dos  años  cuyas  calificaciones  han  presentado  los  dos 
partidos  á  la  mesa  escrutadora  y  finalmente  que  ambos  han 
concurrido  á  sufragar,  circunstancias  que  los  escusa  de  toda 
responsabilidad  criminal. 

2°  Que  designando  el  artículo  19  de  la  ley  de  elecciones 
el  local  en  que  esta  debe  prsícticarse,  no  es  de  la  atribución 
del  Juez  de  Paz  fijarlo  al  dar  publicidad  al  decreto  de  convo- 
catoria; pues  que  sus  funciones  se  reducen  esclusivamente  á 
autorizar  el  acto  de  la  instalación  de  la  mesa  escrutadora, 
concurriendo  para  este  fin  con  los  encargados  de  formarla. 
(Articulo  12  de  ley  citada). 

3^  Que  del  informe  de  f .  39  vuelta  y  deolaraciones  citadas 
consta  que  la  fuerza  que  acampó  el  dia  de  la  elección  en  el 
«Pozo  Cercado»,  recorría  el  Departamento  por  órdenes  supe- 
riores, la  cual  ha  permanecido  desarmad»  durante  la  eleccioB 
sin  que  uno  solo  de  los  soldados  haya  tomado  la  mas  pe- 
quena  participación  para  impedir  el  libre  ejercicio  del  sufragio; 
y  que  por  lo  mistno,  la  sola  presencia  de  la  fuéíza  nacional 
djoraiite  la  ele«cion>  no  cae  bajo  la  aooion  déla.  ley  penal* qtie 
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designa  los  hechos  que  deben  juzgarse  como  punibles.  (Artícu- 
los 54  á  58  de  la  ley  citada). 

¥  Que  habiendo  sido  negados  por  el  apoderado  de  los 
demandados  los  hechos  en  que  se  fundan  los  capítulos  cuarto, 
quinto,  sesto  y  séptimo  de  la  demanda,  el  acusador  no  ha 
comprobado  su  existedcia,  p^ra  ^\  eftscto  de  aplicar  á  sus 
autores  las  penas  prescriptas  por  la  ley  de  la  materia. 

5^  Que  así  mismo  el  Sr.  San  Román  no  ha  probado  con 
la  declaración  de  D.  Marcelino  Reyes,  corriente  á  f .  28,  el  hecho 
de  haber  reQibido  la  mesa  escrutadora  los  votos  sin  el  nombre' 
de  los  sufragantes  y  número  del  rejistro«  negándose  á  con- 
signar  en  los  rejistros  electorales  estas  circunstancias  cuando 
fueron  requeridos  para  ello,  pues  que  siendo  singular  dicha 
declaración  no  merece  plena  fé  en  juicio. 

Por  estos  fundamentos,  definitivamente  juzgando  fallo  y 
declaro  que  absuelvo  á  los  acusados  de  la  demanda,  con  costas; 
y  hágase  saber,  con  lo  que  terminó  la  presente  que  lafitmó 
el  St.  Juez  con  los  comparecientes,  por  ante  mí,  de  que  doy  fé. 

Salvador  de  la  Colina.  —  Mardoquea  Mo- 
lina,— G.  San  Román. — F.  Luna. — Ba- 
silio Escalante,  Escribano  Nacional.' 

Fallo  de  la  Soprema  Corte* 

Buenos  Aires,  Febrero  1*  de  18T>. 

Vistos  por  sus  fundamentos  y  de  conformidad  con  lo  pedido 
por  el  Señor  Procurador  General  en  su  precedente  vista,  se 
confirma  con  costas  el  auto  contenido  en  el  acta  de  foja  cincuenta 
y  ocho,  satisfechas  las  costas  de  la  instancia  y  repuestos  los 
sellos  devuélvanse. 

JOSÉ  BAHROS  pazos.— J.  DOMIN- 
¿OBZ.  — í;  k.  LASPIUR. 
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CAUSA    TI. 


Clavel  y  Dejean,  contra  la  Municipalidad  de  Buenos  AireSf 
sobre  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 


Sumario.  —  i^  La  concesión  de  un  radio  hecha  á  una  Em- 
presa de  Mercado  por  la  Municipalidad,  sin  haberse  esta  obli- 
gado á  mantener  por  si  el  libre  goce  de  ese  radio,  tiene  que 
ser  hecha  valer  por  la  Empresa  Concesionaria. 

2^  Esta  no  puede  hacer  cargos  á  la  Municipalidad,  por  ra- 
zón de  no  haber  quedado  libre  el  goce  del  radio  dorante  la 
concesión,  sino  en  el  caso  de  alegar  y  probar  que  tal  cosa  ha 
sucedido  por  algún  acto  propio  6  imputable  á  la  Municipalidad. 


Caso.  —  £1  caso  está  ampliamente  esplicado  en  el  siguiente 


Fall#  del  JTaem  Seeelenal. 


Buenos  Aires,  Noviembre  15  de  1876. 

Vistos  los  autos  seguidos  por  D.  Luis  Clavel  j  D.  Benigno 
Dejean  con  la  Municipalidad  de  esta  ciudad,  por  cobro  de  per- 
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juicios  por  falta  de  camplimiento  de  tin  contrato  y  de  qne 
resulta  lo  signiente : 

i^iQue  los  espresados  Sres.  Clavel  y  Dejean  celebraron  con 
la  Municipalidad  en  28  de  Febrero  de  1862,  un  contrato  para 
la  construcción  del  Mercado  de  Comercio,  estipulando  en  él 
las  dimensiones  de  las  obras  á  ejecutar,,  tiempo  de  la  dura- 
ción y  concesiones  que  se  hacian  á  los  contratistas. 

2^  Que  en  el  artículo  tercero  se  establece  que  la  Municipa- 
lidad concede  á  los  Empresarios  el  radio  de  seis  cuadras  para 
que  dentro  de  él  no  se  permita  la  venta  en  puestos  de  carne, 
pescado  6  verduras. 

3®  Que  modificada  la  forma  del  pago  por  un  segundo  con- 
trato  de  fecha  4  de  Mayo  de  1868,  se  estableció  espresamente 
por  el  artículo  dP  que  quedaba  en  vijencia  la  concesión  del 
radio  espresado  en  el  contrato  anterior. 

4^  Que  concluido  el  Mercado,  los  Empresarios  viendo  ocu- 
pado este  radio,  ocurrieron  á  la  Municipalidad  para  que  les 
mantuviese  en  el  goce  de  sus  derechos,  reclamación  que  no  pro- 
dujo resultado. 

5^  Que  presentándose  posteriormente  al  Juzgado  de  Sección, 
se  mandó  desalojar  i  los  puesteros,  lo  que  no  cumplió  la  po- 
licía por  haber  rehusado  la  Municipalidad  dar  el  radio. 

6"  Que  con  estos  antecedentes  se  puso  la  demanda  de  f .  26 
en  que  se  espone,  que  habiendo  pagado  con  puntualidad  por 
parte  de  la  Empresa  las  obligaciones  que  se  impuso,  no  se  ha 
cumplido  por  la  Municipalidad  el  compromiso  contraído  por 
el  artículo  3^  del  contrato,  con  relación  al  radio  cedido,  falta 
ú  omisión  que  le  ha  perjudicado  notablemente  en  la  esplota- 
cion  del  negocio  del  mercado. 

7^  Que  la  Empresa  del  Mercado  de  Comercio  ha  gastado  en 
su  construcción  la  suma  de  un  millón  de  pesos  y  otro  millón 
ha  pagado  en  cambio  del  radio  de  seis  cuadras  que  la  Muni- 
cipalidad se  comprometió  á  cederle  y  que  no  l)a  hecho  efectivo 
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hasta  el  pie^e^tei.  Que  ppx  esta  causa  no  ha  ephr^Q  lo8  4%t 
rechos  de  que  corresponden  á  los  4iO  ó  50  puertos  que  la  Mu-? 
nipipalidad  ha  consentido  dentro  del  radio  cedido,  perjuicios 
que '  equitativamente  estima  en  un  millón  de  pesos,  á  cuja  res-* 
titucion  dehe  ser  condenada  la  Municipalidad,  pon  mas  la£[ 
cortas. 

8""  Que  comunicado  traslado  de  la  demanda  á  la  Municipal 
lidad,  esta  contestó  &  f.  10  pidiendo  su  absoluicion  también- en 
fostfts,  fundada  en  que  al  acordarse  por  la  Municipalidad  I4 
concesión  del  radio  de  seis,  cuadras  para  no  permitir  puestos, 
solo  se  comprometió  á  dictar  la  ordenanza  del  caso*  Que  cor** 
i^pondia  4  la  Empresa  el  haber  hecho  valer  sus  privüejios 
contra  los  terceros  que,  violaban  esos  privilejios  y  que  así  hn 
habla  entendido  la  Empresa  misma,  deduciendo  acción  contra 
dichos  terceros,  como  lo  tiene  confesado,  y  que  sino  la  llevó  á 
ei^ecto,  debia  culparse  .  á  si  misma  y  de  ninguna  manera  á;  la 
^unipipalidad  como  parte  contratante.  Que  nqes  verdi^.qua 
la  Al^unicipalidad  se  negara  á  determinar  el  radio,  puestp  qua 
se  encuentra  determinado  en  el  contrato  mismo  y  .que  tratan- 
dose  de  la  ejecución  de  ese  contrato,  no  era  la  parte  interesada, 
sino  los  jueces  quienes  .Reblan  declarar  cuál  era  el  alcance  d^l 
radio  de  ^eis  cuadras-  contenido  en  el  contratp* 

Y  considerando :  \^  Que  la  presente  cuestión"  v^rsa  sojbre 
la  interpretación  ^e  ila  cláusula  tercers(  del  captr^to  y  su  apli- 
cación. 

^  Que  por  los  términos  mismos  del  artículo  3^  del  contrato 
d^  1862,  y  el  artículo  O""  del  de  1868,  que  espresan  que  la  Mu- 
nicipalidad concede  al  mercado  un  radio  de  seis  cuadradas,  se 
ve  que  se  trata  de  una  obligacion^  de  hacer  que  la  Municipal 
lidad  cun^plió,  con  dictar  las  medidas  necesarias  para  su  eje- 
qucio^y  lo  que  ha  verificado,  dictando  la  ordenanza  correspon- 
diente para  los  demandantes,  como  lo  dice  el  reprei^entante  dei 
1»  J^u^iQipalidc^  no  h^l^ndose  eq  este  pua,to  contradichoft. 
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sino  corroborado  por  el  demandante  que  en  parte  alguna  reco- 
noce que  la  resisteneia  de  los  puesteros  intrusos  estuviese 
justificada  por  la  falta  dé  esta  ordenanza  ó  por  atrtorizacion  de 
la  Municipalidad. 

¿^  Que  tratándose  dé  un  privilejio  6  esoepcion  acordada  á 
on  inÍ9Bio  indiTÍduQ  ó  á  una  Empresa,  es  á  cargo  del  beneficiado 
el  hacerlo  Tidei  j  respetar,  y  en  este  caso  se  encuentra  la  Em- 
presa del  Mercado  de  Comercio,  á  quien  se  habia  acordado  el 
parivilejio  de  no  permitírsele  competencia  en  un  radio  de  seis 
euadras. 

4P  Que. la  Empresa  misma,  presentándose  ante  el  JueíXa- 
eional  de  Sección  como  ío  tiene  declarado,  contra  los  puesteros 
intrusos,  así  lo  ha  comprendido,  y  esta  interpretación  la  ha  con- 
firmado, cuando  al  hacer  un  nuevo  contrato  con  la  Municipa- 
lidad en  1868f  corriente  á  f. . .  ha  ratificado  que  quedaba  en 
vigencia  la  concesión  del  radio  espresado,  lo  que  importaba 
reconocer  que  la  Municipalidad  habia  cumplido  con  las  impo- 
^sicipnes  de  esa  cláusula  desde  que,  según  la  demanda,  la  re- 
clamación por  el  desalojo  de  los  puesteros  intrusos  habia  tenido 
lugar  después  de  abierto  el  Mercado  al  público. 

5®  Que  aun  cuando  no  se  tratase  de  un  ¡("ivilejio  en  la  forma 
ante  dicha,  sino  de  un  verdadero  arrendamiento  de  derechos 
Municipales,  la  Municipalidad  como  locador,  no  estaría  obli- 
gada á  garantir  ^  locatorio  de  las  vias  de  hecho  de  terceros 
y  en  ese  caso  la  Empresa  no  tendría  acción  sino  contra  los 
autores  de  los  hechos  (artículo  36,  título  «Déla  Locación »f 
Código  Civil);  pues  no'  se  tíata  de  impedimento  que  se  les  haya 
puesto,  alegando  derechos  de  propiedad,  uso  ó  goce  de  la  cosa, 
que  0/9  la  única  lúpiitacion  que  contiene  el  espresado  artículo. 
&"  Que  no  puede  estimarse  como  un  impedimento  basado  en 
estos  últimos  derechos,  el  que  se  ha  puesto  á  la  Empresa  por 
Isifi  puesteros  intrusos,  tanto  porque  así  lo  reconoce  la  Em- 
jfffis%  m^vpjBkt  Mnc9ÍLÍe9Ío  que  la  resisteneia  de  los  fnesteroií 
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era  infundada,  CQmo  porqneasí  fué  declarado  en  el  juicio  qae 
interpusieron  ante  el  Juez  de  Sección  y  mas  particularmente 
porque  dicha  resistencia  de  los  puesteros,  so  fundaba,  segan 
se  deja  comprender  en  la  demanda,  en  el  derecho  personal  y 
común  á  todo  habitante  de  laEepúblioa  de  ejercer  libreníente 
su  industria,  lo  que  no  importaba,  ni  puede  comprenderse 
como  un  derecho  especial  á  la  cosa,  exijido  entre  las  escep- 
ciones  enumeradas  al  final  del  precedente  considerando. 

1^  Que  no  es  verdad  que  la  Municipalidad  no  haya  deter- 
minado el  radio  de  las  seis  cuadras,  pues,  se  encuentra  esta 
determinación  contenida  literalmente  en  el  contrato,  y  qué  si 
en  la  ejecución  del  contrato  hubiese  sido  necesario  fijar  el 
alcance  de  esta  concesión,  no  era  una  de  las  partes  contra- 
tantes, como  era  la  Municipalidad,  sino  á  la  autoridad  judicial 
á  quien  incumbía  determinarla,  una  vez  producido  el  caso 
judicial. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  absolviendo  á  la  Munici- 
palidad de  la  demanda  entablada  por  los  Sres.  Clavel  y  D^jean, 
repónganse  los  sellos  y  notifíquese  original. 

Isidoro  Albarractn. 


Fall#  de  la  Saprema  Corte* 

I 

Buenos  Aires,  Febrero  1*  de  1877. 

.  Vistos  y  considerando :  Primero.  Que  no  resulta  de  los  con- 
tratos en  copia  presentados  á  fojas  dos  y  seis,  que  la  Munici- 
palidad se  haya  obligado  especialmente  á  mantener  por  si  á  la 
Empresa  del  Mercado  del  Comercio  en  el  libre  goce  del  radio 
de  seis  cuadras  que  le  concedia,  contra  la  ocupación  de  cual- 
quiera que  intentase  establecer  dentro  de  él  un  puesto  de 
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abasto,  ni  tampoco  á  dictar  ordenanza  alguna  sobre  el  parti- 
cular. 

Segundo.  Que  la  Empresa,  que  pudo  y  debió  haber  publicado 
el  contrato  para  hacer  conocer  de  todos  la  concesión,  no  lo 
hizo. 

Tercero.  Que  dicha  concesión  hecha  á  la  Empresa  por  la  Mu- 
nicipalidad en  Tirtud  de  la  autoridad  pública  que  para  ello  le 
asistía,  se  ha  convertido  por  el  hecho  en  un  derecho  privado, 
que  solo  á  los  concesionarios  correspondía  defender  y  hacer 
valer. 

Cuarto.  Que  estos  asi  también  lo  entendieron,  cuando  ocar« 
rieron  al  Juzgado  de  Sección  solicitando  el  desalojo  de  los 
intrusos,  juicio  que  en  seguida  paralizaron  voluntariamente 
después  de  haber  obtenido  el  correspondiente  mandanrtento 
para  el  efecto,  y  sin  que  entonóos  hubiesen  requerido  cosa 
alguna  de  la  Municipalidad  si  se  creian  con  derecho  para  ello. 

Quinto.  Que  la  fijación,  ]^or  otra  parte,  del  radio  que  recien 
ahora  vienen  á  demandar,  cuando  está  para  vencerse  el  largo 
término  d^l  contrato,  es  impertinente  por  innecesaria,  pues 
está  bien  determinado  en  el  contrato  mismo  al  fijarle  el  límite 
de  seis  cuadras,  y  cuando  no  se  exijió  si  se  creia  necesario,  al 
reformarse  el  primitivo  contrato  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
dos  por  el  de  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho. 

Sesto.  Que,  por  último,  no  se  ha  alegado  y  probado  por  lo$ 
Empresarios  que  la  concesión  de  radio  haya  sido  violada  ó  in- 
terrumpida por  acto  alguno  propio  é  imputable  á  la  Municípa* 
lidad,  único  caso  en  que  la  presente  demanda  contra  ella  habría 
sido  procedente. 

Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  de  la  sentencia 
apelada,  se  confirma  ésta  con  costas,  y  satisfechas  los  de  la 
instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  estos  autos. 

JOSÉ  BARROS   PA20S. — J.    DOMÍNGUEZ.-^ 
8.  M.  LASPII}R. 

T.  Dt  27 
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CAVMA     Til. 


Devoto  HertMnos  contra  D.  Jaime  Wabh^  Capitán  del  Bergan- 
tin  inglés  ^ZukitaT^  ^  por  daños  procedentes  de  averias  en  la 
carga. 


Sumario.  —  i®  En  los  danos  de  la  carga,  se  presume  la 
culpa  del  Capitán,  y  á  él  incumbe  la  prueba  de  las  escepcio- 
jies,  menos  en  el  csiso  en  que  el  cargador  afirme  que  la  causa 
,de  la. avería  consiste  en  el  mal  estado  del  buque,  para  na- 
.Tegar. 

2^  En  este  caso  la  prueba  de  dicha  afirmación  corresponde 
al  cargador,  máxime  cuando  el  capitán  tiene  el  Certificado  de 
una  compañía  de  espertos  del  puerto  de  procedencia  de  haber 
estado  el  buque  en  buen  estado  de  navegar. 

3®  El  informe  de  la  Cámara  Sindical  de  la  Bolsa,  que  á  los 
certificados  del  Lloyd  Americano  no  se  acuerda  en  esta  plaza 
la  misma  fé  que  á  otros,  para  buques  con  destino  á  Europa, 
no  desvirtúa  el  mérito  de  aquellos  para  buques  con  destino  á 
este  puerto. 

4^  Para  desvirtuarlo,  debe  probarse  que  el  buque  I^a  nave- 
gado sin  contra  tiempos  de  mar,  6  que  los  defectos  del  buque 
no  pudieron  ser  notados  por  los  j)eritos  del  Lloyd  Americano. 

5^  El  informe  pericial  al  ^espe^to,  no  ordenado,  ni  ratifica- 
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^  ja4icialmeiite,  y  en  oposición  al  cual  existe  nna  protes- 
testa  del  Capitán  ante  el  Cónsul  Inglés  de  accidentes  de 
mar  sufridos  en  la  traTesia»  no  puede  constituir  dicha  prueba. 


Caso.  — El  caso  se  halla  espuesto  en  el  siguiente: 


F«ll#  del  Jíaem  Seeeloital 


Buenos  Aires,  Setiembre  35  de  1876. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  los  Sres.  Devoto  Hermanos 
contra  el  Capitán  del  bergantín  luglés  cZuleika»  por  averia  en 
un  cargamento  de  harina  traído  de  Nueva*York,  Estados-Uni- 
dos j  de  que  resulta. 

,i®  Que  en  Enero  de  1875  el  capitán  del  <Zuleika,>. recibió 
en  Nueva-York,  para  trasportar  á  Buenos  Aires,  á  la  consig- 
nación de  los   Sres.  Devoto  Hermanos,  en  el  cZuleika»,  la 
oantidad  de  2905  barriles  de  harina  en  buena  condición,  se- 
gún conocimiento  de  f .  1 . 

2^  Que  llegando  en  Abril  á  este  puerto  el  cargamento  di- 
cho,  los  consignatarios  procedieron  á  la  descarga,  encontran- 
do  4a  mercadería  en  mala  condición  6  con  averías,  por  lo  que 
solicitaron  el  reconocimiento  pericial  que  se  ordenó  á  f .  5. 

3^  Que  los  peritos  á  f.  9  afirmaron  que  las  averías  provenian 
del  agua  que  ha  penetrado  en  la  bodega  por  falta  de  calafates 
al  costado  de  ambos  lados  en  la  parte  alta  en  ,1a  cubierta  j 
barragantes.     . 

4^  Que  en  vista  de  esto  j  siendo  el.  Capitán  responsable  de 
los  daños  que  sufra  la  carga  j  que  no  provenga  de  vicio  de 
][a  cosa,  culpa. del  cargador  ó  fuerza  mayor,  los  Sres,  Devoto 
Heimanos  dedujeron  demanda  á  f »  1 1  por  la  indemnización 
díO  «sos  perjuicios. 
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5^  Que  corrido  traslado  de  la  demanda  el  Capitán  sostiene 
que  no  es  por  su  culpa  sino  por  accidentes  de  mar  qne  la  ave- 
ría se  ha  producido;  que  el  buque  fué  inspeccionado  por  el  Lloyd 
de  Nueva-York  obteniendo  patente  de  estar  en  buen  estado,  tra- 
ducida á  f.  59  que  se  acompaña  á  f.  i7  legalizada  por  el  Cónsul 
Americano  en  esta,  y  que  para  obtener  esta  patente  el  buque 
fué  previamente  reparado  como  constaba  del  mismo  certifi- 
cado. 

* 

6®  Que  recibida  esta  causa  á  prueba  sobre  la  falsedad  de 
la  patente  del  Lloyd  de  Nueva-York,  sobre  que  las  patentes 
de  esta  asociación  no  bastaban  para  certificar  el  estado  del 
buque  en  el  puerto  de  su  |)rooedencia,  sobre  que  el  buque  no 
estaba  apto  para  emprender  viage  en  el  momento  de  partir  de 
Nueva- York,  y  que  la  avería  se  habia  producido  por  fuerza  ma- 
yor, se  ha  rendido  el  informe  de  la  Cámara  Sindical  á  f .  89, 
certificado  del  Cónsul  Argentino  en  Nueva-York  á  f .  94,  certi- 
ficado del  Lloyd  Americano  de  f .  59  y  protesta  de  f .  61 . 

Y  considerando ;  1^  Que  aunque  por  el  artículo  1067  del 
Código  de  Comercio  invocado  por  los  demandantes,  el  Capitán 
es  responsable  para  con  los  cargadores  de  toda  especie  de  cul- 
pa por  los  daños  que  sufra  la  carga,  á  menos  que  provenga  de 
vicio  propio,  fuerza  mayor  6  culpa  del  cargador  y  por  consi- 
guiente es  á  cargo  del  Capitán  la  prueba  de  la  escepcion,  ha- 
biéndose aceptado  por  los  demandantes  que  la  falta  del  capitán 
consistía  en  el  presente  caso  en  que  el  cZuleika»  no  estaba 
en  estado  de  hacer  la  travesía,  era  á  cargo  de  los  mismos  la 
justificación  de  este  estremo. 

2^  Que  para  conseguirlo  solo  se  ha  ofrecido  el  informe  de 
la  Cámara  Sindical  de  Comercio  que  dice  que  á  los  certifica- 
dos del  Lloyd  Americano  que  tiene  el  cZuleika»  no  se  les 
acuerda  en  esta  plaza  la  misma  fé  que  á  los  del  Lloyd  Inglés, 
del  Registro  Italiano  y  del  Yeritas  Francés,  para  buques  que 
carguen  para  Europa,  lo  que  no  importa  negar  que  merezcan 
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íé  en  el  comercio  esos  certificados,  ni  menos  que  no  sean  acep- 
tados cuando  son  espedidos  para  buques  que  hacen  el  viaje  de 
Estados-Unidos  á  este  puerto . 

3^  Que  imponiéndose  al  Capitán  por  el  artículo  1081  del  Có- 
digo de  Comercio  el  deber  de  hacer  reconocer  por  peritos, 
antes  de  tomar  carga,  si  el  buque  está  en  buen  estado  de  na- 
vegar, 90  deduce  que  á  este  reconocimiento  se  ha  de  proceder 
de  conformidad  á  las  ordenanzas  6  practicas  vigentes  en  el 
puerto  de  la  procedencia,  y  no  en  el  del  destino  del  buque ;  y 
por  consiguiente  no  es  de  dudarse  que  el  certificado  del  Lloyd 
Ajnericano,  ha  de  ser  bastante  en  Kneva-York,  como  de  hecho 
se  confirma  con  el  certificado  del  Cónsul  Argentino  en  ese 
puerto,  que  dice  que  la  Asociación  Lloyd  Americano,  gosa  de 
buena  reputación  con  las  compañias  de  seguros  marítimos  en 
esa  plaza,  de  lo  que  se  desprende  que  el  capitán  ha  cumplido 
con  ese  deber,  pues  viene  provisto  del  certificado  de  esa  aso- 
ciación de  espertes. 

4^  Que  este  certificado  de  visitar  é  inspeccionar  aunque  no 
es  I|eoho  absoluto,  echa  sobre  el  que  lo  impugna  la  carga  de 
probar  que  no  es  exacto,  y  hasta  que  se  haya  rendido  esa 
prueba,  hace  presumir  no  solo  que  en  el  momento  de  la  par- 
tida estaba  el  buque  en  estado  de  navegar  sino  que  las  averías 
posteriores  observadas  en  la  travesía  se  deben  á  accidentes  de 
mar,  según  doctrina  común ;  y  por  consiguiente  los  demandan- 
tes han  debido  establecer  en  el  presente  caso  y  por  esta  razón 
que  el  cZuleika»  ha  navegado  sin  contratiempo  6  que  las  fal* 
tas  observadas  en  el  calafateo  y  ajuste  de  los  costados  no  ha 
podido  ser  notado  por  los  peritos  del  Lloyd  Americano. 

5*  Que  aunque  para  la  prueba  en  contrario  del  certificado 
de  visita  es  admisible  la  de  presunciones,  el  dictamen  de  f.  8, 
en  que  basa  el  demandante  su  acción  no  puede  estimarse 
como  pericial  en  cuanto  al  origen  de  la  avería,  pues  no  hablan 
sido  autorizados  los  firmantes  sino  para  apreciar  los  daños 
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(artícalo  1246  del  Código  de  Comercio)  ni  ha '  sido  ratificado 
en  la  estación  de  la  prueba,  ni  por  último  puede  cohonestarse 
con  otras  constancias  del  espediente. 

6^  Que  consta  de  autos  qne  el  Capitán  del  «Znleika»  se  pre- 
sentó ante  el  Cónsnl  de  su  nación  (f.  61)  y  protestó  de  los 
accidentes  de  mar  qne  hablan  sobrevenido  al  bergantín  en  la 
travesía,  de  conformidad  á  lo  prescrito  en  el  artículo  1099 
del  Código  de  Comercio  j  que  esa  protesta  y  declaración  no 
contradicha  hacen  presumir  legalmente  la  existencia  de  los 
accidentes  que  denuncian,  hasta  que  no  se  pruebe  lo  contrario, 
y  contra  esa  presunción  no  puede  hacerse  valer  las  conjeturas 
de  los  peritos  de  f .  8  qu^  parten  del  hecho  contrario  de  que 
el  buque  no  sufrió  esos  accidentes,  habiendo  navegado  siempre 
con  vientos  favorables  á  su  rumbo. 

7^  Que  aunque  los  demandantes  han  alegado  que  el  cZulei- 
ka>  debió  solicitar  y  no  solicitó  el  certificado  del  Lloyd  Inglós, 
de  que  habia  un  agente  en  Nueva- York,  lo  que  hace  presumir 
que  no  estaba  en  estado  de  navegabilidad  ;  contra  esta  presun- 
ción milita  lo  expuesto  en  el  considerando  tercero  y  el  hec^ho 
no  desconocido  por  los  demandantes  de  que  el  buque  fué  pre- 
viamente reparado,  no  habiéndose  por  otra  parte  intentado 
probar  que  al  Zuleika  se  le  hubiera  negado  esa  patente  ó  sea 
certificado  por  el  Lloyd  Inglés. 

Por  estas  consideraciones  fallo  absolviendo  al  Capitán  del 
Zuleika  D.  Jaime  Walsh  de  la  demanda  deducida  contra  él  por 
los  Señores  Devotto  Hermanos  y  ordenando  en  consecuencia 
que  se  levante  el  embargo  trabado  en  el  flete  y  su  entrega  i 
dicho  Capitán  con  mas  los  costos  del  juicio.  Hágase  saber 
orijinal  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Álbarradn. 
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Eallo  de  la  Saprema  Corte 

4 
t  • 

Baenos  Aires,  Febrero  8  de  1877. 

y istos :  poi  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  ciento  yeinte,  y  satisfechas  j  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  PAZOS  — J.  B.  GOROSTUGA. 
—  S.  M.   LASPIUR. 


CAVSA  TIII 


Rocco  Piaggio  é  hijos,  contra  Jaime  Ltavallol  é  hijos ,  por  reco- 
nocimiento de  obligación:  sobre  incompetencia  y  defecto 

legal  en  la  demanda. 


Sumarió.  — i^  El  capitán  6  armador  puede  demandar  al 
cargador  ante  el  Jiiez  de  su  domicilio  para  que  reconozca  la 
obligación  de  pagarle  el  flete  de  la  cafga  que  no  embarcó, 
según  contrato,  una  vez  llegado  el  buque  á  su  destino. 

2°  La  dissu'sion  sobré  si  bastan  al' objeto  del  demandante 
ciéiftb^'  €Íoéüüie¿U,  siú'aétfi4aiíáf'  lí'pÍ9n¿a^  dl¥  ÚiméM, 
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pertenece  al  fondo  de  la  cuestión  y  no  puede  dar  lugar  á  una 
escepcion  dilatoria. 

Caso. — El  caso  resulta  claro  del  siguiente: 


Fallo  del  Jínea    Seeelonal. 


Buenos  Aires,  Setiembre  14  de  1876. 

Vistos  en  el  incidente  sobre  las  escepciones  dilatorias  de 
incompetencia,  de  no  hallarse  acompañada  la  demanda  con  la 
póliza  de  fletamento  y  de  no  deberse  el  flete  por  no  haber 
concluidlo  el  viage,  deducidas  por  los  Sres.  Llavallol  é  hijos  y« 
considerando : 

i^  Que¡la  ¡demanda  deducida  por  los  Sres.  Boceo  Piaggio  é 
hijos,  no  versa  sobre  obligaciones  provenientes  de  los  conoci- 
mientos, sino  precisamente  de  que  no  se  cumplió  por  Llavallol 
é  hijos  la  obligación  de  cargar  lo  que  hubiese  motivado  que  se 
dieran  por  esa  carga  los  conocimientos  cuya  falta  se  objeta. 

2°  Que  los  conocimientos  no  se  firman  sino  después  de 
entregar  la  carga  (art.  1198  del  Código  de  Comercio)  y  por 
tanto  exijir  su  presentación,  antes  de  la  demanda  en  que  se 
dice  que  la  carga  no  fué  entregada,  es  contra  ley. 

3^  Que  la  presente  demanda  ha  sido  instruida  con  los  docu- 
mentos de  f . . .  á  f . . .  los  que  una  vez  reconocidos  importarían 
una  confesión  que  suple  la  falta  de  los  conocimientos. 

4^  Que  en  la  demanda  deducida  no  se  pide  el  flete  9inó  el 
reconocimiento  de  la  obligación  de  pagarlo:  y  por  tanto  es 
inaplicable  el  artículo  1248  invocado  por  la  parte  doiLlavalIol, 
tanto  mas  cuanto  que  el  consignatario  ó  armador  no  podría 
hacer  efectivo  ese  derecho  en  el  puerto  del  destino  del  buque, 
desde  que  la  parte  cargada  debe  devolverjse  4  la  presentapipa 
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de  los  cojaocimieotos,  y  no  habría  así  carga  qtie  responsabilizar 
por  el  defecto  de  no  haberse  entregado  la  que  debió,  y  en  tal 
caso  el  domicilio  del  dendor  de  la  obligación  surte  el  fuero  y 
da  la  jurisdicción. 

5^  Que  el  no  haberse  vencido  la  obligación  no  es  una  escep- 
cion  dilatoria  ni  son  admisibles  en  juicio  mas  que  las  dilato- 
rias enumeradas  especialmente  en  el  artículo  73  de  la  ley  de 
Eojuiciamiento. 

Por  estas  consideraciones  fallo  no  haciendo  lugar  á  las  escep- 
ciones  opuestas  por  los  Sres.  Llavallol  é  hijos  en  la  presente 
demanda  y  ordenando  en  consecuencia  contesten  directamente 

m 

a  la  demanda,  con  costas.  Hágase  saber  original  y  repóngan- 
se los  sellos. 

Isidoro  Áttarracin. 


Fallo  de  la  flaprema  C'orto. 


Buenos  Aires,  Febrero  10  de  1877. 

Vistos  y  considerando :  que  la  demanda  de  Boceo  Fiaggio  é 
hijos,  según  aparece  esplicada  y  corregida  en  el  escrito  de  foja 
diez  y  ocho  no  tiene  por  objeto  hacer  efectiva  la  acción  que 
confiere  el  artículo  mil  doscientos  diez  y  seis  del  Código  de  Co^ 
mercio,  sino  que  los  demandados  reconozcan  la  obligación  de  pa- 
gar el  flete  correspondiente  á  la  carga  que  no  embai'caron.  Con- 
siderando por  otra  parte  que,  instruida  Ta  demanda  con  los 
documentos  de  fojas  una  á  tres^  sin  que  exista  póliza  de  fleta- 
mento,  ni  otros  conocimientos  que  los  firmados  por  la  carga 
recibida  en  el  vapor,  toca  al  fondo  de  la  cuestión  decidir  si  esos 
documentos  bastan  ó  no  para  su  objeto ;  por  estos  fundamentos 
y  los  concordantes  del  auto  apelado,  se  confirma,  sin  especial 
condenación  en  las  costas  del  artículo,  en  atención  i  haber  sido 


S04  FALLOS'  DE  LA  SUPREMA  dOUTE 

píomoTido  con  anterioridad  al  espresado  escritb  de  foja  díeft^ 
7  ocho,  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos  devuelvan^  ' 
se'  los  autos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS. — ^J.  B.  GOROSTIAGA. 
— J.    DOMNGUEZ.— S.  H.   LASPIÜR. 


CAVSA IX 


D.  Juan  CarlevarOy  con  el  Fisco  Nacional  y  D.  José  Carlevaro^ 
sobre  tercería  de  dominio  y  revocación  de  enajenación 


Sumario.  —  De  la  petición  del  ejecutante  que  á  la  acdon 
reivindícatoria  de  un  tercero  opone  el  fraude  de  la  enagena* 
cion  pidiendo  su  revocación,  debe  darse  traslado  á  este,  so 
pena  de  nulidad. 

Cmo. — El  Fisco  Nacional  ejecutó  á  D.  José  Carlevaro  por 
el  importe  de  una  letra,  ante  el  Juzgado  Federal  de  Entre^ 
Ríos. 

Eti'  lí  de^MarsO  de  1875  se  dictó'  el  anit^'xle  selfveiido?  qke^ 
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fué  notificado  al  deudor  en  5  de  Mayo.  En  12  del  mismo  se 
libró  el  mandamiento  de  embargo,  cuya  diligencia  fué  come- 
tida por  oficio  al  Juez  de  Faz  de  Concordia.  En  5  de  No- 
Yiembre  se  trabó  embargo  en  una  caaa  denunciada  por  de  D. 
José  Garlevaro,  quien  protestó  que  dicha  casa  era  de  D.  Pedro 
Cálvente. 

Trabado  el  embargo,  D.  Juan  Carlevaro  entabló  tercería 
de  dominio  fundado  en  dos  escrituras  de  venta,  la  primera  de 
D:  José  Carlevaro,  á  favor  dé  D.  Pedo  Cálvente  en  12  de 
Junio  de  1875,  y  la  segunda  de  esta  á  su  favor  en  11  de 
Noviembre  de  1875. 

Conferido  traslado  al  Procurador  Fiscal,  este  pidió  algunas 
diligencias  para  hacer  constar  las  fechas  del  auto  de  solvendo, 
embargo,  &.«  y  en  seguida  opuso  que  las  ventas  de  12  de 
Junio  y  11  de  Noviembre  de  1875  debian  ser  revocadas  por 
haber  sido  hechas  en  fraude  de  los  derechos  del  Fisco. 

El  Juez  de  Sección,  llamó  autos,  y  ordenada  la  espedicion 
de  un  certificado,  para  m^ar  proveer,  dictó  el  siguiente : ' 


Fallo  del  Jínea  8eeeloiial« 


Paraná,  Janio  9  de  187d. 

Vistos  que  el  presente  juicio  de  tercería  de  dominio  inter- 
puesto por  D.  Juan  Carlevaro  en  la  ejecución  seguida,  á  instan- 
cia del  Procurador  Fiscal,  contra  D.  José  Carlevaro  por  la 
cantidad  de  cuatro  cientos  ochenta  y  tres  pesos  fuertes  con 
85  ctvs.  que  adeuda  al  Fisco  por  letras  protestadas,  resulta 
que  las  escrituras  en  que  se  arguye  derecho  de  dominio  ó  de 
propiedad  en  la  casa  embargada,  fueron  celebrados  la  de  f.  8 
el  12  de  Junio  de  1875,  y  la  "de  f.  10  el  11  de  Noviembre  del 
mismo^ña;  y  ellas  por  sua  feóhasysogunlo  qu^  espose  el 
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Procurador  Fiscal  en  su  vista  de  f.  21,  con  referencia  al  espe- 
diente de  ejecución,  j  lo  acredita  el  informe  que  por  última 
providencia  de  fecha  dos  del  presente  mes  de  Junio,  ha  espe- 
dido el  actuario,  aparece  que  la  primera  fué  otorgada  á  los 
tres  meses  de  iniciada  la  ejecución  contra  D.  José  Carlevaro  y 
al  mes  y  dias  que  le  habia  sido  notificado  el  decreto  de  sol- 
vendo  ;  7  que  la  segunda  lo  fué  también  al  mes  y  veinte  y  un 
dias  en  que  por  reiterada  providencia  de^  trece  de  Agosto  del 
mismo  año  le  volvió  á  ser  notificado  el  citado  decreto  y  seis 
dias  después  de  que  se  hallase  trabado  el  embargo  sobre  la 
cosa  de  que  hoy  se  reclama  por  un  tercero  alegando  un  de- 
recho escluyente;  y 

Gonsideraado :  i^  Que  por  esta  demostración  que  arrojan 
los  autos  ejecutivos  y  la  fecha  de  otorgamiento  de  las  citadas 
escrituras  de  la  venta  de  la  casa  perteneciente  al  ejecutado  D. 
José  Carlevaro,  se  comprende  que  ha  habido  intención  de  de- 
fraudar al  Fisco,  desde  que  no  poseyéndose  otros  bienes,  se 
hizo  ia  venta  de  lo  único  que  se  tenia  cuando  ya  se  hallaba 
iniciada  la  ejecución.  (Código  de  Comercio,  artículo  229). 

Esto  con  respecto  á  la  primera  venta  hecha  por  el  mismo 
ejecutado. 

2°  Que  el  otorgamiento  de  la  segunda  escritora  de  venta  se 
verificó  cuando  ya  la  casa  se  hallaba  embargada,  sin  que  en  el 
momento  de  trabarse  este,  ni  después,  se  hubiese  reclamado 
pero  ni  protestado  por  el  que  según  la  primera  escritura,  á  D. 
Pedro  Cálvente  ya  era  dueño  de  ella  y  antes  bien  se  consintió 
el  embargo,  como  lo  manifiesta  el  silencio  guardado. 

3^  Que  por  tales  consideraciones  ante  dichas,  no  pudiendo 
la  oasa  que  ha  sido  objeto  de  las  dos  sucesivas  ventar,  ser  el 
objeto  de  esos  dos  actos  jurídicos  en  la  forma  que  se  presenta 
por  ser  el  único  bien  de  un  ejecutado  primero,  y  segundo  por 
hallarse  intervenido  judidalmente  por  un  mandamiento  de 
embargo,  circunstancias  que  hacen  nulas  dichas  escrituras. 
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nmclio  mas  si  se  considera  el  perjuicio  cansado  con  ellos  á  los 
derechos  del  Fisco.  (Código  Civil,  artículo  10,  Tít.  2%  Sec.  2*, 
Libro  2^). 

4^  Que  ademas  por  lo  que  aduce  el  Procurador  Fiscal  en  su 
escrito  de  f.  2i  las  dos  escrituras  con  que  se  ha  interpuesto  la 
tercería  han  sido  hechas  con  fraude  de  un  acreedor  ejecutante 
según  lo  que  prescribe  el  artículo  19,  Cap,  2*,  Tít.  2*»,  Sec.  2*», 
Lib.  2«,  Código  Civil. 

Por  tales  fundamentos  definitivamente  juzgando :  declaro 
revocadas  las  escrituras  citadas  de  f.  8  á  f.  10,  y  por  lo  tanto 
sin  valor  ni  efecto  la  tercería  de  dominio  interpuesta  por  D. 
Juan  Carlevaro,  con  costas ;  debiendo  llevarse  adelante  la  eje- 
cución contra  D.  José  Caldevaro  según  la  sentencia  de  remate 
que  ja  se  tiene  formulada,  en  caso  que  no  se  apelare  de  la 
resolución.    Bepónganse  los  sellos. 

Antonio  Zarco. 

Carlevaro  apeló,  y  en  la  espresion  de  agravios  hizo  notar  que 
el  auto  apelado  era  nulo,  por  no  habérsele  dado  traslado  de  la 
petición  fiscal  sobre  la  rescisión  de  las  ventas. 

VISTA  DEL  SEfiOR  PROCURADOR  GENERAL. 


Suprema  Corte: 

Buenos  Aires,  Julio  6  de  1876. 

El  auto  de  Junio  1^  es  evidentemente  nulo,  porque,  en  un 
juicio  ordinario  como  el  de  tercería,  debió  darse  traslado  de  la 
vista  fiscal  al  opositor,  antes  de  pronunciar  sentencia. 

Una  nulidad  como  esta,  que  afecta  esencialmente  el  pro- 
cedimiento es  de  orden  público,  y  no  puede  considerarse  alla- 
nada por  el  asentimiento  del  interesado  que  recij)ió  la  notifica- 
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«ion  sin  reolamar,  pero  que  ha  reparado  su  error  en  laespresicm 
de  agravios. 

Creo/  pues,  que  debe  declararse  nulo  todo  lo  obrado  desde 
.entonces,  devolviéndose  los  autos  al  Juez  Seccional  para  que 
sustancie  en  forma  el  proceso  desde  esa  actuación. 

C.  Tq'edor. 

m 

l*all0  de  la  Sapremii  Corte* 

'  Buenos  Aires,  Febrero  10  de  1877. 

Vistos  y  resultando :  que  de  las  diligencias  de  prueba  prac- 
ticadas antes  de  estar  trabado  el  juicio,  asi  como  de  lo  pedido 
en  su  mérito  por  el  Procurador  Fiscal  á  foja  veinte  vuelta,  no 
se  ^  corrido  traslado  al  tercer  opositor  escluyente  como  cor- 
respondia,  tratándose  de  un  juicio  ordinario,  y  que  por  con- 
siguiente la  sentencia  de  foja  veinte  y  cuatro  se  ha  pronuncia- 
do sin  ser  oida  la  parte  opositora,  contra  lo  dispuesto  por  el 
artículo  cincuenta  y  nueve  de  la  ley  nacional  de  procedi- 
mientos ;  de  conformidad  con  lo  pedido  por  el  señor  Procura- 
dor General,  se  declara  nulo  todo  lo  obrado  desde  aquella 
actuación  esencial  omitida,  devolviéndose  estos  autos  al  Juez 
de  Sección  para  que  sustancie  el  proceso  conforme  á  derecho. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  60- 
ROSTUGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.— 
S.  H.  LASPIUR. 
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CAVSA    X 


J).  José  Pando  con  D.  Modesto  Barañao,  sobre  desistimiento 

de  compra. 


Sumario.  —  l^  Perfeccionada  la  compra,  queda  el  compra- 
dor obligado  al  pago  del  precio,  7  no  puede  resistirlo,  á  menos 
Me  tener  motÍTos  fundados  por  la  reivindicación  de  un  tercero. 

2°  El  que  posee  una  cosa  como  dueño,  tiene  título  bastante 
para  venderla. 

3^  Tendiendo  una  cosa  en  remate  sin  condición  alguna,  el 
comprador  queda  obligado,  salvo  su  acción  contra  el  martiliero, 
si  no  espuso  el  negocio  con  verdad  j  claridad. 

4^  £1  Juzgado  de  Sección  no  puede  aceptar  un  juicio  sobre 
la  legalidad  de  una  declaratoria  de  heredero  hecha  por  un 
Juez  de  Provincia. 

Caso.  —  En  una  ejecución  seguida  por  D.  David  Spinetto, 
contra  D.  Modesto  Barañao  por  cobro  de  pesos,  se  remató  ju- 
dicialmente una  casa  propiedad  del  ejecutado,  adjudicándose 
á  D.  José  Pando  por  la  suma  de  128,500  ps.  m/o. 

No  habiéndose  hecho  oposición  sobre  la  venta,  el  Procurador 
Ceretti,  por  el  ejecutante,  pidió  que  .se  aprobara  la  venta,  j  que 
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se  intimara  al  comprador  que  oblara  el  precio  para  estendéi- 
sele  la  escritura. 

Froveido  de  conformidad  y  notificado  el  comprador  D.  José 
Pando  espuso  que  repien  podia  examinar  los  títulos  porque 
antes  no  se  hablan  agregado  á  los  autos ;  que  dichos  títulos 
tenian  defectos  que  los  bacian  inaceptables.  Que  esa  propiedad 
la  tuvo  el  ejecutante  por  herencia  de  sus  padres  D.  Modesto 
Barañao,  según  consta  de  los  autos  respectivos ;  que  en  esos 
autos  existen  las  partidas  de  defunción  de  D*^  Maria  Martínez 
7  de  D.  Modesto  Barañao  que  se  dice  casado  con  D*  María 
Martínez  de  Carriego,  la  de  casamiento  de  D.  Modesto  Bara- 
ñao con  D*  María  Ildefonaa  Martínez  y  por  último  la  de  bau- 
tismo de  Fablo.Modesto  hijo,  de  D.  Modesto  Barañao  y  de  D* 
María  Carriego.  Que  estas  partidas  en  que  hay  tantas  contra- 
dicciones en  los  apellidos  fueron  las  que  sirvieron  para  hacer 
la  declaratoria  de  heredero  á  favor  de  D.  Modesto  Barañao, 
debiendo  ademas  hacer  presente  que  no  fueron  citados  por 
edictos,  herederos  y  acreedores,  como  era  necesario  para  que  la 
declaratoria  tuviese  la  calidad  de  único  y  universal  heredero. 

Que  con  esos  antecedentes  y  ante  tal  confusión  de  apellidos 
no  es  posible  saber  con  seguridad  cuál  es  el  del  dueño  de  la 
propiedad  ni  la  declaratoria  se  hizo  en  forma,  por  cuyos  mo- 
tivos no  tiene  el  deber  de  aceptar  como  buenos  dichos  títulos. 
Que  ademas,  la  ñnca  no  se  encontraba  en  el  mismo  estado  que 
cuando  la  compró,  pues  la  destruían  diariamente  sus  ocupantes. 
Pidió  se  aceptase  el  desistimiento  que  hacia  de  la  compra. 

Corrido  traslado,  el  ejecutante  contestó  que  el  título  era 
bueno  y  hábil  para  transferir  el  dominio ;  que  la  finca  fué 
comprada  por  el  padre  de  Barañao  hace  mas  de  treinta  años 
áD.  Eduardo  Espinosa  y  D*"  Tránsito  Rodríguez;  que  falle- 
cidos los  padres  del  ejecutado,  este  fué  declarado  único  y  uni- 
versal heredero  por  el  Juez  de  la  sucesión  después  de  presen- 
tadas las  partidas  necesarias  y  de  aprobada  una  información 


que'  produjo  D.  Modesto  para  justificar  que  sus  padres  no 
dejaron  otros  sucesores  6  herederos.  Que  el  Juez  Nacional 
carecía  de  facultad  para  atacar  la  declaratoria  de  heredero 
hecha  por  el  de  la  Froyincia  con  arreglo  á  las  leyes  provin- 
ciales ;:que  en  las  sucesiones  directos  de  padres  á  hijos  no  se 
exije  ni  «s  necesaria  la  citación  por  edictos ;  que  el  llamado  á 
los  presuntes  acreedores  liada  significa,  ni  aunque  existiera 
alguno  de  ese  tiempo  lejano,  tendría  derechos  reales  contra  la 
propiedad  vendida. 

Que  no  es  cierto  lo  que  se  observa  respecto  al  detrimento  de 
la  finca,  ni  aunque  lo  fuera,  esa  no  seria  razón  para  no  oblar 
el  precio  ni  para  rescindir  el  contrato,  pues  la  finca  le  seria 
entregada  libre  de  inquilinos  y  en  el  mismo  estado  que  tenía 
cuando  la  compr6. 

Pidió  no  se  hiciera  lugar  al  desistimiento  y  se  ordenara  al 
comprador  oblar  el  precio  dentro  de  tercero  día. 

Fallo  del  Jíues  de  Seeelon 

.... 

Buenos  Aires,  Noviembre  4  de  1876. 

Vistos  y  considerando :  i^  Que  perfeccionada  la  compra, 
queda  el  comprador  obligado  al  pago  del  precio  y  no  puede  resis- 
tirla, á  menos  de  tener  motivos  fundados  por  la  reivindicación 
de  la  cosa  por  un  tercero  (artículo  104,  título  3**,  libro  2"!, 
Código  Civil),  que  en  el  presente  caso  no  se  invocan,  y  la  com- 
pra  se  halla  perfeccionada  y  aprobada. 

2^  Que  no  se  niega  que  Barañao  sea  dueño  de  la  finca  ven- 
dida, ni  que  tenga  la  posesión,  lo  que  es  bastante  para  que  pueda 
vender  y  obligarse  i  la  entrega. 

S^  Que  por  otra  parte,  la  venta  en  remate  se  ha  hecho  sin 
condición  alguna,  y  por  consiguiente,  es  culpa  del  comprador, 
que  no  se  haya  impuesto  previamente  á  los  títulos  y  aunque 
T.  IX  28 
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$e  hubiese  garuitido  p¡or  el  martiliero  que  los  jkítulos  eran 
buei^ps,  esto  daría  acción  al  comprador  contra  el  martiliero  por 
no  haber  espnesto  el  negocio  con  verdad  y  claridad,  p^ro  no 
contra  el  Tendedor  ó  qnien  representa  boy  sus  derechos,  como 
se  halla  declarado  en  el  fallo  de  la  Suprema  Corte,  pronun- 
ciado en  causa  de  D*  Isabel  Hernández  contra  Baníni. 

4^  Que  el  Juez  de  la  testamentaria  es  el  único  habilitado 
para  declarar  y  reconocer  á  los  herederos,  y  por  consiguiente 
declarando  el  Sr.  Barañao  tiene  que  ser  reconocido  tal  ante  la 
Justicia  Federal,  sin  que  pueda  trabarse  juicio  sobre  estoante 
esta  jurisdicción. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  no  haciendo  lugar  con  cos- 
tas al  desistimiento  de  la  compra  y  ordenando  que  el  |com- 
prador  consigne  dentro  del  tercero  dia  el  precio  de  la  compra 
en  el  Banco  Nacional.  Hágase  saber  original  y  repóngase  el 
sello. 

Isidoro  Álbarraein. 


Fallo  de  1»  Suprema  Corte 

Baenos  Aires,  Febrero  17  de  18T7, 

'Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  ciento  noventa ;  satisfechas  est&s  y  re** 
puestos  los  sellos,  deyuélvanse  los  autos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  f.  B.  GO- 
ROSTIAGA,  — J.  DOMÍNGUEZ.—  S.  It 
LASPIUR. 
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CAUSA    XI 


Jar^  Cabmich  y  otros  contra  Matti  y  Piera,  por  eokro  de 

Sfiblarios ;  sobre  fiama  de  arraigo 


Sumario,  —  i^  Los  estrangeros  que  no  son  transeuntea  no 
están  obligados  á  arraigar  el  j^cio  que  entablan. 

Sfi  No  son  tales  los  qne  ejercen  mi  el  país  nna  profesión,  axte 
úófioiow 


Cosa. — Jorge  Calonich  y  otros  denciandaron  á  Matti  y  Píera 
por  sueldos  devengados  en  el  servicio  prestado  en  los  vapores 
Jenny,  Eate  y  Helvetia  de  la  propiedad  de  los  demandados. 

Estos,  antes  de  contestar  la  demanda,  pidieron  se  obligase 
á  los  actores  á  dar  la  fianza  del  artículo  74  de  la  ley  de  proce- 
dimientos, por  ser  estrangeros. 

Los  actores  contestaron:  i""  que  eran  domiciliados  en  el  país, 
como  lo  demostraba  la  misma  demanda,  cuyo  objeto  era  el 
pago  de  servicios  prestados  en  el  país;  2"*  que  ellos  tenían  pro- 
curador, quien  era  responsable  de  las  costas  judiciales.,  única 
cpsa  d,e  la  que  podían  pedir  garantía  los  señores  Matti  y  Pierii. 
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Fiillo  del  JFaes  SeeeloMal. 


Baeaos  Aires,  Noviembre  8  de  1876. 

Vistos  estos  autos  sobre  atraigo  del  juioio  promovido  por 
los  Sres.  Matti  j  Fiera,  en  demanda  por  sueldos  que  tienen 
deducida  contra  ellos  por  los  patrones  de  los  buques  c  Kate, 
Helvecia  y  Fanny  ». 

Y  considerando :  i**  Que  el  espíritu  del  artículo  74  que  auto- 
riza la  escepcion  aducida  se  funda  en  la  facilidad  de  los  deman- 
dantes de  eludir  las  indemnizaciones  de  una  demanda  maliciosa 
6  temeraria  como  lo  tiene  reconocido  la  Suprema  Corte. 

9p  Que  desde  que  por  jurisprudencia  común  el  procurador 
se  hace  responsable  de  las  costas  j  á  esto  se  reduce  la  indem- 
nización en  caso  de  ser  temeraria  ó  maliciosa  la  demanda  con  lo 
que  está  salvado  el  objeto  de  tal  prescripción. 

3^  Que  aunque  son  estrangeros  los  ocurrentes  demandan 
por  sus  salarios  en  servicios  profesionales,  y  este  mero  hecho 
les  dá  domicilio  en  el  lugar  en  que  ejerzen  su  profesión,  y  esa 
profesión  se  halla  confesada. 

Por  estas  consideraciones,  no  ha  lugar  á  la  escepcion  y  con- 
téstese derechamente  á  la  demanda :  Hágase  saber  original, 
y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Álbarracin. 


Fallo  de   la  Saprema  Carte 

Baenos  Aires,  Febrero  17  de  1877. 

*  Vistos :  Resultando  que  los  demandantes  no  son  transeún- 
tes, puesto  que  aquí  tienen  establecida  su  residencia  y  ejercen 
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SU  profesionv  arte  ú  oficio,  como  lo  acredita  el  hecho  de  haber 
estado  al  servicio  del  demandado  en  el  ejercicio  de  sus  respec- 
tiyas  profesiones  y  por  cuyo  motivo  le  cobran  salarios :  por 
este  fundamento  y  los  concordantes  de  la  sentencia  apelada  se 
confirma  estaf  c^n  costas,  y  satísf echas  las  de  la  instancia  y 
repuestos  los  sellos,  devnélTanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.  B.  GOROSTIA- 
CA.  —  J.  BOMOIGUBZ.  —  S.  H.  U8- 
PWJR. 


CAVBA    XII 


Dan  Juan  Ranjel  con  D.  Daniel  Barreda^  por  cobro  de  pesoi. 


Sumario.— Bi  el  apelante  no  espresa  agravios  en  el  término 
de  la  ley,  se  declara  desierta  la  apelación  á  la  primera  rebeldía 
que  acuse  9I  apelado. 

Caso.—^n  autos  seguidos  por  D.  Juan  Ranjel  contra  D.  Da- 
niel Barreda  por  cobro  de  pesos,  Ranjel  apeló  y  se  le  concedió 
el  recurso  libremente.  No  habiendo  espresado  agravios  en  el 
término  de  la  ley,   el  apelado  le  acusó  rebeldía  y  se  espidió 


4bé 
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certificado  haciendo  constar  que    el  término   fijado  estaba 
vencido. 


Buenos  Aires,  Febrero  17  de  1877. 

Por  io  que  rés^^ta  del'  precedente  certificado  j  á  mérito  de 
lo  dispuesto  en  el  artículo  doscientos  diez  y  siete  de  la  ley  de 
Procedimientos,  declárase  desierta  la  apelación.  Devuélvanse  en 
consecuencia  los  autos  previo  pago  de  costas  y  reposición  de 
sellos,  por  el  apelante. 


JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.  B.  GOROSTIAGA.— 
J.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M.  LASPIUR. 
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CAUSA     XIII 


Bm  Franento,  Cheppi  contra.  Doña  Gertrudis  L*  de  LM<tda% 

par  cobra  depesos. 


Sumario.— &i  el  apelante  no  espresa  agravios  en  el  término 
legal/  se  declara  desierta  la  apelación  4  la  primera  rebeldía  qüq 
acnse  el  apelado. 

Caso. — En  antos  seguidos  por  D.  Francisco  Cheppi  contra 
Doña  Gertrudis  L .  de  Lozada  por  cobro  de  peisós,  él  primero 
apelló  y  el  recurso  se  le  otorgó  libremente.  No  habiendo  espre- 
sado agravios  en  el  término  legal,  la  apelada  acusó  rebeldía* 

F»lle  de  1»  Soprem»  C^rte 

Buenos  Aires,  Febrero  20  de  1877. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado,  declárase  de- 
sietto  el  recurso,  y  satisfechas  las  oostas  por  el  apelante  y  tIq- 
puestos  los  seillos,  devuélvanle. 

iOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  ).  B.  GO* 

roshaga.  —  a.  m.  laspiür. 
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4}  AURA    X.IT. 


P 

D.  Laureano  Gordon  contra  D.  Pablo  Bayona,  por  cobro  de 

pesos;  sobre  con^etenda. 


Sumario. — El  cobro  de  honorarios  y  comisión  procedentes 
de  nn  convenio  particular,  no  pnede  considerarse  como  nn 
incidente  del  jnicio  á  que  ellos  se  refieren. 


Caso. —  D.  Lanreano  Gordon  cobró  á  D.  Pablo  Boyona  la 
soma  20,000  ps.  in/c.  según  conyenio,  por  honorarios  de  pro- 
c^rador  y  comisión  de  fianza  dada  en  un  juicio  en  el  cual 
Oordon  representó  á  Boyona  ante  el  Juzgado  Nacional. 

^     I*»!!*  del  Jíoes  fleeelen»! 


Buenos  Aires,  Noviembre  10  de  1876. 

Basándose  la  acdon  á  deducirse  en  convenios  y  actos  aje- 
nos al  juicio  en  que  se  ha  transado,  justifiqúese  la  competen-- 
cia  y  se  proveerá. 

Albarracm. 
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F»ll«  de  1»  Soprem»  Certe< 


Buenos  Aires,  Febrero  33  de  1877. 

Vistos  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  siete  vuelta,  y  satisfechas  estas  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GOROS* 
TUGA.  — 8.  M.  LASPIUR. 


CAUSA     XY. 


D.  José  Badaracco  é  hijo  contra  D.  Andrés  Vignale,  por  co- 
bro de  pesos;  sobre  competencia. 


Sumario. — ^No  puede  deducirse  declinatoria  de  jurisdicción 
antes  de  entablarse  la  demanda. 


(Jaso. — D.  José  Badaracco  é  hijo  presentaron  una  cuenta 
con  conforme  de  D*  Andrés  Yígnale,  intitulada  así: 
€  D.  Andrés  Yignale  á  José  Badaracco  é  hijo  por  Zumaca« 


410  FALLOS  m  ik^stpmMk  chute 

Flor  del  Bio,  debe  »  y  pidieron  el  «reconocimiento  del  con- 
forme. 

Yignale  dijo  que  la  causa  no  pertenecia  al  fuero  federal, 
porque  las  partidas  de  la  cuenta  no  eran  por  artículos  sumi- 
nistrados á  la  zumaca,  sino  por  mercaderías  generales» 

Falle  del  Suem  Seedenal 


Buenos  Aires,  Noviembre  30  de  1876. 

T  vistos  t  estando  suscrito  el  «documenta  de  foja  primera 
por  la  firma  c  Andrés  Yignale  »  y  existiendo,  según  princi- 
pios generales  de  derecho,  la  presunción  legal,  de  que  debe 
ser  tenida  por  auténtica  mienl;ras  no  sea  contradicha ;  y  por 
otra  parte  no  habiendo  aún  juicio  iniciado,  no  ha  lugar  á  lo 
solicitado  por  la  parte  de  Yignale,'  é  intímese  á  este,  ccmipa- 
rezca  á  practicar  el  reóenocimi^ntd  ordenado,  señalándose  al  ^ 
efecto  el  Martes  próximo  á  las  dos  de  la  tarde ;  y  cítesele 
con  arreglo  al  artículo  ciento  diez  de  la  ley  de  procedimien- 
tos.   Repónganse  los  sellos. 

Álbarradn. 


Falle  de  la  Soprema  Certa. 

Buenos  Aires,  Febrero  23  de  1877. 

Yistos  por  sus  fundamentos,  »e  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  quince  vuelta  y  satif echas  y  repuestos  los 
sellos  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.  B.  GOROSfHAOA. 


DE  JMTIGIA  RAGKMIÁL 


4H 


CAUSA     XYI. 


D.  Lorenzo  Facie  contra  D.  Domingo  Iparraguirre,  por  cobro 

de  pesos.  Incidente  sobre  pruebas 


Sumario.  —  No  puede  interponerse  recurso  alguno  del  au^ó^ 
reyocatorio  ó  confirmatorio  recaído  sobre  solicitudes  de  re- 
posición de  las  pioviienoiaa  puameBte^.  int«r)QOf torias. 


Caso.  —En  I09  autos  seguidos  ante  el  Juez  Federal  en  Bue- 
nos Aires  por  D.  Lorenzo  Facie  contra  D.  Domingo  Iparra- 
guirre  sobre  cobro  de  pesos,  el  Juzgado  puso  la  causa  á 
prueba. 

Vencido  el  término  de  la  ley,  y  puesto  por  el  actuario  el 
certificado  correspondiente,  el  Procurador  Barcos  por  Iparra- 
guirre  espuso  que  se  le  habia  hecho  saber  que  los  autos  esta- 
ban en  la  oficina  para  alegar  de  bien  probado. 

Que  como  estaban  pendientes  algunas  diligencias  de  prue- 
ba cuya  demora  no  le  era  imputable,  pedia  se  mandase  sus- 
pender el  término  para  alegar  basta  que  se  hubiesen  evacua- 
do las  diligencias  ordenadas. 

Al  mismo  tiempo  decía  que  pam  apoyar  la  prueba  rendida, 
pedia  se  librase  oficio  al  Juez  de  Faz  de  San  Fernando  para 
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que  notificase  á  Facie  compareciera  á  absolver  posiciones  y  se 
solicitase  del  gobierno  de  la  Provincia  ad  afectum  videndi  nn 
espediente  seguido  ante  él. 


F»ll«  del  Jíoes  de  Seeetoii* 


Baeno8*Alre8,  Octubre  7  da  1876. 

Estando  vencido  el  término  probatorio,  no  ha  Ingar. 

Vgarríza. 

£1  Procurador  Barcos  pidió  revocatoria  de  esta  provide^^cia, 
7  sustanciado  el  recurso  fué  rechazado. 

La  misma  parte  apeló  entonces  y  el  Juez  le  concedió  apela- 
ción en  relación. 


Baenot  Aires,  Febrero  t4  de  1677. 

Vistos :  No  pudiendo  interponerse  recurso  alguno  del  auto 
revocatorio  ó  confirmatorio  recaído  sobre  solicitudes  de  repo- 
sicioQ  de  las  providencias  puramente  interlocutorias,  según  lo 
dispuesto  por  el  artículo  doscientos  cinco  de  la  ley  de  procedi- 
mientos, devuélvanse  los  autos,  previo  pago  de  costas  y  repo- 
sición de  sellos  por  el  apelante. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GOROS- 
TIAGA.  —  J.  DOmilGUBZ.  —  S.  M. 
LASPIUR. 


DE  JUSTICIA  NAaONAL 


413  f 


OA1J«A  XTII 


Los  Doctores  D.   Paulino  Llambi  Campbell  y  D.  Jacinto 
Susviela  contra  D.  Pasatal  Quesnel  é  hijo,  por  cobro 

de  honorarios 


Sumario.  —  1^  £1  que  alega  la  excepción  de  pago  debe  pro- 
barla. 

2^  Ko  es  una  prueba  la  confesión  del  acreedor  de  haber 
recibido  algunas  cantidades  á  cuenta  de  otros  créditos. 

3^  No  es  facultativo  en  el  deudor  imputar  una  entrega  á  una 
deuda  ilíquida  de  fecha  posterior  cuando  habia  otra  anterior. 


Caso. — En  unos  autos  seguidos  por  D.  Pascual  Quesnel  é 
hijo  con  la  Municipalidad  por  cobro  de  pesos,  quedó  ejeouto* 
riada  una  regulación  de  honorarios  por  1460  $f8.  á  favor  de 
losDres.  Susviela  y  Llambi  Campbell. 

Dictado  auto  de  solvendo  á  petición  de  los  acreedores,  Ques- 
nel, pagó  250  ^fs.  correspondientes  al  Dr.  Susviela,  alegando 
que  no  podia  pagar  el  todo  de  lo  que  correspondía  al  Dr.  Llam- 
bi porque  este  tenia  recibidos  á  cuenta  5000  ff  m/c. 
'  Hecha  saber  esta  manifestación,  los  acreedores  espresaron 
que  el  hecho  era  falso  pues  lo  que  suponía  dado  á  cuenta  habia 
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sido  por  honorarios  correspondientes  á  asuntos  seguidos  ante 
los  Juzgados  Provinciales,  y  sobre  todo  que  no  era  la  oportuni- 
dad de  oponer  excepciones. 

El  juicio  ejecutivo  se  siguió  hasta  la  citación  de  remate,  en 
cuyo  estado  el  deudor  reprodujo  la  excepción  de  pago  parcial 
cuyo  hecho  fué  negado  por  los  ejecptaiites. 

La  causa  fué  abierta  á  prueba  sobre  la  excepción  de  pago,  y 
con  la  rendida  se  dicto  este 


Buenos  Aires,  Octubre  28  de  1876. 

Vistos  en  el  incidente  sobre  pago  opuesto  por  Quesnel  en  la 
ejecución  de  honorarios. 

Y  considerando :  1^  Que  el  que  alega  pago  debe  probarlo : 
y  en,  el  presente  caso  aunque  se  ha  confesado  por  los  deman- 
dante?  que  han  recibido  algunas  cantidades  de  Quesnel,  se  ha 
establecido  igualmente  que  tenia  contra  este  otros  créditos 
pendientes  por  honorarios  á  mas  del  que  cobran. 

^  Que  aun  esponiendo  que  no  se  hubiera  probado,  como  lo 
estát  que  los  pagos  mencionados  se  hablan  hecho  por  cuenta  de 
otros  honorarios  que  los  que  se  cobran,  Quesnel  ha  debido  pro- 
]jfkX  que  la  imputacioii  de  los  pagos  hechos  fué  á  cuenta  de  los 
qQ6  iban  á.  devepjgars.e,  pues  siendo  esas  entregas  anteriores 
4^1 33  de  Setiembre  en  que  se  hizo  liquido  y  exigible  el  crédi^ 
to  por  estos  honorarios,  el  deudor  no  pudo  imputarlos  i,  s\k  vo- 
luntad á  créditos  ilíquidos  (artículo  51 ,  título  del  pago,  Código 
Civü). 

3^  Que  la  parte  de  Quesnel  no  ha  producido  prueba, fam 
desvirtuar  esta  presunción. 

P^r  estas  consideraciones  fallo  no  haciendo  lugar  .¿  la  e3cq^- 
cian  deduoida  y  ordenando  se  lleve  adelante  la  ejecución  h^st« 
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tefiorae  pRgo  Jal  4^apitali  iatereses  y  las  castas  'de  estaatttou- 
laotoo.  Hágase  saber  original  y  repóngale  eLsello. 

Isidoro  Albarracm. 


Buenos  Aires,  Febrero  de  1877. 

Vistos ;  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  ciento  setenta  y  tres ;  satisfechas  las  de  la 
instancia  y  repuestos  los  sellos,  deyuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— i.  B.  G0RO8TUGA. 
—  S.  M.  LASPIUR. 


€AVSA    XTIII. 


D.  Antonio  M,  Suarez,  contra  D.  Juan  P.  López,  por  cobro 

de  pesos.  Incidente  sobre  competencia. 

Sumario. — En  las  acciones  personales  el  Juez  competente 
es  el  del  domicilio  del  reo,  y  siendo  las  partes  vecinos  de 
distintas  provincias,  lo  es  de  sección. 


Caso. —  D.  Antonio  M.  Juárez,  vecino  de  Santa-Fé,  se  pre- 
sentó afite  él  Juea  Federal  de  Entre-Bios  con  los  siguientes  do- 
camiBD^ti^:  -r^4°  ilfp  ^ntr#to  privado  celebra4p  .wtre  J?»íjbí  y 
el  ifrig^dier  General  D.  Juan  P.  López  con  fecha  7  de  Jmio 
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de  1866.  En  él  apareee  que  el  General  I^opez  había  venáidé 
á  Snarez  en  años  anteriores  nn  Campo  en  la  Provincia  de  Santa 
Fé;  qne  posteriormente  los /linderos  D.  Miguel  Madrid  7  Don 
Tomás  Amstromg  hablan  pedido  mensura  de  sus  propiedades 
ante  los  Jueces  da  laFroTÍ^jcia,  cuya  mensjara  habia  casi  absor- 
vido  el  campo  Tendido  por  López  á  Juárez;  que  en  cumplimiento 
del  deber  que  tenia  López  de  salir  á  la  eviccion  y  saneamiento 
del  campo  vendido  y  no  pudiendo  hacerlo  personalmente,  auto- 
rizaba á  Juárez  para  que  defendiese  en  su  propio  nombre  sus 
derechoSt  quedando  obligado  á  indemnizarle  las  costas,  costod» 
daños  y  perjuicios  que  le  ocasionasen  dichos  pleitos,  compro- 
metiéndose ademas  á  dar  á  Juárez  los  fondos  necesarios  para 
sostener  dichos  asuntos,  abonando  las  cantidades  que  este 
jirase  contra  el  otorgante. 

2^  Una  cuenta  por  6,086  $fts.  84  es.  por  gastos  hechos 
en  dichos  pleitos. 

Con  estos  documentos  dijo  que  á  fin  de  preparar  la  acción 
que  mejor  correspondiera  á  su  poderdante,  pedia  se  hiciera 
comparecer  al  General  López,  vecino  de  ]éntre-Bios,  para  que 

■ 

reconociera  los  documentos  espresados. 

Proveido  de  conformidad  y  no  habiendo  comparecido  el  Ge- 
neral López,  fué  declarado  en  rebeldía  y  decaído  su  derecho. 

En  este  estado  Juárez  pidió  se  condenara  al  deudor  al  pago 
déla  suma  cobrada  de  acuerdo  con  el  artículo  185  de  la  ley 
de  Procedimientos,  por  estar  legítimamente  comprobado  el 
crédito. 


Falle    del  Joea  de  8eeeleii. 

Paraná,  Noviembre  i  de  1876. 

Vistos  y  considerando:  que  lo  que  motiva  los  presentes 
obrados  resulta  de  cargos  que  proceden  de  gastoA  hechoj  por 
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costas  causadas  en  asuntos  judiciales  que  han  Tersado  ante  el 

juzgado  ordinario  de  la  ciudad  flel  Rosario,  cuentas  de  fs.  4, 

9  y  i3  que  por  el  principio  jurídico,  muy  reconocido  en  la  prác* 

tica  que  toda  demanda  UeTada  por  costas  6  como  precedente  de 

estas  no  puede  tener  lugar  sino  ante  el  mismo  Juzgado  que 

hubiese  conocido  en  lo  principal  de  la  causa  que  las  produce ; 

quci  aun  cuando  D.  Juan  Pablo  López,  como  vecino  de  esta 

Provincia,  pudiese  ser  llamado  á  juicio,  ante  este  Juzgado  de 

Sección,  por  un  vecino  de  otra,  en  mérito  de  lo  que  dispone  el 

artículo  2^,  inciso  S""  de  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia, 

no  corresponde  que  lo  sea  en  el  presente  caso  en  razón  de  ser 

seguido  por  costas,  como  se  deja  dicho,  que  siendo  procedentes 

de  un  litis,  se  considera  como  accesorio  de  lo  principal,  en  que 

ya  se  ha  entendido  por  un  Juzgado  ordinario,  sin  que  lejí- 

timamente  le  sea  dado    conocer  á  este  Juzgado  de  Sección 

conforme  á  lo  que  también  dispone    la  misma  ley  nacional 

citada  en  el  articulo  14. 

Por  tales  fundamentos  que  hacen  sin  efecto  las  providencias 

anteriores,  declárase  incompetente  este  Juzgado  para  entender 

en  el  presente  asunto.  Tómese  razón  en  el  libro  que  se  lleva 

de  resoluciones  y  devuélvase. 

Zarco. 


WmllB  de  la  fllopYem»  Certe. 

Buenos  Aires,  Febrero  27  de  1877. 

Vistos,  considerando :  Primero.  Que  la  demanda  interpuesta 
por  Juárez  contra  el  General  Don  Juan  Pablo  López,  en  el 
Juzgado  Federal  de  Entre-Rios,  tuve  por  objeto  exijir  el 
cumplimiento  de  las  obligaciones  que  dicho  López  se  impuso 
en  el  contrato  celebrado  entre  ambos  en  la  escritura  pública 
de  foja  primera. 

T.  IX.  39 
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Segundo.  Qne  este  juicio  ninguna  conexión  tiene  con  los  se^- 
gnidos  por  Juárez  en  el  Rosario  contra  Amstrong  y  otros  en 
que  López  no  tomó  parte.  • 

Tercero.  Que  siendo  personal  la  acción  que  Juárez  ha  en- 
tablado contra  López  ha  debido  deducirla  ante  el  Juez  del 
domicilio  del  demandado,  que  de  autos  consta  ser  el  pueblo 
del  Diamante  perteneciente  á  la  Provincia  de  Entre-Bios;  por 
estos  motivos  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja  treinta,  y 
se  declara  qne  el  Juez  de  Sección  de  dicha  Provincia  es  com- 
petente para  conocer  en  la  demanda  de  que  se  trata,  y  satijs* 
fechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  — J.  B.  GO- 
R0ST1A6A.— i.  DOMÍNGUEZ.—  S. 
M.  LASPICR. 


*m%t 
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CAUSA    XIX< 


D.  Joaquín  Romero  contra  D.  Pedro  Várela^  por  cobro  de 
pesos.  Incidente  sobre  competencia 


Sumario.  —  l^  Protestado  por  falta  de  pago  á  su  yencimien- 
to  un  pagaré  al  portador,  no  es  trasmisible  sino  por  cesión. 

2^  Para  surtir  el  fuero  federal  es  necesario  que  el  derecho 
que  se  disputa  pertenezca  originariamente  y  no  por  cesión  ó 
mandato  á  ciudadanos  estrangeros  ó  yecinos  de  otras  proyin- 
cias  respectiyamente. 


Caso.  — En  3  de  Junio  de  1875,  D.  Pedro  Várela  finnó  en 
Monteyideo,  como  garante  de  D.  Eyaristo  Oliyera,  un  yale  al 
portador  por  4657  ^  oro  pagadero  á  los  cuatro  meses. 

Este  documento  fué  protestado  por  falta  de  pago  á  su  yen- 
cimiento. 

Posteriormente  D.  Joaquín  Romero,  argentino,  tenedor  del 
documento  pidió  ante  el  Juez  de  Sección  que  Várela,  oriental, 
reconociera  su  firma. 

Declarado  el  reconocimiento  en  rebeldía,  Homero  inició  eje- 
cución que  se  tramitó  hasta  la  citación  de  remate,  en  cuyo 
eitado  Várela  dedujo  como  preyia  su  excepción  de  incompeten- 
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cía  y  para  el  caso  que  no  fuese  aceptada,  la  de  inhabilidad  del 
título. 

Fundó  la  incompetencia  diciendo  que  el  documento  que  fir- 
in6  en  Montevideo  como  garante  de  D.  Evaristo  Olivera  conte- 
nia una  obligación  á  pagarse  en  aquella  ciudad,  de  donde  Oli-i 
vera  y  el  exponente  son  vesinos. 

Que  el  articulo  8  de  la  ley  sobre  jurisdicción  nacional  exije 
que  el  derecho  que  se  disputa  pertenezca  originariamente  y  no 
por  cesión  6  mandato  á  personas  que  hayan  podido  ocurrir  á  la 
justicia  nacional. 

Que  el  pagaré  no  es  de  Romero,  sino  de  Gr.  Getting,  estran- 
gero,  como  los  firmantes,  y  que  GetMng  lo  habia  llamado  para 
cobrarle  antes  de  iniciar  el  juicio. 

Que  el  documento  habia  sido  prostestado  en  Montevideo  y  la 
prosteta  se  ocultaba  para  que  el  Juez  ignorase  la  procedencia, 
el  derecho  originario  del  pagaré  al  portador. 

Que  aun  cuando  puede  probar  todos  estos  hechos,  le  basta 
hacer  notar  que  no  se  ha  cumplido  la  ley  nacional  que  manda 
justificar  previamente  el  fuero. 

Que  no  ha  podido  demandársele  en  Buenos  Aires,  porque  so- 
lo reside  aquí  accidentalmente  sin  ánimo  de  permanecer,  te- 
niendo sus  bienes  en  Montevideo,  en  donde  también  se  contrajo 
la  obligación. 

Que  no  siendo  endosable  el  documento,  solo  contiene  una 
obligación  civil,  artículo  916  del  Código  de  Comercio,  que  ha 
debido  demandarse  ante  el  otro  Juez  que  estaba  de  tumo  en 
el  mes  que  se  inició  el  juicio. 

Fundo  la  inhabilidad  del  título  en  que  el  documento  se  dio 
por  reconocido,  en  virtud  de  una  citación  que  llama  nula,  por- 
que se  le%tó  el  25  para  el  26  cuando  el  artículo  110  de  la  ley 
de  procedimientos  dispone  que  la  citación  se  haga  con  un  dia 
de  intervalo. 

Corrido  traslado,  Bomero  contestó :  Que  nada  importa  el  ca* 
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rácter  en  que  el  ejecutado  firmó  el  vale  pues  es  deudor  solidario 
según  los  artículos  611  y  612  del  Código  de  Comercio. 

Que  probado  como  está  que  el  esponente  es  argentino»  nada 
importa  á  los  efectos  del  fuero,  que  los  anteriores  tenedores 
hayan  sido  estrangeros,  pues  los  vales  al  portador  se  trasmiten 
por  la  simple  entrega  y  el  portador  puede  ejercer  los  mismos 
derechos  que  si  hubiese  sido  concebido  á  su  nombre  individual. 

Que  Yarela  no  puede  sostener  que  está  domiciliado  en  Mon- 
tevideo cuando  tiene  aquí  su  familia»  á  lo  que  se  agrega  que 
un  vale  por  una  cantidad  de  dinero  dá  derecho  al  tenedor  para 
demandar  al  deudor  donde  se  encuentre. 

Bespecto  de  la  inhabilidad  del  titulo  dijo  que  aun  suponien- 
do que  hubiese  sido  citado  con  un  día  de  anticipación  el  vicio 
quedaria  subsanado  por  la  esplícita  confesión  de  ser  suyo  el 
documento  presentado. 

Pidió  se  rechasara  las  excepciones,  con  costas. 


Fallo  del  JFaes  de  Seeelon. 


Buenos  Aires,  Noviembre  8  de  1876. 

Vistos :  en  el  incidente  sobre  incompetencia  deducida  por  D. 
Pedro  Yarela  en  la  ejecución  que  sigue  contra  él  D.  Joaquin 
E.  Romero,  y  considerando:  1^  Que  siendo  jurisdicción  de 
excepción  la  que  ejercen  los  tribunales  nacionales,  y  no  siendo 
en  ningún  caso  prorogable  á  cosas  y  personas  ajenas  á  ella,  la 
excepción  de  incompetencia  puede  alegarse  y  debe  resolverse 
con  anterioridad  en  cualquier  juicio,  y  en  cualquier  estado  de  la 
causa  que  se  deduzca,  como  está  resuelto  por  diferentes  fallos 
de  la  Suprema  Corte. 

^  Que  por  el  artículo  916  del  Código  de  Comercio,  los  vales, 
ó  pagarés  al  portador  son  equiparados  en  un  todo  á  las  letras 
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de  cambio  6  pagsrees  á  la  arden,  con  la  sola  excepción  de  qne 
en  su  trasmisión  no  es  necesario  el  endozo,  y  basta  la  simple 
entrega  para  que  se  entienda  heolio  al  nombre  individual  del 
portador,  de  que  se  deduce  que,  siendo  esencialmente  comercia- 
les las  letras  ó  pagarés  á  la  orden,  lo  son  igualmente  los  yales 
al  portador,  como  el  presente,  y  por  consiguiente,  el  asunto  es 
de  naturaleza  mercantil,  y  de  la  jurisdicción  de  este  Juzgado, 
sin  que  se  halle  sujeto  á  turno,  como  lo  alega  el  ocurrente. 

3^  Que  por  el  inciso  2^  del  mismo  artículo  9i6,  Código  ci- 
tado, se  yé  que  la  entrega,  ó  sea  la  posesión  del  título  importa 
la  propiedad  para  el  tenedor,  y  pues  se  reputa  por  ese  hecho 
como  estendido  á  nombre  indiviual,  y  por  tanto,  no  tiene  lugar 
la  cesión  ó  mandato  alegado  por  el  ejecutado,  puesto  que  el  que 
presenta  el  vale  es  su  verdadero  propietario. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  no  haciendo  lugar  á  la  ex- 
cepción de  incompetencia  deducida,  y  ordenando  en  consecuen- 
cia  sigan  los  autos  según  su  estado. 

Repónganse  los  sellos,  y  notifíquese  original. 

Isidoro  Albarracin. 

De  este  auto  apeló  la  parte  de  Várela  y  el  recurso  se  le 
otorgó  en  relación. 


Vallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Febrero  27  de  1877. 

Vistos:  confesándose  en  el  precedente  escrito  que  Don  G. 
Getting  era  dueño  del  documento  de  foja  primera  al  tiempo 
de  protestarse;  que  no  se  ha  negado  que  dicho  Getting  sea 
estrangero ;  que  después  de  protestar  el  documento  no  ha  po- 
dido obtenerlo  el  demandante  sino  por  cesión  (artículo  ochocien- 
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tos  doce  del  Código  de  Comercio)  y  requiriendo  el  artículo  oc- 
taro  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  tribuna- 
les nacionales,  para  surtir  el  fuero  federal,  que  el  derecho  que 
se  disputa  pertenezca  orijinariamente  y  no  por  cesión  ó  man- 
dato ¿  ciudadanos  estrangeros  6  vecinos  de  otras  provincias 
respectivamente.  Por  estos  fundamentos,  se  revoca  el  auto 
apelado  de  foja  treinta  y  cuatro  y  se  declara  que  la  Justicia 
Nacional  es  incompetente  para  conocer  en  esta  causa;  satisfe- 
chos las  costas  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
S.  M.  LASPIUU. 


CAVBA     XX. 


Don  Luis  Cinollo  y  O  contra  Zimerman,  Fair  y  C*,  y  Moore  y 
Tudor  por  cobro  de  pesos.  Incidente  sobre  arraigo 

del  juicio. 


Sumario.— Ijíl  excepción  de  arraigo  del  juicio  no  puede  de- 
ducirse contra  un  comerciante  estrangero  domiciliado  en  la 
misma  ciudad  donde  reside  el  demandado. 
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Coío  .—Doa  Luis  CinoUo  y  G*  espusieTon  ante  el  Jaez  de 
Sección:  que  por  orden  de  la  razón  Matti  yPiera  habían  prac- 
ticado la  descarga  del  vapor  c  General  Nazar»  desde  Noviem* 
bre  de  1875  hasta  Abril  de  1876,  debiéndoseles  para  esta 
cansa  la  soma  de  76,933  ^  m/c.  según  la  cuenta  adjnnta  con 
el  conforme  de  dicha  razón  social. 

Que  siendo  los  propietarios  del  vapor  los  señores  Zímer- 
man,  Fair  y  C*,  y  Moore  y  Tndor,  y  Matti  y  Fiera  simples  con- 
signatarios de  él,  entablaba  contra  dichos  propietarios  fqrmal 
demanda  ordinaria  y  pedian  fuesen  condenados  al  pago  de  la 
suma  espresada  con  interese$  y  costas. 

Corrido  traslado,  el  Procurador  Doyhenard  por  los  deman- 
dados, propuso  excepción  dilatoria  de  arraigo  del  juicio.  Dijo 
que  sus  representados  no  conocian  ni  la  persona  ni  el  nombre 
de  los  demandantes ;  que  la  demanda  era  una  .  de  tantas  ma- 
quinaciones de  Matti  y  Fiera  para  defraudarlos ;  que  solicitados 
datos  respecto  á  los  demandantes  han  averiguado  que  son  extran- 
geros  sin  constarles  si  están  ó  no  domiciliados  en  esta;  que  ante 
estos  antecedentes  no  puede  aceptar  el  juicio  sin  antes  exigir 
el  arraigo  que  asegure  sus  resultas,  de  acuerdo  con  la  ley. 

Corrido  traslado  del  artículo,  los  demandantes  respondieron 
que  tanto  Zimerman,  Fair  y  C*,  como  Moorey  Tudor,  conocian  su 
nombre,  su  persona  y  su  domicilio,  pues  han  tenido  relaciones 
comerciales  con  ellos ;  que  hace  mas  de  9  años  que  están  esta-r 
blecidos  en  esta  plaza  como  consignatarios  de  buques  y  como 
agentes  de  trasportes  marítimos,  habiendo  practicado  para  los 
demandados  diferentes  trabajos ;  que  si  los  demandados  no  re- 
cordaban estos  hechos,  pudieron  averiguar  si  era  cierto  el 
domicilio  señalado  en  la  demanda;  que  ademas  CinoUo  fué 
nombrado  junto  con  Moore  y  Tudor,  inspector  de  la  razón  Mat- 
ti y  Fiera,  en  el  espediente  en  que  estos  solicitaron  morato- 
rias, habiendo  hablado  con  él  antes  de  presentar  el  escrito  en 
traslado,  y  habiendo  asegurado  Moore  y  Tudor  en  la  jnrisdic- 
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cion  provincial  que  el  esponente  no  sabia  escribir,  hechos  todos 
que  demuestran  conocerlo.  Pidieron  se  rechasi^a  la  articula- 
ción, con  costas. 
Con  la  prueba  producida  se  dictó  este 


Fallo  del  JFaeK  de  Seeelon. 

Baenos  Aires,  Diciembre  1*  de  1876, 

Vistos:  resultando  de  la  compulsa  practicada  j  cuya  deli- 
gencia  corre  á  f.  48  que  los  SS.  Zimerman,  Fair  y  C*,  y  Moore 
y  Tudor  han  mantenido  relaciones  comerciales  con  la  casa  de 
Luis  CinoUo  y  C^;  que  igualmente  resulta  de  las  declaraciones 
contestes  de  los  testigos  D.  Carlos  Kamayon,  D.  Guillermo  Mat- 
ti  y  D.  Florencio  Nuñez,  probado  el  arraigo  del  demandante, 
y  por  último  resultando  del  informe  eyacuado  por  la  Exma. 
Cámara  de  Apelaciones  de  la  Froyincia  que  los  demandados 
fueron  nombrados  con  el  demandante  como  inspectores  en  el 
juicio  de  moratorias  seguido  por  los  señores  Matti  y  Fiera, 
lo  que  prueba  que  aquellos  no  ignoraban  el  domicilio  ó  la 
casa  de  CinoUo;  por  estas  consideraciones  fallo  declarando 
que  los  señores  Zimerman,  Fair,  y  C*,  y  Moore  y  Tudor  no  han 
probado  las  excepciones  opuestas,  debiendo  en  su  consecuencia 
contestar  derechamente  la  demanda  en  el  término  legal,  siendo 
á  cargo  de  los  demandados  las  costas  de  este  incidente.  Re- 
póngase el  sello. 

Isidoro  ÁUnirradn. 


Wmllo  de  la  Suprema  Corto 

Baenos  Aires,  Mano  3  de  1877. 
Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  auto 
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almelado  de  foja  sesenta  y  dos   vuelta;   satisfechas  las  de  la 
instancia  y  tepnestos  los  sellos,  devaélvanse  los  antos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  GOROS- 
TIAGA.  —  J.  DOMIJNGUEZ. — S.  M. 
LASPIUR. 


CAUSA    XXI 


Bartoli  y  Diaz,  contra  D.  Juan  Invernizzi,    sobre  falsifica' 

cton  de  procedimientos  patentados. 


Sumario.  —  1®  Una  patente  de  inyencion  no  puedo  enten- 
derse concedida  por  cada  uno  de  los  procedimientos  en  psur- 
ticular  empleados  para  la  elaboración  de  un  producto,  sino 
por  el  conjunto  de  ellos  que  es  lo  que  forma  el  sistema  y  cons'^ 
tituye  el  invento. 

^  Para  hacer  uso  de  los  derechos  que  acuerda  la  loy  de 
patentes  contra  terceros,  es  necesario  demostrar  que  se  em- 
plean los  mismos  procedimientos. 


Cojo.  — En  28  de  Junio  de  i872,  los  Sres.  Bartoli  y  Diaz, 
obtuvieren  una  patente  de  invención  por  le  término  de  10  años, 
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$ara  la  fabricación  de  qaesos  mantecosoe,  consistiendo  el 
invento  en  nn  líquido  especial  para  cuajar  la  lecke,  un  siste- 
ma especial  para  salar  la  masa  cascífera  y  por  la  aplicación 
de  algunos  aparatos  para  reunir  y  cortar  la  masa  del  queso. 

En  Julio  de  i 876,  Bartoli  y  Díaz,  ocurrieron  al  Juzgado  de 
Sección  esponiendo :  que  D.  Juan  Invernizzi  tenia  estableci- 
da en  el  pueblo  de  Merlo  una  fábrica  de  queso,  que  espendia 
con  el  nombre  de  queso  porteño  y  en  forma  cuadrada  en  yez  de 
la  circular  de  los  mantecosos,  en  cuya  elaboración  empleaba 
el  mismo  método  privilegiado  á  su  favor,  y  principalmente  su 
sistema  de  salasen. 

Que  importando  esto  una  falsificación  de  su  industria  paten- 
tada, entablaba  formal  demanda  contra  D.  Juan  Invemizzi, 
y  pedia  se  le  condenase  al  pago  del  máximun  de  la  multa  que 
establece  el  artículo  53  de  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1864,  6  en 
su  defecto  prisión,  con  pérdida  de  los  objetos  falsificados,  y 
á  la  indemnización  de  los  daños  y  menoscabos  sufridos  por  los 
esponentes  y  las  costas  del  juicio. 

El  Juez  de  Faz  de  Merlo,  comisionado  por  el  de  Sección 
para  notificar  la  demanda,  remitió  á  este  á  pedimento  de  los 
interesados,  una  muestra  del  queso  que  se  fabricaba  en  el 
establecimiento  de  Invemizzi. 

Contestando  la  demanda  Invemizzi,  pidió  so  rechazara  esta 
con  espresa  condenación  en  costas.  Dijo :  que  ni  la  ley  ni  la 
patente  otorgada  á  Bartoli  y  Diaz,  prohibian  á  otros  la  ela- 
boración del  queso  mantecoso,  siempre  que  el  procedimiento 
que  se  emplee  no  sea  el  patentado ;  que  el  queso  porteño  que 
fabrica  el  esponente  ni  es  mantecoso  ni  en  su  elaboración  se 
emplea  el  procedimiento  privilegiado  de  los  demandantes;  Que 
la  patente  otorgada  á  favor  dé  Bartoli  y  Díaz  es  para  la  fabri- 
cación de  un  líquido  que  sirve  para  cuajar  la  leche,  por  un  sis- 
tema especial  para  salar  la  masa  cascífera,  y  para  la  aplicación 
de  algunos  aparatos,  todo  destinado  á  la  fabricación  de  queso. 
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Qae  el  sistema  empleado  por  el  esponente  es  diferente  pues 
que,  en  primer  lagar  no  emplea  el  líquido  intentado  por 
Bartoli  y  Diaz  para  coagular  la  leche,  sino  que  usa  el  cuajo 
de  ternero  ó  de  cordero  que  recibe  de  Italia  y  lo  emplea  sólida- 
mente según  el  sistema  ordinario  y  de  todos  conocido;  que  en 
segundo  lugar  por  el  sistema  de  los  demandantes  no  se  desna- 
ta la  leche  y  los  esponentes  la  desnatan ;  que  en  tercer  lugar 
los  demandantes  salan  el  queso  por  ese  sistema  especial  de 
salason  que  describen,  y  los  esponentes  lo  salan  después  de 
estar  fabricado  el  queso,  esparramando  la  sal  en  la  superficie, 
según  el  sistema  común,  y  finalmente  que  los  demandantes  se 
sirven  del  aparato  descrito  en  su  solicitud  á  la  Oficina  de  Pa* 
tentes  y  el  esponente  solo  se  sirve  de  dos  tachos  de  campana 
sin  aparato  alguno  ¿  vapor. 

En  seguida  se  puso  la  causa  á  prmeba  y  con  la  rendida  se 
dictó  este 
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fiaenos  Aires,  Diciembre  1*  de  1876. 

T  vistos  estos  autos  iniciados  por  demanda  de  los  Sres. 
Bartoli  y  Diaz,  contra  D.  Juan  Invernizzi  pox  falsificación 
de  procedimientos  patentados  á  su  favor  para  la  fabricación 
de  quesos  mantecosos,  de  los  que  resulta,  que  entablada  la 
demanda  por  Bartoli  y  Diaz,  la  han  fundado  en  los  derechos 
que  les  acuerda  la  patente  por  el  término  de  diez  años,  que  les 
fué  acordada  en  i  872  para  el  empleo  de  un  líquido  de  su  in- 
vención, destinado  á  servir  de  cnajo  para  salar  la  masa  cásea 
por  medip  de  salmuera  en  ebullición  y  el  empleo  de  algunos 
aparatos  descritos  por  los  solicitantes  y  destinados  á  simpli- 
ficar las  operaciones  de  la  fabricación,  según  lo  que  se  halla 
prolijamente  detallado  en  la  solicitud,  informe  y  patente  cor- 
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Tientes  á  f.  i";  que  el  demandado  en  su  contestación  ha  opues- 
to como  medio  de  defensa  el  empleo  en  la  fabricación  de  los 
qnesos  que  espende  con  el  nombre  de«  c  Porteño  »,  procedi- 
mientos diferentes  de  los  patentados  á  favor  de  Bartoli  y  Diaz; 
qne  en  el  embargo  efectuado  por  el  Juez  de  Paz  de  Merlo,  de 
acuerdo  con  el  artículo  58  de  la  Ley  de  Patentes  de  Inven- 
ción de  1864,  se  tomaron  y  remitieron  á  este  Juzgado  tres 
muestras  de  elaboración  que  se  hacia  en  el  establecimiento 
representando  dos  de  ellos,  quesos  en  estado  completo  de  con- 
fección y  la  tercera  la  masa  preparada  para  ser  sometida  á  las 
últimas  operaciones ;  que  recibida  la  causa  á  prueba  sobre  el 
único  punto  de  la  defensa,  á  saber,  la  diversidad  de  los  proce- 
dimientos empleados  en  ambas  fábricas;  el  demandante  ha  pro« 
ducido  las  pruebas  que  resultan  de  las  declaraciones  de  los  tes- 
tigos Luis  Guarnazzi,  f.  34;  Juan  Aros,  f.  85;  Alejandro  Ya- 
lente,  f .  38 ;  Santiago  Mamez,  f .  67  y  Nicolás  Cagriani,  f .  42, 
quienes  contestando  á  la  2*  pregunta  del  interrogatorio  de  f .  33, 
describen  el  sistema  de  fabricación  de  Invernizzi,  aseverando 
que  emplea  el  agua  salada  en  ebullición  para  salar  la  masa  del 
queso ;  de  Aquiles  Colombo,  f .  39 ;  Pabjo  Bossi,  f .  41 ;  que  se 

vendia  indistintamente  uno  y  otro  producto;  la  de  Fernando 

• 

Dirube,  f.  66;  que  la  casa  á  su  cargo  compraba  el  queso 
€  Porteño  »  y  lo  vendia  por  mantecoso ;  la  de  los  testigos  exa- 
minados en  Dolores  que  testiñcan  la  diferencia  de  forma  en 
los  quesos  de  una  y  otra  fábrica  y  el  informe  del  perito  Pa- 
rodiáf.  90;  que  el  demandado  ha  presentado  la  prueba  que 
resulta  de  las  declaraciones  de  los  testigos,  Tomás  Bergaña, 
f.  56;  Pedro  Agrestosi,  f.  58;  D.  Bautista  Pirovano  f.  60  ;  y 
Gregorio  del  Pan,  f.  62;  que  testifican  el  empleo  de  la  sal  mo- 
lida para  salar  los  quesos, 

T  considerando  :  1®  Que  siendo  evidente,  según  resulta 
de  la  inspección  de  la  patente  acordada  á  los  Sres.  Bartoli  y 
Diaz  que  el  empleo  de  salmuera  en  ebullición  para   salar  la 
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masa  del  queso,  está  patentado  á  su  favor*  oonstituyendo  uno 
de  los  objetos  principales  del  pririlegio  acordado. 

^  Que  habiéndose  limitado  D.  Juan  Invernizzi  á  negar  el 
empleo  de  este  medio  y  los  demás  patentados  á  favor  de  Bar- 
toli  y  Diaz,  la  cuestión  sub  judice  es  meramente  de  hecho,  re- 
ducida á  averiguar  si  el  demandado  emplea  6  nó  en  la  confec- 
ción del  queso  que  espende  con  el  nombre  de  c  Porteño  »,  el 
sistema  de  salasen  por  él  agua  salada  en  ebullición. 

3®  Que  las  declaraciones  citadas  establecen  plenamente  es- 
te hecho. 

4®  Que  los  testigos  presentados  por  el  demandado,  si  bien 
testifican  el  no  empleo  de  este  sistema  de  salasen,  refiriéndo- 
se sus  declaraciones  á  establecer  un  hecho  negativo  tienen 
menos  fuerza  que  las  del  demandante  que  declaran  la  exis- 
tencia de  un  hecho  que  dicen  haber  presenciado,  cual  es  el 
empleo  de  la  salmuera  caliente. 

5®  Que  además  los  testigos  del  demandado  no  están  confor- 
mes sobre  el  punto  importante  del  estado  preciso  deja  con- 
fección en  que  se  emplea  la  sal  en  grano,  diciendo  alguno  que 
después  de  hechos  los  quesos,  los  otros  que  antes,  y  todos  ellos 
que  se  emplea  el  suero  caliente,  que  han  podido  confundir 
muy  bien  con  la  salmuera  puesto  que  que  no  son  inteligentes  en 
la  materia,  y  han  presenciado  accidentalmente  la  fabricación,  y 

6^  Que  á  esto  se  agrega  el  informe  del  perito  Farodi,  f.  90, 
quien  encontrando  la  sal  igualmente  distribuida  en  la  masa 
del  queso,  concluye,  contra  lo  declarado  por  los  testigos  de  In- 
vernizzi, que  no  puede  obtenerse  este  resultado  empleando  la 
sal  molida  y  haciendo  la  salasen  por  la  corteza  del  queso; 
por  estos  fundamentos,  fallo  declarando  que  los  demandantes 
Bartoli  y  Díaz  han  probado  su  acción  contra  D.  Juan  Inverni- 
zzi por  falsificación  de  procedimientos  pateijtados  á  su  favor, 
y  de  acuerdo  al  artículo  53  de  la  ley  de  Octubre  de  1864^  con- 
dénase á  este  último  á  una  multa  de  quinientos  pesos  fuerte? 
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que  será  diBtribiüdA  como  lo  pxeviene  el  artíoalo  60  de  la 
misma»  sin  perjuicios  de  la  indemnización  de  daños  y  menos- 
cabos para  lo  que  quedan  espeditas  las  acciones  de  los  dam- 
nificados.   Hágase  saber,  repónganse  los  sellos. 

Andrés  Ugarriza. 

Fallo  de  la   í9uprema  Corte 

Buenos  Aires,  Mano  3  de  1877. 

■ 

Vistos  y  considerando :  Primero.  Que  la  patente  de  inven- 
C'.on  concedida  á  los  señores  Bartoli  j  Diaz,  lo  ha  sido,  según 
en  ella  misma  se  espresa,  por  el  sistema  de  procedimientos 
para  la  fabricación  de  quesos  mantecosos  cuya  descripción 
ellos  han  presentado  y  viene  adjunta  á  la  patente,  formando 
parte  de  ella. 

Segundo.  Que  según  esa  descripción,  la  basé  del  sistema 
consiste  c  en  la  estraccion  de  la  parte  acida  del  suero  sin  des- 
natar  la  leche,  por  cuyo  principio  obtienen  este  producto ; 
dulce,  inodoro  y  mantecoso  >,  y  se  practica  con  los  elementos, 
y  por  los  procedimientos  allí  especificados,  de  los  que  los. 
principales  son,  según  dicen  ahora  en  su  escrito  de  demanda 
un  líquido  especial  para  cuajar  la  leche,  un  medio  especial 
de  salar  la  masa  cascífera,  y  la  aplicación  de  algunos  apara- 
tos para  reunir  y  cortar  la  masa  del  queso. 

Tercero.  Que  la  patente  no  puede  entenderse  concedida 
por  cada  uno  de  los  procedimientos  en  particular,  sino  por 
el  conjunto  de  ellos  que  es  lo  que  forma  el  sistema  y  consti- 
tuye el  invento.    . 

Cuarto.  Que  los  demandantes  no  han  probado  que  Inver- 
nizzi  emplee  para  la  fabricación  del  c  queso  porteño  »  el  sis- 
tema de  procedimientos  que  les  ha  sido  á  ellos  privilegiado, 
ni  siquiera  en  la  parte  que  dicen  ser  la  base  de  dicho  sistema. 
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Quinto.  Que  aun  admitiendo  como  probado  que  Inyernizsi 
usara  para  salar  la  masa  de  la  salmuera  caliente,  lo  mismo 
que  los  demandantes,  6  de  la  agua  hirviendo  con  sal,  no  cons- 
tituyendo este  hecho  un  inyento,  su  prueba  seria  sin  impor- 
tancia. 

Por  estos  fundamentos,  se  reyoca  la  sentencia  apelada  y 
se  declara  absuelto  de  la  demanda  al  demandado.  Satisfe- 
chas las  costas  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos  devuél- 
vanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.-— J.  B.  GOROSTUGA. 
— J.    DOMÍNGUEZ.— S.  M.   LASPIUR. 


CAUSA    XXII 


D.  Basilio  Cittadini  contra  la  Sociedad  del  periódico  c  VOpe- 
rajo  Italiano  ^^  por  cobro  depesos^  sobre  competencia. 


Sumario.  —  1°  Las  sociedades  anónimas  no  autorizadas  nb 
tienen  personería  jurídica,  y  por  ellas  son  personalmente  res- 
ponsable sus  Administradores. 

^  Siendo  estranjeros  estos,  no  pueden  ser  demandados  por 
otro  estranjero  ante  la  Justicia  Nacional. 
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Caso.  —  El  caso  se  halla  esplicado  en  el  siguiente 


Fallo  del  Jíaes  Seeelonal 


Buenos  Aires,  Octubre  25  de  1876. 

Vistos  los  autos  seguidos  por  D.  Basilio  Cittadinr,  contra 
la  Empresa  del  «  Operario  Italiano»,  por  cobro  de  una  suma 
prestada,  de  que  resulta  lo  siguiente: 

i^  Que  en  5  de  Agosto  de  i  875  la  Sociedad  Anónima  del 
diario  «L'Operajo  Italiano»,  recibió  en  préstamo  de  D.  B. 
Cittadiní  la  cantidad  de  5.000  pesos  moneda  corriente,  firmando 
el  pagaré  el  Presidente  do  dicha  Corporación  D.  G.  Alippi  y 
el  Secretario  D.  Agripino  Jeuse. 

2**  Que  en  ÍS  de  Noviembre  de  i875  D.  B.  Cittadini,  se 
presentó  al  Juzgado  de  Comercio  de  la  Provincia,  pidiendo  el 
reconocimiento  de  firma,  siguiéndose  los  demás  trámites  eje- 
cutivos. 

3^  Que  en  16  de  Marzo  de  1876  el  Juez  de  Comercio  se  de- 
claró incompetente,  ocurriéndose  en  consecuencia  á  este  Juz- 
gado. 

4°  Que  iniciado  de  nuevo  el  procedimiento  ejecutivo  y  li- 
brándose embargo,  este  se  ejecutó  en  una  prensa  de  la  imprenta 
del  citado  diario  y  en  tiempo  se  opuso  el  Sr.  Alippi,  la  ex- 
cepción de  incompetencia. 

5^  Que  recibida  la  causa  á  prueba  á  f.  55,  para  justificar 
que  la  Sociedad  del  c  Operario  Italiano  »  no  es  anónima  y  que 
los  socios  son  estranjeros,  se  ha  rendido  por  el  domante  la  que 
aparece  del  contrato  de  f .  66,  reconocida  á  f  78  y  el  certi- 
ficado  de  f .  89  vta.  y  por  el  demandante  el  de  f .  74. 

T  considerando :  V  Que  por  el  artículo  9®  de  la  Ley  de  Ju- 
risdicción solo  se  consideran  como  argentinas  las  sociedades 
T.  IX.  30 
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anónimas  creadas  y  ejerciendo  sus  negocios  en  alguna  de  las 
Provincias. 

2^  Que  la  existencia  de  las  sociedades  anónimas  solo  prin- 
cipia desde  el  dl&  en  que  fueran  autorizadas  por  el  Gobierno, 
artículo  i 9  del  título  de  las  personas  jurídicas  del  Código 
Civil  y  artículo  405  del  de  Comercio. 

3^  Que  la  Sociedad  de  que  se  trata  no  ha  sido  rejistrada  por 
el  Poder  Ejecutivo,  ni  publicada  como  lo  prescriben  los  artí- 
culos 405  y  407  del  Código  de  Comercio,  formalidades  que  se- 
gún los  términos  de  este  artículo  son  esenciales. 

4°  Que  los  actos  ó  contratos  de  los  Administradores  ante- 
riores á  la  fecha  de  la  regularizacion  de  los  Estatutos  de  la 
Sociedad,  les  obligan  personalmente  (artículo  408,  Código  de 
Comercio)  puesto  que  ellos  no  han  ignorado,  ni  podido  ignorar, 
que  para  regularizar  la  Sociedad  faltaban  condiciones  que  no 
se  hablan  llenado,  y  que  en  este  caso  el  juicio  contra  el  Sr. 
Alippi  se  trabaría  entre  dos  estranjeros  j)ara  conocer  del  cual 
carece  de  jurisdicción  la  Justicia  Nacional;  fallo  declarando 
que  es  incompetente  este  Juzgado  para  conocer  de  la  presente 
causa,  repónganse  y  notifíquese  original. 

Isidoro  Albarraein. 


Fallo   de  la  Sapvema  Corte. 

Buenos  Aires,  Marzo  6  de  1877. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  el  auto  apelado 
de  foja  ciento  tres  vuelta,  con  costas,  y  satisfechas  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.-^J.  B.  GOROSTU- 
6A.  —  J.  DOHmGUfiZ;  -—  S.  M.  LAS- 
PICR. 
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CAVSA    XXIII 


D.  Roque  Cainzo  contra  D.  Miguel  BancalarU  por 

cobro  de  pesos. 


5umartb.^La  excepción  de  inhabilidad  del  título,  opuesta 
'contra  una  escritura  pública  de  plazo  vencido  que  contiene  can- 
tidad liquida  en  moneda  corriente,  base  cierta  para  su  reduc- 
ción á  metálico,  es  infundada  aunque  se  alegue  que  sus  cláur 
sulas  se  prestan  á  diversas  intepretaciones. 


Caso.—T).  Miguel  Bancalari  compró  á  D.  Roque  Cainzo  un 
campo  en  1 .398,800  ^  m/c. 

En  Agosto  de  1875  Bancalari  quedaba  debiendo  del  precióla 
suma  de  300,000  /f  j  con  escritura  pública  se  obligó  á  pagar  á 
Cainzo  en  3i  de  Diciembre  de  1875  aquella  suma,  é  intereses 
del  10  por  ciento  con  la  cláusula  de  deber  hacer  al  vencimiento 
el  pago  en  oro  al  cambio  de  25  ^  m/c.  por  uno,  cualquiera  que 
fuera  el  cambio  en  la  fecha  del  pago. 

Vencido  el  término ;  Gainzo  demandó  ejecutivamente  en  ju- 
nio de  1876  el  pago  de  12,000  pesos  fuertes  en  oro  pof  ser  este 
el  equivalente  de  300,000  ^  m/c.  al  cambio  en  oro  de  25  $  por 
uno. 
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Se  intimó  el  pago,  y  Bancalari  opuso  la  inhabilidad  del  líta- 
lo, diciendo  que  la  cláusula  citada  se  prestaba  á  diversas  inter- 
pretaciones, y  no  habia  base  fija  de  liquidación. 

Fallo  del  Jaex  Seeelonal* 

Buenos  Aires,  Diciembre  3  de  1876* 

Vistos :  en  el  incidente  sobre  inhabilidad  del  título  dedu- 
cido por  el  señor  Bancalari  en  la  ejecución  que  sigue  contra 
él  D.  Boque  Cainzo,  y 

Considerando:— 1°  Que  aunque  íe  ha  alegado  la  inhabilidad 
del  título  no  se  ha  observado  la  forma  ni  el  contenido  de  la  obli- 
gación, limitándose  la  parte  de  Bancalari  á  hacer  valer  que  la 
cláusula  relativa  de  pago  se  presta  á  interpretaciones  diversas. 

2°  Que  esta  cláusula  dice  literalmente  €que  el  deudor  debe- 
rá efectuar  el  pago  en  oro  al  cambio  de  25  (^  m/c.)  por  uno^^  y 
no  cabe  interpretación  cuando  los  términos  de  la  cláusula  son 
claros  y  precisos  y  cuando,  como  en  el  caso  ocurrente,  no  se  alegan 
hechos  que  pudieran  modificar  el  sentido  6  alterar  su  contenido. 

3®  Que  no  puede  decirse  en  vista  de  la  cláusula  trascrita,  que 
el  documento  no  contiene  base  de  liquidación  como  lo  exige  el 
articulo^ 248  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento;  pues  no  solo  está 
espresa  sino  que  la  operación  necesaria  para  practicarla  es  de 
las  mas  vulgares  y  fáciles  del  cálculo ;  y  esa  liquidación  practi- 
cada por  otra  parte  en  el  auto  de  solvendo,  no  ha  sido  objetada. 

4^  <)ue  no  habiéndose  aducido  hechos  es  innecesaria  la  prueba. 

Por  estas  consideraciones  fallo  no  haciendo  lugar  á  la  escep- 
cion  de  inhabilidad  del  título  aducida,  y  ordenando  en  conse- 
cuencia se  lleve  adelante  el  procedimiento  ejecutivo  hasta  ha- 
cerse el  pago  del  capital,  intereses  y  costos  que  se  cobran. 

Hágase  saber  original  y  repóngase  el  sello. 

Isidoro  Álbarracin. 
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Ufane  ^m  Im  Soipreiii»  C«rto. 

Buenos  Aires,  Marzo  8  de  1877. 

Tistes :  No  siendo  fundada  la  exoepcion  de  inhabilidad  del 
título,  única  opuesta  por  el  ejecutado,  desde  que  el  documento  de 
foja  primera  es  una  escritura  pública  dó  plazo  vencido,  que  con- 
tiene cantidad  liquida  en  moneda  corriente,  y  base  cierta  para 
su  reducción  á  metálico  ;  por  estos  fundamentos  y  los  concor- 
dantes del  auto  apelado,  se  confirma  con  costas,  satisfechas  las 
de  la  Instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.  B.  GOROSTUGA.— 
J.  DOMÍNGUEZ.  —  8.  M.  LA8P1UR. 


CAUSA     XXIT< 


El  Dr.  D.  Antonio  Battilana,  contra  D.  Ángel  Cagnoletti; 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  La  Suprema  Corte  no  puede  conocer  en  ape- 
lación de  las  demandas  por  menos  de  900  pesos  fuertes. 
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Caso.  —  En  nna  cansa  en  qne  el  Dr.  Battilana  demandaba 
la  snma  de  80  pBBOs  ÍB^tes  contra  S.  Ángel  Oagnoletti,  por 
honorarios,  y  que  fué  elevada  en  apelación  á  la  Suprema  Corte 
por  un  incidente,  se  dictó  este : 


ViUl«  de  1»  Sapreata  Corie 

Buenos  Aires,  Marzo  8  de  18T7. 

Yístos :  no  excediendo  la  cantidad  demandada  de  doscientos 
pesos  fuertes,  y  no  pudiendo  la  Suprema  Corte  conocer  por 
apelación  de  las  sentencias  definitivas  y  de  todo  auto  que  tenga 
fuer2a  de  definitiva  en  las  causas  civiles  cuyo  valor  no  exceda 
de  esa  suma ;  devuélvanse,  previa  satisfacción  de  costas  y  re- 
posición de  sellos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  J.  B.  00- 
ROSTUGA. — J.  DOMINGI}EZ.— S.  H. 
LASPIUR. 
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CAVSA    XXT. 


D.  Alfonso  Terribile,  contra  Nevares,  Casares  y  Santa  Coloma, 
por  cobro  de  pesos.    Incidente  sobre  embargo. 


Sumario. '^'Ñ o  pudiendo  cumplirse  una  providencia  del 
Jaez  de  Sección  de  que  se  ha  apelado,  la  apelación  ^ueda  sin 
efecto. 

Caso.— 'En  Octubre  de  1876,  D.  Alfonso  Terribile  por  una 
parte  y  por  la  otra  D.  José  Maria  Nevares,  D.  Bodolfo  N. 
Casaos'  y  D.  Tomas  Santa  Coloma,  celebraron  un  contrato  de 
disolución  de  una  sociedad  sobre  construcción  del  Ferro-Carril 
al  Bragado,  en  el  cual  el  primero  cedió  á  los  segundos  el  con- 
trato que  tenia  con  el  Directorio  del  Ferro-Carril  del  Oeste  y 
todas  las  acciones,  derechos,  etc,  que  tuvieran  en  virtud  dé 
dicho  contrato. 

Por  el  artículo  3°,  Casares,  Nevares  y  Santa  Coloma,  se 
hicieron  cargo  de  pagar  deudas  á  varios,  provenientes  de 
trabajos  hechos,  por  la  suma  de  310,000  $  m/^. 

£n  Diciembre  de  4876,  Terribile  demandó  á  los  cesionarios 
el  cumplimiento  del  contrato  en  lo  relativo  á  las  cláusulas  del 
articulo  3^ ;  y  en  un  otrosí  pidió  se  librase  oficio  al  Directorio 
del  Ferro^Carril  del  Oeste  para  que  detuviera  i  la  orden  del 
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Juzgado  la  cantidad  de  310,000  $  m/^.  de  la  suma  que  próxi- 
mamente debían  recibir  los  cesionarios. 


F»ll«  diel  Jaex  de  Seeeleit 


Buenos  Aires,  Diciembre  S6  de  1876. 

En  lo  principal  traslado,  al  segundo  punto  líbrese  el  oficio 
solicitado  bajo  la  responsabilidad  del  ocurrente.  Eepóngase  el 
sello. 

Albarracm. 

Después  de  dictado  este  auto,  el  Juez  de  Sección  recibió  un 
oficio  del  Presidente  del  Directorio  del  Ferro-Carril  en  qye  lo 
comunicaba  que  no  podia  embargar  la  suma  en  cuestión,  por- 
que dichos  empresarios  eran  deudores  al  Ferro-Carril. 

V»ll«  de  1»  Saprem»  Certe. 

Buenos  Aires,  Marzo  8  de  1877* 

Vistos :  habiendo  quedado  sin  objeto  la  apelación  interpuesta 
por  la  contestación  dada  por  el  Presidente  del  Directorio  del 
ferro-Carril  del  Oeste  á  foja  diez  y  ocho,  devuélvanse  estos 
autos  para  que  se  evacué  el  traslado  pendiente,  previo  pago  de 
costas  y  reposición  de  sellos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  —  I.  B.  GOROS- 
TUGA.  —  S.  H.  LASPIUR. 


—9t 
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CAVSA    XXTI. 


Don  Adrián  Cazus  contra  Don  Ángel  Brugo  é  hijos^  tohre 
cumplimiento  de  un  contrato  é  indemnizado^ 

de  perjuicios. 


Sumarió. — 1®  Si  nn  contrato  de  locación  de  servicios  no  pue- 
de cumplirse  por  fuerza  mayor  empleada  por  el  locatario  contra 
el  locador,  aquel  es  responsable  de  los  perjuicios  que  ocasionan 
á  este. 

2^  La  indemnización  comprende  en  este  caso  el  valor  de  la 
obra  ejecutada,  los  materiales  preparados  y  las  ganancias  y 
utilidades  que  se  podia  prometer  del  contrato. 

3**  Los  documentos  privados  son  prueba  contra  quien  los 

« 

presenta  y  no  contra  el  contrario  que  los  contradice. 

A^  Tina  detención  arbitraria  se  indemniza  con  una  cantidad 
correspondiente  á  la  totalidad  de  las  ganancias  que  cesaron 
para  el  paciente  hasta  su  completa  libertad. 


Caso.— La  discucion  de  esta  causa  está  esplicada  en  el 
F»llo  del  Jues  de  Seeeleii* 

Baenot  Aiiet,  Setiembre  15  da  1876. 

Yistos:  estos  autos  seguidos  por  Don  Adrián  Oatús  oontra 
Brugo  é  hijos,  por  indemnización  de  daSos  y  perji^icios  prove- 

T.  IX.  31 
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nientes  de  falta  de  camplimiento  de  un  contrato  de  proTÍsiones 
para  el  vapor  Yenezia,  y  por  ana  detención  arbitraria  en  el  Ro- 
sario de  Santa  lE'é,  y  de  que  resulta: 

i®  Que  en  Noviembre  de  1874  celebraron  un  contrato  por  el 
término  de  un  ano,  entre  las  partes  litigantes,  por  el  cual  se 
comprometió  Cazús  á  hacer  la  proveeduría  del  vapor  para  la 
mesa  de  pasageros  y  tripulación  por  una  cantidad  fija  por  cada 
uno«  pagadera  al  fin  de  mes  (documento  f .  i .) 

2^  Que  después  de  dos  meses  fué  bajado  de  á  bordo  del  Ye- 
nezia y  preso  en  el  Rosario  de  Santa  Fé  por  orden  de  los  seño- 
res Brugo  é  hijos^  quedando  así  imposibilitado  para  cumplir  el 
contrato  por  culpa  de  los  dueños  del  vapor. 

3°  Que  no  habiéndole  pagado  las  provisiones  hechas  en  No- 
viembre y  Diciembre  y  retenídosele  á  mas  las  mecaderías  que 
teiria  para  hacer  el  suministro  de  Enero,  venia  en  demandar  su 
valor,  y  ademas  como  indemnización  de  daños  y  perjuicios  por 
la  provisión  el  importe  de  la  cuenta  de  f .  3. 

4®  Que  corrido  traslado  de  la  demanda  Brugo  é  hijos  niegan 
que  se  les  deba  por  provisiones  hechas,  que  ellos  sean  respon- 
sables de  la  prisión  y  por  tanto  de  la  falta  de  camplimiento 
del  contrato. 

5^  Que  en  este  estado  se  recibió  la  causa  á  prueba  sobre  la 
justificación  de  las  partidas  de  las  cuentas  de  f.  3  por  las  provi- 
siones suministradas  y  daños  y  perjuicios  provenientes  de  la 
prisión  y  consiguiente  falta  de  cumplimiento  del  contrato  y 
sobre  la  ilegalidad  de  la  detención  en  el  Rosario  y  responsabi- 
lidad de  los  señores  Brugo  é  hijos  en  ese  acto. 

6^  Que  á  este  objeto  se  ha  rendido  la  prueba  instrumental 
fs.  31  y  72,  el  informe  de  f.  50  y  posiciones  de  f.  64  y  la  testi- 
monial de  fs.  87  álOl  vta. 

T  cotíisiderÉndo: — 1^  Que  están  contestes  las  partes  en  que 
el  contrato  de  ptovi&ion  de  f .  1  dejó  de  oumpUrse  por  haberse 
4etoiiído4  Ctóús,  en  el  Rosario,  en  virtud  de  ar reato  ordenado 
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pon  la  iuipitania  de  aquel  puerto  á  petición  del  conúsaria  dd 
▼apor  y enezia. 

2*  Que  de  la  declaración  de  Francisco  Tarquino  que  hacia  las 
veces  de  comisario,  resulta  que  pidió  la  prisión  de  Cazús  por  orden 
y  autoridad  de  Brugo,  gerente  y  socio  de  la  casa  Btugo  é  Hijos, 
que  se  hallaba  á  bordo  del  Yenezia ;  estando  esto  último  confir- 
mado por  el  informe  de  la  capitanía  del  Rosario  á  f •  50  y  por 
tanto  es  impertinente  la  cuestión  de  si  el  comisario  podía  6  te- 
ma poderes  para  obligar  á  los  dueños  6  armadores  por  respon- 
sabilidades civiles,  debiendo  bastar  la  justificación»  de  que  estos 
dieron  la  orden  6  autorización  para  sugetarlos  á  la  responsa- 
bilidad dicha. 

3*  Que  no  puede  dudarse  que  Brugo  dio  orden  al  comisario 
para  pedir  la  prisión  de  Cazús,  teniendo  en  consideración. que, 
hallándose  á  bordo,  no  podía  privarse  al  vapor  del  servicio,  que 
este  último  prestaba  sin  su  orden  6  consentimiento ;  que  así  lo 
consigna  y  ha  ratificado  el  comisario  Tarquino  sin  que  Brugo 
haya  pretendido  impugnar  lo  que  el  testigo  Cayetano  Garbana- 
que  asegura  que  Cazús  fué  remitido  preso  después  de  una  con- 
ferencia entre  Brugo,  Cazús  y  el  comisario;  y  finalmente  en  que 
no  se  procedió  á  la  libertad  de  Cazús,  sino  después  que  los  se- 
ñores Brugo  dirigieron  á  D.  Benito  del  Puerto  el  telegrama  de 
f .  72  diciéndole  que  no  tenian  inconveniente,  en  que  fuese 
puesto  en  libertad  dicho  Cazús. 

.4^  Que  esto  mismo  confirma  el  hecho  de  que  habiendo  pre- 
tendido Brugo  é  hijos  sostener  que  la  prisión  fué  pOr  deuda  de 
Cazús  á  Don  José  Fortini,  ni  lo  han  probado,  ni  han  intentado 
hacerlo,  siendo  así  que  por  la  naturaleza  del  hecho,  debían  ha^ 
ber  constancias  4o  carácter  público,  que  comprobasen  el  origen 
de  esa  prisión  6  detención. 

5»  Qae  son  responsables  á  la  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios del  contrato  de  locación  de  servicio  los  que  por  su  culpa 
Ufiotivaron  su  ínejeouoion ;  y  en  este  caso  no  habiéndose  proba- 
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do  por  los  señores  Brogo  é  hijos  que  pidieron  se  obtuviera'  la 
detención  de  Cazús  con  derecho,  6  por  cánsales  justificadas, 
tiene  que  concluirse  que  la  detención  fué  arbitraria  y  sin  culpa 
por  Cazús. 

&"  Que  la  indemnización  comprende  en  este  caso  el  valor  de  la 
obra  ejecutada  ó  sea  provisiones  suministradas,  los  materiales 
preparados  y  las  ganancias  y  utilidades  que  se  podian  prometer 
del  contrato. 

7^  Qne  con  relación  á  las  provisiones  suministradas  se  hallan 
determinadas  por  los  estados  O,  P,  Z  y  X  que  han  sido  presen- 
tados y  reconocidos  por  el  comisario  del  vapor  como  formul^Cdos 
por  el  mismo. 

8^  Que  aunque  en  esos  estados  figura  como  abonada  &  Ca- 
zuela'partida  de  142  ;$f  fts.  no  hacen  fé  contra  él  y  él  la  ha 
negado,  no  confesando  haber  recibido  sino  una  parte  que  eirtima 
en  sesenta  y  ocho  pesos  fuertes. 

9°  Que  no  habiéndose  negado  por  los  demandados  c(ne  al  se- 
parar á  Cazús  del  servicio  de  proveedor,  dejara  este  materiales 
preparados,  y  siendo  por  otra  parte  presumible  pues  el  vapor 
venia  de  viaje,  tiene  que  aceptarse  el  hecho  y  su  estimación,  y 
tiene  que  considerarse  como  no  impugnada  la  partida  primera 
de  la  caenta  [de  f .  3,  deducidas  las  provisiones  hechas,  lo  que 
hace  nn  valor  de  378  ^  fts  y  20  centavos. 

10°  Que  solo  han  sido  reconocidas  como  recibidas  á  cuenta 
laspfirtidas  especificadas  á  fs.  1,  2  y  3,  como  á  deducir  á  favor 
de  los  señores  Brugo  é  hijos. 

'  11^  Que  en  cuanto  á' la  detención  arbitraria  como  un  acto 
ilícito  6  un  delito  civil,  la  indemnización  que  puede  pedirse 
consiste  únicamente  en  una  cantidad  correspondiente  á  la  tota- 
lidad de  las  ganancias  que  cesaron  para  el  paciente  hasta  su 
completa  libertad  (artículo  32,  Pe  los  delitos  contra  las  perso- 
seqas.  Código  Civil]  y  estas  ganancias  están  comprendidas 
en  la  indemnizaoion  por  inejecuoion  diel  contrato,  constando  á 


mas  que  los  gastos  ocasionados  por  Cazús  fueron  pagados  por 
Brugo. 

l^"*  Que  las  partes  han  consentido  en  que  se  estime  por  pe- 
ritos las  ganancias  referidas  y  han  pasado  por  su  dictamen»  que 
los  avalúan  en  90  pesos  fuertes  mensuales  á  f .  120. 

Por  estas  consideraciones  fallo  :  .que  I03  señores  Brugo  é  hi- 
jos paguen  á  Don  Adrián  Cazús  á  los  diez  dias  de  la  liquidación 
el  importe  que  resulte  en  la  deducción  de  las  proyisiones  sumi- 
nistradas, material  acumulado  y  ganancias  reconocidas  en  este 
fallo,  de  las  partidas  pagadas  como  se  contiene  á  foja  123  vuel- 
ta, con  mas  los  intereses  desde  la  demanda  y  costas  del  juicio,  y 
en  su  consecuencia  comparezcan  las  partes  á  practicar  el  nom- 
bramiento de  un  contador,  ejecutoriada  que  sea  la  presente. 

Hágase  saber  original  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarraóin, 


I  • 


Fallo  &•  U»  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Marzo  10  de  18T7. 

Yistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  ciento  cuarenta  y  siete,  satisfechas  las 
de  la  instancia,  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.  B.  GOROSTIA- 
GA.  —  J.  m>MlNGUKZ.  —  S.  M.  LAb- 
PIUR. 
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CAUSA    XXYII. 


D.  Máximo  Parfail,  contra  la  Municipalidad  del  Rosario  de 

Santa-Fé^  por  cobro  de  pesos 


Sumario. -^i"^  La8  reglus  de  buena  interpretación  prohiben 
dar  á  ün  documento  obligatorio  una  que  conduzca  á  dejar  á 
voluntad  del  deudor  la  época  de  cumplirla. 

^  Un  documento  se  interpreta  no  solo  por  los  términos  en 
que  está  concebido,  sino  por  los  demás  documentos  y  ante- 
cedentes con  que  guarda  relación  j  de  que  emana. 


Caso.  — La  discusión  de  esta  causa  está  detallada  en  el 


Fallo  del  Jues  de  Seeeioii 


Rosario,  Noviembre  18  de  1876. 


Vistos  estos  autos  seguidos  entre  D.  Máximo  Farfait  y  el 
Procurador  Municipal  por  cobro  de  un  pagaré  otorgado  á  favor 
de  aquel,  por  la  corporación  que  este  representa,  resulta  lo 
siguiente :  Farfait  y  la  Municipalidad  rescindieron  é\  contrato 
que  tenían  celebrado  para  la  construcción  del  Matadero  Fúblico 


r 
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baji>  las  (XMidiciones  y  obligaciones  Tedprocas  que  estable- 
cieron en  el  contrato  rescisión  corriente  en  copia  de  fs.  19  á 
2S.  Entre  las  obligaciones  que  contraia  la  Municipalidad  á 
favor  de  Parfaít  está  lo  contenido  en  la  base  4",  de  otorgarle 
el  pagaré  de  f.  2  qne  hoy  se  cobra,  por  los  intereses  ya  des-- 
vengados  por  Parfaít  desde  el  27  de  Setiembre  de  i  875  hasta 
lafeoha  de  la  rescisión,  21  de  Agosto  de  1876;  pagaré  que  se 
le  abonará  por  la  Municipalidad  al  plazo  en  que  se  paguen  esos 
intereses  en  general.  Mas  al  redactar  este  documento  se  hizo 
de  este  modo:  casi  que  se  pague  los  intereses  devengados, 
por  los  títulos  de  la  Municipalidad  del  Bosario,  pagará  á  la 
orden  de  D.  Máximo  Parfait,  la  suma  de  1620  $  03  cts.  fuertes 
por  intereses  de  la  segunda  cuota  que  se  le  ha  reconocido  á 
dicho  señor  en  representación  de  la  Empresa  del  Matadero 
Público  en  la  rescisión  del  contrato  de  aquella  obra». 

Ahora  bien,  llegado  el  caso  de  que  la  Municipalidad  prin- 
cipiase á  pagar  ó  estuviese  ya  pagando  esos  intereses  devenga- 
dos á  los  tenedores  de  esos  títulos,  lo  que  consta  por  la  misma 
esposicion  del  Presidente  á  f .  1  vuelta,  como  también  consta 
por  esa  misma  exposición  que  Parfait  era  uno  de  sus  acreedores 
llamados  para  pagársele,  se  presentó  este  á  cobrar  su  docu- 
mento, y  el  Presidente  se  resistió  á  abonárselo  por  no  estar 
Vencido  según  dice,  y  no  ser  la  oportunidad  de  cobrarlo,  por 
los  términos  de  su  redacción.  Con  cuyo  motivo  se  ha  pre- 
sentado 4iqnel  demandando  judicialmente  su  pago. 

Y  considerando :  1  ^  que  las  reglas  de  buena  interpretación, 
la  ley  y  el  buen  sentido  prohiben  dar  á  un  documento  obliga- 
torio una'  interpretación  que  conduzca  á  lo  nulo  y  absurdo, 
como  seria  hacer  depender  el  cumplimiento  de  una  obligación 
de  la  misma  voluntad  del  obligado ;  algo  mas,  de  la  falta  de  sus 
deberes;  como  resultaria  si  Parfait  solo  tuviera  derecho  de 
cobtar  á  la  Municipi^idad,  cuando  esta,  debieado  pagar  á  9us 
acreedores,  no  lo  hubiere  hecho  desde  el  primero  hasta  oon  el 
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Último  de  los  tenedores  de  sus  títulos  de  eiédito ;  pues  de  esa 
manera  y  con  ese  modo  de  glosar  no  solo  pndiera  condenar  al 
silencio  el  derecho  de  Farfait,  sino  hasta  hacerlo  sacambir 
postergando  índeñnidámente  el  cumplimiento  de  cualquiera  de 
sus  deberes,  para  con  todos  ó  algunos  de  sus  acreedores,  bajo 
el  imperio  de  su  sola  voluntad  ó  de  la  de  alguno  de  ellos^  qne 
no  le  cobrasen  por  omisión  6  cualquier  otro  motiva;  interpreta- 
ción tan  poco  racional,  como  moral,  y  que  nunca  pudo  entrar 
en  la  mente  de  los  contratantes  al  otorgar  el  contrato  que  dio 
origen  al  documento  que  se  cobra ;  tanto  mas,  cuanto  que  el 
pagaré  que  debia  firmarse  procedía  de  derechos  ya  adquiridos 
por  Farfait,  cuando  se  hizo  ese  convenio ;  artículo  16,  Código 
Civil,  título  cDe  las  obligaciones  condicionales». 

2^  Que  el  absurdo  de  esa  interpretación  lo  reconoce  y  con- 
fiesa, como  no  podia  ser  menos,  el  mismo  Frocurador  de  la 
Municipalidad  á  f.  16  sin  que  se  conciba  como  entonces  des- 
conoce al  mismo  tiempo  la  perfecta  eficacia  y  oportunidad  de  l 
cobro  del  documento  de  Farfait  desde  que  se  habia  cumplido 
el  plazo  ó  si  sequiere  la  condición  contenida  en  él ;  contradic- 
ción en  que  casi  también  incurre  el  mismo  Fresidente  en  la 
acta  de  protesta  de  f.  1. 

3*^  Que  un  documento  se  interpreta  no  solo  por  los  térmi- 
nos en  que  él  está  concebido  en  sus  diversas  cláusulas,  sino 
por  los  demás  documentos  y  antecedentes  con  que  guarda  rela- 
ción y  de  que  emana ;  razón  por  la  cual,  si  alguna  duda  ofre- 
ciese el  que  nos  ocupa,  bastaría  ver  los  términos  del  contrato 
rescisorio  que  le  dio  origen,  en  el  que  se  dice  que  la  Munici- 
palidad se  lo  abonarla  á  Farfait,  al  plazo  que  se  paguen  esos 
intereses  en  general ;  es  decir  claramente  que  el  acreedor  que- 
.  daba  en  cuanto  á  la  oportunidad  de  ser  pagado,  en  el  mÍ8mo> 
rol  general  y  no  inferior  á  los  demás  acreedores  de  esos  inte- 
reses ;  y  si  pues  ellos  habían  sido  llamados  para  pagárseles, 
pudo  concurrir  Farfait  con  ellos  y  no  debió  ser  rechazado  por 
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una  escepoion  tan  inesplicable  como  injusta;  de  modo  que  al 
decirse  en  el  pagaré  de^f.  2:  asi  que  se  pagpe  «Los, intereses  &, 
ha  querido  decirse,  cuando  sea  oportuno  j  deba  pagarse  á 
todos,  se  pagará  á  Parfait  también ;  y  no  después  que  se  haya 
pagado  á  todos  absolutameiíte  tecien  se  pagará  á  Parfait ;  lo 
que  no  e8.  verosímil  que  este  como  se  ha  dicho,  quisiera  haber 
convenido;  J  qne  por  tanto,  no  puede . suponerse  lo  hubiese 
hecho.    (Artículo  7^  del  mismo  título  y  Código). 

4°  Que  tan  debió  comprender  el  mismo  Presidente  que 
aquella' y  too  esta  era  la  mente'  del  contrato  y  del  documento, 
y 'que  habia  llegado  el  momento  de  la  eficacia  de  este,  como 
que  confiesa  que  quiso  abonar  á  Parfait  una  tercera  parte  de 
su  importe ;  lo  qqe  de  otro  modo  no  habria  podido  hacerse  sin 
faltar  á  sus  obligaciones ;  pueA^ao  padia  ofrecer  el  abono  ni  de 
una  tc^rcera  parte  á  un  acreedor  de  plazo  no  vencido  en,  su 
juicio,  estando  impagos  los  de  plazo  vencido ;  tanto  mas  cuanto 
que,  no  se  esplica  ese  rasgo  de  indebida  generosidad  en  el 
estado  de  constante  litigio  en  que  de  mucho  tiempo  atrás  se 
hallan  la  Municipalidad  y  Parfait ;  en  la  situación  nada  des- 
sahogada  de  esa  corporaeion. 

Por  estos  fundamentos,  y  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el 
título  de  las  obligaciones  condicionales  del  Código -Civil,  y  de 
las  doctrinas  de  sus  notas  ilustrativas,  se  declara  vencido  en  la 
fecha  de  su  protesta  el  plazo  en  que  la  Municipalidad  debió 
abonar  á  D.  Máximo  Parfait  el  documento  que  se  cobra,  con 
costas.  Y  téstense  las  palabras  subrayadas  á  f.  27  vuelta,  de 
las  posiciones  de  Parfait,  apercibiéndosele  seriamente  por 
haberlas  emitido,  sin  serle  necesario  para  la  defensa  de  sus 
derechos*    Bepónganse  los-  sellos  ante»  da  nptificarse  esta 

sentencia. 

Fenelon  Zuviria. 

fil  ripresentante  de  la  Municipalidad  apeló. 
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Fallo   de  la  Suprema  €orte< 


BoeDos  Aires,  Mano  15  de  1877. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confínna  con  costas  la 
sentencia  apelada  de  foja  cuarenta  y  seis ;  satisfechas  las  de 
la  instancia  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse  loe  autos. 

JOSÉ  BABEOS  PAZOS,  t^  4.  B.  GO- 
ROSTUGA.— J.  DOMINGIJEZ.--  S.  M. 
LASProR. 


I— ^— »■ 


CAVSA  XJKTIII. 


D.  José  Siseo  contra  la  Compañía  Argentina  de  Seguros^  so- 
bre abandmo  del  Imqm  íí Filántropo))  y  cobro  de  seguro. 


Sumario.  —  1^  En  los  seguros,  la  póliza  es  la  ley  de  los 
contratantes. 

2®  El  contenido  de  la  protesta  hecha  por  el  Capitán  sobre 
las  causas  de  un  naufragio  tiene  á  si^  favprrla  presunción  ele 
verdad,  máxime  si  es  ratificado  por  el  Capitán  y  testigos. 
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3*  Hay  lagar  al  abandono  del  buque  asegurado,  cuando  se 
pmeba  qne  no  se  halle  en  estado  de  navegar. 

4®  La  prueba  de  que  pnede  ponerse  á  flote  gastando  meó- 
nos de  las  tres  cuartas  partes  del  valor  asegurado,  está  á 
cargo  del  asegurador. 


Caso.  —  El  caso  se  halla  espuesto  en  el  siguiente 


Fallo  del  Jíaem  Seeelonal* 


Buenos  Aires,  Noviembre  S  de  1876.    . 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  José  Siseo,  como  dueño 
del  bergantín  goleta  nacional  cFilántropo»  contra  la  compa- 
ñía Argentina  de  Seguros,  por  abandono,  y  de  que  resulta. 

1*  Que  el  veinte  y  nueve  de  Abril  dé  mil  t)chooientos  se- 
tenta y  tres,  emprendió  viage  para  Patagones,  asegurado  por 
la  compañía  nombrada  en  las  tres  cuartas  partes  de  su  va- 
lor fijado  en  ocho  mit  pesos  fuertes  (póliza  de  f.  6). 

9?  Que  en  treinta  de  Marzo  el  cFilántropo»  por  accidentes 
de  mar,  que  se  mencionan,  pérdida  del  timón,  ancla,  deterioro 
en  el  velamen  y  fractura,  se  vio  obligado  á  encallar  y  encalló  en 
cQuequen  Orande»,  partido  de  Xecochea,  para  salvarlos  pa- 
sageros,  carga  y  tripulación  (protestado  f.  18). 

3^  Que  en  vista  de  ello,  hallándose  el  buque  en  estado  de 
innavegabilidad  tantt)  por  lo  espuesto,  como  por  haber  queda- 
do arrojado  en  tierra;  venia  su  propietario,  habiendo  por  lo 
demás  llenado  las  condiciones  de  dar  aviso  á  los  asegurado- 
res y  prestado  él  capitán  todos  los  cuidados  que  demandaba 
la  conservación  del  buque  y  carga,  hacer  abandono  del  buque 
y  pedir  el  pago  del  seguro. 
'  4**  QiC'  corrido  traslado  de  la  demanda,  el  representante 
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de  la  compañía  asegoradoya  alegó  que  no  se  le  había  dado  la 
noticia  oportuna  del  siniestro,  ni  el  capitán  h$lbm  tomado 
medidas  para  salvar  6  conservar  los  cosas  aseguvadas,  qne  no 
se  había  justificado  previamente  que  los  gastos  para  reparar 
y  poner  á  flote  al  cFílántropo»  subieran  40  tres  cuartas  par- 
tes del  valor  del  buque,  sino  mucho  después  del  suceso;  que 
la  protesta  ha  debido  ser  forjada  exprofeso  para  defraudar 
á  la  compañía,  pues  no  refiriéndome  al  libro  de  navegación  de 
á  bordo,  no  es  presumible  que  pueda  dar  detalles  tan  minu- 
ciosos como  los  que  menciona ;  que  la  protesta  ha  debido  ser 
firmada  por  todos  los  tripulantes ;  que  no  es  de  presumirse  la 
fractura  porque  en  Quequen  Grande  no  hay  rocas  graníticas 
que  son  las  únicas  en  que  pueda  producirse  y  que  por  tanto 
el  siniestro  se  reduce  á  una  averia  gruessL  de  que  no  es  res- 
ponsable la  Compañía.  . 

5^.  Que  corrido  traslado  de  los  documentos  acompañados 
por  la  compañía.  Siseo  replicó  que  se  había  presentado  antes 
del  término  prescrípto  por  el  artículo  1401  del  Código  de  Co- 
mercio ;  que  la  protesta  según  el  artículo  1097  del  mismo 
Código  es  bastante  justificativa  para  el,  abandono,  que  en  las 
Cos^a  del  Sud  hay  rocas  sean  ó  no  graníticas  en  quo  había 
chopado  y  hécl^ose  un  rumbo  el  «Filántropo»  y  que  no  estaba, 
encallado  en  agua  sino  en  tierra  firme  lo  que  lo  hacia  innave- 
gable. 

6°  Que  en  e^te  estado  el  Juzgado  abrió  la  causa  á  prueba 
sobre  el  frajude  ó  falsedad  en  la  protesta  de  f .  1 ,  si  el  «Filán- 
tropo» pudo  ser  puesto  á  flote  y  seguir  su  destino  con  menos 
costo  que  el  de  dos  terceras  partes  del  valor  asegurado,  y  si 
el  capitán  ó  dueño  había  prestado  al  «Filántrppp»  los  cuida-' 
dos  de  conservación  hasta  intimarse  el  abondono  y  dado  cuen- 
ta oportuna  del  siniestro.  . 

T  considerando:  1^  Que  por  el  artículo  veinte  y  tres  de  la 
póliza  qnees  la  Ipy  de  .los  contratantes,  solp  .se  requierot  pi^ra 
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-indeíonisafr,  los  docamentog  que'  aoreditan  que  ha  oourñdo 
la  avería  6  pérdida  par  algunas  de  las  causas  de  que  respon- 
de la  oompaííía ;  j  Siseo  ha  presentado  como  tal  la  protesta 
de-  íi  i,  estendlda  ante  el  Juez  de  Paz  de  Necoóhea,  en  la  que 
se  establece  el  hecho  de  la  pérdida  y  la  causa  de  la  misma, 
producida  por  un  temporal ;  j  por  consiguiente,  á  estar  en 
forma,  y  no  impugnarse  por  el  asegurador,  se  ha  cumplido 
con  lo  preseripto  por  el  artículo  citado; 

9?  Que  aunque  es  verdad  que  los  capitanes  tienen  la  obli- 
gación de  llevar  á  bordo  un  libro  diario  de  navegación,  no  es 
necesario  para  justificar  la  verdad  de  los  hechos  pasados  á  bor- 
do (artículo  mil  noventa  y  siete)  ni  los  accidentes  del  via- 
je (artíoulo  siguiente)  quedando  á  las  partes  interesadas  pedir 
su  exhibición  6  que  se  les  do  copia;  y  por  consiga iente '  el 
asegurador  en  este  caso,  que  negaba  6  contradecía  lo  asevera- 
de*por  el  capitán  en  su  protesta,  ha  debido  pedir  su  presenta- 
ción, sin  lo  que  esa  protesta  ó  declaración  debe  tenerse  por 
verdadera. 

S^'Qiíe  aunque  la  parte  hace  notar  qué  la  protesta  viene 
sin  fecha  y  se  ha  dicho  por  el  Juez  de  Paz  que  se  habia 
estendido  á  solicitud  del  asegurado  Sr.  Bisco,  su  tenor  literal 
oomprueba  que  es  hecha  por  el  capitán  Priimi  y  de  los  docu*^ 
montos  acompañados  &  f.  31  presentados  por  los  asegurados' 
se  comprueba  que  es  hecha  en  cuatro  de  Junio,  sin  que  los 
heéhos  de  terceros  puedan  por  otra  parte  comprometer  el  del 
asegurado ;  como  seria  la  falta  6  defocto  en  el  Juez  de  Pas 
de  nb  poner  fecha  y  de  confundir  el"  nombre  del  que  formuló 
la  protesta. 

4^  Que  la'  falta  de  noticias  del  siniestro  alegado  por  los 
seguros,  se  halla  desvirtuada  por  la  exhibición  por  parte  de' 
los  mismos  de  los  documentos  antes  citados  y  aun  en  el  caso 
de  no  estarlo,  esa  falta  es  penada  por  el  artíOulo  6l3Sy  4378 
del'  Código  de  Comercie eon  los  daíos  y  perjuicios,  pero  nó* 
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o(m  la  ^luilacion  del  der^dia  da  abandono  que  acaorda  el  oob.- 
trato  de  seguro ;  y  que  las  mismas  consideraciones  son  apli- 
cables á  la  £alta  de  cuidados  para  salvar  el  buque  y  la  carga. 

S""  Que  si  bien  es  verdad  que  para  que  haya  lugar  al  aban- 
dono es  necesario  que  el  baramiento  del  buque  lo  inhabilite 
para  navegar  (artículo  1304  Código  de  Comercio),  los  hechos 
asegurados  en  la  protesta  y  ratificados  por  declaración  unini- 
me  de  los  testigos  comprueban  que  el  «Filántropo»  se  halla 
.barado  en  tierra  firme  y  haciendo  agua  y  por  consiguiente 
inhabilitado  para  navegar  por  simples  reparaciones  6  trabí^. 
J9S  comunes  á  las  embarcaciones  desde  que  cuando  menos 
seria  preciso  arrojarlo  al  mar  lo  que  constituye  uno  de  los 
trabajos  extraordinarios  de  los  astilleros  de  construcción. 

&"  Que  aunque  para  que  el  abandono  sea  obligatorio  para 
el  asegurador,  es  necesario  que  haya  imposibilidad  da  poner 
á  flote  el  buque  con  un  gasto  menor  de  las  tres  coartas  partes 
del  valor  en  que  esté  asegurado;  la  posibilidad  de  pon^r  á 
flote  con  este  gasto  debe  establecerse  por  el  hecho  mismo  da 
continuar  el  viage  (articulo  1396,  Código  citado)  6  en  su«  de- 
fecto debe  establecerse  por  la  prueba  que  rindan  los  asegu- 
radores ^  pues  de  lo  contrario  ha  do  estarse  i,  que  el  bara- 
miento es  complejto,  y  no  puede  salvarse  de  él  sin  gasto  menor 
del  que  se.  fija  por  el  artfcplo  1306  para  que  se  considere  tal» 
con  mas  razón  desvie  que  tratándose  do  una  oxcepcioBf  el  que 
la  alega  y  á  .quien  favorece  debe  establecerla :  y  en  el  presante 
CMQ  laiS  oompañias  nada  han  intentado  para  justificar  q^ie  el 
f  Filántropo»  pudo  seguir  navegando  con  un  gasto  menor  del 
de  las  tres  cuartas  partes  del  valor  asegurado. 

7^  Que  en  vaz  da  e|sta  prueba  copsta  por  el  contrarío  por 
el  informa  del  Juez  de  Paz  (de  f.  ^32)  qne.  estaba  complota- 
mente  perdido»  y  era  imposible  echarlo  al  agua,  por  el  lugar 
w  qpolMibía, barado ;  por  las  declaraciones  da  los  testigos  y  el 
inloi;]|ia  citadOt  que  no  había  elementos  ni  peritos  para  hacer* 


lo  ea  el  distrito  ea  qae  naufragó»  qae  el  baque  habi^  per- 
dido las  auclas»  timón  y  sufrido  pérdidas  de  velas ;  que  las 
compañías  aseguradoras  de  la  carga  pagaran  el  Ysiim  as^giir 
xado  por  creei:  innavegable  al  buque,  y  los  pargadores  no;  ase- 
gurados no  ded^eron  apcion  alguna  contra  el  capitán  6 
armadores,  y  por  último  que  los  aseguradores  ni  antes  ni  4e&- 
pues, de  notifi,cadQ  el  abandono  ban  intentado  ponerla  á  flote, 
y  todaa  estas  circunatfincias  squ  fuertes  presuncioi^ea  de  la 
innavegabilidad,  que  á  falta  de  otra  prueba  ^torizan  a}  Juez 
fara  apreciar  que  el  «Filántropo»  no  ba  podido  ponerse  en 
estado  de  cpntipu^r  sub  viages  con.  menos  costo  que  el  de  las 
tres  cuartas  partes  del  valor  asegurado. 

8^  Que  aunque  no  se  ha  establecido  de  un  modo  pericial 
que.  el  in^porte  de  las  reparaciones  excedía  de  tres  cuartas 
jpartes  del  valor  asegurado,  por  las  preguntas  de  las  Con^pa*- 
ñías  aseguradoras  se  desprende  que  solo  se  han  obtenido  efecr 
tpfi  por  el  cf  ilántrppo.»  encallado,  de  valor  de  treinta  jail 
pesoa  moneda  corriente,  á  f.  91,  le  qi^e  baria  creer  que  la  per* 
idádaera  superior  á  las  tres  cuartas  partes  del  valor  ascigurado 
(6000  pesos  fuertes)  y  con  mas  razón  del  valor  estimado 
(8,000  pesos  fuertes)  y  aunque  esta,  apreciación  no  es  concluí 
y  ente  debe  tenerse  en  cuenta  desde  que  es  ofrecida  por  los 
mismos  aseguradores,  y  no  se  ha  presentado  otra  en  contrario. 

9^  Que  la  presunción  de  fraude  alegada  contra  la  protesta 
por  entrar  esta  en  detalles  que  es  cosa  imposible  retener  en 
la  memoria,  no  es  justificada,  desde  que  no  se  ha  justificado  que 
faltase  al  capitán  el  diario  de  la  navegación  6  que  no  hiciese 
la  protesta  con  ese  diario  á  la  vista,  y  por  consiguiente  debe 
creerse  por  el  contrario  que  asi  lo  practicó,  por  ser  esta  una 
presunción  legal. 

10.  Que  lo  mismo  debe  decirse  que  la  presunción  que  se 
quiere  establecer  de  no  haber  en  el  lugar  del  siniestro  rocas 
aO'  que  pudiera. chi9K»ur  el  fFilántropie^^  pues  se  halla  eoittra* 
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dicho  por  él  hecho  mismo  del  rumbo,  sobre  que  deckrah  los 
testigos  y  por  el  informe  del  Juez  de  Paz  de  Necochea  ^ue 
diee  hallarse  el  lugar  del  siniestro  lleno  de  cpeñaseos».  . 

i  i .  Qué  aunque  es  verdad  que  el  capitán  dice  en  la  protes- 
ta que  por  la  salvación  de  tbdos  ditíjió  el  btque  á  la  costa,  no 
puede  estimarse  el  hecho  cómo  direría  gruesa  desde  que  no  se 
acordó  deliberadamente  producir  él  dañó  que  podria  salvarlos 
(Artículo  1476,  Código  de  Comercio),  ni  este  era  necesario  sino 
un  Inédio  aconsejado  por  ef  arte  nátitico  toniado  por  el  capitán, 
en  virtud  de  sud  facultades:  y  por  tanto  no  puede  exijirsa 
c^lno  ló  pretenden  los  aseguradores  que  se  compruebe  con  el 
acta  el  acuerdo. 

"  42.  Que  por  las  declaraciones  de  los  testigos  é  informe 'del 
Juez  de  Paz  han  comprobado  que  después  del  siniestro  el  capi- 
tán y  tripulación  sé  Han  ocupado  de  prestar  al  buque  y  á  la 
uarga  la  asistencia,  requerida  por  él  derecho.  '  * 

Pdr  estas  consideraciones  fallo :  Qué  la  Compañía  Argenti- 
na de  Seguros;  pague  á  D.  José  Siseo,  á  los  diez  dias  dé  ejecu- 
toriada la  presenté  el  valor  asegurado  del  «Filántropo»  en  la 
póliza  de  f.  6,'  con  los  intereses  legales  desdé  la  denianda  y 
costa  del  juicio  dando  por  válido  el  abandono,*  verificado  por 
W  último  á  favor  de  la  primera. 

r  * 

Hágase  saber  original  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Álbarrácin, 


Fallo  de  1»  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Marzo  17^de  1877. 

'.  . .  '  *       ■ 

Vistos  t  f«r  sus  fundamentos  se  conflmm  con  costas  la  sen- 
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tencia  apelada  de  foja  ciento  sesenta  y  una ;  satisfechas  las  de 
la  instancia  y  repuestos  los  sellos  deyuélranse  los  autos. 

JOSÉ  %LRROS  PAZOS.— J.  B.  GOROSTUGA.— 
J.  DOMÍNGUEZ.  — S.  M.  LASPIUE. 
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CA1J8A    XXIX. 


D.  Hermógenes  Pontis  contra  D.  Manuel  Vülalobas,  sobre 
rendición  de  cuentas  y  cobro  de  pesos 


Sumario.  —  1°  El  depositario  de  bienes  embargados  en  cau- 
sa criminal  en  la  que  se  ha  sobreseído  en  virtud  de  ley  pos- 
terior de  amnistía,  tiene  derecho  á  que  se  le  abonen  sus  hono- 
rarios y  los  gastos  conservatorios  hechos,  contra  el  dueño  de 
los  bienes. 

2^  El  mismo  depositario  es  responsable  solamente  del  cui- 
dado de  la  cosa  depositada,  y  no  de  lo  que  esta  pueda  producir 
con  un  trabajo  especial. 

3^  El  está  autorizado  ademas  á  vender  lo  indispensable  para 
sufragar  los  gastos  necesarios  de  conservación,  siempre  que  la 
venta  sea  hecha  á  los  precios  corrientes  6  mejores. 


Caso. — El  caso  se  halla  espuesto  en  el  siguiente 
T.  IX.  32 
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Kalla  del  Jíues  Seeelaital. 


Mendoza,  Jalio  15  de  1976. 

Vistos :  D.  Hermógenes  Pontis  deduce  demanda  contra  D. 
Manuel  J.  YillaIol)os,  sobre  rendición  de  cuentas  de  la  admi- 
nistración de  unos  bienes  que  le  fueron  embargados  por  decre- 
to de  este  Juzgado,  recaído  en  causa  criminal  que  se  le  siguió 
por  participación  en  la  rebelión  acaecida  el  año  1874  y  que 
fueron  depositados  en  poder  de  dicho  Villalobos. 

Besulta  que  presentada  por  Villalobos  la  cuenta  corriente 
i  f*  13  de  la  cual  aparece  que  Pontis  le  es  deudor  por  la  suma 
de  ttescientos  treinta  y  un  pesos  cincuenta  y  dos  y  medio 
centavos  bolivianos,  este  último  la  desconoce,  sosteniendo  no 
estar  obligado  á  abonar  honorarios  de  depositario  por  no  haber 
sido  condenado  &  pagarlos  en  j  nicio  y  no  haber  personalmente 
tampoco' potr  su  parte  encomendado  á  nadie  la  administración 
de  sus  bienes ;  y  acompaña  la  contracuenta  corriente  &  f • . .  .de 
la  cual  i  su  vez  aparece  acreedor  de  Villalobos  por  la  suma  de 
dos  mil  doscientos  siete  pesos,  setenta  y  cinco  centavos,  valor 
de  deterioros  causados  en  la  finca  embargada,  y  de  dos  anima- 
les vacunos  y  doscientos  tres  y  media  fanegas  de  trigo  que  le 
faltan,  y  que  pide  se  íe  manden  abonar  con  sus  intereses  y 
costas. 

Corrido  traslado  de  la  contrademanda,  Villalobos  insiste  en 
la  procedencia  de  las  partidas  de  la  cuenta  presentada  por  su 
parte,  y  sostiene  que  no  debe  hacerse  lugar  á  la  demanda  de 
Pontis,  manifestando  no  ser  causante  ni  responsable  por  con- 
siguiente de  perjuicio  alguno  de  los  que  cobra  este  último, 
haber  dispuesto  con  autorización  judicial  de  los  dos  animales 
cuyo  valor  se  les  cobra,  y  encontrarse  además  en  especie  á 
disposición  del  demandante  el  trigo  que  también  se  le  cobra, 
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con  escepcion  de  treinta  y  dos  y  medio  fanegas  qne  tuvo  qne 
vender  durante  sn  administración  para  atender  á  gastos  de  la 
misma. 

La  cansa  fné  abierta  á  prueba. 

Y  considerando:  1^  Qne  es  nn  principio  general  de  derecho 
qne  los  gastos  necesarios  á  la  guarda  y  conservación  de  una 
cosa  afectan  á  la  cosa  misma,  y  son  debidos  y  tienen  que  ser 
satisfechos  por  el  dueño  de  ella  ó  aquel  á  quien  se  adjudique  la 
misma. 

2*  Qne  el  sobreseimiento  recaído  en  la  causa  criminal  se- 
guida al  demandante,  no  ha  podido  alterar  los  efectos  de  aquel 
principio  ni  modificar  en  nada  las  obligaciones  contraidas  en- 
tre el  mismo  demandante,  procesado  en  aquella  causa,  y  el 
demandado  como  depositario  judicial  de  los  bienes  embarga- 
dos, (fbligaeiones  nacidas  del  cuasi-contrato  llevado  á  cabo 
entre  ambos  en  razón  de  los  Jiechos  propios  de  aquel  que  die-^ 
ron  Ingar  al  embargo  de  los  bienes  en  cuestión  y  consumados 
con  anterioridad  al  sobreseimiento. 

3^  Que  no  habiendo  por  otra  parte  la  ley  Nacional  de  amnis- 
tía, en  virtud  de  la  cual  se  sobrecayó  en  la  causa  criminal  se- 
guida al  demandante,  declarado  obligado  al  Fisco  ó  impuesto 
sobre  él  el  deber  de  satisfacer  los  gastos  judiciales  ocasionados 
de  antemano  por  la  iniciación  de  los  juicios  á  que  di6  lugar  la 
rebelión  última,  ni  tenia  otro  objeto  por  su  naturaleza,  que 
impedir  la  prosecusion  de  dichos  juicios  y  la  aplicación  de  las 
penas  que  ellos  pudieran  motivar,  debe  entenderse  que  dichos 
gastos  son  solo  á  cargo  de  la  parte  que  inmediatamente  los 
causó. 

4fi  Que  de  los  precedentes  considerando  resulta  que  es  in- 
contestable el  derecho  del  ex-depositario  al  abono  de  sus  hono- 
rarios y  espensas  hechas  para  la  guarda  y  conservación  de  los 
bienes  embargados  contra  el  dueño  de  ellos  á  quien  se  ha  man- 
dado restütoirlos. 


460  FALLOS  DB  LA  SUPREMA  CORTE 

5^  Que  en  cuanto  i  las  observaciones  hechas  por  la  parte  de 
Fontis  á  la  cuenta  presentada  por  Yillalobos,  que  le  han  ser- 
vido para  fermular  la  contra-cuenta  de  f....  y  que  se  refiere 
á  deterioros  producidos  en  los  bienes  embargados  por  negli- 
jencia  del  depositario;  &  la  faltado  doscientas  tres  y  media  fa- 
negas de  trigo;  á  la  de  los  animales  vacunos;  á  los  intereses 
de  valor  de  estas  especies  desde  el  dia  en  que  debió  entregar- 
los;  y  finalmente  á  la  producción  de  la  finca  que  calcula  por  lo 
que  pudo  obtenerse  con  su  arrendamiento;  debe  tenerse  en 
consideración, 

I"*  Que  Fontis  no  ha  justificado  que  se  le  haya  producido 
perjuicio  alguno  por  hecho  ó  culpa  del  depositario  como  es  de 
verse  por  la  contestación  de  sus  propios  testigos  á  la  3*  pregun- 
ta del  interrogatorio  presentado  por  su  parte,  de  la  cual  apare- 
ce que  el  último  ha  mantenido  siempre  con  cuidado  el^coche 
que  se  dice  deteriorado;  sin  que  por  otra  parte  resulte  que  este 
haya  sido  devuelto  realmente  en  tal  condición ;  y  que  á  esto  se 
agrega  que  del  auto  de  embargo  corriente  á  f .  63  del  espedien- 
te traido  á  la  vista  aparece  que  los  cercos  de  la  finca  que  tam- 
bién se  dicen  deteriorados  se  hallaban  en  mal  estado  al  tiempo 
del  embargo,  sin  que  por  otra  parte  Fontis  haya  justificado 
que  el  incendio  6  quemazón  de  una  parte  de  ellos  haya  sido 
por  culpa  de  Villalobos. 

2?  Que  el  ex-depositario  ha  manifestado  desde  su  contesta- 
ción á  la  demanda  que  todo  el  trigo  embargado,  cuya  falta  sir- 
ve de  fundamento  á  la  1^  partida  de  la  cuenta  de  f....  á  escep- 
cion  de  treinta  y  dos  y  media  fanegas  que  enagenó  para 
atender  á  los  gastos  de  conservación  de  los  demás  bienes,  esta- 
ba en  especie  á  disposición  de  Foutis,  quien  há  resistido  reci- 
birlo; y  consta  ademas  del  acta  de  desembargo  corriente  á  f.... 
y  del  recibo  judicialmente  reconocido  á  f....  que  si  dicho  trigo 
no  fué  entregado  en  el  acto  de  verificarse  aquel,  fué  debido 
solo  á  una  circunstancia  imprevista,  y  no  imputable  al  deposi- 
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tario,  oonaistente  en  que  el  trigo  se  hallaba  colocado  con  cono- 
cimiento de  este  Juzgado,  como  se  vé  á  f .  30  del  espediente 
traído  á  la  Tísta,  en  un  establecimiento  de  moüno,  cuyo  admi- 
nistrador, por  ausencia  del  dueño,  no  se  creyó  autorizado  á 
entregarle. 

3^  Que  si  bien  el  depositario  dispuso  sin  autorización  judi- 
dial  de  las  treinta  y  dos  y  media  fanegas  de  trigo  á  que  hace 
referencia  el  considerando  anterior,  consta  sin  embargo  de  su 
cuenta  no  impugnada  en  este  particular  por  el  demandante,  que 
su  valor  fué  invertido  en  gastos  de  conservación  de  los  bienes 
depositados  y  que  la  venta,  á.  estar  á  las  declaraciones  de  los 
testiffos  D.  Antonio  Villegas  y  D.  Hilario  Correa  y  al  informe 
del  Juez  de  Faz  D.  Juan  Zalazar,  se  hizo  por  un  precio  mayor 
del  corriente  en  la  época  en  que  ella  se  verificó. 

4^  Que  del  espediente  mandado  agregar  consta  que  el  mismo 
depositario  procedió  judicialmente  autorizado  á  la  enagenacion 
de  los  dos  vacunos,  cuyo  valor  se  cobra,  y  de  la  cuenta  de  f .  ... 
tampoco  impugnada  en  esta,  que  su  valor  fué  invertido  en  los 
objetos  para  que  se  autorizó  la  venta;  á  saber,  en  gastos  de 
conservación  de  los  bienes  embargados. 

5^  Que  como  se  desprende  de  los  considerandos  anteriores, 
el  depositario  no  ha  incurrido  en  mora  para  la  entrega  de  las 
especies  depositadas,  ni  es  deudor  por  consiguiente  de  los  inte- 
reses que  por  tal  causa  se  pretenden. 

6°  Que  el  demandante  no  ha  justificado  que  la  finca  fuera 
susceptible  de  mayor  producción  que  la  obtenida  por  el  de- 
mandado, según  se  ve  por  las  partidas  relativas  de  la  cuenta 
de  f .  43;  que  de  las  declaraciones  producidas  por  este  último 
resulta  que  la  finca  no  era  adecuada  para  el  mantenimiento 
de>  los  animales  de  propiedad  del  primero ;  y  finalmente,  que 
el  depositario  solo  está  obligado  legalmente  á  cuidar  bien  de 
la  cosa  depositada  pero  no  á  responder  de  lo  que  ella  pueda 
produciT  con  un  trabajo  especial. 
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Fot  estos  fundamentos  definitivamente  juzgando  declaro: 
lejitimas  y  de  abono  por  D.  Hetmójenes  Fontis  las  partidas  de 
la  cnenta  de  f.  13  con  escepcion  de  la  relatiya  al  honorario  del 
depositario  D.  Manuel  J.  Villalobos  que  se  fija  en  la  suma  de 
doce  pesos  mensuales  y  la  cual  deberá  serle  abonada  en  su  to- 
talidad en  término  de  diez  dias,  y  desobligado  á  dicho  deposi- 
tario  de  toda  responsabilidad  verificado  que  haya  el  demandan- 
te la  entrega  del  trigo  que  se  halla  aun  á  su  cargo  y  que  deberá 
efectuar  inmediatamente  de  ejecutoriada  la  presente  resoluoion 
sin  especial  condenación  en  costas. 

Notifiquese  con  el  original  y  repóngaseirel  papel. 

Calis to  de  la  Torre. 


Valla  ám  Im  ñupwewmm  Cai*te« 

Baeaos  Aires,  Marzo  30  de  1877. 

Vistos :  For  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  setenta  y  uno,  satisfechas  los  de  la  instancia  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los  autos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  — J.  B.  GOROS- 
TIAGA.  —  i.  DOMÍNGUEZ.  —  S.  M. 
LASPnm. 
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CAUSA    XXX. 


El  Banco  Nacional  contra  D.  Luis  G.  Balcarcepor  cobro  de 
pesos^  incidente  sobre  competencia. 


Sumario. — T  La  justicia  federal  es  competente  para  enten- 
der en  toda  acción  contra  ó  en  favor  del  Banco  Nacional. 

2^  Del  auto  pronunciado  por  el  Juez  de  Sección  en  una  excep- 
ción de  incompetencia,  Iiajr  siempre  apelación  para  ante  la 
Suprema  Corte. 

Caso. — Don  Lorenzo  Bodriguez  en  representación  del  Banco 
Nacional  inició  una  ejecución  ante  el  Juez  Federal  en  Buenos 
Aires  contra  D.  Luis  Ot.  Balcarce  por  cobro  de  10,600  ^  fts. 
proTenientes  de  una  letra. 

Notificado  el  auto  de  solvendo,  Balearse  espuso  que  no  creia 
que  el  Juez  fuera  competente  para  entender  en  el  juicio,  porque 
la  obligaeion  que  contrajo  con  el  Banco  obligaba  á  este  á  seguir 
el  fuero  del  demandado,  por  cuya  razón,  declinando  de  jurisdic- 
ción, pedia  que  el  Juez  se  declarara  incompetente  ó  se  conce- 
diera apelación  para  ante  la  Suprema  Corte. 

Corrido  traslado,  el  procurador  del  Banco  contestó  que  este 
punto  de  derecho  ya  estaba  resuelto  en  el  caso  del  Banco  con 
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YiUanueya  en  el  que  se  declaró  qne  todas  las  causas  en  que 
dicho  Banco  fuera  parte,  eran  de  la  competencia  nacional,  y 
que  debiendo  en  casos  idénticos  dictarse  idénticas  resoluciones, 
pedia  que  no  se  hiciera  lugar  con  costas  al  artículo* 


F»lla  del  Jíuem  9eeelaift»l« 


Buenos  Aires,  Oetobre  12  de  1876. 

Vistos :  Habiéndose  resuelto  por  la  Suprema  Corte  en  causa 
del  mismo  Banco  con  Yillanueya,  que  la  justicia  federal  es 
competente  para  entender  en  toda  acción  contra  6  en  favor  del 
Banco  Nacional,  no  ha  lugar  i  la  ex!bepcion  ni  i  la  apelación 
deducidas. 

Isidoro  Álbarraem. 


FsiUa  de   1»  Suprem»  Verte 


Buenos  Aires,  Marzo  32  de  1877. 

Vistos :  por  los  fundamentos  de  la  sentencia  de  esta  Supre- 
ma Corte,  á  que  se  refiere  el  auto  apelado  y  de  que  se  agregará 
testimonio,  se  confirma  este  con  costas ;  satisfechas  estas  y 
repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  FAZOS.  ~  I.  B.  GO- 
R08TIAGA.  —  J.  DOMDIGUBZ.— 
S.  V.  LASPIUR. 
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CAUSA    XX]¿I 


D.  Mauricio  Ámirosetíi,  contrae  Pedro Sercio  y  otros,  sobre 

soborno  y  falsa  declaración. 


Sumario. — Solo  en  el  caso  en  que  la  declaración  de  un  tes* 
tigo  ofrezca  indicios  graves  de  falsedad  ó  de  soborno,  debe 
ordenarse  sn  prisión. 


Caso. — D.  Mauricio  Ambrosetti,  armador  de  la  Goleta 
Luisa,  naufragada  en  las  aguas  del  Paraná  Guazú,  en  los  autos 
seguidos  contra  la  compañía  Lloyd  Suizo,  por  D.  Cándido  To- 
dros,  espuso:  Que  habia  sabido  que  los  testigos  sobornados 
Pedro  Servo  y  Antonio  Trois  y  otros  marineros  hablan  de- 
clarado que  el  esponente  habia  ordenado  que  se  prendiese  fuego 
al  buque;  que  siendo  falso  el  hecho  y  habiendo  graves  indicios 
de  soborno  y  falso  testimonio,  pedia  de  acuerdo  con  la  pres- 
cripción del  artículo  134  de  la  ley  de  Procedimientos,  que  se 
decretase  la  prisión,  bajo  la  responsabilidad  del  esponente,  de 
las  personas  nombradas  y  mandase  sacar  testimonio  para 
pasarlo  al  Juez  Nacional  en  lo  criminal.  Que  en  el  caso  que 
no  se  hiciera  lugar  á  la  prisión,  lo  que  daria  tiempo  á  los  cul- 
pables para  fugar,  pedia  se  le  dieran  los  testimonios  y  certi- 
ficados del  caso  para  usar  de  su  derecho  ante  quien  corres- 
pondiera. 


m 
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Baoaol  Aires»  Febrero  9  de  1877. 

OGorrft  donde  corresponda. 

ÁWarraem. 


Bnenos  Aires..  Mano  8S  de  1877. 

YistoB:  no  siendo  aplicable  al  presente  caso  la  disposición 
del  artículo  ciento  treinta  j  cuatro  de  la  ley  de  procedimientos, 
se  confirma  con  costas  el  auto  apelado  de  foja  cuatro  vuelta; 
satisfechas  las  de  la  instancia  y  respuestos  los  sellos,  deyuél- 
Tanse. 

I08É  BARROS  PAZOS.  —  I.  B.  G0R08- 
TUÚA.  —  8.  M.  LA8PIDR. 
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CAUSA    XXXII. 


D.  Eugenio  Carreras,  e<mtra  Massa  y  Bemasconi  sobre  falstfi- 
\^  eamn  de  patente  de  invención. 

y 


Sufnario.  —  1^  Conoedida  patente  de  invenoion  por  el  uso 
esdasivo  de  un  aparato  para  obtener  nn  resultado  determina- 
doy  no  puede  él  ser  empleado  por  otros  con  el  mismo  fin. 

2^  Otra  patente  espedida  con  posterioridad  por  el  mismo 
aparato  es  nula* 

3^  Si  el  medio  empleado  con  posterioridad  ooustituyese  un 
perfeccionamiento  del  patentado  antes,  puede  ser  conseryado 
por  un  certificado  de  adición. 

4^  Habiendo  la  Oficina  de  Patentes  concedido  la  segunda^ 
previo  examen  y  sosteniendo  con  posterioridad  que  no  existe 
analogía  entre  los  dos  aparatos  patentados»  no  es  sostenible 
que  los  que  obtuvieron  patente  con  posterioridad  bajan  pro- 
cedido de  mala  fé  y  que  deban  ser  condenados  como  falsi- 
ficadores. 


Caso.  —  D.  Eugenio  F.  Carreras  se  presentó  ante  el  Juz- 
gado de  Sección,  esponiendo :  que  según  constaba  de  la  pa- 
tente de  invención  que  acompañaba,  habia  obtenido  privile- 
gio por  el  término  de  diez  años  para  la  explotación  de  un 
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aparato  para  sacar  agua,  denominado  la  Bonaerense,  inven- 
tado y  perfeccionado  por  él,  (recayendo  el  privilegio  sobre  el 
modo  de  volcar  el  balde. 

Que  por  la  misma  Oficina  Nacional  del  ramo,  se  habia  ex- 
pedido también  otra  patente  de  invención  por  otra  máquina 
para  sacar  agua,  la  c  Mazziniana  »  á  favor  de  los  Sres.  Massa 
y  Bernasconi,  consistiendo  su  invento  en  el  modo  de  bajar  y 
subir  el  balde,  que  se  opera  por  un  sistema  automátioo. 

Que  al  usar  su  privilegio  Massa  y  Bernasconi,  no  se  habian 
limitado  á  comprender  su  invento  sobre  el  modo  de  sacar  el 
balde,  sino  que  también  habian  aplicado  el  volcador  de^Éín- 
vencion  del  esponente.  ff 

Que  una  vez  qué  tuvo  conocimiento  del  hecho,  hizo  presente 
á  Massa  y  Bernasconi  la  usurpación  que  hacian,  y  animado 
del  mejor  deseo  exigió  solo  que  modificasen  su  aparato,  su- 
primiendo el  volcador. 

Que  todos  los  esfuerzos  empleados  habian  sido  intíftiles,  ha- 
biendo ellos  manifestado  que  no  modifics^rian  su  máquina, 
mientras  no  les  fuera  ordenado  por  la  autoridad  competente. 

Que  en  seguridad  de  su  derecho  la  ley  le  acuerda  acción  para 
acusar  como  falsificador  al  que  lo  defraude,  debiendo  este  ser 
castigado  con  una  multa  de  50  á  500  pesos  fuertes  y  pSrdida 
de  todos  los  objetos  falsificados.  Pidió  invocando  el  art.  -53 
de  la  ley  de  il  de  Octubre  de  1864,  se  condenase  á^  Massa 
y  Bernasconi  al  máximun  de  la  multa  que  la  ley  señala,  pér« 
dida  de  los  objetos  falsificados  y  pago  de  daños  y  perjuicios. 

Acompañó  á  la  demanda  la  patente  á  que  hace  referencia. 

Corrido  traslado,  Massa  y  Bernasconi  pidieron  se  rechaza- 
ra la  demanda  con  expresa  condenación  en  costas.  Digeron 
qud  el  sistema  empleado  por.  ellos  para  volcar  el  balde,  ¿o 
es  el  de  la  <  Bonaerense  »,  sino  el  de  las  máquinas  á  vapor 
oscilantes,  difereütes  á  aquel. 

Que  el  sistema  de  Carreras,  consiste  en  uü  aparato  que  des- 


cansa  sobre  un  eje,  y  que  es  inyertido  en  el  sentido  solicitado 
por  la  fuerza  que  eleva  el  balde,  volviendo  á  recuperar  s^  posi- 
ción vertical,  solicitado  el  aparato  por  una  tira  de  goma  que 
tira  en  un  sentido  inverso  á  la  fuerza  que  solicita  el  baldea  que 
por  consiguiente,  el  movimiento  de  vaivén  del  aparato  volcador, 
03  producido  por  la  fuerza,  que  sube  el  balde,  haciendo  á  su  vez 
estirar  la  goma  y  por  la  fuerza  de  esta  una  vez  que  ha  cesado 
aquella  para  adquirir  su  longitud  normal;  de  manera  que  el  apa- 
rato solo  vuelve  á  tomar  su  posición  vertical  cuando  cesa  la  fuer- 
za que. solicita  el  l^alde,  é  indispensablemente  retrocede  en  senti- 
do inverso  a),  que  antes  tenia.  Resultando  entonces  que  el  peda- 
zo de  goma,  tirando  siempre  puesto  que  ha  sido  puesto  en 
juego,  deja  el  aparato  en  la  posición  vertical  y  ^el  balde  des- 
ciende recien  entonces,  debido  á  su  peso  y  pqr  cesar  la  fuer- 
za que  }o  solicitaba. 

Que  por  el  contrario  en  el  invento  del  esponente,  el  balde 
obedece  &  un  sistema  automático,  y  el  modo  de  volcar  consis- 
te en  un  aparato  que  gira  también  sobre  un  eje,  que  es  soli- 
oitado  por  una  sola  y  única  fuerza ;  que  el  solo  se  invierte  y 
toma  la  posición  vertical,  simplemente  debido  todoá  i^i  movi- 
miento del  timón  que  muda  en  el  cilindro  alternativamente 
el  movimiento  de  los  baldes,  siendo  solo  el  peso  de  estos  que 
hace  tomar  la  pofiicáon  vertical  al  aparato  .volcador,  cuando  ha 
sido  dejado  en  libertad  por  la  fuerza  que  lo  solicitaba. 

Que  el  aparato  volcador  del  esponente,  no  es  mas  que  la 
aplicación  do  un  medio  conocido  á  un  nuevo  invento  y  este 
medio  no  es  descubierto  por  la  Bonaerense,  sino  que  se  en- 
cuentra empleado  desde  muchos  años  atrás  en  la?  máquinas 
de  vapor  oscilantes,  en  las  que  se  encuentra  ese  medio  apli- 
do  i  las  cajas  donde  funcionan  los  émbolos  sin  usarse  para 
nada  de  pedazos  de  goma. 

Que  la  ley  de  patentes  de  ii^vencion  en  ^su  art/  3^  estable- 
coi  que  son  descubrimientos  6  iAvencion^s  nueva^^^  Ic^  nuevos 
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medios  y  la  nneva  aplicación  de  medios  conocidos  para  la  ob- 
tención de  nn  resultado. 

Qne  entonces  pnede  considerarse  bajo  dos  aspectos  la  cues- 
tión :  i'*  considerando  aisladamente  la  Tolcada  j  2°  conside- 
rándola nnida  í  la  máquina. 

Que  en  cuanto  al  primero,  Carreras  no  puede  sostener  que  la 
Tólcada  que  los  esponentes  han  puesto  en  su  máquina,  sea  la 
misma  qué  la  suya  pues  ba  quedado  demostrado  que  son  dife- 
rentes. 

Que  en  cnanto  al  segtmdo  punto,  debe  recordar  que  su  pa- 
tente no  es  por  la  volcada,  sino  por  el  aparato  que  ee  mueve 
automáticamente,  resultando  entonces  que  aún  en  el  caso  en 
que  la  volcada  fuera  igual,  no  habría  lugar  á  la  falsificación 
porque  el  invento  de  los  esponentes  se  encontraría  en  la  apli- 
cación de  un  medio  conocido  para  la  obtención  de  un  resul- 
tado. 

.  Acompañó  á  la  contestación  la  patente  á  que  se  refiere  en 
ella. 

Con  una  inspección  ocular  acompañado  de  un  ingeniero  me- 
cánico, se  dict6  este 


Vfillo  del  Jíues  de  Seeeloi 


Buenos  Aires,  Mano  SI  de  1876.  ^ 

Vistos :  estos  autos  seguidos  por  D.  Eugenio  Carreras,  con- 
tra Hassa  y  Bernasconi,  por  falsificación  6  abuso  de  una  pa- 
tente de  invención  de  una  máquina  para  sacar  agua,  y  de  lo 
que  resulta  lo  siguiente :  i^*  Que  en  primero  de  Abril  de  i  868 
se  concedió  patente  de  invención  por  diez  años  á  D.  Eugenio 
Felipe  Carreras  de  un  aparato  denominado  «  La  Bonaerense  > 
para  sacai'  agua,  recayefido  el  privilegio  8o6re  el  modo  de  en* 


eerrar  el  balde  en  un  armazón  de  fierro^  que  se  tnelea  oon 
aquel,  jirando  al  rededor  de  un  eje  excéntrioo. 

^  Que  en  25  de  Enero  de  1876  los  Sres.  Juan  Ifassa  j 
Jnan  Bernasconi,  pidieron  y  obtuvieron  patente  de  un  aparato 
para  sacar  agua  que  lleva  por  nombre  cManiniana». 

3"^  Que  en  27  de  Febrero  del  mismo  año  D.  Btgenio  Carreras 
demandó  i  los  espresados  Ifassa  j  Bemasconi  por  falsificado- 
res ;  j  espuso  que  la  miquina  c]lfaz2iniana»  de  diehos  Sres. 
ha  i^ovechado  su  iiívento,  que  le  pertenece  emplearlo  esclu«> 
siyamente  por  efecto  de  la  concesión.  Que  en  eUa  ban  q^lica*- 
do,  no  solo  al  modo  de  encerrar  el  balde  sino  que  también  em^ 
plean  el  mismo  volcador  de  la  invección  del  demandante;  que  el 
abuso  de  falsificación  de  un  invento  produce  acción  civil  y  qw 
se  pena  oon  una  multa  de  50  á  500  pesos  fuertes,  pérdidr  de 
los  objetos  falsificados  y  las  indemnieaoiones  oerrespondieates^ 
según  el  artículo  53  de  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1864. 

4®  Que  corrido  traslado  de  la  demanda,  espusieron  los  de* 
mandados :  Que  la  máquina  de  Carreras  consiste  en  el  modo 
de  volcar  el  balde.  Que  el  empleado  por  ellos,  es  completa- 
mente diverso  6  mas  bien  que  es  el  usado  en  las  máquinas  á 
vapor  oscilantes.  Que  en  la  c  Bonaerense  >  la  elevación  y  des- 
canso del  balde  se  produce  á  mas  de  la  fuerza  de  acdon  sobre 
el  eje,  por  una  tira  de  goma  que  lo  atrae  en  sentido  inverso, 
restituyéndole  la  posición  vertical,  una  ves  que  ka  cesado  la 
fuerza.  Que  en  la  tMazziniana»  el  volcador  descansa  también 
en  un  eje,  que  se  mueve  automáticamente,'  él  solo  se  invierte 
y  toma  la  posición  vertical  por  un  movimiento  del  timón;  que 
este  es  el  sistema  que  se  usa  en  las  cajas  á  vapot  oscilantes, 
donde  están  las  embolas.  Que  la  ley  de  patente  de  invención  x 
establece  que  son  descubrimientos  é  invenciones  nuevas  loe 
nuevos  medios  y  la  nueva  aplicación  para  la  obtención  de  un 
resultado  y  ya  se  considere  el  volcador  aisladamente,  ya  unido 
á  la  aáquiípt  es  diferente.    Que  el  privilegio  CMoedido  no  es 
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poi  la  voloada,  sino  por  el  aparato  que  se  mueve  automitica- 
mente,  y  aún  cuando  larolcada  sea  igual,  no  había  falsificación, 
porque  el  invento  se  encontrarla  en  la  aplicación  de  un  medio 
conocido  para  la  obtención  de  un  resultado. 

5°  Que  .el  Juzgado  para  mejor  proveer  ordenó  el  reconoci- 
miento de  f .  72. 

T  considerando :  1®  Que  de  la  inspección  ocular,  como  del 
informe  del  perito,  resulta  que  no  existe  en  el  sistema  de  vol-» 
car  el  balde  la  diferencia  alegada  por  la  parte  de  Massa  y  Ber- 
nasconii  que  consistía  en  suponer,  que  el  balde  era  solicitado 
en  la  tBonaerense»  por  una  tira  de  goma,  mientras  que  en,  la 
cMazziniana»  se  hacia  por  la  sola  fuerza,  que  solicitaba  la 
aspencion  del  balde,  siendo  asi  que  una  y  otra  obedecen 
á  esta  únijca  y  última  fuerza ;  lo  que  se  halla  corroborado  por 
la  patente  de  invención  de  la  «Bonaerense^) 

2^  Que  de  esta  misma  inspección  é  informe  se  desprende  que 
los  baldes  en  una  y  otra  máquina  de  sacar  agua  giraban  sobre 
el  mismo  eje  excéntrico,  funcionando  el  volcador  de  la  misma 
manera  sobre  un  armazón  de  fierro^  que  aun  cuando  de  dife- 
rente hechura  reconocia  el  mismo  principio  de  acción :  lo  que 
para  los  fines  de  la  ley  de  patentes  hace  que  la  «Mazziniana,» 
como  posterior  en  su  patente,  aparezca  empleando  para  sacar 
agua  el  invento  patentado  á  Carreras  para  volcar  los  baldes 
en  su  máquina  la  «Bonaerense.  > 

3^  Que  aunque  se  ha  alegado  que  el  sistema  de  la  «  Mazzi- 
niana»  de  volcar  los  baldes,  era  un  medio  común  y  conocido  de 
las  máquinas  á  vapor  oscilantes,  no  bastarla  este  hecho  suponien- 
do su  exactitud  para  desvirtuar  los  derechos  de  Carreras,  desde 
que  por  el  art.  3^  de  la  ley  nacional  de  patentes  la  aplicación  de 
medios  conocidos  para  la  obtención  de  un  resultado,  pueden  ser 
objeto  de  un  invento  y  lo  habia  sido  en  el  caso  actual  desde  que 
Carreras  lo  aplicó  á  las  máquinas  de  sacar  agua,  en  lo  que  no  se 
habia  empleado  hasta  la  fecha  de  la  concesión  de  la  patente. 
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4^  Que  la  patente  acordada  al  Sr.  Carreías  es  sobre  la  ma- 
nera de  encerrar  y  volcar  los  baldes,  y  siendo  la  acordada  á  los 
Sres.  Massa  y  Bernasconi  por  la  fuerza  automática  para  el 
uso  de  los  baldes,  se  ve  claramente  que,  como  posterior,  no 
es  esta  invención  sino  una  adición  ó  mejoramiento  "de  invento 
en  las  máquinas  de  estraer  agua  de  los  pozos,  y  que  por  consi- 
guiente no  han  podido  esplotar  los  Sres,  Massa  y  Bernasconi 
sin  pagar  la  prima  á  que  se  refiere  el  art.  29  de  la  ley  de 
Patente  citada,  y  hacer  la  esplotacion  en  concurrente  con  el 
inventor,  según  el  artículo  siguiente. 

5^  Que  aún  cuando  se  han  deducido  las  acciones  civil  y  cri- 
minal, careciendo  este  Juzgado  de  competencia  para  resolver 
sobre  la  última,  corresponde  únicamente  resolver  la  primera, 
declarando  la  nulidad  de  la  patente  y  la  indemnización  de  da- 
ños y  perjuicios. 

Por  estas  consideraciones  fallo  declarando :  Que  los  Sres. 
Massa  y  Bernasconi  no  tienen  derecho  á  emplear  el  volcador 
que  usan  en  su  máquina  denominada  «La  Mazziniana»  y  nula 
la  patente,  que  se  les  acuerda,  y  obligados  en  consecuencia  á 
indemnizar  al  Sr.  Carreras  los  daños  y  perjuicios,  que  por  esa 
esplotacion  se  le  han  irrogado  y  al  pago  de  las  costas  de  este 
juicio,  quedando  á  salvo  su  derecho  para  la  acción  criminal 
y  el  de  los  demandados  para  pedir  certificado  de  adición  ó  per- 
feccionamiento.  Repónganse  los  sellos  y  notifíquese  con  el 
original,  comunicándose  al  mismo  tiempo  á  la  Oficina  de  Pa- 
tentes. 

Isidoro  Albarracin. 

La  Suprema  Corte,  después  de  sustanciada  la  causa,  nom- 
'  bró  al  ingeniero  mecánico  D.  Marcos  Mané  para  que  practicase 
un  nuevo  reconocimiento  de  ambas  máquinas  y  espidiera  in- 
forme sobre  los  puntos  que  se  le  indicó,  V  con  su  pericia  á  la 
vista  se  dictó  el 

T.  IX  33 
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Vallo  dio  lo  Snpromo  Corto. 

Baenos  Aires,  Marzo  3S  de  18T7. 

Vistos  y  considerando :  Primero.  Que  en  primero  de  Abril 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho  fué  concedida  por  el  térmi- 
no de  diez  años  á  Don  Eugenio  Carreras  la  patente  de  inven- 
ción de  foja  primera,  por  un  aparato  para  sacar  agua,  denomi- 
nado cLa  Bonaerense»,  y  recayendo  el  previlegio  únicamente 
c  sobre  el  modo  de  encerrar  el  balde  en  un  armazón  de  hierro, 
que  se  vuelca  con  aquel,  girando  al  rededor  de  un  eje  excén- 
trico » ;  cuya  patente  fué  adicionada  en  dos  de  Junio  de  mil 
ochocientos  setenta  y  cuatro,  por  el  certificado  de  foja  dos. 

Segundo,  Que  en  veinte  y  cinco  de  Enero  de  mil  ochocientos 
setenta  y  cinco  fué  concedida  también  por  el  término  de  diez 
años  á  Don  Juan  Mazza  y  Don  Juan  Bernasconi,  la  patenté  de 
invención  de  foja  treinta  y  cinco,  por  un  aparato  para  sacar 
agua  de  los  pozos,  titulado  la  «Mazziniana  »,  según  se  detalla 
en  la  descripción  escrita  y  planos  adjuntos  á  su  solicitud. 

Tercero,  Que  del  dictamen  pericial  dado  á  foja  ciento  cua- 
renta y  siete,  por  el  Ingeniero  Mecánico,  Don  Marcos  Mané, 
á  consecuencia  del  nuevo  reconocimiento  que,  para  ilustrar 
mejor  su  juicio  sobre  la  cuestión  de  hecho  que  se  agita  en 
esta  causa,  mandó  practicar  esta  Suprema  Corte,  resulta :  que 
el  aparato  llamado  volcador^  tiene  en  dichas  dos  máquinas 
patentadas,  los  mismos  movimientos,  que  está  formado  por 
montantes  de  hierro  que  llevan  en  su  parte  superior  una 
polea,  y  que  descansan  sobre  un  eje  al  rededor  del  cual  todo 
el  sistema  toma  un  movimiento  circular  alternativo  é  inter- 
mitente, y  que  en  ambas  máquinas,  el  balde  no  está  encerrado, 
sino  que  se  apoya  s^bre  una  traviesa  de  hierro  que  lleva  el 
volcador  en  su  parte  inferior,  sustituido  en  la  c  Mazzíniana  » 
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por  dos,  y  siendo  en  su  esencia  el  mismo  medio  empleado  en 
la  «Bonaerense». 

Cuarto.  Que  quedando  asi  establecido  que  el  volcador  de 
los  baldes  de  la  máquina  «Mazziniana»,  es  esencialmente  el 
mismo  que  emplea  la  c  Bonaerense  » ;  y  que  constando  también 
que  el  privilegio  de  invención  acordado  á  Don  Eugenio  Garre- 
ras,  por  su  máquina  para  sacar  agua,  consiste  en  el  uso  escln- 
sivo  de  este  aparato,  debe  declararse  nula  la  patente  concedida 
á  los  señores  Mazza  y  Bernasconi  por  la  aplicación  del  mismo 
medio  ya  patentado,  para  obtener  igual  resultado. 

Quinto.  Que  sin  embargo  de  que  la  máquina  «Mazziniana», 
no  tenia  el  carácter  de  uaa  invención  nueva,  ó  de  una  nueva 
aplicación  industrial,  después  que  funcionaba  la  « Bonaeren- 
se», y  no  podia  por  tanto  ser  patentada,  hay  razón  para  creer 
que  el  volcador  que  ella  usa,  constituye  un  perfeccionamiento 
susceptible  de  ser  conservado  por  un  certificado  de  adición, 
desde  que  según  el  mismo  dictamen  pericial  antes  citado,  aun- 
que tiene  los  mismos  movimientos  que  el  de  la  «Bonaerense  >, 
ejecuta  no  obstante  el  mayor  número  y  las  mas  perfectas  fun- 
ciones que  allí  se  determinan. 

Sesto.  Que  desde  que  la  Oficina  de  Patentes  concedió  á  los 
señores  Mazza  y  Bernasconi  la  de  foja  treinta  y  cinco  por  su 
aparato  para  sacar  agua,  previo  examen,  como  lo  exige  el  artí- 
culo trece  de  la  ley  de  once  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  cuatro,  sobre  patentes  de  invención,  y  desde  que  la 
misma  Oficina  sostiene  todavía  en  su  informe  de  foja  ciento 
cuarenta  y  uno  vuelta  «  que  no  existe  otra  analogía  entre  los 
dos  aparatos  patentados  por  ella,  que  el  fin  para  que  son  in- 
ventados», no  es  sosteníble  que  los  señores  Mazza  y  Bernas- 
coni hayan  procedido  de  mala  f é,  ni  que  deban  ser  perseguidos 
y  condenados  como  falsificadores. 

Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  de  la  sentencia 
apelada  de  foja  setenta  y  cinco»  se  confirma  esta  en  la  parte 
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solamente,  que  declara  nula  la  patente  concedida  á  los  señores 
Mazza  y  Bernasconi,  y  deja  á  salvo  la  acción  de  estos  para 
solicitar  un  certificado  de  adición  ó  perfeccionamiento.  Goma- 
niquese  esta  resolución  al  Comisario  de  la  Oficina  de  Patentes, 
para  que  la  publique  en  la  forma  proscripta  por  la  ley ;  y  pre- 
via satisfacción  de  costas  y  reposición  de  sellos  devuélvanse 
los  autos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.  «—  J.  B.  GO- 
ROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ.— S.  M. 
LÁSPIUR. 


CAUSA     XXXIII. 


W.  Paats  y  C  contra  D.  Bruno  Quintana^  por  cobro  de  pesos. 


5umanb.— Manifestando  el  deudor  de  una  letra  de  cambio 
en  el  acto  del  protesto  que  está  dispuesto  á  pagar  en  una  clase 
determinada  de  moneda,  y  hecha  consignación  al  notificársele 
el  auto  de  solvendo  en  esa  misma  especie,  que  acepta  después  el 
acreedor^  las  costas  judiciales  son  á  cargo  de  este. 


Caso. — Don  Federico  Saenz  por  W.  Paats  y  €■  inició  una 
ejecución  contra  D.  Bruno  Quintana  por  el  valor  de  dos  paga- 
rées,  importantes  761  $  87  cts.  fuertes.  En  las  escrituras   de 
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protesta  consta  que  Quintana  espuso  que  no  pagaba  en  oro 
porque  cuando  aceptó  la  obligación  lo  hizo  con  arreglo  ala  ley 
del  curso  forzoso  y  que  estaba  pronto  á  abonar  en  billetes 
metálicos  de  esa  misma  ley. 

Notificado  el  auto  de  solvendo,  Quintana  consignó  en  el  Ban- 
co á  la  orden  del  Juez  780  ^  fts.  y  espuso  que  los  acreedores 
se  negaban  á  recibir,  pretendiendo  que  se  les  pagase  en  oro  y 
que  siendo  ilegal  esa  exigencia,  pedia  se  declarase  bien  hecha 
la  consignación . 

El  Juez,  con  fecha  Noviembre  12,  mandó  hacer  saber  la  con- 
signación, y  el  21  la  parte  de  Faats  y  C^  espuso  que  habiendo 
terminado  el  asunto  pedia  se  hiciera  regulación  de  honorario  y 
tasación  de  costas,  formándose  en  seguida  la  planilla  por  el 
actuario/ 

Hecha  la  liquidación  con  una  suma  de  885  ^  82  cts.  fuertes, 
Saenz  por  Faats  y  C^  pidió  se  librase  oficio  al  Banco  para  que 
se  le  entregase  la  suma  depositada  y  así  se  ordenó. 

Posteriormente  la  misma  parte  espreso  que  estando  hecha  la 
liquidación  de  los  gastos  que  debia  abonar  Quintana  pedia  se 
le  intimase  el  pago  dentro  de  tercero  dia,  y  el  Juez  proveyó 
como  se  pedia. 

Notificado  Quintana  espuso  ^que  Paats  y  C*  habian  iniciado 
una  demanda  injusta,  déla  que  habian  desistido  conformándose 
con  el  pago  en  notas  metálicas  que  los  esponentes  habian  ofre- 
cido desde  un  principio  y  que  habian  consignado  en  el  acto  que 
se  les  notificó  él  auto  de  solvendo.  Que  habiendo  sido  los  gastos 
ocacionados  por  la  pretencion  ilegal  del  contrario,  pedia  se  les 
ordenase  pagarlos. 

Corrido  traslado  la  parte  de  Faats  y  C^  contestó  que  desde 
el  protesto  los  gastos  pertenecian  al  deudor  remiso. 

Que  la  ley  del  juicio  ejecutivo  establece  para  todo  caso  la 
condenación  en  costas,  que  por  consiguiente  Quintana  era 
quien  tenia  que  pagar  los  gastos,  y  pidió  que  asi  se  declarase. 


478  FALLOS  DE  LA  SUPRBMA  CORTE 


üallo  del  Jaez  de  Seeelon. 


Baenos  Aires,  Enero  34  de  1877. 

Vistos  y  considerandos  que  son  á  cargo  del  deudor  de  una 
letra  protestada  los  gastos  del  protesta  y  cobro,  y  que  aunque  es 
verdad  que  se  ha  hecho  consignación  de  la  cantidad  cobrada, 
no  lo  ha  sido  espontáneo  y  anterior  al  cobro,  sino  en  vitud  de 
una  ejecución,  por  lo  que  la  consignación  no  puede  alegarse 
con  los  efectos  de  pago  entre  los  que  los  gastos  de  la  consig- 
nación son  á  cargo  del  que  la  resiste,  sí  fuere  vencido  ;  fallo 
que  las  costas  causadas  son  á  cargo  del  ejecutado. 

Hágase  saber  original  y  repóngase  el  sello. 

Isidoro  Álbarracin. 


Kallo  de  1»  Saprem»  Corte. 

Buenos  Aires,  Marzo  24  de  1877. 

Vistos :  resultando  de  autos  que  el  causante  de  las  costas  ha 
sido  la  parte  de  Faats  y  C*^  por  cuanto  consta  de  la  escritura 
de  protesta  que  el  ejecutado  manifestó  ^que  cuando  aceptó  la 
«  letra  lo  hizo  con  arreglo  á  la  ley  de  curso  forzoso,  y  que 
€  está  pronto  á  pagarla  en  billetes  metálicos  de  esa  misma 
«  ley  y  no  en  oro,^  que  en  esa  misma  especie  de  moneda  con- 
signo la  cantidad  adeudada  luego  que  le  fué  notiñcado  el  auto 
de  solvendo ;  y  que  el  ejecutante  desistió  posteriormente  de  su 
oposición,  recibiendo  en  pago  de  su  crédito  la  cantidad  consig- 
nada en  la  misma  especie  de  moneda  en  que  se  consignó;  se  re- 
voca por  estos  motivos  el  auto  apelado  de  foja  veinte  y  ocho 
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fuelta  y  se  declara  qae  todas  las  costas  causadas  en  este  juicio 
son  á  cargo  del  ejecutante;  satisfechas  las  de  la  instancia  y  re- 
puestos los  sellos,  deyuélyanse  los  autos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS. — ^J.  B.  GOROSTUGA. 
— J.    DOMÍNGUEZ.— S.  H.    LASPIUR. 


CAUSA    XJtXIT. 


D.  Solano  Gómez  contra  D.  Antonino  Taboada,  por  acción 

civil  de  hurto. 


Sumario. — i^  El  conocimiento  de  una  causa  por  acción  ci- 
vil de  hurto  deducida  por  un  vecino  de  una  Provincia,  contra 
un  vecino  de  otra,  corresponde  á  la  jurisdicción  federal. 

2®  El  valor  de  haciendas  consumidas  por  fuerzas  movilizadas 
en  servicio  de  la  Nación,  si  bien  puede  importar  un  cargo  con- 
tra el  Gobierno  Nacional,  no  lo  es  contra  el  Jefe  de  esas  fuer- 
zas que  no  procedió  con  fraude  ni  encubiertamente  ni  lucró 
con  ellas. 

Coso.— D.  BAmon  R.  Bravo  en  representación  de  D.  Sola- 
no Oomez  ocurrió  al  Juzgado  de  Sección  en  Santiago  del  Estero 
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esponiendo :  que  en  el  año  1867,  D.  Antonino  Taboada  habia 
hurtado  á  su  poderdante  mil  cabezas  de  ganado  vacuno,  cien 
muías,  cincuenta  yeguas,  cien  cabras  y  ovejas,  según  consta  en  la 
sumaria  información  acompañada,  valorando  el  todo  en  la  suma 
de  23,850  4  bs.  é  invocando  los  artículos  26,  27,  28  y  30  cap. 
3^  tít.  8^  sec.  2%  lib.  2^  C.  C.  entabló  demanda  contra  él,  á 
fin  de  que  fuese  condenado  al  pago  de  dicha  cantidad  con  costas, 
daños  é  intereses. 

Justificado  el  fuero  federal  por  la  distinta  vecindad  de  las 
partes  y  corrido  traslado,  D.  Manuel  Gorostiaga  por  Taboada 
promovió  artículo  de  incompetencia,  el  cual  fué  rechazado,  y 
habiéndose  ausentado  el  apoderado  sin  sostituir,  el  poder  en  re- 
beldía del  demandado,  se  puso  la  causa  á  prueba  sobre  el  hurto 
de  doscientas  cabezas  de  ganado  vacuno,  de  cien  muías,  y  de 
cien  animales  entre  cabras  y  ovejas  cometido  por  D.  Antonino 
Taboada  en  bienes  de  D.  Solano  Gómez,  especificándose  la 
calidad  de  hacienda  y  sus  edades. 

Con  la  prueba  producida  se  dictó  este 

Fallo  del  Jluem  de  Seeelon. 

Santiago  del  Estero,  Octubre  14  1876. 

Y  vistos ;  los  autos  seguidos  por  D.  Ramón  Rosa  Bravo,  en 
representación  de  D.  Solano  Gómez,  contra  el  ex-General  D. 
Antonino  Taboada  por  cobro  de  veinte  y  tres  mil  ocho  cientos 
cincuenta  pesos,  bolivianos  prosedentes,  de  haciendas  hurtadas 
á  su  representado,  de  los  establecimientos  denominados  el  «Sar 
lado»y  cPuntadel  Negro»; y  considerando:  1®  Que  el  conoci- 
miento y  decisión  de  esta  causa  corresponde  á  los  Tribunales 
Civiles  por  haber  el  demandante  ejercitado  la  acción  puramen- 
te civil  procedente  del  delito  de  hurto,  arts.  31  y  40,  cap.  4"", 
sec.  2*,  tít.  8°,  lib,  2^  del  C.  G.  y  que  por  razón  de  las  personas 
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j  domicilio  del  demandado,  es  este  Juzgado  el  competente  para 
entender  en  este  juicio,  art.  2®,  Inc.  2®,  de  la  ley  Nacional  de 
Setiembre  del  63,  y  art.  i2,  tit.  4°,  sec.  1*,  lib.  1°  del  C.  C.  sin 
que  ello  importe  privar  á  la  jurisdicción  criminal,  ya  sea  mili- 
tar ó  provincial,  del  conocimiento  y  decisión  en  la  causa  crimi- 
nal que  por  el  mismo  hecho  y  delito  puede  promoverse  (art.  40 
7  nota  á  los  artículos  37  y  38  del  titulo  y  libro  del  C;  C.  antes 
citado),  como  lo  ha  espuesto  el  representante  del  ex-General 
Tabeada  en  la  audiencia  anotada  &  f.  10  vta. — 2^  Que  de  las 
declaraciones  de  los  testigos  D.  José  Mercedes  Salina  de  f.  84 
Tta.  Miguel  Moreta  de  f .  85  vta. ;  Desiderio  Torres  f .  88 ;  Feli- 
eiano  Martínez  f .  88  vta.  José  Ignacio  Ceballos  f .  89  vta.  Sinfo- 
roso  Toledo  de  f.  90;  Gaspar  Pasos  de  f.  91 ;  Apolinario  Beira 
de  f.  92;  José  Luis  Vega  de  f.  93;  Leandro  Oliva  de  f.  94;  Lino 
Pasos  de  f .  95 ;  Basilio  Barros  de  f .  95  vta.  Amadeo  Torre  de 
f .  96  vta.  presentados  por  la  parte  de  Bravo,  resulta  únicamente 
justificado,  que  el  año  sesenta  y  siete  una  división  armada  al 
mando  del  ex-General  D.  Antonino  Tabeada  acampó  en  las  es- 
tancias de  propiedad  de  D.  Solano  Gómez  situadas  enla  Provin- 
cia de  la  Bioj  a,  denominadas  el  cSalado»  y  «Punta  del  Negro»  $ 
que  dichas  fuerzas  consumieron  una  parte  y  arrearon  el  resto  de 
las  haciendas  cuya  estimación  se  reclama:  hechos  que  han  sido 
aceptados  por  el  representante  del  ex-General  Tabeada  en  la 
audiencia  anotada  á  f.  107,  con  la  modificación  de  haber  el 
espresado  ex-General  procedido,  al  movilizar  dichas  fuerzas, 
en  cumplimiento  de  órdenes  superiores  emanadas  de  la  auto- 
ridad Nacional,  para  sofocar  las  montoneras  que  en  esa  fecha 
se  levantaron  en  las  Provincias  de  Cuyo,  encabezadas  por  Felipe 
Várela,  lo  cual  era  público  y  notorio ;  y  que  habiéndose  consu- 
mido por  las  fuerzas  mencionadas,  las  haciendas  cuya  estima- 
ción se  reclama,  si  bien  esto  podia  importar  un  cargo  contra 
el  Gobierno  Nacional,  de  ninguna  manera  podia  serlo  contra 
su  representado  en  su  carácter  de  simple  particular.  3^  Que 
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ni  en  los  hechos  relacionados,  ni  en  la  prueba  producida  por 
la  parte  de  Bravo,  se  encuentra  constatado,  que  el  ex-Greneral 
D.  Antonino  Tabeada  haya  procedido  con  fraude  y  encubier- 
tamente en  el  consumo  de  las  haciendas  cuya  estimación  se 
demanda,  ni  tampoco  que  haya  pretendido  lucrar  con  ellas 
ganando  el  dominio,  uso  ó  posesión  de  las  mismas ;  circunstan- 
cias esencialmente  necesarias  para  la  existencia  del  delito  de 
hurto  de  que  se  pretende  hacerlo  responsable,  ley  1",  tít.  14, 
Part.  7*.  4^  Que  teniendo  por  origen  la  acción  que  se  entabla 
por  la  parte  de  Bravo«  un  hecho  ilícito  cuya  existencia  no  se  ha 
justificado  suficientemente,  corresponde  en  justicia  la  abso- 
lución del  demandado  ley  !•,  tít.  14,  part.  3»  y  14,  tít.  8^,  lib. 
2^,  B.  G.  Por  estas  consideraciones,  lo  espuesto  en  hecho  y  de- 
recho y  demás  constante  de  autos,  fallo  definitivamente  juz- 
gando, y  declaro  absuelto  el  ex-General  D.  Antonino  Tabeada 
de  la  demanda  en  su  contra  interpuesta  por  D.  Ramón  Bosa 
Bravo  en  representación  de  los  derechos  de  D.  Solano  Gromez* 
por  cobro  de  veinte  y  tres  mil  ochocientos  cincuenta  pesos  bo- 
livianos, valor  de  las  haciendas  que  reclama. — Hágase  saber, 
7  de  conformidad  á  lo  dispuesto  por  el  art.  190  de  la  Ley  de 
Procedimientos  Nacionales,  publíquese,  y  en  oportunidad  ar- 
chívese. 

Pedro  Vázquez  de  Novoa, 

Vallo  de  1»  Saprema  €?OF«e. 

Buenos  Aires,  Marzo  34  de  .1877. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  la 
sentencia  apelada  de  foja  ciento  diez;  satisfechas  las  de  la 
instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los  autos. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.  B.  GO- 
ROSTIAGA.— J.  DOHmCCEZ.— S. 
M.   LASPJUR. 


ÍJ 
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CAUSA     XXXT 


JD*  Manuela  Cretel  contra  D.  Pedro  Perissé,  por  cobro  de  pesos. 

Incidente  sobre  personería 


Sumario. — Una  carta  de  fianza  sobre  alquileres  de  una  casa 
se  entiende  estendida  á  favor  del  propietario  y  no  de  quien 
firma  por  él  exigiéndola. 

Caso.  —  D.  Joaquín  Eomero  por  D*  Manuela  Cretel  de- 
mandó, ante  el  Juez  Federal  en  Buenos  Aires,  á  D.  Pedro 
Perissé  la  suma  de  4,800  $  m/^  por  alquileres,  como  fiador 
de  D.  Antonio  Ferranti. 

La  fianza  fué  estendida  en  una  carta  contestación  á  otra 
de  la  propietaria  en  que  la  exigía,  pero  firmada  esta  última 
por  A.  D.  Bocea  por  su  señora  madre  D*  Manuela  Cretel, 
obligándose  el  fiador  á  favor  de  Bocea. 

Corrido  traslado  de  la  demanda,  Perissé  promovió  artículo 
previo,  alegando  falta  de  personería  en  la  demandante,  por 
cuanto  decia  el  esponente,  él  no  habia  salido  de  fiador  por  una 
casa  de  ella  sino  de  propiedad  de  D.  Amoldo  Bocea,  no  de- 
biendo nada  á  ella  por  consiguiente,  según  la  misma  carta  con 
que  se  le  demanda. 

Corrido  traslado  del  artículo,  Bomero  por  la  actora  pidió  se 
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rechazara  este  con  costas.  Dijo  que  Rocca  firmó  por  su  señora 
madre  la  carta  exigiendo  la  fianza,  y  que  Perissé  por  tanto  la 
dio  á  favor  de  dicha  señora.  Que  siendo  claro  el  sentido  de 
la  fianza,  el  deudor  es  temerario  en  su  oposioion  y  debia  por 
ello  ser  condenado  en  costas. 


Fallo  del  Jíues  de  Seeelon 


Buenos  Aires,  Febrero  6  de  1877. 

Vistos:  en  el  incidente  sobre  falta  de  personería  deducida 
por  el  demandado,  y 

Considerando  1**  Que  del  documento  presentado  á  f.  1  re- 
sulta que  D.  Amoldo  Rocca,  en  nombre  de  D'^  Manuela  Cretel, 
pidió  la  fianza  que  le  fué  otorgada  por  el  Sr.  Perissé. 

2^  Que  al  concedérsela  esta  al  pié  de  la  carta  en  que  Rocca 
firmaba  por  su  señora  madre,  la  obligación  se  debe  entender 
para  con  la  persona  por  quien  firmaba  Rocca  y  no  para  con 
este. 

Por  estas  consideraciones  fallo,  no  haciendo  lugar  á  la  escep- 
cion  deducida,  ordenando  se  conteste  derechamente  á  la  de- 
manda, con  costas.  Hágase  saber  original  y  repóngase  el  sello. 

Isidoro  Albarrdcm 

De  este  auto  apeló  Perissé  y  el  recurso  se  le  otorgó  eu 
relación. 


Vallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Marzo  24  de  1877. 
Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  anto 
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apelado  de  foja  diez  y  siete;  satisfechas  las  de  la  instancia  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ  BARROS  PAZOS.— J.  B.  GOROSTIA- 
6A.  —  J.  DOHINGUKZ.  —  S.  M.  LA&- 
PIUR. 


CAUSA    XXXTI. 


D.  Cándido  Todros  contra  el  Lloyd  Suizo,  por  seguro ; 
sobrepago  de  la  suma  asegurada 


Sumario.  —  El  pago  comprendido  en  el  art.  1393  del  C6d. 
de  Com.  se  refiere  al  capital  de  la  suma  asignada,  y  no  á  sus 
intereses  y  costas. 


Caso. — Eesuelto  el  punto  sobre  fianza  por  los  fallos  de  la 
Suprema  Corte  de  16  y  23  de  Enero  de  1877,  por  los  cuales  se 
declaró  que  habia  quedado  sin  fundamento  por  haberse  orde- 
nado el  depósito  de  la  suma  asegurada,  y  hecho  esto  por  el 
Lloyd  Suizo,  D.  Cándido  Todros  pidió  se  hiciera  también  el 
depósito  de  los  intereses  y  costas. 
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Fallo  del  Jíues  9eeeloBal< 


Bueaos  Aires,  Febrero  6  de  1877. 

Estando  llenado  con  el  depósito  la'  solicitad  de  f .  y  siendo 
los  intereses  las  moratorias  que  han  de  declararse  á  la  termi- 
nación de  la  cansa  y  qne  no  se  comprenden  en  el  artículo  del 
Código  de  Comercio  qne  autoriza  este  pago  provisorio,  no  ha 
lugar  por  ahora  á  la  solicitud. 

Isidoro  Álbarracin. 


Fallo  de  la  Suprema  Certe. 

Buenos  Aires,  Abril  3  de  1877. 

^  Vistos :  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  au- 
to apelado  de  foja  ciento  cuarenta;  satisfechas  las  de  la  ins- 
tancia y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

JOSÉ    BARROS  PAZOS. —  J.'  DOMINGIIEZ.  —  S. 
M.  LASPICR. 


De  las  Causas  y  laterías  eontenidas  eo  el  teme  neteie. 


Pkriott 

Acuerdo  de  la  Suprema  Corte  nombrando  conjueces  para  el 
año  de  1877.... •••••••••••••••••••••••••••      5 

Acuerdo  relativo  al  fallecimiento  del  Sr.  Presidente  de  la  Su- 
prema Corte  de  Justicia  Federal,  Dr.  D.  José  Barros  Pazos 6 

CAUSA   LXXXII 

D.  Pedro  Tarabotto,  contra  el  Consulado  General  de  Italia, 
sobre  devolución  de  uu  espediente. 

Sumario.  —  1^  Los  Tribunales  Ai^entinos  no  son  competentes 
para  declarar  en  qué  casos  los  Cónsules  y  Agentes  Consulares 
pueden  obligar,  por  sus  actos  oficiales  en  país  estrangero,  la  res- 
ponsabilidad de  sus  gobiernos^  respecto  de  sus  nacionales. 

2o  No  considerando  el  Tribunal  temeraria  una  demanda  no 
puede  condenar  en  costas  á  quien  la  deduce 7 

CAUSA  Lxxxni 

D«  Manuela  Garrido,  contra  D.  Mariano  H.  de  Mendoza,  sobre 
desalojo.  Incidente  sobre  competencia. 

Sumario.—  i®  En  un  mismo  tiempo  y  en  un  mismo  escrito  el 
demandado  debe  proponer  todas  las  excepciones  dilatorias  que 
tenga,  formando  articulo  previo. 
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2»  No  haciéndolo  así,  solo  podrá  usar  de  las  excepciones  que 
no  alegase,  contestando  la  demanda  y  ellas  solo  podrán  sustan- 
ciarse y  fallarse  conjuntamente  con  el  asunto  principal. 

3o  Esta  disposición  tiene  por  objeto  evitar  dilaciones  y  perjui- 
cios á  las  partes.  .•• •  .•••     13 

CAUSA   LXXXIV 

D.  Domingo  Mendoza,  contra  D.  José  Haría  de  la  Torre^  por 
cobro  de  pesos.  Sobre  jurisdicción. 

Sumario.  —  1*  La  acción  ejecutiva  procedente  de  una  cosa 
juzgada  puede  entablarse  ante  el  Juez  del  domicilio  del  deudor, 
aunque  no  sea  el  que  dictó  la  sentencia. 

2o  Si  las  partes  son  ciudadanos  vecinos  de  distintas  provincias, 
el  actor  puede  ocurrir  á  la  Justicia  Nacional.. •    18 

CAUSA  LXXXY 

El  Fisco  Nacional  con  el  representante  del  vapor  c  Silez»,  por 
omisión  en  el  manifiesto  de  Aduana  y  comiso. 

Sumario.  — La  omisión  de  frutos  en  el  manifiesto  general  de 
Aduana,  da  lugar  á  la  pena  de  comiso,  que  el  Administrador  Ge- 
neral conmuta  en  la  de  dobles  derechos 21 

CAUSA   LXXXVI 

D*  Rosa  Gutiérrez  de  Arzac,  contra  la  Provincia  de  Santa-Fé, 
por  indemnización  de  daños  y  perjuicios.  Sobre  competencia. 

Sumario.  —  1®  El  juicio  radicado  ante  los  Tribunales  de  Pro- 
vincia^ debe  ser  sentenciado  y  fenecido  en  la  jurisdicción  Provin- 
cial, salvo  el  recurso  á  la  Suprema  Corte  en  los  casos  del  artículo 
14  de  la  ley  de  Setiembre  de  1863,  sobre  jurisdicción  de  los  Tri- 
bunales Nacionales. 

2®  El  dueño  de  una  escribanía  para  todo  lo  concerniente  á  ella^ 
se  reputa  domiciliado  y  residente  en  el  lugar  donde  se  desempeña 
su  servicio. 

3^  La  Corte  Suprema  no  es  competente  para  no  conocer  en 
causa  suscitada  contra  una  Provincia  por  uno  de  sus  propios 
vecinos •.... 23 
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Varios  espendedores  de  leche  en  el  Municipio  de  Buenos  Aires, 
reclamando  de  una  Ordenanza  Municipal. 

Sumario.  —  Guando  ante  el  Poder  Judicial  de  una  Provincia 
no  se  ha  puesto  en  cuestión  una  cláusula  de  la  Constitución  Na- 
cional ni  una  ley  del  Congreso  y  la  resolución  nu  se  halla  en 
ninguno  de  los  casos  del  artículo  H  de  la  ley  de  jurisdicción  y 
competencia  de  los  Tribunales  Nacionales,  no  puede  apelarse  para 
ante  de  la  Suprema  Corte  Nacional • ....    29 

CAUSA  LXXXVUI 

El  Fisco  Nacional  contra  Buscheweyh  y  C%  sobre  comiso. 

Sumario.— La  Aduana  no  puede  imponer  penas  por  infracciones 
á  sus  reglamentos^  que  hayan  pasado  desapercibidas  al  tiempo 
del  despacho  de  las  mercaderías,  cuando  estas  hayan  salido  de 
su  jurisdicción  •  • 32 

CAUSA  LXXXIX 

D.  Fernando  Bourdieu,  contra  D.  Fortunato  Cichero,  por  cobro 
ejecutivo  de  pesos. 

Sumario.  —  No  puede  existir  litis-pendencia  cuando  las  partes 
y  la  acción  de  uno  y  otro  pleito  son  distintas 35 

CAUSA  XC 

Contienda  de  competencia  negativa  entre  el  Juez  de  Sección  y 
el  del  Crimen  áe  la  Provincia  de  Salta,  en  la  causa  por  heridas 
inferidas  á  D.  Cleto  Diaz. 

Sumario.  — El  delito  de  heridas  cometido  con  ocasión  de  elec- 
ciones nacionales,  en  la  noche  anterior  al  dia  designado  á  aquellas, 
no  corresponde  al  conocimiento  de  la  Justicia  Nacional 39 

CAUSA  XQ! 

D*  Maria  Gaitan  de  Retamal,  contra  D.  Domingo  Balugera  y  D. 
Eustaquio  Retamal,  por  terceria  de  dominio. 

Sumario.  —  Los  bienes  poseídos  por  la  miqer  se  consideran 
de  la  sociedad  conyugal,  si  no  se  prueba  que  pertenecen  i  aquella 

esclusivamente •••. ..•    U 

T.  IX.  34 
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D.  Luis  Barralis,  contra  la  Proviacia  de  Corrientes,  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario,  —  Reconocida  la  obligación  de  indemnizar,  sin  po- 
derse establecer  por  pruebas  ó  por  juramentos  in  liíem  el  im- 
porte preciso  de  la  indemnización,  debe  aceptarse  Ja  que  ofrece 
el  deudor  ....•••. •••• • 47 

CADSA  XCffl 

< 

D.  Enrique  Hall^  contra  D.  Félix  Deifino,  sobre  exhorto  para 
suscitar  contienda  de  competencia. 

Sumario. —  El  Juez  que  ha  dictado  la  sentencia  pasada  en  cosa 
juzgada,  es  competente  para  entender  en  la'ejecucion  de  ella*...    51 

CAUSA  XCIV 

« 

Rowsen,  Hoftman  y  &,  contra  D.  J.  M.  Silgos,  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario.  —  l^  La  disolución  de  una  sociedad  comercial  no 
produce  efecto  respecto  de  terceros,  cuando  no  es  por  la  espira- 
ción del  término  sino  por  mutuo  convenio,  sino  desde  que  es  ano- 
tado en  el  registro  y  se  publica  en  su  domicilio.  ' 

¿o  Liquidada  y  disuelta  una  sociedad  cada  uno  de  los  socios 
responde  solidariamente  de  las  deudas  sociales  si  los  socios  han 
sido  solidarios. 

3o  Es  solidaria  la  obligación  de  un  socio  cuyo  nombre  figura 
en  la  razón  social. 

i^  Cuando  un  tercero  paga  un  derecho  afianzado  á  socios  soli- 
darios puede  dirijir  su  acción  contra  cualquiera  de  ellos  ••••••••    56 

CAUSA  XCY 

V.  Casares  é  hijos,  contra  D.  J.  6.  Nuttall,   sobre  lanel^ges. 

Sumario.  —  !<>  Habiéndose  alegado  hechos  no  consentidos  por 
la  contraparte,  debe  recibirse  la  causa  á  prueba. 

2"*  No  habiéndose  procedido  así  en  1*  Instancia,  la  Suprema 
Corte  puede  devolver  los  autos  para  que  se  produzca  la  prueba  de 
ellos,  jugándola  necesaria • 60 
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D.  Santiago  Arízábalo,  contra  D«  Micaela  M.  de  Moran,  sobre  rei- 
vindicación de  un  campo. 

Sumario.  —  í^  La  posesión  continua  de  un  campo  por  mas  de 
treinta  años  con  buena  fé  y  justo  titulo  transferido  por  un  poseedor 
de  mas  de  treinta  años  á  titulo  hereditario,  hace  prescribir  cual- 
quier derecho  que  alegue  un  tercero. 

2*  El  tratado  de  la  República  con  España,  no  ha  modificado  la 
legislación  general  sobre  prescripción..  • 66 

CAUSA  XCVII 

Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  de  Comercio  y  el  de 
Sección  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  en  los  autos  ejecutivos 
seguidos  por  el  Banco  de  Italia  contra  los  Ipropietarios  del  vapor 
cNorth». 

Sumario.  —  í^  Toda  cuestión  relativa  á  la  declaración  de  quie- 
bra y  &  los  juicios  universales  de  Concurso,  corresponde  al  cono- 
cimiento de  los  jueces  de  Provincia. 

i^  Declarada  en  quiebra  una  Sociedad  en  participación,  la  eje- 
cución dirijida  contra  un  buque  que  forma  el  único  bien  de  la 
misma,  debe  ser  tramitada  ante  el  Juez  del  Concurso. 

3<>  Ante  el  mismo  deben  ventilarse  también  las  dudas  que  se 
susciten  sobre  la  legalidad  de  la  declaración  de  quiebra • .  •  .  70 

CAUSA  xcvín 

D.  Federico  Miró^  contra  D.  Miguel  Mussey,  por  cobro  ejecu- 
tivo de  pesos;  sobre  excepción  de  inhabilidad  del  titulo. 

Sumario.  —  La  excepción  de  inhabilidad  del  titulo,  lo  mismo 
que  la  de  falsedad,  debe  probarse  en  algún  vicio  que  afecte  la 
forma  ó  el  fondo  del  contrato,  y  no  la  ejecución  del  mismo 77 

CAUSA  XCDL 

D.  Solano  Torres  y  otros,  contra  la  Provincia  de  Córdoba,  por 
reivindicación.  Sobre  incompetencia. 

Sumario. —  i<>  La  causa  que  se  promueve  sobre  unas  tierras 
por  los  que  se  consideran  herederos,  de  su  concesionario  después 
que  otros,  considerándose  con  el  mismo  carácter,  han  iniciado 
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igual  gestión  ante  los  Tribunales  de  Pro?incia,  debe  considerarse 
como  radicada  ante  estos. 

i^  Tanto  por  ésta  razón,  como  por  la  de  tratarse  de  derechos 
hereditarios  sobre  una  sucesión  6  mejor  derecho  á  ella,  los  Tri- 
bunales Federales  no  tienen  jurisdicción  para  conocer  de  la 
causa. 

3*  Tampoco  la  tienen,  si  la  causa  ha  sido  traidá  á  los  Tribu- 
nales Federales  por  la  distinta  nacionalidad  ó  vecindad  de  las 
partes,  y  esta  razón  no  comprende  á  uno  de  lo^  actores •     79 

CAUSA  C 

El  Dr.  D.  Ángel  F.  Costa,  contra  D.  Juan  llarshall,  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario. — l^  No  puede  haber  donación  de  clase  alguna  sin 
tradición  departe  del  donante,  y  sin  la  posesión  actual  de  la  cosa 
donada  por  parte  del  donatario. 

V  El  ofrecimiento  que  un  cliente  hace  á  su  abogado  de  darle, 
á  mas  de  los  honorarios,  la  mitad  de  lo  que  pueda  sacarse  por 
uno  de  los  capítulos  deducidos  enjuicio,  es  una  promesa  de  donar, 
y  no  una  donación. 

3o  El  objeto  de  ese  aclo  jurídico  es  prohibido  por  las  leyes^  por 
ser  un  pacto  de  cuotalitis ;  y  por  consiguiente  dicha  promesa  de 
donares  nula..... 85 

CAUSA  CI 

El  Capitán  Giudice  del  vapor  «  Cisne  »,  contra  D.  Nicolás  Caffe- 
rata,  dueño  del  pailebot  cRio  Corrientes»,  sobre  nulidad  y  re- 
ducción un  laudo. 

Sumario.  —  1®  Los  argumentos  que  atacan  el  fondo  y  no  la 
forma  de  un  laudo,  no  pueden  fundar  el  recurso  de  nulidad. 

2o  Las  nulidades  procedentes  de  vicios  de  forma  deben  res- 
tringirse, y  no  pueden  aplicarse  sino  cuando  sean  sancionadas 
por  la  ley  con  cláusula  irritante. 

3®  Los  arbitros  en  cuestiones  de  hechos,  tienen  por  la  ley  mu- 
cha amplitud  en  la  apreciación  de  ellas,  y  fallan  válidamente  apli- 
cando los  principios  generales  del  derecho,  leyes  análogas  y  la 
costumbre. 
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i^  £1  recurso  de  reducción  se  funda  en  el  perjuicio  notable, 
inferido  á  alguna  de  las  partes  por  malicia  ó  engaño  de  los  ar- 
bitros. 

50  No  aprobándose  la  existencia  de  un  perjuicio,  ni  su  importe, 
no  puede  haber  lugar  á  la  reducción  de  un  laudo 91 

CAUSA  en 

D.  Diego  Pérez,  contra  Torres  7  Echagüe,  por  cobro  de  im- 
puestos provinciales. 

Sumario,  —  El  caso  en  que  un  proveedor  de  fuerzas  nacionales 
es  demandado  ante  los  Tribunales  de  Provincia  por  un  recaudador 
de  impuestos  provinciales,  cobrándole  el  correspondiente  á  los 
ganados  de  la  Proveeduría,  no  es  de  los  que  en  última  instancia    . 
pueden  llevarse  á  la  Suprema  Corle  Nacional 103 

CAUSA  cin 

D.  Juan  6.  Bertrán,  contra  D.  Santiago  Bengolcia,  por  cobro 
de  pesos ;  sobre  excepción  de  no  contestar. 

Sumario. — 1<»  No  son  admisibles  en  el  juicio  ordinario  mas 
excepciones  dilaterías  que  las  designadas  en  el  articulo  73  de  la 
ley  de  Procedimientos. 

S<»  Entre  ellas  no  se  incluye  la  de  compensación. 

3^  Las  excepciones  que  no  son  dilatorias  deben  alegarse  al  con- 
testar la  demanda • 107 

CAUSA  CIV 

El  Capitán  Bokman  de  la  barca  c  Bandrup  >  contra  el  Capitán 
Hornos  del  vapor  cTromp»,  por  abordaje;  sobre  fianza  de 
arraigo. 

Sumario.  —  1^  El  juicio  relativo  á  un  choque  entre  dos  buques 
de  pabellón  estrangero,  sucedido  en  aguas  de  jurisdicción  estraña, 
y  siendo  un  puerto  estranjero  el  del  deslino  del  buque  averiado, 
no  pertenece  á  los  Tribunales  de  la  República. 

2«  En  ese  caso,  no  hay  contrato  ú  obUgacion  que  deba  cum- 
plirse en  elte,  ni  hecho  ocurrido  dentro  de  su  jurisdicción,  ni 
circunstancia  alguna  que  obligue  al  Capitán  del  buque  que  ha 
causado  el  daño  á  seguir  un  juicio  ante  estos  Tribunales,  ni  á  dar 
fianza  por  sus  resultas 110 
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D.  José  Barris  contra  D.  Ladislao  Martínez,  sobre  cobro  de 
pesos. 

Stimmo.  — 1<>  Convenida  la  constraccion  de  un  edificio  por 
un  precio  separado  para  cada  uno  de  los  detalles  del  trabajo,  y 
establecido  el  pago  por  terceras  partes,  debieqdo  la  segunda  cuota 
ser  pagada  al  recibirse  el  propietario  del  ediQcio,  concluido  á 
satisfacción^  con  arreglo  á  la  medición  y  conforme  puesto  por  el 
arquitecto ;  el  hecho  del  pago  de  la  segunda  cuota  hace  presumir 
que  el  constructor  ha  cumplido  con  su  obligación  y  que  se  ha 
verificado  la  previa  medición  del  arquitecto. 

i^  Esta  presunción  se  robustece  por  el  hecho  de  existir  al  pié 
de  la  cuenta  del  constructor  el  conforme  del  arquitecto,  y  de 
hallarse  el  propietario  en  posesión  de  la  casa. 

'3^  La  declaración  posterior  y  singular  del  arquitecto  de  que  el 
constructor  le  instó  con  tenacidad  para  que  pusiera  el  conforme 
á  la  cuenta,  no  basta  para  probar  que  dicho  conforme  fué  obte- 
nido con  engaño,  máxime  cuando  el  mismo  arquitecto  declara 
que  la  medición  fij^é  realmente  hecha,  y  no  se  prueba  que  no  sea 
exacto  el  resultado  de  ella,  que  presenta  la  cuenta. 

i^  Dados  estos  hechos,  y  no  justificándose  que  el  propietario 
haya  hecho  reserva  alguna  al  pagar  las  dos  primeras  cuotas,  el 
constructor  tiene  el  derecho  de  exigir  el  pago  de  la  tercera  en  el 
tiempo  establecido  para  él ii3 

CAUSA  CVI 

Sivori  y  Schiaffino,  D.  Adolfo  Modet  y  D.  J.  de  Boer  contra  el 
Capitán  Drapaniotis  de  la  barca  griega  «Taxiarchis»,  sobre  pre- 
ferencia de  crédito  y  adhesión  á  la  apelación. 

Sumario. — i®  La  apelación  interpuesta  por  un  acreedor  de  la 
parte  de  la  sentencia  de  grados  que  no  afecta  á  otro  acreedor, 
no  da  á  este  el  derecho  para  adherirse  á  aquella. 

i^  La  adhesión  á  ia  apelación  tiene  lugar  cuando  el  recurso 
deducido  afecta  al  derecho  que  la  sentencia  acuerda  al  qu9 intenta 
adherirse. 

30  El  contrato  de  préstamo  i  la  gruesa  es  nulo  como  tal,  si 
r^cae  sobre  fletes  no  devengados ;  y  por  consiguiente  no  puede 
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impedir  la  compensación  que  se  opera  entre  la  deuda  del  flete 
7  los  créditos  líquidos  y  reconocidos  del  deudor  del  mismo.  .*• .  118 

CAUSA  CVII 

D.  Victoriano  Gallo,  contra  D.  Bernardo  Perona,  sobre  cum- 
plimiento de  un  contrato. 

SufMrio. — El  vendedor  debe  entregar  al  comprador  la  mer- 
cancía que  le  ha  vendido  según  los  términos  del  contrato,  y  el 
interés  del  dinero  que  haya  pagado  por  él  con  motivo  del  contrato 
desde  el  día  del  pago  hasta  el  de  la  completa  entrega  de  la  mer- 
cadería  .••• • • 125 

CAUSA  cvín 

Felles  y  C*  contra  la  Aduana  Nacional,  sobre  aforo  de  merca- 
derías. 

Sumario.  —  La  resolución  de  las  diferencias  que  se  susciten 
entre  un  comerciante  y  un  Vista  sobre  aforo  de  mercaderías  corres- 
ponde á  la  Dirección  General  de  Rentas,  y  en  su  defecto  al  Poder 
Ejecutivo t 129 

CAUSA  CIX 

D.  Antonio  Oliva  y  D.  Bautista  Cándia,  contra  D.  Avelino  Váz- 
quez y  D.  Prájedes  Quiroga,  sobre  el  valor  de  un  órgano,  y  lucro 
cesante. 

Sumario. — Cuando  un  daño  se  ha  ocasionado  sin  intención 
dolosa  ni  ánimo  deliberado  de  dañar,  no  se  condena  al  autor  al 
pago  del  lucro  cesante  ni  en  las  costas ..•••   132 

CAUSA  ex 

Pérez  y  Rodríguez  contra  Alinee  y  Quiroga,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  No  mejorándose  la  apelación  en  el  término  del 
emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  primera  rebel- 
día que  acusa  el  apelado. 135 

CAUSA  CXI 

El  Banco  de  Mendoza,  contra  0.  Francisco  Regueira,  por  cobro 
de  pesos. 
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Sumario. — 1^  Todo  delito,  sea  del  derecho  civil  ó  criminal, 
constituye  á  sus  autores  y  cómplices  en  la  obligación  de  indemnizar 
solidariamente  el  daño  que  por  él  se  hubiese  causado^  aun  cuando 
no  sea  en  provecho  propio. 

2o  Tratándose  de  hechos  voluntarios^  pero  lícitos,  que  causan 
daño  á  otro,  el  autor  responde  de  todas  sus  consecuencias  inme- 
diatas; de  las  mediatas,  cuando  han  podido  proveerse,  y  aun  de 
las  casuales,  cuando  ellas  han  debido  resultar  según  las  miras 
que  se  tuvo  al  ejecutar  aquel. 

39  Tratándose  de  actos  ilícitos  ó  reprobados  por  la  ley,  la  res- 
ponsabilidad se  estiende  á  las  consecuencias  puramente  casuales. 

i^  La  responsabilidad  en  este  caso  comprende  también  los  in- 
tereses y  las  costas  del  juicio 136 

CAUSA  CXII 

D.  Julián  de  Bustinza,  el  Dr.  D.  Nicanor  6.  del  Solar,  D.  Anjel 
R.  García  y  el  Gobierno  de  Santa-Fé,  sobre  eviccion. 

Sumario.  —  Habiendo  el  vendedor,  citado  de  eviccion,  declara- 
do que  no  sale  á  la  defensa  en  juicio  del  comprador,  el  Juez  debe 
conocer  y  resolver  en  el  fondo  de  la  causa,  dejando  al  comprador 
su  derecho  á  salvo  contra  el  vendedor 144 

CAUSA  cxni 

El  Fisco  Nacional  contra  D.  José  Garcia  González  y  D.  Vicente 
Ocampo  y  C*,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  \^  El  cesionario  no  puede  tener  mejor  derecho  ni 
mayores  privilegios  que  los  que  tenia  el  cedente. 

2»  Tratándose  de  letras  de  Aduana,  el  descontador  ó  endosa- 
tario no  tiene  derecho  de  cobrarlas  por  sí  ejecutivamente  del 
deudor. 

3<»  Su  derecho,  vencido  el  plazo  de  la  letra  j  no  cubierto  su 
importe  por  el  deudor  ó  su  fiador,  está  limitado  á  protestar  la 
letra  y  presentarla  dentro  de  tercero  dia,  á  la  Aduana  que  la  des- 
contó, quien  deberá  cubrir  á  la  vista  su  importe  y  gastos  de  pro- 
testo y  cobrarla  por  su  cuenta. 

4^  Los  derechos  de  Aduana  pueden  abonarse  en  oro  ó  su  equi- 
valente en  plaza  en  boliviano. 
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&>  Por  equivalente  debe  comprenderse  el  corriente  en  el  mer- 
cado en  el  común  de  las  operaciones  comerciales i47 

CAUSA  CXIY 

D.  Guillermo  Gath  contra  D.  Adolfo  Bullrich  y  C',  sobre  cobro 
de  pesos. 

Sumario.  —  El  pago  hecho  por  el .  mandatario  sin  autorización 
del  mandante  á  un  acreedor  de  este,  queda  ratificado,  si  en  la 
rendición  de  cuentas,  el  mandante  otorga  recibo  del  sobrante  par 
oMode  cuentas 153 

CAUSA  CXV 

B,  Juan  Torres  contra  D.  José  Torres,  sobre  recurso  de  res- 
cisión. 

Sumario. — La  incompetencia  del  Juez  no  alegada,  ni  com- 
probada oportunamente,  no  puede  por  si  sola  fundar  el  recurso 
derescision : 157 

CAUSA  CXVI 

El  Banco  Nacional  contra  D.  Francisco  Villanueva,  por  cobro 
de  pesos.    Incidente  sobre  competencia. 

Sumario.  ^V  La  ley  de  5  de  Noviembre  de  1872,  al  crear  el 
Banco  Nacional,  no  tuvo  en  vista  un  establecimiento  particular  de 
comercio  sino  una  institución  de  otro  carácter  y  que  respondiera 
á  fines  de  mucha  mayor  trascendencia,  usando  el  Congreso  de  la 
(acuitad  que  le  confiere  el  artículo  67,  inciso  5*  de  la  Constitu- 
ción. 

2o  El  conjunto  de  atribuciones,  exenciones  y  privilegios  que 
tiene  el  Banco,  no  responde  á  la  idea  de  un  establecimiento  priva- 
do, sino  á  la  de  una  institución  pública  creada  ex  profeso  para 
fines  de  administración  nacional. 

3<>  Si  al  mismo  tiempo  se  le  autoriza  para  negociar  con  parti- 
culares y  hacer  toda  clase  de  operaciones  bancarías,  no  es  sino 
como  medio  indispensable  de  dar  vida  á  la  institución  y  habili- 
tarla para  llenar  cumplidamente  sus  fines. 

i^  La  Constitución  no  exige  que  el  Congreso  funde  un  Banco 
rigorosamente  de  Bdtado,  dirigido  por  los  Poderes  Públicos  de  la 
Nación. 
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b^  Goafirieado  la  autorización  sin  determinación  de  forma  ni 
sistema,  la  Constitución  ha  dejado  la  elección  al  prudente  arbitrio 
del  Congreso. 

6^  El  Congreso,  eligiendo  el  sistema  de  una  gran  compañía 
por  acciones,  no  ha  hecho  mas  que  seguir  los  consegos  de  la 
ciencia  y  los  ejemplos  mas  caracterizados. 

7<>  Todas  las  cuestiones  que  dimanen  de  los  actos  y  operacio- 
nes del  Banco  Nacional,  son  de  la  jurisdicción  nacional 162 

CAUSA  cxvn 

D.  Jacobo  y  D.  Juan  Spangenberg,  sobre  mensura  de  un  campo. 

Sumario. — La  petición  de  mensura  no  importa  un  caso  con- 
tencioso, y  no  corresponde,  por  lo  mismo,  a!  conocimiento  de  los 
Tribunales  Federales • i76 

CAUSA  cxvra 

D.  Alejandro  Barbié  conlra  D.  Bernardo  Peña  y  D.  Daniel 
Goytea,  por  reivindicación  de  muías ;  sobre  falta  de  personería. 

Sumario.  —  1*"  El  hecho  esencial  que  constituye  la  comisión  y 
la  distingue  del  mandato,  es  que  la  operación  de  comercio  de- 
terminada en  el  mandato,  se  haga  y  concluya  &  nombre  del  comi- 
sionista. 

2^  El  comisionista  queda  obligado  hacia  las  personas  con  quie- 
nes contrata,  sin  que  estas  tengan  acción  alguna  directa  contra  el 
comitente,  ni  este  contra  aquellas , i82 

CAUSA  CXIX 

El  Dr.  D.  Salustiano  J.  Zavalia  contra  D.  Amador  C.  Aceral 
por  cobro  ejecutivo  de  pesos.    Incidente  sobre  competencia. 

Sumario.  —  i^  La  excepción  de  falta  de  personería  en  el  de- 
mandado no  está  entre  las  dilatorias  que  reconoce  el  arltculo  78 
de  la  ley  de  eujuidamiento. 

2»  Ella  constituye  una  verdadera  defensa  que,  á  justificarse, 
concluíria  con  la  acción. 

S''  Establecida  la  competencia  del  Juzgado  Federal  por  la  di8« 
tinta  nacionalidad  de  las  partes,  cualquier  modificación  en  sus 
derechos  recíprocos  no  puede  alterar  aquella. 
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4®  Solo  al  Juez  le  corresponde  verificar  sí  el  documento  que 
se  le  presenta  trae  fuerza  ejecutiva iOO 

CAUSA  CXX 

Tercerfa  escluyente  de  D.  Juan  B.  Randle  en  la  ejecución  del 
Fisco  Nacional  contra  D.  Ladislao  Rodríguez. 

Sumario.  — Cuando  en  un  juicio  ha;  hechos  sustanciales  con- 
trovertidos, el  Juez  debe  recibir  la  causa  á  prueba 194 

CAUSA  CXXI 

El  Dr.  D.  Noberto  Quirno  Costa,  contra  el  Dr.  D.  Severo  Fer- 
nandez, por  cobro  de  pesos;  sobre  incompetencia. 

Sumario. — La  justicia  Federal  no  es  competente  para  conocer 
en  la  demanda  por  cobro  de  honorarios  y  costas  causadas  en  un 
juicio  de  imprenta • 196 

CAUSA  CXXII 

El  Fisco  Nacional  contra  Benitez  é  hijo,  por  cobro  ejecutivo  de 
pesos. 

Sumario.  ^í^  Los  documentos  auténticos  estraidos  de  las  ofi- 
cinas fiscales,  traen  aparejada  ejecución. 

2<>  Un  juicio  seguido  contra  el  gerente  de  un  saladero  por  de- 
rechos de  esportacion  del  mismo,  no  puede  declararse  nulo,  por 
el  hecho  de  presentarse  el  propietario ,,•  199 

CAUSA  CXXÍU 

Criminal,  contra  los  conjueces  titulares  y  suplentes  de  la  mesa 
escrutadora  de  votos  en  la  Rioja;  sobre  infracción  de  la  ley  nacio- 
nal de  elecciones. 

Siffuario.  —  La  apertura  de  las  asambleas  electorales  después 
de  la  hora  legal,  la  traslación  de  la  mesa  de  un  lugar  i  otro  y  de 
los  votos  de  una  urna  á  otra,  practicada  durante  la  elección, 
constituyen  una  infracción  de  la  ley  nacional  de  elecciones,  y 
someten  i  pena  i  los  conjueces  de  la  mesa  escrutadora !.  205 

CAUSA  CXXIV 

D.  Joif  e  Kothsteal  contra  D.  Alberto  Seeber,  por  cobro  de  pesos. 
Sumario. — El  pacto  de  espera  contra  la  ejecución  de  una  letra 


500  FALLOS  DE  LA  SüPBEMA  CORTE 

Paginas 

de  cambio  solo  puede  ser  probado  por  docuraento  escrito  ó  por 
confesión  de  parte 21^ 

CAUSA  CXXV 

D.  Luis  Dagnino  de  Antonio  contra  D.  Carlos  Gastaldi,  sobre 
cobro  de  comisión  ;  fletes. 

Sumario— i^  El  consignatario  del  buque  no  puede  cobrar  al 
armador  ó  fletante  roas  gastos,  ni  comisión  que  la  convenida. 

8»  El  mismo  debe  pagarle  todo  el  flete  estipulado,  aunque  no 
haya  podido  cobrar  lo  que  adeudan  todos  los  cargadores,  si  estos 
hansubfletado  el  buqueálos  fletadores 217 

CAUSA  CXXVI 

El  Procarador  Fiscal  de  la  Rioja  contra  D.  Vicente  Rearte  y  D. 
Juan  Sabas  Arias,  por  infracción  á  la  ley  de  elecciones. 

5t<marío.— 1<^  La  falta  de  asistencia  sin  causa  justificada  de  los 
conjueces  en  las  mesas  escrutadoras  en  las  elecciones  nacionales, 
se  pena  con  doscientos,  jf  de  multa  ó  prisión  por  un  mes. 

2»  La  escusa  por  enfermedad  debe  ser  probada 223 

CAUSA  cxxvn 

D.  Deoclesio  García  contra  D.  Prudencio  Capotillo,  por  rendición 
de  cuentas;  sobre  competencia. 

Sumario. — Corresponde  álos  jueces  de  sección  el  conocimien- 
to y  dedf  ion  en  primera  instancia  de  las  causas  civiles  en  que 
sean  parte  un  argentino  y  un  extranjero,  aunque  se  trate  de  accio- 
nes sociales « 227 

CAUSA  cxxvni 

Los  señores  Daceo  y  Basigalupe  y  C*  contra  Fisco. 

Sumario. — ^No  mejorándose  la  apelación  en  el  término  del  em- 
plazamiento, se  declara  desierto  el  recurso  á  la  primera  rebeldía 
que  acuse  el  apelado •••• •••• • 230 

CAUSA  CXXIX 

Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  Federal  y  el  de  Comer- 
cio de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  en  el  juicio  seguido  por  D. 


DE  JUSTICU  NAaONAL  501 

PafioM 

Agustin  Herello  contra  D.  Juan  Melis,  sobre  cobro  de  pesos  é  hi- 
poteca de  un  buque. 

Sumario.— Corresponde  priva  teñamente  á  la  justicia  nacional 
el  conocimiento  de  las  causas  que  versan  sobre  hipoteca  del  casco 
de  un  buque , , 232 

CAUSA  CXXX 

D«  Tránsito  Herrera,  con  D.  Francisco  Calle,  sobre  rescisión 
de  un  contrato. 

Sumario. — No  mejorándose  la  apelación  dentro  del  término 
del  emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  primera 
rebeldía  que  acusa  el  apelado 234 

CAUSA  CXXXI 

La  Sociedad  Italiana  de  Seguros  Mutuos  Fluviales,  contra  D. 
Juan  Melis^  sobre  cobro  de  pesos. 

Sumario. --i^  En  las  sociedades  anónimas,  la  suprema  ley  son 
sus  estatutos. 

2<>  Estableciéndose  en  estos  que  corresponde  al  Consejo  Direc- 
tivo la  aprobación  de  las  cuentas  de  los  socios  cesantes,  estos 
deben  pagar  el  importe  de  las  aprobadas  por  el  Consejo. 

€<>  La  omisión  de  la  foliatura  y  rúbrica  de  los  libros  sociales  no 
puede  ser  invocada  en  su  defensa  por  un  socio  •  •  •  • • .  236 

CAUSA  cxxxn 

D.  Abelardo  Barbié,  contra  D.  Bernardo  Peña,  por  reivindicación 
de  unas  muías ;  sobre  gastos  de  entrega 

Sumario.  — 1^  El  gasto  de  la  invernada  de  animales  correspon- 
de á  su  dueño^  por  ser  una  mejora  útil  ó  una  imperiosa  necesaria . 

2^  El  dueño  puede  en  su  caso  repetir  el  importe  de  esa  eroga- 
ción contra  quien  la  causó  sin  necesidad 239 

CAUSA  cxxxm 

D.  Enrique  Rodríguez  Larreta  contra  los  Sres.  Moreno  Hnos. 
Fusoni  y  MaverofT,  por  tercena  de  dominio ;  sobre  competeneifi. 

Sumario. — ^Las  demandas  contra  un  fallido  corresponden  al  co- 
nocimiento del  Juez  del  Concurso,  sea  que  la  quiebra  haya  sido 
declarada  antes  ó  después  de  iniciadas 242 
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El  Dr.  D.  Miguel  Alarcon  contra  D.  José  H.  Sosa  y  D.  Jaan  A. 
Silva,  sobre  tercería  de  dominio. 

Sumario. — Para  adquirir  el  dominio  de  bienes  muebles  no  bas- 
ta el  titulo  de  coQipr^,  si  esta  no  es  seguida  de  la  tradición 245 

CAUSA  CXXXV 

El  Dr.  D.  Nicolás  Avellaneda,  contra  D.  Guillermo  Matti,  por 
cobro  de  pesos ;  sobre  artículo  de  no  contestar. 

Sumario. — Las  escepciones  que  afectan  el  feudo  de  la  deman- 
da no  pueden  fundar  un  articulo  de  no  contestar 247 

CAUSA  CXXXVI 

El  Procurador  Fiscal,  contra  la  viuda  de  Bertonnet,  sobre  cobro 
ejecutivo  de  pesos. 

Sumario. — ^El  haber  un  comerciante  obtenido  despachos  poste- 
riores, no  hace  presumir  el  pago  de  derechos  adeudados  con  ante- 
rioridad   249 

CAUSA  cxxxvn 

D.  Francisco  Uriburu,  contra  el  Banco  Nacional,  sobre  con- 
signación. 

Sumario.-^i^  Las  letras  de  cambio  deben  pagarse  en  las  mo- 
nedas que  ellas  indican. 

2o  Una  letra  girada  á  pesos  fuertes  no  puede  pagarse  con  bi- 
lletes de  Banco  que  no  son  convertibles  á  la  vista  en  numerario  y 
á  los  que  ninguna  le;  .d&  éi  carácter  de  curso  legal  ó  forzoso. 

3^  Para  que  la  consignación  surta  los  efectos  de  pago,  es  nece- 
sario que  sea  déla  misma  cosa  debida 251 

CAUSA  CXXXVffl 

D.  Antonio  López,  y  C^  contra  el  Banco  Nacional,  sobre  devolu- 
ción de  un  depósito 

Sumarto.— 1«  El  depositario  está  obligado  cuando  el  depósito 
es  irregular,  á  restituir  otro  tanto  del  dinero  depositado,  con  tal 
que  sea  de  la  misma  especie. 

2o  Una  cédda  de  depósito  espedida  por  el  Banco  Nacional  es 
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un  instramento  público,  respecto  al  acto  jurídico  que  contiene,  y 
trae  aparejada  ejecución. 

3o  No  siendo  convertibles  los  billetes  de  un  Banco,  ni  teniendo 
el  carácter  de  curso  forzoso,  no  pueden  ser  impuestos  en  pago  de  on 
depósito  hecho  en  pesos  fuertes 255 

•  CAUSA  CXXXDt 

D.  Pedro  Yelazco,  contra  D.  Saturnino  Reináis,  sobre  cobro  de 
un  caballo  ó  su  valor. 

5tiinarío.— En  las  causas  de  menor  cuantía,  las  sentencias  de 
los  juzgados  federales  de  sección  son  inaplicables  •  • •  259 

» 

CAUSA  CXL 

D.  José  Pagano  con  D.  Federico  Moreno;  incidente  sobre  recu- 
sación del  Juez. 

Sumario.— 1<>  El  haber  el  Juez  manifestado  opinión  sobre  el 
punto  de  derecho  á  resolver,  es  causa  de  recusación. 

2o  Si  el  Juez  no  se  reconociese  impedido  en  mérito  del  hecho 
alegado  para  recusarlo,  debe  abrirá  prueba  el  incidente  y  resol- 
ver en  seguida  conarregloá  derecho 263 

CAUSA  CXLI 

Don  Luis  Sola  contra  Don  Rafael  Cárdenas,  sobre  cobro  de 
pesos. 

Sumario — El  mandato  cuya  retribución  se  alega  ser  mayor  de 
200  f  debe  ser  probada  por  prueba  escrita • 265 

CAUSA  CXLÜ 

D.  Félix  Bernal  y  otros,  contra  el  Banco  Nacional,  por  cobro  de 
pesos. 

SumaHo.  — lo  La  ley  de  5  de  Noviembre  de  1872,  al  crear  el 
Banco  Nacional  no  tuvo  en  vista  un  establecimiento  particular  de 
comercio  sino  una  institución  de  otro  carácter  que  respondiera  á 
fines  de  mucha  mayor  trascendencia,  usando  el  Congreso  de  la 
facultad  que  le  confiere  el  articulo  67,  inciso  5  de  la  Constitución. 

2o  El  conjunto  de  atribuciones,  exenciones  y  privilegios  que 
4ene  el  Banco,  no  responden  á  la  idea  de  un  establecimiento  prí- 
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vado,  sino  á  la  de  institadon  pública  creada  eao  profuo  para  fines 
de  administración  nacional. 

3»  Si  al  mismo  tiempo  se  autoriza  para  negociar  con  particula- 
res y  hacer  toda  clase  de  operaciones  bancarias;  no  es  sino  como 
medio  indispensable  de  dar  vida  á  la  institución  y  habitarla  para 
llenar  cumplidamente  sus  fines. 

4®  La  Constitución  no  exige  ^ue  el  Congreso  funde  un  BAco 
rigorosamente  de  Estado,  dirigido  por  los  Poderes  Públicos  de  la 
Nación. 

5®  Confiriendo  la  autorización  sin  determinación  de  forma  ni 
sistema,  la  Constitución  ha  dejado  la  elección  al  prudente  arbitrio 
del  Congreso. 

6<>  El  Congreso,  eligiendo  el  sistema  de  una  gran  compañía  por 
acciones,  no  ha  hecho  mas  que  seguir  los  consejos  de  la  ciencia  y 
los  ejemplos  mas  caracterizados. 

1^  Todas  las  cuestiones  que  dimanen  de  los  actos  y  operaciones 
del  Banco  Nacional,  son  de  la  jurisdicción  nacional 268 

CAUSA  CXLni 

La  Municipalidad  de  Buenos  Aires  contra  Don  Juan  B.  Cotta  por 
indemnización  de  daños  y  perjuicios ;  sobre  suspensiones  de  tér- 
mino. 

Sumario.  — Las  diligencias  probatorias  pedidas  dentro  del  tér- 
mino y  no  evacuadas,  no  pueden  suspender  la  prosecución  de  juicio ; 
pero  deben  ser  tomadas  en  consideración  si  se  espiden  en  tiempo 
oportuno •• 274 

CAUSA  CXLIV 

El  procurador  Fiscal,  contra  los  señores  CeballoS)  Zaravia  y  C« 
y  otros  comerciantes  de  Salta,  sobre  cobro  de  pesos. 

Sumario. — ^Estando  conforme  el  Señor  Procurador  General  déla 
Nación  con  la  sentencia  apelada  por  el  procurador  fiscal  en  repre^ 
séntacion  del  fisco  nacional,  la  Suprema  Corte  debe  devolver  el 
proceso  al  Juez  d  quo...., 276 

CAUSA  CXLV 

El  Fisco  Nacional  contra  el  Banco  Argentino^  por  cobro  ejecuti- 
vo de  pesos. 
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SwmíTío. — 1«  Las  esperas  en  lo  comercial  son  ana  de  las  for- 
mas del  concordato. 

29  Para  que  los  acreedores  privilegiados  queden  sujetos  al  con- 
cordato es  menester  que  hayan  participado  en  las  deliberaciones 
de  los|otros  acreedores. 

39  El  Fisco  por  sus  créditos  no  tiene  obligación  de  entrar  en 
concurso  ni  sufrir  moratorias 281 

CAUSA  CXLVI 

D.  Leonardo  Nieolorich,  contra  los  Sres.  Halbran  y  Gkayla  so- 
bre cumplimiento  de  cosa  juzgada. 

Sumario. — La  cosa  juzgada  debe  cumplirse,  según  sus  tér- 
minos  ••••.• 285 

CAUSA  CXLYII 

Diego  Dowse  contra  D.  Antonio  Camogli  y  D.  Jorge  Dowse,  so- 
bre tercería  de  dominio. 

Sumario. — !<>  Probado  el  dominio  del  tercero  sobre  cosas  em- 
bargadas, debe  levantarse  el  embargo. 

2*  El  privilegio  ó  hipoteca  que  el  ejecutante  pueda  tener  sobre 
ellas,  no  obsta  al  levantamiento  del  embargo. 

3*  El  puede  darle  derecho  para  demandar  al  propietario  ••••..  288 

CAUSA  CXLYUI 

La  sucesión  del  Dr.  D.  Genaro  Granados  contra  D.  Gervacio 
Sueldo,  por  cobro  de  pesos.  Incidente  sobre  nombramiento  de  un 
tutor  especial. 

Sfifitano.—Esl&ndo  en  colisión  los  derechos  litigiosos  del  pa- 
dre con  su  hijo  menor,  debe  nombrarse  un  tutor  especial 290 

CAUSA  CXUX 

El  Banco  de  Londres  y  Rio  de  la  Plata  contra  D.  José  Garcia 
González  por  cobro  de  pesos.  ^ 

Sumario.  — I**  Toda  letra  de  cambio  debe  ser  pagadas  en  la  mo- 
nedas que  ella  indica,  ó  en  las  monedas  que  tengan  curso  legal  en 
el  lugar  del  pago. 

i9  Nadie  puede  ser  obligado  &  recibir  en  pago  moneda  proscri- 
ta de  la  circulación  legal  en  la  República 294 

T.  IX.  35 
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CAUSA  GL 

PafÍDM 

D.  NicasioOroño'contraAIdao  y  Callen,  sobre  arbitramientos. 

Sumario. — Estando  ejecutoriada  una  resolución  en  que  se  de- 
clara que  el  asunto  debe  ser  decidido  por  jueces  arbitradores  y  cadu- 
cada la  jurisdicción  de  los  nombrados,  deben  ser  nombrados 
nuevos  jueces ••• 301 

CAUSA  CU 

D.  Estraton  Juarez'contra  D.  Juan  Vicentini,  sobr«  cobro  ejecuti- 
vo de  pesos. 

Sumario, — La  excepción  de  compensación  en  juicio  ejecutÍTo 
no  es  admisible  si  no  consiste  en  cantidad  liquida  y  exigible ....  304 

CAUSA  CLn 

D.  José  Lavarello^  contra  D.  Tomás  Pietraneray  D.  Ángel  Basso, 
por  daños  y  perjuicios;  sobre  exoneración  de  la  demanda. 

Sumario. — Ño  pagándose  por  una  de  las  partes  las  costas  que 
le  corresponden  antes  de  dictarse  la  sentencia  definitiva,  lo  que 
corresponde  es  pedir  el  mandamiento  de  pago^  y  no  la  exoneración 
de  la  demanda 307 

CAUSA  CLUI 

D.  Prudencio  Rodríguez,  contra  los  Sres.  Dias  Ramirez  y  & 
sobre  indemnización  de  daños  y  perjuicios  procedente  de  ca- 
lumnia. 

Sumario. — La  acción  civil  por  daños  y  perjuicios  procedentes 
de  acusación  calumniosa  es  independiente  de  la  criminal,  y  el  que 
se  dice  calumniado  puede  deducirla  ante  su  propio  Juez 309 

CAUSA  CLIV 

Badaraco  é  hijos  contra  Wíllam  y  Cichero,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario. — 1®  Para  que  queden  estinguidos  los  privilegios 
especificados  en  el  Código  de  Comercio^  artículos  1,021  á  1,203  es 
necesario  que  el  buque  vendido  haya  navegado  bajo  el  nombre  y 
por  cuenta  del  nuevo  propietario^  durante  sesenta  dias  contados 
desde  la  salida  del  puerto. 
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2o  El  movimieDto  de  un  buque  basta  la  Canal  del  Esterior  y  el 
Tigre  no  es  salida  (i^pu^fo  de  Buenos  Aires 312 

CAUSA  CLY 

El  Fisco  Nacional  con  A.  Devoto  ;  bermanos,  sobre  comiso. 

Sumario. — Los  efectos  que  se  trasborden  sin  intervención  del 
Resguardo,  si  constan  en  el  manifiesto  del  buque,  pagan  dere- 
chos como  introducidos  á  plaza 319 

CAUSA  CLVÍ 

D.  Bautista  Reali,  contra  Matti  y  Piera,  por  cobro  de  pesos. 
Incidente  promovido  por  sobre  embargo  de  un  buque. 

Sumario. — Se  supone  la  propiedad  de  un  buque  en  quien  tie- 
ne títulos  de  tal,  y  lo  posee  y  administra 322 

CAUSA  CLVn 

D.  Salvador  Mussolino  contra  la  Municipalidad  de  la  ciudad  de 
Buenos  Aires,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario,  —  1^  Un  presupuesto  de  obras  firmado  por  el  Presi- 
dente de  la  Municipalidad^  el  Secretario,  un  Ingeniero  de  1^  mis- 
roa  y  el  contratista,  constituye  un  contrato  por  escrito. 

2®  Realizado  un  contrato  de  obras  en  una  parte  y  rescindido 
en  la  otra  por  voluntad  de  uno  de  los  contratantes,  se  debe  el 
valor  de  lo  concluido  y  el  valor  de  los  gastos  hechos  y  utilidad 
que  pudo  reportar  la  obra  si  el  contrato  se  hubiese  consumado 
por  completo 325 

CAUSA  CLVIII 

El  Banco  Nacional,  contra  el  Dr.  D.  Juan  A.  Garcia,  por  cobro 
de  pesos.  Incidente  sobre  competencia. 

Sumario.  —  i^  La  ley  de  5  de  Noviembre  de  1872,  al  crear  el 
Banco  Nacional,  no  tuvo  en  vista  un  establecimiento  particular  de 
comercio  sino  una  institución  de  otro  carácter  y  que  respondiera 
á  fines  de  mucha  mayor  trascendencia,  usando  el  Congreso  de  ia 
facultad  que  le  confiere  el  articulo  67 ,  inciso  5^  de  la  jConsti- 
tucion. 
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go  £1  conjanto  de  atribuciones^  exenciones  y  privilegios  ({ue 
tiene  el  Banco,  no  responden  á  la  idea  de  un  establecimiento  prí- 
yado,  sino  á  la  de  una  institución  pública  creada  ex  profeso  para 
fines  de  administración  nacional. 

3^  Si  al  mismo  tiempo  se  le  autoriza  para  negociar  con  parti- 
culares y  hacer  toda  clase  de  operaciones  bancarias,  no  es  sino 
como  medio  indispensable  de  dar  vida  á  la  institución  y  habilitar- 
la para  llenar  cumplidamente  sus  fines. 

4»  La  Constitución  no  exige  que  el  Congreso  funde  un  Banco 
rigurosamente  de  Estado,  dirijido  por  los  Poderes  Públicos  de 
la  Nación. 

5<>  Confiriendo  la  autorización  sin  determinación  de  forma  ni 
sistema,  la  Constitución  ha  dejado  la  elección  al  prudente  arbitrio 
del  Congreso. 

6^  El  Congreso,  eligiendo  el  sistema  de  una  gran  compañia 
por  acciones,  no  ha  hecho  mas  que  seguir  los  consejos  de  la  cíoq- 
cía  y  los  ejemplos  mas  paracterizados. 

7»  Todas  las  cuestiones  que  dimanen  de  los  actos  y  operacio-  i 

nes  del  Banqo  Nacional,  son  de  la  jurisdicción  nacional 329 


CAUSA  CUX 

D.  Marcelino  Yañes  contra  D.  Sebastian  Carrion  y  D.  Cirios 
Walrond,  sobre  terceria  de  dominio. 

Sumario.  —En  la  ejecución  de  un  fundo  por  cobro  de  mejo- 
ras^ no  puede  el  que  lo  ha  comprado,  después  de  hechas  las  me- 
jores, oponerse  á  su  embargo^  máxime  si  la  compra  venta  del 
fundo  no  se  halla  en|  forma,  y  la  escritura  es  posterior  al  em- 
bargo  383 

CAUSA  CLX 

D.  Casiano  Paunero  contra  D.  Alfredo  Cosson,  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario,  —  ^^  El  que  alega  debérsele  una  comisión  por  servi- 
cios prestados  en  virtud  de  un  contrato,  debe  probar  la  existencia 
de  este  y  de  los  servicios. 

2»  Sin  esa  prueba,  no  puede  cobrarse  aquella,  máxime  si  exis- 
ten indicios  que  los  servicios  no  fueron  prestados  con  ánimo  de 
lucrar,  sino  con  el  de  beneficiar  á  aquel  á  quien  se  prestaron. 
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3^  El  articulo  136,  titulo  De  la  locaciony  en  la  parte  que  man- 
da remunerar  los  servicios  que  no  fuesen  relativos  &  la  profesión 
de  quien  los  presta,  supone  la  preexistencia  del  convento  de  lo- 
cación, aunque  no  del  importe  de  la  remuneración 336 

CAUSA  CLXI 

El  Fiscal  General  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires ,  contra  el 
Banco  Nacional^  por  cobro  de  impuestos. 

Sumario.  —  i^  El  Banco  Nacional  faa  sido  creado  por  ley  del 
Congreso  en  virtud  de  autorización  espresa  de  la  Constitución  pa- 
ra Gnes  de  administración  pública  y  de  prosperidad  general. 

2®  Está  por  lo  tanto  sujeto  esclusivamente  á  la  jurisdicción  de 
las  autoridades  nacionales  y  fuera  del  alcance  de  la  jurisdicción 
de  las  provincias. 

3^  La  facultad  que  tienen  las  provincias  para  imponer  contri- 
buciones^ se  limita  á  todo  aquello  que  existe  bajo  su  autoridad  ó 
que  es  de  su  propia  creación. 

4**  Lo  dispuesto  en  el  articulo  25  de  la  ley  orgánica  del  Banco, 
eximiéndolo  de  toda  contribución  ó  impuesto  sea  nacional  ó  pro- 
vincial es  una  consecuencia  de  los  principios  precedentes. 

5<>  El  Banco  Nacional  no  está  sujeto  al  impuesto  de  sellos  de 
las  provincias 340 

CAUSA  CLXn 

El  Banco  Nacional  con  el  Gobierno  de  la  Provincia  de  San 
Juan,  sobre  exoneración  de  impuesto. 

Sumario,  —  i^  El  Banco  Nacional  ha  sido  creado  por  la  ley  del 
Congreso  en  virtud  de  autorización  espresa  de  la  Constitución 
para  fines  de  administración  pública  y  de  prosperidad  general. 

Í9  Está  por  lo  tanto  sujeto  esclusivamente  á  la  jurisdicción  de 
las  autoridades  nacionales  y  fuera  del  alcance  de  la  jurisdicción 
de  las  provincias. 

3^  La  facultad  que  tienen  las  provincias  para]  imponer  contri- 
buciones, se  limita  á  todo  aquello  que  existe  bajo  su  autoridad  ó 
que  es  de  su  propia  creación. 

4i<*  Lo  dispuesto  en  el  artículo  25  de  ia  ley  orgánica  del  Banco, 
eximiéndolo  de  toda  contribución  ó  impuesto  sea  nacional  ó  pro- 
vincial es  una  consecuencia  de  los  principios  precedentes 345 
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CAUSA  CLXin 

PtgiDM 

El  Fisco  Nacionaljcontra  D.  Saturnino  Soage  y  C*.  sobre  con- 
trabando. 

Sumario,— ^V  Aunque  es  verdad  que  la  pena  impuesta  al  de- 
lito de  contrabando  y  defraudación  de  rentas,  puede  ser  asimilada, 
en  algunos  de  sus  efectos,  á  una  reparación  civil  del  perjuicio 
causado  al  Tesoro  público ;  no  es  menos  verdadero  que  ella  con- 
serva su  carácter  penal,  puesto  que  salvos  los  casos  de  excepción, 
dicha  reparación  es  personal,  y  no  debo  ser  exigida  de  los  here- 
deros del  contraventor,  cuando  este  ha  fallecido  antes  que  la  con- 
denación hubiese  sido  pronunciada. 

2^  La  disposición  del  art.  1100  de  las  Ordenanzas  de  Aduana, 
no  importa  la  extinción  de  toda  acción  para  perseguir  el  delito 
de  contrabando  cuando  este  no  ha  sido  descubierto  al  tiempo  de 
practicarse,  sino  fijar  solamente  el  limite  en  que  las  Aduanas  po- 
drán imponer  penas  administrativamente,  sin  restringir  en  mane- 
ra alguna  las  facultades  ordinarias  de  los  Tribunales  Nacionales. 

3^  El  delito  de  contrabando,  simulando  un  reembarco  de  mer- 
caderías^ se  castiga  con  multa  igual'al  valor  de  las  mercaderías..  350 

CAUSA  CLXIV 

D.  Patricio  Martínez  contra  D.  Manuel  Gires,  sobre  nulidad  de 
un  contrato  de  arriendo. 

Sumario.  —  1»  Las  facultades  conferidas  al  mandatario  nunca 
deben  entenderse  en  sentido  contrario  al  interés  y  derechos  del 
mandante. 

2^  La  facultad  dada  al  mandatario  de  arrendar  una  casa  por  el 
precio  y  condiciones  que  crea  convenientes,  con  la  cláusula  de 
comunicarla  al  poderdante  que  debía  firmar  la  escritura  debe 
entenderse  en  el  sentido  de  que  el  mandante  se  reserva  el  dere- 
cho de  aprobar  el  contrato,  y  que  sin  su  firma  no  puede  este 
existir 380 
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CAUSA  I 
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El  Banco  Nacional  contra  D.  Enrique  C.  Becker,  por  cobro  eje- 
cutivo de  pesos. 

Sumario.  —  No  esponiéndose  excepciones  en  la  citación  de 
remate  del  juicio  ejecutivo,  debe  ^ste  llevarse  adelante. ...:....  365 

CAUSA  n 

D.  Pedro  L.  Ramayo,  contra  D.  Juan  D.  Maradona^  incidente 
sobre  competencia. 

Sumario.  —  El  fuero  de  un  pleito  entre  mandante  y  mandata- 
ñOf  surge  de  la  vencidad  de  las  partes ;  y  siendo  estos  de  distin- 
tas provincias  corresponde  á  la  jurisdicción  federal 367 

CAUSA  m 

El  Banco  Nacional  contra  D.  José  M.  Lagos,  incidente  sobre 
competencia. 

Sumario. — Todos  los  asuntos  en  que  el  Banco  Nacionales 
parte,  corresponden  á  la  jurisdicción  federal 369 

CAUSA  IV 

El  procurador  Fiscal  contra  los  Conjueces  de  la  mesa  receptora 
de  votos  del  Departamento  de  Arauco,  (por  infracción  de  la  ley  de 
elecciones. 

Sumario.  —  En  las  infracciones  de  la  ley  Nacional  de  Eleccio- 
nes, la  falla  de  intención  culpable  exime  de  pena  á  los  acusados, 
y  aún  á  aquel  que  propaso,  sin  probarla,  una  excepción  de  otra 
clase 371 
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CAUSA  V 

D.  Carlos  San  Román,  contra  varios  vecinos  de  la  Rioja,  por 
infracción  de  la  ley  nacional  de  elecciones. 

Siimarío. -^No  probándose  los  hechos  en  que  se  funda  una 
acción,  el  acusado  debe  ser  absuelto  con  costas  al  acusador 375 

CAUSA  VI 

Clavel  y  Dejean,  contra  la  Municipalidad  de  Buenos  Aires,  so- 
bre indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

Sunario.  —  i<^  La  concesión  de  un  radio  hecha  á  una  Empresa 
de  Mercado  por  la  Municipalidad,  sin  haberse  esta  obligado  á 
mantener  por  sí  el  libre  goce  de  ese  radio,  tiene  que  ser  hecha 
valer  por  la  Empresa  Concesionaria. 

2o  Esta  no  puede  hacer  cargos  á  la  Municipalidad,  por  razón 
de  no  haber  quedado  libre  el  goce  del  radio  durante  la  concesión, 
sino  en  el  caso  de  alegar  y  probar  que  tal  cosa  ha  sucedido  por 
algún  acto  propio  ó  imputable  á  la  Municipalidad 380 

CAUSA  vn 

Devoto  Hermanos  contra  D.  Jaime  Waish,  Capitán  del  Bergan- 
tín inglés  (Zuleita>^  por  daños  procedentes  de  averías  en  la  carga. 

Sumario.  —  1^  En  los  daños  de  la  carga,  se  presume  la  culpa 
del  Capitán,  y  á  él  inqumbe  U  prueba  de  las  excepciones,  menos 
en  el  caso  en  que  el  cargador  afirme  que  la  causa  de  la  averia 
consiste  en  el  mal  estado  del  buque,  para  navegar. 

2<*  En  este  caso  la  prueba  de  dicha  afirmación  corresponde  al 
cargador,  máxime  cuando  el  capitán  tiene  el  certificado  de  una 
compañía  de  espertos  del  puerto  d,e  procedencia  de  haber  estado 
el  buque  en  buen  estado  de  navegar. 

3^  EÍ1  informe  do  la  Cámara  Sindical  de  la  Bolsa,  que  á  los  cer- 
tificados del  Lloyd  Americano  no  se  acuerda  en  esta  plaza  la  mis- 
ma fé  que  á  otros,  para  buques  con  destino  á  Europa,  no  desvir- 
túa el  mérito  de  aquellos  para  buques  con  destino  á  este  puerto. 

4»  Para  desvirtifarlo,  debe  probarse  que  el  buque  ha  navegado 
sin  contratiempos  de  mar,  ó  que  ios  defectos  del' buque  no  pu- 
dieron ser  notados  por  los  peritos  del  Lloyd  Americano. 

5®  El  informe  pericial  al  respecto,  no  ordenado,  ni  ratificado 
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judicialmente,  y  en  oposición  al  cual  existe  una  protesta  del  Ca- 
pitán ante  el  Cónsul  Inglés  de  accidentes  de  mar  sufridos  en  la 
travesía,  no  puede  constituir  dicha  prueba 386 

■ 

CAUSA  vin 

Rocco  Píaggio  é  hijos,  contra  Jaime  Lavallol  é  hijos^  por  reco- 
nocimiento de  obligación :  sobre  incompetencia  ;  defecto  legal 
en  la  demanda. 

Sumario.  —  l^  El  capitán  ó  armador  puede  demandar  al  car- 
gador ante  el  Juez  de  su  domicilio  para  que  reconozca  la  obliga- 
ción de  pagarle  el  flete  de  la  carga  que  no  embarcó,  según  con- 
trato, una  vez  llegado  el  buque  á  su  destino. 

V  La  discusión  sobre  sí  bastan¡al  objeto  del  demandante  ciertos 
documentos,  sin  acompañar  la  póliza  del  fletamento,  pertenece  al 
fondo  de  la  cuestión  y  no  puede  dar  lugar  á  una  excepción  dila- 
toria  391 

CAUSA  IX 

D.  Juan  Carlevaro^  con  el  Fisco  Nacional  y  D.  José  Carlevaro, 
sobre  tercería  de  dominio  y  revocación  de  enagenacion. 

Sumario.  —  De  la  petición  del  ejecutante  que  á  la  acción  rei- 
vindicatoria  de  un  tercero  opone  el  fraude  de  la  enagenacion 
pidiendo  su  revocación,  debe  darse  traslado  á  este,  so  pendL  de 
nulidad 394 

CAUSA  X 

D.  José  Pando  con  D.  Modesto  Barañao,  sobre  desistimiento  de 
compra. 

Sumario.  —  !<>  Perfeccionada  la  compra,  queda  el  comprador 
obligado  al  pago  del  precio,  y  no  puede  resistirlo,  á  menos  de  te- 
ner motivos  fundados  por  la  reivindicación  de  un  tercero. 

2**  El  que  posee  una  cosa  como  dueño,  tiene  titulo  bastante 
para  venderla. 

3»  Vendiendo  una  cosa  en  remate  sin  condición  alguna  el 
comprador  queda  obligado,  salvo  su  acción  contra  el  martiUero, 
si  no  espuso  el  negocio  con  verdad  y  claridad. 

4^  El  Juzgado  de  Sección  no  puede  aceptar  un  juicio  sobre  la 
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legalidad  de  una  declaratoria  de  heredero  hecha  por  un  Jaez  de 
Provincia 399 

CAUSA  XI 

Jorge  Calonich  y  otros  contra  Matti^y  Piera,  por  cobro  de  Mía- 
ríos;  sobre  fianza  de  arraigo. 

Sumario.  —  i^  Los  estrangeros  que  no  son  transeúntes  no 
están  obligados  á  arraigar  el  juicio  que  entablan. 

2<»  No  son  tales  los  que  ejercen  en  el  pais  una  profesión^  arte 
ú  oficio 403 

CAUSA  xn 

Don  Juan  Ranjel  con  D.  Daniel  Barreda*  por  cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  Si  el  apelante  no  ee presa  agravios  en  el  término 
de  la  ley,  se  declara  desierta  la  apelación  á  la  primera  rebeldía 
que  acuse  el  apelado 405 

CAUSA  xm 

Don  Francisco  Cheppi  contra  Doña  Gertrudis  L.  de  Lozada,  por 
cobro  de  pesos. 

Sumario. — Si  el  apelante  no  espresa  agravios  en  el  término 
legal,  se  declara  desierta  la  apelación  á  la  primera  rebeldía  que 
acuse  el  apelado 407 

CAUSA  XIV 

D.  Laureano  Gordon  contra  D.  Pablo  Boyona,  por  cobro  de 
pesos ;  sobre  competencia. 

Sumario.  —  El  cobro  de  honorarios  y  comisión  procedentes  de 
un  convenio  particular,  no  puede  considerarse  como  un  incidente 
del  juicio  á  que  ellos  se  refieren 408 

CAUSA  XV 

D.  José  Badaracco  é  hijo  contra  D«  Andrés  Vignale,  por  cobro 
de  pesos; sobre  competencia. 

Sumario.  —  No  puede  deducirse  declinatoria  de  jurisdicción 
antes  de  entablarse  la  demanda 409 
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D.  Lorenzo  Facie  contra  D.  Domingo  Iparraguirre,  por  cobro 
de  pesos.  Incidente  sobre  pruebas. 

Sumario, --No  puede  interponerse  recurso  alguno  del  auto 
revocatorio  ó  confirmatorio  recaído  sobre  solicitudes  de  reposi- 
ción de  las  providencias  puramente  interlocutorias 411 

CAUSA  xvn 

Los  Doctores  D.  Paulino  Llambi  Campbell  y  D.  Jacinto  Susviela 
contra  D.  Pascual  Quesnel  é  hijo,  por  cobro  de  honorarios. 

Sumario.  — 1<»  El  que  alega  la  excepción  de  pago  debe  pro- 
barla. 

2<>  No  es  una  prueba  la  confesión  del  acreedor  de  haber  recibi- 
do algunas  cantidades  á  cuenta  de  otros  créditos. 

3o  No  es  facultativo  en  el  deudor  imputar  una  entrega  á  una 
deuda  ilíquida  de  fecha  posterior  cuando  habia  otra  anterior 413 

CAUSA  XVIII 

D.  Antonio  H.  Suarez^  contra  D.  Juan  P.  López,  por  cobro  de 
pesos.  Incidente  sobre  competencia. 

Sumario.  —  En  las  acciones  personales  el  Juez  competente  es 
el  del  domicilio  del  reo,  y  siendo  hs  partes  vecinos  de  distintas 
provincias,  lo  es  el  de  Sección 415 

CAUSA  XIX 

D.  Joaquín  Romero,  contra  D.  Pedro  Várela,  por  cobro  de  pesos. 
Incidente  sobre  competencia. 

Stimano.— lo  Protestado  por  falta  de  pago  á  su  vencimiento  un 
pagaré  al  portador,  no  es  trasmisible  sino  por  cesión. 

2o  Para  surtir  el  fuero  federal  es  necesario  que  el  derecho  que  se 
disputapertenezca  originariamente  y  no  por  cesión  ó  mandato  á 
ciudadanos  estrangeros  ó  vecinos  de  otras  provincias  respectiva- 
mente    419 

CAUSA  XX 

Don  Luis  Cínollo  y  C*  contra  Zimerman,  Fair  y  C*,  y  Moore  y 
Tudor,  por  cobro  de  pesos.  Incidente  sobre  arraigo  del  juicio. 
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Sumario. — La  excepción  de  arraigo  del  juicio  no  puede  dedu- 
cirse contra  un  comerciante  estrangero  domiciliado  en  la  misma 
ciudad  donde  reside  el  demandado 423 

CAUSA  XXI 

Bartoli  y  Diaz,  contra  D.  Juan  Invernizzi,  sobre  falsificación  de 
procedimientos  patentados. 

Sumario. — 1®  Una  patente  de  invención  no  puede  entenderse 
concedida  por  cada  uno  de  los  procedimientos  en  particular  em- 
pleados para  la  elaboración  de  un  producto,  sino  por  el  conjunto 
de  ellos  que  es  loque  forma  el  sistema  y  constituye  el  invento. 

i^  Para  hacer  uso  de  los  derechos  que  acuerda  la  ley  de  paten- 
tes contra  terceros,  es  necesario  demostrar  qué  se  emplean  los 
mismo  procedimientos 426 

CAUSA  XXII 

Don  Basilio  Cittadini  contra  la  Sociedad  del  periódico  <L'Opera- 
jo  Italiano»,  por  cobro  de  pesos;  sobre  competencia. 

Sumario. — i^  Las  sociedades  anónimas  no  autorizadas  no  tienen 
personería  jurídica,  y  por  ellas  son  personalmente  responsables  sus 
Administradores. 

2<>  Siendo  estranjeros  estos,  no  pueden  ser  demandados  por  otro 
estrangero  ante  la  Justicia  Nacional 432 

CAUSA  xxra 

D.  Roque  Cainzo  contra  D.  Miguel  Bancalarí  por  cobro  de  pesos. 

^ttmafío.— La  excepción  de  inhabilidad  del  título  opuesta  con- 
tra una  escritura  pública  de  plazo  vencido  que  contiene  cantidad 
líquida  en  moneda  corriente,  base  cierta  para  su  reducción  á  me- 
tálico, es  infundada  aunque  se  alegue  que  sus  cláusulas  se  prestan  á 
diversas  interpretaciones 435 

CAUSA  XXIV 

El  Dr.  D.  Antonio  Battilana,  contra  D.  Ángel  Cagnoletti,  por  co- 
bro de  pesos. 

Sumario. — La  Suprema  Corte  no  puede  conocer  en  apelación 
de  las  demandas  por  menos  de  200  pesos  fuertes 437 
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CAUSA  XXY 
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D.  Alfonso  Terribile y  contra  Nevares,  Casares  y  Santa  Coloma, 
por  cobro  de  pesos.  Incidente  sobre  embargo. 

Sumario. — No  podiendo  cumplirse  una  providencia  del  Juez  de 
Sección  deque  se  ha  apelado^  la  apelación  quedo  sin  efecto 439 

CAUSA  XXVI 

Don  Adrián  Cazus  contra  Don  Ángel  Brugo  hijos,  sobre  cum- 
plimiento de  un  contrato  é  indemnización  de  perjuicios. 

Sumario.— i^  Si  un  contrato  de  locación  |le  servicios  no  puede 
cumplirse  por  fuerza  mayor  empleada  por  el  locatario  contra  el  lo- 
cador, aquel  es  responsable  de  los  perjuicios  que  ocasionan  á  este. 

go  La  indemnización  comprende  en  este  caso  el  valor  de  la  obra 
ejecutada,  ;los  materiales  preparados  y  las  ganancias  y  utilidades 
que  se  podia  prometer  del  contrato. 

3»  Los  documentos  privados  son  prueba  contra  quien  los  pre- 
senta y  no  contra  el  contrarío  que  los  contradice. 

4<>  Una  detención  arbitraria  se  indemniza  con  una  cantidad  cor- 
respondiente á  la  totalidad  de  ganancias  que  cesaron  para  el  pa- 
ciente hasta  su  completa  libertad Mi 

CAUSA   XXVII 

D.  Máximo  Parfait,  contra  la  Municipalidad  del  Rosario  de  Saáta- 
Fé,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario.- '\^  Las  reglas  de  buena  interpretación  prohiben  dar 
á  un  documento  obligatorio  una  que  conduzca  á  dejar  á  voluntad 
del  deudor  la  época  de  cumplirla. 

2»  Un  ddcumento  se  interpreta  no  solo  por  los  términos  en  que 
está  concebido,  sino  por  los  demás  documentos  y  antecedentes  con 
que  guarda  relación  y  de  que  emana. 

CAUSA  xxvm 

D.  José  Siseo  contra  la  Compañía  Argentina  de  Seguros,  sobre 
abandono  del  buque  cFilántropo»  y  cobro  de  seguro. 

Sumario.— i^  En  los  seguros,  la  póliza  es  la  ley  de  los  contra- 
tantes. 

2o  El  contenido  da  la  protesta  hecha  por  el  Capitán  sobre  las 
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cansas  de  un  naufragio  tiene  á  su  favor  la  presunción  de  verdad, 
máxime  si  es  ratificado  por  el  Capitán  y  testigos. 

2^  Hay  lugar  al  abandono  del  buque  asegurado,  cuando  se  prue- 
ba que  no  se  halle  en  estado  de  navegar. 

4o  Lia  prueba  de  que  puede  ponerse  k  flote  gastando  menos  de 
las  tres  cuartas  partes  del  valor  asegurado^  está  á  cargo  del  ase- 
gurador  451 

CAUSA  XXIX 

Don  Hermógenes  Pontis  contfa  D.  Manuel  Villalobos,  sobre  ren- 
dición de  cuentas  y  cobro  de  pesos. 

Sumario. — 1®  El  depositario  de  bienes  embargados  en  causa 
criminal  en  la  que  se  ha  sobreseído  en  virtnd  de  ley  posterior 
de  amnistía^  tiene  derecho  á  que  se  le  abonen  sus  honorarios  y  los 
gastos  conservatorios  hechos,  contra  el  dueño  de  los  bienes. 

2®  El  mismo  depositario  es  responsable  solamente  del  cuidado 
de  la  cosa  depositada  y  no  de  la  que  esta  pueda  producir  con  un 
trabajo  especial.  ' 

S^  El  está  autorizado  ademas  á  vender  lo  indispensable  para 
sufragar  los  gastos  necesarios  de  conservación,  siempre  que  la 
venta  sea  hecha  á  los  precios  corrientes  ó  mejores 457 

CAUSA  XXX 

El  Banco  Nacional  contra  D.  Luis  G.  Balcarce,  por  cobro  de 
pesos.  Incidente  sobre  competencia. 

Sumario. — 1®  La  justicia  federal  es  competente  para  entender 
en  toda  acción  contra  ó  en  favor  del  Banca  Nacional. 

2»  Del  auto  pronunciado  por  el  Juez  de  Sección  en  una  excep- 
ción de  incompetencia,  hay  siempre  apelación  para  ante  la  Supre- 
ma Corte 463 

CAUSA  XXXI 

D.  Mauricio  Ambrosetti,  contra  Pedro  Servo  y  otros,  sobre  so- 
borno y  falsa  declaración. 

Sumario. — Solo  en  el  caso  en  que  la  declaración  de  un  testigo 
ofrezca  indicios  graves  de  falsedad  ó  de  soborno^  debe  ordenarle 
su  prisión • 465 
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D.  Eugenio  Carreras,  contra  Massa  y  Bernasconi  sobre  falsifi- 
cación de  patente  de  inyencion. 

Sumario.— i^  Concedida  patente  de  invención  por  el  uso  es- 
clusivo  de  un  aparato  para  obtener  un  resultado  determinado^  no 
puede  él  ser  empleado  por  otros  con  el  mismo  fin. 

^  Otra  patente  espedida  con  posteridad  por  el  mismo  aparato 
es  nula. 

3°  Si  el  medio  empleado  con  posterioridad  constituyese  un  per- 
feccionamiento del  patentado  antes^  puede  ser  conservado  por  un 
certificado  de  adición. 

40  Habiendo  la  Oficina  de  Patentes  concedido  la  segunda  pre- 
vio examen  y  sosteniendo  pon  posterioridad  que  no  existe  analo- 
gía entre  los  dos  aparatos  patentados,  no  es  sostenible  que  los 
que  obtuvieron  patente  con  posterioridad  hayan  procedido  de  mala 
fé  y  que  deban  ser  condenados  como  falsificadores 467 

CAUSA  xxxm 

W.  Paats  y  C*  contra  D.  Bruno  Quintana,  por  cobro  de  pesos. 

StimaHo.-— Manifestando  el  deudor  de  una  letra  de  cambio  en  el 
acto  de  protesto  que  está  dispuesto  á  pagar  en  una  clase  determi- 
nada de  moneda,  y  hecha  consignación  al  notificársele  el  auto 
de  solvendo  en  esa  misma  especie,  que  acepta  después  el  acreedor, 
las  costas  judiciales  son  á  cargo  de  este 476 

CAUSA  XXXIV 

D .  Sozano  Gómez  contra  D.  Antonio  Tabeada,  por  acción  civil 
de  hurto. 

Sumario. — i®  El  conocimiento  de  una  causa  por  acción  civil  de 
hurto  deducida  por  un  vecino  de  una  Provincia  contra  un  vecino 
de  otra,  corresponde  á  la  jurisdicción  federal. 

2°  El  valor  de  haciendas  consumidas  por  fuerzas  movilizadas  en 
servicio  de  la  Nación,  si  bien  puede  importar  un  cargo  contra  el 
Gobierno  Nacional,  no  lo  es  contra  alJefe  de  esas  fuerzas  que  no 
procedió  con  fraude  ni  encubiertamente,  ni  lucro  con  ellas 479 
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]>  Manuela  Cretel  coütra  D.  Pedro  Perissé,  por  cobro  de  pesos, 
incidente  sobre  personería. 

Sumario. — Una  caria  de  fianza  sobre  alquileres  de  una  cas^ 
se  entiende  estendida  á  favor  del  propietario  y  no  de  quien  *  firma 
por  él  exigiéndpU. 483 

CAUSA  XXXVI 

D.  Cándido  Todros  contra  el  Lloyd  Suizo,  por  seguro;  sobre 
pago  de  la  suma  asegurada. 

Sumario,-— E\  pago  comprendido  en  el  art.  1393  del  66d.  de 
Com.  se  refiere  al  capital  de  la  suma  asignada,  y  no  á  ^ns  intere- 
reses  y  costas 485 


